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A 

IVn-in.i 

A di ni n ignición fie Impuestos Internos contra Oinddiek. 

Wrir v Cía. l.nla,. sobre aplicación de mi:i multa in- 

fracción a la ley 1 1.J52 , 5 

Admini>iiaiióii de hn¡.ue^os Inu rutis o mu ra Guillermo 

Alvarez. sol>re abuso de autoridad ". 4LS 

\dtuiinsiraiiOn de los l-Yrroeurriles del listado cu amos 

cotí los Señores I larrus y Si^al. sobre cobro de pesos. 
Agente Fiscal contra eJ diario *KI Telégrafo» (Raúl O. 

Goiíji^guej y otro), pi ir desacato* Fxec|icioiies de falta 

de jnrivdiceión y de acción 310 

Alhen. don f\d nardo, en autos con el l* ¡seo Nacional. pnr 

n | i lición de pago de contribución territorial. Recurso 

de hecho _>f> 

Al faro, dpO Juan y don Xicolús, contra la Provincia de 

Buenos Aires, sobre devolución de pesos..» 1M 

Almasio, don Consto tino, en autos con Fabián F. Fidel;*. 

sofcfe desalojamiento. Recurso de hedió Mi¿ 

Alsina de Roque, doña Sara (su sucesión); sobre im- 
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I«tfMn ;l las herencia.-. 

Mméi. don Guillermo, je» autos ton la Administración 

P Ñipóos Intentos, sobre abuso de autoridad.,, 
Alvaro, iloii Jacinto, recurre etl ( ,»¡cja de ^ntincb pirp, 

mflfc&li |w el Superior Tribunal de Justicia de la 

Provincia ,| t . Kiitre lííos 

t . f >4 

Amado. .Ion Na/ano o«, tra la Provincia de Salla. sobre 

embargo preventivo j^, 

An/oátcgtii. ém Mari... cu autos ton don Praiu iseo A. 

sobre Mmm*WÍ&n c§ danos y iierjiiicius. _>_'/ 
Arguelles v liormida. señores, contra ti Ferr< .carril Cen- 

m\ Arruino, sobre Ütfm y perjuicios. . , , í45 

AMHi^n. íti>« Knrimte. éii autos Con dun Vietorin Kies. sn- 
bre tMmmtái mml^m tfc na^ y dar»,» v 



■ r, " t ""' s •* Í7l 

a 

J'-alUiatii, doña (/audinn Naón de, en lus autos «liaibiani, 
José, contra Uraco, de íí:i|liíani, doña Hcbc Aii^t-Tica, 
>obre pérdida de la patria potestad. Recurso di- hecho. *fí 

Manco Anglo Sud Americano en áutos con la Provincia de 
Mendoza, sobre ejecución hii>otecaria. liecurso de hecho ¿03 

J Santo de la Nación Argentina contra la Provincia de 
Santa Fe, soljte cobro de pesos 250 

fin neo Holandés de la América del Sud contra la Provin- 
cia ile Titenmán, sobre cobro de ik'sos 232 

llarrionnevo, don Eineterio. en autos con el propietario y 
direcitr de «El Diario», de la ciudad de Salta, sobre 
daños y perjuicios. Kceurso de hech. 50 

Barros y Sigal, contríi la administración de los Ferroca- 
rriles del Kstad». sobre cobro ríe fu-sos 274 

Haitaehmi. don Antonio y otros, contra la Municiiwiidad 

de la Capital, por rc|>eiicióii (le pago |tf9 

llascamff Gregorio, sobre homicidio en la persona del 
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agente de imlieia Juan Cari ti, atentado y resistencia a 

la autoridad 57 

Itíisst, don Teodolindn, su quiebra. Contienda de fOittpe* 
tcncia *>7 



líerraz. dntt César, en el juicio de quiebra de Izquierdo 
Hermanos, incidente sobre nombramiento de martiliero!. 
Recurso ile hecho #04 

líotíi. don Leo] >o¡du I,., en autos tul) el I tañen Crédito 

Provincial, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho.. Ktl 

líoretto, dona Josefa y otros, contra don Matías Itnrelto, 



sobre reivindicación , Mt2 

[inretlii, diin Matías, en autos con duña Josefa líoretto y 

otros, sobre reivindicación M>2 

lluyli. don Kmilio C. en autos con doña Angela S. de As- 

tnildi. sobre desalojamiento. Recurso fie hecho 5S 



l'nla expedida jxir Su Santidad Pió XI. instituyendo obís- 
|hi titular de Altea, sufragáneo del arzobispado de bife- 
so y oltispo auxiliar del ar/.obtsjxj de la arquidÍóces¡> de 
LÚ|enos Aires, a monseñor Fortunato Devoto J*W 

c 

t aja Nacional de Juliil tetones y Pensiones de Fnipleados y 
( íbirétos Ferré .'iarios, en autos con doña Cecilia Ló|>ez 
de Camacho. sobre cobro de pensión 3S2 

Camus, don Máximo en autos con el propietario descono- 
cido de una finca, sobre cobro de pesos. Recurso de 
hecho .............. 57 

Capitán. Armadores y Dueños del va(Kir nacional « Agui- 
la ». en autos citu ta sociedad anónima «Ouebrachales 
Fusionados», sobre indemnización de daños y perjuicios. £4 

Castells. doña Josefina Roca de, contra la Provincia de 

Buenos Aires, sobre repetición de pago ¿47 

Chacón, don Torthio, en autos con don Vicente Huuader. 
sobre cobre ejecutivo de jiesos. Recurso de hechi 305 



Cbadwick, YYeir y Cía. Ltda. en autos con la Admiuis- 
tación de Impuestos Internos sobre aplicación de una 
multa por infracción a la ley 11.252 

Compañía Azucarera Tticiimana contra la Provincia de 
Tucumáu. sobre devolución de dinero 

Compañía General de Ferrocarriles en la Provincia de 
I lucilos Aires, en autos con don Emilio Juan Windels 
y otros, sobre devolución y entrega de un inmueble. 

Com|xuiía de navegación Nicolás Mihanovich contra el 
Gobierno de la Nación, por devolución de suma pagadas. 

Compañía Mercantil Argentina en autos eoii el Fisco Na- 
cional, sobre cobro de una multa. Recurso de lieeho. 

Compañía Mercantil del Chubut, en autos con don José 
Berreta. sobre cobro de pesos. Recurso de hecho... 

D 

Pifes y Munt en autos con don Alfredo Vanipa. sobre de- 
fraudación aduanera 

ftoratí, Maria Zalungo de. en la causa criminal míe se le 
siguiera por usurpación de propiedad , 

Dreyíus y Cía. don I.ouís, contra La Provincia de Hue- 
llos Aires, sobre repetición de pago 

i. 

El Fénix Sudamericano, en autos con la Administración 
de Impuestos Internos, incidente sobre recusación. Re- 
curso de beclio 

Errecaborde Unos., en autos con doña Magdalena y doña 
Errcealtorde. sobre caducidad ele contrato y desaloja- 
miento. Recurso de- hecho 

Exhorto del Juez Federal de la Capital, doctor Saúl M. 
Escoliar en los autos «Tomasa Aguilera de Lubo y José 
M. Luho, contra Guillermo Valdez. sobre desalojo 
de iin Ccinipo ■ •<.•».■■■*•■*■■»■■*•■■*■•■*■■■■■■■■* 



t'iliiijlil 

Exhorto dd Jiu-/ Letrado de la Pampa Central al de ln*- 
inieción t[$ la Capital federal, soHcitaiicld la deiéíi- 
eíón cíe Ricardo Sanitlláu Padilla: su di ttgenciütní etilo, .i.íl 

l-~xlif irtt» del MiuiMerio iie k elaciones Kx tenores, acompa- 
ñando 1;* doeuuirritaeión cmi que la lii-al F.mliaiada de 
Italia, solicita la extradición de Leonardo Cosiazo y 
Antonio Ventile , , . ,St» 

F 

Fastíitti, dmt César, causa seguida rii su contra |i"r in- 

fraeeión al artículo Ifi de la ley 47i W íor 

Fondevila, lujo, don Antonio,, t-n attlns con ¿J Poder F.je- 

cutivo de la Provincia de Muchos Aires, juicio conten- 

ciom ^administrativo. Recurso de heclio 58 

IV-nv-inde/, doña Alicia llaydée y otros, ni autos con la 

Cája Ferroviaria. Recurso de hecho J44 

Ft rmearril Central Argentino en auto* eon c|r>n Leonardo 

Man i ñu. sobre devolución de fieles. 5 

Ferrocarril Central Argentino <n autos con los señores Ar- 

gitétíes y (torunda, gobre daños y perjuicios. '< :,Z 145 

Ferrocarril Central Córdoba, en autos con don jnsé F¡- 

gucroa, snlin* reincorporación y pago de sueldos. . . . . MO 
Ferrocarriles del Kstado contra Carmelo V. Vidal, sobre 

expropiación ,í54 

Ftgtiénsá, don Jo$é, contra el Ferrocarril Central Córdo- 

Ita. sobre reincor|«>racii'm y pago de sueldos ¿40 

Fisco Nacional contra Antonio IWchctto y Cia.. sobre 

coliro de l>esos 400 

Fregarme, don Fortunato, sobre ciudadanía. 301 

Fuenes, doña Rosa Formo ile. en autos con don Juan 

Fuertes, sobre divorcio. Recurso de heclio .104 

G 

García, don Segundo, contra don Fclijie S. Obredor, sobre 

reivindicación 147 



.-</ 
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Gcnibrc). doHa ! nYIia S. de, ni auin* con don Tanchcdo 
Francisco, xilm- cisión <lc derechos y mu ilmi Diego & 
y M;imicl < "livcr. inte Cobro de \tmt». Recurso di' 
luvlm , É 

Ghíoícfi y otro, don W-rieo. ni amos con cfoti Allii-rtu 
G.mpi, sohn- injurias, koeui>n de hecho... ,W 

Gil .\|¡ K ucl \ ('ta. i ii nulos con la MwiMf^KÍad ríe ta Ca- 
pital, por infracción 'le tos artículos 3406 y 24()7, 24,V> 
y 2M<> del Rigesíp Municipal _\*7 

Gobierno de la Nación en autos con ta Compañía < ¿enera! 
de Na vención. Nicolás MihancíVich. jKtr devolución de 
sumas pagadas , . , 4J 

Coliii-ruo NacioiKil en autos cotí la Guardian Assurauce 
Cmpanc Limited, por repetición ríe Mimas tic dinero, NO 

Gohienio de la ¡%CÍÓn en autos con don jor^e Haiuard» 
>ohn- reconocimiento *lc derecho a ¡ufiilacion ordinari;i. ]'f 

( iuiiit-nto de la Nación ui mitos con la sociedad anónima 

Wets India l »il t'nnipanv, sobre devolución de dinero. 220 

Golditi. éim JtMé, m autos ctm [ose \ ieyns. sohre falsi- 
ficación de marca. Recurso de hecho., . , 77 

Gtuinlian Assurance Omipany Limited contni el Gohier- 

nu Nacional, por repetición ile sumas de dinero SgQ 

Guerrero, «ion Manuel, eil atttos con los señores J'clácz y 

Cia., sobre desalojamiento 25N 

( ¡fuither, don Félix, apelando de una resolución de Aduana. 25 1 

Guriérrez Fernandez, don Amonio, en autos con la suce- 
sión de don Toribio Gutiérrez, sobre petición de heren- 
cia. Recurso de hecho 245 

H 

Haiuard. don Jor^e, contra el Gobierno de la Nación, so- 
bre reconocimicnlo de derecho a jubilación ordinaria. 19 

Herrera. Juan o Juan Trnjitlo o Juan Francisco Herrera, 
criminal, contra, por los delitos de homicidio en riña, 
asalto y rol» con violencia y abuso de armas 58 
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Jamaran, don jíüfé y otros, recurso ck mieja 245 

L 

Lar;» y otros, don Robustiatto, o ni t ra l;i Provincia de 
Ifucnos Aires, sobre repetición de ,Mt2 

Lcrtora. doña Teresa Franceschino de (su sucesión), en 
autos con la sociedad anónima de seguros lito ele la 
Plata. Recurso de hecho , 245 

Linares, don David, contra la Provincia de Córdnlia. ¡mr 
devolución de sumas ote dinero 112 

Lízzadro, don José, en autos con la Municipalidad de 
cjuílmcs. sobre devolución de material, daños y per jui- 
cios. Recurso de hecho 244 

Ldjie/. doit Eustaquio, su sucesión, sobre pensión .17S 

López r|c t amacho, doña Cecilia, contra la Caja Nacional 
<k Jubilaciones y Pensiones de Empleados y Í>1 tren >s 
l'Vrp aviarios, sobre cobro de ]H*nsión 3S2 

Lutrne, don Francisco A. contra don .Mario Au/oátegui. 
sóbre indemnización de daños y perjuicios 227 

Llamas, don Leticio. en autos con doña Lucia lírill de Mac 

Lean, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 24*» 

M 

M aniño, don Leonardo, contra el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, sobre devolución de fletes 4. ..... . 5 

Maz/co, Francisco, crimina], contra, sobre homicidio. . . . 59 

Milaní, Juan Ü., procesado |ior infracción al art. 21 de la 
ley IL.ÍSf». (Ley sobre nuevo eiirulanieitunh. Recurso 
extraordinario 24.1 

Molina, don Pedro, en autos con don Julián Carmelo Pie- 
ri y (joyer. sobre división de condominio. Recurso 
de hecho 265 



tm jLsnciA di; x.uiúx 



Wmtt 



■\i-.n yt -. mú i:in.n. <wmtí*m * mm car- 

i.-i (te ciudadanía 

Alaran.,. ,]nn líamún (áñ Mirasiún |. en íUH&s cmwloña K¡¡- 

hcoln» C,irS * *'* 

Mmiid T «ilú|;[.l & la Pujíi^ü contra d.m Mi U ud (iil y t ía." 
!»-r iníractíón ck- [m an>. 2gr, y 2M)7. 2*h y 26|0 del 
fe Mnmcijal _ ; 

n nitrií Ü&fí Kanu'm Soñnra. 



PitKÍua 




' Ir >] i 

■ • 



* 



-Mimiciiwli.Ia.! efe (a lapital m tUÍKfe cmi <la., 4ii|oníó 
Üurtacliini y ulms, p»r rapnicinn tic- |^. T . ,, 



N 

Xc-Mnr. I.tma. criminal, emura. pnr lumik u|j<i. Scfin- enm- 
pi'lt'ncia 

Xufuz y mmm y lA-derio. contra la é¿fi¿¿ 

mi Krrnirarril ihsiv de Uñónos Aires Lrla., sobre <la- 
y |>ei-jn¡c¡us. 



34S 



72 



lí.4 







t >lirw|nr. don |.V-|i, H - S.. ni am.is cüii clon S^tufo < ¡ama, 

sobra reivindicación 

( i.lrii. z( tla. don .Marrin J., en autos con don Honorit, 

< Mri.izola. su sucesión, sbhra <*fe de |x?sm. liecurso 

«ll 1 Itecllo , , 

I fnlmpui. don iVdn». contra la hireeeión de locuelas de la 
fVovimia (le Muchos Airas, sukre rnwnstitucion.il klad 
# NwpiiesUw a la» hereudas. Recurso He hecho 



147 



IVilanuiik, d<ni Adolfo, su i|iiicbra, enmienda de eoni|ir- 

I<lkl<l , . , . , 



24¿ 
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Pápina 

I 'amaleo, Kiiriuue Rafael, e Ida M alatli efe 1 'anule», su 
extradición a solicitud de las autoridades dd Reino ele 

Taz. don Cuillermo. apelando de una resolución de la 
Aduana del Rosario „ JS-t 

IVIáez y Cia., en autos con <loti Manuel t ¡tierrero, Sobre 
desalojam i etilo * , 

Poujade. don Finilio. en los aú s de su convocatoria de 
acreedores, Recurso de hecho 304 

Porclietto. don Antonio, en autos ron el Fisco Nacional, 
sobre cobro de pesos $00 

Procurador Fiscal de la Cámara Federal de Apelación de 
la Capital, en los autos Chuco. Juan Federico. Recurso 
de habeos corpits. Recurso de hedió. 15 

Provincia de Buenos Aires en autos con don Juan y don 
Nicolás .Mfaro, -solire devolución de pesos 247 

Provincia de Huetios Aires en autos con don l.ouis l>rey- 
íus y Cía., sobre repetición de pago 24*' 

Provincia de Buenos Aires en autos con doña Josefina Ro- 
ca de GasteiiSj sobre repetición de jago 247 

Provincia de Buenos Aires, en autos con doña Mercedes 
Fernández de Sái'ii?.. sobre repetición dé i«i¿o ■ 240 

Provincia de Rueños Aires, en autos con don Robusfiano 
Lara y otros, sobre repetición de pago 102 

Provincia de Santa Fjé en autos con don José Sjíanziui. 
sobre cobro de |>esos i OS 

Provincia de Sania Fe cu autos con él Banco de la Na- 
ción Argentina, sobre cobro de i»csos. 25<> 

Provincia de Córdoba \n autos con don David Linares, 
\»ir devolución de Minias ríe dinero 112 

Provincia de Salta en autos con don Nazario. Amado. sfl* 
hre eiiÜKirgii preventivo l^ 1 

Provincia de San Juan en autos con don Fduardo Sán- 
ebez, por colírn ejecutivo de |»esos .>2<> 
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451 



IVlkiii.i 

IWiticm de San Juan, ni áíifos con ,|„n R„ñ| kia/ntti. 
I^ir repetición t]e impuesto 

Provincia de Tiiennián en aalOs con el Kanco Holandés 
de la América (Id Sud. sobre cobro de pesos »,í> 

Provincia de Tuaunán m autos con la Gom]>añ¡a Azuca- 
rera Tueumaiia. sohre devolución fie dinero 150 

Puedo, don Tonas Ricardo, denuncia infracción ley d« 
■Vfc»s 



• * I t * t . , 



L'nimero*. doña Hilda llarrai|nero .k- («ju sucesión). Ren- 
di- cuenta» 



* ■ * « 



- i ■ - - ■ p 



Keynal. don Jnan, cñ los auto» De IVrea .Vluffoz; «aura 
Petra A. R. Mensura. Regulación de honorarios. Re- 
visión. Recurso de hecho 

Ríes, don Victorio, contra don Fnrimte Asiendo. #j£g 
reivindicación, rq^tíción de pjgo y daños y perjuicios. 

Riíuies, Arturo, criminal, contra; por homicidio, 

Kwaotti, don Raiil. cernirá la Provincia de San Juan. ,H,r 
repetición de impuesto ^pi 

Rodrigue* Freiré, don Modesto, solicitando .«ira si la tu- 
tela de sus nietos 



161 

246 



50 



Salwiella. don José, eií autos con doña María I tobado de 
Saliatella. sobre emtargo. Recurso de hecho íoj 

Sáenar. doña Mercedes Fernández de. contra la Provincia 
de Buenos Aires, sobre, notición de pago 24f, 

Salenio. don Pedro, en autos con la Municipalidad de la 
Capital, sobre cobro de una inulta. Recurso de hecho. 244 

Sánchez Vaca de Vázquez, doga Escolástica e hijos meno- 
res solicita iicnsión 
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l'.iintt;. 

Sánchez Sarmiento, don Ivlimnl... contra el Ki.co h-u- 

v ¡tidal <k- San Juan. |n»r enl»n> ejecutivo Útí \É&ú$ ijn 

Scappa. Domingo, sn t \iraflicciim a -ulicihiil <!r la mi- 
hajatla del Reino «Ir Italia 

S^an/ini. don Jom». contra la 1'rovimia ^ U- Sama l-Y. M,lirc 
Ctjhílt <k ncssós , ... . I-,s 

Sfinrllcr. rita*! Eugenio* contra l>»min£o Vitalr. Milm- nu- 
1t(Ií|íI tle marca , Í04 

Sierra, tlirti ( ttínzalo, apelando ¡le ima roulncmn ife la \t1- 

tiiini.^rranúii dr Implicaos Internos 5'' 

Si Piit-i l:u | Anónima «< Mielirachalts Ilusionados, rom ra é 
capitán, armadores y fliiífftos di-1 va¡N,r nacional «Asimi- 
la», *of»re indemnización de dafu* y prnuirios sd 

Sociedad anónima \Yf>t India t )¡l (ompanv cuntía t i ( ¡n 
', íerim de la Nación, -vtilirc devolución de dinero. ..... JJa 

>.>ñoran, fínii Ramón, en untos ern la .Municipalidad de la 
Capital ¡ >nlnv expropiación . 

Sosa, doña Mana Luisa S-|miim fie, en ati(o> ci>m ffttfiil 
lVrc*.a tMfíine de Oiffhtié (-ti si«s;sióitj, sohfe des- 
alojo, k.riirx,, de furhfv ío.í 

V 

\ ampa. don AliYcdo. cuntía (0¡* Tiii»rc> líale*- v llunt, 

filtre defraudación aduanera XX 

\ idal. lítMl l ármelo Y., en ani"- en 1"-* l-'rtTncarrilr* del 

litado, sohrc expropiación v-| 

Vílíi, doña .Alaria l'VtvijLjüe rk«. en aillo?, con don I ~ 1 1 ^ t - 1 ) t ■ > 

KiirU'iidort. -.ni .re reivindican m. Recurso de hecha ,ÍtJ6 
\ itaíf, don I Joiiiirry.i, en airio> con d«!i Kii^ciiin Sftneller. 

-ulire ift#la*l 'le marca , W4 

w 

Wimk'U <¡mii Kmilío Juan y mruí. contra t i ñipan ia ( le- 
ñera 1 fie 1-ei ti ira i rik> en la Provincia ijip ItttetliW Aires, 
siiíirt devolución y nítrica de mi inmuclilc. MJ 
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■ Ut m tw™m í,V„ t r„/ & i^m^rnlrs M Estado I a r t - 

mmm^ del mfa Ufanm uwr<k<k ym !á lev éfe 
n h AdmmiWación General de |.« l-VrnK. :i rril l ;í del femé», 
ttt» mipurui cstal.kd-r o„ c la Xación sea ]K iru- directa en r<> 

- jmens, contratos v demás ^ en ^ imerv,,,*, 

•li | lie] la de aatt ,,, (1 ^ d ^ ^ ^ ^ ^ 

B^lWmr a la repartición mwém&a ¡as faenhades llm -- 
sanas v md.spcsal.les para él niH«,r desenvolvimiento ,| t . 
as empresas .le transarte de propiedad de la \aetm» afri- 

o^uí'^ m ,IÍSll " ,:i * h ' ** i:St;,(,f ' > 

Toándose de una enriad ,-^riieiú., m , tmtütíks 
k^wtimsdt* por* estar en juicio p„ r sí misma y refi- 
riéndose la acción promovida, al u.bn, de oMi«aciimes en«|f- 
¿entes de contratos relacionados «„, la explotación ferrn- 
v. : .r,a y con los hicnes administrados, no es dndosa. la inn- 
píu.ilnlidad al caso, del an. 1" H | t . I a \ vy p gpgg 

í-a Administración de los Ferrocarriles ¿ litado 

mm $mm mmm m cé$w redamado. „o raw- 

i-a,, menear e„ sn favor la excedió» autorizada y| 
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art. 2¡3 de la ley X' 42N, por cuanto de acuerdo con tu> ar 
tiiulu!* S, $ y li í de U-y 'v.v. ella tiene a su car-jo el ma- 
nejo directo de los fondos. a>i o mu» riel producto de !a c\ 
ph ilación. 1 Vtjí, 274. 

. J./ t/Jfr i'ortYii par latist-s natura!, s: itso y i;ntv </«' /tr.v vh'sums. 
-Al consagrar los arts. 2340 y 2341 del Cwtt£q Civil el 
den-clin de lt »> particular??, al uso y i;oee di- las atetas que 
corren |*»r cauces naturales, im lian creado un derecho absn- 
luto, libre de toda rey lamentación, sino una facultad su jila 
a la-, limitaciones impuesta* por la> ordenanzas generales t> 
Incales. I'ájí. 1 12. 

. íi-f'i/íii .•ntí'sitfiaríti tít'! art, 277 f > del Codujo Civil; $¡i [>r t j¡t rif>fiiiit. 
La acción subsidiaria por indemnización del daño causado 
pnr la enajenación, art. 277** «lid Código Civil, se presad k- 
■ ii d hlishíb tiLti»|Hi y de it^iial manera que la reivindicainm 
i-iintra el actual [K>see<lot. l'á^. 10K. 



!*itht;-~ Con las reserva* ípjíe emanan di la Constitución y de la> 
le ye- dictadas con arreglo a ella, sobre el Patronato .Vaetn- 
naí, lidie concederse el pase a la Muía Pontificia, que. si 
bien faculta a un obispo titular de una inicia extranjera 
(OblSpUs ¡ti pirlibusi para que pueda auxiliar al ar/.nbistMt 
de la arquid ¡uresis de Huellos Aires, celebrando los pontifi- 
ca tes y ejerciendo lus oficios |tastorales en esta diócesis co- 
mo auxiliar de diclio diocesano, previene que no podrá ejer- 
cer estos- actos sin el consentimiento del mismo, cuyas atri- 
¡ iliciones snn ejercidas con sujeción al Patronato, y cu virtud 
del iuiaiiumii prestado res|>cetii a su observancia. Rj|: 

G 

( •>mr,'(i'in-h},— \ case ^Jurisdicción». 

CftHffresa memtíáh sti insultad ptnv tv¿w twiitribii?iqws>f~íw 
facultad del Congrego Nacional para errar contri luiciones im 
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<¡uk- u,ra mmmm (|llt . , a % mmm jx>r s ^ 

Fundamental que se le ha delegado como ,m desprendimien- 
to <l, la soberanía. y ^ crear ^ necesarias a lit 
vida de la Nación. 1%. »} 
0pmmél \'aao 1} al.~-l* Constitución eS t ». es.at.no para ^ 
íídJüv y garantir las relaciones y los derechos de los hombre » 
9£ M ei, la República, tanto e* (i , |wlz ^ M 
t.u»po de guerra y sus provisiones no luirían sus^nderM- 
en ninguna de las grandes emergencias de carácter finan. 

?PSWr^« clausula tercera del convenio de 'limites ¿. 
el.rado entre las Provincia» de Santa Fe y de Santiago del 
lulero el W de Septiembre «le 1896. sólo ,t,vo en mira re- 
solver une cu el caso (tesoperposfctón ¿c títnlos derivado, 
de actos de enajenación de las dos Provincias, los conflictos 
*mm resueltos por los tribnnales comitentes, .(««lando 
«M-ííada píamente la de Santa Fe», esto es, una sustitu- 
to» en el sujeto de la obligan»,,, pero sin producir altera 
ración alguna en la naturaleza de la relación jurídica l'i- 
gma ií)S. 



tos reglan.eu.arios del poder administrador puede» ati*Ó»rÍc 
& la estructura literal de la ley. siempre une se justen al 
de la misma; y el texto jggjj m ^cepttbte de ser 
"KKhfcado «i S „ s modalidades de expresión siempre eme 
ello no afecte su aeeptíón sustantiva; en consecuencia pro- 
cede establecerse, en general, desde luego, ,„ie no vulneran 
el pr,uc.pio establecido en el inciso >■ del art. í*> de la ( o»s- 
liittcion las instrucciones y reglamentos míe se expidan mra 
la mejor ejecneíó» de las leyes cuando esa reglamentario» 
se dicte «cuidando» de que se n»n|enp inalterables lo, fi- 
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tus y el sentido o conia-jjío COTI que r lidiar- leyes liatt sillo 
sancionada*. Bigi 5. 

/ h r ruiuidtithi de ¡a mtht tic .l.huin,!. Las instrucciones impar- 
¡i^las |m>f la circular X" 10 de la Inspección General de lien- 
tas, de Abril Jo de I 1 »!'*, que un lena que el procedimiento 
ife las Aduanas >e ajíiSíe a tb establecido en la resolución 
.V 659 del Ministerio de Hacienda, de 1S tic Julio tic 1918. 
-•ni concordantes enn las disposiciones de la lev tic Aduana 
X" y con la resolución respectiva del Ministerio de Ha- 
cienda. l*áy. 230; 

/ K irtiiuim io» tí,- la rento </c . I tintina. Ks a la decisión del Ad- 
ininisiradiir de Aduana que corres|*indc aplicar el plazo de 
veinticuatro luirás que lija el ari. !.U de la ley N« *10 (( t. 
<>. de Aduana l cu los casos de mercaderías no incluidas en 
la tarifa de avalúos. |jara retener jmr cuenta del Tesoro I Vi- 
Mico totlas las mercatlerias cuyo valor asi declarado, consi- 
dere luijo, pa^utlo ínnietliataineute en letras de Receptoría 
a los interesados el ¡tupirte de! valí ir declarado por ellos, con 
un aumento del diez |*.r ciento: plazo que dclic contarse a 
partir del momento en que el Admití ¡strador es informado 
-■ilire la verificación del verdatlero valor de la mercadería 
con relación al que tué declarado j>or el importador. Pági- 
na 251. 

frandactán de la renta t .V Atímwth— Si hien es del resorte ex- 
clusivo tic fas Aduanas tic 1ü República todo lo relativo a la 
clasificación de Ia> iticrcatlerias a Itis efectos del jiago de tos 
derechos de Aduana, nada impide que la justicia, respetando 
aquel criterio en cuanto a la obligación de satisfacer el im- 
puesto misino, lome conocimiento y examine la causa para 
decidir si la (jéita aplicada es legal |Kir ajustarse a tos tér- 
minos de las oidet tanzas. 

Xn existiendo error ni omisión alguna jmr |»arle del 
introductor en cuanto a la calidad, especie y cantidad de los 
» ícetos maniíeslatlos. la manifestación del mismo, de que i. 
mercadería era libre de derechos y la omisión, por cunsi- 
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Ifám de declarar ai, ,,,l„r. no ,„,„!,„ ,» >r j¡ „¿¡ „„,. 

z:, r „ ," |,i ™"' h : " n ,rai " i,,, " mi '- < t »' m s r 

Del conato ,|, l„, arta. ».W . 934 de la, ( Menamki 
£>« fe* que ,, condición Indiana,»!* |nra 
te de las penas de comí» o ¿ doble, dereX 
q* la falsa dertoació,,. fa Wta ,,„ js¡|<1 ^ 

°" '•""•" »•'• '» «l*c¡e - calidad do la mercad™.™ * 
ft» entre ta mercadería y H hecho Ña. ,„„,, 

P * ,,: "' ,t '""" -amloMadn. en el .L. el £ 

dncto. „, cua.it., a »„ ca.ni.h.1. C s,a™ v calidad, b ™¿ 
» .,.K,,., r„..,cida a « aforo. * j, « c i lKÍVa ££££ 
de ta Aduitnist ración <| e Aduana. 

arancel mas «ue dr «tro, o soiítie liberación é íirMhró ba- 

g¡ HK<t una le,, pa^, no 

candad o ,^¡,. lejbs de un So d, 

2*°í «ntravenciói, representa el ejercíciu rio un de- 
recho legítimo. |>ág. >¿4 1tl 

Pm0m <t* h tim Í0 mmd-m hitó e4*¿j M lí m 

vcst,gac,on algnna ,*,sterinr después do su desecho p| :i7a 
| dMnvnaa do otras melenas sujeta, a dicha 

^fe por „„,,,>, é lo mm m M «* la Constitución, _ 
Al ú mm el ari. 32 de la Constitución qu, no se «liciarái. 
kves ,,ue rcsttinjau Ja libertad de imprenta, no ha mierido 
ji'-IMrar la mipnuidad do los delitos eomet^ttó ,H.r medio dé 
la prcas,, sino reservar su represión en las provincias a sus 
Wmm legislaturas y al Honorable Congreso eh la lapúal 
y Irrntonos Nacional^ y admiti.la la facultad de t & 
mmos en las k-yislaturas provine ¡ale*, no pnede descono- 
cerse la iiusm» facultad en las autoridades de la Capital l- „ 
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consecuencia, el Código Penal, como las dis|*isicionei pro- 
cesales 4 'te Id reglamentan, pueden ser aplicables en la Ca- 
pital por tos iril uníales ele su jurisdicción común -ti o vulne- 
rar las garantías consagradas en el art. IX de la Constitu- 
ción, ni contrariar el principio sobre que estatuye el art. X2 
de la misma. I*ág. .110. 

Í U'nuttuins contra la X ación, — Véase «Aduiintst ración ( ¡eurral de 
los Ferrocarriles del listado». 

/ '%'nunuUt ittífifflfetfcttie.— Pendiente un juicio de reivindicación 
entablado ame los tribunales locales contra él Hctüs pósse- 
sor (articulo 2785 del Código Civil'), es improcedente una 
demanda tendiente a obtener la declaración de ¡í|ue el pro- 
pietario (en el caso, la Provincia de Salta j. se halle obíiga- 
do a deducir contra el tercer adq ni rente, n verus f>os$esar. la 
acción a que .se crea con derecho, sobre el iuinuchlc en cues- 
tión bajo apercibimiento de mandarse levantar el embargo 
rpie afpiél obtuvo Sóbre el bien materia de la reivindicación 
y de ser condenado al (tagq de los dañes y |wr juicios. 

Eti caso de que los expresados tribunales se pronuncia- 
ran en el sentido de que el actor en el referido juicio de 
reivindicación puede continuar la demanda contra el enaje- 
nante, el comprador, actor en el presente, estaría obligado a 
esperar el resultado de aquél, (nota al art. 2785 del Código 
Civil), sin poder invocar la garantía del art. 17 de la Cotis- 
ti tinción, dado su conoeiiniento del cmliargo y del propio jui- 
cio de reivindicación, en el acto de escriturar. P%, ISO. 

iUrccho 4p trahijxtr y tic ejercer ipfÑtt huiitstna licita, {&arüUtla 
Constitucional. — ■ Kl 'derecho ríe trabajar y de ejercer toda 
industria licita, de navegar y comerciar concedido por igual 
a nacionales y extranjeros (arts. 14 y: 20 de la Constitución), 
u-i excluye el derecho del Kstado para imponer eonrrihueio- 
m's, impuestos o rentas destinadas a satisfacer las necesida- 
des públicas. Pag, IW*. 
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mm pm,tí^r-m art. 460 del Ludj«i, ¿ IWdimieu 
tos pata (a Capital; aplicable conio ley supletoria, en lo fede- 
ral comunica las lu^sis ,1c un embar^, preventivo & 
tejk> con anu-riondad a la Mm®* do la d¿tn«lÍ prinei- 
g Nía al supuro, efe que el eml^o se im^tre conjun- 
tamente con aquella. Pájj. 1K0. 

jineta está nl,| ífí ac!„ a dar cumplimiento a ,,„ exhorto li- 
brado a mim te fiarte por u„ Jft ¿¡ ¿ fc 
«-licita se traían a las autos principies orno medida de 
S*3$ l>r0t * ^ I* provincia. Pá- 

ico disido por j„e, Letrado a otro de Instrucción de 
fe Capital, refrendad,, m *i secretario aim.nont,, reúne 
os rcqu,sit„s éxodos |Kir el art. 46 de la lev 750 VI v de- 
be, mi consecuencia, ser cumplido. Pájj. 331. 
Sxp/^phcióikr^La autorización que el art. 4" de la lev de ex 
propiadóu & 189, acuerda al Poder Kjecutivo pata la 
l«.c,on riel .ninueble en caso de urgencia, no es uKompatibfe 
con el art. 17 de la Constitiieion. que «arante la ii.viotahíli- 
dad de la propiedad. Pá)í. 72 
Hv t rop¡aaó»,~\> M * salvar el primipi» ,| e la inviolabilidad de la 
propiedad, basta la autorización general ,«ira expropiar que 
Jiajía la ley nacional respectiva, calificando la nbra de aivi 
construcción se trata .sin que sea necesario que el QihgreL 
dicte una ley especial para cada una de las propiedades afec- 
tadas por el trazado de una línea ¡férrea ti otra obra públi- 
ca <l« utilidad nacional. I'ái;. 354. 
Bm^mfMmm la íkton^í^ con que se formaliza 
mi iK-ílid.» de extradición es imrodueida por conducto del .\H- 
inster.» de «elaciones Exteriores y elevada por ésta a la ju*- 
tica eoinixtente. ésta debe tenéító por auténtica, .sin más 
requisitos. Paj*. í*0. 
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i : xtn„íuifm.~\¿x extradición no es una virdadvra anisa, sin» 
lili simple procedimiento judicial para éáfetblccer la iden- 
tidad de un individuo y eompmhar d cumplimiento de los 
mfusin.s legales o convenidos en los tratados respectivos: 
por lo que él interesado puede, válidamente, renunciar a los 
tramites de ejte procedimiento, sin que el desistimiento poste- 
rior ríe tal renuncia pilóla dejar sin efcetjb el Fallo pronun- 
ciado [ireCTsaniente en vinud di- esa manifestación di- vo- 
luntad. Pág. SUt. 

kxh'iuiiaón. — - Kl transcurso di- más de. dos meses entre la de- 
tención dv un requerido ]>or tas autoridades de Italia y la 
presentación de los d. «cimientos qué justifican él pedido. 
^' llit " Ptt«I<: «lnr derecho al detenido para solicitar h\hw- 
lunanienie su inmediata libertad, im puede itmiearse como 
una excepción legal contra la extradición. 0¿ 410, 

- 

¥ 

' Vulsu tm ¡ (art. 212 Cód. de Comercio ) I A ale-ación sobre 
falta de una ley especial autoritatui para contraer niipréx- 
fitos que se ha promulgado, un importa licuar cansa o im- 
I miar la falsa causa, a que se refiere el art. J1J del Código 
de Comercio. |M»r lo que tu. es dable referirse a la buena o 
mala Ec dt l demandante. ( V éanse los números 3 V y 4* del 
sumarin del fallo publicado en el tomo 14fs\ pág,. Sí:, aplica- 
ble aí presente |. Mp 2X2. 



(iiintntití¿ t onstititt hiuttcj;.- V éase * In violahilidad de la defensa 
en juicio»: «Ihreelio de iraliajar y de ejercer toda indus- 
tria lícita»; «Igualdad ante ja lev». «Igualdad como liase 
del impuesto»; «Inviolabilidad de ta propiedad». 

CímipMi luim'nmhutthvs. La jurisprudencia déla Corle Su- 
prema ha declarado reiteradamente, interpretando la dispo- 
sición del art. .VWi del Código Civil, qué las gestiones de 
carácter administrativo ti.. ¡miTrumpeti |;i (trascripción. Pá- 
gina U^, 



- 
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'■' Sri¡ " ri " d > • várn m - * m. 

i < le la CowManon no ac prepon «BttíémM ,„ m»,,™ 

¡¡ * " s " i, " i,a " ,is - 

. . ..... fflttnbuir con una «iota «nal ; ,I s „.,„.„; mil . nl „ 

■""^TMt » 

I ..n 6 * I» C „,„ a , , s ,. lllllwr ,„ . ^ 

C» «I Icp^ a cerrar los ojos « Mc , a , UvmM J , k . ( . ¡r 
jSfc*!* " <li,m "™ s ,*»■» ,.„,,„. 

•""r; * *w* * la» .«.j rigg¿ 

. hh». ,„„• fe correa, «yftam! JJ£ 

.r..r, as „,s,„ra,las ,„ ,,„,,„•,,;,„„ „ la „¡ (k . s ,„ s a ¿ ,„ B|j|i(tl(| 

fe fe^Tfet" cU T n .'~ « » 

«i Moctrifin y la jiti is] Tiifkiir¡;i. 

Uj)rot«rc¡óñ que ofrécela Comtittícíón al extranjero 

r^m mmtms a los «Wnto. (J u, Üw, en el país b ,,,„■ 
se nfcorooraii realmente a s„ vúla económica 

La .l.shnc.ór, entre eolias de s , K1 , n , t , m ™,mal 
y rn.Ircados c, „„ éfi ,1 fofo £ Vlllll , r:i , a ¡¿^ 

(lo la Innsnmcum residí,, «le impuesto, toda vez « 
la resale,,™, b íMfeacfón y »» consecuencias ciircc¿¿, L 
s...u.enu-s ,«ra marca, (W^ de earáe.er eSmcé 
cuya aprecacnm y arfe^ón ^ifesponde al Cubres,, eveln- 
sivaim-iiie. en virmd de sus altas Míales. Pág 

ii an lí> de |a Constitución significa, en lo referente a ¡m- 
inicios, que en «flirftáones ¡«..ales, deberán imponerse gra- 
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vámene* idénticos i 105 cuntrihuyenles. y p, inni.i.i, 

según también l.i luí declarado la Coffe Suprema, ailiniu- 
clasificaciones y categorías razonadles cuando el ¡inerte re- 
cae sobre ciertas clases de bienes v de persona*. I'ág. lS'f. 

hfualthui eotno httse de los impuestas.— l¿t garantía consagrada 
ppr el art. ló de la ( onstitució» en lo cpie a impuestos g© 
refiere, no njrpoffó otra comí que hni»etttr distinciones arhi- 
Irarias, inspiradas en el propósito manifiesio de hostilidad 
contra determinadas personas n clases. I'ág. 4l l >. 

Impuestos internos iCowfañhs de Se yuros \ .—La> que -ra va eim 
mi impuesto el arl. \7 de la ley Ui2S2. es Ta prima del m- 
gro. y. en consecuencia, delie alamar dicho impuesto ouieii 
perciba esa prima, esto es, una com|*añia, un particular, un 
agente, un representante, ele. §á que ha realizado la upe* 
ración en las condiciones tpie prevé la ley; siendo el propó- 
sito de la misma grabar las utilidades pe están di-stinaflas 
a salir del pata |«ira distri huirse en forma de dividendos ettire 
capitales del extranjero jue. con meiioscaU» de nuestra ceo- 
uomía. van a acrecentar el ahorro de otras naciones, v qtte 
m> Mil ist raen definitivamente, a la esfera de acciún de mie>- 
tro régimen tributario. I'ág. 5. 

Impuestos internos dt los tompuñius de sq/tiros ) —VA propósito 
de la ley í 1.252 sohre primas a los seguros. es gravar tas 
utilidades *|ue están destinadas a salir del país jiarn distri- 
I mirlas en forma de dividendo entre capitales del extra» te- 
ro; > cuando dicha ley habla de capital inscripto río radica- 
do en el país, se ha referido, nn a la implantación o empleo 
de esos capitales en el extranjero, sino a los qué han kíki 
suscriptos y iormadus iuera <le Ta república a donde van 
también Tas utilidades a repartirse. I'ag. fí^. 

i itt puestos; stt wlidez en cojo de dnda—\\n la duda sohre la va- 
lide* de un impuesto debe estarse |>or su legalidad, y < pu- 
la injusticia, los inconvenientes o Ta falta de política de las 
leyes del Kstado, no constituyen necesariamente una obje- 
ción a su validez constitucional. IMg. V&. 
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hutnu fipttcm <'<* jitristluaóti: dc.—\¿i incompeten- 

cia de jurisdicción puede q(K$0g$ en todos los juicios, or- 
itimtim o ejecutivos, y aún ser declarada de oUfeío en cual- 
quier estado de la causa. Pag. 227. 

hnmistittuiomiidad dé CotistitmiM, y ley focal (art. 27 de la 
Prov. é San Juan y 25 de U te¿Me contabilidad <ic la ,„is- 
mh. — Kf arr. 27 de la Constitución de San Juan y 15 de 
la ley de t ontahilidad al sustraer las remas v bienes del lis- 
tad.» a Ja acción de .sus acreedores en cuanto a la forma v 
mndo de hacer efectivos sus derechos, ha estatuido sobre 
materia í$é es del resorte exclusivo del Congreso, a cuya 
legislación deben conformarse las provincias, no obstante 
rualtjuicr di^msiciim en contrario mu- contengan su cons- 
htneión o leyes locales. Pág. 320. 

htcoostihteioaalidad de decreto. (/■/ del rnder Ejecutivo, de 7 
t de nUicmhrc de 1923. de h ley í 1.252',.— Al reglamentar 
el Poder Kjeeutivo el art. 17 de la lev 11.252 en el decreto 
de Diciembre 7 de 1**23. no ha excedido sus facultades ni 
ha creado el impuesto que se le atribuye, limitándose a darle 
la extensión y alcance que fluye de la manifiesta determina- 
ción del texto legal <• sea. del espíritu bien claramente de- 
finido de la ley. Pag. 5. 

¡nsantihttcumtdiditd de un puesto (art. 135 de la ordenan*, de 
impuestos municipales de la Capital, de Junio de 1921), 
Veaw recurso extraordinario. 

Imtmstituciamttidad de ley (Leyes 2306 V 2N16 de ht Prm*. de 
Córdoba, sobre rÁv/o j.—Us leyes 2306 y 2X16 de la Pro- 
vincia de Córdolia que en sus arts. 6" y 10, respectivamen- 
te, establecen una zona provisoria de riego con determinado 
|»enmeir« y declaran comprendidas en ellas concesiones an- 
teriores, aún cuando estén fuera tic aquél, fijándoles un re- 
cargo progresivo de 6 % por cada kilómetro en razón de 
la distancia a que se hallen las compuertas resistivas, del 
límite del perímetro de la zona, no son repugnantes al pre- 
cepto ile la igualdad establecido en el art. 16 .le la Constitu- 
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cmu \;u h.i.al; ni contrarias a los an. 2340 v ¿MI de! Ctá&Q 
(."¡vil, 

hn.mstituaoMlUU.J dr 1,-y. t Uy He & fófo «fe foft^ ¿ 
- $ (fe 1^15. iwfctirfs). : Kl articulo 13 df 

14 ley <le la iWineia d£ Tiicumáu, de J t tc M :i> n de 
1915. que exceptúa a los prJüííuBw <lé fabricación 
vineial -ral« ( l..s |H-r téycs locales, del ímpífttkii Eíiando 
Sé exporten f,„.ra ifel ^ constituye én rilar i. .ti a tí, lev 
tle la misma provincia, de 24 de tuuio de I"!'». t |Ue creó 
una ppté para los azúcares que ¿ elaboren, un pi^jtu 
(¡Social, una rxcqieitm. cuino en el mismo se exprts;t, a in- 
do -ravamcn r^tal.li% h l< i , H ,r leyes Incales, v representa el 
reamen It -al or^áfíic© y permanente acerca de l;i Hítien eco- 
nómica de? asnear. Lasado en el estimulo v la protección de 
la producción pura | .únala en fundiciones de impelir m 
los ulcreadus extranjeros, y d silencio de la al 
mtmmt la ley [posterior «le significa el niantcnimie.i- 

li. i!d an, 13 de la ley anterior de 19M, qjie time, en el 
vas.-, tanta tuerza legtl corlio si hubiera sidn expresamente 
sancioiiada, l'áj». 150. 

hu ^sttnu ^utiUhtd dr try. ( í. t , dU .,»/. # dr la /.y ./« t'atnii. s 
dr la i'nn-. dr Sau J\um\.- 1% inconstitucional d an, de 
la Ley de Patentes de ta Provincia di- San Jnan. de lecha 
30 de Diciembre de 1926. en el rubro «Médicos, 5.000 ne- 
>"*». así cwníb los artículos 60. 64, tV», í,/ y 75 dé la inicua 
ley. en su aplicación a dicha paieme. Rág. 420. 

ftitrrtri taam, dr leyes ir t ,hhuhír dr /N7rí/c J ,iVv,--Tramiid. -se dé 
otor-ar o reconocer un heneíieif i. una |.rnn cativa, hasta 
cieno piitUó un privilegio, él criterio de interpretación debe 
ser restrictivo, ajustándose a lo literal y expreso dd pnrep- 
l" léjgal aplicable. 1'%. 19. 

/'istr unnitos púbürw: su umeuttt ¡dmt. —Desconocer la aUjeii# 
eida.l de uti instruniem «público ., priva* tu significa decir 
que carece de las caracteres, r^iííwtos o rireniislaneias que 
lo acrediten éóilio cierto > positivo, y entre ellas ílingliná 
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ni;is esertciaj qpe la firma o Umum qtfe, h* siiscrilien i un. 
WW. O'Klifío Civil). Pá-í. 232. 
IminlabifhhiJ ifr Ut fjtef&isa t ti juina. Uecom>cii|o él tK-ridm 
del inquilino del inmnelite expropiado para intervinir eti il 
juicio ele expropiación seguido contra él propietario ii fin 
3g que aquél obtenga dentro del mismo las i udenuriy aciones 
pe punían eorrcsponderle. queda plenamente cumplida la 
garantía del art. IS ríe la Constitución qm- declara 
la tlefensa ni juicio, de la persona y de los dereeW, Pá- 
gina 72. 

ImÚtáábitMad 'ée la pro^h-thid.— KstaUecida en forma definitiva 
por la Cámara Civil Primera, la legalidad del artículo im- 
ñusnado de la ordenanza reenvío de la ley \* v 12í»U. mi 
puede afirmarse en verdad que no exista ley que autorice el 
impuesto, y |Hir consiguiente, que hayan sido desconocidos 
m el caso, ni el arl. 4" ni el art. 17 de Ta Constitución. 
Página m 

J 

Jtthihu r'/w.—Xinjíuníi dis]>osirión expresa de la ley 11.1 10. ni 
presión alguna que revele el espíritu dé la misma, autoriza 
a asignarle efecto retroactivo en el caso de un empleado que 
oliluvn jubilación extraordinaria con arreglo a lo dispuesto 
|H.r las leyes 4349. 74*>7 y lO.foO, dos años antes |é la 
sanen ut de la expresada ley N* II. 110. Pág. 19. 

Jiihilm iñu (U\rs 10.60. 10.074, 11.173 y 1 I.30K). — \o lial.ién- 
dose producido la opción que autoriv.au los arts. 2-*, im\ l 11 
y 52 de la ley 10.650 y las leyes 11.074. 11.173 y M.30N. ni 
el ohrctO ni sus sucesores pueden declararse comprendido* 
en las dis| Histriones de la primera de las leves citadas, y i0. 
Ifj tanto, invocar en su favor, el art. 4", incisos h' y 2 iK- 
la misma. Pág. 37S. 

Jtfl'ihtthUi [hv 10.650 1.-- De la da ni redición del art. Jó m 
la ley I0.íi50. se ilesprendeu sin esfuerzos las siguientes cmt- 
secueneias : al que en la cmnnuiia de la ley 10,650 >ólo m- 
loman en cuenta los servicios electivas; i>t t|ue doscientos 
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cinctientii <lia> m efectivo dto^o éste es a jornal 

vqtnva.enie a un año d.- servicios: y c> que el día de trató 
efectivo se compone de défc horas de Ia1„, r ; por eonsi^nen- 
te, de acuerdo ron dicha disposición ¡¿gal, el e&uputó de 
mxmtk <febe ha^se dividiendo el número tibial de «lias 
de tralmjo pór doscientos cincuenta. 1% 382 
/«tiM* (Ley 10.650).— El articulo 26 de h, ley ItVÓO como 
eousecurueia inflexible del primipio adoptado por ®, de que 
I» Um*eo que ac computa es el trabajo real, ordena lisa y lia- 
«ámenle que siempre, por cada d. finitos cincuenta días de 
trabajo efectivo, se Compute un ano de servicios cuando 
aquel íia sido a jornal, sin distinguir enire la situación de 
un obrem que para integrar su término di- trabajo haya re- 
querido uii número de afios que sea igual o sobrepase el 
tiempo de servicios efectivos, y el de aquel que ha cubierto 
los servicios en un plazo más corlo, Pag; 3SS 
AWW¿ , ni» (Wrt. H", í. nf fe>^EI art. $ de la lev 4N, sólo co„- 
templa el supuesto de la cesión «le un crédito contra tercero, 
no comprendiendo, por consiguiente, la adjudicación de un' 
inmueble lucha er, un juicio Mieesorio. aunque inme- 
diatamente, pueda reconocer como causa la compra ríe ac- 
ciones y derecho hereditarios. I*á^. 147. 
Jurisdicción. - No corresponde a la justicia federal el conpet- 
nitenio de una causa por homicidio cometido en una isla 
del río Paraná, situada en la ruaran izquierda de los caita- 
les de derivación y acceso al puerto <le Santa Fe. fuera cil- 
la jurisdicción |*irtuaria y Mijeta al dominio de la provin- 
cia, de acuerdo con el principio de que los jueces fei lera- 
Ies sólo deben cotHK-er de los «leí it.»s que afecten al orden 
nacional que se hayan cometido en alta mar o en lugares 
iloude el (iohiemo Nacional ejerza autoridad exclusiva. IVt- ■ 
¡groa 1M. 

JitnsiitcaYw. i orres| M mde a la justicia federal el eoinicimicn- 
to de una demanda i>or daños y perjuicios que tiene jmr 
lose diversos juicios que el demandado ventiló por varios 
conceptos ante los tribunales do ta justicia ordinaria, con los 
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cuales los daños y iwrjttieiós demandado* tienen cmu-xión 
inmediata y directa. t'%. 227, 

Jitihtiiwit'ni. — Hallándose, demostrado en autos que el actor es 
ái^Psítino y t\uv (üs com- Mínenles de la sociedad demandada 
son de nacionalidad española. é\ fuero federal es proccdcu- 
tCj, ar(. ¿: inciso 2" y ÍO de la ley 4S. sin que sea óhice a elfo 
la naturaleza sumaria dtíl juicio de désaíojanuento. 1%. 258. 

.fnrhtiUrtihr. — circunstancia dr que vi documento a la ifftjcu 
pueda ser exigido en el lu^ar donde ha sido firmado. n.> 
excluye la comiieteneia de la justicia federal en los casos 
designados |n»r las leyes de organización y competencia <U< 
la justicia nacional. I'áj;. 361, 

Jurisdicción {Juicio sucesorio). — Kl principio del fuero de 
atracción derivado cíe la universalidad del sucesorio y que 
tiene excepciones determinadas como la tk lo» juicios en qui- 
la sucesión el actora, lid puede primar sohrc disposiciones 
expresas que excluyen taxativamucte Inda otra jurisdicción 
que no sea la esta Mecida por la ley, y tales son, entre otras, 
cu I» jH-rt mente al caso, las que prescrilien que el iuez a 
quien compete el discernimiento de la tutela será el couipc 
teme -*ira dirigir todo Fo que a ella pertenezca, aunque los 
I «¡enes del menor estén fuera del tugar que nltrace su juris- 
dicción: que la mudanza de domicilio o residencia del menor 
ii de sus padres en nada influirá cu la competencia del juez 
que hubiese discernido la tutela, y al cual sólo correspondí] 
la dirección cié ella, hasta que vetiza a cesar por parte del 
pupilo; y epte las cuentas deten ser dadas en el hijear bu 
que se de¡íem|»e¡ie la tutela. (Eli el caso se tr¡italia de ren- 
dición de cuentas). I'ájj. 

Jurísdiniótt. — Corresponde a la jurisdicción federal y uo a la 
militar, el conocimiento de un proceso seguido contra un 
conscripto (pie antes de su incorporación a su regimiento, 
se fugó del depósito de cmicem ración. [\j¡i infracción im- 
putada al procesado era la prevista y penada por los artietita 
16 y 71 de la ley 4707 \. Pág. 307; 
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Jtins<l«a<m. - La natural. $g de ¡3 cíiíisa. en éilanto a su juris- 
dicción, se determina />«>,,*, /,„ (Xír | a e sjj0^¡óii de los 
lurluis formulados en | :I dunan.la y |,nr el derecho ii.v.eu 
cto a su ri^iui.i: por tu míe. o,rres|iouik a la justida fede- 
ral, el cuitneimientn di- un juicio eoiu ra 1111 feinRarril fíjfc 
CWh por ún nnpteado de és|e; temiente a ohtener su rein- 
tegración en el puesto que ocu|)al»a y del que fué privado 
por el mismo, t lindando su au-ión eh tlapi^ciorics .Ir la 1e\ 
m$ y dmé& át Octubre 11 de t"17, < íttc reglamenta él 
trahajo ild personal ferroviario. 1%. .Í-Hí. 

JUiisáBm dtrts. S>K\ v &&$¡ Utftsp I" C|¿ OW/t. l!s ( | e 
iUfispntdeiicía q«c el juicio smesnrio concluye, praeiicada la 
división de los lomes que lian sido ojíjcíti del mismo, y qíié 
la drmauda que no e> deducida contra Ta testamentaría sino 
|Ki>.Mialm,ntf tontra «no de los ¿dhereástoS; cbljíó la mii? 
no se dirige conthi la sucesión sino contra persona detfe¿ 
minada, no c%esjjpíi(le al juez di- la siuvsi.m: en eoft 
euenda. nq correspi?rtiJé a la jurisdicción local que estatu- 
yen los articulo* .US.Í y 3284, inciso I" «Id tYnl¡ s „ Civil, si- 
lia a (a íustieíá federal, el CónotMifiiiento ele un juicio entre un 
artíemiit- . y un extranjero en el que. si l.icu el título que sirve 
de liase a la demanda es una hijuela otorgada a favor del de- 
mándame en mi juirin siioesbfip, la aedun que se ejercita 
no se relaciona con diclu. juirin. sitio mu- se iijnita » |htsv- 
0¡r el cobro de uu crédito, a exigir el ciiinpliniiemu de una 
-M bidón p$m*m atribuida al demandan. Articulo 12 
inc. I" de la ley 4S; art. 2" dé la lev 927 1 arlículu 100 M la 
eotistitftéióii y art. 2". inc. 2" de la ley 4*. IVu;. .íí,2. 
fumtffatfai. Si, t -, de l;i ECTflpjítftlcia de la justicia federal 
piir razan de la dirima r^ioriaiiifad de fas ¡martes el coiic* 
comento de una causa promovida por un extranjero omiiih 
un afgenÉitÜL que tiene por finalidad revisar los procedi- 
mientos di un juicio ejmilivn. seguido ante la justfeia Ir «vil. 
anulándolo \ reclamando, en ciisecu-ncia. la devo) nerón en 
juicio ordinario, del mmuetile ejecutado y los danos y j>er- 
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juicios. (Casn «le prórroga tle jurisdicción producida i'ii H 
juicio ejeeutio.. Art. 1 *. inciso 4" de la ley 4j% É%1 
JnrisdkciÓH, — No corresponde a la Justicia Federal el conoci- 
miento (fe titi sumario seguido contra mi empleado di- la Atl- 
im'nist ración de Impuestos | memos, por abuso de amurillad 
y daño intencional, l'ág. 415. 

L 

■ 

Leyes tte métfit ptial; su uptieaehm ~ Tratándose ele l;i apli- 
cación dé leyes de carácter penal, la analogía di- unas con 
otras no puede servir de fase; a condena alguna, enmo lo 
enseña la doctrina y la Constitución Nacional íart. 1K). I Vi- 
gilia 293. 

/.< v especial; su dcrogqchi» por una lie eunkter 0üertit. día 
ley general tiq es minea derogatoria de una ley o dis|Hisicióu 
especial, a menos que aquélla contenga alguna expresa refe- 
rencia a ésta i» que exista mía manifiesta repugnancia en- 
tre las dos en la bijiótesis de subsistir aml»as. IVig. 150. 

Leyes tie emergencia, — I «is leyes fie emergencia no pueden es- 
ca|Kir a las garata ias y normas señaladas por la Constitución 
Nacional y Provincial ni suprimir o alterar en favor del lis- 
iado las reglas creada* por la doctrina y la jurisprudencia 
para la interpretación de las leyes cuando de la aplicación 
de éstas surgen o inflictos con los derechos de tos j articula- 
res. |*ág. 15(1 

Leyes; su UUerpechieitm. — La primera regla de interpretación 
de las leyes es la ríe dar pleno efecto a la intención del íé> 
gislador. la cual delw fluir de la letra o del espíritu de las 
mismas. Cuando existen dos leyes o disposiriones de leyes 
relativas al mismo objeto, aniltas deben ser a; titeadas, sien* 
do ello practicable, como ocurre en el caso de aillos. P& 
gina 150. , 

Leyes 9W0 y 1 1 . sohre impuestos a hts hereucius: sft COnsfí- 
iñc'wwlidttH, — Las leyes y 1I.2.K7. al regir las respec- 
tivas sit unciones a que se aplican, se mantienen dentro del 
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principi,. de Í#wl<k$ ií-irantizado t *i r < 1 art. \u de Ja l qns : 
limciiMi Xaci.mal, dad.> «,ne. uravando de ta misma manera 
a nminlinvvnn.s íjiré se hallan en analizas coiKliriniife 
im. establecen e*ce]»eioncs privilegios que excluyan a I„s 
unos M l*i que se emeede a otro* oh íguife cirettnsuin- 
cias. p¡», 32$. 

ftíj^í (>757 v fS^j milorkMitIo ™¡>n>putamu's: stt eonstftiui,,. 
timati. No es violaría del art. 17 de la Cdnsiftútfon 
Nacional el art. 12 ¿le la ley f>757. el cual v .1 |v ttt - | a lev 
6369, son suficientes jiara justificar la expropiación de au- 
to* f%. .154. 

Lihcrhul de impmtta.-l'A Honorable Congreso pue^ U^is- 
sobre la prensa, «[«n, la Nación», reglamentando el f le- 
nrli.» ríe publicar ideas y reprimir abusos jtosibíes, facultad 
míe es privativa fie las sol>eranías locales; v ejercita facul- 
tades legajé* propias y exclusivas Cttándo íc K i.sla cu d <ü- 
('«na! sobre la prensa. f >ara la Capital y IVrriiorins 
Xaeionalcs. desem pe ñandú como le|is!ijtu^a locál inmune* 
que en tal carácter le están atribuidas. IVi-. .ÍIO. 



Mmm >te (áhricü. - Kl :in . 41 de la ley B?$ alude a la iiiscrip- 
ejóu de tas mareas extranjeras por sus propicia i ios <» repre- 
M iuantes, cuando elli. es posible dentro de la ecourmiia ge- 
neral de la ley. estn es, cuando la nación no ha atribuido 
k propiedad fie la misma marea a *>tro comerciante u indu.s- 
irial radicado O lid en el mediante el certificado previs- 
to jx>r el art. 12; y de acuerdo con ln prevenido por los arts. 
<>, $, 1_\ 16; (>8 y 71 la propiedad de una marca extranjera 
nace, no de la iitscripción o del uso ni el país que la haya 
concedido .. reconocido, sino dd cumplimiento ante las auto- 
nrladt s administrativas de la República de las preseri|rioncs 
sancii madas por la ley X" 3975. I?a$ JM4. 
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¡'crida cti caso de salvamento; sn valor probatoria.— Una peri- 
da para determinar el salario de salvamento practicada en 
mayoría por técnicos profesionales nombrados de oficin y 
con ta conformidad de amkis parte», que consulta todos lo» 
puntos sometidos a la misma y que lia tenido iiresente la*, 
reglas establecidas al respecto de la ley (arl. 1304 y I.lOi 
del Código de Comercio) i es un elemento de proel™ a que 
el juez débe ceñirse al dictar sentencia, sin que la disiden- 
cia de uno de Icis jk- ritos reste valor a la jK'ricia, cuando co- 
mo en el caso, se trata de un empleado público, implicado en 
el asunto pOf haber emitido opiniones o informes oficiales. 
Página 400. 

l'adcr Judicial, — A) poder iudidal no compete pronunciarse so- 
bre la eficacia o ineficacia de las leyes bajo su concepto pu- 
ramente económico o financiero, apreciando si éstas pueden 
ser lienéficas o |ier judiciales para el país. I'ág. 8Ü. 

¡'rescripruw ; excepción de, — l*ara determinar si procede o no 
la exección de prescrqición nu hay para qué tomar en cuen- 
ta si el derecho que se gestiona y la obligación corres] muí- 
diente y cuyo cunqilimiento se pide, tienen por lase las dis- 
posiciones expresas «le la Constitución o de ta ley o de am- 
bas, no habiéndose establecido la prescripción liberatoria 
con consideración al origen o fuente de que emana la obli- 
gación del deudor, sino en virtud de la inacción del acreedor 
por el tiempo fijado |>or la ley. y según la clase y naturale- 
za de ta acción que se ejercita por el acreedor, como se de- 
muestra |ior la disposición de los artículos 4017 y 401 11 
de! Código Civil, t'ág. 16K 

Prwiañus ; facilitad de fas mismas para crear recurso, — No pue- 
de desconocerse a Jas provincias o a sus legislaturas la fa- 
cultad de crear recursos |mra el sostenimiento de su vida 
autónoma y fomento de su riqueza y dentro de ésta, el li- 
bre criterio con que lian de dictarse las leyes respectivas oati- 
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I^Wm a los prmdpi,,, ^¿ fi r< ¡ . 
N-'K'unal (¡tris. KM y 107h 1% 112 

l-as leyes lócate fe* son aplicóles a |,, s provincias lus p rm . 
W fyíUloS pOr la Cí*te Suprema demostrativos .h ■ ,, m . 
«*iet«lo fe provinHas personas jurídicas m & ÍM -,. 33 Jfl 
l&tyjft Uvd. Ir son aplicáis | :i s disecciones del arl ir, 
m,M " u iVhM ^ >' *" I-r lo tanto, hnhilitarla, fe 

tfjra a los actos de sus representantes, cuando és- 

^^32 rx,rali,,,í,a,In al e Í e «**' podro. l>á- 

/ >w,W; itícttlUhii's /,„,/ m*¿ ¡ t > m g¿ fótfwfife fertA» 
m-Limh, cotí eiípmsos cláusula ^n$fÍttt^ñáiW ¿ 11» 
«■* nl. JL aal.k- la facultad de las provincia, ,« ra darse le Vl -s v 
ordenanzas .le impuestas Ipfcalééi y eti ¿enera!, todas las m íe 
ju/«.u n condes a su listar v ,m*,mfcu|, sin más 
Imu.r.c.oHe* que las amuradas en el an. IOS de la lo„„m- 
cipu í rallos, torno 7, pág. ,V~.Í K steiitlb (a creación de iin- 
piiestoí, elec*^, ,¡e objetos in^hililes v formalidades $ 
<M r, *' ru - las provincia*, sin „« e los 

tr.otiiiak's iludan declararlo, ineficaces a titule de ser ..pre- 
sivos, Uljtistoi o inconvenientes, si „„ SU|I o.mrari... a la 

t OlISMNlCKHl. 

l-i .«ntononna económica o de cual.piitra otro -vii-to 
del pbier«o propio de las provincias ,10 amorta ii dar a 
sus Uves de ¡íiípitesMs iji de „tra cualquier clase, la urtiid 
de sustraerse al legitimo contralor del Poder |udicial de la 
Nación para que éste .UrlaT,- s ¡ Mlll no j^ídfiá&é 
>■ vajida^, toda vt . z qiic s ¿ fiagá IU1 ^ j tíítici g, ¡ ni p iisilíí|l . 
«tolos coitio ate.itatof% a un dere^nV, o aramia colado 
]»»• la ( omimieíári. Ppg, 41 o. 

tteatm extmonn^mn (^^^¡1). - Hallando raidos 

ni el caso. !■« prt^imterttos para la evpmpj^ión la 

\® IX", u, virtud de teipo ; ,si consi^u.dn e^r^amente 
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la ley .XN54 que autorizó la expropiación de bienes a, ¡a 
v apitnl. a. mella reviste como esta carácter íoc«U v h© pui- 
tkn su íí'téfpirttátiÓH y íiptóíári autorizar. :t s „ resi»celM.. 
t i recurso extraordinario cid art. 14 de la ley 4S. 1%. 7_>. 

' f ' T "*° " Hp ¡mirria una cuestión federal mte 

pudiera traerse a la l orie ¿Suprema en virtud «le la apelación 
I m- autürisan los arts. 14 ele la ley 4S y & de la 4055. la 
aleación formulada por el recurrente en el memorial pro- 
dUíidÓ enjillida instancia. (Vxteni|K,r.ineaincnle. , H .r ¿ítt 
1-arlei. rfe que al rio tomar en atenta el tribunal ,i t ,„u la c|e- 
imm. tlé la nulidad de la marea del querellante, lia afectada 
la inter|>retaciói, de la ley 3973 y las «aramias que ella 
acuerda. Pég. 77. 

fceitm iXlnumUmiñrK í Uy M,UJ: (&M¡?mm dé flm.uU,. 
rstnwtivuiiHl tic hs ¡m iufaNthhti tic hi firopiefaii) 

— Xd nrmede el recurso extraordinario del art. N. ky -1* 
ímidado únicamente en que ti tribunal ainado ha aplicado 
disjiosieioues lé^es que a jujcío del reeutrente no habían 
entrado en vigencia. |>or no ImIkt sido promulgadas ni Kn- 
blicadas opiatamente, ni llenados los requsiios tjuc al r),- 
jH-eto presenil el Código Civil. (Cuestión de luvliu y /de 
pruelm referente a la ícelia en que empezaron a rc^is aque- 
llas). 

Iiico n >orada de hecho al Código de Comercio |*,r ta 
le| l.l.Vm la Convención .le lirusefas. sii interpretación no 
da lugar al reetirsn extraordinario. 

El principio de la no retn actividad de las leyes íBlíi 
j niede ser materia del recurso extraordinario atando la apli- 
cación de la ley nueva prive al habitante de la Nación de al- 
gfu derecho patrimonial adquirido v recon.icido por la auto- 
ridad judicial, en cuyo raso aquel principio se ci infunde 
con la garantía relativa a Ja inviolabilidad de la propiedad 
consagrada |Kir el art. 17 de la Constitución. 

1.a declaración constitucional de míe nadie puede ser 
privado de su propiedad sino en virtud de sentencia futí- 
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dada cu ley, da recurso pira ante ía C urte íjuprcttiá en los 
casos extraordinarios de semencias Krbitrórt^ desprovis- 
tas de tiKlu ajHiyu legal, fundadas tan Mito en la voluntar) 
cíe los jueces, y tío citando haya. simplemente, ímer prefación 
errónea de las leye*i a juit in (le íos ¡itigatrtés. S4. 
h'i'iiirsti tafrignoniuhHri». — \n procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, ley 4o*, contra mía sentencia de una (Vi- 
niara Federal, k\\\v expresamente admití' y reconoce la cotn- 
l>einie¡a de la justicia nacional jiáira conocer sobre una de- 
nuncia |N. r defraudación a la mita de \< luana, una vez prac- 
ticado por la Aduana el sumario administrativo t|tie la mis- 
ma M iut-tnia re<niier<\ t'ág. 8S. 

A'«*i i(/-.ío i'.rtrafmfintiriu. HáWpnilósie disentido la valide/ de 
las leyes números 2,10o y 2S]í. dv la Provincia tic Córdolm, 
j«»r cnanto alguna de sus disposiciones sotl re| tupiantes al 
precepto de la igualdad establecida en el art. !f» de la Cnns- 
titución Kácibnal y contrarios a los aits. J.Í-fO y 2341 del 
Código Civil procede el recurso extraordinario de) art. 14, 
ley 4X, o mtra la sentencia adversa ai 1. ..-ruin jio? 

i-I recurrente. I'üg. 112. 

tt,rnrs,> i'AfruiirtUmtihK Kundada la exención de rcsi>ousa!)i. 
Hilad que invoca el recurrente, en la cláusula de un contra- 
to j no en una disposición de la Constitución, tratado <• ley 
«leí Congreso n comisión ejercida en nombre cié la autoridad 
nacional, vio procede en el caso, el recurso extraordinario 
del artículo 14. ley 4K. sin onr pueda aprovechar a aquel 
la circunstancia de qué la contra] Kirie haya iííyocadb níguna 
di- las clausulas de las leyes nacionales y decretos del f'o- 
tíér l'.jtcutivn aplicadas po| la sentencia a| telada, f>á¿ 145. 

h'.uHrn» ,:rtrti,,i, ti mirto. Xo es una sentencia definitiva de las 
(|«e coni nimia el articulo 14 de la ley 48, una resolución 
-l< l Snjierior Tribuna! de Justicia de Córdoba, que se limita a 
resolver una cuestión de carácter procesal al declarar impro- 
eideoti él recurso de revisión inierpuestu para ante el mis- 
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nio de un aitto dictado \*tr la Cámara de Apclaciú.i. 1'%. 1M. 
ftivwíú Cjátraéráhmio, (bey hr^icti ttr lu MMwpálidM), — 
La interpretación íj aplicación de una ley loca) como es la 
ley orgánica tic la Municipalidad de la Capital, |Mir crró- 
ncas que sean, no pueden ser revisada por la Unirte Su 
tprttíi en el recurso cxtraordinarin del ajttictdo 14, ley IX. 
mientras lio afecten envuelvan cuestiones csprcialmeiite 
regidas por ta Constitución, tratados o leyes de carácter <Y 
dcrut: cu consecuencia- una sertfciicia de la Cámara Civil 
Primera de la Capital, en cúaritó declara a la ordenanza de 
impuesto* sancionada por la Municipalidad dé la Capital t-n 
Junio de 1**21. comprendida dentro de ios únjpitcstos y rni 
ias anu trizadas |ior su ley orgánica, no puede ser revisada 
|hh- la Corte Suprema por via del expresado recurso txlraor- 
dinario. l'ág, 1K0. 

h'trnrstt t'.vtmtutfhuiiio. -- Cía ^tiemada |mr el Fiscal efe Cámara 
la inteligencia del articulo I.U de las Ordenanzas de Adua- 
na que revisten el carácter de lev nacional, y siendo la deci- 
sión de última instancia contraria a la interprCtaCióii atri- 
buida ptir aquél, procede el recurso eactt aordinario del art. 
14, ley 4K Pag, 25 1. 

AVihcíí* kjftrúartliuarw. — I Vocéele el recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 4X, contra una resolución denegatoria 
del fuero federal fundado en ti art. 2*. inciso 2" de la ley 
y en el articulo 1" ele la ley 14í»7. Pág. 25K. 

h\ntrsn cxtnwr iHito rio. — IWedé él recurrí extraordinario del 
artículo 14, ley 4X, contra una sentencia denegatoria del 
fuero federal. l'ág. 261. 

IttYitrsn iWiratutVmaritK — Xo procede el recurso extraordinario 
del artícuki 14. ley 4#. en un caso en que los puntos del la- 
tidos non por su naturaleza de derecho común (división de 
condoinonio y evicción). considerados así tamliien ]Kir io- 
dos los jueces qtte intervinieron en el curso de la causa, sin 
rftie en momento alguno se hayan resuello otros que. afee 
mudo la Constitución Nacional, leyes del Congreso o tra- 
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lados, puedan dar margen al expresado recurso, ( Xo se din 
preferencia como 1» pretendía el recurrente para fundar el 
recurso, a Ja aplicación di* disposición alguna riel Código de 
lW«liniu»ntos de la Provincia de I bienes Aires, sobre los 
del cVkIí^o Civil, aplicado «(wcialinwtte («ira formular los 
prommciamientns del caso, cuyo? fundamentos por sí solos 
eran suficientes para sustentarlo». Pág; ¿fó. 
Recurso extraordinario. — Habiéndose resuelto .que el actor no 
ha necesitado cumplir en el caso con los requisitos previos 
exigidos la ley nacional X" contrariamente a lo 
sostenido t »or la demandada eit el litigio. el caso federal que- 
do planteado y en tales condiciones es procedente el recurso 
extraordinario del arr. 14. ley 4X. Pág. 274. 

Re?mp cxtrtwrdiiwrío. — iWede el recurso exrraordinari,, 
<* ! articulo 14, ley 4$, contra una resolución que, si» pro- 
nunciarse sobre lo alegado jmr el recurrente. de que el de- 
creto del Ministerio de Hacienda, de fecha 6 de Agosto 
de 1926, no ha pulido derogar la ley ni introducir modifi- 
caciones en la tarifa de avalúos, deniega la exención de i»e- 
na de comiso fundada i*ir aquél en el an. 104 de la lev 
8111 Pág. 284. 

kéeiirsó extnmrdhumo i Leu II. .157 y Tratada de Derecho /»- 
ternacwmú Privado) , — Xo procede el recurso exiraordí- 
nario del art. 14, ley 48. fundado en que la interpretación 
dada a la ley 11.357 destruía los principios del título IV del 
Tratado de Derecho Internacional I Vivado del año 1889. re- 
lativo al matrimonio, en un caso n que la semencia recu- 
rrida concretó la cuestión eu debare al punto de sidier si de 
acuerde» con las prescr i (rimes pertinentes ile la lev I U57 
la madre de los menores había recuperado el ejercicio de 
la patria potestad sobre aquéllos, que había perdido como 
consecuencia de su segundo matrimonio. ¿La invocación de 
.lidio Tratado no tuvo relación directa e inmediata con la 
materia del litigio, en razón ríe halierse reputado extraña 
a la incidencia sobre designación de tutor, la cuestión rete- 
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rente a salier si el matrimonio de la madre viuda cok-I nado 
en extra fu* |wis con un hombre divorciada, era o nq válido 
a tos efectos de la ley 1 1.357. Pág. 297. 
Kecursü extraordinario. (Fuero federal), — Toda resolución 
del inferior opuesta al reconocimiento de la jurisdicción fe- 
deral es susceptible del recurso extraordinario del art. 14. 
ky 4R, sin que sea óbfce para ello la circunstancia «le tj ni- 
el pronunciamiento resumim se liukiera dictado de oficio. 
(Las disposiciones sobre competencia son de orden publico 
y aplicables, por tanto, fie qtpb por los Tribunales l . In- 
gina 307. 

AYci/r.«i extraordinario. < t-alfn de ¡tu-isiíh-dón de tiri tón en detir 
tos por un dio de fn />mi,«iV — Procede el recurso extraor- 
dinario autorizado por los artículos 14 ele la ley 48 y ÍV de 
la ley 4055, contra una resolución que no hace tildar a Ihs 
execciones de falta de jurisdicción y de acción fundada-* 
en que el delito ele desacato liakria sido cometido i>or medio 
de la prensa y en lal caso, no siendo permitido el Congreso 
legislar sobre reglamentación a la íilkertad de imprenta, no 
hay ley en la Capital que defina y castigue válidamente el 
delito aludido, faltando asimismo, en consecuencia, tribuna- 
les o impelen les para juzgarla, a menos «¡tte se infrinjan ios 
articulas 32 y IR «le la Constitución. I'ág. 310, 

Recurso extraordinario, — H abu ndóse sostenido ppr el mu 
rretite la invalide/ del art. 27 de la Constitución de la Pro- 
vincia de San Juan y la del art. 15 de la lev de contabilidad 
del mismo listado, jmr ser contrarios a lo dispuesto i>or los 
arts. 31 de la Constitución Nacional y 33 y 42 del Créligu 
Civil, procede el recurso extraordinario del art. 14. ley 4K, 
contra la resolución de última instancia favorable a la valide/ 
de las expresadas disj>nsieiones lócale*, sin que sea óbice 
jiara ello la circunstancia de tratarse de una cuestión resuel- 
ta en un juicio ejecutivo; cuando, como en el caso, la tleei- 
sióu recae sobre puntos que no pueden ser des] mes discuti- 
dos Útilmente en el pleito ordinario respectivo y cuyos cíee- 
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tt,s pt(siliíes m\itt el resultado m rítigin dan fuero dHiniii- 
\:i ;l i:i ^csotiicióti pronunciada. 

El |>rcceptn qué wiitiéric el ari. HkK (je la ( onstittuióii 
ftü deja lugar a <Juda en nmtiiu :i tjué todas las (¿yes qué 1 
- Míitiiynn «»W jas tólítcíon^ jifrivádiis de los hal>iiaim^ 
dé | kipúhlica. sien,!,, el tloúímib d<< la k-cjslaeióii civil 
' enim-rna!. otan comprendida- mire las facultades, de dic- 
tar fns Códi^'s íttmlamviiiales que la Cniistifurmñ atrikmv 
t'Mlilstvaniititv al (.'iiii^rt Mi, Pag, .ÍJu 

l&qtrso i;vtr<ti>rifhruH<>. N,i prutretíe el nvur*> i-Mraordhiarii. 
del artirulpi 14, lev 48, finura mi pronunciamiento qué ver- 
sa *oI>re etié^tibijcs platinadas y resuella*. \*>r interpretación 
y ^ílícacíój? tíe las fjggg <$90 y 11.287, s..t.rr impuestos a 
las herencias, que sólo rigen para la Capital y Territorios 
Níacionales. Páte .Un'. 

h-n urs.i .'.rfiiwntiiuiritK í I al itt iuli sosu-mdo |Hir la deman- 
dada tu su uport unidad que n<> existía ley expresa del üm- 
urt sn ijui- autorice la expropiación, c invocado en mi favor 
el ari. IT de la Constitución N'aeiouak procede el rmir«i 
extraordinario (Id ar. 14. ley 4S. contra la setiteticía contra- 
ría al derecho fundado en dicha afs|xjáifc0n. r%; 354'; 

A'. if^fi t'MnumiitiaruK Nahiendo sostenido la laja de fu- 
liihiiioiu^ y Pensiones de Hmpleados Perro viarios. fun- 
dándose cu el art. 2\ ¡tic: I" de la ley I0.ÍÍ50, que el anu- 
a>or del recurrente carecía «leí derecho de solicitar ilusión, 
procede el recurso del art. 14. ley 48. contra sentencia de 
la Cámara PHcraJ de la Capital que invocando otras dijqio- 
siciones de la misma ley y de ta K« 1 1 .308, ha admitido el 
dereeho a la p|nsiüií, revi tcando la resolución de la Cajú. 
I 'agina .Í78. 

A'i . Jir.vfi 0xlzffir$itínrip. - - I limado por el recurrente el art. ¿f* 
de la ley KVóO procede el recurso extraordinario del arl. 14 
ley 48. contra una sentencia fie la Támara Pcderal di- la Ca- 
pital, en «jiu- implícitamente se declara que el Iwneficio esta- 
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Mecido |Hjr el citado an. 2f>, no era aplÍL-alik- al caso, dp¿¿ 
pindó, en consecuencia, el pedido dé pensión, Pág, J82. 
ffírtmro extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48. contra una resolución contraria al dere- 
cho o privilegio fundado |M>r el recurrente en el art. 41 de 
la ley 3975. Pág. p| 

Kniirso extraordinario. — Invocado por el recurrente el art. .i/ 
de la ley 37C4. procede el recurso extraordinario del art. 14. 
ley 48. contra una resolución contraria al derecho fundado 
en £1. Pág. 415. 

AVi itrso ordinario de íí/vA'Wí¡ii.— Xo pr«iccde para ante la Cor- 
te Suprema los recursos de apelación y nulidad autorizados 
l*>r el articulo inciso de la ley 4055. contra una señ- 
tencia de la Cámara ríe Ablaciones en lo Civil de la Capital, 
en un juicio sobre devolución di- contribuciones territo ria- 
Ics míe gravan bienes situados en el territorio del Xcuquén, 
Página 26. 

híeeurso ordinario de a peta? ¡ó a. — VA recurso que autoriza el ar- 
tículo 2* inciso .1" de la ley 4055. sólo corresponde al repre- 
sentante del Kisco en las causas en que éste o un recaudador 
de las rentas de la Nación sea parte actora. siempre que el 
valor disputado excediese de cincu mil ijcsok. Pág. 293. 

Keivindiearióa. — Apareciendo que la fracción de terreno obje- 
to de la reivindicación no estaba comprendida en las senten- 
cias pronunciadas en el juicio de expropiación seguido por 
el ferrocarril demandado y los antecesores" inmediatos de 
los aitores, aquel no puede invocar coii derecho en su fa- 
vor el art. 14 de la ley nacional de expropiación \" (0, tu 
el juicio de reivindicación deducido por el verdadero pro- 
pietario de la fracción aludida. P% 342, 

Salvamento ; salario de. — I militados los dueños de un limpie 
echado a pique en el Canal Xorte del Puerto fie la Capital 
de que procedieran a dejar restablecida la navegabílidad de 
dicho canal, notificándoles que en su defecto, el salvamento 
resjut-iivo sería efectuado por cuenta de ellos, el Fisco \a- 
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cional tiene derecho ;* aJirar de ú*,» <| «Jai-iu de salva- 
vaniento y lus gastos de liU-ración del canal. f%¡ 400. 
I itttlo wntñro. - dando por induhitados | tls pagarés que 
sirven de hasc a la demanda, proviniendo ellos del 1'oder 
Kjmilivo <k- la IWincia de Tucumán. se ha $éWfa inser- 
tar en el cuerpo de los mismos para míe pudieran obligar a 
esta, la ley autorítativa correspondiente, que faculta a di- 
cho poder par.i comprometer el crédito di- ella, de acuerdo 
ron el arr. (>7 fie la Gbitetítuaoij de la hiíhiiii, u. por |„ mr- 
nos. charla ion precisión. Pájr. 232. 
inmsporte por ferro, arrihs. — U jurisprudencia de la Corle 
Suprema ha consagrado el principio de ta necesaria inter- 
vención oficial en la fijación rje precio t iara la prestación 
de servidos pnblicm, y ha dejado establecido que esa doc- 
. trina no se halla ejt pügiia con dis|)ostrión alguna de las le- 
yes que rigen la materia terruvi.iria. (Véase el sumarie» del 
iallo publicado etl el temo f-ki. p atf . ¿07. aplicable al cas*, 
qtie contempla t-I présenle p. IVig. 5. 
/ .voiíW ii los ff celos del fucro.~\* vecindad a lus efecios del 
fuer*» se tiene por producida cuando la persona «se halle 
cstal decida de modo que aparezca el ánimo de permanecer». 
Página JTil, 
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fíe» !. t „nurdo Mmhn, ,¡ femaré* ( ,»,,<,/ AtwMfa 

Ütmtáoi 1.a j l ,ris,>r,uk.,uia fe la l „n, .Siipn-iiBi ha , , T1I L 

e \ '' rillW >" ' «¡Wtt ¡rm.m„ci,m oficial cu i a "fiji 
CttST <k- prrm , Kl ra l a prcMaciV.,, fe ,n vinns púMin.s y 
Ha fejafe « sraMcv.,!,. ,„„. ésa .I.kmí..:. rtq M - halla en ptumíi 
m , N»W ,Vffl * levo <|ui. rif-ni la iijíMeriafe 

rn.vu.na. iV^s, ,! gflntórto fel fdfa paMi^fc,,^ ,, lOB1() 

|,i, - m:i J(V - : 'I'""-'M<- .'«¡ Rtm qw o.m.iiiida 1*1 ,,r<. W n (t - 
I.,, explica,, ];,. ggg^ sj^jSálUM-j 

M:vn:xri.x ft& ji- Kit h-:i>j k,m. 

U-sirí... Itiormlin W ,|,. ]<>_*?, 

V Vimos : J.ns pro^ftjat ,«„■ lámanlo Manim» contra la 
.•mpr- sa ,1,1 [.«rr. .carril Central A^m, fe^tó, fe 

líftis cí.f>r;.<|„,s fe m ás. fe| ,,,„. rpaijjp . 

a) A ís. g se prww^, fen Juan Traba v manifiesta mu- el 
*»* te ^ -".crido ,,„!,,• ,»„ donóla,- a !n an,,rc*a r,í,r¡- 
<fc P«;r fcvt>„,e lo „ fe f| ( ,es cnl.ra.lMs fe más, sobre las tarifas 
•m ornadas. ,n los iraiis,»,,** cuyas r,s,arlivas cartas fe ,„, rt , 
« « NpfjWlla <me adjunta. ük* ^ b demandada flfti 
'■«s tantas s.n lk„ar tos Nqufeiips tridos ,K>r las leyes v «- 
gt»,s. y S1 , )n an,lan,, obló d pm -i„ , xiJfiiIo |ara t : v¡tar 
»« ""¡.™ fel transarle, sin rn,„neiar |»,r etl„ al derecho 
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de repetir por sffflt judicial li« tndeuidaiifctHc col>radi>, ijute en el 
G8sb asciende a ta s a fie S tu n, _'.''S4.1M. Aurcga cpic la em- 
presa ha aplicado tarifas >¡rt la necesaria aprobación ilel 1'odcr 
Ejecutivo. c|tiitii tiene la facultad de apreciar si ellas son «razo- 
nables y justas»: que él I'. H. en il de Agosto fie ÍPM, dió un 
decreto «rechazando las pretcnsiones de las empresa- de aniñen 
tar las tarifa- -¡n mi coti-Hiliiniciito». I'iile se la condene al («agp 
del capital reeliunado, sus intereses y coalas 

ln A I-. 47 y si^nienii-s. »■] apoderado de !a empresa solicita 
i-I nrlia/ii ron rustas de !a demanda, lia-ado en míe el actor ilíi 
hi/ii <-l |üi«<m por ermr. -ino con la plena conciencia de su pre- 
tendida ilegitimidad, a pesar dr 1,, cual tq efeeln.V sin reserva ni 
protesta idglltvá: f|tfé fánnioco liay falla de cansa, ni la cansa es 
inmoral o ¡licita. ExpyssKi igualmente, míe annniic las tarifas lio 
luiliierati reunido Ips requisitos leudes, el pafíu voluntario éattO» 
tiiniria tí cumplimiento dr una obligación natural, sin derecho a 
repetirlo. May, dice, cusa juzgada en cttaiiln a la aproliación de 
las tarifa-, qtfe «jueilamn aprobadas lácitaniente de acnerdn a !os 
artículos X\ y m .|e la ley 2873, _>U K. dtí reglamento genera] 
de fermian ili y demás dis|>osieíour, pi'rtincnie> de las leves 
5315 y UM,2. ¡mlldmciite indica (píe KSy eon-i-mai-ioncs respecto 
de las cuates se. redama tfoft veces la dcvolncmi? del mismo mi- 
pílCSto esceso de flete; ipie en cnanto a otras, se afirma iiak-rse 
eeriíieadn payos supi-rioie- a los ipie se efectuaron, v míe re- 
lativamente a cienos transpone-, i¡nicnc> verificaron los pajjos, 
lio lian cedido -n- supuestos derechos al actor, y míe no tos lii- 
cié ion por (lienta de él. 

Acrecida la prnelta producida, así como los rwpectivos alé- 
galo-, qttetlo el inicio ni estado de si tilencia. llamándose «autos» 
a f- J4" vía , baliiéndnsc repuesto el )«ipel del día... «leí mes 
en curso. 

V Considerando : 

friolero. Oue ante lodo dtíw estudiarse si tas empresas pnc- 
den modificar -n- tarifas sin íurcrvciicioti del -jobieron. Después 



(fe un detenido examen de las leves 2X35, 2X73, 5.1 15 y ó062 y 
s» discusión parlamentaria, llega el suscrito netamente a la con- 
elusión que oí I'. E ( puede y dehe intervenir cu la fijación de 
las tarifas de «todos» los ferrocarriles que circulan en el terri- 
torio de la Nación. El Estada velando por fus intereses sociales 
que custodia y en ejcfeisío de su soberanía, runwk' a tefceros 
la explotación do un servicio pMtíhb -- en el caso, d trans|H.rte 
«le pegonas y cosas de Ütl [mita ;t o;m; los respetivos con- 
tratos dé concesión - leyes-contratos — fijan las liases en tttw 
>c desarrollará la vx\ Mutación, lugares de recorrido, ete., |>crn 
siempre teniendo presente las Uves que dicta d Congreso y qtie 
lijan normas generales, || Kstado ejerce con estas últimas mi jjo- 
der de policía, y tiende a evitar c&ú él, el ahusn o arbitrariedad 
que l«ijo el amparo di- un inonopolín - de Itecln o de derecho 
ixulria realizarse: fija asi realas de explotación, límites de ganan- 
cias, etc., y suple de esc modo la ley de la ..feria y la demanda, 
¡mfxisil.k- de mirar en juc^o |>or la falla de eompeleneia. Asi en 
lo económico, eí l istado interviene « ( . t i h aprobación de- las tari- 
fas de pasajes y fletes...: y no son ubliyatorins |»ara el tpte . 
usa el servicio, si previamente no son aprnkidns i>ur el ^obicnio. 
U tarifa un es legal sin su aprobicióu*. Iticlsa: tomo II, pátf. 
229. Las leves citadas antes, no han ido derogándose sucesiva- 
mente; por el contrario, son perfectamente armónicas y se Cernir 
plementau. sietidn erróneo considerar contradictorias a unas y 
otras. tEl P. K. intervendrá en la formación de las tarifas de to- 
dos lo> ferrocarriles, teniendo présenle los intereses generales 
fiel país y las k yes-contratos de concesión», art. d". lev 2K35 ; 
«tas tarifas relativas al transporte de mercaderías v carpís serán 
razonables y justas», art. 44, ley 2873: lo complementa el art. 71, 
inciso $> y 17 y su enmienda de la ley 6330; el art 1 . 9> de la ley 
5315 se refiere «a una intervención sohrc las tarifas ya aproa- 
das por el IV K. | MJr considerarlas razonables y justás y cuando 
ello no obstante, tales tarifas produzcan una Utilidad superior 
al 17 % <lel capital. KstaWcce, pues, una intervención subsidia- 
ria al solo objeto rk- |¡ m j t;i r las utilirladcs de las empresas a un 
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porcentaje determinado en Item-ficin de la economía nacional», 
fallo de la Cámara Federal tlt- ta C apital, caso Gómez c. F. C. 
Centra! ele Córdota, transcripto en la Revista de Derecho .Ma- 
rítimo y Leg. Comercial, noviembre-diciembre 1924, |iág. Mt7. 
Refuerza Id dkhu. un hecho que es concluyeme : las impresas que 
constituyen Ja casi totalidad .le las que explotan la industria del 
riel, han reconocido expresa y categóricamente en nota dirigida 
en fecha 4 de Agosto de 1921. al Ministro de O. Públicas < ver 
fs. U4>. la intervención que se estudia, del I*. K. de la Nación ; 
no pudiendo stíf más clara la interpretación que han dado al 
[.unco en dckilc, debiéndose tener presente tan autorizada como 
tnso>peehada opinión. 

Secundo. n,„. curando a coi lr ,idcrar el caso presente, y tc- 
niendo es|Hc¡alinenie en cuenta : la presentación de la empresa de 
fecha 15 de Febrero de 1921, pin] uniendo un aumento en sus 
tartíás; la iniorniacion adversa de la Inspección < ¡enera I de Fe- 
rrocarriles de JN de Abril: la observación de la Dirección Ge- 
nera! de S de Junio: la nueva propuesta de la empresa de Mi de 
Junio solire alimentos de tarifas según otra escala; el dictamen, 
esta ve/, favorable, de la Dirección General de 7 de Julio; el 
dictamen adverso del Procurador del Tesoro aludido a fs. 2<).í. 
contestación al punto 10 del oficio respectivo; la intimación 
a la empresa de 2 de Agosto jara que susj>endiera la aplicación 
de las nuevas tarifas dentro de 12 horas; la contestación de la 
misríla, de fecha 4 del mismo insistiendo en que mantendría sus 
tarifas; la resolución del Consejo de fecha 1K de] citado, ¡Muñen- 
do el expediente por seis días a disposición de la empresa y fi- 
jándole 4S horas ¡«ra que cesara la infracción ; el alegato de la 
imprcMt d*' 25 del inicuo mes; la resolución del Consejo de 
29 en que «siendo valedera* las razones que aduce» deja sin efec- 
to la resolución de Agosto l.S y archiva el exilíente y, final- 
mente, la resolución de la empresa de 1^ de Noviembre «sus|>en- 
diendo los aumenuts de tarifas propuestos en 15 de Febrero 
ppdo:. y puestas en vigor el I* y 15 de Agosto último»; teniendo 
también presente la nota de varias empresas — a que se ha he- 
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dio referencia ante» v ( .| ,\ nrvU , tM |> K ,\ v Mvi (fa 
• Agosto «Id mi mi id año, declarando nulos y sin valar alguno los 
aumentos efectuados por las empresas y ordenando devolver las 
sumas excedentes sobre las tarifas autorizadas; ttxlo lo cual cons- 
ta en autos según rupias agregadas de fs. IOS a 143 y atenta la 
interpretación riada «ttt supra* a las leyes citadas, se concluye 
ijm I« impresa del R C. C A. puso en vianda en los meses a 
que se refiere el caso vi//» ííf<r «tarifas tío autorizadas legalmente*. 
I'.slas no fueron aprokidas expresamente ni íanqjoeti tuvieron 
la aprokieion tácita ipie ]>or el solo transcurso del iirni| X j. esta- 
blece el artículo 2Í3 li. del reglamento %mmt\ de ferrocarriles, 
líela- recalcarse <pic la resolución del Consejo Administrativo, 
de fecha 29 de Agosto, declarando valederas las razones aduci- 
das — y no las tarifas como se lia creído ver tuvo p ( ,r único 
fm. dejar sin titilo la multa impuesta. .\"o otra cosa pudo hacer, 
sin salirse de sus airiliucíones propias e invadir facultades q t u" 
no le pertenecen. Calie agregar fpie t¿) decreto de ¿1 de %oSfti 
era aplical>le sin distinct.ni a todas las tarifas ipie en el iiimncii- 
to s^ encontrabm sin aproliadón expresa o tácita, estando las 
aplicadas en este caso, iludiente de resolución y sin halar iratis 
currido el plazo legal para ello; pues es evidente que si bien el 
decreto de referencia fué provocado jn>r | {t nota de las empresas 
-entre las oue no figuralvi la demandada- él se referia a todas 
las tarifas no amoladas. I orrohora lo espuesio. el hecho sm 
«érenle de halar la empresa con [echa I" de Noviembre, sus|>eii 
dido. como se dijo antes, las tarifas aumentadas. La teoría v 
interpretación expuesta es la sostenida invariahleinenle |«>r la 
Cámara Federal de la Capital : además del fallo ya aludido, debe 
citarse entre otros los contenidos en fGaceta del Í-'oro» pág *W 
X.iv. -Dk. iy>4; m, 390 y 517, Ayosh.-julio 1925 v el más re- 
cente de fecha 25 de Noviembre ppdo., caso «Kauím¡mi, contra 
K t. Central Argentino». 

Tercero. Otic hay que descartar en absoluto, «pie el fa. 
cho constituya el citmplrmieiilo de tina obligación natural. Las 
obligaciones naturales .,ue tuvieron origen en el ius ,„•„()„,„ de 
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f' mínimos. M>n obligaciones cuyo fundamento eiiateniran unos 
cii el ildier ele conciencia, ottios en i?l hoitar y la voluntad del . 
deudor y miu ai|(K'lla> ipte, «fundada* ni el dereelm natural v ni 
la equidad», an. 515 Código Civil, una W% cumplida*. »0 m 
puede repclir lo pagado, Ks la obligación natural «una ni ilina- 
ción reconocida ¡M.r la lev, peto íofetwei-tte en ®w 'l |!t ' el deudor 
• piiera ejeeularla*. I'lanial: t. II, pág, IT', Cara algunos códi 
gusí como el alemán y el suizo., entrañan un deber moral. Se in- 
eluyen entre estas obligaciones, los deberé* impuestos por ta tno- 
ral. por la tt-v de la delicadeza y tlel honor impiie-tos por los 
vuteutós de la sangre. |mr la piedad filial. p>r la fe debida a la 
palabra dada, por los sentimientos de gratitud y beneficencia, 
ríe., ete. I .arniiiliHTt'r ''•! IV, i>:ijh- di y sigtiienies; Gólnio: 55 y si 
^mentes: Salvat: p%, II" y siguientes; CVíjjin m Capitant; t. II, 
pág. W y .siguientes : Til. Ilue: i, VII. pag. .U4. ilicí tille la obli- 
gación natural «es la ¡juc *e llanta a mentido obligación mural, 
>> de e« mejencia. ■> de eniivvuieticift en la que ta i-jiviifión volun- 
taria constituye una pura liberalidad». Se deduce (le todo esto, 
el caráeiet y modalidad de mía obligación natural, tjiie no es 
etl ningún modo c] caso de autos. Y si bien es cierto míe la (lis 
jtostcióu liepl de nuestro código n>> e* liniilaliva- y tflW la teo- 
ría y la jurísprudeiieia e*tá bien lejos de la opinión de Mftcha- 
do ijuc en la pág. |K5 del lomo II ile su obra manifiesta rjtte las 
obligaciones naturales deben desaparecer del l'ód. Civil, pues 
por el contrario tienden aquellas a amplií Jearlas, a |K*sar de «o 
ser limilaliva. no puede considerarse al payo hecho |mr el actor, 
cuino cumplimiento de una obligación natural. Ha creído el actor 
Cumplir *n obligación eieil de retribuir el precio del tmitspOfttí 
de acuerdo a tarifa* reglamentarias, aulon/ada*. Vdcinás. & 
safekib que el pago, ¡«ira que importe el cumplimiento de una 
obligación natural tiene ser «voluntario», tlVU- iraiarse. dice Sa¡- 
vat. de un pago hecho con conocimiento de parte del deudor, de 
f|tje no estaki obligado a verificarlo», Y nu es vnlnmario, fren- 
te al njonopoife q«e ejerce la empresa, y al que >e ha hecho refe- 
rencia antes. 
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Cuarto, Qiic meiMm itófee descartarse, qtic se trate de un 
pago hecho por error. U cuestión tic lo ciado cu pp» de l«. que 
ni» se del*, tratada en nuestro código en su libro 11. sec, 1», tí- 
tulo XVT. cap. VIH. ha sido materia de amplia disensión en la 
fcofííi y ni ta jurisprudencia franelas, El fundamento fie la re- 
jH-tieión se en la teoria del « V riq U eeÍmíei)t0 sin causa. 

V la atSÍóíi para ejercerla es la cié «¡n rctñ vers,,» y su concor- 
datile la *c«mdtctio mdd.il ¡i. gft c ] ¿asé. tomet en el de los itu- 
pncslns fiscales dcelaradns ¡leudes, se trata dr uti pago sin causa 
i». l>«-r tm}ot decir, sin causa lícita, art. 7"J (\ Civil. «Kl pop 
efectuado sin causa, o por una causa contraria a las buenas eas- 
luml.rcs. como también el que se hubiese obtenido ,»or medios 
imm, puede ser repelido, haya sido o un. hecho j>or error». U 
rcoría eu den-clin romano .leí pago sin ^Üsa ; comprendía el pa- 
yo |*.r ernu- («cnudielio ¡ndebili» j y el pago sin cause propia- 
mente dtclm ta. piel en que falta la causa o esta es ilícita o 0.11- 
mm a las buenas costumbres) . En suma la cansí licita falla, 
pues se líasa en mía causa contraria a una disi«>s¡eióu legal. «Oc- 
hé entenderse por causa . la fuente jurídica de la obligación 
voutraio. convención, etc.: - si esc contrato, o esa convención, 
etc.. resulta no existir n ser nulos, n se declara inconstitucional o 
ilegal la ley o la ..rdenanza cpie determinó el ptige he^Mi, enton- 
ces se paga eu virtud de una causa que no es tal*. Colino: p%. 
503. Y en seguida: «X» hay nccesiílad de invocar error alguno 
El Ltmr está contenido precisamente en la causa en cuya virtud 
se hizo el payo». Xo se puede, eiiimices. como pretende la de- 
mandada, encuadrar el caso sométalo a este tribunal, en el art. 
/*>!. meiso .v. que comprende única v exclusivamente obligacio- 
nes naturales. 

Ouinto. í v lue se ha alegado por la empresa, que el actor ha 
hecho una renuncia de dcreclios, al pagar sin protesta v ] ,> r ecio 
del transporte, Pero se- hace necesario uner presente quc.nn 
hay disjMisicióii lega) alguna que obligue en el caso, a reservar de- 
rechos: el silencio no importa una remisión, pues la intención 
no se presume, mw jttri S no n<,tiuitias.<te f>nicsnin¡tttr. y ] n in- 
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terprctacióu que induzca a pro) «irla dclie ser restrictiva, pudiéu- 
dose entender ipu- la manifestación de vuliint.nl esté patentizada 
claramente en l¡i ejecución de) acto, aris. 7K4. y 919 Código 
Civil. Ver Machado: i. NI, pág. K7 y siguientes: Colmo: páy. 
397 y siguientes. Resulta equivocado entonces, sostener que el 
pajgo hecho sin protesta, no da derecho a repetirlo. Kn cuanto a 
)<i contrario, delie decirse qtíe itó hay jurisprudencia rpic l<> sos- 
tenga propiamente, pnc* el fallo di* la Suprema Cotté; varias 
Vll '<"- mon latín por la demandada, transcripto t-n el tomó S.Í. 
pág, ¡jjJHfc nti >e refiere a casos como el de autos, casos que, por 
oí ra imrii'. no ha habido o|M>rturiidac¡ de ser sinuetidos a use alto 
tribunal: taiu|ioco es d caso de los impuestos fiscales declarados 
legales, en lOj que por los fines del l'.stado, en mira en la segu- 
ridad >' regularidad de la |HTCc¡>dóu de su renla. puede ser dis- 
cul|Jadü y hasta encomiaba-, como dice el autor últimamente cila- 
do, la est ríctez suma con que se le contempla, y admisible, olvidar 
■i dejar de lado el principio de «ipir nadie dehe ei ir iotu verse 
sin justa enusa. a cusía de otro». 

Sexto; (Jue respecto a la cuestión que hace la empresa al 
contestar la demanda < ver fs. 4'J y 5H). sohre las consignaciones, 
de las cuales, se dice, redama el actor dos veces la devolución 
del exceso de fletes, o se redama pagos sil|K--rinrcs a los que efec- 
tuáronae, y que en algunos casos los transportes no se hicieron 
por cuenta de aquél, cabe desecharla por. cuanto de las constan- 
cias de fs. I a ó; 10 a 18: SI a 69 ¡ 7.1: 77 a M ; S7 : 89 
a ltJ4: 10o: lóS: 177: l/K a 195, se llega a la conclusión 
de «pie los fletes, como es costumbre por lo demás y segím lo 
ratifica autoridad tan cotnpeteute contó es la í|U« informa a fs. 
175, fueron liados o por d actor o por los compradores «|x>r 
enetua del vendedor», y consta que estos cedieron sus derechos 
para ri|R'tir el payo, al señor Martillo. Hay que tener presente 
también, que no se puede decir que la empresa haya hedió oh- 
jevión seria soljfe d |Kiriiciilar, ni menos (pie haya intentado 
destruir la pruelia contraria al repícelo. Teniendo, pues, presen- 
te las constancias referidas y la liquidación practicada por la 
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Dirección Uncral de Kerroearriles. h : .v liase cierta liara deter- 
inmar a mm mÍM « pa*r ,K,r los fletes pandos dé más V 
hal,.n 1( |.. el propi„ ÍU tu, «co^eMo ei. s„ estrilo final (Ver ís 
-4X via.j. | fl posibilidad de («qtttrfios errores deslizados en la, 
fri tas l«;r el formulólas. > atenta te practicada por te de- 
masiada fe ^ t .j ac*uariq osunamente se constituirá en el 
nuHas ****** :1 fÍ " * W*¿ tes referidas 

J?* "' fI ^JÍ#» i las cousi.kraeioi.es enneciantes del 

00 liifíar a la demanda y condenando a la empresa del I- C Cen- 
tral Arruino a devolver dentro de diez días de ejecutoriada 
te préseme-, al actor, al suma que resulte de la liquidación a prac- 
ticarse de acuerdo a la presente y estímente al «consideran- 
do s,m,, m mterés. La* ^ flor s „ ^ ^ — - 

a a demandada razón proi.al.le ,« ra li.i^r. Insértese. há K ase 
salter y re^n^ase el ftjpfc - Afe*/ c -,,,,y /(( * 



SJiXrKXejA IJK U i. \ Al ARA 1 -KHK|C.\I. 

Rosario, Juni» j Je i<»jf,. 
«««^•TT"* IOS * '■' n "" W '" Marti.,» 

i'ttr sus fundamentos y considerando: 

Ol* KKlrn los aromemos relativos al ,« K „ voluntario y sin 
protesta, al pago sin error y sin causa, etc.. formulados por el 
demandado son ntás espaciosos que sólklos. pues ejemplo el 
1-errocarnl Central Argentino un verdadero monopolio del trans- 
arte en Sl ,s hneas, no e* posible la con^encia. y por tanto ,u, 
puede aricarse la ley de te oferta y de la demanda, de tal modo 
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que si al ferrocarril como sucede en la práctica, se le ocurre im 
entregar la mercadería sítl el previo pago de sus tarifas capri- 
chosamente aplicadas, al consignatario liú tu queda otro remedio 
que ixifpir el flete que se le cóbrü para ahorrarse mayores per- 
juicios; ñu se trata, pues, de un pago \**r error, iti puede haber 
eiitunees la presunción de pago voluntario; es más propiamente 
hahtaudo, mi )»ago de extorsión y como la protesta no da ni 
f juila derechos, su taha no puede enervar la acción <lel demandan- 
te pata repetir el |>ago de 16 imlel >idamciite pagado. Además, la 
Suprema Corte acaba de fallar un juicio exactamente igual al pre- 
sente, declarando procedente la repetición fiel flete iudcliidaiTicn- 
le pagado (caso de Gómez y l'aoletti >. 

l*nr tanto se confirma, con costas, la sentencia de fs. 0& 
:i 2M. fecha M) ile Diciciuhre próximo pasado ; declarándose im- 
procedente la demanda. Notifiquen y devuélvanse los autos al 
juzgado de origen donde se repondrá el sellado que se adeude. 
—José M. Fierro fen disidencia!. — I.ui.t ¡\ Qom&lm — Ju- 
lián l\ts. 



DICTAMEN DEL I'ROÍ T'RAHOK OE.NEKAI. 

[lítenos Aires, AgttMo 2Jt de l'>>6. 

Suprema Corte: 

ka cuestión de derecho que se discute en esta causa tiende 
a establecer si las empresas ferroviarias del |xús están o no auto- 
rizadas para elevar las tarifas qúc estallan en videncia, sin la 
previa aprobación del l*. E. N. 

Durante la secuela del juicio se ha cuestionado la inteligen- 
cia de las leyes especiales Nros. 2K7.1 y 5315. y sus decretos re- 
glamentarios. La decisión judicial lia sido contraria al derecho 
invocado por la parte demandada, lo que autoriza el recurso ex- 
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traordoinario inierpuesio y concedido cíe conformidad con el 
art. 6" de la ley N ■ 4055 y ¡irt. 14 de la ley N" 4N 

Respeto a la cuestión que motiva el recurso, esta Procu- 
ración Ccnrral de la Nación lia emitido, eun f celia 12 de labre- 
ro del ano «i curs... H siguiente dictamen tu una cansí íéi 
íjimiez J. HL contra E C C, CórdoUi. 

«Entrando al fundo del asunto, cabe considerar que la inter- 
vención del listado, étitfto poder publico, en las concesiones de 
carácter ferroviario, su extiende a la fijación de las larifas y a 
tarjo I,. «ue se relaciones con el interés general. i..de|>end¡cutc- 
mente de l.,s convenios contractuales esiR-ciahncntc estableci- 
dos, facultad que ejercer en virtud de actos inherentes a sn so- 
lierania y qnc surje taml>ién de dis|* liciones légale;.». 

«En efecto: la ley establece míe el l'oder Incentivo 

intervendrá en la formación de Jas tarifas de todos los ferroca- 
rriles, teniendo presente los intereses generales del país y las 
leyes-contratos de concesión» (art. 6»), y la lev general X» 2873 
< ( ue mmtpmm a la Dirección del ramo «informe sobre la apro- 
l»acion de las tarifas de los fem .carriles en general, y aproar 
directamente loda melificación de las mismas dentro de b, limi- 
tes de las tarifas aprolwdas por el Poder Ejecutivo» (art 71 
toa» 8»), disposición que complementa el contenido de los arts' 
44 y 49 que exigen qué sean razonables, justas v tmi formes dé 
lo que fluye lógicamente que las tarifas requieren el reqnisito 
de la aprol«ción previa para sn publicación y vigencia». 

«U ley X* 5.ÍI5 no se o^me a las prescri^ionCs enuncia- 
ilas que. en mr sentir, rigen el presente caso por encontrarse en 
toda sn fuerza y vigor, máxime si se observa que el art. I* con- 
cuerda con ellas al preceptuar que todas las concesiones de esta 
naturaleza se regirán por sus cláusulas ede acuerdo con la Jev 
general de ferrocarriles N* 2873». Debe interpretarse, entonces, 
que la intervención que autoriza el art. 9> corresiwnde liaccrse 
efectiva sobre las tarifas fie pasajeros y cargas y aprobadas |X)r 
el I*. E.. |»or haberlas considerado crazonabks y justas», siempre 
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que se produzca el c;isu en 01 previsto, vale decir, «cuaud» el 
promedio del producto bruto de la línea en tres años seguidos 
exceda del 17 por ciento del capital, en acciones y obligaciones», 
v los gastos no pasen del 60 por ciento de las entradas». 

eESj pues, indiscutible, el derecho que asiste al poder admi- 
nistrador i«r¡i intervenir en la confección de las tarifas con el 
objeto de constatar ipie ellas retinen las condiciones de razona- 
hilidad. justicia y uniformidad de que habla la ley N'*' las 
que no pueden aumentarse, )*ir la sola voluntad de !n empresa 
derrtari<Íad;i. como se pretende, cualquiera que fuera la naturaleza 
ile illas: intervención que implica regular el funcionamiento de 
los servicios publico» sometidos ¡mu contralor, no sólo en el 
carácter de poder soberano sino tanihién en los casos pertene- 
cientes al dominio («articular, siempre que así lo exigieran «cir- 
cunstancias muy es|H*eiales en que por la dedicación de la pro- 
piedad privada a objetó dé intenso interés públíro y i»or las con- 
dicione* en que ella es explotada, justifican y hacen necesaria 
la intervención del Estado en protección de intereses vitales de 
la comunidad», como V, K. lo dejó consignado en el fallo que 
se registra en el tomo LV», |«tg. 161», 

«Kn el .<; ni' judie v se lian cobrado los fletes de que se trata 
en virtud de una tarifa considerada ilegal, lo que demuestra la 
justicia del falto apelado». 

En mérito de estas consideraciones, que doy |xir reproduci- 
das, y las concordantes del fallo apelado, pido a V. K.. su confir- 
mación en la liarle materia del recurso (S. C. K. causa c(íó- 
rnejE .1 H v. K- C. C. Córdoba». 21 de mayo de 192/». 



Horacio fi. t. arreta. 
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Buenos Aires, Novtcntirc (H ilc 
Vistas y Considerando : 

Que la cuestión f.deral que da liase al recurso extraordina- 
rio en es* a ís . , w únicamente. e„ 
la defensa opuesta por la empresa, sosteniendo que las «tarifas 
aplicadas son perfectamente legitimas y tos poderes público» no 
han pochdo legalmente o,»nerse a su ejecución e„ caso ahjm,,. 
dado lo depuesto en las leyes 2873. 5315 v Ó0f,2», hahiendo ale- 
gado el actor que la ««presa .elevó sus tarifas de transporte sin 
Henar previamente los reqtmitos exigidos por las leves y regla- 
mentos», cuesbón ésta que ha sido planteada v resuelta en el 
pr-mer considerando de la senteneia de fs. 259. enunciándola en 
a sánente forma; .si las empresas pueden modificar sus tari- 
fas sin intervención del gobierno». 

Las demás defensa., de la demandada y que han sido mu- 
■vo de pronuncamiento en ta sentencia recurrida se refieren a 
plintos de hecho o de derecho común, ajenos por su naturales, 
en el caso, al conocimiento de la Corte. 

Que la Cámara Federal «a q„„», ha rws „ e lto t al confirmar 
po* sus fundamentos, el fallo de primer» instancia, que la em- 
presa de J-errocarril Central Argentino. „. los meses a que | 
ref,ere el caso s ut>,¡,c puso en vigencia tarifas no autorizadas 
en forma legal, no habiendo sido aproólas expresamente ni gn-* 
«ido de la aj^robación tácita, que por el solo transcurso , W ti L- 

; sU conc «sion, dedueda de los antecedentes, comprólos por 
c" inlitina . obrantes de fojas 10$ a 143, co.istituve también una 
cuest,on de prueba, irrevisible por este trihunal en el presente 
recurso, y de la cual se desprende que las tarifas aplicadas no 
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estafan aprofadas por el Poder Ejecutivo ni consentidas ¡ior 
sus órganos correspondientes. 

Que reducido el asunto a resolver si las tarifas no aprofa- 
das por el Poder Ejecutivo y que aplicó la empresa al actor son 
legales p no. la sentencia apelada se lia pronunciado justamcnU- 
por la negativa. I ji jurisprudencia de esta Corte es definitiva 
en ex- Miitido, habiendo consagrado el principio de la necesaria 
intervención oficial en la fijación de precio |wra la prestación 
de sen-icios público, y considerando que esta sabia y previso- 
ra doctrina no se halla en pugna con disposkión algunas de las 
leyes que rigen la m i cria ferroviaria. El amplio estudio que al 
respecto ha heclio Ja Corte en el caso registrado en el tomo 
146. |ág. 207 de sus fallos, los fundamentos tle cuya sentencia 
se reproducen aqui, exime al frihunal de entrar en otras consi- 
deraciones. I'or lo demás, las razones que informan el consi- 
derando primero de Ja sentencia de primera instancia, hecho su- 
yo, ¡jur la Cámara, son suficientes para sustentarla, correspon- 
diendo, por tarto, su confirmación. 

Por estos fundamento* concordantes con los aducidos en 
el fallo apelado de f s. 296 y en el dictamen del señor Procurador 
(general a fs. 325, se confirma aquel, en la jarte que lia podido 
ser materia dd recurso concedido. Xotiftquesc y devuélvanse lo* 
autos, previa reposición del papel 

A. Bermejo. — J. Figuehoa Ai.- 
corta. — Roberto Kkpetto. — 
M. Laurexceka. — R. Gvinn 

La VALLE. 
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ACLARATORIA 

Buenos Aires, Noviembre 23 de 1927. 

Autos y Vistos: Atenta la naturaleza del recurso y de las 
cuestiones debat,das. las costas por las tramitaciones realizadas 
anCe esta Corte, deten ser satisfechas en el orden causado lo 
M»c se hará saber. 

A. Bermejo. — J. Piquero* Al- 
corta. — Roberto Repetto. 

M. Laurencena. _ R. Guido 



Don Jorge Humará contra, c l Gobierno de la Nación, sobre reco- 
nocimiento de derecho a jubilación ordinaria, 

Smnario; I» Ninguna disposición expresa de la ley 11.110 ni 
expresión alguna que revele el espíritu de la misma, autori- 
za a asignarle efecto retroactivo en el caso de un empleado 
<|ue obtuvo jubilación extraordinaria con arreglo a lo dis- 
puesto por las leyes 4349, 7497 y 10.050. dos años antes 
de la sanción de la expresada ley N* ll.no. 

2* Tratándose de otorgar o reconocer un beneficio, una 
prerrogativa, hasta cierto punto un privilegio, el criterio 
,Ie m terpretarión debe ser restrictivo, ajustándose a lo li- 
teral y expreso del precepto legal aplicable. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENC IA I1EL JI EZ I KftKKAL 

limito! Aires, Si(ni(iiihri' 13 de Í'Ü<". 

¥ Vistos: los promovidos por Jorge Hainard contra In Na- 
ción sobre reconocimiento de derecho a jubilación ordinaria. 

V Considerando: 

\ v i}\w ei acft>r manifiesta haber solicitado jubilación ex- 
traordinaria y como durante el trámite respectivo se dictara la 
lev 11,110, que U- crcalia una situación más favorable a sus inte- 
reses, pues le ¡«rumia computar servicios prestados en em|ire- 
sas [Ktrticulares. formuló la pertinente gestión administrativa 
tendiente a conseguir jubilación ordinaria, lo cual 1c fue denega- 
do jmr el ( ii (bienio Nacional y en su vinhid deduce esta demanda, 
a fin de que en oportunidad se declare asistirle derecho a la 
jubilación ordinaria de la ley 4349, |»r corresponder agregar al 
cómputo de los servicos que motivaron su jubilación extraordi- 
naria, los tranviarios míe tienes prestados y reconocidos, todo 
ello con costas, a cargo de la Nación. 

El Señor Procurador Fiscal, contesta la demanda pidiendo 
su rechazo con costas por cnanto el actor tramitó y obtuvo su ju- 
bilación extraordinaria con arreglo a lo dispuesto por las leyes 
4349. 7497 y 10.650, tenidas en cuenta y aplicadas en su caso. 
I-a ley 11.110 es posterior a ta ¿poca en que adquirió los dere- 
chos a la jubilación extraordinaria y no puede ser invocada 
por el actor atento lo dispuesto en los arts. 3" y 4044 del Có- 
digo Civil. Por lo demás, agrega el Señor Procurador Fiscal, el 
actor expresó conformidad con el decreto de Febrero 13 de 1922 
aproltatorio de la resolución fie la Caja que le acordaba jubila- 
ción extraordinaria, de to que se deduce que hay cosa juzga- 
da. Luego de otras reflexiones, termina solicitando el aludido 
rechazo de la demanda, con costas. 
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2" Que lu cuestión n resolver es bien sencilla y ha sido lar- 
gamente estudiada y debatida durante las gestiones administra- 
tivas empréndalas por el actor y que dieron margen a que se 
extendiera el decreto del I», K. de fecha Noviembre 19 de 1923 
que ha determinado al actor a demandar. 

líicho decreto figura de te. 114 a 116 del expediente ad- 
mmistrativo adjunto y en él se detallan con proligidad los m¿ 
mientes del asunto. 

Kstima el suscrito que el pedido, tramite y otorgamiento de 
la jubilación extraordinaria, iniciado, seguido y aceptado en sn 
oixmtintdad ,x»r el actor, reviste las características de hechos con- 
sumados con arreglo a determinadas reglas legales a|>Iicahles a 
su caso y que la circunstancia de hal»erse dictado después la 
ley 11.110, no constituye causal bastante |iara (|tte se deje sin 
efecto una jubilación extraordinaria tramitada y concluida de 
conformidad a un determinado sistema legal — leyes 4349, 7497 
y 10.650 — y sc la convierta en jubilación ordinaria, (mes ge 
violentaría de tal suerte la estabilidad de decisiones administra- 
tivas exentas de error y se alterarían elementales principios con- 
sagrados en los arts. 3» y 4044 del Código Civil, toda vez que la 
ley nueva 11.110 tío señala claramente que ella podrá ser apli- 
cada a casos definitivamente resueltos como es el del actor Véa- 
se doctrina del fallo de la Suprema Corte, tomo 118. pág 149 y 
atenta la argumentación contenida en el alegato del actor a fs 
15 vta. y 16 téngase presente asimismo la doctrina que emerge 
deshilos de la Suprema Corte, tomo 8. pág. 125 y tomo 9, 

Por las consideraciones que preceden, fallo j rechazando con 
costas U demanda instaurada por Jorge Hainard contra b Na- 
ción sobre reconocimiento de derecho a jubilación ordinaria. No- 
tifique» repóngase el sellado y osunamente archívese, pre- 
vm^ucm del expediente administrativo agregado, a su pro- 
tenencia. — Satit M. Escobar. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Diciembre 29 de 1926. 

Vistus estos autos seguidos por don Jorge Hainard contra 
la Nación, sobre reconocimiento de derecho a jubilación ordi- 
naria, y 

Considerando: 

Que la ley X" 11.110 mejora la situación del actor al reco- 
nocerle sus servicios tranviarios a los efectos de la jubilación 
ordinaria, y que el hecho de haber solicitado su jubilación ex- 
traordinaria antes de sancionarse la referida ley no puede per- 
judicarle, máxime si se tiene en cuenta que Hainard pidió ese 
beneficio antes de la sanción de la tey y te fué acordado recién 
un año y varios meses después. 

Que en cuanto a la defensa de cosa juzgada, ella es impro- 
cedente, ya que si se le hubiera negado al actor la jubilación y 
luego una ley o servicios posteriores permitiesen acordarla, no 
podría desconocérsele el derecho de solicitar nuevamente ese be- 
neficio. 

Que respecto a la argumentación que hace el Señor Procu- 
rador Fiscal al contestar la demanda, sosteniendo que la ley 
V 11.110 no contiene ninguna disposición que le dé efecto re- 
troactivo, cabe observar que, tratándose de una ley de amparo, 
debe interpretarse en la forma más favorable al empleado u 
obrero a quien pro te je y, en el caso, la rctroactividad de la ley 
1 1.110 mejora la situación de Hainard. 

I'or ello se revoca la sentencia apelada de fs. 22 admitién- 
dose en consecuencia, la demanda deducida por don Jorge Hai- 
nard contra la Nación. Devuélvase y repóngase las fojas en 
primera instancia. — fí, A. Nácar Awhorem. -¿ Marcelino Es- 
calada. — T. Arias. — /. P. Lama. 
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Buenos Aires. Nbvíeftibrc 2.1 -le ¡W7. 



Y Vistió: El recurso ordinario de ablación interpuestn v 
Cedido contra semencia de la Cámara Federa! de Apelación 
¡teta Capital, en el juicio seguido por don Jorge Hainard en- 
tra ln Nación, sobre jubilación. 



Y Considerando: 



«¡íSS í ,ntíenicr ° scñor H=»iard, comprobando impu- 

Hhdidtd f'SKa para continuar eu el desempeño de s „ empleo. 

i ^ ' 1 CXtra ° rdÍnaria P° r d£CT <*> ^ 23 de Febrero 

£ ] ió« . ,C,tand ° dOS 3ñOS * eri Noviembre 

n 7 de COmíM,,adí,n d<f " ,ros <!«<* ainados a los 

que acreditara anteriormente, determinaría., su derecho a la ju- 
»i lar ion ordinaria. 

Que previos los tramites correspondientes, el Poder Eje- 
cutivo desestimo dicha solicitud por decreto de Noviembre 19 de 
y a base del mismo, acordada la venía del Honorable Con- 
greso, se ha deducido contra la Nación ta demanda de que ins- 
truyen estos autos, en los que ha recaído el fallo en apelactóu 
revocatorio del de primera instancia. 

Que las cuestiones planteadas y resueltas consisten princi- 
IJalmentc en determinar si ta ley 11.110 comprensiva de los ser- 
vicios tranviarios, que «1 actor afirma haber prestado, estaba o 
no en vigencia a ta fecha en que fue solicitada y se acordó la 
J^haon extraordinaria; si en caso negativo, las deposiciones 
legato expresadas tienen efecto retroactivo; y, cn fin, si aten- 
ta, tas circunstancias del caso y fas leyes que lo rigen, es éste 
susceptible de ta reconsideración que se persigue. 



34 



FALLOS D|E LA CORTE SLl'líKMA 



Que en cuanto al primer punto, el fallo que se examina de- 
cide que el hecho aludido no puede perjudicar al actor, máxime 
si se licué en cuenta que éste pidió Ja jubilación extraordinaria 
antes de sancionada la ley 11.110 y le fué acordada recién un 
año y varios meses después de diclia sanción. 

Consta, entretanto, en autos, que la promulgación de la ley 
aludida data de Febrero de 1921. qué el ingeniero Hainard cesó 
un el ejercicio de SU empleo en Octubre de 1919 y que la jubila- 
ción extraordinaria que se solicitara le fué acordada con antigüe- 
dad a esta última fecha, esto es, el día en que dejó de ¡HTlcttecer 
a la administración pública, dos años antes de la sanción de la 
ley 11.110, ejerciendo en dicha gestión ampliamente sus dere- 
chos, los que se le han reconocido de acuerdo con las leyes que 
invocara y que rigen el caso, siendo éste resuelto con ta expresa 
conformidad del solicitante. 

One de estos antecedentes es forzoso deducir que la jubi- 
lación extraordinaria ha definido y resuelto una situación legal, 
de hecho y de derecho que no guarda relación de continuidad 
con la jubilación ordinaria, que se pretende, sinó a condición de 
que se les atribuyan efectos retroactivos a las dis|>osiciniic$ de 
la ley 11.110 invocadas en el caso. 

Que como se ha sostenido ]ior la defensa «le la ]»arte deman- 
dada, ninguna disposición expresa de la ley ni expresión alguna 
qué revele el espíritu dé la misma ( Fallos, tomo 145. página 
.W4. considerando final), autorizan a asignarle en casos como el 
de autos la reiroactividad que se alega, f ,a consideración de que 
se traía de una ley de amparo, no justifica interpretaciones de- 
rivadas del concepto tic lo más favorable al Iteneficiarío, pues no 
es el caso de aplicar una pena, sinó el de otorgar o reconocer un 
beneficio, una prerrogativa, basta cierto punto un privilegio, y 
en tales condiciones el criterio de interpretación en el sub judie? 
delie ser restrictivo, ajustándose a lo literal y expreso del pre- 
cepto legal aplicable. De ello no resultará seguramente la «inuui- 
gíbilidad» ile la ley, glabra con que se argumenta en pro de una 
amplitud interpretativa muy generosa, sin duda, fiero no siempre 
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compatible con el interés público y lo S derechos colectivos com- 
prendidos, con los derecho» e intereses privados, en los estatu- 
to legales de esta especie; y por I„ demás, fas restricciones que 
denven de esc concepto de previsión y de adaptación prudente 
de la ley en cada,caso, no afectarán derecho alguna fundado en 
una pretensión legitima, no propenderán a la instabilidad de lo 
^munstrauvameme concluido al respecto con caracteres legales 
def.mt.yos. „o constituirán factores de ,*rturliación y de des- 
de estas leyes de asistencia social en las que predomina 
«.] resorte de su estructura económica- financiera, el que requiere 
m m propia índole que se le mantenga al abrigo de toda des- 
vtacon directa o indirecta de su régimen legal : la experiencia no 
permite esperar esos resultados del criterio que se aparta de la 
regla de la estricta interpretación. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada. No- 
t.f.quese y devuélvanse al tribunal .le procedencia, donde se re- 
|)ondra el papel. 

A BMMBJO. — J. FlGUEROA Al- 
CORTA. — KoBEKTO RePETTO. 

M. Laurencena. — R, Guido 
Lavam.e. 

ACLARATORÍA 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1927. 
Siendo suficientemente clara la decisión a que se refiere üí 
precedente escrito, por cuanto en el segundo apartado del consi- 
derando cuarto se hace constar que la jubilación extraordinaria 
fue acordada con antigüedad a la fecha en < ]UC el peticionante 
ceso en su empleo, esto es en Octubre de 1919: no ha lugar a la 
aclaratoria solicitada; y estése a lo resuelto. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
M. Laurencexa. — R. Guido 
Lavaixe. 
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Don Eduardo Afoert en autos con el Fisco Nacional, por repeti- 
ción de ptiifo de contribución territorial. Recurso de hecho. 

Suinarh : No procede para ante la Corte Suprema los recursos 
de apelación y nulidad autorizados por el articulo 3'. inciso 
2» de la ley 4055, contra una sentencia de ta Cámara de Ape- 
laciones tti lo Civil de la Capital, en un juicio sobre devo- 
lución de contribuciones territoriales «pie gravan bienes si- 
tuados en el territorio del Xeuquén. 

Caso; I o exjiJican las piezas siguientes: 

mctámkn tm. skxoh i-hocl-kauou okxkrai, 

BuferioS Aires, Julio 27 de 1927, 

•Suprema Corte: 

Ut tiiic se discute en la presente causa seguida por Eduardo 
\lliert contra el Gobierno Nacional, es la devolución ríe sumas 
de dinero tragadas en concepto de contribución territorial, por 
una propiedad ubicada en el Xcuqnén. 

Se trata, ¡mes. de acciones fiscales por cobro ile rentas o 
impuestos exclusivamente para b Capital y territorios nacionales 
y no generales para ta Nación. 

Li tercera instancia ordinaria que para ante V. E. acuerda 
el art. 3 V . inciso 2* de la ley 4055, no es procedente en este caso, 
en razón de lo dispuesto expresamente ¡«ir el segundo párrafo 
del citado inciso. 

l'or ello soy de opinión (pie corresponde declarar bien de- 
negada la apelación |«ra ante esU Corte Suprema, con» to ha 
hecbo a fs. IW la Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil 
de la Capital de fa Nación. 

Horacio R. I. arreta. 
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Buenos Aires, Noviembre 23 de 1927. 
Autos, Vistos y Considerando : 
Que el artículo 3* inciso 2» tic la ley N w 4055, autoriza a 
esta Corte para conocer en última instancia |>or apelación y nu- 
lidad de las sentencias definitivas dictadas por las Cámaras Fe- 
derales en tos casos alti previstos, pero excluyendo aquellos en 
que el juicio haya versado sobre rentas o impuestos que graven 
exclusivamente bienes situados en la Capital Federal o Territo- 
rios Nacionales, y no sean, por lo tanto, generales para la Na- 
ción, concordando dicha disposición con el art. 111, inciso 5* de 
la ley orgánica de los tribunales, que sustrae al conocimiento de 
la justicia federal las causas por cobro o defraudación de aque- 
llas rentas o impuestos. Así lo tiene declarado, también esta 
Corte, en el fallo registrado en el tomo 131, pág. 180. 

Que tratándose en el sub lite de la devolución de contribu- 
ciones territoriales que gravan bienes de la sucesión de don Luis 
Albert, situados en el territorio del Neuquén, y que sus here- 
deros reclaman porque en su concepto les fueron cobrados de- 
más, es de indudable aplicación la citada disposición de la ley 
4055, y no proceden, en consecuencia, los recursos de apelación 
y nulidad interpuestos para ante esta Corte, de ta sentencia dic- 
tada en definitiva por la- Cámara de Apelaciones en lo Civil de 
esta Capital. 

Por ello y de acuerdo con lo dictaminado por el Procurador 
General, no se hace lugar a ta queja traída por el apelante, de- 
clarando bien denegados dichos recursos. Notifíquesc, repónga- 
se el papel y archívese, devolviéndose los autos remitidos por vía 
de informe, con transcripción de esta resolución. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
M. Laurencena. — R, Guido 
Lavalle. 
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Houídcr Brothers y da. Lúa. contra W l'ism \<n iitiml, sobre 
cobro de pesos. 

Sumario : Ninguna disposición del Código de Comercio <> «le las 
Ordenanzas de Adama hace naqioiisahlcs a los agentes ma- 
rítimos de lus derechos aduaneros de ini|M)rtaeión de tina 
mercadería relacionada en un conocimiento concebido ca 
la orden», con indicación de que debía notificarse a un ter- 
cero, y descargada sin oltscrvación alguna dé twte de la 
Aduana. 

Otso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA HE!. JUEZ KKIiERAL 

Ffin-mt* Aires, Ag.isti. 1K ik> t'125. 

V Vistos: lus promovidos jior Moulder Hrothers y Co. tjé. 
contra el Fisco Nacional sotwe cobro de pesos. 

Y Considerando: 

í" Que la actora persigne la devolución de ocho mil tres- 
cientos «chema y nueve tiesos con cincuenta centavos m]n. que 
l«gó hajo protesta, a raíz de un cargo formulado ¡»or la Aduana 
de la Capital. Manifiesta i|ue el tiuque «Manchtirian Trinco, 
de! cual es agente, llegad" a este puerto en Junio de 1920 f trajo 
una |iartkla de cinco cajones F. li. 6»2|ú6 correspondientes al 
conocimiento 77, extendido a la orden de los cargadores y con 
indicación de que se nulificara a Fresco e Hijo y Alfredo 11a- 
aihV El tenedor del conocimiento no se presentó a requerir del 
capitán la entrega de la mercadería que pasó a de|róitos fisca- 
les, conviniéndose en rezaga y una vez verificada se advirtió 
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<pie "o contenía lo que indicaba el conocimiento sitió cartón y 
paja. U Aduana, el Ministerio de Hacienda y el P E han man 
temdo su criterio de que el agente del buque debe pagar los de- 
rechos de imitación, invocando erróneamente disposiciones de 
ta* ordenan** de Aduana y Código de Comercia, y como | a 
actora sostiene no estar obligada en forma alguna, interpone 
demanda a fu, de que se le devuelva la suma reclamada con i.,- 
tereses y costas. 

Resuelta la articulación promovida ,*,r el «ñor Procura- 
dor I-sca! a fs. 10 vuelta acerca de Ja necesidad de venia pre, 
vía legislativa, según surge de los autos de fs. 11 y 18. contesta 
dicho .ntemnario la demanda a f S . 24 t sosteniendo que el pro- 
ceder de la admmistración nacional en este caso ha sido correc- 
to y ajustado a los informes, dictámenes y d iliciones que lo 
ngen. pues en presencia de un conocimiento arder of shipZrs el 
lu-mae es el responsable y por lo tanto sus agen L. vZ t 
Aduana no hay mercaderia a la orden y la de que se trata. Tenía 
consignada a los agentes quienes no pueden eludir el pago de 
los derechos aduaneros, pues «ría fomentar el contrafeudo per- 
mitir la llegada de mercadería simplemente a la orden, rehuyen- 
do luego los agentes toda responsabilidad so pretexto de tratar- 
se de res wter alios. Invoca el señor Procurador Fiscal hs diver- 
sas resoluciones dictadas en el expíente administrativo adjun- 
to, asi como el art. 909 del Código de Comercio y concluye soli- 
citando se rechace la demanda, con costas, 

* Que tal como se ha planteado la fifis y talándose com- 
probado el pago bajo protesta de la cantidad reclama.!'* (foja* 
71 y 75 vuelta), cabe declarar que queda i*>r resolver una cues- 
tión de derecho. 

i El agente del buque, debe pagar los derechos de importa- 
con. cuando el buque ha conducido mercailerías con un conoci- 
miento a la orden como el de fs. 56 del expediente administra- 
tivo adjunto? 
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Desde luego, el art. 909 del Código de Comercio, invocado 
por el Ministerio de Hacienda en su resolución de Mayo 2(923, 
fojas 59 expte. administrativo, mantenida por decreto del P. E. 
de Diciembre 6 del mismo afio, fojas 69, nada tiene que hacer 
en el caso de autos. 

En lo que respecta a otros preceptos que pudieran fundar el 
proceder de la Aduana, Ministerio de Hacienda y Poder Eje- 
cutivo, en lo relativo al cargo número 1885 de que se trata, bue- 
no es tener presente que el propio Ministerio de Hacienda de 
la Nación teñe declarado «que no existe disposición legal algu- 
na que obligue al capitán o a los agentes del buque a satisfacer 
los derechos o servicios adeudados por las mercaderías que hayan 
sido entregadas a la Aduana». Véase resolución fecha Diciem- 
bre 27 de 192.1 de que se ocupan las piezas de fojas 40 y 47 y 
la de fs. 46, 

Lo expuesto hace inoficioso extenderse en otras lonsidera- 
ciones de índole legal, pues el suscrito estima que en efecto, el 
cargo formulado a la actora carece de hase legal y de consiguien- 
te la demanda debe prosperar (art. 499 Código Civil y art. 19 
Constitución). 

Por otra parte, el susodicho conocimiento no viene a la 
orden del agente, como lo dice el señor Procurador Fiscal al tra- 
bar la litis. Por lo tanto, no liay tiara qué contemplar y hacerse 
cargo de este aspecto del asunto. 

Por las consideraciones que preceden, fallo : declarando (pie 
el Fisco Nacional defic devolver a la actora sociedad anónima 
Houlder Brothers y Compañía Limitada, la cantidad reclama- 
da de ocho mil trescientos ochenta y nueve pesos con cincuenta 
centavos mjn. exigidos sin derecho por cargo ftdiianero 1885 y 
pagados líajo protesta. Con intereses estilo Banco de la Nación, 
a contar desde la notificación de la demanda. Costas por su or- 
den. Y observando el suscripto que en el alegato de la actora. 
se han deslizado términos incompatibles con el respeto que se 
debe guardar al señor Procurador Fiscal, del Tesoro y otros 
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mm del Gobierno Nacional, sé resuelve ordenar sean tes- 
tados sm mas trannte, llamándose a Jos firmantes de esc ale 
gato a la moderación y advirtiéndoles guarden «tilo Notiíí 

;;::;-: crou del mmm *^ . a slI U 

Sa0 M, Escobar. 



mmmm ™ & ca MAH a kkdekai. 

Biieniw Aires, Diciembre ,W <[,■ IftJS. 

apelalde t fu " tlan,e " tos « infirma la semencia 

apelaoa de í 8 . 117, que declara <,ue el Fisco Nacional del* de- 

cantead reclamada de ocho mil trescientos ochenta y nuevt ' 
««con emenenu centavos mj„, con inferen a co„L de^eTa 
noti ,cac,on de la demanda, sin costa, Devuélvase , 
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Buenos Aires, Noviembre 25 de 1927. 
Vistos y Considerando : 

, w ^ fcS^ a ™ este litigio es, si los agente* 

<W vapor.Manchurian rW. «flores Houldcr Urothers y cL 

rcar^Tot V fT^ * ínnx^cL de' 

o^rXü 86 7 b ík r mb y cI Amiento de fs. 56 
«W exente agregado, no obstante no haber sido designado* 
cons.gnatar.os por los cargadores, ni ser endosatarios de^HcT 
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conocimiento concebido «a la orden», con indicación de que de- 
bía notificarse a los señores Fresco c Hijo y Alfredo Haz ¡lio; y 
en consecuencia, si el cargo formulado fx>r la Aduana por aquel 
concepto, valor de $ KJH9.50 centavos, que los demandantes pa- 
garon 1>ajo protesta, pudo hacerse efectivo legalmente contra 
ellos. 

Que en las condiciones expuestas ninguna disposición del 
Código de Comercio o <le las ordenanzas de Aduana, hace res- 
ponsables a lns agentes marítimos de los derechos de Aduana en 
casos como el ocurrente, |»r lo que no aparece justificada la re- 
solución de la Adnana en ese sentido, confirmada por el Minis- 
terio de Hacienda, ni sostenihle la doctrina en que apoya su de- 
fensa el Procurador Fiscal, en estos autos. 

Que el art. 909 del Código de Comercio invocado por csU- 
en favor de SU tesis, contempla un caso distinto del que se ven- 
tila en este juicio, pues dirlia disposición se refiere a la respon- 
sabilidad del capitán del buque i«ira con el vareador, jior los da- 
ños que sufra la carga, a no ser que provengan de fuerza ma- 
yor, vicio propiu ii tulpa del mismo cargador, y en consecuencia, 
np puede nacer de olla la obligación de los agentes del buque 
de responder al Fisco de los derechos aduaneros, cuando los due- 
ños o consignatarios no los satisfacen, pues ninguna relación 
existe entre tal obligación y la del capitán a que se refiere el ci- 
tado articulo 909. 

One lanqxico el caso previsto («>r el art. «42 de las ordenan- 
zas de Aduana, igualmente invocado por la parte del Fisco, 
y i larda relación con el que se discute CU estos autos, pues, es- 
tatuye sobre la responsabilidad de los capitanes (tur las diferen- 
cias que resulten en la descarga con lo declarado en el mani- 
fiesto presentado a la Aduana, las que son castigadas con La 
pena de comiso por lo manifestado de más y de multa por lo 
manifestado de menos (art. 905 de las mismas ordenanzas), lo 
que es extraño, como se ve, a la obligación de los cargadores o 
sus consignatarios de pagar los derechos de importación. 
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Que en un caso análogo declaró esta Corte que los arma- 
dores o agentes de paquetes a vapor no son personalmente res- 
ponsables a la Aduana por diferencias que resulten en la descar- 
ga. s¡ ésta se ha efectuado sin observación ni reclamo alguno 
(torno 101. pátf. 322).. 

Que cu el stth lité, no solo se hizo la descarga sin observa- 
ción alguna de parte de la Aduana, sino con violación de dispo- 
siciones reglamentarias de la ley 4939, lo que hace aún menos 
justificada la exigencia de pago de los derechos arancelarios a 
los agentes. Abonan esta conclusión los antecedentes >■ circuns- 
tancias siguientes: a) que practicada la descarga de los bultos 
comprendidos en el conocimiento agregado a fojas 56 del expe- 
diente administrativo traído cuino pruelia, y no conociéndose los 
dueños o consignatarios de h mercadería por venir dicho docu- 
mento «a ta orden», y no haberse presentado aquellos, debió 
procederse a la verificación de los mismos inmediatamente de 
transcurridos ocho días de la descarga como lo dispone expre- 
samente el art. 79 del decreto reglamentarb citado; y si los 
bultos no estalan cu (menas condiciones, tal verificación debió 
hacerse previa revisación de los agentes o del segur*» de acuerdo 
con el art. Kl del expresado decreto. Sin emlwrgo, los mencio- 
ckmadoa bultos pasaron a depósito sin haberse llenado esas for- 
malidades, como se desprende del informe del jefe de la 4» sec- 
ción del dique X" 2. fs. 77 y 78: b) en cambio la Aduana permi- 
tió a los señores Fresco e Hijo, tal vez por considerarlos consig- 
natarios de la mercadería pirque el conocimiento como se ha di- 
cho tenía la indicación de que se notificara a dicha razón social 
y a don Alfredo llazilio. que la revisaran cu el deixisito con in- 
tervención del agente del seguro Chevatler IJouteH y Howe, he- 
cho afirmado por la demanda sin contradicción del demandado y 
al que se refieren también la carta de fs. 52 del expediente admi- 
nistrativo mencionado reconocida judicialmente a fs. 61 de es- 
tos autos por don T. G. Howe, miembro de la mencionada fir- 
ma, y declaración del misino en aquel acto, siendo de advertir 
que los demandantes fueron también ajenos a esa operación ; e) 
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vencido cj término de depósito lijado por las ordenanzas de 
Aduana, sin que se presentaran los dueño,* u consignatarios (li- 
la mercadería pidiendo el dcs|>acho. se abrieron los bultos jara 
verificar su contenido, sin que tampoco en esa o¡»>rtunid;irf im 
remolerán los agentes, como puede verse jior el informe del jefe 
del depósito al director de la Alcaidía (fs. 11 del expediente 
citado), del que resulta tamtiién que la mercadería manifestada 
bahía sido reemplazada i>or bolsas con carljón y paja y que los 
ludios tenían menos peso del que se había constatad" en la des- 
carga. 

Une, i>or tura jwrtc, si los agentes tuvieran *la obligación 
de i>agar los derechos de Aduana cuando no lo "hacen los due- 
ños o consignatarios de la carga, lógicamente debían tener tam- 
bién sus derechos, y por lo tanto jíodrian disponer como ellos 
de la mercadería, lo que no sucede, sin embargo, como puede 
verse por el informe dé fs. 70 a 75, de la llirreción de la Conta- 
duría de la Aduana, según el cual ésta «mi j)crmite a los agen- 
tes de un buque proceder al desdicho de la mercadería a plaza, 
sin tener, ni teniendo conocimiento a la onleii endosado por los 
cargadores, dado que el registro de agente marítimo se circuns- 
crita a las diligencias relativas a la entrada y salida de losj bu- 
ques a ellos consignados». 

(>ue para abundar aún más en la demostración de que los 
agentes marítimos no son res[ionsables de los derechos aduane- 
ros en casos como éste, puede recordarse que en otros, de fecha 
posterior, así lo han entendido la Contaduría General de la Na- 
ción y el Ministerio de Hacienda, resolviendo favorablemente re- 
clamaciones idénticas a la deducida, primero, administrativa- 
mente, y luego en este juicio, jior los demandante. 

En efecto, en la solicitud de los señores üoderu Unos. Ltda. 
pidiendo que dejara sin efecto el cargo formulado contra ellos 
|Hir la Aduana, por derechos de importación que no se consi- 
deraban obligados a jugar, el Ministerio, previo informe ríe la 
Contaduría declaró con fecha 27 de Diciembre de 1923, «que no 
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existe disposición alguna legal que obligue al capitán o agente 
del buque a satisfacer los servicios y derechos adeudados por | as 
mercaderías que hayan sido entregadas a la Aduana», dejando 
sin efecto, en consecuencia, el cargo de referencia. Igual reso- 
lución recayó el 5 de Noviembre de 1924 en la presentación de 
los señores Houkler Urothers y Cía. Ltda., pidiendo también 
la anulación de un cargo formulado contra ellos por la Aduana 
(Véase «Boleün Oficial», fs. 40 y copia autorizada de fojas 46). 

Por tstos fumlamenlos y los de la sentencia apelada se la 
eoafirroÍL Nutifíquese y devuélvanse, reponiéndose el papel en 
el juzgado de origen. 

A. Bekmkjo. — J. FtCUF.ROA Al- 
COKTA. — ROBRRTQ RjCPETTO. — 

M, Lausbkcena. — R. Guido 

I-AVAI.I.E. 



Procurador hiscal de la Cámara federal de Apelación de la Ca- 
pital, en tos autos Cúneo, Juan Federico, Recurso de ha- 
beos corpus. Recurso de hecho. 

Sumario : 1" No Habiéndose cuestionado cu el juicio la inteligen- 
cia de cláusula alguna de la Constitución, tratado o ley de! 
Congreso, ni de comisión ejercida a nombre de la autori- 
dad nacional, no procede el recurso autorizado |»r los ar- 
tículos 14 de la ley 48 y 6" de la ley 4055. (En tales con- 
diciones el fallo recurrido no puede haber sido contrario a 
la validez de aquéllos, ni a privilegio o exención fundada 
en ellos). 

2 ! Cumplida sin reservas por la autoridad que decretó 
la detención de la persona en cuyo favor se interpuso el 
recurso de ¡tabeas eorpu St el auto ordenando la libertad, el 
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procedimiento del caso queda terminado, y i*ir tanto, no 
hay margen al recurso mttirpuestó. 

3" Los conflictos emergentes (Je autos de habeos cor- 
pus, (¡iic estén en pugna con resoluciones de otros jueces o 
autoridades, regidos por el titulo IV, libro IV del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, son distintos de los 
<iue surgen en Use a las contiendas de competencia por 
inhibitoria o i*>r declinatoria. 

i a.u>: l.o explica el siguiente: 



F.ILI.U lir LA CORTE SirPKKMA 

ItiH-iiiw Aires. Wk'inhrv 24 de l'Ji7. 

Autos y Vistos: 

Resulta : que el padre del ex-marincro voluntario Juan Cú- 
neo, preso, éste, en la Prisión del Arsenal de Marina, Dársena 
Norte, dedujo en f avor del mismo, recurso de liabcas corpus 
ante el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional. Funda 
el interdicto en que su hijo fué detenido por la autoridad mili- 
tar, no olifante haltcr sido indultado por el Poder Kjeeutivo./'o- 
tnó It» demás desertores |ior decreto de 30 de Diciembre tle 1926, 
decreto (pie da ]mr rescindidos los «nitratos de servicio de tos 
voluntarios que se Itallahan en tal caso, siempre que éstos cuiu- 
1 dan con la obligación de enrolarse. 

Que aquél se consideró libre de todo servicio militar y, lia- 
liiéndosc enrolado ojx>rtunamente, no se presentó al Arsenal, 
¡>ues se creía amarado jjo| el decreto de indulto y la orden 
\* ¥ 21 . procedente del listado Mayor de Marina, que menciona 
entre Jos indulstados a su hijo Juan Federico Cúneo. Sustancia- 
do en forma el recurso, el Ministerio de Marina informa a fs. 
17 que el marinero Cúneo se halla actualmente acusado de de- 
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scrción |« >r haberse evadido el día í° de Fehrcro de 1927, sin 
esperar se cumplieran los trámites correspond ¡entes a su baja. 
Kl señor Juez, de acuerdo con lo dictaminado |x>r el señor Pro- 
curador Fiscal y fundado en el referido decreto de indulto y en 
la constancia de haberse enrolado de acuerdo con la ley 11.386, 
ordena la inmediata f Hurtad del detenido. 

Concedido al señor Procurador Fiscal el recurso de abla- 
ción para ame la Excma. ( amara Fetleral, ésta confirma la re- 
solución rt*si>ectiva. no olistantc la o|M)sición fiscal de fs. 37, cu 
los términos que expresa la sentencia de fs. 38 v por los fun- 
damentus ríe la de 1« Instancia. Contra esta sentencia se ha de- 
ducido a fs. 43 el recurso extraordinario <jtte autorizan la ley 
4N y la 4055. Denegado por fa Fxcma, Cámara a f js. 45, el Fis- 
cal ha deducido el presente recurso de hecho, con fundamento 
en los artículos 14, inciso 3* de la primera y & de la última de 
aquella* leyes. 

Y Considerando : 

Kfs|K-clo a la procedencia del recurso: í>nc en e] caso no 
lia sido cuestionada la inteligencia de cláusula alguna de la Cons- 
titución, tratado o ley del Congreso, ni de comisión ejercida a 
nomhre de la autoridad nacional, de manera que la decisión pro- 
nunciada |M>r la Fxcma. Cámara no ha podidg ser contraria a 
la validez de aquéllas ni a privilegio o exención fundado en los 
misinos. Es cierto que c| recurrente ha sostenido que Cúneo 
cometió una infracción de carácter militar y se haflaba sometido 
a la justicia militar y que por tanto la justicia fetleral ha inva- 
dido la jurisdicción de aquel orden, pero eso no resulta de las 
comunicciones de fojas 17 y 28 que se limitan a informar, la de 
fojas 17 que el marinero Cúneo se halla acusado de deserción 
por halierse evadidod 1" de Fehrero. sin expresar a la orden de 
qué autoridad está detenido y ptír mandato fie qué juez de ins- 
trucción ti oficial con facultad suficiente, y la de fs. 2fí. diri- 
gida al señor Procurador Fiscal, aclara que la orden de deten- 
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ción ha sitio diciada por autoridad militar con facultad [iara dic- 
tarla, sin expresar tampoco cuál es esa autoridad. 

Que, cu consecuencia, y no habiendo en autos pruelia sufi- 
ciente de «pie el marinero Cúneo esté sujeto a la justicia mili- 
tar, no puede decirse, con razón, que la Exenta. Cámara o eJ 
Juez de la causa puedan halier ultrapasado los limites de su ju- 
risdicción invadiendo la ajena o violando la ley 1 1.386. que sólo 
se menciona en el auto resjiecttvo para establecer que Cúneo se 
enroló de acuerdo con ella. IX- modo que los fundamentos de 
hecho invocados en la resolución que motiva este recurso, no 
son propios a engendrar el recurso extraordinario deducido, ya 
que la jurisdicción militar, si procediere en el caso, queda libre 
en su ejercicio, pues la justicia federal no lia juzfjadn el delito 
de aquella índole que se dice cometido |>or Cúneo. 

Que. por otra parte, atento a lo que resulla del oficio de 
ís. 41. el marinero furriel Juan Cúneo ha sido puesto en líber- 
lad jx>r el «Arsenal Xaval líucnos Aires, indicándole que [tase a 
retirar su libreta de enrolamiento en la Dirección (ícneraf de Per- 
sonal, donde dela-n hacerse las anotaciones corres])ondieiites». 
lista circunstancia revela que la autoridad que decretó la deten- 
ción de Cúneo ha dado cumplimiento sin reservas al auto res- 
pectivo dé la Cámara dictado con motivo del presente «babeas 
corpus*. habiendo terminado en consecuencia el procedimiento 
fiel caso, que, por tanto, nn puede dar mareen al recurso inter- 
puesto. 

fju,- tampoco es admisible considerar ta cuestión promovida 
lia jo el |nmto de vista de justicia, jnies como lo lia dicho esta 
Corte: «los conflictos emergentes de autos de «hal)eas Corpus», 
que estén en pugna cotí resoluciones de otros jueces o autorida- 
des, regidos \x>r el título IV, libro IV del Código de Procedi- 
mientos en lo C riminal son distintos de los que surgen en liase 
a las contiendas de com|>etcnfia por inhibitoria o por declinato- 
ria, el». < Fallos, ionio 105. páj,'. 297). 

Por esto se declara bien denegado i*jr auto de fojas 45 el re- 
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curso cxiraordinario. Xoíiiiquese y archín, devolviendo los 
autos remitidos ,>or vía de informe ron transcripción de la imt- 

SLIltC. 

A. Bermejo. — J. Kigueioa Al- 
corta, — Kobkkto Kepetto. — 

— M. I,A('SENCE.VA. — R. GuiüQ 
T, AVALLE.' 



Ih»i redro Ordoaiti t mitra ta Dirección de Escuelas de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, sobre mcoustUneionalidad de im- 
puestos a las hereneias. Recurso de hecho. 

Sumario : Procede el recurso extraordinario del artículo 14. ley 
48. contra un falto de la .Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Buenos Aires. < ( iie expresamente se pronuncia 
sobre el derecho fundado por el recurrente en el artículo 16 
de la Constitución Nacional, desestimándolo al declarar |>ro- 
cedeute el aumento del cuarenta fmr ciento en la determi- 
nación de valores para la liquklarión del impuesto a las he- 
nucías (pie establecen el art. 39, inciso 9> de la ley de se- 
llos de 1923 de la ÍWrncia de Unenos Aires, y que aquél 
impugnó como repugnante a 4a «aramia de la igualdad y 
uniformidad establéenla como liase de toda ley impositiva. 



Cuso: l^j explica el siguiente; 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Ainn. KoVwtobre 28 de IW7. 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

* 

Que a ís. 749 del juicio testamentario fie don Pedro Or- 
(loquí tramitado ante las autoridades judiciales de la Capital de 
la Provincia €le Buenos Aires, uno de los representantes de los 
herederos impugnó la interpretación atriliuiila por la Dirección 
de Escuelas al articulo 39, inc. 9 de la ley tle sdlos del año 1923 
que dalia preferencia en parte a ésta sobre la de 1915 en la li- 
quidación del impuesto. Después de referirse al voto del doctor 
Aristegui emitido en un caso analizo, expresó lo siguiente: «En 
este concepto la disposición discutida es violatoria de los princi- 
pios contenidos en los arts. 6* y 16 de la Constitución Nacional 
y 10 y 99, inciso 1? de Ea Carta Fundamental de la Provincia, 
porque en igualdad de hechos y circunstancias no se rc$|K*a la 
igualdad de derecho que del»e necesariamente coexistir». 

Que planteado asi el caso federal, tanto la sentencia del se- 
ñor Juez de if Instancia, fs. 949, como la dé la Cámara Se- 
gunda de Apelación de la ciudad tle La líala, decidieron que la 
liquidación practicada (>or la Dirección de Escuelas no dehía 
ser aprobada, de conformidad con la tesis .sostenida por los he- 
rederos, esto es, dando una resolución favorable al <lereeho fun- 
dado en la Constitución Nacional v Provincial, 

* 

Que la Dirección" de Escuelas dedujo contra esa sentencia 
recurso por iuaplicabilidad de ley ante la Suprema Corte de la 
Provincia de Buenos Aires y conociendo de él llegó este tribunal 
' a la conclusión tle que la Cámara «había aplicado erróneamente 
los arts. 25 y 39 de la ley de sellos de 1923 y era, en cutisecueu- 
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cía, procedente el aumento cid cuarenta por ciento en la deter- 
minación de valores para la liquidación del impuesto a las he- 
rencias». 

Que en la parte dispositiva de la sentencia aludida expú- 
sose por la Suprema Corte «que los reparos de índole constitu- 
cional que se formulan en la sentencia recurrida, tendrían razón 
de ser si por lo que dÍ S |ioiien los arts. 24 y 39, inciso 9» se alte- 
rase la igualdad y la uniformidad que las Cartas Fundamentales 
de la Nación y de las Provincias establecen anuo I»asc de toda 
ley impositiva; jwro, no ocurre así, pues la ley de sellos de 192* 
al establecer el aumento del 40 % lo Itace como un derecho adi- 
cional que alcana y obliga a todos por igual y no infringe como 
se ha expresado jwr este tribunal en otras causas el principio de 
la frretroactívklad que consagra el art. 3* del Código Civil». 

@ítfi si bien esta Corte ha declarado que no procede el re- 
curso exlnwdinario autorizado jwr el art. 14, ley 48, contra un 
fallo de la Suprema Corte de la Provincia de Ituenos Aires, que 
fundándose en la interpretación y aplicación ríe leves locales, no 
resuelve la cuestión de carácter federal planteada, es de observar 
que en el caso de autos aquel alto tribunal se | m pronunciado 
expresamente sobre el derecho fundado par el recurrente en el 
art ir» de la Constitución Nacional, desesiinuíndolo como con 
toda claridad resulta de la transcripción contenida en el ante- 
rior considerando. 

Que en presencia de este antecedente la Suprema Corte de 
la Provincia de Buenos Aires ha sido en el caso el tribunal de 
ultima instancia a que se refiere el art. 14 de la ley 48. pues ella 
al decidir el punto referente a la Constitución Nacional ha afir- 
mado su jurisdicción sobre el particular aplicando las leves lo- 
cales que gobiernan su funciona miento, de las que es único juez 
y acerca de cuya extensión y contenido, por consiguiente, esta 
( orle carecí- de conqietcncia pwra resolver. 

Que a lo dicho debe agregarse que habiéndose resuelto la 
cuestión federal planteada por el allante de hecho en sentido fa- 
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voraMr a sus pretensiones etü ta» dos instancias ordinarias del 
juicio, si el recurso extraordinaria no se concediera, contra la 
sentencia de la Suprema Corle fie la Provincia de Dueños Aires, 
que iiii|Mirta la primera y última decisión contraria acerca dri 
caso jcdcral alegad prácticamente se habría privado a la ¡narle 
•le! remedio concedido por el art. 14 de la ley 4S y substraído, \xtr 
consiguiente, a la jurisdicción «le esta Corte, el conocimiento de 
una cuestión que le está expresamente sometida jior el art. 31 de 
la Constitución Xacional y jior la ley 48. reglamentaria de aquel, 
pues es de toda evidencia que el derecho del recurrente para tn- 
terponer el recurso extraordinario no ha |Midido ejercitarse con- 
tra la sentencia de la Cámara de Apelaciones |ior él invocadas. 

Kn su mérito, oído el Señor Procurador General, se hace 
lunar a la queja deducida y mal denegado el recurso extraordi- 
nario que la motiva; y hallándose et ex|iedieute en el tribunal 
:uit«w y a la oficina de acuerdo con el art. 8 de la ley 4055, se- 
ñalándose los días lunes y viernes o el siguiente dia hábil si 
alguno tle aquellos no lo fuere, para notificaciones en secreta- 
ria. Repóngase ef papel. 

A. Bekmejo. — J. Fiuuekoa Al- 
corta. — HoKKKTO RKPETTO. — 

— M. Lal-iiknckna. — R, Girino 
La VALLE. 



Compañía de navegación X indas Mihmun k h contra el Gobier- 
no de la X'aeión, por devolución de sumas pagadas. 

Sumario: Si bien el articulo 13 de Ja ley 4932 confiere al Po- 
der Ejecutivo el dercclto de reglamentación, no contiene en 
su texto declaración alguna que importe delegar en aquél 
la facultad de aumentar o de disminuir el precio del servi- 
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ció según las circunstancias, y en estas condiciones el de- 
creto de 10 de Marzo de 1909, al modificar el art. 7* de la 
citada -ley 4932, estableciendo tarifas mayores en atención 
a los gastos de conservación y uso, ha violado el inciso 2* 
de! articulo 86 de la Constitución, que prohibe al Poder 
Ejecutivo alterar ei espíritu y letra de las leyes con ex- 
ecciones reglamentarias. 

Caso: l¿> explican las piezas siguientes: 



SKNTKXCIA DEL JUEZ FKDKRAf. 

Buenui Aires, Diciembre Ju de 1921. 
Y Vistos : Para definitiva estos autos seguidos por la com- 
pañía de navegación Nicolás Mihanovich contra el Gobierno de 
la Nación, de cuyo estudio resulta: 

Que a fs. 2 se presenta don Eduardo S. Scotti, por la com- 
pañía argentina de navegación Nicolás Mihanovich Ltda., de- 
mandando al Gobierno de la Nación por devolución de la suma 
de mil sesenta y siete pesos oro sellado, que se han cobrado de 
más a su mandante jmr servicios de grúa flotante en el Puerto 
de la Capital y pide la devolución de la suma reclamada, con 
más los intereses y costas del juicio. 

Que su representada solicitó los servicios de la grúa del Go- 
bierno para el sálvala je del remolcador cLmiers» y una vez he- 
cha la operación la Dirección del Puerto de Buenos Aires for- 
muló la liquidación, cuya copia adjunta, la que fue observada 
ix»r su mandante, pero el Ministerio de Hacienda rechazó las 
observaciones y ía Dirección del Puerto intimó a su represen- 
tada el pago de la cuenta dentro de tercero día, bajo apercibi- 
miento de suspender el despacho de los vapores de la compañía, 
de acuerdo con las facultades que la ley acuerda (tara el cobro 
de los derechos de puerto. 
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ijxw obligada la com|>añía hizo el pago reclamado, ¡tero en 
salva-guarda de sus derechos formuló la protesta que lleva et 
N' v 2364, letra C, expediente de la Dirección del Puerto, re- 
servándole el dercclto de iniciar esta acción. 

<Jue la tarifa que debe cobrarse i»or el servicio de la grúa 
flotante del Puerto de la Capital está establecida i»or la ley 4932 
y el Poder Ejecutivo lío jmede modificar sin una ley que lo 
autorice lo que es evidente e indiscutible. 

(Jue no liay divergencia con la liquidación que presenta la 
Dirección del Puerto res|X-cio de tas horas que lian prestado ser- 
vicios las grúas, que con lo ipic 110 están de acuerdo sus repre- 
sentados es con el previo t|ue se fija a dichos servicios, o sea 
la suma de $ 1 .52.1 oro sellado, en vez de $ 456 que es la¡ que 
corresponde de acuerdo con la ley 4932. cuya liquidación practi- 
ca y i*>r lo que reclama la liquidación de lo cobrado de más. 
es decir, de la suma de $ 1067 oís. 

Declarada la compnncia del juzgado por resolución de fs. 
1K y corrido traslado de la demanda a fs. 25. lo evacúa por la 
demandada el señor Procurador Fiscal y manifiesta : 

Que es cierto que el cobro efectuado |M>r su representada 
no se ajusta a la tarifa estableció por la ley 4932. i»ero que de 
ello no se puede derivar razón alguna a favor de la compañía 
actora. 

Que cuando se dictó la lev 4932, el Gobierno tenia en servi- 
cio una sola grúa flotante en el Puerto de la Capital, con una 
fuerza máxima de 30 toneladas, siendo a esa grúa a cuyos servi- 
cios se referia el art. 7* de ta cita<la ley. 

Que como cu el año 1909 se adquirieron y pusieron en ser- 
vicios dos nuevas grúas, con poder de 60 y 100 toneladas, aten- 
to los gastos de conservación y uso 110 |>od¡a aplicárseles la mis- 
ma tarifa de la ley 4932 y por eso el Poder Ejecutivo dictó et de- 
creto de marzo 10 de 1909 en el que se fijaban tas tarifas a 
cobrarse |»r el servicio de las nuevas grúas. 
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J£J ? "TÍ W,0m ^ " , *'« í,r ***** la 
^mente la* gol kM ■ „.rn et „«|v tl .„je «fe M „ r , mnk ¿ or J ¡¡ 
gMmp «» l« IMnwm Norte, * m \ n * mUí m «x,^,,,, 

Que la» lanía, apllaulu -mi »|» <h U W( | t% |1ÍK!SUj ,„,„ 

C08(a ^ u " ,H,r M*** P* "I mím» di- h demanda. «,„, 

Abierta la cau»a a priwbo || produce por I»» liarte», 1„ m,, 
«Ktmve el certificólo dd ac^rlc de í». 45, «fcj , MVl 
las parte» lian alegad" a í», 40 y f». $2, 

Y Gomidcrnndoi 

Une de JUíh «mMr» de «uto» rwnlíü que fe Comióla de 
Navegación Nicolao Mlhnnovlcn U*. wlkllü levantar el 

remolcador Limer» la tí rm mayor de ln IMrtnHd I IVrtu». 

trabajo |>or el cvial »e le cobró I» p « .1. 1523 \*¡m* orO nelln> 

do, que confiera violatoHo de lo dlN|iiie»to en la ley 4<U¿. 

Que a ente re»|ieclo cata» obwrvar que el l'oder Kjocutivo 
con motivo ele la compra de nueva* «nía* con t K M |er <k< fiO y ia> 
tonelada» dictó el decreto i|« Mamo 10 de V0t, en el qta» se 
establecían las tarifa» a cobrarte uur lo* »crvk'lo» que pmtan, 
todo lo cual comida la pane actora |M ir luilwla snlk-itadn con a», 
tenondail, septo *e desprende do Ion antecedente» que constan 
en el exped.eme administrativo .,nr corre por cnerda *e,wr«d«. 
de acuerdo con lo di»|in«Klo en el »ft M de |« |ey \v 
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4032, t t Poder Ejecutivo quedaba autorizado ¡jara reglamentar 
su ejercicio y en cuya virtud es evidente que habiendo adquiri- 
do grúas de mayor potencia, estaba facultado CU su carácter de 
poder administrador para dictar la nueva reglamentación que 
conceptuara conveniente a los efectos del cumplimiento de la 
referida ley. 

Que la circunstancia de lial>cr pedido la Misma ¡jarte actora 
en su solicitud de fs. I del expediente administrativo, la grúa 
mayor jara levantar el remolcador «Linicrs», que se encontraba 
a pique en la Dársena Norte, demuestra claramente el interés 
que tenia en los servicios que le prestan? una grúa determinada, 
que no era la que había en la é|M>ca eri que se dictó la ley nú- 
mero 4932, debiendo por lo tanto alnr.ar la suma que fija el de- 
creto reglamentario del Poder Ejeciiivo. 

Por estos fundamentos, fallo; rechazando la presente de- 
manda instaurada |n>r la compañía de navegación Nicolás Miha 
novich Ltda. contra el Gobierno de ta Nación, sin costas, atenta 
la naturaleza de la cuestión delatida. Notifiqttese y repóngase 
las fojas. 

Manuel ¡i. de . Imliorctttt. 



SKNTE.NCIA 1IK LA CÁMARA EKWíRAI. 

Duchos Airea. JuIh» 21 de «2¿ 

Vistos en ajwlación estos autos seguidos por la cjmpañia 
de navegación Nicolás Mihanovich Ltda. contra el Gobierno dr 
la Nación, sobre devolución de sumas jugadas. 

Y Considerando; 

Que las tarifas establecidas j*>r la ley 4932, que invoca la 
[Kirie actora. se refieren a los servicios de los pescantes hidráu- 
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lieos en las Operaciones ordinarias tic carga y descarga (arta. I 1 - 1 
-*\ 3* y 4*). y a tos de la grúa flotante (art. 7"), que existía 
en el l'uertu de la Capital al sancionarse dicha ley, grúa cuyo 
funcionamiento había sido reglamentado por decreto de 30 de 
Septiembre de 1899, como lo hi?o notar en sti despacho la co- 
misión de presupuesto de la H. Cámara de Diputados. (Diario 
de Sesiones. 1905, <omo 2". pág. 768. 

Que, en el cas» sub jadkc, se trata del salvamento de un 
remolcador a pique. realÍ7ado con grúas mayores, adquiridas con 
posterioridad a la sanción de la ley 4932 y cuyo funcionamiento 
requiere gastos superiores |ior ser más poderosas, salvatajc por 
el que stdo se cobra la tarifa ordinaria de las grúas empleadas, 
cuyo monto a|»rece suficientemente justificado a fs 6 del ex- 
pediente administrativo, letra C, N'* 417. de la Dirección Gene- 
ral del Puerto de Rueños Aires, 

Por ello, se confirma la sentencia de fs. 55, siendo a cargo 
de la parte actora las costas de esta instancia. Devuélvanse y 
rqióngase las fojas en primera instancia. — /. P. Luna, ~ Afar- 



FALLO DE LA 

Hucfkis Aires, Xt.vwmbre JO efe Í927 

Y Vistos: 

Considerando : 

Que prestados los servicios fie una de las grúas flotantes 
del Puerto de la Capital para levantar el remolcador «Liniers» 
que se encontraba a pique en la Dársena Norte, la Dirección Ge- 
neral del Puerto formuló ta correspondiente liquidación por Ja 
suma de un mil quinientos veinte y tres pesos oro adiado, a cuyo 
pago con protesta se allanó la compañía actora después de deses- 
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timadas |mr las autoridades administrativas las observaciones que 
formulara en el sentido dé que medíante ta! li(|ttülncitVti se le 
cobraban de más los mil sesenta y siete pesos oro sellado que. 
judicialmente, viene ahora a rc|H>t¡r. 

IJik la níerula liquidación fui* practicada |>or la Diree- 
¿iqti del Puerto de conformidad con el decreto del Poder Eje- 
altivo de 10 <K- Marzo de PX». y la actora sostiene que ella 
sólo ha podido formularse con arreglo a la tarifa menor fijada 
por el art. 7" di- la ley X* 4 l KM. 

* hic el (¡obkrito de la Nación, reconociendo la existencia 
de Ta* dos tarifas, sostiene: at que al dictarse la lev \> 
miIo había una 0ia flotante con fuerza máxima de treinta to- 
neladas destinada al servicio de que se trata; b> que. cuando 
inisteriormenk- se adipiiemn dfis nuevas con poder de sesenta y 
cíen toneladas el Poder Ejecutivo se creyó autorizado para dic- 
tar el decreto dé 10 de Marzo ele 1909, en el cual establecía ta- 
rifas mayores eu atención al aumento de los gastos de conserva- 
ción y uso ; e) que la actora no puede alegar ignorancia sobré la 
existencia de las nuevas ¿írúas. consta en su presentación 
qtté solicitó Iqé servicios de la ««rúa mayor*; d) que el Poder 
Kjeeniivu estaba facultado para diciar tal decreto, dado su ca- 
rácter «je adinimVlrador de los bienes de la Nación v desde que 
el articulo l.l de la lev X" 4'W |n autorizaba para reglamentarla. 

(Jue en cuanto a las dos primeras defensas, caite observar 
que el ari. 7" .le la ley \> m& al decir «el servicio fie la «rúa flo- 
tante del Puerto de la Capital se alionará a razón fie pesos vein- 
te y cinco la primera hora o fracción y a doce pesos |>or cada ho- 
ra -uhsi^uiente o fracción de hora», se ha referido at servicio en 
d mismo eoii abstracción del número o de la fuerza de los ins- 
trumento-, destinados a prestarlo. Así se infiere no sólo del ti- 
inlci aplicado a la ley destinada a organizar «el servicio de guin- 
ches y lascantes hidráulico eu el puerto de la Capital», sitió 
también de que los términos en que, se encuentra redactado 
el art /" han sido conservados j>or las leyes |»osler¡orcs minie- 
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m S 10.357 y 11.021. sin introducir distinción alguna entre grúas 
nueva, „ v.ejas. de mayor o menor potencia. | así giS 
la conclimon de qiIe tales grúa, fueron adquiridas por el Con- 
greso para atender ffi necesidades del servicio organizado Zr 
el art. 7° de la ley N* 4932. ' 



Que de la c-rcunstancia de conocerse m ] a empresa deman- 
de Ja adqmsicjón de las grúas de mayor ,XK!er y aún del he- 
cho exacto de haberse referido a ellas al solicitar la prestación 
<lel Servi ™« » P«ede inferirse ía existencia de un L'mló " 

¡tí r'T bs mrifas ^ íiiad ** - - 2Kí 

Bueno a! R U ^ D ' rWCÍÓn C «™ raí *■ ^ de 
Buenos Aires en el momento de practicar la liquidación lo ha 

m«M> asi pues la refiere a «los siguientes servicios p¿£ 

dos de acuerdo con la ley N v 4932 y sus decretos reglaLnta- 

Que la creación de los servicios vinculados al comercio éx- 

nos A,r«. conforme al art. 4* de la Constitución, así como la 
IT" d f ^ ^ correspondientes, es facultad quelTres 
ponda exclusivamente al Congreso Nacional de aJrdo Wh 
dispuesto por los arts. 4* 17. 67. inciso l* 44 y 68 de h^on 

por > de la ley 4932 fuera relucida en presencia de 

«ZTn T costosos vi — ^mm^m 

el Poder Ejecut.vo carecía del poder de modificarla, pues de 
acuerdo con e citado art. 17 sólo el r™,™* ■ , P 

huciones establecidas en el " " *** * «"* 

Que si bien el art. 13 de la ley 4932 confiere al Poder Eje- 
cutivo el derecho de reglamentación, no contiene en su texto de- 
claración alguna uuc impone delegar en aquél la facultad de 
aumentar o de disminuir el precio del servicio según las cir- 

SE^V" T el <Iccre, ° de 10 <k Ma ™ * 

1909 al modificar d art. 7- de la citada ley 4932, |x>r rentables 
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que hayan sirio las razónos que lo inspiraran, lia violado el in- 
ciso segundo del art. 86 de la Constitución que prohilie al Po- 
der Ejecutivo alterar ti espíritu y ta letra de tas leyes con ex- 
cepciones reglamentarias. 

Que a mayor abundamiento debe decirse que el aumento de 
la tasa del servicio de grúas en la proporción establecida jM«r el 
decreto de 10 de .Mar/o de 190? «0 lia sido ratificado j>or leyes 
Interiores, pues la número 10.35" se ha limitado a sancionar 
la señalada por la ley 40,32 con un recargo del veinte y cinco por 
ciento |Kira los buques de caliotaje nacional y de cincuenta |K>r 
ciento l>¡tra ios de ultramar y la X" 11.021 con un aumento de 
treinta ]»or ciento sobre la anterior; esto es, tarifas visiblemen- 
te más moderadas que las impuestas en el decreto en cuestión. 

En mérito de islas consideraciones, de acuerdo con lo ] «res- 
cripto por el art. 794 del Código Civil y lo de la ley 48, se re- 
voca la sentencia apilada, declarándose que la compañía de na- 
vegación Nicolás Milianovicb Ltda. tiene derecho a reclamar del 
(iohiertio de la Nación la devolución de la suma de un mil se- 
senta y siete pesos oro sellado y sus intereses desde el día de la 
notificación de la demanda. 1-ts costas en ej orden causado aten- 
to el carácter revocatorio de este pronunciamiento. Xotifíqucsc 
y devuélvase', rcfiomcudose el sellado en el tribunal de origen. 

A. Brrmkjo. — Rohkrto Rspetto 
— R Guido Lavalle. 



Üfíti Modesto Rodríguez /■' irire, .solicitando fara sí ¡ti tutela de 
sus nietos. 

Sumario: l v No tratándose de expósitos o menores algodonados, 
el discernimiento de la tutela corresponde al juez del lugar 
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en que los padres del menor tenían Sll domicilio el di» <le 
SU fallec.niie.iio. y esta jurisdicción determinada j>or r*zón 
de | .narria, no es ptórrí^ ni aún ,*>r expresa volun- 
tad de las partes. 

?! Nos reparos opuestos a una tutela conferida. |K.r ra- 
zón de Ja incapacidad atribuida al nombrado, derivándola va 
sea de su idoneidad personal » de sn situación legal en re- 
lación con los menores, son cuestiones «pie deben ser consi- 
deradas y resueltas por el juez rjue resulte competente para 
el discernimiento del cargo referido. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DÍCTA.MKN iiKL SKÑOR l'K<X'L : RAlmft GENERAL 

Bm-iH.s Aires. Octubre .1] th |<>27. 

Suprema Corte: 

$1 señor Molesto Rodríguez Freiré se presentó en el juicio 
testamentario de doña Lucra Linares de Martínez (incidente so- 
hrc tutela) que tramita ante el jugado en lo civil a cargo del 
doctor Rolarlo llasavilbaso, solicitando iwra sí (fs 20) la tu- 
tela de sus nietos Ida Lucila y Horacio Rodríguez, huérfánm de 
(Kidrv y madre, invocando al efecto el carácter abuelo paterno 
|>et.e.on que fué desestimada por auto de fs. 23 por halarse ale- 
pido «| a incapacidad o carencia de derechos de las personas lia- 
tnadas ix>r la ley |>ara desempeñar en primer término la tutela 
egitima de los menores de «pie se tratan razón |«>r la cual se 
les nombré un tutor cs],ecta1 , (ira mic hts ^¡¿¿^ , a 
mcidcncpa y autos principales. 

Esta resolución fué consentida por el peonante, nwni- 
festandn en el escrito de fs. 27. que desestia de ese pedido ,x>r 
no ser comitente el jutó de esta jurisdicción para conocer de 
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la tUt^ta solicitada: hacú ndtj interiormente idéntica petición ]H>r 
medio de apoderado (fs, ni virtud de Habérsela discernido 
el juez cu ].« (.'¡vil y Comercial de Mercedes fprpv. de Buenos Ai- 
res), por halter comproljado que rl deceso ilel |indrc de los me- 
nores bahía ocurrido en Carlos Cabres, planteando, en conse- 
cueneia, la excepción di' íiiiHjmjwtL'ncia de jurisdicción que funda 
en las consideraciones de hecho y de derecho enunciada en el 
escrito de fs. 45, apañe de la inhibitoria pendiente. 

Ante los términos claros y precisos del art. 400 del Código 
Civil, es indiscutible que el discernimiento de la tutela corres- 
ponde a ta autoridad judicial de la jurisdicción en ipte los pa- 
dres de los menores tenían su domicilio el día de su fallecimien- 
to, y estando prolindo en est;is actuaciones que el deceso de don 
Kupcrto Modesto Uodrigncz acaeció en Carlos Casares, donde 
tenia SU residencia, forzoso es concluir que el juez provincial, 
en este caso, lia letiido competencia para acordársela al abuelo 
paterno don Modesto Rodríguez Freiré, a quien delie reconocer- 
se en tal carácter, n»U vez que sus condiciones personales, su 
capacidad, etc., ¡«ira el desempeño del cargo, no pueden discu- 
tirse en esta jurisdicción. Sostener tu contrario. im|K>rtaHa des- 
conocer el principio que consagra la Conslitucíóti Nacional (art. 
? tt ), al establecer que los actos públicos y procedimientos judi- 
ciales de una provincia gozan de entera fe en tas demás. 

Se arguye también como argumento para negar valide?: al 
titulo de tutor presentado por el abuelo |>atcnio, el alrandono en 
qué se encontraban los menores |Hír no halicr propendido Jos jiq- 
rientes más próximos a regularizar oportunamente su situación 
legal, sin advertir que el art. 403 del Código Civil no contempla 
ol caso de autos, que está regido por los arts. 400 y 404 del 
mismo. 

Siendo esto asi, la jurisdicción que determina la ley de 
fondo a los efectos de la tutela, es de orden público y, jwir tn 
tanto. inq>rorrogable ; de manera que cualquier gestión que hu- 
biera hecho el abuelo paterno ante el Juez de la Capital Federal, 
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en vi mm mmWfa .... del* tenerse cunta como demos- 
trativo ile un eatÜÍSio ,, consentimiento a esta jm^iíeion, como 
lo tiene consagrado la jurisprudencia, 

l'ur (o píwmtb y consideraciones concordantes que sn^cn 
| la soatói^ida «n ambas instancias ,>or el Ministerio 

Fiscal <lc los tribunales de la Capital, en los dictámenes (Ie fs 
IS* vta. y s^ienics y fs. ¿49. estimo que, en d íirfi jW/^, se 
trata mas pmptamemv dicho de un conflicto entre jueces de dis- 
tinta jurisdicción y no de una inhibitoria. !>or lo que pido a V 
h. se s.rva asi resolverlo en el sentido de que debe cesar la 
intervención d,! tutor cecial que tienen lo, menores interesa: 
<U* en el alado Juicio testamentario, dándose a don Modesto 
Kodnguez Freiré 1a que le corresj^n.la en virtud de la 
pítima que le ha sido discernida por ¡ lm competente 
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Huero» Aires, Xnviittihrf M) (te l«t>7. 

Aulas y Vistos : 

Los de contienda de comí .ciencia tralwda entre un Juez, en 
lo Civil de esta Capital y «tro de lo Civil y Comercial de Mer- 
cedes, provincia de líuenos Aires, solire discernimiento de tutela 
a los menores Ida Lucila. Xélida y Horacio M. Rodrigue*. 

Y Considerando: 

Que promovida la incidencia sobre nombramiento de tutor 
a ífis menores referidos en el juicio sucesorio de la abuela ma- 
terna de los mismos «lona Lucila Martínez de Linares, se pre 
sentó en el expediente respectivo don Modesto Rodríguez Frei- 
ré y solicitó el nombramiento de tutor legítimo, invocando su 
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carácter de ahucio paterno ( le dichas Menores, desistiendo más 
tarde de tal rerjiurimicntü, por cnnsidr rae que el Juez de la Ca- 
pital no es el competente i>ara conoce de la tutela ijue solicitara. 

Que, entretanto, la solicitud d' referencia fué desestimada 
por haln-rse atesado incapacidad o .arencía de derechos en quien 
la formulara, resolviéndose sulist neiar la incidencia y muñir de 
representación legal a los niem /es, nombrándoles al efecto un 
tutor especial. 

Que fundado en el ante edén te de que el domicilio del pa- 
dre de los menores a la f ella, de su fallecimiento, bahía sido 
en Carlos Casares, provi- cia de Hítenos .Aires, jurisdicción de 
Mercedes, el señor Kod iguez Freiré obtuvo del Juez en lo Ci- 
vil de dicha ciudad el lomhramiciito de tutor, presentándose cu 
tal carácter ante el \icz de la sucesión a asumir la representa- 
ción correspondien v. la que le ha sido denegarla |*»r considerar 
el Juez fie la Ca* ital que es a él a quien compete la designación 
aludida, pronn riendo, en consecuencia, contiemla ríe cniiqictcii- 
cia por iuhib'.ona al Juez de Mercedes, quien |>or su parle man- 
tiene la pr -cedencia de su jurisdicción a los efectos riel caso. 

I 

Qi> de los términos en que se ha tratado la contienda re- 
sulta iuc la discrepancia fundamental que da origen al sub ju- 
dice deriva de (pie el Juez de la Capital y la sentencia de segun- 
da instancia lo resuelven por aplicación del art. 40.1 riel Código 
Civil, en tanto <|Uc el Juez de la provincia funda su jurisdic- 
ción en el art. 400 y concordantes del mismo Código. 

Que de las acl naciones de la pruelia producida, ni ríe ante- 
cedente alguno consignarlo en autos, calie inferior que se trate 
en el caso «le menores aliaudouados. pues el concepto jurídico de 
de esa denominación ur» proviene de la falta de representación 
legal, ni es conciliable con hechos y circunstancias como las que 
acreditan en el caso que por gestiones de algunas perdonas de 
familia dos de los menores fueron internados en un cstablecí- 
miento de educación y al otro se te dió empleo en una casa de 
comercio, antecedentes que con firman hts (|üe originaron la in- 
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¡"™iosa que «Hilriluivó a aliviar el estado de indi- 
íítnoíi en qóe quedaron estos menores al fallecimiento del pa- 
'Ire, i m que en Ií];iner¡l S( , So ^ a 

te. mies, en d de autos la situación legal qm requiere el ar( 
403. cadn, del C^o Civil, ,«,ra determinar en lo relativo al 
«hsceru.m.cnto de la tmela, la competencia «leí lúe* del focar 
en que se encuentren lús minores. 

ÍJue atenta la expresión tenninante de la dicción mi 
WM <fmm <l™ el discernimiento de Ja tutela corresponde al 
Juez del lu^r en que |„s padres del menor tenian su domicilio 
CJ im de su fallecimiento, este punto no 1,a sido „¡ podido ser 
materu de controversia en el caso. Sin eml^o. se han formu- 
W« ohservacioncs respecto al hecho de que el padre 

i ' (,S mmm tuvk ™ *" <l<'in¡ctlio re.il en .1 lu^ar dnmk- fe 
Hiriera, dada la circunstancia de que no tenía consto su famk 
ha. esto es. sus hijos, pero se ha establecido ( „,e estos estaban 
en p,Kler del ahuelo ,K,r motivos económicos v pira procurarles 
educación conveniente; v en cnanto a la prueha testimonia! re- 
viva al dotüldlio, es ,Ie todo punto fehaciente , M(r su amplitud 
y precisión, así como ,xir la calidad de los testigos y está además 
corrulla por los informes de la Mumci ( *Iidad v «le la In- 
tendenca de Carlos Casares y por la inserción en ln s rce-i,- 
tros electorales de aquel distrito. 

Que las actuaciones de Rodríguez Frein- unte el juez de la 
Gtpttal ,>ar a gestionar su nomhramiento de tutor, no han podido 
surtir el efecto que se les atribuye de prorrogar la jurisdicción 
<Je cheho juzgado, , ( Kla vez que al desistir de .ales Rcstioncs, ma- 
mfesto que estas se promovieron ,x,r error ante juez incomi*- 
tente (autos de la Capital, fs. 27). y porque, en tolo caso, deter- 
minada dicha jurisdicción por razón de la materia, no es pro- 
m$m tu aun por expresa voluntad de las ]»artcs. 

Que en cuanto a los reparos opuestos a la tutela conferida 
I*>r razón de la inca^cidad atribuida al nombrado, derivándola 
ya sea de su idoneidad iK-rsonal o de su situación legal en reía- 
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ción con los mcnoi*CS> porque no proveyó antes de ahora a su re- 
presentación tutelar, son cuestiones que no tienen atinencia con la 
jurisdicción en contienda, y que deben ser consideradas y resuel- 
tas por el juez que resulte coni]>ctcntc para el discernimiento del 
cargo referido, de acuerdo con lo uniformemente sostenido en 
autos por los asesores legales que en ellos intervienen, esto es. 
Defensor de Menores (fs. 181), Agente fiscal ( fojas 185 vtaj 
y Fiscal (le Cámara (fojas 249). 

Por estos fundamentos y ios concordantes del dictamen del 
Señor Procurador General, se declara que el Juez competente en 
el caso para el discernimtenot de la tutela legitima fie que se 
trata, es el Juez en lo Civil de la ciudad de Mercedes. Provincia 
de Buenos Aires. En su mérito, devuélvanse los expedientes a 
los jueces respectivos, transcribiéndose en el de la Capital la 
presente resolución y el dictamen de referencia. Repóngase el 
papel 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — KOBKRTO RePKTTO. — 

R. Guipo La valle. 



N O T A S 

Con fecha dos de Noviembre de mil novecientos veintisiete 
fué confirmada \mr la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
la sentencia pronunciad por la Cámara Federal de Apelación de 
I .a Piala, la que condenó a Gregorio Bascarof f a sufrir b pena 
de diez y ocho años de prisión, accesorias legales y costas, en vez 
ile la tío veinticinco años de ta misma pena, que le fuera impuesta 
por el Juez I .tirado del Territorio Nacional de la Pampa Cen- 
tral, como autor de los delitos de homicidio perpetrado en la per- 
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sona del agente de jwlicía Juan Carpi, alentado y resistencia a la 
autoridad; hechos ocurridos en las inmediaciones del pueblo de 
Rolón, jurisdicción del expresado territorio, el día M ile linero 



En cuatro del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por .María Zanlungo de Üorati, en la causa criminal seguida en 
su contra por usurpación de propiedad, en razón tle que la de- 
cisión recurrida pronunciada por la Corle de Justicia de la l'ro- 
vincia de Buenos Aires, se había limitado a desechar el que había 
sido llevado ante la misma, sin que constara que se hubieran re- 
suelto cuestiones de carácter federal de las que prevé el artículo 
14 de la ley 48. 



tn la misma techa se declaró improcedente la queja deduci- 
da por doña Ofelia S. de Gcmhrel, en -autos con don Tancrcdo 
Francisco, sobre cesión de derechos y con don Diego K. y Manuel 
CUivcr, sobre cobro de pesos, por no despremier de la inopia ex- 
posición de la recurrente, que el caso de referencia esté compren- 
dido entre los enumerados cu el art. 14 de la ley 48. desde que no 
se había planteado en el pleito la cuestión federal requerida, y la 
que se planteó a t iosleriori, no )>odía ser tomada en consideración 
por ser abiertamente infundada, 



En la misma íeclia declaró improcedente, igualmente, la que- 
ja deducida por don Máximo Gimus en autos con el propietario 
desconocido de una finca, sobre cobro de jiesos, por no resultar 
que hubiera sido materia del pleito, y |ior tanto de sentencia 
cláusula alguna constitucional o ley del Congreso, y que la de- 
cisión fuera contraria a titulo, derecho, privilegio o exención in- 
vocado o]X)rtimanientc. 



I VI.IOs IH-. I.A CHKIK SV l'Rt' M \ 



Con íécíSa níie\« fué confirmada por la Corte Suprema la 
sentencia 'pronunciada |*»r la Cámara Federal de Apelación de La 
Plata, la que confirmó cu cuanto a La calificación de tos delitos 
y modificó respectó a la pena impuesta, condenando ál procesado 
Juan Herrera o Juan Trujillo o Juan Francisco Herrera, a sufrir 
la pena de quince años de reclusión, la dictada \*>r el Juez Le- 
trado del Territorio Nacional del Neuquén. que impuso al reo 
la de diez, años de prisión, como autor tic los delitos de homicidio 
en riña, con motivo ele la sublevación de presos en la cárcel del 
expresado territorio, asalto y roln> con violencia en la casa de 
comercio de tes hermanos Plotier, en unión de otros profligo» de 
la meheipnatia cárcel v abuso de anuas en la misma ocasión, he- 



chos ocurridos el 2.1 de Mayo de 191o. 



•!'>«: ' < :■- -i" .i' .- 1 .. • . ¡ii. ¡ t: f::-';.ju ir, i' t ■„ r 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida \mr 
don Emilio C. J Jm^Uo en autos con doña Angela S. de Astraldi. 
sobre desalojamiento, en razón de no hajierse llenado los requi- 
sitos prevenidas en la primera pnrte del artículo 15 de la ley nú- 
mero 4«. 

— — — 

■ 

En diez y seis del mismo se declaró improcedente la queja 
por don Antonio Fondcvüa. hijo, en autos con el Poder Ejecuti- 
vo de la Provincia ele Buenos Aires, en juicio contcnciosn-admi- 
uistrativo. por desprenderse de los antecedentes en que se funda- 
mental «i ta queja, que la cuestión que aparecía planteada y re- 
sulta era de carácter procesal, ajena a las que pueden originar el 
recurso extrordinario. [«tes, la Corte de ta provincia dictó senten- 
cia firmada por tres de sus miembros, y opuesta la nulidad por 
sostener el apelante que el falto debió dictarse por el tribunal 
'—ío, fue desestimada ta apelación y de esa denegatoria se in- 



el recurso extr 




1 
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En la misma lecha nu se hizo lugar a la queja deducida |*>r 
1-ranciseo Mamo, en la causa criminal seguida en contra, por 
homicidio, t )or tlespreiKler.se de la propia cxjwsición del recurren- 
te, que no se había planieado ninguna de las cuestiones previstas 
m d artículo 14 de la ley 48 y, además, que las enunciadas como 
l)ase del recurso, constituían meras interpretaciones del Código 
Penal o del de prwedímtemos, expresamente excluidas del re- 
midió exiraordiuario del art. 15 de la recordada ley N'> 48. 



hn d,ez y «who del mismo no se hizo lugar a la queja de- 
ducida ]K»r don Emctcrio Barrionuevo en autos con el propieta- 
rio y director de «El Diario», de la ciudad de Salta, sobre daños 
y perjuicios, en razón de que si existe o no en la Provincia de 
Salta ley que reprima el delito de calumnia cometido por medio 
ilc la prensa y la indemnización de daños v |>erjiiic¡os a que po- 
dr.a dar lugar, es una cuestión de hecho y no de derecho fede- 
ral (pie pueda autorizar el recurso extraordinario para ante la 



Don Gonzalo Sierra, apelando de una resolución de la Adminis- 
trado» de Intf-ucstos Intentos, 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 4«, contra una resolución de la Cámara Federa] de la Ca- 
pital, que al resolver sobre la prescripción de la acción cri- 
minal opuesta por el recurrente, interpreta los arts. 63 y 67 
del Código Penal. 



Caso : Lo explican las piezas si 



t!0 



FAIXOS OE LA t'OKTK Sl l'RKMA 



ALTO PK Mi í .C\IAKA PKDERAL 

Ümiuji Airt-s, Xuvíl-iiiIhv 12 ik- V)2*. 

Atltós y \ 'istos : 

Concédase el recurso extraordinarín de apelación interpues- 
to fiara ¡a Curie Suprema, emplazándose a las parteé para tiwé un 
el termino de tres días comparezcan ante el Suprior. Elévense 
luí» autos con el oficio de estilo. — A, Xusar .!inti<>rrnti. — 
Marcctítio Escalada. - /'. .in,is. I. t\ Luna. - Josc Mareó. 



liríTÁJIKN IMt. SfiSOH PROCL*JlADOK * Jv.VlvKAL 

ftmtiin Aires, bicíembre Jfl He l'fifi. 

Suprema Oírle: 

lh- i;t exposición ijiu- ,-tiile V. K. hace a ís. 120 el recurren- 
te ni esta causa seguida por (miníalo Sierra apelando ile una 
resolución de la Administración Gi-tural <le Impuestos Internos, 
así como de lo dicha de fs, 111 a 114 vía., se infiere que la reso- 
lución «le ts, 110 dictada por la támara Kedcral de Apelación 
de la Carita! lia resuello un plinto exclusivamente de derechn 
t'nnún como lo es el relativo a la prescripción del derecho de 
acusar legislada en éí Código Penal de la Nación. 

Tal cuestión es irrcvisaUe ]wir esta Curie Suprema en el re- 
curso extraordinario sobre puro derecho federal (pie acuerda el 
art. 14 ile la ley 48, como lo tiene uniformemente declarado es- 
la Corte Suprema. 

Respecto a la invocación fpic se hace por el recurrente del 
articulo 18 de la Constitución Xacional en cuanto consagra el 
principio tle igualdad ante la lev. «O encuentro que relación piu- 
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til 



da existir cutre dicha garantía y la cuestión resuelta por la Cá- 
mara, ya que no puedo considerar como violación de la misma 
el hecho de gji» míos tribunales, seyúu lo afirma el apelante, 
den a la ley común una interpretación distinta de la que le dan 
otros en otra jurisdicción. 

I-a Corte Suprema no es triliunal encargado de uni formar 
la doctrina de todos fus trihuiiales que aplican la ley común con 
la jurisdicción que les es propia. 

Solo corresponde a esta Corte Suprema mantener el imperiu 
uniforme de las leyes federales. A ello tknde Ja revisión creada 
pf el articulo 14 de la ley 4* sobre jurisdicción y competencia 
de los irihunales nacionales. 

l*or ello soy de opinión que corresponde declarar mal con- 
cedida l:i apelación en la presente causa. 

I/anu tu h'. Larteta. 



FALLO J)K I.A COhTIi SI l'REAIA 

Bianws Aires. Díc ¡mitin- ¿ líe V)¿7. 

Autos y Vistos : 
Considerando : 

Oue la interpretación atribuida |>or la Cámara pederá] de 
ta Capital a los artículos 63 y í>7 del Código Penal al resolver 
sobre la prescripción <le la acción criminal opuesta |>or el recu- 
rrente, no ha podido dar origen al recurso extraordinario auto- 
rizado por el art. 14 de la ley N" 4X, desde que conforme al 
art. 15 «la interpretación que los tribunales hicieran (le los Có- 
digos Civil, Comercial. Penal y de Minería, no dará ocasión a 
tal recursi) pot el hecho eje ser leves del Congreso, en virtud de 
lo dispuesto |M>r el artículo íi7, inciso 1 1 de la Constitución». 
(Fallos, uiiun 144. i>ág. 5>. 
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Que las garantías tic los artciulna 18 y 19 de la Constitución 
invocadas por el afielante |»ara plantear la cuestión federal nin- 
guna relación mantienen con la cuestión decidida en estos autos, 
pues el tribuna] se lia fundado en el Código Penal que es, en el 
caso, la ley anterior ; ni se ha obligado al recurrente a hacer lo 
oite la ley no manda, pues ésta se halla constituida por el ar- 
tículo fi7 del Código Penal con la interpretación que el tribunal 
de última instancia le ha atribuido. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el Señor 
1'rocurador General se declara mal concedido el recurso extraor- 
dinario. Notifiques* y devuélvase, rc|>oiúc!idose el pape! en el 
juzgado de origen, 

A. Bkkmejo. — Kofikhto Repetto 
— R. GUIÜO LaVAU.R. 



Don Martín J. Odriocola en nulos con do» Honorio Odriozoht, 
su sucesión, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Sumario'. La Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires 
nn es el trihunal de última instancia a que se refiere el ar- 
tículo 14 de la ley 48, en un caso en que dicho trihunal no 
se creyó autorizado para pronunciarse sobre la cuestión de 
carácter constitucional que le fuera sometida después de 
dictada la sentencia jwr ta Cámara de Ablaciones. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bachos Aires. XovK-mtjiv 5 di? 1927. 



U denegación de h. 191 del recurso extraordinario de ape- 
lación interpuesto para ante V. K. en estos autos contra la sen- 
U-ncia dictada por la Corte Suprema de justicia de la Provincia 
de Unenos Aires es. en mi opinión, ajustada a derecho, ( K>r 
cnanto, según l„ tiene resuello \ . E., dicho tribunal no es, en 
I» local, el de última instancia a «jue se refiere el art. 14 de la 



La sentencia definitiva pe pudo ser arlada para ante esta 
- Snprema. en el supuesto de que hubiese quedado planteado 



un caso federa!, es la de fojas 144 
Apelaciones de Mercedes. 

Oiclio recurso no aparece 
rechazarse el que motiva estas 



|»r la Cámara I* de 




'. ¡.arrrla. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Huellos Aires. Diciembre ¿ tle 



Autos y Vistos: 
Considerando: 

Que contra la sentencia definitiva dictada por la Cámara Pri- 
mera de Ablación del Departamento del Centro de la Provincia 
fie Ihicnos Aires, en el juicio por cohro de pesos seguido por don 
Martín José Odrinzola con don Honorio Odriojtola, su sucesión. 



«1 
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fué interpuesto y concedido el recurso de i napl ¡calididad de ley 
(i de doctrina legal para ante la Corte Suprema de Justicia de la 
Provincia de Buenos Aires. 

Que este tribuna! después de examinar las diversas dispo- 
siciones de derecho común cuya violación se sostenía, expresó 
acerca fie b afirmación de haltcrse desconocido en la causa ta ga- 
rantía del articulo 18 de la Constitución Nacional, que ella no 
debé ser considerada, agregando, pero, sólo a mayor ahunda- 
niiento, las razones de orden procesal que la hacían improcedente. 

Que en estas condiciones, no habiéndose creído autorizada 
la Suprema Corte de la Provincia ile Buenos Aires Jtara pronun- 
ciarse después de dictada la sentencia de la Cámara, es evidente 
que, aquélla no es en el caso el tribunal de última instancia a que 
se refiere el artículo 14 de ta ley 48 y, |>or consiguiente, el re- 
curso extraordinario ha sido bien denegado. Fallos, tomo 1 1$¡ 
página 381 ; tomo 1 14, pág. 16. 

Kn su mériin y de conformidad con lo dictaminado |>or el 
Señor Procurador General, así sé declara. Notifíquese y repues- 
to el |kapcl archívese, devolviéndose los autos pedidos por vía de 
informe con transcripción de la presente. 

A. I.llíKMEIO. — ROKKRTO REPETTO 

— R. Orino La valle. 



J>on Jacinto Alvares, recurre cu queja de sentencia pronunciada 
por el Superior Tributad de Justicia de la ProT'incia de En- 
tre Ríos. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48, contra una sentencia del Superior Tribunal de Justi- 
cia de la Provincia de Entre Ríos que, aplicando el art 109 
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del Código Penal, de conformidad con el art. 225 de la Cons- 
titución de diclia provincia que atribuye a aquél el carácter, 
tic ley provincial, condenó al recurrente por el delito de ca- 
lumnia. (Debe estimarse que la cuestión fué resuelta ¡xir 
aplicación e interpretación de leyes provinciales. Articulo 32 
de la Constitución; art. 14, ley 48). 



No encuentro en esta causa resuelta, ni siquiera planteada, la 
cuestión federal que se anuncia a fs. I del presente recurso de 
hecho deducido i*jr Jacinto J. Alvares, cu la querella que por ca- 
lumnia le siguió don Nicolás Coceóla ante el Juzgado del Crimen 
de Gualcgtiaychú (Entre Ríos). 

I-o único que en este proceso se ha decidido, como lo afir- 
ma a fs. IOS vta. el Superior Tribunal de Justicia de dicha pro- 
vincia, es :1a aplicación de una pena por el delito «le calumnia im- 
putado a Alvares y que acrece cometido por medio de la prensa. 

Para ello se ha aplicado el Código Penal de la Nación, cuyas 
sanciones han sido incori* iradas a la legislación local ¡tara repri- 
mir delitos de imprenta, en virtud de lo dispuesto |»r el art. 225 
de la Constitución de la provincia de Entre Rica. 

Todo ello de acuerdo con la doctrina de V. E. al interpretar 
et art. 32 de la Constitución Nacional (128:175). 

El caso resuelto es, pues, de derecho común, ajeno a ta re- 
visión |>or esta Corte Suprema autorizada en e! art. 14 de la ley 48. 



UKT. SKÑOH l-HOCL-KAnOH CKNKKAL 



Uik-ih.s Aires, AiíosI» 4 .k 1927, 
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Opino, |K>r dli», que dicho recurso ha sido bien denegado pa- 
ra ante V. E. a fs. 195 vta. de los autos principales. 

florado H. Larrcta. 



V.W.XXi lit: i.a CORTE SLPkEMA 

* 

Bliínoa Aires, I lick'mhrc 2 de 

/Yutos y Victos: 
Considerando ■ 

Qttó la sentencia de la Sala en lo Criminal del Suprior Tri- 
liimal de Justicia de la Provincia de Entre Kios. ha condenado a 
don Jacinto }. Alvarez a la pena de un año de prisión en forma 
condicional por el delito de calumnia, y al pago de las costas. 

Que el tu .mitrado tribunal ha aplicado en el caso el art. 109 
del Código Penal de conformidad con el art. 225 de la Consti- 
tución de la provincia de Kntre Rius, que le ha atribuido a aquél, 
el carácter fie lev provincial de imprenta. 

Que. siendo estos así. y estando vedado al Congreso Federal 
dictar leyes que restrinjan la libertad de imprenta o establezcan 
sobre ella la jurisdicción federal (art. 32 de la Constitución), la 
cuestión dehe estimarse resuelta por aplicación e interpretación 
de leves provinciales». 

Que, en esta hipótesis, para la procedencia del recurso ex- 
traordinario, es iurlistiensable de conformidad con el inciso 2* del 
art. 14 de ta ley 48. que la ley, decreto o autoridad de provincia, 
se haya |westo en cuestión hajo la pretensión de ser repugnante 
a la Constitución Nacional, a los tratarlos o leyes del Congreso y 
ta decisión haya sido en favor de la validez de la ley o autoridad 
de provincia. 

Que la lectura del escrito de fs. 194 interponiendo el recur- 
so, muestra, entretanto, que él no se ha fundado en ninguna de 
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las Situaciones especificadas en él citado inciso 2"; [o cual con- 
duce a afirmar <,,ie la cuestión ha quedado «lirada al resorte ex- 
clusivo de la administración de la justicia local. 

Que aún cuando así „o fuera, tampoco e i ^ svria gj^ 
sible. ,ntes la cuestión hahriasr presentado a los jueces por vez 
primera después de dictarse la sentencia de segunda instancia' 
siendo que de acuerdo con el art. 14 de la ley 48, v la jurispru- 
dencia de esta Corte, ello ha debido suceder antes de la decisión 
fmal del pleito. (Fallos, tomo 139. pág. 91 y otros). 

Que la ley Nacional de l>esas y Medidas invocada como de- 
terminante del caso federaf, no ha sido interpretada en la causa 
n. al recurrente se le ha privado de derecho ahorno fundado en 
ciia. ni tiene relación directa con la materia del litigio. 

Un mérito de estas consideraciones y de conformad con lo 
pedido por el Señor Procurador General, se declara bien denega- 
do el recurso. Notifícese y archívese, devolviéndose los autos ve- 
nidos por vía de informe con transcripción de la presente. 

* 

A. llKRMK.ro. — Roberto Repktto 
— R. Crino Lavaixk. 



Don Teodafíndo Bosst, su nutrirá, entienda dr romMcnci*. 

Sumario : Al Jnez ante quien el deudor ofreció y <,„edó homolo- 
gado el concordato, articulo 6* ley 4156, corresponde conocer 
del juicio de quiebra en caso de nueva insolvencia. 

Caso: \a, explican las piezas siguientes: 
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VISTA BEL AGENTE LISCAI. 

Señar Juez: 

Uipmiluzcu en t<*las sms partes las consideraciones y ftinüil- 
imiitns legales aducidos por el señor Meroni cu su escrito de fs; 
46 Soy ik> opinión que eomspmide se desestime e| pedido de iu- 
liibitoria que se formula en el exhorto <le jfi 4,1 A cuyo efecto 
sírvase V. S. oficiar al scñnr Juez exhumante y requi riéndote, ja- 
ra que. por formulada la contienda, remita los antecedentes a la 
Suprema Corte (art. 43o >.— Junio I" de Í926.~~fvrge T. hito. 



SRNTKNCÍA Oí; |* INSTAN» 1 A 

la l'lata. Jnli» 1 rk- 

Aillos y Vistos : 
Considerando: 

Para la solución de la cuestión que se plantea en el pedido de 
inhibitoria de fs. 4.Í dcln- establecerse: 

l" Si don Tcodoliudo ISassi tenia a la fecha de su declara- 
ción de quiebra en esta jurisdicción, su domicilio en esta misma 
jurisdicción, 

2" Si el hecho de halarse aproado un concordato ofrecido 
por el mismo en jurisdicción de la Capital Federal, inhibe a jue- 
ces de otra jurisdicción para que lo declaren en estado de quiebra. 

IX-1 cargo puesto al escrito de fs. 8 resulta que don Teodo- 
lindo Bassi se presentó con fecha 3 tle Septiembre de 1925 solici- 
tando su quiebra ante estos tribunales, la que fué declarada con 
fecha Septiembre 4 de 1925 (v. fs. 13). 



I>r. jr*STKJA UR LA XAtlÓX 



IX- los antecedentes que obran cu autos (fs. 7), y mam fes- 
laciún del fallido (fs. N). resulta que el domicilio <[ e J mismo es- 
taba Situado en José C. Paz de esta jurisdicción, habiendo clau- 
surado el escritorio rjuc tenia en la Capital Federal. La constan- 
cia (|ue obra a fs. 7 y la recordada manifestación justifican, ya 
que no existen otros antecedentes que prueben lo contrario, que 
IÍílssí tenía su domicilio en esta jurisdicción y ]>or tanto la devia- 
ción de quiebra de que informa el auto de fs. U se ajusta a de- 
recho. 



Se aduce como argumento por el señor fuez exhortante al 
solicitar la inhibitoria del infrascripto, el hedió de que ltas*i se 
había presentado solicitando totm^atoria de acreedores v une no 
habiendo cumplid,, el concordato homologado se había declarado , 
su quiebra como eonseem-ncia de la falta de cumplimiento de ese 
concordato. 

W infrascriptu n-> comparte con la opinión del señor Juez 
exhortante, ya que entiende que el juicio de convocatoria con el 
concordato aceptado es completamente independiente del juicio de 
quiebra. 

Iíl art. 1420 del C. de Comercio dispone cti forma expresa 
que «con la proU-ición del concordato o de la adjudicación de bie- 
nes quedará terminado el juicio», vale decir, .pie no procede en 
los mismos autos [a declaración de quiebra para la cual delien 
ohservarsu las reglas establecidas en la ley 4I5fi, salvo el caso de 
haberse declarado la quiebra en el caso previsto jK>r el art. 1400- 
C. de Comercio y no resultando de los recaudos remitidos que 
el pedido se haya hecho observándose los requisitos del citad» 
art 1400 del C. de Comercio, el pedido <le inhibitoria no procede. 

Y resultando de los mismos recaudos que liassi ha sido de- 
clarado en quiebra en la Capital Federal con fecha Abril 21 de 
1926. es decir, con mucha interioridad a ta declaración hecha 
|w el infrascripto, y atento lo solicitado ]»r el señor contador 
y aconsejado por el señor Agente Fiscal, no corresponde hacer 
lugar a lo j>edido. 
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Pur cito el Juzgado resuelve : desestimar el pedido dé inhi- 
bitoria que se formula, e invitar al señor Juez exhortante para 
jtara que dando por trabada la cuestión de competencia, remita 
los antecedentes a la Kxema, Suprema Corte, a cuyo efecto se 
testimoniarán los escritos de fs. 46 y dictamen de fs. 4"> y del 
presente proveído. — /.. M, Moreno Quintana. — Arite mi; /., 
Stel<tgimsM, 



DICTAMEN DEL SEXOS PROCURADOR OENEHAL 

Ilu«ir« Aires. Octubre 8 dé 1927. 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. E, dirimir la presente contienda por inhi- 
bitoria .suscitada entre el Juez de Comercio de la Capital Federal 
y el de igual clase de la ciudad de í.a Plata, a mérito de lo que 
dispone el art. 9» im\ d) de la ley N» 4055. 

La ley N* 4l5f> (art. 6'-'). esatblece que el comerciante ma- 
triculado que estuviera imposibilitado de cumplir con las obli- 
gaciones contraídas, debe ocurrir ante el Juzgado de Comercio 
de su domicilio a presentar la solicitud de convocatoria de acree- 
dores. 

Asi lo hizo don Tcodolindo liassi como consta del expe- 
diente inmutado ante el Juzgado a cargo del doctor Juan J. liri- 
tos (hijo), por tener en esta Capital sn domicilio y escritorio co- 
mercia), desde donde, atendía el desenvolvimiento del estableci- 
miento industrial instalado en el pueblo José C. Paz (provincia 
de Uucnos Aires), en cuyo expediente aceptaron los acreedores 
el concordato ofrecido jxir el deudor, acto que quedó homologa- 
do |xir auto de fs. .100. 

Jurídicamente, la situación del con vocalario no ha variado. 
Es ante el Juez de la Capital donde debió presentarse a solici- 
tar la quiebra en caso de nueva insolvencia, a los efectos de lo 
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dispnest., en el art. 2> de ta citada ley N' 41 Sf.. v no acudir a una 
extraña jurisdicción, donde ni siquiera aparece matriculado ni 
eonsta que sus IÍI>ros estuvieran rubricados |»or el Juez focal. 

Tur lo eximesto y la din-trina sustentada |H>r Y, K. en el 
fallo que se registra ni el tomo 124. página 235, pfctb a V. K. so 
sirva ckvlarar connótente al Juez de Comercio de la Capital Fe- 
deral para conocer en la quiebra de don Tcodolimlo líassi. 

Ifonu to A', i.tirrefa. 



KM.UO DK I,A «MíTK Sft'KKMA 

ltmit.li Aire),, Uíciemt»i> 7 (íe 1«U7. 

Autos y Vistos: 

l'or las consideraciuties y fundamentos del precedente die- 
tanicn del señor IWurador General, que se ajustan a la situa- 
ción de hecho que comprende el caso y a las disaxisicionos lega- 
les míe le son aplicables, y de acuerdo en consecuencia con lo 
que allí se pide, se declara míe el Juez comitente , K ,ra conocer 
¡en el juicio de <|iiiet>ra de don Tccidolindo llassi, es el de Co- 
mercio de esta Capital, a quien en su mérito se remitirán los 
autos, avisándose al Juez de U Plata en la forma de estilo, 
transcribiéndosele esta resolución y el dictamen de referencia, 
fíqtónjíase el papel. 

A. lÍRk.MKJO. — J. PjCUBBOA Aj> 
CORTA. — H. G IDO ¿AVALLE. 
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Municipalidad de ta Capital eontta don Ramón Soñara, sobre ex- ' 
trop'uwiÓH. 

Sumario : 1* Reconocido el derecho ele! inquilino del inmueble 
expropiado para intervenir en el juicio de expropiación se- 
guido contra ct propietario, a fin di- que aquel otrtenga den- 
tro del mismo las indemnizaciones que puedan correspon- 
derle. queda plenamente cumplida la garantía del art. 18 de 
de la Constitución que declara inviolable la defensa en jui- 
cio, de la iicrsona y de los derechos. 

2* ta autorización que el art. 4* de la ley de expropia- 
ción, número 189, acuerda al Poder Ejecutivo para la ocu- 
pación del inmueble en caso de urgencia, no es incompati- 
ble con el art. 17 de la Constitución, que garante la invio- 
labilidad de la propiedad. 

3* Hallándose regidos en el caso los procedimientos pa- 
ra la expropiación por la ley tí», en virtud de halarlo asi 
consignado expresamente la ley 8854 que autorizó la expro- 
piación tic bienes en la Capital, armella reviste como ésta 
carácter local y no pueden su interpretación y aplicación 
autorizar, a su respecto, el recurso extraordinario del ar~ 
tkuln 14 de la ley 48. 

Caso: V aí explican las piezas siguientes: 



ALTO HE I* INSTANCIA 

Buenos Aires, Fcbrcri» 24 de 1927. 

Atento lo expuesto, fíjase el plazo de veinte días para que 
los ocupantes del inmueble Carlos Pcllcgrini 35í\7 t cuyos nom- 
bres se determinad i>reccdcntemente t lo desalojen. — C. A. Vo- 
raitgol. — Ante mí : S. de friondo. 
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ALTO DE 1' INSTANCIA 

* 

Bucik» Aires, \tayn 1* de 1927. 

Autos y Vistos : 

Atento lo resuelto por el Superior en los juicios caratula- 
dos «Municipalidad de la Capital contra doña Elisa Peña de Uri- 
Ittlarrea» y «Municipalidad de b Capital contra Sara Tornquist 
de Shaw» ambos sobre expropiación y que tramitan por este juz- 
gado y secretaria actuaría, con fecha Junio 2 y Agosto 23 de 
1926. respectivamente, mantiénese el auto de f s. 12 vta. y conce- 
den los recursos de nulidad y apelación intenxtcstos a fs. 28, 
debiendo elevarse los autos a la Excma. Cámara en la forma de 
«¡tito.— Carhs A. raraHtfot, -Ante mi: A, Pallrjá. 



AUTO DE LA CÁMARA CIVIL l* 

Buenos Aire», Junio 10 üc VJZ7. 

Y Vistos: 

Considerando: 

I* Se ha invocado en este caso por ta Municipalidad de la 
Capital, la razón de urgencia a que se refiere el art. 4° de la ley 
189, con arreglo a la cual se practican las expropiaciones de que 
se trata, según precepto del art. 4* de la ley 8854. 

En virtud de dicho pedido se dió la posesión de la finca a la 
expropiante con fecha 22 de Febrero ppdo., notificándoseles en 
el acto a los inquilinos, entre los cuales estaba el recurrente, se- 
gún diligencia de fs. 1 1 que no ha sido observada. 

A consecuencia de tal ocupación se decreta el desalojo de 
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los inquilinos en c! termino de veinte día*, lo que motiva los 
recursos interpuestos por ambas partes, 

2" Ell atención a los antecedentes y precepios legales expre- 
sados, es sólo la fijación de dicho término lo qUe puede ser mo- 
tivo de apreciación del Tribunal, toda vez que el inquilino como 
el propietario en caso de urgencia 110 puede oponer a la octqKi- 
ción )>or la Municipalidad, ni los términos de su contrato, ni los 
de la lev en los casos comunes de desalojo, ni los trámites y for- 
malidades de juicio que para otros supuestos establecen Lis leyes. 

Xo existe con ello ataque alguno a sus derechos, toda vez 
que, a los efectos de la estimación ulterior de las mejoras que 
Hayan de indemnizársele, nada impide tomar un prolijo estado 
de la condición actual de las mismas, Según lo lia resuelto la S. 
C N. en un caso análogo que se registra en el tomo 56; [«jí 301 
de la colección de sus fallos. 

5* En cuanto a la intervención del inquilino reclámame en 
el juicio, corresponde admitirla a tos fines de la indemnización 
de los iH-rjuicios que la expropiación puede irrogarle, con arre- 
glo a lo resuelto por el Tribunal en el juicio de la Municipalidad 
contra Anzola qtte se publica en «Gaceta del Foro», tomo 56. 
pág. 14K, y en el juicio que se Cita d e la Municipalidad coiítra 
Toniquist de Sliaw. en el que han ..1J0 motivo tales perjuicios 
de apreciación jior el Tribunal en la sentencia de fs. í>2 que ja- 
ba tenido a la vista para mejor proveer. 

4* Establecido lo anterior, corresponde sólo resolver reelec- 
to al término fijado |*>r el auto de fs. 12 vta. que resulta pru- 
dencial sobre todo si se tiene en cuenta el tienqio transcurrido 
desde la notificación de fs. 26. 

I'or estos fundamentos y con los alcances señalados en los 
considerandos segundo y tercero, no lia lugar a la nulidad y se 
confirma la providencia apelada de fs. 12 v. — Pera. — Címii- 
l>at. — Sayaiu-a. 
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FALf.0 PE r.A CORTE SUPKEMA 

Buenos Arres, Diciembre 7 de V>27. 

Y Vistos: 

Considerando: 

Que el recurrente para |»edír l;t utilidad del auto de desalo- 
jamiento dictad- en este juicio, ha invocado la garantía de los 
artículos 17 y 1*1 de la Constitución, sosteniendo que ante todo 
debe fiársele previamente lo que se le expropia, de acuerdo 
con la ley 189. 

Que habiéndose reconocido jtor la sentencia de la Cámara Ci- 
vil Primera de esta Capital el derecho del inquilino del ínmiie- 
hle expropiado fiara intervenir en el juicio seguido contra el pro- 
pietario a fin de que aquél obtenga dentro del mismo las indem- 
nizaciones que puedan corrcsixinderlc, decisión perfectamente 
concorde con el art. lí» de ta ley 189 y la jurisprudencia de esta 
Corte, es de toda evidencia que con ese reconocimiento lia que- 
dado plt n, Linente cumplida, la garantía del art. 18 de la Consti- 
tución que declara inviolahle ta defensa en juicio de la persona 
y de \m derechos. 

Que el apelante solicita, además, la nulidad de la resolu- 
ción dictada |Mir la Cámara Civil Primera porque: «la Munici- 
palidad no puede privar de su propiedad al dueño de una fábri- 
ca, sino en virtud ile sentencia f imitada en ley y pronunciada 
contra el propietario de la fábrica, careciendo de todo valor le- 
gal la sentencia dictada en el juicio en el cual sólo se ha nido y 
escuchado al propietario del suelo». 

Que, desde luego, calie observar por una parle que en la 
presente causa no se ha dictado aún la sentencia que ponga fin . 
:•. expropiación contra el propietario, y |Mir otra, que al inqui- 
lino, según la propia decisión de la Cántara, de que se ha he- 
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clin mérito, se le ha dado hi intervención que eii el juicio le cp- 
■fcspontle, en atención a lo soliden lo |»or el mismo. 

Q¡ue, de acuerdo con Ib dispuesto |mr el an. 4f dé la ley IS 1 * 
en caso de urgencia habrá derecho a la ocupación, desde que el 
l J oder Ejecutivo consigne a dispisirión del propietario el pr<- 
cío ofrecido y no aceptado, quedando amitos obligados a las re- 
sidías del juicio, como se expresará más adelante. 

Que esta autorización de h ley no es ínconqmihtc con c! 
arr. 17 de la Constitución, pirque si bien esle precepto consagra 
en términos absolutos que la indemnización debe ser previa, el 
Congreso lia podido, consultando la razón y propósitos de ese 
precepto, conciliario cini otras exigencias ini|x-riosas de progre- 
so y bienestar público emergentes de la propia ley fundameu- 
ta< (arte. M y y porque la interpretación estricta de la cláu- 
sula constitucional podría entorpecer indi mudamente las expro- 
piaciones, ya por obra de los propietarios que con fines ilegíti- 
mos dilaten el juicio res|iectivo. estén ausentes o sean descono- 
cidos, ya ]»or obra de los que tengan derecho a hacerse parte en 
los mismos, fie acuerdo con el art. 16 de la ley 1ÍW, o porque im- 
jiediria las medidas preliminares tendientes a averiguar si la uti- 
lidad pública requiera que se ad(|iiierau y en qué extensión, de- 
terminados inmuebles q cosas (Fallos: tomo 108, |»ág. 240; to- 
llh> 117. pág. r¿K>, 

Otie siendo esto así. ta sentencia de la Cámara Civil Primera 
no vulnera la garantía invocada |wr el recurrente del art. 17 de 
la Constitución, y eu cuanto a la interpretación que el susodi- 
cho tribunal le haya atribuido al art. 4' de la ley 18» o a cual- 
quiera de sus disfiosicinnes para la solución de las cuestiones 
planteadas en la presente causa, esta Corte carece de jurisdic- 
ción para revisarla. jates, hallándose los procedimientos para la 
expropiación regirlos por la ley 189 en virtud de haberlo asá 
consignado ex ilesamente la ley 8854 que autorizo la presente 
expropiación de bienes en la Capital, aquélla reviste como ésta 
carácter local y rio puede su interpretación y aplicación autor i- 
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zar «I recurso extraordinario a su respecto. (Fallos: tomo 121, 
páginas 409 > 413; tomo 121, ¡rág. 103). 

En mérito ile estes consideraciones, se confirma la senten- 
cia apelada en la parte que lia podido ser materia del reciirsr., 
Notifiques*, repóngase el pajie! y devuélvanse. 

A. Herminio. — J. Fn¡rKKo\ Al- 
corta. — Roberto RepetTo. — 
r. guido i. avalle. 



José iioldi» cu autos con José l'teyics. sóbre falsifkacum tic 
marca. Recurso de ¡techo. 

Sumario: N*o importa una cuestión federal que pudiera traerse 
a la Corte Suprema en virtud de la ablación que autorizan 
los arts, 14 de la ley 48 y 6* de la 4055, la alegación formu- 
lada l>or el recurrente en el memorial pnKlucklo en segunda 
instancia, (extemporáneamente. por otra parte), de que al 
no tomar en cuenta el tribunal a ano la defensa de la nuli- 
dad de la marca del querellante, ha afectado la interpreta- 
ción de la ley 3975 y las garantías que ella acuerda. 

Caso : f ji explican las piezas siguientes ; 



AUTO OK I.A l'ÁMAKA EEUEKAL 

Buenos Aires, Am.sin 10 rir IV27. 

Autos y Vistos : 

No encontrándose el presente caso comprendido dentro de 
los enumerados en el art. 14 de la ky 48 y su correlativo al art 
6» de la ley 4055. no ha lugar al recurso extraordinario Ínter- 
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plirMo ]>ara attfr h Cañe 
/. P. f.umi. — 



— T. _fcí»_ — ir. JL Jft 



tone 



I -ii b t|uereUa 
sé <Kil«lín. pur míratriún al 
v\ qurrrikuk» fué cotrirnaA» ono& 
*le arresto y cien peso* Hr 
«fa |j»r rrailurión dt h C 

El defensor .Ir t.ife. 
mortal presentad» 
niercio cHemoamttoxina». 
tra fltcha rt-soluttóa ri rcrar» 
d art. U .3t- la k v X 4?i. y arí * * 
denegado por amo dr fs. P* t» r o» 
dklo dentro <k- fc» nmnrTriw ert 1 

Kn mi ¿emir, b muñí 
•tailo no es Instame ¡ora 
como |t> pretende la |ortr 
ik-fcnsor rm.iv« m e! 
nirs.i ile hecím. trm* h 
teria de otro juicit» <|tftr drfcr 
vil. y que. según manifiesta, ha 
do Federal a can;.. del dwiur K. S. 
trado el llamad» a pnonanc ra b 

Por eflo, j ni siend» 
•leticia invocada fM ir ri aprime. p¿.b. a V fL 
im|trocriÍmtr rt presente ^tma 
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FALLO UK LA CORTK SCPRKMA 

Bui ik»s A iri s. IKcfembrt 7 de l«7. 

Autos y Vistos: 
Considerando ; 

*Jiw el apelante funda su derecho a ser oído en el recurso 
extraordinario, en | a circunstancia de que habiendo él planteado 
en el memorial producido cu 2» instancia, la cuestión de nulidad 
de la marca del querellante, el tribunal respectivo no ha tomado 
en cuerna «lidia de tensa, omisión que afecta la interpretación de 
la ley m5 y de las garantías qué ella acuerda ede Lis que se dcs- 
I>rende que el que utiliza una marca obtenida con violación de 
sus disposiciones queda exento de toda responsabilidad criminal» 
skuación en que podía hallarse.el querellado, si la Cámara no 
hulncra incurrido en aquella omisión ilegal. 

Qik ajiarte de r|ue esta alegación no ¡mpqrta una cuestión 
federal que pudiera traerse a la Corte en virtud de la ablación 
que legislan los artículos 14 de la ley 48 v <V de la 4055. sino 
un fundamento aparente para deducir la nulidad de la sentencia 
por vicios de forma, aquella se ha introducido inoportunamen- 
te, terminado ya el debate judicial de acusación y defensa y sin 
que tenga una relación directa e inmediata con la validez de los 
artículos invocados fie la ley 3975. que no han sido materia de 
h causa, ya qtte el recurso extraordinario responde al propósi- 
to de impedir que se dé a las leyes especiales del Congreso una 
imer|if*tación restringida que las deje sin efecto o desvirtúe su 
alcance (art. 15, ley 48, fallos: tomo 132, pág. 124). 

Por esto y atento b dictaminado por el señor I 'rocurador Ce 
«eral a fs. 18. declárase improcedente la queja interpuesta. No- 
tifíquese. repóngase el |«pcl y archívese, devolviéndose los autos 



1-ALLÜS DE LA CORTE SUPREMA 



venidos por vía de informe al tribunal de procedencia con uans- 
cripósin de la presente y «leí referido dictamen. 

A. Bermejo. - - J. Ficueroa \i- 
cohta. -- Roberto Repetto. ~ 
R. Guido Lavaele. 



l-.xhorto del Ministro de Relaciones lixterfores, acompañando ia 
documentación ron que la Rcai Embajada de Italia, solici- 
ta la extradición de Leonardo CpStüttSo y Antonio (¡entile. 

Sumaría : Cuándo la documentación con que se funuali/.a un pe- 
dido de extradición es introducida por conducto del Minis- 
terio de Relacione* Exteriores y elevada ]>or ésle a la jus- 
ticia competente, ésta delic tenerla por auténtica sin más 
requisitos. 

Caso : Lo explican tas piesas siguientes: 

SENTKMCIA DEL J ( EZ KEDKKAt. 

Rosario, ¡m M tk IW. 
Sí V iste s: El presente pedido de extradición y 

Considerando : 

l v Que la Kmbijada de ftaüa, a nombre de su gobierno, ha 
solicitado la extradición de los súfiditos italianos Leonardo Cos- 
tando y Antonio Gentile. acusados de los delitos de asociación 
para delinquir y homicidio premeditado, remitiendo los recau- 
dos necesarios que obran de fs. 13 a 44 de estos autos. 
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* Q« e N docn.nc.itns acomunados son los que ^ deter- 
minan en el art. 12 de ta convención ríe extradición celebrada 
con el gobierno reclamante en fecha 10 de Junio de 1836 y se 
encuentran autenticados p,,r las autoridades del [jais de origen 
y han sido remitidos a nuestro gobierno |*>r la via diplomática 
de acuerdo con la citada disjxísieión, 

3* Que por esta última circunstancia los referidos docu- 
mentos pm de todos los caracteres de autenticidad y se hace 
innecesaria su legalización por los agentes consulares, dada la 
intervención que en ellas tiene el señor Ministro de Relaciones 
Exteriores fie la República. 

4" Une contrariamente a lo afirmado por el sefior defensor 
de los acusados. la jurisprudencia ríe la Suprema Corte de Jus- 
ticia es uniforme en el sentido indicado en el anterior conside- 
rando (véase tomo 35, pág. 21 : tomo 131, pág. 1S7; tomo 10H. 
pagina 661 ). 

5" Que se ha tomado declaración a los imputados y se ha 
constatado su identidad i«?rsonal. siendo, por otra parte, los de- 
litos de que se les acusa de los enunciados en el art. fj> del men- 
cionado tratado y. en consecuencia, procedente la extradición 
que se solícita. 

Por estos fundamentos y no obstante lo dictaminado por el 
señor Procurador Fiscal, se resuelve: acordar la extradición de 
Leonardo Costando y Antonio Gentile, solicitada por la Emba- 
jada de Italia. Póngase a los imputados a disposición del Poder 
Ejecutivo de la Nación y remítanse origínales estas actuaciones 
al Exento, sefior Ministro de Relaciones Exteriores, con nota de 
estilo, a los efectos pertinente.*, una vez ejecutoriado el prc- 

y notifíquese. 

Benigno T. Martines. 



KAM.OS Di: J.A COKTE BI.TKKMA 



.SENTKXCIA llK LA CAMARA FKntiKAl. 

Itosarin, Ann,lu _'_» de im. 

\ istos li*s autos: Exhorto d¿| señor Ministro de Relaciones 
Exteriores y Culto (juicio; Leonardo Costanzo y Antonio (ien- 
lífi-. solicita detención provisoria). 

I'or los fundamentos consignados cu el auto recurrido; pul- 
lo «jiie resulta de la nota de autenticación puesta ta dorso de las 
copias de ís. 34 a fs. 41, y por la jurisprudencia sentada [Kir la 
Suprema Corte en sus fallos: tomo 102, 334, tonto 131, 
pág. 1S5 y tomo 10K, pág 151. se confinua la resolución alta- 
da (le fs. 51. acordando la extradición. Xolifíqucse y devuél- 
vase. — José .1/. ¡'¡erro (en disidencia). — Luis V. González. 
■ ( 'orlos M. Atffa. 



junÁMCN- mu PH0GURAO0K (¡ENKKAI. 

Buenos Atrrs, Ocluid 7 <k- 1927. 

Suprema Corte; 

Los recursos interpuestos [tur el defensor de los requeridos 
Leonardo Costanzo y Antonio fíentile, encuadran dentro de tns 
disposiciones legales invocadas en el escrito de fs. 67 y art. 23, 
primer apartado, de la ley X* 1612. 

lista ley {art. 12), establece que todo pedido de extradición 
dette introducirse por la vía diplomática, al que se adjuntará la 
documentación es]>ee¡íicada en los tres incisos (pie contiene, y la 
jurisprudencia sentada |>or V; fe admite que, introducido un 
|K'didn de esta naturaleza en las condiciones expresadas, no caite 
ni del te uliscrvarse la autenticidad de dicha documentación, to- 
nm 108, pá£. 151 y tonm 131, pág KS7 de sus fallos, siendo. 
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i^fc tm* mmm m im^máé* m ios mnm coll . 

constancias de este cx, ÍC cli«„e demuestran efe un, 
«ra frente qjj se ha cumplido Cün lo *K detona el ar, 
¿ de Ja convene,,,,! sobre exigió., existente enlre la R . 
bk^ Argemma y e! Reino de Italia, celebrada a,» fecha 16 

> nulidad traídos a conocimiento de V. K, 

En mentó de estas consideraciones y dada SU manifiesta 
'".pn.edencm. pKlo a V. K. se sirv:i r , dl¡l7;tr)( , s . confirmando 
en condene», Ja sentencia de la Excma. Cámara de Apela-' 

• Melada cu primera instancia. 

Horado R. f.arrcfa. 



FALLO IíF. LA f OKTK SL'PKlíMA 

líueiios Aires. Diciembre 7 de l f J?7 

Vistos : 

Considerando : 

Que el presente pedido d, extradición se iia formalixado 
por la vía diplomática, como resulta, con evidencia, de la nota 
<Ic fs. 1.1. en la cual la Real Emkijada de Italia hace la corres- 
lK.nd.ente requisitoria aconumuando la documentación relativa 
al casa. 

Que la jurisprudencia constante de esta Corte ha resuelto 
que cuando dicha documentación es introducida por conducto del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y elevada ]W r éste a la Jus- 
tina enmante ésta debe tenerla por auténtica, sin más requi- 
sitos, pues aquella se encuentra al amjwro de la fe que le pres- 
tan. dol.lemrnu-, el Ministro extranjero que solicita la extradición 



FALLOS DE Un CORTK SUPREMA 



y el Mini-tro de Relaciones Kxirnorcs ipte le dá curso (Fallos: 
tumo 35, pág. ¿19: tumi) 1US. pág. 151 ; tomo 131, pág. 187). 

One cu la misma condición se encuentran las traducciones, 
remitidas p>r aqueí ministerio, no siendo necesario, por tanto, 
la certificación de los traductores u otra nueva diligencia judi- 
cial a ese respeetn. 

I'«>r tsli», y los fundamentos de la sentencia de hijas cin- 
cuenta y una se confirma la sentencia tic tojas U2. Xotiíiuucse. 
y devuélvanse estos autos a los efectos del art, 65 u del ( lig<i 
de Procedimientos en lo Criminal 

A. IÍF.k m kjo. — J. Fu;ri:noA Al- 
corta. — Roberto Rri-etto. — 
lí. Cuino I.WAM.ií, 



Sociedad anónima *Qnebracholes fusionados*, centra pl capitán, 
armadores y dueños de! vapor nacional «¡Aguila*: sobre in- 
demnhación de daños y perjuicios. 

Sumario: Nn procede el recurso extrnordinr.rio del artículo 
14. ley 48. fundado únicamente en que el tribunal apelado 
ha aplicado disposiciones legales que a juicio del recurrente 
tío habían entrado cu vigencia, por no haher sido promul- 
gadas ni publicadas ii|wirtunaineiitc, ni licuados los requisitos 
mié al respecto prcsenlie el Código Civil. (Cuestión de he- 
cho y ilc [trucha referente a la fecha en que empezaron a 
regir aquéllas). 

2* Incorporada de hecho al Código de Comercio |>or la 
ley 11.1-Í2 la Convención de Hrusclas. su interpretación no 
da luyar al recurso extraordinario. 

3* Kl principio de la no petroactividad de las leyes 
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sólo | mcde .ser materia de) recurso extraordinario cuando 
la aplicación de la ley nueva prive al habitante de la Na- 
ción de algún dereciio patrimonial adquirido >■ reconocido 
por la autoridad judicial, en cuyo caso aquel principio se 
confunde con la garantía relativa a la inviolabilidad de la 
propiedad consagrada por el art. 17 de la Constitución. 

4" La declaración constitucional de que nadie puede 
.ser privado de su propiedad, sino en virtud de sentencia 
fundada en ley, da recurso para ante la Corte Suprema en 
los casos extraordinarios de sentencias arbitrarias, despro- 
vistas de todo apoyo legal, fundadas tan sólo cu la volun- 
tad de los jueces, y no cuando haya, simplemente, interpre- 
tación errónea de las leyes, a juicio de los litigantes. 

Caso: explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DES, PROCURADOR OKNKRAL 

Buenos Aires. Julio IS de 1926. 

Suprema Corte; 

El recurso extraordinario de apelación que, fundado en el 
art. 14 de la ley 48, ha sido interpuesto y concedido al capitán 
del vapor nacional «Aguila*, en el juicio que ante el Juzgado 
Federal de la Capital de la Nación le siguió la sociedad anónima 
«Ouebraebales Fusionados* es, en mi opinión, improcedente. 

En efecto, el fundamento del mismo, según se desprende 
de los escritos de fs. 130 y 139, consiste únicamente, en la apli- 
cación que el tribunal apelado ha hecho de disposiciones legales 
que, en concepto del recurrente, no habían entrado aún en vi- 
gencia por no haber sido promulgadas ni publicadas oportuna- 
mente, ni llenados los requisitos que, al rcsjiecto, prescrifte el 
Código Civil. 
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(."tuno se ve. se trata de m. i cuestión de hedm y de pruel.;i 
referente a la fecha en <|iie empezaron a regir las cíisi>osiciones 
legales aludidas y. en todo caso, de Una fcUeStíSll de derecho co- 
mún relativa a la interpretación y aplicación del Código Civil en 
cuanto legisla sohrc la materia. (Art. V> y siguientes del misino 
Código). 

lak-s cuestiones no pueden ser reviradas por Y. |<;. en él 
recurso irítíípcáto (art. 15 de ta ley 4$). siendo por ello, ino- 
ficioso entrar a ¡.rmiuiidarse sohre las cuestiones Federales |: 
ui- .vidas o .ii |H,ster¡ ( iridad ;i f ;i *entcncia arlada, va que ésta 
COnífeíié fundamentos de Ujsép y .le derecho común suficientes 
para sustentarla, con presdiidcneia fie las referida* cuestiones 
federales. 

í >]>'""■ ]""' fono* <pie el presente recurso (ta sido mal éotl- 

cedido. 

/lonrrhi A\ f.arnh). 



PALLO OI. LA CORTE St TREMA 

Buenos .\¡r, , hi.iVmbrc ? <k- |'/_T. 

VtstOS ; 

Por lo- fundamento- aducidos por cj Señor Procurador Ge- 
neral tu .ti dictamen de fe [52 y considerando además; 

(Juc si bieil es cierto que en la semencia apelada se han 
aplicado realas establecidas en un natadn internacional fart. f." 
t onvencion de Uruselasi, éstas fueron incorporadas de hedió al 
Código (le Comercio ptír la | IV aprobatoria respectiva, líMÚ, 
si.'iidn dicho código d , jU e en definitiva ha interpretado d tri- 
i'tiiial. ¡«ira. resolver el caso, hallándose éste. ]«ir lanío, fuera 
dd aléame riel recurso interpuesto. ( |.ey 48, art. Í$). 

Qite aÚti ettartító el principio de un rcimarlividad de las 
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u rnr solo cuando Ta ^lícación de ¡a ley nueva prive «ihabi- 
i-me djj ^ n (|mvhn li:ilrjini>ni;i| 1 ¿ " 

reconond» ,K,r (a ^ L>1 , Cl)vn c;tsn ; > 

nía ^ d : ' rt 17 * 1:1 t-nsH t „e¡ñn. no 

Alándose el apelante en se.nejan.es condiciones fe ¿ , ;t 
I-rr-seute causa. (faj|^ tt)|llf) U7 ^ ^ tó 

Que esta Corle )|lK , , ;i cIwhraci|Vll Cn()StlÍM ^ 

| une nad.e p^j ser pHvad, de fi propiedad, sino «¡ & 
1 * -"tenca tuneada eu lev. ,1a fo* ;i ,¿ ^ 

m.s.a> di b* apoyo ¡c.,,1, fn.ula.l.s tan sólo en la vnlun- 
» g J'««s. v un ckuhIo h,va, simplemente, ¡nterpreta- 

v ■ . , ' IKKh:i ******* ™ la necesidad de re- 
<» fallos de todo. |,>s tribunales de ,„da la kepúUiea en 
de causas, asumiendo una jurisdicción más :(mpli , 

' ' 3 P 6 (,c 1:1 % « «m»» ftft&fe en el caso si el 
ÍUG p te ude ptamear a ^.eriori. la pane rccurrcmc. m* 

|W estos fundándoos y no tratándose de ca.se te, ,,„„_ 
£"* ^ !* « «d concedió, 

m sellado en la (amara ile origen. 

A. Hl-KMt:.io. „ J, Pubuwbw Áfc, 
R- firmo I.avai.u;. S 
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Don Alfredo l'atHpa coiitn, los señores Dates y Iltutl. sohre (fe- 
fraudáeión mf minera. 

Sumario : No procede ej recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48, contra una sentencia de una Cámara Federal, que 
expresamente admite y reconoce la continencia de la jus- 
ticia nacional ¡rara conocer sobre una denuncia por defrau- 
dación a la renta de Aduana, una vez practicado j>or la 
Aduana el sumario administrativo que la misma sentencia 
requiere. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Buenos Aires, Diciembre 12 de 1927 

Autos y Vistos : 
GomiderattdQ i 

Que la sentencia de la Cámara Federal de La l'lata inter- 
pretando los artículos 1034 de las Ordenanzas de Aduana y 75 
rk I» ley 11.281, con el fin de resolver si la presente denuncia 
sobre defraudación a ta renta de Aduana, traída directamente 
ante !a justicia federal, ha debido ser formulada previamente an- 
te la Inspección General de Aduanas y resguardos, después de 
declarar «que aunque el conocimiento de esta causa corresponde 
a la justicia nacional, el denunciante no puede excusarse de pre- 
sentarse donde la ley le manda ocurrir», ha resuelto «desestimar, 
(xir ahora, la denuncia y mandar (pie el denunciante ocurra don- 
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Qlfc esta semencia contra la cual se ha deducido recudo 
<*¡Stfmm «o priva, definitivamente, al ^ de nin 
f" ,1,J , ,k ' íf ^<"'"c¡d us por lo, artículos 100 dé ta 

AZr7 , ', int ' ,Sn m * ^ 4S y lQM * & <^™s de 

. rt' s ^ a<i,,,ítc >- rct °»°" 5¡s¿ 

.«miitnslralivn (( tte la propia sentencia requiere. 

timl ^VVf*; V ik *®émm con lo dispuesto por el ar- 
culo H de ta ,ey 4*. se declara mal concedido el recursn ir, 
terpuesto a fs. 7H. Notifícese y devuélvanse. 

A. HlCRVlKJO. - J. FlGUKROA Af.- 
CORTA. — NuHKKTO RePETTO. — 

M. Laurejícema. 



Guardian Assunmce Comjxuty Limited contra el Gobierna Xa 
cwtutt, por repetición de sumas de dinero. 

Su»u,ri<> : iv M poder judicial no compete pronunciarse sobre la 
riicnc» o meficacia de las leyes bajo su concepto puramen- 
c económico o financiero, apreciando si éstas pueden ser 
iK wficas o perjudiciales |iara el país. ^ 

2--' La facultad del Congreso Nacional para crear 
trilmcioues no tiene otra limitación que la impuesta por 
misma Carta Fundamental que se la ha delegado como 
desprendimiento de la solieranía, y («ra crear las rentas ne- 
cesarias a la vida de la Nación. 

3" En la duda sobre la validez de un impuesto del* es- 
tarse por su legalidad, y que la injusticia, los inconvenien- 
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tes o la talla de polrífcá tic las leyes clel Éstswlüj rtO cons- 
tituyen necesariamente una dbjecián a su valide?, constitu- 
cional, 

4' Kl |>ni¡H»s¡]ii de la ley 11.232 sobre primas a> los se- 
ynros, éS gravar las utilidades que están destinadas a salir 
del pais para distribuirlas en forma de dividendo cutre ca- 
pitales fiel extranjero; y cuando dicha ley habla de capital 
inscripto no radicado en el país, se ha referido, no a la im- 
plantación o empleo de oso* capitales en el extranjero, sino 
a Ins tjiie han sido stiscri|>ios y formados fuera de la repú- 
blica a Hont.lé van también las utilidades a re|iarlirse. 

5" 1.a garantía consagrada por el art. ló de l;t CbhS> 
lituciñu al estahlecer la igualdad como liase del impuesto, un 
erni-titmc una regla absoluta que obligue al legislador ;1 
cerrar los ojo, ante la diver-idad de circunstancias, condi- 
ciones o diferencias qué pneilati presentarse a su considera- 
v.ición : lo qiie estatuye aquella regla es la obligación de ¡gua- 
lar a todas las personas o instituciones afectada.- por un 
impuesto, dentro de !;i categoría, grupo o clasificación que 
le farresfwjnda, evitando distinciones arbitrarias, inspiradas 
in propósito* manifiestos de hostilidad contra determinadas 
clases o personas; como lo ha enseñarlo ta doctrina y la ju- 
risprudencia. 

<>• f.a prouvción que ofrece la ( "imstitución al extrañ- 
ar, y al capital e\iranjero. igualándolos al argentino en 
su- derechos, si* refiere a los elementos que habitan en el 
l<ats i. que - itieorporaJi realmente a su vida económica. 

7- l.a disiiiición entre compañías ile seguros con capi- 
tal y dirección radicados o no en el país, no vulnera la igual- 
dad ile' la Constitución reelecto de impuestos, toda vez que 
la residencia, la radicación y sus consecuencias directas, son 
suficientes para marcar diferencias de carácter económico 
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jj f*^* i' """l™" cnrreKrx.n.k- a! Congreso cvclu- 
MM^fc ^ vinud dfe sus ahns facnl.advs. 

CYw»: U, explican las piezas siguientes; 



skxtiíncia ki;i. h i:z i >:iii;r \ t . 

Buenos Aires, FéiPcro 2 r|c l'ii.í, 

« u n h ,,, A ia . tomiKlllv LimítwU C(|1 |;: ^ 
W» reprticioíi ríe Mimas pagadas, del que resulta: 

^nc^ ftítt! 6« 30 de Septiembre de 1*A?4 sé ,„,.„,„;, 

E 

J-n i,s wmtofa kechos v ^sideraciones: a, U ¿fifed adora 

;i'r^; , ; i v ,du,,,a ? « i k 

«I- el ,n. IX de I, k-v 1 1.252 fija a las compañías nacionales ,¿ 
! f«W^P*í I») Semejante imputo diferencial es vi'la- 
■-■no de la garantía constitucional que estaMcce que la igualdad 
* a |asc de nnpuesu,; c) Ks ¡ncueslionakle que el capital v la 
■KUvulad oconales debep ser fumemos y ,Legid^ v ,U1, 
rX, « ,rS 7 l 1 t ' íif ' Íml n,K,a en el ,,ns „ 

ni Cl mdas las «aramias que sean necesarias. eÉÉd^t^ n ,n- 

PEini ¡,!lro,,l,inV " 1 <k ' íl 'I»-Hbs « cxíukmkI,^ aramias 
mmifef y morales; perc una vcx olvidas éstas, v admitidas 
las |H-rs.,nas o las a m .raciones respectivas, radicadas en el 
]K "* ? , . i,m « v,n ' * s,ls reamando una función ¡jf&jj ¿ffif. 

«a^w») y ;t..y mmm% ~ m v * mtrimhm « ¡«ato „¡ 5j¿ 

™¡ Stííl " ^«Míítes a un régimen (U distinto El ré- 
gímen f.seal. cor, respecto a primas enes incorporarlos a la 
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actividad del \m\a, no puede ni (lela 1 servir como medida de pro- 
tección diferencial entre unos y oíros: (I) L&s compañías de sr- 
guros extranjeras radicadas en el |>aís realizan con las naciona- 
les una función concurrente de colaboración necesaria. Kl se- 
guro moderno no eslá limitado a la sola comp-iñía que asegura ; 
pues e) reaseguro es hoy tina función normal y se diluye al in- 
finito. Son las com|Kin¡as extranjeras, con fondos de reserva 
extraordinarios, quienes [Hieden llenar en su totalidad la fun- 
ción esencial del reaseguro; e) lis indudable que estas compa- 
ñías tratan de realizar un negocio y olitener ganancia* para sí ; 
pero lo liacen dentro de límites justos, con interés para el pais, 
a cuya prosperidad pretenden contribuir Retribuyen int eligen te- 
mente Jos beneficios que obtienen, ¡mes fuera de los siniestros 
que pagan, de la seguridad que ofrecen y del ahorro (¡tic fomen- 
tan, colocan gran parte de sus fondos en til tilos y en propiedades 
nacionales; sólo 24 coiiq>auias del grupo británico tienen inverti- 
dos en la licpúhlíca más de 105 millones de pesos. Si por todos 
estos beneficios, una parte de las primas va a los accionistas en 
el extranjero, ello no significa sinó el pagn justo de un servicio 
realizado, Además la situación de desigualdad afecta en este 
caso la regla de reciprocidad que nuestros tratados, leyes y 1«>- 
lilica comercial han establecido y exigido; ninguno de los países 
a que [>crtencccn las compañías extranjeras tienen en vigor un 
régimen fiscal que haga distinción entre com[\iñias extranjeras 
y nacionales; f ¡ Ijl diferencia entre conqtamas nacionales y ex- 
tranjeras establecida por la ley 11.252, al crear un impuesto 
desigua! no |w»r razón de «altor de la cosa o materia imponible, 
sino ¡xtr razón únicamente de ta nacionalidad de la persona (mo- 
ral ) que realiza el acto, significa una transgresión del art. IT» 
de la Constitución que dice que «la igualdad es la liase del im- 
puesto y ile las cargas publicas», principio reafirmado y acla- 
rado ¡inpUdtamente en el sentido de la pro|*ircionaltdad en el 
art. 4. liste principio de igualdad n uniformidad en el impues- 
to, como condición de su legalidad en el sentido constitucional, 
está admitido sin discrepancia |>or la doctrina y jurisprudencia 
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norteamericanas; gj l>csj»ués tic citar diversos antecedentes ju- 
risprudenciales, tanto nacionales ionio extranjeros y de invocar 
también el precepto del art. 20 de la Constitución, el 25 y 67 
inciso ir>, así como también los arts. 2S7, 528 v 529 ijd Código 
de Comercio, termina pWm$iJ se condene a la Xaeión a devol- 
ver la* suma reclamada, con costas. 

Segundo: (Jue acreditado el fuero, se dio traslado de la de- 
manda, siendo ella contestada a fs. .11 por el Procurador Fis- 
cal de tumo. quien, después de destacar la importancia general 
del mm§ no obstante su concreción en el sub judn c a un a pe- 
queña suma de dinero. o|H,ne la incniupetcnda de jurisdicción, 
por Do tefier obteiñdo la aetora venia del Congreso, pues la de- 
manda no está dirigida contra la Nación en su carácter de per- 
son» jurídica, sino ctSfcio j«>dcr administrador, sin que algunos 
casos de jurisprudencia existentes puedan modificar a(jue| con- 
cepto que se Usa en principios incontrovertibles atinentes a la 
soberanía del Estado, l'or lo demás, el pago hecho por la actora 
no ba sido hecbo en aimpliiníento de sentencia judicial, de apre- 
mio o ejecutivo: de modo que no puede, ampararse en la decisión 
de la Corte Suprema interpretativa de los arts. 27S y .120 de la 
ley 50. Entrando después al fondo de la cuestión, dice: Que 
lio hay isira qué entrar a hacer disquisiciones doctrinarias sobre 
la nacionalidad de las sociedades anónimas de seguros, pues la 
ley sólo se ocupa de las compañías con dirección y capital ins- 
cripto no radicado en el (kús. Se confunde en la demanda ta dis- 
tinta situación que corresponde a capitales y capitalistas extran- 
jeros, pretendiéndose que las garantías y favores acordados por 
la Constitución al capitalista extranjero cuando está localizado 
como habitante del país, corresponden también al capital extran- 
jero, esté o no localizado. Si el capital es extranjero, es decir, 
formado y existente fuera del país, no existen garantías efica- 
ces por sus operaciones, desde que el supuesto capital no cons- 
tituye capital efectivo, localizado, sino jiotencía eventual de cré- 
dito. \*o radicándose el capitalista, pues, ni existiendo capital ntt- 
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literario en el íxiis, lo que actúa es úna entidad ficticia, que es- 
pecula sin cuerpo real, de naturaleza usuraria y perjudicial a los 
intereses comerciales y fiscales del país donde opera. Si el ca- 
pital y el capitalista residen en país extranjero, hay una posi- 
tiva diferencia legal entre su situación y la que corres¡Kinde a 
los capitales nacionales o extranjeros localizados ; do modo que es 
perfectamente fundado el establecimiento por el Congreso de un 
distinto régimen iin|K>js¡tivn para cada una de esas categorías, sin 
que pueda tomarse por capital localizado el debito de garan- 
tía exigido por la ley de patentes a las coinjiañías extranjeras de 
seguros. Todo t ilo demuestra que no existe en el país nada que 
pueda llamarse «capital extranjero», en consecuencia, si una fir- 
ma, individual o colectiva, oiwra en una plaza sin arraigar ca- 
pital en dinero o en valores proporcioualmcntc a su giro, no hay 
capital ni hay capitalista. Se confunden dos cosas distintas: una 
mera operación de crédito con la atinencia de un capital «pu- 
no tiene realidad ni cuerpo económico en el sumid" de nuestras 
leyes nacionales. U compañía adora declara expresamente que 
es una sociedad extranjera, constituida y matriculada en Londres, 
con responsuliilklad limitada, siendo apoderado en el pais la 
casa «Mourc y Tudor», No existe información alguna referente 
a la radicación del capital y de las averiguaciones practicadas 
resulta que sólo existen radicados los $ 300.000 prescriptos por 
la ley de patentes. Ku consecuencia, la achira es una sociedad 
e xtranjera por su constitución, administración y sede social: y 
nicontráudntt- radicados fuera del país su dirección y capital 
inscripto, le corresponde íntegramente la obligación consignada 
en el art. 17 de la ley 11.252. Fl argumento de que toda ley fis- 
cal que iin|M.n K a a los extranjeros mayores impuestos que a los 
nacionales es violaloria d la garantía constitucional sería fun- 
dado si un se confundiera el capital localizado fhahitante) con 
il Capital ficticio, no localizado. La Constitución al enunciar pre- 
ceptos de atracción y estímulo al capiial e industrias extranjeros, 
no se ha referido a los que pueden especular gratuitamente, a 
crédito, sin a|»ortar capital efectivo a la plaza. Si se ¿otripara la 
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situación (te Jas mt&m extranjeras m | a de Ias ¿¡¿^ 
■ ««mi». c ly( ,s beneficios q^n en eI |iais . S(í verá la jiisaVK 

a )fí ,Mida<i cmwmm m &m de io* cápales j ^n^in' 

« que perteHI^n a nacionales b í**#JZ Us 2S 

gff* «WW » **f*P mm« capital™ 

raeros, su* q üé cxpnr(a|) ^ > - 

ten en d exterior y S e distribuyen, en parte, £ íórn. , - . 

dos a | acc,om S ,as que, casi exclusivamente. S 
e paí s , j 1 argumenta fundarlo en J a reciprocidíul de los tra- 

-l-iat-neute en L ((m . rc . 
c a Inglaterra, no existe ninguna cláusula sobre el ¿rticuhr 

tonas si* partes la demanda, con costas, 

Tercero: fue declarado el juicio de puro derecho * con- 
fino n„ nuevo ^slado a las partes; y hiendo si 
por aml™, aqus! quedó para sentencia definitiva. 

V Considerando : 

£ < >ue no obstante ¡gb® si(1(J Hlcsta Jy ¡ 
ur.sd.cc.on como defensa «enera., entrando el repre S£2 
a Nación a contestar la demanda. del*, por s„ índole, ser £ 
dfflda y resucita en primer término en (a sentencia. 

* Que es indudable que el concepto ríe la indemandabilidad 
M I- ado va ced,endo ca.la ve, más ante la necesidad de o ' 
os amelares no se vean abados en ¡a defensa de * def" 

I h SíSPff?** * esenciales 
la soltrama. tfa fue un «raí. ,>aso adelante, entre nosotros 
m esc sentido, k sanción de la ley 3952 que, al establee 32 £ 
ble personahdad de la Nación cuando está en juicio rr.ee,> , ó 
contra una cerrada interpretación judicial que L adX 
a<|udla solo comparecer ante los Tribunales como |Wl r,e 
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actor;* y nunca [«ra contestar una demanda promovida jKir un 
particular. I-a reciente jurisprudencia que declara innecesaria la 
venia legislativa |»ara demandar la devolución de impuestos pa- 
cidos liajo protesta, es acorde con aquella orientación y tiene 
un fundamento jurídico inconmovible. Si, pues, una persona eje- 
cutada judicialmente por ta Nación, puede repetir en juicio or- 
dinario la suma pagada, sin necesidad de venia, su color de que 
ha sido ai pie Ha la que acudió primero y espontáneamente a los 
Tribunales, ¿cómo hal>r;i dé exigirsele el engorroso requisito al 
que, sin es|X'rar la ejecución judicial, se avino a |sigar lo que se 
le exigía? Sería de todo punto injusto que resultara eximido 
de la necesidad de acudir previamente al Congreso, precisamcu 
te, el que no se dejó demandar, y verificó el desembolso, si bien 
dejando a salvo, mediante el protexto, sus derechos para repetir 
la suma ¡tagada. 

3" Quv en mérito de lo anteriormente expuesto, es impro- 
cedente, y asi se declara, la excc|jción de incompetencia: |«)r lo 
míe Corresponde, ahora, entrar al fondo de la cuestión. 

4'- 1 Que d derecho a obtener la devolución de la suma par 
gada por la actora o, mejor dicho, la improcedencia del cohro 
efectuado jior la Administración de Impuestos Internos, se fun- 
da concretamente en que al establecer la ley 11,252 un impues- 
to diferencial sobre la» prima» de (os seguros, según sean na- 
cionales o extranjeras las compañías que los efectúen, resultan 
afectadas las garantías constitucionales relacionadas con ta igual- 
dad ante la ley como liase del impuesto (art. 1G) y con el ejer- 
cicio por los extranjeros de su industria, comercio y profesión 
fart. 20). Se invocan concurrentemente en la demanda los ar- 
tículos 4. 25 y 67, incisos 2 y Irt. 

5'' Que la ley 11.252, señalada como contraria a los mencio- 
nados artículos dice en lo pertinente: «Artículo 17: las compa- 
ñía? de seguros de cualquier genero, cuya dirección o capital 
inscripto no estén radicados en el país, pagarán un impuesto de 
7 r í sobre las primas de los seguros que celebren . Artículo 18: 
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faft éOhipáÍTf^ de seguras, enya dirección v capital están radt- 
tlt<J,>S ™ cI «" impuesto de 1.40 '.'{ sobre I» „ r i- 

W9| de ^ S e s «r U5 m celebren...» IVetend, la actor, nuc es- 
í " i r ,atlu S '*" iíf ™ ««tes dffencia entre «compañías lia - 
uonales* y «compiñia* extranjera». No es asi, sin anta»- 

E* 77 ?í? fÍ " a,í,,aílW <Ju h ,e >' «» a co»»|Viñ« extrañ- 
ara pn.de benef.aarse de! meftor Encesto «é ptf el art. IX 
a U d.recuon y capnal csrán radicados en el pa£ Ha estado 
■n.tv ta» de los designio, del legislador fundamentar la dífe- 
mur.*™, del impuesto en j a Iul dnnal¡dad de la ompañia » w 

nacionales y cumpan,a* extranjeras, como erróneamente se sos- 
k.k. en la demanda forondo la lógica y torturando el anuncia- 
do de la ley. Lo único m fcfc w í¡w ^ ú¿¿¿¿¿ 
y se nubunen cap.talcs m el tfj* !o qiK tra<í iufíic:imctltc 
rejad.. la radicación también de la dirección de fea resistivas 
«Wtttt Lna compañía extranjera ^ y , 1:t (|c J¡ 
la TU" «, ha organ, z ado v tiene su sede en un país extranjero, 
c acuerdo con sns leyes, pnede formalizar sns actividades en la 
Repubhca radicando en eUa una dirección e introduciendo y 
m¡m¡* realmente en la misma el capital" indispensable para 
el descnvoiv.nn.nto de m fe» comerciales, todo esto con Sll - 
jcuon a las norma* atinentes de nuestra legislación *„ per- 
Ana Ttmm h coftipañia su carácter de «extranjera,, y su ¡„_ 
«n^aciun a la vida nacional se habría realizado en armonía 
-n los dcs.gn.os del a „. 25 de la Constitución, que con insnpc 
m¡ mg* atribuyó al aporte euro,™ - hombres, copí- 
ales, mtmwm - «"a función principalísima en el progreso 

t m,Kl ° Í|UC U " a ' Cy (JUC aquella mmtgra- 

con. creando un impuesto lasado en la calidad de «extranjero» 
«na a todas luces inconstitucional. En el concepto integral ¿ 
os constuuyentes ■ ( , lte surge de la concordancia de varios 
textos, cutral» de modo principal é intergiversable la radica- 
™ ma tena y efect.va del elemento europeo, «Los extranjeros 
*l art. %M$>m m el territorio de la Nación de uhIos 



FA1 LOS I»: LA CORTE SUPREMA 



lus derechos civiles del ciudadano ; pueden ejercer fcn el terri- 
torio, naturalmente), su industria, comercio, profesión. -.A «Kl 
Gobierno federal, expresa el art tí» antes recordado, fomenta- 
rá la inmigración eütópea y no iMidrá restringir, limitar ni gra- 
var con impuesio alguno la entrada en el terntorio argentino 
<l t 1.» extranjeros i|tic traigan \vn objeto labrar la tierra, me- 
jorar las industrias y ensenar las ciencias y las arus». Fácilmen- 
te se comprende que para realizar todas estas cosas entra como 
elementa esencial la venida y estabilización material en la Repú- 
blica tic lus hombres, del capital y de las iniciativas europeas : 
en cuyo caso. cualquier aetividad del capital extranjero en la 
■ nú iio si- advierta como característica inconfundible la efectiva 
radicación, lia de considerarse necesariamente al margen de 'í* 
protección COilSíiíÚ^Oinai. ÍWmie el punto de vista de los DSDftS- 
tiiuyentes no pudo ser otro míe el de la mayor ventaja <|ue pro- 
vendri;' para el país de la inc«>r¡ «ración a un medio social inci- 
pivnte di hombres nacidos en el seno tic una gran civilización ; 
de capitales cuya conscripción sólo es i>os¡bIe en |«íses de vieja 
y sólida estructura, de iniciativas que son el resultado de una 
larga experiencia. ¿ Cuál es, entre tanto, la situación de la com- 
pañía en este juicio? 

6? Que, según consta dé] testimonio agregado a t's. 1, la 
«Guardian Assuranee ( nm|tany Limited* es una sociedad anóni- 
ma constituida en Inglaterra \*>r instrumento otorgado en Lon- 
dres el 25 <le Mayo de 1K9.Í, de conformidad con las leyes in- 
glesas de íéfát a 1WX). La compañía constituyó su apoderado en 
Huenos Aires a Moorc y Tudor ixira «otorgar obligaciones con 
el propósito de llevar adelante los negocios de la compañía... 
hacer tales diligencias, , , firmar, sellar, ejecutar, otorgar póli- 
zas, recibos, contratos,., y cuanto más fuese necesario al me- 
jor desempeño. , ,« Tal es lo más substancial y saliente de las 
actividades de la actora en el jais, según se desprende del docu- 
mento agregado. Y ¿puede decirse con propiedad <jue la «Guar- 
dian Assuranee Coinpany Limited» se ha radicado en el pais. 
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«H* fe tetero capltaM? Dice a este respecto el eserm, de 
demanda: .Las empresas „ lüS c<11]) , rciímais 

aun ciando np inviertan á^rentatieiite .. efectivamente ca- 
pitales cu ei i*ís, r<> s moftw m t j soft, y ft0 ae tócar m 

my*m CM.mrr.al en él y cte tener ,»» felfa capitales e» « pafc 
Ut origen, ^ps ca¡»itaks pavita,, el solo hecho la activi- 
m mmm Mxt Ja economía nacional, ¡hgft ,p.e respOHiífef. 
aii^aiitíunfeú^ a esa. «MU lada acto de conu-Tcio cada 
"intrato realzado en el país, introduce «j capital que resfionde 
a tóe acto o contrata». A su ve* el representante de la Nació,, 
ementa: U firma rcpresc.maiva y el capital q«c a si mi,- 
& se atnlnne. son simples entidades extranjeras (j u, „o pu.de,, 
*t faunas eficaces por sus oraciones, desde que el supues- 
to eap.ud „o constituye capital efectiva, localizado, sino potfeW 
evmm de crédito. V. asi, no radicándose el capitalista, ni exis- 
tió capital nutnerico en el país, lo m actúa es una entidad 
Eiettcia, que especula sin Citerpp mi* m indis^nsahlc estal.le- 
«■r de qué lado está la verdad ¡ pofqitfe « el nefipeJb de la com- 
Pan-a añora se realiza sin llenar los fines que la Constitución 
K u ¡! ,íI,, . t " Wstó I«ra atraer y estimular el áporfe europen y 
Ja radaacon efectiva de sus eximentes, esto es. si sólo aquella 
se nenehea y „n nuedt» un saldo mil de ventajas gehefaíeirpá^ 
el pa.s. no pueden ¡uvocarse las aramias otorga* ,K>r los ar- 
tículos 20 y %% desde nue no se estaría en presencia ni de una 
tr#a puesta al libre ejercicio por un extranjero de su industria 
o cometan. ,„ de una restricción » jgamm a la entrada de ex- 
tranjeros p de su capital. U act„ra enumera, pretendiendo q«e 
son aetmdades similares a la suya, las que realizan las empre- 
sa* constructoras de ferr.K-arriles, cuales navegables, coloni/a- 
non etc.. como acreedoras a la protección í-uhei nativa y al abri- 
go de leyes que puedan trabar su desenvolvimiento, iji compa- 
ración no es pos,Ne. sin emkirjjo, romo resulta del simple entu- 
nado de una y otra actividad, l oa empresa constructora y ev- 
put^lora de ferrocarril enmiela por traer al ,«ús un capital 
efectivo 0t de inmediato se radica e incor|>ora n»aleriahn,nte al 
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medio económico, pues comienza por comprar tierras, construir 
edificios, hacer correr trenes, etc., lo r|ue significa emplear mu- 
chos miles cte obreros n los que paga un jornal que luego se gas- 
ta dando vi<ln ;il comercio interno; y si después, ya con explo- 
tación el negocio una vez cubiertos los gastos tic producción, se 
ha realizado una ganancia, ella sale del país «i función de in- 
tereses legítimos que ha de pagarse u los capitalinas del extran- 
jero; En el negocio de una compañía de serums, que opere co- 
mo la hace la acora, las cosas pasan a la inversa: ha comenza- 
do fM>r realizar contratos . cobrando \x>t anticipado la> cuota-* de 
las personas aseguradas, es decir, haciendo una rivoleoción de di- 
nero que no se inviene en construir edificios, ni e0 pagar sa- 
larios, ni en adquirir tierras, única forma de contribuir positiva- 
mente al progreso y bienestar general del pais. ya que el pago 
del seguro a un (articular damnificado |mr un siniestro mi en- 
traña un acto de interés colectivo. líecién cuando de1>e pagar una 
príma la compañía de-embolsa dinero, sin (pie para ello baya ne- 
cesitado acudir al capital que pueda tener en el ]>ais de su cons- 
titución, pues las sumas recolectadas en el pais, eu virtud de los 
contratos realizados, le jicrmilen hacer frente, normalmente, a 
los siniestros que ocurran. V cal* preguntar si es posible soste- 
ner que una entidad (pie realiza im giro comercial semejante, 
efectúa alguna 3e las actividades enumeradas en los aris. 20 y 
25 de la Constitución. ; Dónde está el aporte europeo? Ttxlu el 
esfuerzo de la actora para |>oncrIo de manifiesto es ineficaz, aun 
cuando resultara cierto el hecho insinuado y no proliado de que 
hay ciento cinco millones de jiesos invertidos por las coiu|*añias 
de seguros británicas en el p'iis ; pues eu el mejor de los supues- 
tos se trataría de dinero recolectado aqui mediante contratos de 
serums y no de capitales levantados en el extranjero e introdu- 
cidos y radicados en la República. 

7' 1 One no puede pretender la actora que la entidad que re- 
presenta tiene radicación material eu el territorio a los efectos 
del g<xv en el misino (le UmIos los derechos acordados al nativo. 
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Metras w se mcorporc ,U-niv ímin)l , a | BledÍ0j vivk , u|f , 
^ Pfl* Si es P ers„na física, b radicando su expresio,, 

«grfttón de leg.slaaon ^ ;t , de J 

fe sido creada C on,o «jtfttüfc al , f , ! , £ 
' a **** *Nflfcft| desde el de oríg 
tle ' «** W «í del ca,ma! ¿ traslada. 

W <Jl.c. por lo demás, la Curie Suprema (ft . Jllslich h , - 
va nna situación gqfife i lt s, ittf cional »g J ;i ffi £ \ * 
5 ?2*f !* ™ ««* Harás . i,^^ 

h«!:uies. ^ tomo ^ ^ 402,, qp cu fe js ' £ 

apodes de (as ^ ^¿¿^ 

■ ap t, |,s ,uc „« se han vinculado á] país v cnvns frutn no „ 
I «n obtendo dentro de él. Kl pn^sim de Jas leve, impositiva 
de que se trata » 'Xír.v » ""posniws 

, ,' . ,,. . } 65 í:^'"»»te perceptible; es 

K ra«r las nnhdadcs cjtte están destinadas a salir del p* p ara 

t n * f ™ £ #Í*«fc entre capitales de ex, 

a Ja esfera de acción de nuestro régimen tributario». 

<>' (¿iic el Condeso, dentro de su |K.testad para legidar en 

ZfmSuBí !* ^ ,,ic,ar ,a ky n¿ ra & 52 

" qi« 1« ha hecho. qilc no es, como erróneamente se sostiene 
? ' a fi?* Crrantl » ™ ""IH-csto a las sociedades nacuma 
d seguros y «uro a las extranjeras. sino .«sando ,a diferí 

aq«olla s . Ha podtdo hacerlo con el designio, seguramente de 
~ te radicación de candes, auncp, JL*. i'n 

Kcpnhhca m correr ningm,, de los riesgos one entraña la efec" 
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tiva movilización para traer a la misma el aporte curo¡>eo a 
que la Constitución >c refiere y quiere proteger. Nadie (nidria 
discutirle al Congreso el derecho que te asiste (jara arbitrar 
los medios que mejor consulten, a su juicio, la realización de 
los grandes fines de la Constitución, siempre, naturalmente, (¡tic 
ito se vulneren las garantías (¡lie la misma consagra. Y si, coino 
queda expresado, dé los términos de la ley 11.252 no resulta, 
ni rundió menos, que se haya establecido ditereneia entre com- 
pañías nacionales y extranjeras y si sulo entre dirección y eapi- 
tal radicados o no radicados. los artículos 20 y 25 no pueden ser 
invocados para obtener la devohicióu de la suma pagada en cmi- 
cejlto del impuesto del 7 % creado por el art. 17 ele aquélla. 

10* (Jtte en cuanto a que la incunsiiiucionalidad de la ley 
radique en (pie no existe la igualdad como base del impuesto es- 
tatuida por el art. 1(5 de la Constitución, sóln cabe recordar que 
el concepto de esa igualdad lia »¡do reducido por la Corte a sus 
verdaderas proporciones, esto es, declarando que la garantía cons- 
titucional 110 residía vulnerada cuando la situación creada ¡ior 
una ley sea uniforme ¡«ira textos los tjuc se encuentren en igual- 
dad de condiciones. Son innumerables Eos fallos que asi lo han 
resuelto, y. especialmente, el antes recordado del tomo 132. pági- 
na 4( )2. «La garantía consagrada, dice, ¡íor el art, 16 de la Cons- 
titución, en lo que a impuestos se refiere, no importa otra cosa 
que íni¡)edir distinciones arbitrarias, inspiradas en el propósito 
manifiesto de hostilidad contra determinadas ¡Kxsonas o clases. 
Xintmna de esas objeciones puede hacerse al impuesto materia 
de! pleito, ¡mes es uniforme para todas las sociedades cuya di- 
rección y capital se encuentren radicados fuera del ¡«lis y res- 
[Xítidc a una ■orientación de la política fiscal inspirada en razo- 
no de orden económico (pié descartan toda sospecha de arbitra- 
riedad, l'oco inquiría que !a sociedad adora debiera considerar- 
se nacional o extranjera con arreglo a las disposiciones del de- 
recho común vigente en la é¡n>ca de la sanción del impuesto, 
desd* qMC la facultad legislativa para establecer categorías "leu- 
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d»®ife pé a ín ^, tin¡ . 

* K '" a I- la ,ev». Si ¿ 

v capital ihi están radicada en , 
^*«*«> -jetas al n«>mo in^to ,1c 7 ¿ po 3 

> la A 11,..^ no es repujante a ta Constitución. 

11* Um- dada la ipoi^fa ,,,„. m m h m&fíi , f 
*J2fVN fetg» de Julio 27 de í<*>5, el ¿Mofe cr „ ¿X 

toSS » f^f^W* ' a Rüfóajfc a,, h, cual 

> n menú, junseonsult-s m » MlscriJia] no hnc , (1 ^ ^ 

< ^ e cunóla*» con la más elemental y corriente in.er.L 
tacton d- los textos ennstúucionales. Sé está en mwMb de 
M ev.dente pericipn de principios. pues, Jfi* ¡ ^ , 

1- de derechos Ízales a los nac.nales v .píe no se ¡« n ' 
-impuestos la nUrodttcción de capias extranjera, sólo ™ 
* t-r estah ecer si la compañía acora en este j, icio « ha 2£ 
MP mtradMr eapita.es. cosa que ttp res.dta de los amX 
toi | ra*onanncnt„s conunidos en los considerandos ante We 
H capna ht^ Hido ñnrodncido y radicado rea.me , . n o 
ta falta te ate del decreto para nhtencr la devolución ¿ , a 
«mía liagada S. el capital no ha sido introducido realmente ,5 

m.k< < «mjpany L.mued» v no favorecen su situación en él nleito 
<h cón co t íílli " : M a esta demg«, 

Clodomiro Zavalia. 
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SENTENCIA DE I.A CÁMARA FBUKKAL 

Bunios Aires, Mayo 17 i!c V)2it. 

Vistos y (.'uusidcrandO': 

En cuanto :i la conq>etencia fie la justicia federal para en- 
tender en el presente juicio: 

Por las consideraciones expuestas \>ur este tribunal en los 
taso-- *k* Demardii y Féríeyrá, Diciembre l w de 1922: Prigorí- 
íico Swift de La Plata, Abril 24 de 1925 y otros, se declara que 
no es necesaria la venia legislativa para dar curso a esta de- 
manda. 

En cuanto al recurso de apelación: Por sus fundamentos, 
-e confirma la sentencia altada de fs. 7.1. que nu hace lugar a 
la demanda instaurada |H>r la sociedad anónima «Guardián As- 
«¡urance Cbmpany Limited» contra el GoHiernó <Le la Nación, so- 
bre repetición de sumas pagadas, con costas. Repóngase las fo- 
jas en primera instancia. — T. Anas. — Marcelino Escotada, — 
7. P. Lana. — Jase Maná. 
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■ 

Buenos Aires, I »iciirroT>rv 1-' tk W27. 

Vistos: 

Resultando: *Juc en estos anuís la ¿Guardian Assurance 
Coiupany Liuited» demanda a la Nació» por re[>etición de la 
parte proporcional de la sunw de dos mil quinientos cincuenta 
pesos con odíenla y dos centavos moneda nacional, que lia |ki- 
gadu al fisco crt virtud de la ley N* 11.252, art. 17, por impuesto 
de 7 % sobre tas primas de lns seguros cobradas ]>or ella y en 
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cnanto s|p^a el lítto cinema m cien.o m , a f( ,, 
rth , 5 'S* 1 I^r Cl mismo .onccpio 

Jnd de Ja garanta constitucional que establece la igual- 

rinonl a l,s o.mpan.as ,1c «g^ cuyíI mm}6n 

cnpto no están radicas en el país, c „ cimillo ¿fe* ¡ Jjj 

m m ***m m ^ de ^ ^ ha ai^do, en s « 

« »** >■ ^ '« ifefelto razones: a) la\lis ¡nció 
SSe^ artÍC,,k * 17 y 18 ?« h * «« ^ivale R£ 

hos, par. SU .miK.sjuu.i entre nacionales y extranjeros va se tn 
* * 1~ fisicas o Jund^ reconocías; c lí ^ 
tíocur en el pata una compañía, cuya dirección y capitat „,«„„_ 
<> - estén rad.cados en él, no pueden ®m^mM* de - 
fl reo o sea & acedad comercial con un porcentaje mavor del 
q«e se ap!,ca a las comunas radicadas, sin violar la i K „akhd 

la ley impugnada afecta, eu este caso, la regla de recinroekhd 
que nuestros tratados. ,eyes y política han esíablecido 

Que, refutadas estas afirmaciones por el Ministerio Fiscal 
en sus .sernos de fs 41 y * la ^ - ggg 

í.dla la en • mstanca. recitándose | a demanda por los funda- 

' r tlC U - 7X <JUC ha sid0 ^tonada por | 

Cámara a fs. 127. cuya resolución viene traída a conocimiento 
de este Corte, en virtud del recurso extraordinario concedido a 



Y Considerando: 



# 



fjne antes de entrar al examen de las cuestiones q«e h Hth 
Plantea. conv,ene dejar ^«Mecido, reafirmando principios 
consagrado,, que al poder judicia! no compete pronunciarse m 
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bte la eficacia o ineficacia de las leyes liajo su concepto pura- 
mente económico ii financien». aprcciaiuJo si éstas pueden ser 
benéficas o perjudiciales jara el («ais. Y asi, en el caso; pres- 
cindirá esta Oirur exproíesoi de entrar en un caiii] h i merauienle 
especulativo, para aquilatar las ventajas o desventajas ipie re- 
pnsetua para la economía nacional él funcionamiento de las com- 
pañías ile seguros cttyb capital y dirección no están radicados. 
La Oírte debe limitarse a buscar solución a las cuestiones jurí- 
dicas ipie se han planteado, estableciendo la conformidad o dis- 
coiiformidad de las disposiciones legales impugnadas con los pre- 
ceptos y principios de la Constitución nacional. ( l : allos. tomo 
S>S, páfí. 20). 

One la facultad del Congreso Nacional para crear contribu- 
ciones nú tiene otra limitación míe la impuesta jnir la misma Car- 
ta Fundamental que se la ha delegado como un desprendimien- 
to de la suiierauia. y para crear las rentas necesarias a la vida 
de la Nación. Ks por esia razón que la única garantía contra un 
abuso n error de las leyes inquisitivas, en la mayoría de los casos 
es la responsabilidad mural de las legislaturas que las dictaron 
hacia los individuos que deben pagar las respectivas contribu- 
ciones, pues la acción de las Cortes di- justicia han de detenerse 
a menudo ante el poder lega! de aquéllas, ya que es un principio 
admitido que en la duda sobre la validez de un impuesto debe es- 
tarse ¡ior su legalidad y que la injusticia, (os inconvenientes o 
la falta 'le política de las leyes de listado, no constituyen necesa- 
riamente una objeción a su validez constitucional. Ver Cooley, 
Principios de derecho constitucional. Capitulo IV. Sec. I Fallos, 
tomo 147, pág. 40J. 

Une obedeciendo a semejantes principios, esta Corte lia con- 
siderado siempre, las causas de la naturaleza de la presente, con 
criterio exclusivamente constitucional, sometiendo las disposicio- 
nes impugnadas al contralor de las leyes fundamentales, que ri- 
gen el caso. Solo asi ha podido conservarse, en todo tiempo, la 
armonía de los poderes del estado ejerciendo t | Congreso, libre- 
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PWm la aun prerrogativa & dictar las leyes y p mmúó la G , r _ 
^Su,>r t ,„a contra el abuso de éstas. SU «nparo estricto y defi- 

Que el recurrente ha ^ten^p que la distinción hecha ¿r 
^ -,s. 1, y 18 de ,a ley ,,.252. entre combas ^Z 
cuya d.rcce.on y capital ittscripu, no estén radicados en 

íeruieu. a los efectos del mtpuesto. entre COtnpañias extran.c- 

t t r JT, - Cortón 

en m art 16, y de los propios que eil t .,la domínati respecto 

""" f ,a Xa ™" < a «- En ctóto al primer ar^ncnt 
clas,f IC ae,u, de las COtiipagia, de seguros hecba por la lev cóni 

h msnralu a de aquella edificación: el propósito d, estas 
fe* ha d,ch« la Corte aclarado el concepto g¡ tntraña 

rtsmn c^pamas con capital y dirección no radicado,. «s ¿4 
w las MM|i que están destinadas a salir del pais ttánS 
lr.hu.we en onna de dividendos entre capitales del extra» .ro» 

c f i'" £W* "° a ' a "''^ión o empleo de esos 

nnados fuera de la República a donde van también las utili- 
«ladcs a re,>art.rsc. . .» (Fallos, tomo 132, p%. 402). 

e art 1/ de la ley 11.252 hubieran empleado todo parte de su 
<apual dentro del territorio nacional, no escarrian l dicha «2 
t^na. a los efectos de la contribución que ¿ les exige, lo que 
Hace nuud c tnconduccn,e Unía discusión a ese respecto v Z 
r-1ac,on a la actora ya que ésta ha reconocido hallarse en fas 

condiciones de dicho m. \7. 
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l'or lo demás, el asunto tu» i> nuevo: fué planteado amplia- 
mente en i'l Congreso Xacional (Cámara ele Diputados) en las 
sesiones de Enero 4 y 5 de al discutirse el aumento del im- 
puesta de t|iii- >e trata, a 10 ',; en vez de 7. Entonces el dipula- 
do Harroctavcun objetó esta contribución luajo los mismos pun- 
tos di' vista que l> lia flecho el actor y con los mismos argumen- 
tos y citas, pero fué refutado por el diputado Mitre, quien de- 
mostró que el objeto del yravameu era, únicamente la salida de 
capitales fuera del país y el mismo líe. Harroetaveña dijo: «Asi 
¡jara el Gobierno que mandó d proyecto de impuestos internos 
no eran capitales radicattos en el país lus de las sociedades anó- 
nimas qtiL- habían establecido éú él lineas férreas, empresas de 
navegación, etc., porque las utilidades de esos capitales salían 
ile la República». Del* ;i y regirse que cualquiera sea la interpre- 
tación (|tie pueda darse al art. 17 discutido, ya sea atribuyéndole 
el significado que* le ha dado ota Corte en casos semejantes o 
suponiendo míe él se refiera solamente a las compañías no radi- 
cadas v qtwa no anptcau sus capitales en la República, el caso 
no varia para la adora y sus similares, pues, evidentemente el 
objeto de vitas no es funicular industria alguna nacional ni in- 
virrir sus capitales en el país, el cual soto es tomado como cam- 
iní fecundo de sus actividades comerciales. 

Que la garantía consagrada por el aft. Id de la Constitución 
ni establecer la igualdad cuino base del impuesto, no constituye 
una regla absoluta que obligue al legislador a cerrar tos ojos an- 
te la diversidad "le circunstancias, condiciones o diferencias, que 
puedan presentarse a su consideración: lo que estatuye aquella 
regla es la obligación de igualar a todas las personas o 
institttciónes afectadas |n>r un impuesto, dentro de la cate- 
goría, grupo <■ clasificación míe le corresponda, evitando dis- 
tinciones arbitrarias, inspiradas en propósitos manifiestos de tms- 
iilidad contra determinadas clases o personas, como lo ha ense- 
ñarlo la doctrina y la jurisprudencia, i Paltos^ totno 115. página 
MI; tomo MJ. ¡iáj«. 410). Kn cotisccuencia, un puede lacharse 
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de inconstitucional el art. 17 citado j>or haber establecido un im- 
puesto mayor a las camainas d« seguros cuya dirección y capi- 
tal inscripto no estén radicados en él |>aís, pnes dreha < lis, lición 
ha instituido una categoría especial dentro de una clase de so- 
ciedades, aplicándoles un |Kjrcentaje uniforme que es p-tra todas 
las comprendidas en la misma clasificación y que responde a 
«na orientación de ,>ol¡tica fiscal seria UMá en las ra*o,* s 
de orden económico que ya han sido cxpl icadas. 

Que sí art. 17 del caso, afecta intereses de compañías cx- 
traujeras es sólo cuando éstas no quieren incorporar su rique- 
za a la riqueza nacional y pretenden sustraer de ésta o del 
las ganancias realizadas en él. Pn r otra parte, se ha demostra- 
do en autos que la protección que ofrece la Constitución al ex- 
tranjero y al capital extranjero, igualándolos al argentino en 
sus derechos, se refiere a los elementos que ha hitan en el país o 
que se mc/u-poran realmente a su vida económica. No puede ne- 
garse el propósito que tuvo la Constitución de atraer la ^Na- 
ción del exterior para fomentar las pampas incultas v tola fa ri- 
queza encerrada en su lerriturio, ^ro sus ofrecimientos am- 
plios y generosos son para «los hombres del mundo que quie- 
ran habitar en el suelo argentino» a quienes brinda esa igualdad 
fraternal que proclama abiertamente el art. 20. Claro es que to- 
das las prerrogativas de aquel artículo amparan también a las 
personas jurídicas, en cualquier forma que se presenten en 
cnanto es posible y previas las formalidades legales, pero esto 
lia de entenderse, bajo las mismas condiciones que a las perso- 
iins físicas, es decir, siempre que se radiquen en el país: fuera 
de tL liarla ha garantido la Constitución a los extranjeros ni ■ 
pMm haberlo hecho |x>r falta de jurisdicción. 

En consecuencia, aún cuando se califique de extranjera l; t 
«tinardúm Assurance Company Limited», no podría reclama; 
la igualdad con respecto a las compiñias nacionales v en reía- 
con al impuesto discutido, ya que le falta la condición e,em-.'a| 
para esta igualdad: la radicación en el país. 

Tuede asegurarse, por tanto, que la distinción entrt m^m- 
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nías de seguros con capital y dirección radicados q nú en el ¡mis 
no vulnera la igualdad de la Constitución rcs|>ectn de impuestos, 
toda ve* lint la residencia, ta radicación y sus consecuencias di- 
rectas, son suficientes pira marcar diferencias de carácter eco- 
tu'nnícii cuya apreciación y adopción corresponde al Congreso ex- 
clusivamcntc en virtud de sus altas facultades, ya que no exis- 
tiendo realas fijas i»ara determinar las clases o categorías de con- 
tribuyentes; dentro de la relativa igualdad queda ello librado a 
sus respectivos poderes. 

íjue es igualmente equivocada la impugnación de la cpnsr 
titiicionalidad del impuesto ipie se estudia, fundada en que éste 
«grava la actividad comercial, el acto de comercio realizado den- 
tro del país, por una persona jurídica establecida en el mismo, 
con un impuesto mayor |*irqne esa persona jurídica es extranje- 
ra, que el que se impone a una compañía nacional aunque el 
acto sea idéntico en naturaleza y en valor». Admitido. como ya 
se Ita considerado, que el Congreso ha podido legalmente divi- 
dir las com|*añ¡as en categorías, a los efectos de la contribución 
que les corresponde, \ que no es arbitraria la clasificación según 
ellas tengan o no la dirección y capital radicados en el país, la 
objeción carne de valor desde que el sistema de itnposició:i es 
igual |«ra todas las cnuq tañías, lomándose como base «las pri- 
mas de los seguros (pie celebren», vanándose solamente, la tasa, 
mayor paira Ihs no radicadas, de acuerdo con la política fiscal 
adoptada en el caso: siendo, por tanto, igual dicha tasa (7 'i > 
para todas las entidades comprendidas dentro del art. 17 de la 
ley II .¿52. éste lia respetado la base de igualdad del art. líí de 
la Constitución. 

Conviene, además, tener presente jura contrarrestar el efec- 
to qiie produce la argumentación estudiada, que en la fecha en 
que la sociedad actora fué autorizada para establecer su agencia 
en In República (IfW/K aprobándose sus estatutos, el régimen 
fiscal existente, respecto a compañías idénticas a ella, era igual 
al de la ley que ha motivado esta demanda {la tasa del 10 ';. 
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ley \4Cy9, art, 3f), siendo evidente, por eso. f ( tic la «Guardian As- 
surance Companv Limita!», al incorijorar sus actividades co- 
merciales sin radicarse a las del jais, aceptó voluntariamente 
aquel régimen que un [e fué impuesto después de aquella aum- 
ri/aeióii, como si- desprendí- «leí escrito de demanda, lista par- 
ticularidad que agrega a [ a ley impugnada el prestigio de Ja an- 
tigüedad de su vigencia, aleja también la s»si>eelia de que la ac,- 
tora y sus similares puedan haber sido sorprendidas, después de 
s« establtciink'tm» en la República, con la imposición de una 
nueva e injusta gíbela. 

Que bajo el punto de vista de la reciprocidad internacional 
no se lia demostrado en autos que aquel principio, reglamenta- 
do en los tratados, haya sido infringido, con violación de reglas 
establecidas, por la disposición legal tachada de inconstitucional, 
í-os tratados citados para sostener que han sido violados i*>r el 
impuesto en la discusión parlamentaria recordada, establecen la 
siguiente liase, en distintas formas, que no tiene el pretendido 
alcance que se le da : «Los súlnlitos y ciudadanos de las dos par- 
tes contratantes, gozarán en sus respectivos dominios, de los 
mismos privilegios, franquicias y derechos como la nación más 
favorecida, etc.» Se trata siempre de Ja igualdad civil de los 
extranjeros incortjorados con los argentinos dentro del territorio 
de la Nación. 

Que esta Corte, lia tomado nota de la última sentencia del 
resjwctivo tribunal at (tiente a la materia de que se trata en ésta, 
publicada en la entrega de Diciembre 15 de 1926 de la «Advau- 
ce opiiuons». |xto no siendo aquella pronunciada en caso igual 
al de autos no corresponde, ni por vía de ilustración, su análisis 
o comentario. En aquel* caso de cHatiover Fire Insurance v. 
Patrick J. Carr», se trata de la interpretación de una ley pro- 
vincial (ti de estado), referente a las eomapñías dé seguros de 
otro estado, amitos autónomos. |*-ro dentro de la Nación, circuns- 
tancia que, por si sola, marca la disparidad de asuntos entre 
aquel y el presente. 
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JW otos fundamentos, los concón Imites ríe la sentencia 
de primera instancia y de Ja resjMrcliva defensa del Ministerio 
Fiscal (escritos de fojas 3) y 66) se con firma la semencia de 
fojas 1J7 sin costas en atención a la materia de la causa. Xoti- 
iiquese y devuélvanse a la cámara de origen, donde se respondrá 
el pí|ieí, 

A. Iíkkmijo. - J. íMocnROA Al* 
ro«TA. — Roberto Refetto. — 
M. Laürencena, — N. Orino 
Lavalle, 



Don Dmñd Linares contra la Provincia de Córdoba, por dei o- 
lució» de sumas tfc dinero. 

Sumario: 1* Habiéndose discutido la validez de las leyes núme- 
ros 2306 y 281 fj de la Provincia de Córdolja. por cuanto 
alguna de sus disposiciones son repugnantes al precepto de 
la igualdad establecida en el artr. 16 de la Constitución Xa- 
cional y contratos a los arts. 2340 y 2341 del Código Civil, 
procede el recurso extraordinario del art. 14, tey 48, contra 
la semencia adversa al derecho invocado por el recurrente. 

2» Xo puede desconocerse a las provincias o a sus le- 
gislaturas la facultad tic crear recursos (tara el sostenimien- 
to de su vida autónoma y fomento de su riqueza y dentro 
de ésta, <t libre criterio con míe han de dictarse Jas leyes 
respectivas conformándolas a los principios generales de la 
Constitución Nacional (arts. 104 y 107). 

$ Al consagrar los arts. 2340 y 2341 del Código Civil 
el derecho de los pirtictilarcs al uso y goce de las aguas 
que corren por cauces naturales, no han creado un dere- 
cho absoluto, libre (le toda reglamentación, siuó una fa- 
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cuitad sujeta a las limitaciones impuestas por hs ordenan- 
zas genérale.; o 1( reales. 

4* El principio de igualdad escrito cu el art. 16 de ta 
Constil ucii'm no se propone sancionar en materia ilc im- 
pmm, tm sistema determinado, ni una regla férrea por la 
cual todos los hal litantes o propietarios del Estado deban 
contri Jniir con una cuota ¡gt¿l al sostenimiento del gobier- 
no, i¡M, solamente, establecer que en condiciones análogas 
se impongan gravámenes idénticos a los contribuyentes, no 
puede decirse violado. 

5* Las leyes 2306 y 2816 de la Provincia de Córdolw 
(pie en sus arts. 6'-' y JO, respectivamente, establecen una zo- 
na provisoria de riego con determinado |X'rimctro y decla- 
ran comp rendidas en ellas concesiones anteriores aún cuan- 
do estén fuera .te aquél, fijándoles un recargo progresivo 
de 6 % por cada kilómetro en razón de la distancia a que 
se hallen las compuertas respectivas, del límite del perí- 
metro de la zona, no son repugnantes al precepto de la 
igualdad establecido en el art. 16 de la Constitución Nacio- 
nal, ni contrarias a los arts. 2340 y 2341 del Código Civil. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA ftfc 1* INSTANCIA 

CúnMin, Marao 17 de 

Vistos y : 

Resultando: Que a fs. 33 se presenta el doctor David Lina- 
res y ex|M>ne: I' Que hace tiem|H> obtuvo concesión de riego pa- 
ra sus terrenos de Pedanía Constitución, ubicados a cuatro le- 
guas al Este de Alta Córdoba ; que interiormente celebró un 
cntrato con el Gobierno de la IVovincia. convenio en virtud del 
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cual se convirtió cu ranal secundario de jfj<gó ]j| acequia |«trti- 
culai de] cx|H>ncntc. estahleciéndo>e cu Ta cláusula séptima que 
una vez construido ti canal se entriparía al servicio público en ttn 
perfecto pie de igualdad cem Jos. demás canales, cdilte asi se ve- 
rificó liarla mil novecientos trece inclusive, <Jue a fiijes (le este 
a fu > o a principios de mil mi vedemos catorce, se sancionó «na 
ley fijando, mía zona de riego arhitraria y eslahlecicudo que 
toduv (os terrenos más allá del limite de esa zona que tuvieren 
concesiones de riego izarían uti recargo en el cáimn a razón 
de! uno por ciento y por kilómetro de mayor recorrido. (Jue se 
eucnutrala entonces ausente del país y su arrendatario pagó el 
recargo 1ias?a que en mil novecientos diez y siete, que terminó 
el arrendamiento alionó el segiifldo semestre de ese año y des- 
pués los años mil novecientos diez y ocho' y mil novecientos diez 
y nueve sin considerar el aumento. Oue a principio de enero de 
mil novecientos veinte se presentó a la oficina a pagar el impues- 
to de Prego y se encontró con que el adicional del uno por ciento 
había sido levantado al seis por ciento y |»or kilómetro, resultan- 
do que jKira alguna de las ocho compuertas míe posee y por las 
oue recilie agua pitra quinientas cincuenta y cinco hectáreas al 
precio de cinco pesos por hectárea míe rige |»ara todos los ca- 
nales xvimdarios. suhia a más del doWe, o sea diez pesos y pico. 
En seguida hace consideraciones de derecho, sosteniendo qüe 
ese impuesto es ilegal e inconstitucional porgue contraría los 
art>. >.Í40 y 2341 del C. C ivil e infringe las prescripciones cons- 
titucionales «pie esta) ilecen el principio de igualdad para leus im- 
puestos y cargas pú Micas. Sostiene además que se opone a la 
cláusula séptima del contrato relacionado. Acompaña ocho bole- 
tas de (lágO por el año mil novecientos veinte, en las que consta 
qué en vez fie mtt trescientos ochenta y siete jm'sos cincuenta cen- 
tavos nacionales que importan uti semestre, pues que el otro se- 
uicMre >e descuenta por el año mil novecientos diez v siete, ha 
pagado dos mil setecientos setenta y tres pesos cincuenta centa- 
vos nacionales, o sea mil trescientos ochenta v seis jieso* más de 
¡0 que importan el canon de cinco |h-so> |Jor hectárea. 'Agregada 
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a esta suma y la adicional de mil novecientos diez y siete. por el 
segundo semestre que son ciento veitiúu jarsos. y el de mil no- 
vecientos diez y nueve, hace mi total de mil novecientos diez y 
ocjiq que son doscientos siete jwsos e ¡«nal suma por el año mil 
novecientos fe y nueve, hace un total de mil novecientos vein- 
tiún pesos que ha pagado indel )idamen te, ]>or error de dereelio 
en el acreedor. por cuya suma y ani] tarándose en los nrt>. 7K4. 
7Ó.Í y 7V4 del C. C„ entabla demanda ordinaria de mayor cuan- 
tía contra eí Gobierno de (a Provincia devolución con sus in- 
tereses y costas, p ;i ra lo cual pide se declare míe la ley que fi- 
ja zona esinvial de riego es inconstitucional en cnanto atenta 
al principio de equidad y de igualdad y que es nula en cuan tu 
avanza contra derechos consagradas por el Código Civil. Que 
el impuesto adicional es también inconstitucional porque m7.se 
¡mjjéts * líi equidad e igualdad que es liase de toda inquisición 
y ]ior último que. en su defecto, que en virtud fie! contrato re- 
ferido y i|e su cláusula séptima dehe regir un pie tle igualdad 
con los demás canales de riego en lo que revierta a sus posc- 
siones. sin que se pueda aumentar el precio del agua o impuesto 
alguno que no rija también |>ara los demás canales, 2» Oue a 
Fs. 44 el señor Fiscal de Gobierno y Tierras Públicas contesta 
la demanda y dice* «Jue la provincia iiu puede ser traída a mía 
contienda civil ordinaria en este casa, |>ucs lia nbra<lo con» po- 
der publico al percibir los impuestos que se reclaman, por cu- 
yo motivo no procede la intervención de los Tribunales, sino 
por medio del recurso contencioso administrativo, para demos- 
trar lo enal ciia ta opinión del doctor Várela, One la discusión 
de un contrato celebrado |«ir la provincia como autoridad admi- 
nistradora de los intereses públicos, y es como ha obrado en 
este caso, puesto que se trata de la pcree|>c¡ón de la renta fiscal, 
no puede hacerse en la forma de un juicio civil ordinario, fen 
seguirla manifiesta que la ley que fija un adicional para los te- 
rrenos situados más allá de cierta zona no viola la Constitución, 
pues ha sido dictada en uso de la facultad legislativa de estable- 
cer itnpnestris y ci atribuciones fart, K.í. inc. 0" de la Comuitu- 
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ción Provincial; y ti mencionado impuesto, por su forma y con- 
diciones es equitativo y proporcional conforme a la Constitu- 
ción Nacional, en su preámbulo y arts. 4?* y fv, inc. 1". Que la 
igualdad y la equidad tratándose de contri buefones consiste, tío en 
que todos los contribuyentes págúcn la misma caruiilad, sino que 
paguen lo mismo todos l«is que estén en iguales condiciones. Cita 
algunos suimestos por ej chipi o e invoca antecedeiues análogos 
a la cuestión planteada. Luego se refiere al emuralo invocado 
por la demanda, y dice: (pie el perfecto pie de igualdad a que 
se refiere el mismo, es soto lo relativo a la conservación y ser- 
vicio del canal que quedaba a cargo del fiohierno. como así se 
expresa ni el documento, que además ese cotitralu no tiene va 
validez, porque en razón de una con vención posterior, el doctor 
Linares hizo renuncia de los derechos especiales q Ue c | contrato 
le acordaba, quedando en adelante el Gobierno y la Superimen- 
dencia de Kiey.i en su entera libertad de acción y los contratos 
anteriores definitivamente cancelados (cláusulas 2' y 4* del con- 
trato fiel veinte de Febrero de mil novecientos siete). Cjuc el 
derecho adicional a que >e refiere el actor está establecido por la 
ley X" dos mil ochocientos diez y seis, cuyo inciso décimo dice: 
«el recargo progresivo jora las concesiones fuera de la zona 
provisoria ¡ara riego, es el que fija el art. f¡» de la ley dos mil 
trescientos seis, derogándose toda disposición, que se ojxmga al 
respecto». Corres[>onde. pues, aplicando esa ley el seis por cien- 
to y no el uno por ciento que fijó la dos mil trescientos cincuenta 
y uno. £)ue observa final mente que el actor no ha formulado 
protola alguna por el cobro de esos derechos en forma y ojKir- 
t unidad, 3* One abierta a pruclia se ofrece por el actor y de- 
mandado la documental (pie obra en autos, y cerrado el término 
de prueba, evacuados los traslados de derecho, se llamó autos 
para definitiva con fecha diez y seis de Diciembre del año pró- 
ximo (ttsadn. 

V t "o« >i' brando : 
t« (J;ie la primera cuestión que se ofrece al examen judi- 
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Mi m la Mal a establear si loa tribunales un linar ios tienen 
competencia originaria para entender en asuntos de Ja hirióte del 
que ha sklo flameado en estos autos. U denianda de fs¿ ¿3 pnc- 
de cnnteini liarse kijo dos as]K>ckK distintos, que anal izaremos por 
separado. a) El doctor Linares demanda al Gobierno de la 
Provincia |«.r rcpetictÓn de una cierta suma de dinero, ífljfe ¿gfó 
¿I. ha pagado indebidamente en coneepto de impuesto adicio- 
nal de riego, arguyendo a ese efecto la inconstil tic tonal idad e 
invalidez de las leves números dos mil trescientos seis y dos 
mil ochocientos diez y seis cu la parte pertinente a ese impues- 
to. Considerada la ütit bajo gsstiá fas, el pruveyente encneiilra 
inadmisible la exceneión opuesta por el señor Fiscal de Gobier- 
no en stt contestación de fs. cuarenta y cuatro. Ftm que esta 
emienda debiera haberse incoado originariamente [mr la vía 
eontencioso-administraiiva. seria menester que el J'oder Ejocu- 
tiv. h . deniro de Ta órbita de su acción, tuviere facultades |>ara 
declarar la inconstiiucionaiidad de mía determinarla ley. I'cro 
semejante atribución no la tiene, sin duda alguna, porque si co- 
mo poder del Estado su misión más esencial es la de ejecutar 
hs leyes, ño puede ponerse en abierta pugna con ellas, declaran- 
do su invalidez; tatito valdría este» cuino romper el principia 
de la división de los poderes que caract eriza nuestro régimen 
institucional, y como desnaturalizar las funciones propias de l 
Puder Ejecutivo. Es a los tribunales ordinarios a quienes in- 
cumbe interpretar y aplicar las leyes, y pronunciar su inefica- 
cia en el caso de ser incompatibles con la GiiHtjtncióu, u otras 
leyes superiores, h) El actor prestigia su demanda, invocando 
la celebración de un conlraio con la Dirección de las Obras de 
FUego, autorizada por el Poder Ejecutivo, de envo convenio 
instruye la documentación de fs. 38 a fs. 41. Ese contrato lia 
sido celebrado ñor el Gobierno de la Provincia en su carácter 
de persona del derecho público, como que ha versado sobre co- 
sas que están enfocadas bajo el dominio público de las provin- 
cias (arls. dos mil trescientos cuarenta, inc. tercero y art. dos 
mil iRscienms cuarenta y uno riel C. Civil). Siendo es.» así, 
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en tutli i lo que concierne al cumplimiento de las cláusulas con- 
tractuales *It* qíic hace mérito la demanda, el Poder Ejecutivo, 
procediendo pjlilp entidad gubernamental y cumpliendo fine.s 
de jMxIer y de imperio, está investido de atribuciones discre- 
cionales jKtra proveer a la subsistencia de ese acto de adminis- 
tración. Y en tal virtud, en lo que respecta a la observancia de 
la precita» la convención, el doctor Linares ha dehido interponer 
su reclamo ante el propio Poder Ejecutivo pQr la vía conteticio- 
sn -administrativa, y solo después de agotar su defensa en esa 
jurisdicción, ha [Vxlido venir jior via de recurso ante el Po<ler 
Judicial larts. \179. y 12X4 del C. de P.. véase (aravantes. 
tomo p, pág. 160), Por las razones expuestas en el transcurso 
de este considerando el proyevente examinará la controversia 
desde el punto de vista de la inconstitucionalidad v ¡legalidad 
argüida por el accionante y prescimlirá de lo que es relativo al 
Cumplimiento del o intrato de referencia, porque sobre el parti- 
cular el demandante no ha observado los trámites de lo conten- 
einsn-adminisirativn. 

-í" l\u cnanto al fondo de la cuestión: que el demandante 
sostiene la ineonsiítucionalidad del un. fi" de la ley X" dos mil 
trescientos seis (reproducido por el art. 10 de la ley X" dos mil 
■ >cln «cíenlos diez y setsj, según el cual, durante el tiempo que 
expresa, las propiedades mencionadas en el art. 4" o sea las qué 
queda^l fuera de los límites íífe Ja zona provisoria de riego que 
determina el artículo .í". «bonaran solire el cámm ordinario 
■Ir ri^pj un recargo prngrcsívii de seis por ciento 1N >r ca- 
da kilómetm. lii ra/ón de la distancia a que se hallan 
las compuertas respectivas del limite establecido en el articulo 
.i"». Debemos estudiar esta cuestión a la luz de (os pre- 
ceptos constitucionales que le son at ingentes. K\ art. \(\ de la 
Constitución Nacional consagra el principio de que «la igual- 
dad es la base del impuesto y de las cargas públieas». r ;Se lia 
infringido este precepto en las leyes números dos mil trescientos 
seis y dos mí] abónenlos diez y seis, impugnadas en el snb Utct 
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«U iViiaUhi.l que consagra el art. t6 de la Constitución Nacional, 
lia didio la Corte Suprema de la Xaeión. no es otra cosa que d 
derecho i que mis se esiahtezcan cxcqickrties o privilegios que 
excluyan it unos de Ir, pé se concede a otros cu ínuíttcs cir- 
euiiMaueías» (fáüo puhlicado por la «Jurisprudencia Argentina», 
tóftid l'-', pág. 14o; véanse también las sentencias dél misino Tri- 
Imnal. toinr, ciento veinticuatro. p% ciento veintidós; tomo 
tiento veintitrés, pág. ciento seis: torno ¿¿«to veintisiete, pag. 
diez y (tc ho>, lín su conocida ohra íte Derecho Constititacmid, 
Cook-y expone: «La protección dada ¡>or la lev deberá conside- 
rarse igjml si todas las persona* di- ta misma dase son tratadas 
de la misma manera. tejo circunstancias y condiciones attfíigSS, 
tanto reelecto de los privilegio* concedidos, como respecto de 
las bbli^pttes impuestas» (pág,. 22.3/. Kn otro fallo, la Su- 
prema Corte ha declarado: «que aunque sean incuestionaMcmcn- 
te amplías las facultades <le ¡nx{)osic¡óii de las provincias, no son 
¡limitarlas, y. como enseña St6r| (5' edición, párr. 195S). este 
IHiiIer está sujeto al contralor de ciertos princiepíos (pie se en- 
cuentran en su base misma: «debe ejercerse de buena fe. para 
objetas públicos, y no privados, y establecidos con arreglo a un 
sistema de imparcialidad y uniformidad, a fin de distribuir con 
justicia- la carga: toda imposición que se apoye en otras razones, 
o responda a otros propósitos, no sería impuesto, sino despojo». 
(«Jurisprudencia Argentina», tomo 2\ ]*ág. ítfft). leñemos, 
pues, qtie a iguales circunstancias, iguales impuestos. Y esta 
regla, de inexcusahle observancia, ha sido quebrantada por el 
art. 6? de la ley 230* y art. 10 cíe la ley 2S|n. En efecto, (as pro- 
piedades que están fuera de la zona de riego que señala el art. 
3 " tlv ,íl Pdmera lc\, deten pagar un doble impuesto, a saher: 
a) El cáhpn ordinario de riego; y I») un rescago progresivo del 
st'is |H.r ciento p>r cada kilómetro en razón de la distancia, etc. ; 
en cambio. las que quedan dentro de dicha zona, alionan sola- 
mente d canon ordinario. ¿Perqué este mayor gravamen en 
contra de los propietarios que s<- encuentran fuera del perímetro 
dé riego, y esa mejor situación, que importa un privilegio, ni 
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favor de los que quedan dentro del mismo? Desde luego, si el 
fundamento básico del impuesto debe estar constituido por la 
retribución de un servicio, tenemos que. con arreglo a este 
principio, todos los regantes, sin disi ilición de distancias ni de 
zonas, deberían ]>agar un impuesto igual, eomo quiera míe el 
servicio que «fécibeti, consistente cu el usufructo del apa para 
el cultivo de sus fundos, es idéntico para todos ellos. Él actor 
está en lo cierta, cuando manifiesta en su alegato de fs. 
qué la medida del impuesto no puede depender dé una línea 
trazada en demarcación de una zona, de tal suerte que los de 
un lado de esa linea sean favorecidos y privilegiados y los del 
otro, lus ^seguidos y castigados. Tara que en caso comu el 
ocurrente, el impuesto fuera equitativo y proporcional, para 
que ukdccicra a un sistema de estricta uniformidad, seria ne- 
cesario que todos paguen el mismo canon, de tal manera, que 
si se toma como norma de criterio la distancia, o sea, el tanto 
por ciento por cada kilómetro, que esta medida sirva por igual 
I*ara todos, ya que el beneficio que reciben es el mismo. En 
consecuencia, juzga el suscripto que el impuesto impugnado es 
contrario al principio de igualdad que consagra el art. 16 in fine 
de la Constitución Nacional, y así debe declararse. En cuanto 
concierne al pedido de que también se declare la inconstitucio- 
nalidad de la demarcación de zonas de riego qtic bace la ley 
N? 2306. el demandante carece desde luego de interés legitimo 
para formular esa petición, porque él actualmente está gozando 
de una concesión de riego, sin que su derecho le sea descono- 
cido [Kir el Gobierno, y eso no obstante, de que el inmueble del 
doctor Linares.se encuentra fuera del perímetro de riego res- 
pectivo; y ya se sabe que «point d'ínterct. point d'actíon». E! úni- 
co interés legitimo que puede asistir al doctor Linares en esto 
emergencia, es el de obtener que se declare inconstitucional el 
impuesto adicional de que se trata, en si mismo, y ese objetivo 
puede conseguirlo, y lo consigue por esta sentencia, sin necesi- 
dad de entrar a discutir las facultades del Estado para adoptar 
medidas tendientes a una más eficaz y previsora distribución 
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del agua. Por otra parte, en el falio dictado por Ja Esterna. Supre- 
ma Corte de la Nación, con fecha 28 de Diciembre de 1018 sen- 
tó la doctrina de que los tribunales carece» de facultades' para 
examinar los fundamentos de orden económico que informan 
a tina determinada ley, debiendo circunscribirse a investigar el 
caso desde el punto de vista jurídico, i n vestido si existen o 
no las incompatibilidades que se alegan, entre los preceptos de 
la ley en cuest ión y la de la Constitución, invocados en la causa. 

3" Que siendo inconstitucional el impuesto adicional de rie- 
go i de la referencia, el actor tiene derecho de repetir lo pagado 
indebidamente, atento lo dispuesto en los arts. 792, 794 y 499 
del C Civil. Pero ese derecho de «repetición», tratándose de im- 
puestos, está subordinado a la condición de que en tiempo oiwr- 
tuna el demandante haya formulado proíesta contra el acto por ej 
cual se ha visto compelido a pagar; así lo tiene resuelto inva- 
riablemente la jurisprudencia de la Suprema Corte. Ahora bien 
no consta de autos que el doctor Linares haya protestado con' 
motivo de los ,*gos de impuestos correspondiente a un semestre 
de 1917 y a los anos de 1918 y 1919. Así. pues, no puede rene- 
ir el valor del impuesto adicional que corresponde a esos años 
Ln cuanto al impuesto de 1920. ocurre cosa distinta. Al pie de 
las solicitudes, agregadas originales desde fs. 71 a fs. 78, suscrip- 
tas por el doctor Linares y presentadas al director general de 
Riego, aparece la siguiente nota textual: «Reservo mi derecho 
|»ra reclamar el pago del impuesto adicional». ¿Surte la expre- 
sión transcripta los efectos de una protesta? «Se llama protesta 
dice Mamz, porque quién la hace manifiesta que no solo no 
tiene intención de hacer lo que va a hacer, sin» que es contrario 
a ello y lo hace a pesar de su voluntad» (tomo 1», pág. 495) Y 
Escriche demuestra que la protesta puede hacerse verbalitien- 
te o por escrito cxtrajudicial o judicialmeiite ; antes o después 
del contrato o acto a que es compelido el protestante; convi- 
niendo, añade, que se haga por escritura publica para que cons- 
te y se pueda probar en oportunidad (verbo «protesta»). A su 
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vea. el doctor Maguasen, en la nota en que comenta el fallo pu* 
blicado poi la «Jurisprudencia Argentina», en el tomo I", pág. 
816, sostiene que fjasta la protesta verbal, si el interesado logra 
acreditarla oportunamente^ porque, como lo dice implícitamente 
Kscrirhe, la forma ilc la protesta queda subordinada a la conve- 
niencia del que la o|xme, y es de presumirse que él no lia de 
elegir una forma que rio deje constancia del acto de la protesta 
e impida a tiem|>o su prueba, la recomendación de la escritura 
pública viene hecha en 1»enefÍcio fiel otorgante, i>ero no implica 
un requisito esencial del acto y no excluye cualquier otra forma 
que asegure la autenticidad de la resistencia al pago y la inten- 
ción ik hacer las correspondientes reservas en mira a los fines 
ulteriores de una reclamación legal, tal es la opinión del doctor 
Magiiasco, confirmada (¡di los fallos que el misino cita. ; Reúne 
las condiciones de autenticidad la protesta o reserva consignada 
en las sf ilicitudes agregadas de fs. 71 a fs. 7S de los autos? Tn- 
dtulablemcnte si. desde que las ha tenido en su ¡iodcr ta Direc- 
ción General de Riego, quien las presentó para ser anadiáis a 
este juicio, a instancia deí actor. F.n virtud de esa protesta, el 
doctor Linares está habilitado |>ara repetir la suma de un mil 
ciento ochenta y seis pesos, y no la de un mil trescientos milen- 
ta y Seis pesos como por error de cálculo se expresa en la de- 
manda, por ser ese el valor que arrojan los recibos que obran 
desde fs. 1 a fs. 8 inclusive, corres] muflientes al año de 1920. 
IM intereses deben computarse desde la fecha de la interpela- 
ción judicial (Suprema Corte, tomo 9H. pág. 52: cjurispfurien- 
c!a Argentina*, tomo l<\ pág. KlfV). 

4" (lúe las costas deben alonarse en el orden en que han 
sido causadas, no sólo por la naturaleza ck la cuestión dchati- 
da. stnó también porque se desestiman algunos capítulos de la 
demanda. 

IW estos fundamento*, en definitiva fallo: l" declarando 
que el arf. ó" de la ley X* 230Í». promulgada con fecha 22 de 
1 íieiembre de 1913, reproducido |>nr el art. 10 de h lev X M 2KIrt, 
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creando un recargo progresivo de impuesto de riego jara las con- 
cesiones íuera de la zona provisoria para riego, es contrario al 
Wtám de igualdad que consagra el art. 10 de la Constitución 
Nacional, y en su mérito, condeno al Gobierno de la Provincia 
a restituir al demandante doctor David Linares, dentro de 10 
dias, la sorna ele un mil ciento oclicnta v seis jk-sos nacionales 
Incididos en 1920 en virtud de dicha ley. con sus intereses a 
estdo de Uanco, contados desde la fecha de la demanda: 2" de- 
sestimando la acción de redición en lo que res|,ceta a los im- 
puestos correspondientes a un semestre de 1917 v a los años 
de 191S y |919 F |>or no hater formulado el den laudante en tiem- 
1«> oportuno la respectiva protesta: & no haciendo lugar a ln 
declaración de iiiconstitncionalidad del art. de la precitada 
ley X' 2306, |xir el cual se demarca una zona provisoria de rie- 
go; 4" ordenando que las costas judiciales sean alonadas en el 
orden en que han sido causadas. Trauscrilwse y hágase salier.— 
A. GalLujos Sánchez. — Ante mí; .1, MiMep Buteler. 



SENTENCIA JIC J.A CÁMARA 1« Uli I.O C|VIt, V COMKHCIAL 

tonlolia, Sriitit-mhrc \¿ tic V)2¿, 
¿Es arreglada a derecho la sentencia recurrida? 
El Vocal doctor González, dijo: 

En el caso snb jiidítr el señor Fiscal de Gobierno ha dedu- 
cido ablación de la sentencia dictada, en la parre que condena 
al Gobierno de la l'rovimia a restituir :.l demandante doctor Da- 
vid Linares la suma de un mil ciento ochenta v seis ,ie*os 
nacionales armados en 1920 por concepto del derecho adicional 
sobre el canon ordinario de riego a que se refiere el art (>" lev 
ti* 2306 y 10 de la X- 2816. K| actor al contestar al expresión 
de agravios del señur Ffscsd dé Gobierno, manifiesta que esta 
condenación ni Gobernó, es solo una consecuencia o derivado de 
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lo principal que es la inconstitucional i dad de la ley 2S16 en su 
:irt. 10 >* en el stnfir del que expone, dado el significado de la 
apelación y las consecuencias derivadas ]>or el propio actor es 
indiscutible la necesidad de iratar la cuestión constitucional de- 
latida |Mir las mismas parles en sus escritos de fs. v fs, 
puesto que en cualquier sentido gíje recaiga la resolución, acer- 
ca de |a apelación pidiendo la devolución de la suma a que se 
condéña íl h provincia, los fundamentos que motivaron ta con- 
denación por el juez «a quo\ deberán ser examinados, El señor 
Pisca) ha defendido tanto en la contestación a la demanda como 
en la expresión de agravios la constitucional idad de la ley y al 
apelar de la condena, basado en la iucoustitucionalidad di- la 
lev según el falto del inferior ha apelado, por conceptuar que 
las razones invocadas no justifican la devolución. ¿Es incons- 
titucional el art. & de la ley 2306, reproducido por la ley 281 6 
en su art. 10: El Juez «a qtio' ha sostenido en los fundamentos 
d< sü tallo los motivos que informan la parte resolutiva del mis- 
mo. Al establecer que es contrario al principio de igualdad que 
consagra ti art. 16 de la Constitución Xaeional el importe de 
riego para las concesiones fuera de la zona provisoria a que nos 
hemos referido resuelve la sentencia apelada. El alcance del art. 
16 de la Constitución de la Nación debe ser estudiado y anali- 
zado en su expresión no puramente gramatical sino en su espí- 
ritu y en el concepto verdadero de la igualdad a que hace refe- 
rencia. La igualdad como principio está consagrada, pero no co- 
mo ahsoluta sitió en la relación que dehe observarse al tratar 
la?* cuestiones sobre la extensión que deba darse a ese principio 
constitucional ; to qtfe aparentemente es una desigualdad, en el 
caso ocurrente, es i»or el contrario, una igualdad en el sentido 
fie la equidad y de la justicia; lodos los impuestos deben ser 
arreglados al criterio de la igualdad, es decir, a la pro¡jorcio- 
natidod que dehe existir y a la relación entre el tributo y la re- 
sistencia del contribuyente del que so|K)na la carga. En el caso 
xuh judia . se traía de un servicio público en que el Estado jior 
obras realizada», por él asegura los Irene i icios del riego por can- 
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sales artificiales en una zona demarcada a ese efecto. Ej actor 
colocado íucra de esa zona recibe el agua por un canal cuya con- 
servación está a cargo del Gobierno de la Provincia; esc canal 
que corno consta de autos, es de una larga extensión, origina 
gastos ¡.ara llevar el agua hasta la propiedad del actor mayores 
de los exigidos por los propietarios que se encuentran dentro de 
Ja zona fijada ¡x>r la ley en razón del menor recorrido de lo* 
canales de riego; ese impuesto, lejos de ser arbitrario e incons- 
titucional, es ]icrfcciamentc arreglado al espíritu y a la letra de 
la Coustil lición, cuando en el inciso 2» del art. 67 establece co- 
mo facultad del Congreso la de fijar contri buciones projHírcio- 
nalmeme iguales. Los impuestos en general, los impuestos deri- 
vados de los servicios de obras de salubridad pública, los servi- 
cios municiiMiles, etc., basados en el principio de igualdad son 
designados en cnanto Itacc diferencia en su aplicación ¡x>r ra- 
zones de ubicación, de la forma de hacer los servicios, etc., sin 
que puedan ]>or ello objetarse de inconstitucionales. Lo injusto 
e irritante seria que contribuyesen por igual los que \x>r la na- 
turaleza del servicio que reciben exigen de ta provincia o del 
listado una mayor erogación, para ofrecer el beneficio míe re- 
ciben, como en el caso sttb judkc: es esa la igualdad proporcio- 
nal a que se refiere la Constitución (art. citado), y el doctor 
Alomes de Oca citado por el señor Fiscal (tomo pág....). 
«ta Constitución, dice un res|)ctabte autor, no somete a todos 
los habitantes de la República a un lecho de Procusto: la iguní- 
dad que consagra consiste en el derecho a que no se establezcan 
cxcqwiones o privilegios que excluyan a uno de lo que se enn- 
cede a otro en igualdad de circunstancias». La Corte de la Na- 
ción, agrega, dicho autor, ha sentado los verdaderos principé 
sobre la materia. En el falto tomo 16, pág. 118. el doctor Ca- 
lixto de la Torre decía: fKI principio de la igualdad de tod ,s 
las ])crsouas ante la ley consiste en aplicar en todos los casos 
ocurrentes b ley según las diferencias constitutivos de ellas». 
(Jnfré. tnm„ 1«, pag, 13) y Cooley en sus Principios (¡emrales 
de Derecho Constitucional, sostiene que la garantía de protec- 
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cif'm IgUál tío debe entenderse en el sentido de que toda perdona 
in el país lia de poseer precisamente los mismos derechos y 
privilegios que cualquiera otra ( páj^. Ii.lt. como seria el del 
fuero federal ajdieablc como excepción. En nuestro caso, ta ley 
8* 2306, que no ha sido declarada inconstitucional ha determi- 
nado una zona provisoria fie riego: el demandante está fuera de 
esa zona como se lia dicho y el criterio impositivo del litado 
qUe aeiierda el beneficio <le rie^o, puede con lejíittmo derecho 
establecer las condiciones para l»** rcjíaules de acuerdo con la 
teoría del fallí» de la Corte antes citado, teniendo en cuenta los 
casos ocurrentes sc^úu la diferencia, constitutiva de ellos. En 
eoiwcuencia. pienso que la inconstitticionalidád de la ley resuel- 
ta por la sentencia no está demostrarla y en virtud de las razo- 
ne* expuestas y concordantes aducidas |>or el señor Hscal pro- 
cede revtx*arla. desestimando en consecuencia la demanda in- 
terpuesta, y resolviendo afirmativamente a la cuestión propues- 
ta. Sin costas. 

El Vocal doctor Valdez dijo: 

Considerando qtie, aún cuando el señor riscal en el exordio 
de su escrito de expresión de agravios parece limitar el recurso 
de apelación interpuesto a la parte de la sentencia de 1* instan- 
cia que condena al < Hibierno de la Provincia a restituir al de- 
mandante la cantidad de mi mil ciento ochenta y seis jk-sos na- 
cionales, alionada por concepto de derecho adicional del seis por 
ciento, sin cnilargn, si se estudia dicho memorial con dehida aten- 
ción y se relacionan las |>artes en que se divide, se ve que se 
sostiene la constitucional idad de las leyes números 2306 y 2816 
ni los arií.. 6» y ll>. resistivamente, sin que se pueda atrihuir 
en ilcrecílo al representante del l\ E. renuncia, desistimiento o 
aceptación en lo reí érente al fondo o |>ane sustancial de la rc- 
solución recurrida. Por cuya razón corresponde que el Tribunal 
líate y se pronuncie respecto de la inconstitucionatidud deman- 
dada por ser esto indísnensalfte para decir acerca de la devo- 
lución de! dinero reclamada, como payo indebida sin causa. \)\iv 
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H articulación promovida jht el détnaíKtódG¿ avivándola en el 
m- C de l\ t ha sirio bien resuelta y del «en esta parte 

ser cot turnóla la sentencia; a metilo de los motivos aducidos 
pir el Inferior. 

Que para resolver la cuestión planteada sobre la inconsti- 
lucioitalidad de los arts. 6* y 10 de las leyes citadas Xus. 2306 y 
2KI6. corresponde en este caso tener en cuenta cuáles fueren 
los motivos especíala que determinaron al legislador al san- 
cionar dichas leyes. Que la provincia, en ejercicio de- facultades 
(!«« la Constitución 1c acucr.hu a fin de promover el adelanto 
y prosperidad material de la sociedad y emitiendo que los te- 
rrenos Ubicados en los alrededores de esta ciudad se encontralum 
como abandonados, sin cultivo e improductivo* por falta de 
ajina prtra su regadío, se dictó la ley 911 de 2 de Julio de 188$ 
por la cual se ordenó la construcción del dique de San Roque 
|*ara el embalse del agua suficiente para regar con ella la jiarte 
indicada, los Altos de Córdoba : que una vez contruúlo esc dique 
y la red de canales y demás obras para efectuar el r%0 en eum- 
plim.ento de la ley mencionada, se principiaron a hacer conce- 
siones a nidos aquellos propietarios a quienes se les creía favo- 
recidos m esa misma ley, pero r,sas concesiones fueron acor- 
dadas a terrenos que no se encontrában Situados en los Altos 
de Curtirán, sino a mucha distaticia de esta ciudad; propia 
nos (pie no p^jatl invocar en su apoyo ta ley 011 a que nos va- 
mos refiriendo, quedando dichas concesiones como excepciones 
al derecho común; que ¡«ira corlar el mal v evitar abusos, en 
el pro t wsito de dar estricto cumplimiento a la lev sobre cons- 
trucción del dique ele San líoque. la Legislatura de la Pro- 
vincia dictó la ley W 2308, rej-lamcntaria. declarando o fijando 
la zona provisoria a que debía limitarse el riego con el agua 
emlialsada. no en forma arbitraria como se afe^a, sino confor- 
mándose con los antecedentes relacionados, teniendo en vista 
la cantidad de águá debitada, la extensión del terreno que de- 
bía redarse, con arreglo a los canales construidos que no era 
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otra que la determinada por los Altos de Córdoba; que como se 
comprende, con esa reg I amen tac i óu ya no se puede conceder rie- 
go para terrenos que no quedan situados en los límites en que 
está encerrada la zona provisoria; más como a la fecha, de la ley 
JSÍ* 2306, Diciembre 1919, se habían hecho concesiones a posee- 
dores de terrenos que evidentemente aparecían estar fuera de 
la zona de riego, para evitar |jer juicios a esos concesionarios, 
el un. +' de la misma ley citada, haciendu una excedió!;, los 
comprende también cu la zonu determinada; que asi el art. 6* 
de la ley ¿306, criticado de repugnante a la Constitución Nacio- 
nal, al exigir un recargo progresivo del 6 % sohre el canon ordi- 
nario a los concesionarios fuera de la zona provisoria, lo hace 
como compensación o retribución del servicio extraordinario o 
especial, que el Gobierno les presta, en razón del mayor gasto 
por el recorrido de canales a gran distancia y demás gustos «pie 
comportan su cuidado y conservación; que por ser esto asi, el 
actor dóctúf Linares concesionario de carácter excepcional no 
se encuentra en igualdad de condiciones y circunstancias, con 
los otros concesionarios ordinarios que están en la zona delimi- 
tada, luego la ley que impone el recargo del % al primero y a 
los demás míe se encuentren en idénticas condiciones, no acuer- 
da ningún privilegio, no es desigual, ni puede impugnarse como 
repugnante al art. 16 de la Constitución Nacional; que de otra 
jarte, todos los regantes ordinarios comprendidos en la zona 
provisoria, la única que debe ser regada con el agua embalsa- 
da, se encuentran sujetos al mismo impuesto, todo '° Clia l de- 
muestra que la ley a! hacer diferencia en lo referente al canon 
que se cohra, contempla situaciones desiguales entre concesiona- 
rios ordinarios y excepcionales, y así no puede calificarse de 
desigual y falta de equidad; que en resumen; el art. 5* de tu ley 
2M*> reproducido en el art. 10, ley ¿816, no es desigual, ni crea 
preferencia odiosa de ninguna clase y así falta el fundamento en 
que estriba la demanda. Por tanto, doy mi voto negativo a la 
cuestión propuesta o sea, |x>rquc se revoque la sentencia en lo 
principal, no haciéndose lugar a la demanda por inconstitucio- 
nalidad, sin costas. 



El doctor Escalante, dijo; 

El escrito fie expresión de asravioí . fc f . . 
coi? ?m$m d motivo legal cl^^T 17 " 
proceder legitimo t .| Trihn.n» „ . . f 1 " ClMl ° d, ° ún 

"«'.ciado v r illc L IP J ! P " etle CXtem,er «» re- 

Lien bW^mbJ " SjC^ffiS W,a ' m W* ÉR 
'o <t«e forma la »{, , *' * ¡ "" Ul ~ 

¡ntiwtacir la acción „.? 2 ■ 7 " '" " P*»** al 

-'mún- I,/,r I , r """ m *** que puedan 

^^^m^m - 

detwhoa e l , r lcSJl , l,as,!, " ,t - * "•■■'"•«■cr la cttHÍWa .Id 
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Por lo expuesto, voto por la confirmación de la sentencia. 

En esto estado el Tribunal acordó la siguiente sentencia: 
Por l;i mayi tria de los votos que anteceden, se revoca la senten- 
cia apt-lada, desestimándose la demanda por iuconstituciniialidad. 
sin costas, por razón de la revocatoria y dr la disidencia pro- 
ducida. 

SENTENCIA IJKL SfW-RIOR TRIHINAT. 

Córdobái Septkmbrc lí de 1^-3- 

1* ,;Son repugnantes al art. 16 de la Constitución Nacional. 
ÍÓS arts. & y 10 de las leyes 2MY> y 2K16? 

2* ;Se confirma o no la sentencia apelada? 
Voto del señor Vocal doctor Rothe : 

1 jis leyes -?8U> y 2306, en cuanto fijan un radio de regadío 
en ta zona del río Primero y establecen una tarifa diferencial 
para las concesiones otiladas con anterioridad fuera de dicho 
radio obedecen al criterio de mejor utilización de las obras pú- 
blicas de ltcneficio colectivo y en especial a las de irrigación en 
el rio Primero construidas para mejorar los terrenos circundan- 
tes de 1» Capital, y respetan y protejen intereses creados con 
anterioridad a la delimitación de la zona. El Poder Legislativo 
lia podido expedir indiscutiblemente tales reglamentaciones de 
carácter administrativo, tanto |>or corresponder cu materia a sns 
atribuciones dentro del concepto «k- la división de actividades 
en el cjerciieo del |*idcr público en el ordenamiento institucional 
de la provincia, cuanto por estarle asignada esa facultad en la 
legislación civil y el Poder Judicial no puede sustituirlo en la 
determinación de las bases y de las normas elegidas para llenar 
il cometido míe le está confiado. I-a tarifa o cátum diferencial 
no hiere el principio de igualdad constitucional mientras no cree 
una situación ríe privilegio para los que se encuentren en igual- 
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m eje mmm>. asi cando resm las concesiones 

ínera .le la *„,a negando „| a< , n , ¡nistrador fam| 

l«n. otorgar o.ras m , „„ ^ £ 

t v,c„, por M .le Ardida .leí a g „a debido a la absorebm v 
• la evaporicen en „„ „,„,.„ rKorrid(1- , |ns > 
servan™ jr per s „„al en .a .miagado,, de los canales o a Z- 
nmer otra cansa .finalmente einnbuiva aplicable en idéntica moli- 
da con carácter general, tnipotól* como e, e inadmisible en la 
4Wm y en la (colación imposiIiva . ,, „ „ e ' ^ 

;r.^,v ,,Mre '' sii,,c t was * ,ic " ,m o» s 

cas ™ ir T 1 "'''"", 8 * m4,iptes ,li,ere " dils ™»««nn- 
cías ,.,„,„„, ,| lverMS deten|ioan e(l |os lK . ncfic¡ari|)s i|c , 

d o. las leves anonadas inccmstimcionalidad adoptan ame- 
las ,„e mejor se armonizan con la „,a«er¡a Aislada ■ ,me más 
.ecomcndab.es aparece» en la especialidad «g¿ El principa, 
de «naldad referido , la «p.ivalencia de condiciones y de - 
«ms ames es el nnic, admisible en la legislación. !a doctrina v la 
n.spr,, den™ y „ cl , |U( . ¡li(lm m , : 

de f„,„lame„,„ a! fallo rm)rr ¡,|„ „, fa ^ . ■ '"¿ 
macona de !os miembros .,„e componen el tribn.^ o,' ,™ 
c.m,,< loracmncs coinci.m. En consecneneia. voto ,»„ fc, , 2 T 

Voto del señor Vocal doctor Rovclli ■ 

Otoñada en d ^ito. C( , m „ um % Ii)S m , a 

accon mentada, la validez de los arts. 6? v 10 de las iéy* pro- 
véales fe. 2.106 y 28, 6 respectiva^, tejo la ¡SS 
de ser ^ a la Concón 

mm mm *¡ ^0 a lo dfen^io e,i los i„c¡ S(l s i« ' * 
<H art U74 por la decisión et, contrario, dada sobte el ,u t .,to 
P0T| ^1^^ en ,a semencia recurrida, corred * 
poník a este I nbunal Suprior, examinar de lu ,evo él M 
po- o qtie a tal cnetfk» atañe. ,«ra decidir sol.r, la procede,,-' 
na del reenrso de c,ue se trata. Que considerando, á M efecto 



13¿ 
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las leves f.lc referencia y la situación legal del recurrente fleríva- 
d;'. del carácter «Ir la concesión de riego de qtié goza, pueden sen- 
tarse cuino premisas necesarias para la solución del caso¡¡ que la 
!ry X- 2306, determina tai su art, .V", u : ,a ¡sona (ípovisotia de rie- 
ííii para el aprovechamiento «le las agitan embalsadas en el dique 
SáU Roque; que establece, asimismo, en su art. 4 V , que forman 
parte también fie aquella, las tierras que. hallándose fuera de los 
limites asignados a dicha zona provisoria, tengan actualmente 
en uso concesiones de riego; y que. Iwtjp pretexto alguno, según 
fexa él art. 5". pueden hacerse nuevas concesiones o ampliacio- 
nes, para llevar el a^ua fuera de la zona determinada en el art. 
3*. < >uc, por último, es extremo no discutido, que la concesión 
de riego de que goza el recurrente, es de aquellas que, solo por 
excepción, subsistió después de la determinación de la zona 
provisoria a que se refiere el ati. 3" de la ley N w 2306, toda vez 
i[iu )H»r ella, se riegan tierra?, ubicadas fuera de su* limites, don- 
de ya ñu e-i posible otorgar nuevas concesiones, por prohibición 
del recordado art. $% Que fio esto se infiere fácilmente, que la 
ley 23íVi establece dos categorías de concesiones, en cuanto al 
aprovechamiento del agua de que Se trata; la concesión común 
u ordinaria, dentro de la zona delimitada jn»r el art. 3" v la e\- 
cejicionat. porque con ella se riegan tierras ubicadas fuera de 
aquella solo comprendidas en la misma, en razón ríe existir la 
concesión correspondiente, a la fecha en <|ue se determina jxir 
(licito art. 3 V de la ley X'-' -300, la zona provisoria de riego, en 
ejercicio de una facultad indiscutible, cual es la de reglamen- 
tar el uso y goce de los bienes del dominio públio» (art. 2341 del 
<\ Civil K fjue siendo esto asi. es evidente que no es igtial la 
-i t nación del regante comprendido cu la zona delimitada en el 
art. 3". en condiciones comunes u ordinarias, que la del que solo 
excepciohalmente lo esta; gozando. ¡Hiede decirse, de un privile- 
gio del que están privados tollos los demás propietarios de tie- 
rras simadas dentro del mismo radio, pero fuera de la zona pro- 
visoria de riego que nos ocupa. Que si distinta es la situación de 
unos y otros, según lo que acalla de verse, es también inenestio- 
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^ m k l^viMÓn dé 1-a * rfegó, W p„ t ,|e Ifee 
én las mis,,,,,* condición** en uno y otro cas,,. Las eroaaeto 
<I| Pueda demandar él servicio dentro de la zona binarla 

tan umsideraHememe. atando por el feiego a larcas disidías 
CO« escasos ^ipn^m tía, sin ^ que man.enc ™ 
felte. estado de conservación ios canal,* y ter la vigilancia 
cada d,I servicio. Un.- .ales «diralte fcJK mi con 
figto f**a explicar v jnstificar el recargo del canon Ordina- 
r h, am „„ pr^ivo. » medida que ,1 riego * aíejn 

' *V !í ¡ V ^^^ ,ni 'ó Aponen L 
ms. r, v 10 de la, leyes 23QS y no nicon(rail(ÍUi en con . 

^cuenca, qfl* chela, recabo importe una desigualdad en la im- 

* art ir, de la lonstunción Xaciohal. qifc la igualdad e* ta 
ta» del m .,u,,sto y de las cargas púhlicas. ya que como lo ha 
*mU cdo fa Corte Suprema de la Xación. mvari; •„,,„,, ¿ 

la iJ^ TP " y ^"^ ,iC <Hdm clÍU,S « la 

* que no se estallan excepciones « privilegios que estiva*, 

* * io uuc se concede a otros, en fcnaks ci'cnnstand" 

* d ° mJc f '" e í"^'Nanu,ue la verdadera igualdad con- 
siste en aphear a los casos ocurrentes la lev. según las drfere* 

ssrr* i 6 y a!:,,,,iiitT * 

y al .rmres social ta tgualdad eligida, iK.r este precepto Ka 

gg*! »" l-de. p U ,, decirs ,ada, k, , s ,ev 

leales. íjiie establean n„a eontrihucióu. igual para todo, h„ 
comnlH.yvtUe. qi£ se halla, en ¡guales condiciones. ¡Por lo « v- 
Ptmstoj y las consideraciones encordantes de ja sentencia ápe- 
Wm#® W Voto l*r la negativa a la primera ciiestion, v por 
l.i afn inativa a la turnia, con costas. " 

¥mM mm %aí tato* Xovillo Cúrvala»: 

Í recurso de revisión su funda en pe las leyes provincia- 
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Ies Xros. 2306 y 2SK» T lian violado en sus arts. y 10, resis- 
tivamente, la regla de igualdad iKira ti impuesto y las canias 
públicas fijada por la cláusula final del art. lo ele la Constitu- 
ción Nacional, al prescribir, con arreglo a la inayor distancia, 
un aumento progresivo del canon ordinario de riego estable- 
ad" para una determinada zona. Él principio de igualdad ante 
la ley. del cual es una aplicación concreta la igualdad en las ba- 
ses ild régimen tributario y. de las cargas públicas, no traduce 
sino el pensamiento constitucional de alwilir mayorazgos, títulos 
do nobleza y privilegios, creando para los habitantes del pais 
un régimen de protección jurídica idéntica con arreglo a la esen- 
cia del sistema de gobierno adoptado; pero una base inicial igual 
de régimen iitqHisitivo — <pic es la exigencia constitucional.™ 
no es excluyeme de un aumento progresivo de la tasa que el \m- 
dei público pue<!e inq>oner con arreglo a la naturaleza e impor- 
tancia tic los servicios que presta, a las mayores erogaciones que 
le representan, y aún a los valores económicos que grava. La 
desigualdad solo acrece cuando la unidad de Itase tributaria se 
quiebra dentro de los contribuyentes beneficiarios del mismo ser- 
vicio. |n>r ejemplo, y cuya prestación, \x>r el listado demanda 
igual costo ; pero no cuando, como en el caso actual, puede exis- 
tir la igualdad del beneficio pero lógicamente del* admitirse 
qué las erogaciones del Kslado crecen a medida que se extiende 
el radio de un servicio que. como el de regadío, supone canales, 
conservación, pérdida de agua, etc. Señalada por la ley 2306. 
en su art. 3?, una zona provisoria de riego, dentro de la cual 
todos sus lxmeíiciarios alionan idéntico canon, y establecido por 
la misma ley en su art» f> la elevación progresiva del canon de 
conformidad -a. la mayor distancia, no corresponde a la justicia 
apreciar ni el criterio de gobierno para la determinación cié la 
zona, ni el fiscal jara la fijación del monto del aumento, sitió 
cuando el primero sea tan arbitrario y falso que acrezca visible 
el propósito de crear la desigualdad entre los regantes de dis- 
tinta* zonas, to que no se ha probulo en el caso actual, o cuan- 
do el criterio de elevación de la tata sea tan excesivo que pueda 
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i..d¡rcclau.cnie conducir a I» confiscaciuu de la m®¿M m 

rr ... f CX| "' e5 "' y las ™' si <l«f«i«n<s del fall., rreu- 

> por la confionaciín de i a ^yfc, ^ ^ 1 

V"t« del señor Vocal doctor £ «aniñe. Haz • 
Que ,1 Torrente funda el „„„ dc ■„c„n s |¡,„ci„„ a | fc , a ,| 

.1 canon de neg,, |)ara las c< , nccsjolles . <*" l « 

«™ flJ ar una ve. bfa d alranct . ad ^ ft ¿ g¿£ 

«n. por la jurapnalcnoa roncante dé la S. C Federal „.„. ,., 
^ m W* ciarse a e Ma clausula di s I, 

te co„ b cbspucto en el art. *> ,le la Constitución 

Que la disposición ,|el art. 16 c. N. en cuanto conrtihisa 
.»» ^ • declaración. „„ c^ene un derecho c™ ™ 
IwnMc ^ m „ prjnc . ,. , ¿ I 

al lqp*r sohre la, instituciones .«nielares. One * £ 

*** cf.-Hvau.cntc menoscabo ü , a lev.^i, „ ZZ 
«melar, creara sltnaciones diversas ,„ ra nuiclws <c 
m 2 *> mm Posición. Que en el caso J,, rf ;„. 
...ra ,le la ,,r„v,nc.a, en ejercicio <le una facultad coushlucional 
que no |aKd e serle discutida, y eu virtud de mi «£W 
nuu.strac.on , 1M ^ . ta a)ircc¡aftón ' - 

Wn» de negó colocando eu íbije^ fc^ a , m ¡Jg '™ 
ra .le la m ,s,„ a- ..„,, „„ r<K . ar( . ) , ,, r)wresÍTO |>¡en ^ 



» mi r.u.r.os i»k rokTE si i-ri:m.\ 

gim las distancias riel limite de la zona. Oue esta diferencia, 
que. resulta del *K*l>lf criterio, dentro y futra de la zona, dclte 
ser respetada por (os tribunales, salvo cu los casos, como lo ha 
declarado la S. C, tomo 115. p^¿. 111. cuando aparezca como 
arbitraria n inspirada cu un espíritu manifiesto de hostilidad 
contra determinadas jktmiujis o clases, One en el presente caso 
se descubre fácilmente ta razón rpu- funda la diferencia apun- 
tada, por el recargo administrativo del servicio de riego, según 
la mayor distancia, y |mr la situación de privilegio que importa 
la posiciotl de los regantes fuera de la zona. Por lo expuesto, 
voto x» rr la negativa a la primera cuestión propuesta, en el senti- 
do de <|ue declare w> repugnante a los principios constitución»- 
!<■> citar Ins. las leyes provinciales en sus artículos referirlos y. 
en consecuencia, confirmar la sentencia de la Kxcma. Cámara. 

Voto de! 'señor Vocal doctor Moyauo ; 

l'.l reCÜCSO ríe revisión deducido cu este juicio, se ha íun- 
dado < n lo rme disporie el art. 1J7-1, iues. 1-' y 2" riel C, de Ptos., 
pote cuanto el falto dictado resulta, a juicio del recurrente, con- 
trarío a las garantías; acordadas por la Constitución Nacional, 
en >n ari. l<\ que consagra el principio ríe cp? la iguaMad es la 
base del i ni puesto y de las cargas públicas. Corresponde, por 
tanto, estudiar si las disposiciones de los arts. ó'-' ríe la ley J.TtVi, 
y Kl de la 2Sló. que disjtonen un recargo progresivo del fi % por 
cada kilómetro en las propiedades a que se refiere el art. de 
dicha ley. sobre el cánou ordinario de riego, es repugnante a la 
Conjunción X'acionul. ííesde luego, eren que la igualdad a que 
•*e refiere ésta, es la proporcional al servicio prestado, no al va- 
lor numérico, que podría resultar contrario a la verdadera igual- 
dad esífpda por ella. Así. el impuesto que cobra el Gobierno por 
la concesión de riego a un propietario de terrenos situados en 
la zona establecida ]»or elidías leyes, no puede ser igual en su 
nkmttj al que corres} unirle al dueño tic terrenos ubicarlos a cua- 
tro o cinco leguas ríe la ciudad, no suto port|ue los gratos de 
conservación de éstos son mucho mayores, sino esiK'eialnicnte 
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mm la cantidad ele agua empleada ™ m..v suprior a Ja t , in . 

JM,r lüs Q» la solicitan dentro de la *o,n 

rygahk-. a causa de que ella se desurdida en |>n M H>rc¡,mes cuau- 
&m | * trayecto, y « « fe ^fcñfcfa J t ,, M . 

d-d^ «es. verdadera equivalencia, es decir, el aj de 
Jum e»a reamarlo en Ja aplicación del impuesta Se ha olmedo 
palmen., que seria ahsurdo ^var con mayor hnpuesto a los 
redantes de fuera de la zona establecida por la lev ¿806, |M)rmte 
¥ *** m h* d, afuera * esa ¿¿¿ lllfc ¡J» 

- de adentro, enu | ÍJlK . f^fc ft desigualdad irritante 
ara fundar esta afinación se a^a que te) éápícío de una 
linea viene a determinar la causa de la desigualdad». El reeurrem 
te COfl esto cree haber demostrado la desbaldad riel ftntaf» 
y, I*>r ende, si, inconstitueionaiidml. q«e haría procedente el re- 
curso deducido. Si tul pudiera admitirse, resnharia que la lev 
qu« tija el limite de «„ municipio. m c j, tnpfo , f ,,„tro del que 
dehe alonarse un impuesto. q t1e nti iiUmm |j p n>pi(?t , ri() ¿£ 
rado <fc H ,„, r unri ^ s , ria |ft^¡ Ulc¡(ltla|< , fíl|(aHa 
f-sa , R ualdad material o numérica, que sería se^ún él la ha.e del 

IVro. en que, en este caso. como ,„ H stll , /f/ , ja ¡ 
fija un hm.t, necesario, consultando precisamente la rasdí, y „„,_ 
porc,onaíida<l d,l i.npiusto. s^ún d Infido recibido, lia'ado 
<5t) las consultaciones pe premien y ^ qnc £ — 

estudiado, voto ,H,r la nativa en la primera cuestión propues- 
ta, y porque se confirme la sentencia de la Kxctua. Cámara en 
lo Civil, con costas (art. LÍJ6. C. de Píos.) 

Kn m® estado el tribunal acordó la siguiente resolución* 
Pór la unanimidad de los votos que anteceden, se resuelve 
memamente a la primera cuestión, o sea. declarando que Jos 
arts. m y i& te las leves 230b y 2*10 rcspcvtimanete. no m 
replanantes al art. 16 de la Constitución Nacional, confirman- 
do en consecuencia la sentencia recurrida de la Kxcma. Cámara 
niñera, cotí costas. _ ¿f. Marfuz P as . _ j^fep^ _ 
•S. ^/fe Cfeftfjfe - Kdro S. kovcUL - Rafa! Moyann, 
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tiUTÁMKN OKI, ekot I RAHOK UKÍíEttAÍ. 

Uiuiiiii Aires, Uicitiulire- 15 ik 1926. 

Suprema Corte: 

La Legislatura tic la Provincia de Córdoba, cotí el fin (le 
organizar la mejor distribución y aprovechamiento de las niguas 
flt-1 rín Primero, que se depositan en el dique San Noque, dictó 
la ley de riego N ,? 2,ÍOh en la (pie establecía la 20n.ua proviso- 
ria que alcanzaba a U-iiefíciarse con las referidas ajinas. 

Por el aft, +' de dicha ley ge f ¡ j ■ > otra zona de rie^t», fuera 
de bis limites fie la anterior a condición de que. en la época en 
([tic h misma se dictó, las tierras tuviesen en us» concesiones 
de riego y sin que ello iin|>ortase modificación alguna a los tér- 
mino* restrictivos en que esas concesiones se hubieren acordado. 

l'A art. f>'> de la ley decía: «A contar desde el 1" de Enero 
de 1914 y hasta tanto se dicte la ley definitiva sobre aproveeha- 
micntn de las aguas del rio Primero, las propiedades menciona- 
das en el articulo 4", alionarán sobre el canon ordinario de rie- 
go, un recargo progresivo de o % — seis por ciento por cada ki- 
lómetro— en razón de la distancia a qttfc se bailan las comj tuer- 
tas respectivas del límite establecido en el artículo 3" I vitas dis- 
tancias se medirán sobre la numeración <pie tienen los canales, 
debiendo entenderse, en consecuencia, que las propiedades cu- 
yas compuertas se hallan en el espacio comprendido entre dos 
números consecutivos de la demarcación kilométrica de dichos 
canales, deben estar afectadas del mismo recargo unitario». 

Por ley .V' 2816, sobre canon de riego, se dispuso mante- 
ner como único recargo el fijado en la ley anterior. 

Dicho articulo dice: «Kl recargo progresivo para tas conce- 
siones fuera de la zona provisoria para riego, es el ipic fija el 
art. ó 1 - de la ley ¿MM*. derogándose toila disposición que se o] «in- 
ga a la presente». 
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El doctor David JJuarcs, propietario de tierras ubicadas 
dentro de la segunda ¿una a que se refiere el citado art. 4" de 
la lev 2300. demandó a la provincia de Córdolm ante el Juzyado 
ííe 1" instancia y 2» Nominación de dicha ciudad, por devolu- 
ción de las sumas q«e había alionad», bajo protesta, en concep- 
to del impuesto adicional creado ]>or la dis¡x>sición legal preci- 
tada, alegando que la ley que divide en zonas la tierra para 
riego es inconstitucional en cuanto atenta contra el principio de 
igualdad y equidad que es tuse tic toda iniijosíción, según lo 
consagra el art. 16 de Ja Constitución Nacional. 

Sustanciada la catisa, fué resuelta en última instancia, en 
revisión, pe» el TnbunaJ Suprior de Justicia de la pruvincia, 
desestimando la demanda ]>or entender que los artículos referi- 
dos, 6* de Ja ley 2MX, y 10 de la 2810, no eran violatorios de las 
garantías constitucionales invocadas |>or el actor. 

J£ste dedujo entonces recurso extraordinario de apelación 
jwra ante V, E., el que le lia sido concedido. 

U> precedentemente relacionado permite sostener Ja proce- 
dencia de dicha apelación, ya que el caso resulta comprendido 
demm de í»s mm&caéos por el art. 14 de la ley 4S sobre ju- 
risdicción y competencia de los tribunales nacionales. 

En cuanto al fondo del asunto. 

Sostiene el actor que la división de la zona de riego, a los 
fines de establecer una diferente contribución, es arbitraria, fi- 
jada sin ningún motivo o principió de equidad, ni de justicia y 
que la línea divisoria pudo en esa forma, ser establecida indis^ 
tintamente, como lo está, más lejos, o más cerca del punto ríe 
partida. 

Agrega que en esa forma él se vé obligado a jKigar un iiu- 
pmtá más elevado que el que abonan los propietarios de aguas 
arriba. 

La provincia ha manií estado que ese aumento impositivo 
tiene su explicación en los mayores gastos (pie ésta hace en 
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la administración, couservacióti y vigilancia do los canales que 
sirven a las propiedades ubicadas a mayores distancias, y qijie 
dicho recargp inipósítíyb es igual para todds las de la misma 
zuna olí que han quedado divididas las tierras de irrigación. 

Como se vé. el concepto de lo rjne délse entenderse pnr 
igualdad impositiva en los términos del art. 16 de !a Constitu- 
ción Nacional se encuentra controvertido. 

Dicho concepto lia sido fijado definitivamente por la uni- 
f ornie doctrina de esta Curte Suprema en el sentido de que 
olla no importa oirá cosa que el derecho a que no se establezca 
excepciones o privilegios que excluyan a Ins ttnys de lo que se 
concedo a otros, en iguales circunstancias i debiendo tas contri- 
buciones rrearso y perciliirse, en forma tal que resulten iguales 
para lodos los contribuyentes <[ue so hallen en idénticas condi- 
ciones (105. 273; 117. 22; 132. 19S y otros). 

Y os o vidente que las dis|H>sicioues locales que so impugnan 
contemplan casos generales y aplican el mismo impuesto de rie- 
go a todos tos míe so hallan en las mismas circunstancias. 

í.o que la Constitución [ta proliihido, no es la fijación tío dis- 
limas clases o categorías «Ir contribuyentes, >i es que dicha di- 
visión tiene por base una clasificación racional del impuesto ha- 
- sado en la naturaleza misma y ci indiciónos del gravamen y con 
tal que rescindan a una finalidad económica q sooial {S. C. X., 
causa Jewisb Colonization Asoeiation contra la provincia do 
Sama Fe, sobre inconstitucionalidad del irupuostn al ausentismo. 
Noviembre 10 do 1036). 

Lo prittiiiidn es qiie tales diferenciaciones se establezcan 
teniendo contó base una clasificación arbitraria o que estén in>- 
1 lirada- en un prupcV.ii o nianifiostu de hostilidad contra deter- 
ininaila> personas clases, (cansa citarla}. 

I'.- evidente, en mi opinión, que la finalidad de carácter eco- 
nómico que lienen en vista las leyes de riego impugnadas, al es- 
tablecer la- do- categorías de íoirtribiíycuteil, p« iftetl a las itgfe 
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VALLO DE LA CORTE SI TKKMA 

IJliuiiis Airo, llrriumlire I> de IW7. 
Vistos y Considerando: 

Une en el pleito «i que se ha dictado la sentencia recurrida 
« ha d.scnhdn fa validez de la. leyes provinciales répefitf ZlOT, 
y ,)or cuanto mis artículos 6 y !<J son r,p llt: namcs al ,,r,- 

<mP feWsim establecido en el artículo 16 de la Constitución 
Nacnnal y contrarios ajos aris. 2.M0 y 2341 de! C«rH*. Civil 
As. lo ha sostenido el actor, ol*e,n«„ln fallos motivos ,n dos 

la I rovmca de Córdoba. Onda la materia de la cansa, es. en con- 
M-cuenaa. procedente el recurso extraordinario coneedfcfo contra 
eloT'k'v J?** ,K>r d '""''..nal. ( Art. U. g 

<¿ue, en elVeto. desde la iniciación cié la <let.rati.la. la ¡«fe 

* ': n,ítrcs ; ; l1 1,mu,<i, ' r 1:1 ^'Ma de * m$» m im()U , slo 

de r,e«o. dH.ido a error de derecho en el aer,ed..r. ha solicitad,, 

m k mm mm *<p,e u w s m fii;i mm ¿^¿¡y tfc ^ 

gil <s mcon>t,nno„al en cuanto atenta al principio de it-uald;,! 
que ...forma el espíritu de nuestras Mtudtttte* v <¡M , ¿ 
n. rnantu ava.ua contra derechos consagrados por e j ( ggjjfe, fi- 
VM>. Ksias at.rmac.oncs desenvuelta*. ,„„- el actor, en |os diver- 
sos rentos presentarlos en las tres instancias, y desconocidas por 
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1;« demandada y i»or la sentencia en recurso; constituyen la sus- 
tancia y la materia tensiva del presente recurso. 

Que las diSUOSÍCÍOtie^ de leyes provinciales a que se re- 
fiere la acción deducida ion las contenidas éii los arts. 3, 4 y l> 
de la ley 2MM> y 10 de la ley 2Slíi, que correlacionadas entre St f 
establecen una zona provisoria tle riego con determinad" períme- 
tro y declaran comprendidas en olla las confesiones anteriores, 
aún cuando estén fuera de aquél, fijándoles un recargo progre- 
sivo itr h <% por cada kilómetro en razón de la distancia a míe 
^ hallen las compuertas rcs[jcctivas del limite del perímetro de 
la zona, Como se ve. dichas disposiciones, tienden a respetar de- 
rechos concedidos con anterioridad a las mu- vas leyes y a con- 
seguir futidos para costear los respectivos servicios; de donde 
>e infiere (pie el recargo sobre el canon ordinario de riego, como 
éste mismo, más i|iu- un impuesto propiamente dicho, destina- 
do a formar el fondo de rentas generales, participi de los ea- 
racterés propios de una conlrihución destinada a redi huir los 
beneficios de determinada obra pública. 

(hie prescindiendo tle esta diferencia, no ]>tiede descono- 
cerse a la Provincia. a su legislatlira t la [¿cuitad de crear re- 
cursos para el sosten mm-hio de su vida autónoma y fomento de 
>u riqueza y dentro de ésta, el libre criterio con que han de dic- 
tarse las leves respectivas, conformándolas a tos principios yene- 
tales de la Constitución Nacional (arts, 104 y 107; Kallos. tomo 
147. p|g. 4112 ). ya tjiie fuera del cumplimiento de esta norma 
estucad, la Corte ícareee de facultades para examinar los im- 
puestos locales en orden a las furnias y oportunidad de mi co- 
bro*. ( Palios, tomo V5, pág* M7\. 

f jue las leyes -1 ¡sentidas, han establecido una zona de riego 
para ser servida con el agua acumulada en determinado embalse 
artificial, pues no «.iendu c>ic suficiente para el servicio general 
de la Pro viñeta, era necesario delimitar una zona para poder 
irrigarla de acuerdo con la caj acidad de aquel emkdse. listo no 
significa contrariar el espíritu de los arts. 2.M0 y 2.U1 dél Có- 
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<ligo Uvil t que- al enmurar el tfe«ib de los [.articulares al uso 
y g.KC de Jas aguas que corren por cauces naturales, „ u Hatíf 
®mm un áem® absoluto, libre ,le toda reglamentación sino 
tmg facultad sujeta a las limitaciones imputas por las orde- 
nanzas generales o locales. Efe otra manera sería imposible o ilu- 
sorio el ejercicio de aquel derecho, por cuanto el abuso y e J 
desorden lo anularían iK,r completo. (Art. 14, Constitución Xa- 
cioua I ) . 

Une, tomo se ha visto, otra de las disposiciones impugnadas 
«3 aquella rpie fija un recargo del 6 <f c , progresivo, [>or kiló- 
metru, a medida que la concesión de riego sea [.ara terrenos ale- 
jados del |>er ¡metro de la zuna general. 

lista cuntrilmción lasada en rpe a mayur distancia de la 
mente de Irrigación corresponde mayor gasto en el estableci- 
miento y conservación de las ol.ras indispensables ,«,ra el riego 
"° vi <>^tor¡a del 0mffi de igualdad escrito en el articulo 
Ifi de la Constitución. i-I recordado principio, ha dicho esta Cur- 
ie. «110 se propone sancionar en materia de impuestos, un sis- 
tema determinadn ni una regla férrea |mr la cual leídos los habi- 
tantes ó propietarios del Kstado ddnn contribuir con una cuota 
igual al sosteniniieiito del gobierno, sino solamente establecer 
que en condiciones análogas se impongan gravámenes idénticos 
a los contribuyentes*. Fallos, tomo 105. pág. 27.3; tomo 117 
pág. 22: tomo 132, pág. 198 y otros, 

Oue, |K)r tanto, el citado art. 16, no priva al legislador de 
la facultad, de crear, en las leyes impositivas locales, categorías 
especiales de contribuyentes afectados con impuestos distintos, 
siempre que dichas categorías no sean arhilrarias o formadas 
p-ira hostilizar a delerminadas persona o clases (Cnolev Taxa- 
lion > cd., pág. 75 y siguientes: Willuiigliby. ( Jn Tre Constitn- 
ffm pág. 59.1 diados en el fallr. tmm í8 pág. 402 j. 1- Mando 
estos |)ricntjiios la Corte lia dich.. anteriormente que «la igual- 
dad exigida t í» ir el art. I® ifo puede decirse violada p<«- leyes fo- 
cales fpu establecen una contribución igual patft íottog los con- 
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triluiytiitfs mu si hallen en idénticas condiciones^ f Fallos, tu- 
rno '»?. pág, M7 |. 

Que consideradas las leyes impugnadas de la Provincia de 
Córdoba. Urjo el concepto de la doctrina expuesta, ti.i puede de- 
cirse <|iie aquellas -can violat» trias del principio constitucional de 
igualdad en los impuestos; r% el contrario, si establecen cate- 
¡tirrias distintas fie contribuyentes, éstas se tundan en hechos <]ue 
determinan iliferencias naturales y razonables, comprendiendo en 
dichas categorías a todos aquellos tpte se hallan en las mismas 
condiciones. Sorprende al actor que tina linca sea suficiente pa- 
ra dividir el terreno en /.unas distintas, de modo de crear dife- 
rencias entre los que están de uno u otro lado de aquella, pero 
olvida rpie esa línea no es caprichosa sino fijada en relación de 
una unidad de distancia, sistema que debe considerarse racional 
para fijar el canon correspondiente en materia de PÍegO. 

Que leis Hechos y estudios que han servido de íundatneiitfi 
a la legislatura de t'órdolm juira determinar la zuna de ríeífo y 
para establecer dentro de ella un canon mi i forme, sin relación 
al recorrido de los canales, son ajenos al conocimiento de esta 
\ . .rn-, pues un encuadra dentro de sus facultades, la revisión del 
criterio del legislador, sino que te cotn|>ete exclusivamente, la 
confrontación de las leyes con miras a los principios cx>nstÍtUCÍO- 
nales que amparan los derechos y garantías consagrados. 

Que la desigualdad, míe anota el ador, en el memorial de 
fs, ,íí». tin m- profhiee entre los contribuyentes de una Uiisrua cla- 
se o categoría, sitio que aquélla, en casos de haber sido demos- 
trada en aulOS, existiría entre los contribuyentes que estén den- 
tro de la zona de riego y los que se hallan fuera de ella, circuns- 
tancia que caracteriza perfectamente una situación diferente con- 
templada en las leves respectiva*. 

Que las condiciones pcrsuualcs en qite se halle el actor, vin- 
culada a contratos celebrados con el gobierno y otro-, anteceden' 
tes invocados en amos, son cuestiones ajenas a la materia del 
recurso en .pie >e ve esla causa. 
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Por estos fundamentos, lo dictaminado |«>r Él Séfipr l'm- 
curadnr (ñ-ncral a fe. 44 y los concordante de | a semencia cíe 
fs. 20, se coní.rma é>fa. X„i¡ fúmese y devuelvan^ los auto, al 
tnímnal di- ungin. previa reposición del papel. 



A. BKKMEjO. — J. Ku;lekoa Al- 

COkTA. — KOBEKTO fílll'tlTTO. 

fcí. J.AtkliNCKNA. ■• R. í7riDf» 

Lavau.k. 



Mtw¿ ^£r»í y Bariwiia coMm vi PatmM cVnW ./,-- 
geuttfto, sohy thñox y /\ rjtt'nios. 

Sumario , helada la exención de resiwnsabiiidad que invoca el 
recurrente e« la cláusula de un contrato de arrendamiento 
y »0 ?n una dis|*>siciÓn de la Constitución, tratólo o ley 
del Conjjrcsc» o comisión ejercida en nomine de fe autoridad 
nacional, no procede cu el caso, el recurso extraordinario de) 
artículo 14. ley 48, sin que pueda aprovechar a aquél la cir- 
cunstancia de <|iie la amtra|*arte haya invocado alguna de las 
clausulas de las leyes nacionales y decretos del I'oder I-je- 
eutivo aplicadas por la sentencia aj celada. 

Caso: Im explica ej >i¡,'uiente: 
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liiieims Aires, Diciembre JJ. <K- P07. 

Autos y ViMus ; 

Oue .leí estudio di- estas actuaciones aparece que la exen- 
ción de res|«.risalttli.bul que invoca el recurrente l.a sido fundada 
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|Mir él en la cláusula de un contrato de arrendamiemn y no en 
una (1Ís|mMdóii de la Constitución, de un tratado n ley i el Ctín- 
gíeso o comisión ejercida en nombre de la autoridad .lacional. 
como lo requiere el artículo 14 de la ley 4X. 

Que la circunstancia de que la contraparte h?/a invocado 
algunas cláusulas de leyes nacionales y decretos d'i IVler Eje- 
cutivo ijiie lian sido aricados |joi- la sentencia. ■ o puede apro- 
vechar al recurrente, pues de lo contrario rcsttlt ría que la cues- 
tión ft-dtral plantearla |Hir una de las panes » decidida cu sen- 
tido favorable a sus pretensiones, teudria I; virtud de generar 
en favor de la otra el recurso extraordin;" ioy lo que es incon- 
ciliable con los caracteres que lo definer Cnoley. Limitaciones 
Constitucionales, pág. 29. Fallón, lomo ,4*. pág. 2M. 

Que si la niisnia recurrente ha ''«clarado a ís. í63 «que nq 
existe ninguna dis|m>ieióu de la jr-y de Ferrocarriles, -V' 2X73, 
ni de la de tinglados, H v 4207, a' n'cablc al caso de autos»; no se 
ve cómo pudría ella pretend' r halierle sido desconocido una 
exención o un derecho ínnt' .do en alguna cláusula de a<|iiéllas. 

Que la remoción e- cepdotlál de una causa. Ita díeho esta 
( "lie. df«K- el superior tribunal de una provincia o los que itl- 
dica el art. 6' de la ley 4055. al más elevado del tire leu nacional, 
>c funda en la necesidad de asegurar la supremacía ele la Cons- 
titución, tratados y leyes nacionales consagrada |Mir el art. M y 
cuya validez, discordancia con alguna ley. decreto 6 autoridad 
provincial, o bien Iri inteligencia de alguna de sus cláusulas (pa- 
ra indicar l^s tres casos previstos en el citado art. 14), haya sirio 
cuestionada ante los tribunales locales, militares o Támaras Fe- 
derales, en su caso, y la decisión <k éstos desconozca el tlerecho, 
privilegio o exención ktsadu. precisamente» en lo que la carta 
fundamental llama «Ley Suprema de la Nación», Cuando^ pues, 
el tribunal ante el cual se ha debatido una cuestión federal ha 
eottsajtrailn la Stlpmnaeía del precepto lega! o autoridad nació 
nal, como jjcülüfe en el caso, el art. 14 dr la lev 4S carece de apir- 



m justicia m: i.a nación h: 

ffltftm y esta t Wu no tiene, entonces, misión que. Henar. Rdlos 
tomo 148, |%. f } ¿. 

Por rilo se declara mal conc«ÍíáO el recurso. Notifiquen v 
repuesto el i si peí. devuélvanse. 

A. Bermejo. — j. Kku khoa Ar.- 

COKTA. — RoHKKTO ktíl'KTTO. — 
M. LaCHKMEXA, 



Don Snfuniio Corán %0i ¡tn> ti mi /V/i>- ® Oh,rii»r. sohy m- 
vhiitUaaóth 

Sumario; Id articulo 8» efe |¡, ]«.y 48 soto cnntnn pía él supuesto 
de la m\U\ de un crédito contra tercero, no comprendien- 
te jjot ^íst^uícnte, la adjudicación de utt inmuelile hcelvi 
en un juicio sucesorio, aunque ésta, minee Malamente, pueda 
reconocer cuino causa la compra de acciones y derecho lie- 
red i tarius. 

Caso; l.u explican fas piezas siguientes: 



OICI ÁMKN tiMÍ PkOt l KA0OK HKNKRAr. 

¡i 

Huero. s Aires, Dick-mhri- 17 de ÍSt2(S. 

Suprema Corte : 

Don Secundino t Jarcia demandó ante el fungado Federal de 
-Mcndo/a a don Fdl|* S. Obredor por reivindicación de unos te- 
rrenos uliicados en San Kaiael. de la provincia espresada. 

Tramitada la causa, fué resuelta en primera instancia en Ta- 
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vor del actor, pero ta Cámara 1-Yderal de la Capital de la Nación, 
a donde el litigio fué llevado en Relación, ha declarado que el 
casi, es ajeno al conocimiento de la justicia federal, de acuerdo 
con lo qné lüájjóné d art. K" de la k*y 4H, ya que la causa aparece 
seguida c» Ultra un argéntiíiq i*nr un extranjero, cuyos derechos 
no K ajrreJsjJOndeii originariamente, muó por cesiones de un ar- 
yemiiiti, quien, a mi vez, fus obtuvo ni la misma forma de otro 
argentino. 

La denegación del fuero federal ha motivado el recurso 
extraordinario de apelación que García ha interpuesto |iara ante 
V. K.. el que k- ha sido concedido |Hir estar comprendido el caso 
nure los previstos j3*>r el art. 14 de la ley 48. 

1.a solución dada por la Cámara se ajusta al principio gene- 
ral emigrado por la disposición legal citada (art S» de la ley 
4§); y la constante doctrina al respecto de esta Corte Suprema. 

l'ero el caso de autos tiene una modalidad especial que hace 
inaplicable, como lo sostiene el Señor Procurador Fiscal de Cá- 
mara ( ís. 24J). la referida prcscri|)ción de la ley 48. 

En efecto, d demandante (Tarcia IiuIkj sus derechos por ce- 
sión tpic le hiciera don A niobio Yidela, quien los huho a su vez 
de Santiago Aquinchay. hijo, amtjos argentinos, por cuya razón 
un estaban en condiciones de invocar el fuero federal en la cansa. 

Pero resulta de amos que el hecho que motiva la demanda 
de García. — usnr|>acióii de la propiedad, míe atribuye a Ohrc- 
dor -- fué ]x»sterior a la cesión de los derechos que aquél in- 
voca y. jjor lo tanto; no pudieron éstos halierles sitio transferidos 
por \niiinrliay y Videla para hacerlos valer contra Obmlor, 

ya que afirmarlos importaría sostener un anacronismo. 

Vale decir, que la lesión al derecho de ííarcia, de la cual 
nace la acción (pie intenta, por haber tenido lu^ar después de la 
cesión de derechos referida, no ha podido legalmente ser tenida 
en cuenta al transferirse dichos derechos y ]>or ello, mítica pudo 
-er invocada |>or los antecesores de fiarcía a los fines de este 
juicio. 
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Este;, pues, reclama en la pusa derechos originarios y. síián- 
<!(i extranjero, ha podido anl^ifarae al tuero federal al ílc^liurr 
su acción contra un argentino. (Art. 2* ¡tic, 2" de la lev -hSj. 

lo que la ley Ha querido impedir C s que. \n,r ftieüití de ce- 
siones .i mandatos, puedan ser llevadas a conocimiento de la 
justicia nacional causas en las cuales ¡g¡j cálenles o mandantes 
no judian invocar dicho fuero, cosa qti% cuino se ha visto, no 
ha podido suceder en estos autos. 

■ 

Soy |K«r ello de opinión, que cortesjjqnde revocar la semen- 
cia apelada en la parte .pie lia |>odido ser materia del recurso, 
debíélltro devolverse los autos a h Cámara ^ra que reasuma la 
jurisdicción fie qtte se lia desprendido. 

Tal es mi dictamen. 

Uámao H. l.arntti. 



I-AJ.I.O |>K LA (OKTK SU'HIÍU \ 

BltíHkJü Aireí; I tirómlm.- 14 ,k- V*27. 

AiUns y Vistos; 

Por los fundamentos del precedente dictan un del Señor 
IWnrador General y fos de los fallos de esta Curte registrados 
en tos tontos 19, pagina ffy ni y pág. 65, de cuya doctrina 
se infiere que el ari. X" de la ley X" 4.S sólo contempla el supues- 
to de la cesión de un crédito contra tercero, no comprendiendo, 
por consiguiente, la adjudicación de un inmueble hecha en «ii 
juicio sucesorio, aunque ésta, mediatamente, pueda reeoiHicer co- 
mo causa la compra cié acciones y derechos hereditarios, se re- 
voca la sentencia de la Cámara Federal de la (¿apal en la par- 
te que ha |«.dido ser materia del recurso. Én consectiencia. de- 
vuélvanse estas actuaciones (tara que reastttna la jurisdicción de 
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el papel cu el 



que se ha desprendido. Notiííquese y 
lie origen. 

A. Bermejo. — J. Fku rkoa nt- 

COKTA, — KOBEKTO h* K HKTTO, — 
k\ Gt'lDO Lwau.F. 



Cwnpaitiú .'híiaircra Tuctitmíiiu contra la l*rin>im ia de 
sohe ti crol ite ion fie diticm. 

Stnuitrio : I- l-as leyes <k" emergencia no pueden escapar a las 
garantías y normas señaladas por la Constitución Nacional 
y Provincial ni suprimir o alterar en favor del fcstado las 
ngjas orearlas por ta doctrina y la jurisprudencia para la 
interpretación de las leyes cuando de la aplicación de éstas 
surgen conflictos con los derechos de los partienlares. 

2» I-a Constitución es un estatuto para regular y garan- 
tir las relaciones y los derechos de los hombres que viven 
en la República, tanto en tiempo de |mj¡ como en tiempo de 
guerra y sus provisiones no pudrían suspenderse, en ningu- 
na de las grandes emergencias de carácter financiero o de 
otro orden en que los gobiernos pudieran encontrarse. 

3" Cna ley general no es nunca derogatoria de una ley 
o disposición especial, a menos que aquélla contenga alguna 
expresa referencia a ésta o que exista una manifiesta re- 
pugnancia ilre las dos en la hipótesis de subsistir ambas. 

4 V El articulo 13 de la ley de la Provincia de Tucnmán, 
de 2 de Mayo de 1915, que exceptúa a los productos de fa- 
fricación provincial grabado» fjor leyes locales, del impuesto 
cuando se exporten iuera del país, constituye en relación a 
Ja ley de la misma provincia, de ¿4 de Junio de 1919, que 




creó una | intente |>ara azúcares <|uc se elaboren, un pre- 
cepto es|K.'cial, tina exección, como en ti mismo se expresa, 



ca económica del azúcar. basado e» el estimula y la protec- 
ción (le la producción ]>ara |X>nerla en condiciones de com- 
petir en los mercados extranjeros; y el silencia de la legis- 
latura al samiunar la ley iiosterior de 1919, significa el man- 
tenimiento del art. 13 de la ley anterior de 1915, ipie tiene, 
en el caso, tanta fuerza legal como si hubiera sido expresa- 
mente sancionada. 

5 V La primera regla de inierpretación de las leyes es 
la de ílar pleno efecto a la intención del legislador, la cual 
debe fluir de la letra o del espíritu de las mismas. Ctiando 
existen dos leyes o disposiciones de leyes relativas al mismo 
objeto, amlias deben ser aplicadas, siendo ello practicable, 
como «curre en el caso de autos. 

Caso; l,i> explica el siguiente; 



carera Tncnmana contra la I Wineia de Tncumán, sobre devo- 
lución de dinero de las cuales resulta: 

■ Que a fs, 6 con i parece don Avclino Kolón por la Compañía 
nombrada «nial liando demanda contra el gobierno de la Provin- 
cia de T muñían, ¡Hir eobro de la suma de ciento óchenla y cinco 
mil cual nnient iis un ¡h-sos o.n diez centavos moneda nacional, 
sus iiiierest-s y Iím eosl.is íi cuyo pago si.lícita se la condene 
ttmamente. 
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tjue la Compaiiia Azucarera Tucumana txporu, en e] año 
r»2u itueve niillones trescientos cincuenta y cuatro mil ciento 
cincuenta kilo* de azúcar, cantidad a la (pío correspondo deducir 
2 % dé merca < lev de la provincia do Tucumán di- 8 de Mayo 
de 1915, art. i"», con lu cual la exportación m el referido año 
tpicdó redticida a nuevo millones ciento sesenta y siete mil ocheu- 
ta y siete kilos. 

One vn cumplimiento do las levos en vi^ir cu eso ano la ac- 
tora pagó el il«¡ mosto do un centavo y medio por kilo sobro un 
millón cuatrocientos cuarenta y dos mil cuarenta y im kilos y 
el impuesto do ¿«JO centavos |tor kilo <i> sea 1 1 2 centavos más 
los 2.40 centavos de la ley do 24 do Junio de (919). sobre siete 
millones setecientos veinticinco mil cuarenta y seis kilos. Tales 
impuestos fueron satis fechos sohre el total de la rx|>oriación 
(kilos 'Uo/.OS/j sin considerar el medio centavo i>or kilo de 
indemnización do cañeros pagado sohre siete millones setecien- 
tos veinte y cinco mil cuarenta y sois kilos solamente. 

Ouc el gobierno de la iWincia «le Tncumáu devolvió upor- 
tunamento el 61.55 % do un centavo (conmutando la limitación 
impuesta ¡«ir la ley de ti de Julio de 1909). sobre la cantidad lo- 
tal i'xjh triada, entrojando a su representada la suma de cincuen- 
ta y seis mil cuatrocientos veintitrés (tesos con cuarenta y ríos 
centavos moneda nacional También devolvió medio centavo ín- 
tegro correspondiente al adicional sobre el total exportado o sean 
cui.reiita y cinco mil ochocientos treinta y cinco pesos con cua- 
renta y lies centavos moneda nacional, pero, en cambio, por 
decreto de 12 tic Agosto de 1925. se niega a reconocer el dere- 
cho de su representada a obtener la devolución del impuesto de 
2.40 centavos ;*ir kilo, creado iior la ley de 24 do Junio de 1919, 
impuesto qite sobre siete mi] Iones setecientos veinte y cinco mil 
cuarenta y seis kilos exportados, asciende a ¡a suma de ciento 
ochenta y cinco mil cuatrocientos un pesos con diez centavos, que 
es la cantidad reclamada en este juicio, V ello a posar de haber 
devuelto la parte proporfci^ttál del medio centavo, remanente de 
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la indemnización a los cañeros, de acuerdo con lo dispuesto por 
la misma ley de 24 de Junio (k 1919. 

Que la compañía funda su derecho e » las disposiciones de 
la ley ríe la l'rovincia de Tucumán de 8 de Mayo de 1915 y es- 
pecialmente en los arts, I y 13 el primeros de tos cuales define 
las características de aquélla como tina lev general y |>ermanente 
estableciendo que ella redirá en lodos los casos, no obstante cuab 
omer tlisposfeíStí general que se dictare con la única salvedad 
de una dejación expresas de sus precepto. V como la recorda- 
da ley de « de Mayo de 1915. no lia sido derogada ,K,r otra lev 
es míe sostiene que sus disposiciones rigen las ex | portación es de 
azúcar realizadas dnraute el año 1920. 

Que después de analizar e invncar en favor de su lésis el 
decreto de 4 de < íctnbrc de 1920, reconociendo sin reticencia al- 
guna el derecho de la compañia para reclamar la devolución que 
I^TM-ue. se refiere al decreto de Agosto 12 de 1<J25 que íiü 
8Q$ dejó sin efecto el anterior sino (pie desconoció abiertamente 
el imperio de [a ley de S de mayo de 1915 respecto de las exporta- 
ciones realizadas el año 1920. Analiza a continuación la natura- 
les y alcance de la ley de 24 de junio de MÍ q„ c estahleeió el 
impuesto ]ngadn |H.r sn mandante y que es materia de la recla- 
mación ¡«ra concluir ( ,ue aquella no ha derogado los precepto-; 
de la de 8 de .Mayo d c 1915, cuyas expresas dis|>osic¡ones ha 
invocado i*ra f mular esta demanda. 

Que acreditada la jurisdicción originaria ríe esta Corte, co- 
rrióse a k. U> traslado de la demanda, el cual fué evacuado a fs. 
31 |*>r don Miguel Aráoz en rcpresentaeióii de la provincia de 
TiK-umán. pidiendo el rechazo ífé áqpllii, con costas, v expo- 
niemlo : 

íjne después de examinar y contestar cada una de las afir- 
maciones sobre los hechos incluidos en la demanda v de admitir 
la conijwtencia originaria de esta Corte, reconoce ser exacto que 
el Gobierno de Tucuman ha declarado improcedente por decreto 
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de 12 do Agosto de 1925, la devolución do las sumas pagadas 
por el impuesto especial (le la ley de 24 dé Jimio de 1919, por 
azúcar exportada en 1920 proveniente de la cosecha de 1919, del 
ingenio de Florida y niega lialwr devuelto la totalidad del me- 
dio centavo rana neme de Ja indemnización a los cañeros, sino 
una parre del producido de acuerdo con un fallo de esta Corte. 

Que en cuanto a las leyes de X de Mayo fie 1915 y 24 de 
Junio de 1919, en cuyas disposiciones funda el actor mi dere- 
cha, áf trajo el representante de la Provincia de Tucíiniáii, que 
la primera de aquellas en cuanto contiene el requisito de la «de- 
rogación txpresa», tic» obsta al predominio de ta segunda, que 
no es par cierto la disposición general del precepto invocado, Éh 
cuanto a la exigencia de la derogación expresa, imponn una 
pretensión innocua» incomprensible e ineficaz y no se concebiría 
ni en ntia ley contrato, pues es obvio que una legislatura no obli- 
gue con fórmulas sacramentales la actividad parlamentaria del 
porvenir. Rs. pues, inexacto, dice, que la ley de S de Mayo de 
1**15 no baya sido derogada por otra ley, lo ha sido por la de 24 
de Junio de 1919 durante su vigencia. 

Que el reciau id de la adora es infundado, no sólo |xir reves- 
tir la ley de 24 de Junio carácter de emergencia, sino también 
]Ktrqiie Ta de 1915 solo concede exoneración a los productos de 
fabricación provincial que se exporten fuera del jwús, siendo ló- 
gico creer que se refiere a las establecidos, no así a los que se 
establecieran en lo ¿sucesivo. 

Qm- a Continuación examina los antecedentes legislativos 
de la lev de 20 de Junio de que califica de ley de emer- 

gencia y analiza y refuta cada una de las cuestiones presentadas 
por la demandante como basé de la acción. 

( íue abierta la causa a prueba, fs. 42 vta.. se produjo la que 
expresa el certificado de fs. 15'J, alegando >i>bre su mérito a fs. 
161 y fs. If/i y poniéndose. los autos al despacho a fs. 177. 
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Que con el informe expedido p,,r el Ministerio de Obras 
Públicas y Hacienda ríe la Provincia de Tucuman, se ha demos- 
trado que la actora abonó en concepto de ¡«tente especial fijada 
por la ley de 24 de Junio de 1919, la suma de ciento ochenta 
y cinco mil cuatrocientos im pesos con diez centavos moneda na- 
cional, que es la cantidad cuya restitución se reclama en el pré- 
senle juicio. 

One e>tá también demostrado que el Poder Ejecutivo de 
la Provincia de 4 de < >ctubre de 1920. con motivo de gestiones 
realizadas ]Hir la actora |>ara obtener la devolución de aquella 
suma, dictó el decreto cuyos artículos pertinentes dicen lo si- 
guiente: Art. 1". A los fines de los arts. ¡$ y 14 de la ley de H 
de Mayo de 1915 y decreto reg lamen tario de la misma, rceoufc 
cense los embarques de azúcar eíecl nados ptír el Puerto de Ro- 
sario de Santa Fe, en la proporción y destino que más atajo se 
expresa y con intervención fiscal. \*>r cuenta de ta Compañía 
Azucarera Tucumana, hasia hacer un total de nueve millones 
cuatrocientos noventa mil ciento treinta y tres kilogramos, co- 
mo procedentes de la zafra de 1919 del ingenio «La Florida*, 
propiedad de la precitada c<>m|>añia». Art. 2*; Resérvase este ex- 
pediente en la Dirección General de Rentas, hasta tanto sean 
presentados k>s cumproluntes consulares a los efectos a que 
se hace referencia en los respectivos considerandos de esta re- 
solución. 

Que se halla igualmente justificado que el mismo Poder 
Ejecutivo con fecha fie 1 1 de Agosto de 1925, dió un decreto 
declarando que no procedía la devolución de las sumas pagadas 
]>or impuesto especial de la ley de 24 de Junio de 1919 por azú- 
cares exjtortados en el año 1920, que solicita la Compañía Azu- 
carera Tucumana. provenientes de la cosecha de 19P) del in- 
genio «La Florida*. 

Que la cuestión planteada en el presente juicio es la mis- 
ma que ha sido materia de las resoluciones administrativas alu- 
didas en los consideríindos anteriores y ella se reduce en defi- 
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intiva a establecer m. en presencia tle. la*. d¡>posidnru.s de las 
leyes loe-ajes (le 24 de Junio de y de S de Alayu de 1915, 
h Provincia ele Tiieumáu lsíú o no ni lleuda ;i rcMituir a la 
onn|«añía aetora la »uma reclamada. 

<Jue la ley ilil año IM'J creó una patente para los. azúcares 
que se flalii.iLii en Ja provincia, la cual rediría desde el l'-' de 
Emto •!«• 1919 hasta eí 31 de Diciembre del mfó*no¡ La (atente 
Miidonuila y íjjte era respectivamente de. .1 1 4. .1 y i I 4 ceu- 
lavos-po: cada ¡dtóeramo d<í azúcar, segfiti tu-ra esta retinada, 
i).' refinada «• en bruto, fui establtxirla enn el fin de salvar la du- 
Ifcada situación cc.mómiea |>orque atiíáVesába la provincia. sc- 
gtJn lo expresó el diputad" aun ir del proyecta 

íjtu-, entretanto, al dictarse la susodicha ley baila! «se en 
vi|fpT la (te 8 de Muyo de l l M5. etiyu art. U se encuentra euii- 
eeliitíü én eMn?. téraltitos; «los productos de fabricación pro- 
vincial gravado.» pur leyes locales, serán exceptuados del im- 
puestt* cuando se exporten fuera dd pai.»». Y en esfta artículo 
(jtw la eoirijjañía a/ncaren funda su dereclm. p;,ia ¡Éftp^tf&f la 
devolución de la patente cobrada de acuerdo con la lev del año 
1°I9 -.ubre In» siete millones selecieíltbs veinticinco mil cuarenta 
y >eis l;iló»ramos espfirta^ljo*? fuera (leí pais. 

«Jui los antecedentes letdsla'Jvos que acompañar. m la -andón 
de la ley del año 1919 en aiiíSis ramas del parlamento local, m 
contienen la menor referencia, directa ni indirecta fjtjc peni tita 
ai ¡miar míe en ía intención de sus promotores m- encerrará el 
propósito de tjue la {títetite creada gravaría ta elaboración del 
azúcar aun en el caso preciso |H»r el arl. I.í de la ley del año 
l' J 15. Todo lo pe resulta de esa <li>cttsióti y en ello apoya su 
¡iryuiiR.utacióu prÍuei|Ml la demandada es i pie la ley era de emer- 
gí ncin. pero, fuera de que ai'lu las de ese carácter no pueden 
escapar a las jaranitas y normas señaladas ]h>t la Constitución 
Nacional y IVovmcial. ni Miprimir o alterar en favor del Ks- 
tado las reglas creadas por la doctrina y la jurisprudencia ]>ara 
la ínierpntacioii de las leyes cuando de la aplicación de éstas 
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mvgm conflictos con los defecubs óe los particulares, fuera de 
6s0, I» situación de aí%fn$e apuro financiero que se hura \alcr 
coiik, causa g¡jra l:t sanción del gravamen, es solire poco más o 
iwenos. ta misma nt ipn* se han enamtrado la Wióu y las pm- 
vineias en la> gfanrKes crisis de su histeria económica v minea 
íc ha pensado .jne tal ejiieiptíeia pudiera servir ite antecedente 
justificado |«ra cercenar o suprimir lus derechos recoiH.cMl.tf 
|h.i leyes ai inri, .res ni para autorizar un metndo especial de in- 
terpretación en la fijación tIcí pensamiento legislativo concre- 
tado .«i dos estatutos sucesivos. JCI pr«i¡iósúii di- la ley del ano 
ISUfl no ha sido otro que el de projtoreiouar recursos al gohier- 
no para satisfacer las necesidades púhlicas y ni esta circunstan- 
cia ni el carácter temporario efe la misma del i ni rían una emer- 
gencia con el efecto qm se pretende por la provincia, porque 
di- ser asi «ida* las leyes de impuesto se hallarían en el mismo 
caso. 

Que la le» Matura, aún tratándose cíe una ley di- emergencia 
y acaso coíi mayor ra>:ñn. ,..„■ t so mismo fc»táha ugli-ada a ex- 
presar su pensa míenlo con mayor claridad, pues no se desco- 
noce el derecho dé aquella ¡«ra dentar U ves anteriores en to- 
da la amplitud que tiene y le corres^ m de. sino, simplemente, de 
sabe* cuál es la situación en «pie quedan los derechos de los par- 
neniares asegurados por leyes anreriores cuando aquel ,»oder se 
ha ahstenido de pronunciar*- expresa o implícitamente sobre eí 
punto. 

<>• la o institución es tm estatuí-, pata regular y garantir 
las relaciones y los derechos ríe loa hombres í|UC viven en la 
República, fanío eu tiempo de paz emíú en tiempo de guerra y 
sus provisión^ no jiodríau suspenderse en ninguna de las gran- 
des emergencias de carácter financiero o de otro orden en que 
los gnbicnms pudieran encontrarse. La sanción de una ley, aún 
de emergencia, presupone, pues, el sometimiento de la misma a 
la Constitución y al derecho púhlico v administrativa del es- 
tado en cuanto éste no haya sido der^ado. Si h calificación de 
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li> de emeregncia atrí Imilla a la ley cEl-I año 1 1 > | f V <> d Invito 
de hacerse transitoria, lucran mol i vos .suficientes |xira cnnsidc- 
rar deí^das la cláusula del art. L3| no se vé cuándo tendría 
ésta aplicación, desde que como, se ha dicho, todas las leyes de 
impuestos se fundan en general en urgencias económicas de que 
se hace derivar la emergencia y son o pueden ser transitorias. 

Que la demandada sostiene, además, ijue concurren en la 
cuestión dek'ilida dos k\es contrarias: la de! año 1815 v la del 
año 1919 y que, |mr consiguiente, deU- darse preferencia en su 
aplicación a la de última data. 1.a actora, a su turno, afirma que 
amlias leves son perfectamente com|>atililes y iKirqiie lo son. re- 
clatna la devolución de la patente. 

One la doctrina y la jurisprudencia han sentado como nor- 
ma de interpretación, míe una ley general no es nunca deroga- 
toria de una ley o disposición especial, a menos que aquélla con- 
tenga alguna expresa referencia a ésta o que exista una mani- 
fiesta repugnancia entre las fUis en la hipótesis de subsistir am- 
l>a> y la razón se encuentra en que la legislatura que lia puesto 
ti nía su atención en la materia y observado todas las circunstan- 
cias del caso y previsto a ellas, no puede haher entendido dero- 
gar ¡Mir una ley general superior, otra esjiecial anterior, cuando 
no ha formulad*i ninguna expresa mención de su intención de 
hacerlo asi. 185 l". S. 88. Como un corolario d la doctrina, se- 
KÍm la cual, dice lílaksloue. ( Interpretaron oí I.avvs, 116). las 
derogaciones implícitas no son favorecidas, ha llegado a sentar- 
si- como regla ni la interpretación de las leyes que una ley pos- 
terior fie carácter general sin contradecir las cláusulas de una 
ley esj>ccial anterior, no delie ser considerada como que afecta 
tas provisiones de la primera a menos q«c sea absolutamente 
necesario interpretarlo asi por las palahras empleadas. 

Une la disposición del art. !3 de la ley del año 191.5 cons- 
tituye en relación ?. la ley del año 1919 un precepto especial, una 
excepción, como en el mismo se expresa, a todo gravamen estable- 
cido ¡ior las leves locales. Kstahlece una exención de derechos 
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par» ios azúcares exilados fuera del pais y se encuentra tu 
1 lleno vigor, pues no se ha desconocido su aplicación acerca de 
loa productos (le fabricación provincial exportados antes y des- 
pués del tiempo abarcado por la ley del año 1919. Sus términos 
SOft lo suficientemente amplios para considerar que comprende 
en la excepción todos los gra valuantes locales, cualcpúera que sea 
mi denominación y naturaleza existentes contení] foráneamente a 
su sanción o que fueran esfalileeidos en el porvenir. 

Que el art. 1,1 de la ley del año 1915 representa el régimen 
legal orgánico y permanente acerca de la política económica del 
azúcar, liasado en el estímulo y la protección de su producción 
jKira ponerla en condiciones de competir en los mercados extran- 
jeros. Ku realidad, pues, el conflicto entre las dos leyes no exis- 
te ni sus disposiciones muí iueompatihles entre si. Toda ley de 
impuestos relativa a un articulo de producción lin'al dentrJ del 
redimen adoptado por la Provincia de Tuciimán, lleva incorj Mi- 
rado (fe antemano a ella la cláusula IX como decisión anterinr 
dt la propia legislatura. Kl silencio de ésta al sancinnar la ley 
posterior de 1919. significa la consagración del sistema, esto es, 
al mantenimiento del art. 13 de la ley anterior, que tiene en el 
caso tanta fuerza legal como si hubiera sido ex presamente san- 
cionado. 

Que la prueba de que no son contrarias o repugnantes la 
lev. creando la patente a Ja clalioración y la que exime de iinpues^ 
tos locales a los azúcares exportados, se encuentra en que ha 
sirio aplicada sin dificultad antes y después de Ja sanción de la 
le> del año 1919. \'o Jiay conflicto porque una de cijas tiene, 
su campo propio de acción. 

Que tampoco cabe admitir que la repugnancia entre las dos 
leyes, repugnancia que induciría su derogación tácita, fluya de 
la circunstancia de no haber provisto de fondos la propia ley 
para realizar las devoluciones previstas p#f el art. 13 de la ley 
del año 1915. Desde luego, porque el derecho desconocido en 
el caso puede existir sin que la ley en el momento <l 
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valer determine los niedio> ¿fe satfefa&rlb \ además |*>rque, «i 
realidad admitida la cuopatihilidrid y suhsísteneia de las dos te- 
yes, el Poder Kjccutivo, encargado de su atá$flifóiri^ pudo 
reservar de los ingresos provenientes de la {«tente una suma 
prudencial destinada al cumplimiento de la ley del año 1915, co- 
mo parece que en realidad lo hizo si se recuerdan los términos 
del decreto de 4 de Óctufire de 1930, admitiendo la devolución. 

< >Uf en Mima la primera regla de interpretación de las I -ves 
e> la de dar pleno ejeéto a la intuición dd legislador, la cual 
debe fluir de la letra o del espíritu de las mismas. Cuando exis- 
ten dos leves o disposiciones de leyes relativas al mismo objeto, 
ambas delten ser aplicadas, siendo ello practicable, gimo ocurre, 
en el casi» de auto», pues ante el silencio de la legislatura al san- 
cionarse la ley de 24 de Junio ele 1<>|<J. debe reputarse incorpo- 
rada :l ta misma la regla de c.\ce|jeióu del art. l¿ de la lev de H 
de Mayo .le PM5. |>crfcctnintiiie compatible con aquélla. 127 ü 
S. 406, 

En mérito de estas consideraciones, se hace lng.tr a la ríe- 
manda y se declara que la Provincia de Tucumán está obligada 
a devolver al actor dentro del plazo de treinta días, la suma de 
ciento ochenta y eincb mil cuatrocientos un pesos con diez cen- 
ia wis moneda nacional reclamada en estos autos y sus intereses 
a contar desde la notificación de la demanda. Sin cosías, atenta 
la naturaleza de la cuestión deknida. Xotitiqucsc y repuestci el 
pa¡H-l archivese. 

A. I1i:k Mt--.ro. — J. Kitiri-itoA Al- 

t'OHTA. — RoHM uro IÍK1MÍTT0. — 

1\. GUIDO L ava l le; 
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!hm Jmni Kcymd eii hs autos De Perca Maños, doña Petra A. 
R. Mensura. Keyutaeum de honorarios, ft&isiém Kentrm 
de heeho. 

mmi&i N„ t -s una semencia definitiva de las que contempla 
el artículo 14 de la ley 48, una resolución del Suprior Tri- 
bapfl de Justicia de Córdoba, que se limita a resolver una 
cuestión de carácter procesal al declarar improcedente el re- 
curso de revisión interpuesto para ante el mismo de un 
, auto dictado por la Cámara de Ablación. 

Caso ; to explican las piezas siguientes : 



DÍCTAME* DEL PROCIRAOOR (¡EJÍRKAL 

Uiuims Aires, Septiembre 10 <le I9¿7. 

Suprema Corte: 

Regulados ixir el señor Jüc* de 1» Instancia y 5* nomina- 
ción en lo Civil y Comercial de la ciudad de Córdoba, los hono- 
rarios profesionales devengados |»or el doctor Agustín Garzón 
Aguila en el juicio de mensura seguido por doña Petra Arreses 
Rojas de Perca Muñoz, el adnuirente del canq» mensurado, don 
fm RéynÜ, se presentó interponiendo contra dicha regulación 
el recurso de ablación para ante la Cámara I* de Apelaciones 
m lo Cívil >' Comercial de Córdoba, y fundamentando su recur- 
so ante el mismo Juez arlado, sostuvo, entre otras causales, 
que. practicada la regulación con sujeción a la lev de arancel 
la aplicación al caso de la citada ley, hecha con efecto retroacti- 
vo, era inconstitucional ]>or violatoria del ari, 17 de Ja Constitu- 
ción Nacional. q«e consagra la inviolabilidad del dimiinio. 



MÍ-2 
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La Cámara de Apelaron reformó el monto de 1» :-gula- 
tífiti, iktii después de halier desestimado la cuestión fie carácter 
constitucional formulada, por considerar que ésta nt» había sido 
formalmente planteada en la debida oportunidad. 

Contra este pronunciamiento, el señor Keynal interpuso el 
recurso de revisión para ante el Tribunat Snperior de Justicia 
de Córdoba que autorizan el inc. 5* del art. 1272 y el ¡tic. I" del 
art. 1274 del Código de IVocedinikntos Civiles de dielia provin- 
cia, fundando el recurso en la omisión de las formas y sidtnini- 
dades prese riptas i>or la Constitución provincial. 

VA Superior Tribunal, estimando que el auto recurriilo ha 
sido dictado por la Cámara de Apelación de Córdolia con ol»ser- 
vancia de todas las fonnas legales y considerando (pie el punto 
relativo a la inconstitueioiialidad de la ley de arancel no lia si- 
do materia de pronunciamiento por haber dicha Cámara decla- 
rado que la articulación no bahía sido formalmente propuesta 
cu la oportunidad debida, resolvió declarar improcedente el re- 
curso de revisión interpuesto. 

Contra esta decisión del Superior Tribunal de Córdol». iu- 
u-rpuso el interesado el recurso extraordinario de apelación lia- 
ra ante V. li.. fundado eti el inc. 2-" del art. 14 iW la ley N" 4*. 
y habiéndole sido denegado, por entender el mencionado Supe- 
rior Tribunal que la resolución recurrida no ha versado sobre 
materia constitucional qi|e haga procedente dicho recurso, ocurre 
el recurrente directamente ante V. K. interponiendo la presente 
queja por apelación denegada. 

De la relación que antecede surge, a mi juicio, la notoria 
improcedencia del recurso ele queja deducido |ior denegación 
del extraordinario de apelación interpuesto a fs. 55 del inciden- 
te sobre regulación de los honorarios del doctor Garzón Aguila, 
toda vez que, tanto ta Cámara 1* de Ablaciones en lo Civil y 
Comercial de Córdolia como (4 Suprior Tribunal de Justicia 
de la misma provincia, lian resuelto la cuestión suscitada por 
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razones de hecho y por interpretación y aleación exclusiva de 
principios de derecho común y de orden local, suficientes («ra 
sustentar el fallo recurrido con prescindencia de la cuestión so- 
bre derecho federal pretendidamente fommla<la. 

Soy, |)or tanto, de opinión míe corresponde declarar bien 
denegado el recurso extraordinario interpuesto, y por consi- 
guiente, improcedente la presente queja deducida ]>or don Juan 
Rey nal en los autos «de Perea Murió*, doña Petra A. R., .Men- 
sura. — Regulación de honorarios del doctor Agustín Garzón 
.Aguila. Revisión». 

llorado K. Larreta. 



FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buenas Aires. Diciembre 19 de 1927. 

Autos y Vistos: 

Por los funtlamentos de la precedente vista del Señor Pro- 
curador ( ieneral y teniendo además en cuenta que la resolución 
del Suprior Tribunal de ta Provincia de Córdoba, no es en el 
caso la sentencia definitiva a que se refiere el art 14 de la ley 
N' 48. pues ella se ha limitado a resolver una cuestión de carác- 
ter meramente procesal al declarar la improcedencia del recurso 
*.v revisión, no se hace lugar a la queja deducida. Notifiquen 
y repuesto el papel archívese, devolviéndose los autos remitidos 
|t«r vía de informe con transcri|ición de la presente v del dic- 
tamen del señor Procurador General. 

A. Bermejo. — J. Fi<;ueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. tliwno ¡.avalle. 
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Criminal contni Xt jitnr Luna, por homicidio. Sobre eoiitftetcitéia 

Sumario: Xu corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de una causa |mr homicidio cometido ell Hila isla del río 
I 'araná, situada en la margen izquierda *W tus canales de 
derivación y acceso al puerto tltr Santa Fe. fuera de la ju- 
risdicción portuaria y sujeta at dominio de la provincia, de 
acuerdo con el principio de que los jueces federales sólo 
del>en conocer de los delitos que afecten al orden nacional 
i» que se lia van cometido en alia mar o en tugaren donde el 
Gobierno Nacional ejerza autoridad exclusiva. 

Coso: l.o explican las piezas siguientes: 

OUTAMKS DEL 1'ROCrWAHOK r.KXKHAL 

Pnn-in". Aires, .lulii* 13 <k- 

Suprema Curte: 

Kl señor Defensor Oficial ha interpuesto para : e V. K.. 
a fs, lOT. el recurso de ablación que autoriza el art. 3*; inciso 
5 V de ta ley N* -1055, contra la sentencia de la Excma. Cámara 
l'ederal de Rosario, de fs. 107. que condena a su defendido Nés- 
tor lama» como reo de homicidio simple (K-rpetrado en la per- 
sona de Rafael López, a sufrir la pena de diez y seis años y 
medio de prisión, accesorias legales y pago de costas procesales. 

Habiendo observado et infrascripto que, según aparece de 
las constancias que arroja este proceso, el delito atribuido a Lu- 
na se cometió en el lugar denominado Alto Verde, distrito de! 
mismo nombre, provincia de Santa Fe, solicitó de V. K.. a .fs. 
112. se determinara el lugar exacto del hecho, estableciéndose 
si se traíala de tina isla, sujeta al dominio provincial o nacional. 

i 



DJS JI STICTA DK J.A NACIÓX 1C5 



É¡ un lugar comprendido dentro de la jurisdicción del míen.» 
de Ja citidad de Santa F& 

El señor Juez de sección dé Santa Ke informó a f s , 116 
«que Altó Verde se encuentra ubicado en tina isla sujeta al do- 
minio provincial, donde tiene establecida esta provincia una co- 
misaria decidiente de la jefatura de Policía del depirtamento 
de la Capital, y está situado en la margen izquierda de Jos cana- 
les de denvaeión y acceso al puerto y fuera de la jurisdicción 
portuaria». 

Como se ve, el delito de que se trata se habría perpetrado 
en un lugar sujeto al dominio provincial, ubicado en una i*la 
de jurisdicción ríe aquel Estado, que tiene allí instalada parle 
de sus autoridades locales y en donde eí Gobierno Federal no 
ejerce jurisdicción ninguna. 

Como ese delito es de carácter común, | a ju S ti c ¡ a federal cs 
mco..iI*tcnte ,>ara conocer de él, co« arreglo a la jurisprudencia 
sentada por V. E. en el caso de competencia negativa traillo 
entre un Juez de Sección en lo Criminal de esta Capital y un 
Juez del Crimen de la ciudad <le La Plata, para conocer en la 
causa seguida a Mario Utailladc, resuelto el 22 de Diciembre 
ultimo, en el cual V. E. declaró juez competente al del crimen 
de la provincia de Buenos Aires, en razón de que el hecho que 
originaba la cuestión se había cometido en una isla que pertene- 
ce a b provincia de Buenos Aires y está sometida al dominio 
jurisdiccional de la misma sin que en dicho caso concurriese nin- 
guno de los factores determinantes de la jurisdicción federal. 

Siendo ello así, ¡ñenso que de acuerdo con la recordada ju- 
risprudencia de V. E, corresponde declarar que el conocimiento 
de este proceso es ajeno a la jurisdicción y competencia de la jus- 
rieia federal y ordenar que vuelvan los autos al Juzgado de I* 
Instancia, a los efectos <|tte corresponda. 

Horacio ft. Lamia. 
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FALLO Olí LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires Diciembre 19 de IW7. 

V" Vistos: Kl recurso ordinario de apelación interpuesto 
contra sentencia de la Cámara Federal de Apelación de Rosario 
en la causa Seguida a Néstor Luna (>or homicidio en la |iersona 
dtí Rafael López; 

Y Considerando : 

<Jue de los antecedente!) del caso se deduce que la inter- 
vención de la justicia federal en esta causa ha sido determinada 
por razón del lugar en que se realizó el hecho originario del pro- 
ceso de qué instruyen los anuís en ablación, esto es, de la cir- 
cunstancia de halxrse cometido el delito en una isla del rio Pa- 
raná. 

<JtK- de la información del Juez de la causa (fs. 116), ex- 
istida a solicitud del señor Procurador General, resulta cute di- 
ch:i isla está situarla cu la margen izquierda de los canales de 
rlerivación y acceso al puerto de Santa Fe. fuera de la jurisdic- 
cióu |)ortuaria y sujeta al dominio de la provincia, el <|iic se 
ejercita por medio de autoridades allí establecidas, dependiente* 
de la Jefatura de Policía del de|«rtamento de la Capital. 

(Jite si hien el - régimen de dichas instituciones locales sólo 
puede hacerse allí electivo sin ]>erjuicio de la jurisdicción na- 
cional emanada de las facultades constitucionales conferidas al 
gobierno general para la reglamentación y garantía de la na- 
vegación y el comercio fluvial y marítimo (Constitución, art. 67. 
inciso l >. 12 y 16 t t calic establecer, de acuerdo con lo resuelto 
por esta Corte en situación análoga (Fallos, tomo 148, pág. 106) 
que derivada la intervención jurisdiccional que la Nación puede 
ejercitar sobre las islas pertenecientes a los Estados y simadas 
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en él mar territorial o v» los ríos y lagos navegables (Código Ci- 
vil, art. 23-iG. inciso (p). de la vinculación más p menos directa 
de esos centros con los grandes intereses de la navegación y el 
comercie» exterior e interno, es Iq^jÉO deducir que en todo aque- 
llo que ele ninguna manera aféete a esos intereses, el poder du 
la Nación no puede supeditar a su predominio el régimen legal 
allí establecido por el imperio de las in^tücipnes locales, a me- 
nos que se trate de asuntos que con arreglo a la Constitución co- 
rrespondan a la justicia nacional, de hechos realizados en lugares 
donde Ja Nación tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, de la 
aplicación de leyes eriales del Congreso, o en fin, de actos no 
previstos ]x,r dichas leyes y que sean contrarios a la Nación o 
a la solwranía de la misma. 

l-a regla más segura establecida por los precedentes legis- 
lativos nacionales, por la jurisprudencia y la doctrina para deter- 
minar los asuntos propios de cada una de las dos junad ice iones 
en lo criminal — ha dicho esta Cone, — es la de que los jueces 
federales sólo delien conocer de los delitos que afecten al orden 
nacional, o que se han cometido en alta mar, o en lugares donde 
el Gobierno Nacional ejerza autoridad exclusiva (Fallos, tomo 
113, |>ág. 263 y precedentes de doctrina y jurisprudencia allí 
citados). 

Que en el sub jtidicc, se trata de un homicidio, esto es, de 
un delito de carácter común, previsto y penado por el código 
respectivo, que se dice cometido en el paraje Alto Verde tle una 
isla que es parte integrante del dominio trritorial de la provincia 
de Santa Fe, donde ésta ejercita la plenitud de sus poderes, y sin 
que concurra en el caso ninguno de los factores precedentemente 
enumerados como determinantes de jurisdicción federal ; y en ta- 
les condiciones, debiendo juzgarse el hecho por aplicación del có- 
digo de la materia, de acuerdo con el principio que consagra el 
inciso 11 del art. 67 de la Constitución, la jurisdicción para el 
conocimiento de mi 'delito tle ese género, i>erpetrado en el 
territorio de una provincia, corresponde a los jueces de la mis- 
ma. ( Fallos, tomo 75, pág. 335. entre o*ros). 
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<Juc siendo por SU naturaleza, restrictiva y de exeegción 
la jurisdicción nacional, y circunscripta en materia criminal a 
in expresamente determinado por ta ley, no nr moni /arta con ta- 
le caracteres una interpretación del art. i'\ inciso 3' de la lev 
N" 4<s, que en lo referente a los crímenes cometidos en islas del 
dominio provincia! comprendiera en su amplitud otras causas cri- 
minales que aquellas cuyo conocimiento competa i la justicia na- 
cional ]Kjr algún concepto legal de tos precedentemente enuncia- 
dos, interpretación ijue. por lo demás, aparecería en implícita dis- 
cordancia con el inciso 4" del mismo articulo, que emplea el tér- 
mino «los crimines de toda especie», expresión que no se esta- 
blece en el iuc. 2"' y que debió consignarse si se hubiera querido 
dar al texto legal de referencia el amplio significado aludido. 

Ku su mérito, por las consideraciones expresadas y de acuer- 
do con lo dictaminado |*ir el señor Procurador Cieneral. se de- 
clara: que el conocimiento de este proceso es ajeno a la juris- 
dicción y competencia dé ta justicia federal y [xir lo tanto es 
nulo lo actuado. Kn consecuencia, vuelvan los autos al tribunal 
de que proceden, a los efectos consiguientes. 

A. lÍKRMEJO. — J, FlGL'EKOA Al- 

cokta. — Roberto Rkpktto. — 
K. Guiiki Lavai.lk. 



Bou José S^anstm amtra la t'nn huin tic Santa /Y, sobre r«>- 
hnt úe pesos. 

Sumario: I'-' La cláusula tercera del convenio de limites celebra - 
do entre las l'rovincias de Santa Fe y de Santiago del l'"s- 
tero el 15 de Septiembre de \Í#X>, sólo tuvo en mira resol- 
ver que en el casi» de supcrjiosictón de títulos derivados de 
actos de enajenación de las dos Provincias, los conflictos 
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«sería» resueltos |xjr los tribunales competentes, quedando 
obligada solamente la de Santa Fe», esto es, una sustitu- 
ción en el sujeto de la obligación, |HTO sifl prtrf^ a | tL , ra _ 
ciún alguna en la naturaleza de la relación jurídica. 

2" í'ara determinar si procede no la excepción de 
piescríiieíón no hay ]»ara qué tomar en cuenta si el derecho 
nuc se gestiona y la obligación corres|>ondicnte y cuyo cum- 
plimiento se pide, tienen [>or liase las disposiciones expre- 
sas de la Constitución o de la ley o de ambas, no habiéndo- 
se establecido la prescripción liberatoria en consideración 
al origen o fuente cié que emana la obligación del deudor, 
sino en virtud de la inacción del acreedor por el ticmim 
fijado por la ley, y según la clase y naturaleza de la acción 
que se ejercita por el acreedor, como se demuestra por la 
di*)xisición ele los artículos 4017 y 401 'J del Código Civil. 

3? I-i jurisprudencia di- la Corte Suprema ha declara- 
do reiteradamente, interprctandn la disposición del artículo 
3986 del Código Civil, que las gestiones de carácter admi- 
nistrativo no interrumpen la prese ripsción. 

+' La acción subsidiaria por indemnización del daño 
causado ]x>r la enajenación, art. 2779 del Código Civil, se 
prescrilie en el mismo tiempo y de igual manera que la rei- 
vindicatoría eontra el actual |*iseedor. 

Caso: Lo explica el .siguieme: 



FALLO IH¿ LA OÍKTK SfPRKMA 

Bwftos Aires, Diciembre 21 tic 1927. 
Y Vistos : estas actuaciones promovidas |»r don José Sgan- 
zini contra la Provincia de Santa Fe sobre cobro de pesos, de 
las cuales resulta: 
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<Jue :i fs. 4.1. comparece el actor demandando a la provin- 
cía de Santa Fe y pidiendo sea condenada al |*ago de la Mima 
iU* ciento veinte mil seiscientos pesos maneda nacional, en Con- 
cepto dé indemnización, con nuis los intereses y las costas, [-lin- 
dando la acción. expone: a) que con fecha II de Agosto de 1915 
compró a don Angel Ciordauo una fracción de tierra ubicada 
ni la provincia de Santa Fe, departamento fie San Cristóbal, pa- 
raje denominado «Chaco Chico», parte del lote XVII del plano 
de lu mensura practicada |mr el agrimensor Rey y Virasoro, 
compuesta de mil ochocientas ochenta hectáreas, ochenta y dos 
áreas, treinta y dos centiárcas: h) t|ne su vendedor hubo el cam- 
po ¡»or compra de don Severo Y. (ioíii el 27 de Noviembre de 
1902. este, de don Laureano Honorino el 4 de Octubre de IfW. 
y Agustín Cáncpa y Cia. que lo vendió al último, lo había com- 
prado, a su vez. al Gobierno de la provincia de Santiago del 
Estero. Afirma que sus antecesores han estado en posesión del 
cutipO y han aleonado el impuesto de contribución territorial, 
cuyo pago él ha continuado; c) que el campo descripto se en- 
contraba cu la zona litigiosa de límites entre las provincias de 
Santa Pe y Santiago del listero, y al efectuarse el convenio de 
ISSo entre dichos lisiarlos, quedó aquél dentro del territorio de 
la provincia de Santa Pe; ct que después del mcucinnadn con- 
venio y cuando (Kir consiguiente, la provincia de Santa Pe no te- 
nia ningún derecho sobre el campo vendido a Cáuepi y Cia. 
por Santiago del Estero, aquélla enajenó la misma fracción a 
los señores Crislólal Mnrrieta y Cía., quienes la enajenar* ni a 
la Compañía ríe Tierras dé Santa Fe. la cual, a su vez. la sub- 
dividió y vendió en lotes pequeños; d) qué practicada una men- 
sura judicial i>or mandato del juez de Primera NiMuinacjón de 
la provincia de Santa Pe. Dr. Néstor Costa, quedó probadjí que 
las tierras vendidas ¡por Santa Fe a Mnrrieta y Cia.. eran las 
de su propiedad, su|jerponténdose un título al otro. 

(Jue conforme al derecho emergente de estos aulecei lentes 
inició el corres] k mdiente ex ¡«"diente administrativo en Mayo de 
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1**17. solicitando tas indemnizaciones del caso, el que después 
de mu lahoriosa gestión y cuando ya estaban reconocidos sus 
derechos, se traspapeló teniéndose rjue reconstruir de nuevo. 

Que. los flus títulos sobre el inmueble emanan del mismo ven- 
dedor |>or cuanto las enajenaciones abenas |Kir Santiago del Kste- 
r.» lian sido reconocidas |x.r Santa Te como sueesora de afjéfe. 
luego, ésta ha vendido dos vives la misma cosa, lo que la hace pa- 
*ibH ríe las | Ardidas e intereses derivados de la anulación fie una 
de las ventas. Itncuentra el dereelio aplicable en el art. I3_*> y sus 
encordantes del Código Civil, en la ley jfc 1894, en el conve- 
nio citado del año 1SST, y en la lev local de Santa Ke. de 2 de 
(.k'lubrc de 1886. 

Que las pérdidas e intereses consisten en la suma de se- 
senta mi] pesos pagada como precio, en la de doce mil .-loria- 
dos en concepto de gastos judiciales, mensuras, escrituración v 
tramites administrativos: y en los intereses de la primera can- 
ndad. que alean/au a cuarenta y ocho mil seiscientos pesos mo- 
neda nacional. Todo lo cual representa la cantidad reclamada 
de ciento veinte mil seiscienti* pesos moneda nacional. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte co- 
rrióse a fs. 50 traslado de la demanda, el que fué evacuado a fs 
«0 !Hir don Luis U. de Inundo en representación de la provincia 
de Santa he. solicitando el rechazo dé la acción instaurada, con 
««las. a mérito de los siguientes antecedentes de hecho y de 
derecho. ? 

Que niega todos los hechos articulados que no fueran cn- 
l.resameiue reconocidos por su ,«»rte y deja constancia que el 
aetor ,,o ha cumplido con el art. 10 de la ley 50, en cuanto obli- 
ga a producir con la demanda Las escrituras y documentos que 
justifiquen el derecho deducido. 

Que opone en primer término la defensa de prescripción 
desde que toda acción que pudiera cometer al demandante se 
hallaría extinguida en virtud de hal>cr transcurrido con evidente 
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exceso, el término de ley sin que l">s actores liayaii producido 
lucho y acto alguno que imparte una causa legitima pie inte- 
rrupcíón. 

Que en la demanda y en las presentaciones hecha* por 
Sganzitti ante el (iohicruo tic la Provincia consta que íué en vir- 
tud de la ley local de 5 de Octubre tic IfcítfO y del contrato celé- 
í.rado en .id di- Noviembre del mismo año, que el Gobierno de 
Santa Pfe vendió a Murríeta y Cía, varias í facciones de campo 
Situadas en el Norte de la Provincia y que en ¡4 de Agosto de 
1SS4 tus últimos transmitieron a la 0>ni[ta.ñia de Tierras de 
Sanla Pe la totalidad fie los canijios sobre los cuales, a estar a 
una operación de simple .nensurn del ingeniero Ricardo López 
Pascual, estaría comprendida la tracción de t|tie se dice dueño 
l-I actor Xo es, ]»or lo tanto, exacto que la venta efectuada jH>r 
Santa I*"e (o fuera con interioridad al convenio de límites como 
,se afirma ten la demanda y mncho menos aún. ente los anteceso- 
res de Sganziní hayan estado en posesión del campo, que siem- 
pre desde la techa del titulo de los señores Murricta y Cía., Sep- 
tiembre <le 1ÍS.SI, íué poseído jwjr los compradores de mi repre- 
sentada y sus sucesores. 

Que lomando como punto de partida de la prescri|>ción 
opuesta la lecha anotada, Septiembre de lí^t. han transcurrido 
hasta la interposición de la demanda, cuarenta y tres años, tiem- 
po más que suficiente (Mira operarse. Invoca snhre el particular 
Ins aris. 4015 y 4016 tlel Código Civil y, en su caso, lt>s artículos 
3949, 41)17 y 4023 del citado Código. 

Que reconoce la existencia de un expediente administrativo 
iniciado en Mayo de l (í 24 ante el Gohiero de Santa Fe en nom- 
bre del señor Sganziní, reclamando la indemnización <¿íté motiva 
este juicio y admite una presentación anterior, en Agosto de 
P'I7. cuyas actuaciones se dice, fueron extraviadas, pero, en 
esas fechas la prese ripción se haltia cumplido y. además, las ges- 
I iones administrativas praclicadas volunUiriameiítc ante el go- 
bierno, no interrumpen el curso de la prescapdón, sin que el 
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informe técnico de la oficina de Geodesia ni el dictamen del Fis- 
cal de M puedan importar un reconocimiento que detenía 
H curso de la prescripción. 

jgfee en cuati lo a Jas mensuras ipie se dicen practieadas en 
los años 1915 y 1917. se trata de simples diligencias autorizada* 
|«.r el art. (>7> del Código de Procedimientos de la Provincia de 
Santa Fe, que por su naturaleza no lian jmhIkIo proliar que las 
tierras vendidas |*»r la provincia a Murrieta y Cía., fueran de 
propiedad de Sganziiu ni su derecho indiscutible a las tierras. 

One en cuanto at fondo del litigio, desconoce i*ir las razo- 
ues extensamente desarrolladas, que el caso de autos pueda con- 
siderarse como de venta de cosa ajena y i>or lo misino de nin- 
gún moijo es procedente la cita del art. 1329, Cwtigp Civil. q«e 
la demanda invoca como su principal fundamento. 

Que los demandante y sus causa-habientes no han tenida el 
dominio sobre míe versa la pretendida redamación. La pose- 
sión de los inmuebles referidos fué siempre ejercida por los su- 
cesores de Santa Fe qué Rozaron de justo titulo v buena fe. La 
suposición de que Santa Fe enajenó tierras, vendidas con ante- 
riodad jH>r Santiago de! listero, no seria, entonces, obstáculo, aún 
admitiéndolo, en vista dé que la prescripción vendría a salvnr 
los vicios del admiirente. 



C>ue a fs. S9 corrióse traslado de la prescripción opuesta 
]H.r la Provincia d eSanta Fe. el que f„é evacuado a fs. 90. pi- 
diendo su rechazo con costas. 

CJue abierta la causa a prueba a fs. 115 vta., se produjo la 
•pie expresa el certificado de fs. 194. alegando sobre su mérito 
ambos bizmes a fs. 197 y fs. 240 y Mamándose autos para de~ 
fruitiva a fs. 244. 



Y Considerando; 
Que con el testimonio corriente a fs. 75 se ha demorado 
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que tnir fallecimiento de don José Sgaiuini, quien so presentó a 
te. 4.1 entablando la presente demanda, han sido declarados uni- 
versales herederos del mismo sus hijos doña Helvecia Elótsá, 
doña Sofía, don José Rumano y doña líárltara Adela, sin per- 
juicio de lós derechos ijiie la lev acuerda a la cónyuge siipers ti- 
le. d«ña Adela Intriwzi de Sganzíni. en nombre y representación 
d<H Unln* cuales la presente cansa lia sido proseguida. 

One de la dn icuineniacif'in 1 raída a los autos se desprendí-: 
a) (jue don José Sganzini. el 11 de Agosto de 1915 compró a 
don Angel Giordano una fracción de tierra situada en la Pro- 
vincia de Santa Fe, departamento de San Cristóbal, paraje de- 
nominado «Chaco Chico*. |*irte de la fracción XVII del plano 
fíe mensura practicado por el agrimensor Rey y Virasoro. con 
una superficie ele mil ochocientas ochenta hectáreas, ochenta y 
dos áreas, treinta y dos ceutiráreas; b) que el antecedente más 
remoto del titulo de Sganzíni se encuentra en las ventas reali- 
zadas por el Gobierno de la Provincia dé Santiago fiel Estero a 
don Agustín Cánepa y Cía, y Miguel Cánepa, con fechas 19 de 
Mayo de 1870 y 12 de Agosto de 1871. de doscientas leguas 
síintiagueñas que debian ubicarse entre los ríos Dulce y Salado, 
ta* ipie lo fueron en el territorio limítrofe de la provincia de 
Santa Fe: c) que las doscientas legtias fueron divididas en cin- 
cuenta lotes de cuatro leguas cada uno, marcándose en el plano 
respective» veinticinco lotes para Miguel Cánc)*a y los otros vein- 
ticinco |>ara clon Agustín Canecí; d) que con fecha 15 de Eneró 
de 1873, Agustín Cánepa y Cía. vendió a Eduardo y Laureano 
Honorina cuatro de los veinticinco lotes que le habían corrcs|ion- 
dido y l^aureano Honor i no. cesionario de su hermano, enajenó 
el 4 tic Octubre de 1898 a don Severo Goñi, dos leguas de ese 
campo, quien, a su vez. trasmitió parte del misino eí 27 de No- 
viembre ele 1902 a don Angel Cliordano. antecesor inmediato 
del actor. 

(Jue. a su tumo, la Provincia de Santa Fe. en virtud de la 
ley de 5 de Octubre de 1880 y del contrato celebrado el .10 de 



M! JirSTJClA W LA NACIÓN 



175 



Noviembre de \mi ;>or escritura otorgada el >K « e Septiembre 
de 1WI. vendió a lus señores Cristóbal Mur riela v Cía. varias 
fracciones de Campo situadas en el Norte de su territorio. En 
Á|OStb « de l.m Murríeta y Cía. vendieron a la Conq*m¡a de 
Tierras de Sania h> la totalidad de los campos adquiridos al 
Gobierno, fundando en ellos varias colonias, entre las cítales se 
encuentra la «Colonia Portugalete». donde según la mensura 
del ingeniero [¿ópe* EasajaJ, estaría comprendida la fracción 
correspondiente al (titulo de Sganzíni. 

( hiu habiéndose opuesto por la l'rovincia de Santa Ke la de- 
fensa de |)rescrii>ción, corresiKinde examinarla en primer térmi- 
no porque si acaso elía procediera, sería innecesario el estudió 
de las cuestiones vinculadas al fondo del asunto. 

gilí! la actora ha sostenido la improcedencia de la ins- 
cripción alegada, fundada; a) en que la Provincia de Santa Fe 
al dictar la ley de reconocimiento de su obligación de indemni- 
zar a los despojados en caso de superposición de título, lia obra- 
do como poder público y no como persona jurídica, siendo, por 
consiguiente, i rrc visadle c imprescriptible su obligación en tanto 
dure su vigencia de la ley : b) en que aún en la hipótesis de que 
cupiese invocar la prescripción, las oficinas y reparticiones de la 
Provincia de Santa Fe, en todo momento, a jKirtir desde el año 
1905, han reconocido el derecho de su parte, interrumpiendo la 
presunta prescribió», y por que. además, las mensuras de U rsch 
y Í-ójwj: Pascual son actos interruptivos de aquélla y han teni- 
do lugar los años 1915 y 191 ft. revistiendo el carácter «le trá- 
mites preparatorios de esta acción judicial de indemnización; el 
en que la obligación cuyo cumplimiento se reclama, ha nacido 
al derecho recién el año I8S6. siendo desde tal fecha que dclw 
empezar a correr el termino de treinta años que corresiiondc a la 
prscripción que podría alegarse. • 

Que acerca de la primera defensa procede observar que la 
acción deducida en la presente causa es una acción iwrsonal por 
indemnización de daños y per juicios mediante la cual el deman- 
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<I.iji'- n-clanta él |>a¿:o de la Mima d*- ciento veinte y m-ís mil 
pesos moneda nacional y i\m-. si bien el derecho íiwoeMÜ fiara 
! itiularla m encuentra cu ntia ele tas clausulas del convenio a- 
¡Cbraito entre las IW¡nem> de Santa l'*e y de Santiago del fes- 
tero, (le 15 di* Septiembre de ISKo. destinado a resulver mis diíe- 
reiivias de liinin s. no es menos exacto (pie acuella clausula ni M] 
api iraeión al easo, reconoce mim auiecedeute inmediato el con- 
trato de compra- venta releí irado entre el antecesor del nitor y 
!;> fVovineia de Santiago del listero, sohrc las tierras de^més 
vendidas por Sania I-e. y. ¡mr eonsk-uiente, la obligación t\i\v en 
el présenle juicio trata de Itacerse efectiva e- la rfue incumhc al 
vended» n ipi-- no ha entregado la cosa vemlida o a rjuíeh se le 
rcM*onsahtl-"i [ffl la evieeión. Mi) CS; mi derecho |irivado feggitlri 
f»H Io> preceptos del CÓcHgü l'ivil. 

Mué aún manilo el aludiiln inmento solire limites haya si- 
<l<> eek-1 irado poniéndose en ejercicio facultades inherentes al 
poder público de )■» Kstados. la cláusula tercera sólo tuvo en 
nina resolver <jue en el caso dt- siiper|iosición de lindos deriva- 
dos tle actos de enajenación dé las do* provincias, los conflictos 
'serian resueltos |»or los tribunales competentes, quedando ohli- 
gada s. ►lamen te ta de Santa be», esto es, una sustitución en el 
MI jeto di- la oblación, peto sin producir alteración alguna en la 
naturali za de la relación jurídica. 

<Jne, |H>r consiguiente, al derecho de los demandan fe- y a 
tas obligaciones correlativas de la l'rovinrta de Santa Ke. les son 
lan aplicables como lo Imliicran sido respecto de Santiago del És- 
trro antes del Iratado. los arts. M$i y 401<> dé] Código C ivil 
en cuanto dis|>onen t|ue el estado general o provincial están so- 
metidos a tas mismas prescrii-ciones míe los particulares acerca 
de sus bienes o derechos susceptibles de ser propiedad privarla 
y pueden igual mente oponer la prescripción. 

Qnc esta Oírte ha declarado que jKira determinar si proce- 
de o no la exct lición de preseri->e¡on, no hay l>ara qüé tomar 
en cuenta si el derecho tjue se gestiona y la oh] ¡gañón curres- 
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pondientc v cuyo cumplimiento se pide, tienen por base dtSpo- 
sicioucs expresas de la Constitución o de la ley o de ambas, no 
habiéndose establecido la prescxiiKióu liberatoria en ronsultra- 
cióu al origen o fuente de que emana Ja obli^ión del deudor, 
sin.» en virtud de la inacción del acreedor iii>r el tiemiK. ííj nr |., 
por la lev, y m^Ah la clase y naturaleza de la acción que se ejer- 
cita |mr d acreedor, como se demuestra por la disposición de 
los art*. 4017 y del Código Civil, tomo *Jt), pág. 17. 

Oue, |*or último, si íuera admisible lu tesis de que la Pro- 
vincia de Santa J-V al sancionar la ley de 1886 ha obrado como 
poder público y no tama persona jurídica, siendo por esi> im- 
prescriptible | a :ur iúu deslucirla, esta Corte carecería di- juris- 
dicción nara entender en el filijíio, pues su competencia se extien- 
de tan sólo a las canas civiles que versen mire una provincia y 
alfíún vecino o vecinos de otra o cim ládanos o súMitos extran- 
jeros (ari. 1", inciso K ley 48 1 y entretanto, es la misma parte 
« [lie hace valer aquella defensa la que lia demandado ante ella. 

Hite respecto de la secunda defensa basada en que la Pro- 
vincia de Santa Pe por intermedio de sus oficinas ha reconocido 
en todo momento el derecho de su }>artc interrumpiendo la pn - 
simia prcserqjción cabe observar; a) que no consta de autos que 
el deudor propiamente dicho, es decir, la Provincia fie Santa Fe. 
pir el órgano de sus poderes constituidos, haya reconocido im- 
presa o tácitamente los derechos pretendidos por el actor. Las 
afirmaciones formuladas por los asesores legales de aquel Ksta- 
do o |ior sus oficinas técnicas en la sustauciación dd expediente 
administrativo sobre el derecho del reclamante, rio constituyen 
un reconocimiento sino cuando ellas lian sido adoptadas o re- 
producidas ixir los poderes del Estado con capacidad legal (iára 
decidir sobre la cuestión que les está sometida; b) ipie del es* 
I aliente administrativo agregadu como prueba resulta que el 
Poder Kjecutivo de ta Provincia, si bien con lecha interior a 
la iniciación de la presente demanda, en conocimiento de aque- 
llos dictámenes ha rechazado la reclamación interpuesta por el 
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señor SgitmKÍiii, ¡jasada ni que de acááéérÜd con la léy Inca] mi- 
nii-ni 1944 el l'uder Kjecutivo no puede alamar una itu li-intiiyn- 
i i. -ti pOí un derech»» prese ripio ; ci que la pttielja rendida por 
los demandante? lia dejado establecido en autos (jui eit el año 
l 1 » 17 i le< lujaron «fesi iones 4c carart ri* adminisirativu ante el »n- 
hiern» de la provincia, afífiiíando asimismo, la existencia de ríos 
rMtomaáom"s interpuestas durante los años l'HX* y I^K>5 }JOr 
#U antecesor Uoti^npf, jíest iones que :i mi iuiciu habrían inte- 
rntmpido el curso di- la presera. >c¡óu. 

'Jne [amo acerca <U*1 expedí ule adniinisinuivo iniciado por 
v\ acor el año I* '17. o mi» de los otros dos mencionados, su pre- 
sentación ante las autoridades de la provincia, r.it importa un 
acta interrttptivo de la prescrijición asimilable en sus efectos a 
ta demanda judicial requerida expresamente por el ari. .V).<fi del 
Códiej- t "i vil. 1.a jurisprudencia tic esta Corte ka declarado rei- 
¡cradameuu-. interpretando aquella disposición que las gestio- 
ne- de <&ractér administrativo tío tnterrtinipen la prescripción. 
%onw US. pa& 175: romo \2X (% 224: Kíiijo 14J, pag. 5+>. 

Que los adores han afirmado que sus antecesores 'aucpa 

y Cía. y .ti riño Biips., compradores dé Santiago del Estero, 

poseyeron él cáiíipo hasta Septiembre de IKK'I. fecha en que 
Santa Ke lo midió M uniría y Cía. Seria, pues, a |»artir de 
esa fecha eu que la jmsesiñn fué perdida para los auiece>ores 
de lo» demandantes, que nació el derecho de éstos para reivin- 
dicarlo de lu> actuales ocupantes o. en >u defirió, para reclamar 
de su vendo l*na la Provincia de Snniiai;» del Ksti-ro la acción 
subsidiaria por indemnización del dañ«i causado por la enajena- 
ción, ari 277** Código Civil. Si ésjto fuera la acción deducida. 
eHá se prescribiría de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte. 
(Tomo 08, pai». 5: ionio IOS. páy. .Í44; tomo 143. páj;. 59 1, en 
e] mismo tiempo y de i» nal manera ijne la reivindicatoría contra 
el actual poseedor. V bien, el tiempo transcurrido entre la fe- 
cha señalado Septiemhre 1S.<1 y la deducción de la presente ac- 
CÍo»ü 2.y de ^ >cinl>re de excede visiltltnuiite de los treinta 
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antis, Y aun dehe decirse que ese término se hahia cumplido ya 
el año 1015, citando se practicaron las mensuras de Lersch v 
kops Itismnl. in inta y cuatro años después fie la fecha adop- 
tada como p$ttMÓ de pnrtida de la prescrijidón. 

(>■ sí l ie ii e] :,ciur ha sostenido une el tieiii]K. fie la pres- 
cn^ióu sólo ha nn» mmíxi a correr para él desde el 1.1 de 
vtemhrt de IW., í iX \r,i en i|tie ta Provincia de Sama i-V tomó 
a su L-ar^i. la oMie;ació> de indemnizar de acuerdo ei>n el trata- 
rlo de limiUs. del>e ohserva.se al reléelo, que el derecho de los 
antecesores del demándame par* haeer valer sus derechos contra 
la l'rmmeia de Santiago M Kstero. ,„„■ «np^Mátl de ésta. 
^ le ei drenar la WW eirajanada tt de mantenerlos en la |«ises¡óti, 
eit una palalira. por las consecuencias de la compra- venta, no ha 
rfcddp «leí iratado de limites del año l,NNo, sino .Id contrafo de 
adquisición del «g$p \»tr la provincia nomhrada. El tratado >tó 
hizo más (|ti<- |H.ner a cargo de la Provincia di' Santa !•> la* in- 
demnizaciones qw de o<ro íftodb hul.ícran cotrespotiaiilp a la 
provincia vendedora. Lü acción v la iMwthilklad de cjercilarla 
ha existido desde la feeha del contrato de compra- ve. Ha o de tos 
aeios que comportaran la privación de la posesión y v < a VSv 
nioinenio <p,e rlehe referirse el punió ife prtida fie la prescrip- 
ción. 

<Jue en esle sentido y ni un juicio igual al tíreseme Sbferl 
tierras comprendidas en el primitivo ttml» conferido ]N,r San- 
tía^, del Kstero. ha .licho esta Corte «no se opone a las cou- 
clusiom-s precedentes vi arr. » del convenio aludido. { m vi 
hieu por dicho articulo la Provincia de Sania l-e contrajo la 
ohli^acón ríe indemnizar si * producían Mq «criaciones de tí- 
tulos. „„ es dahlc -sostener que esa onlfcacimi sol., comenzó a 
correr en el caso desde la fecha del indicado convento, „ m , 
desde lííKf>, pttesto que no consta ni su alega que se hayan lle- 
nadlo los requisitos tstahlecidos en el inistuo articulo, ocurrku- 
ttó a los trihunaks corres] «mdimtes. a fin de que éstos decidie- 
ran, erm sujeción a las realas del derecho común, qué títulos de- 
hian preval-r. Tallos, tomo 1 ]S, r% 175. 
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Qm, -i ni laniliin, ]a ¡itvión deducida!, os simplemente la 
fundada t-n el arl 1329 * Código EftfU sobre iudomtiixación 
dé |)Cf juicios derivados (le la venta de una cosa ajena. sin qm 
U)S demandante no sus amecesiires hayan tenido la ¡Hisosióu tío 
las i ierra*. Iiijmtosis la monos favnralik- a los derechos de Iik 
mismos, ta |ji^cripcióíi Sjí habría producido de Émi cúti él 
afí, Jnj.í lM , r fcj trtn^UTso r]c di ex años nitro ptesentes y veinte 
entre ausente^ aun con|aui|b «cüo termino a |tíirtir del año ISSf.. 
como éj actor lo sostiene. 

ku mérito tío v>x;i> consideraciones, sv declara procedente la 
exeejicíóti fie proson|K.ii)]i. desestimándose, cnnsif;(iien(cmen(e la 
demanda, -.in cosías, on atención ;i la naturaleza tío la f|uc pros- 
|iora. N'miííqtioso y repuesto d papel, archívese. 

A. rtKRMKin. — J. FltÜKKOA Al.- 
I OKTA. — KolIKKTO R KFF.TTO. ■ 
lí. (it Mio I..WVI.I.IL 



t>t>u Xu;urtt> .inhalo <»ittw la rri'i'iiniti ér Suiin, tf$f*iV cnihar- 
no prevenlhfo, 

S;tiñ,irh>; !'■ I 'endiente un juicio de reivindicación enlabiado au- 
to h« minútales lócalos comra él tu tus f'os.wssor (articulo 
27^5 del Código Civil j. os improcedente una demanda ten- 
diente a obtener la declaración rio que el propietario, (en el 
ra-", la rrovinoia tío Salla i . se halla obligado a dédücii* 
contra el tercer adquirente. o rrnts possñssor, la acción a 
■ |iu se crea con derecho, snhre el itimnolik- tu cuestión, ba- 
jo apercibimiento tle mandarse levantar el embarco Mfa 
aquél obtuvo sokre él bien materia do la ren indicación y 
d< sijr condenad" al pago do los daños y perjuicios. 
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2*'' Eli caso de que lits expresados tribunales m- prn- 
mmciarau en el sentido de que el actor en ti referido inicio 
fté reteñid icación jmécfe continuar la demanda conifera el ena- 
jenante, el comprador, actor cu el presente. eMaría obliga- 
do a tolerar el resultado de .aquél., (nota al art. 27 del 
Góítigo Civil): sin poífer invocar ta tfiraniia del art. 17 di* 
la Constitución, dad» su conocimiento del embarco y del 
propio juicio dfe reivindicación, en el acto de escriturar. 

> |-:i art. 4fiD del Código de f Wedñnientos para la 
Capital, aplicable canto ley supletoria, en I" federal, cou- 
teinpla la bipótesis de nn embargo preventivo trabado con 
anterioridad a la deducción de ta demanda principal, y no 
al supuesto, de que el embarco se inqnetre ccin juntamente 
rnii aquélla. 

Cuso: l.ii explica el siguiente: 
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tíü&m Ains. Dictenibrt: .'I ik I [ í27. 

^ \ islus : las presentes actuaciones seguidas | h ir don Viña- 
do Xazario contra la Provincia de Salta, sobre embargo preven- 
tivo, de los cuales resulta : 

Otte a fs. II comparece don Hrncsio A. Devoto en repre- 
sentación del actor a mérito de la jurisdicción originaria que 
los arls. 100 y 10! de la Constitución acuerdan a esta Corte 
para conocer en las causas suseitadas entre una provincia v un 
extranjero. 

Ouc su mandante don N'azario Ainado, nativo dt Siria, tie- 
ne la Calidad de propietario y poseedor del cani[io « Yarigtiaren- 
da». situado en el departamento de Oran. Provincia dt Salta, 
dentro «Ir los limites une expresa. El campo de la referencia |ier- 
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leiiccta ;i * Vbraham Xallar. con quien -u representado cele- 
bró un boleto de compra-venia él 15 di* Marzo de V>2ó. cuyo 
Isleto se |«isó al cscrihntiii de Salta don Artum iVnalva, ¡una 
fpie extendiera la escritura «Ir transferencia de dominio. I-Nta 
se otorgó el 10 (le Junio de 1926, haciéndose constar \U>r aquél 
que, >egún r! certificado del Regisiro de la Provincia aparecía 
anotado Un etulsirgo sin determinar cantidad, ordenado por el 
Juey dr 1" Infancia di- Salta en un juicio de reiv indicar ión ini- 
ciar l<> por esa provincia cutí ira él vendedor. 

One. cotilo las cosas eml largadas pueden ser objeto de los 
contratos, enníorim- al ari. 1174 del Código Civil y no teniendo 
t;l campo la calidad de bien litigioso, ]mr cuanto el señor Xa- 
fiar no lialiía si'lo notificado de demanda alguna, ni siquiera del 
embargo preventivo que menciona kt el Kegistro, todo Id que 
lialii;' ocurrido sin aud inicia ni notificación soya. Amafio adqui- 
rió el inmueble, quedando como único propietario y poseedor. 

One hecha la venta antis de existir inicio trakido por de- 
inanda \ ]Hir respuesta, la provincia no puede mantener indefi- 
nidamente «1 cniliargo preventivo de referencia, sin accionar 
contra el propietario Ainado, pues lo contrario int]iornria vin- 
lar la "¿aramia constitucional de que nadie puede ser privado de 
»n propiedad sin juicio previo. 

One el arl- 460 del Código de l'rocidimietilos de la Capital 
iucor| «orado a la ley X v 50 |»tr la X- ,U7? y los arts. 2508 *M 
Código Civil y 17 de la Constitución, dan derecho al propietario 
para < él levantamiento del embargo o que se le demande 
ano- el juez competente c[uc corresponda a su fuero desde que 
vi actor delie seguir al demandado. 

Concluye pidiendo se intime a la Provincia de Salta para 
í|l*ii deduzca en el plazo de indio días la acción a que se crea con 
derecho sobre el mencionado inmueble contra Xazario Amado, 
1-ajf aiHTcibiiniento de mandarse levantar el embargo y ser con- 
denada la provincia al jingo de instas y de los danos y perjuicios. 

Que acreditada k jnrisdiceión originaria de esta Oírte, en 



DE JUSTICIA DE LA «ACIÓN 



m 



cuanto hubiera tügrtr por derecho, corrióse traslado <li* la de- 
manda :il cual fui evacuado a ts. 25 lioí don AveHho Molón, 1 1 i - 
diendo el rechazo de ja demanda en huías sus partes con evpre- 
condenación v\\ costas y expresando; 

( Htc la IWinna de Salta demandó a don A. Xallar |xjr 
reivindicación do la estancia *N"arií¡na renda*, simada (Mi la wj* 
muida sección dé I >r;hu presentando la demanda ftlité Ins Tribu- 
nales de la Provincia de Salía, únicos cimipeteutes para entcn- 
cKt en el juicio. Dicha demanda fué pre-cnlada i'l día 5 de Junio 
de l l »2d jumo con un |»edido de embaían preventivo del inmue- 
ble objeto «le la reivindicación, Kl juzgado proveyó de confor- 
midad el ilia 7 de Jimio del mismo año. librándose en esa fecha, 
uu oficio ;il Mejjistro de la Propiedad a efecto tic ijtte anulase 
el embarco preventivo ordenado, lo cual fué cumplido al dia fti- 
tímente, o sea, el 8 de Junio. 

tluc vi mismo flia S de Jimio se libró oficio al Juez de V;\t 
di- Tarta¡*al. en cuyo lugar el señor Xallar tenia su duinieilin, 
a fin di* que dicho funcionario corriera traslado ile la deman- 
da j notificara a aquél dr la iraUi del p»l1$ftf$tt. 

Que \ al lar, sin contestar la ilemauda i|e reivindicación 
pmmovió uu incidente sobre falla de acción, como articulo pre- 
vio, sosteniendo que la demanda no j mdia ser dirigida cotí ira él. 
que no era propietario ni poseedor de * Ya risita renda», en razón 
ile habérselo vendido u don Xa/arin Amado. Y la provincia a mi 
turno, sostuvo que la enajenación era una torpe maniobra efec- 
tuada por Nal lar a favor de Amado, tendiente a acarrear la in- 
competencia < le la justicia provincial, y que ella se había pro- 
ducido después de la tralia del emítalo, razón por la cual no 
podia redundar en per juicio de ta provincia, A leyó, además, que 
un podía ser obligada a deducir una nueva demanda ante jue- 
ces y jurisdicción distinta, imrqne en el mejor de los casos só- 
lo |Mnlria considerársele a Xazario Amado como uu sustituto pro- 
cesal de Xallar, pero nunca como un tercero extraño al juicio, 
lisia incidencia fué abierta n prueba ]x>r el Juez, de Salla y Mi 
encuentra en la actualidad pendiente de resolución. 
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(Jiir cito las propias constancias dé la escritura de venta y 
(le los tfetT»** antecedentes relacionados, resulta que antes de fir- 
mar y concluir la éaetttúra de compra- venta de «Varipua renda», 
tatito el comprador pomo el v^nde^or conocían la existencia del 
imitarlo y la presentación de la demanda que la provincia ha- 
lda entablado ya ante lus tribunales competente*. 

\Hu para < 1 1 u- esta t. ortc estuviera en condiciones dé admi- 
tir o denegar la intimación in ipetrada. hubiera sido necesario un 
juicio previo sobre incompetencia de los tribunales ordinarios ttc 
la Provincia dé Salta para entender en el juicio dé reivindica- 
don y la consigiíiénié déclafaciótt, admitiendo la jurisdicción 
originaria «K* la Corté Snpréma [jara entender en el litigio; 

QlU la aplicación ele los arts. 1U0 y 101 de la (oiisi i loción 
l>ri'*u|Knna la demostración de que los derechos invocados \»>v 
Aniado Ir (>erícnccían originariamente de acuerdo con el art. X" 

■ le la ley IX. Y lio >ólo no. es 6B||fnaftt> el derecho dé Amado, 
síni que ' - un derecho nacido después de la presei nación de la 

■ Irma in la y del emítanlo, 

Qm el apercibimiento solicitado en el sentido de tpie la pro* 
\ ñu ta deduzca la acción en el plazo ríe ocluí días seria de cumpli- 
miento inqiosjlile, dado que la demanda Cttyo planteamiento se 
redama, habría sido ya presentada ante los tribunales de Salta 
con anterioridad al ñu unen tu en <|ne el actor pudiera decirse pro- 
pietario de la estancia <* Ya ri.^ua renda». 

One abierta la causa a prueba ís. 29 vta., se produjo la qUé 
expresa el certificado de ís. 04. alegando anillas j>artes sobre el 
mérito de la misma, fs. 66 y "1. poniéndose los autos a despa- 
cho, ís. "4 vía. 

Y t'mi-dderaudo: 

Q0£ en la presente <lemanda se ha demostrado : ai que la 
Provincia de Salta inició demanda rei vindicatoria fiel canino 
«YarigUarenda* contra don Ahraham .Vallar el día 4 de Junio 
de V*2<>, ante su propia justicia locat: bj que en el escrito de 
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presentación fué ¡tolícitadp un embargo preventivo, el cual dc- 
tm&sé sin audiencia previa de Xa llar, siendo éste notificado 
ild nulo respectivo. |mii* recluía. personalmente, con fecha l l ) de 
Jiinin. In formes cíe ts. .55 vta. y ís. 41 y siguientes. 

t t¿in: el 10 de Jtinirj del mismo afn>. el demandado clon 
Abraham X'allar. argentino natural izado, vende a don Xazario 
Amado, sirio, la propiedad fVáHg na renda* objeto de la acción 
reivindicatoría. SCgfin aparece de la escritura pública olivada 
ante el escrilsmo de la ciudad de Salta, don Arturo l'cñalva, y 
en cuyo acto se deja constancia de míe «el inmueble vendido ano- 
todo u nomlire de Xa llar, reconoce como único gravan ien un 
embargo, sin determinar cantidad, ordenando |xSf el señor Juez 
«le 1 IJ Instancia y primera nominación en el juicio reivindica- 
torío iniciado |>or el (iohierno de Salla contra el vendedor, t on 
respecto a este emliargo, manifiesta el señor Xallar que ignora- 
ba su existencia hasta este momento, pero que, estiuiaTido que 
dicho embargo no es procedente, se obliga a gestionar su levan- 
tamiento. I'ur su parte, el señor Amado manifiesta qiíe para el 
caso eventual en que el juicio epte origino el emljargo <le epte se 
trata, llegara a prosperar* acepta, desde ahora, las consecuencia 1 * 
consiguientes, tomando para si las responsabilidades del caso». 
Testimonio de fs. d. 

One el actor en calidad de tercer adipurentc del inmueble 
solicita en este juicio se intime a la Provincia de Salta, deduzca 
contra él en el plazo de ocho titas, la acción a epte se crea con 
derecho sobre el mencionado inmueble, lia jo apcrciliimiriitu de 
mandarse levantar el embargo y de ser condenada aquélla a los 
daños y perjuicios; y agrega, (pie siendo él un extranjero y la 
embargante la Provincia de Salta, corresponde que la acción 
sea deducida ante la jurisdicción de esta Corte. 

<bte si bien es exacto que de acuerdo con el art. !!74 del 
Código Civil las cosas litigiosas, dadas en prenda, hipotecadas o 
cintargadas, pueden ser objeto de los contratos, también lo es 
que ello es así. salvando el deber legal de satisfacer el perjuiHo 
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íjue del contrato resultare a terceros.; La l'rovincia de Salía mu- 
tenia un Embargo preventivo anotado a su favor sobre el in- 
mueblc reivindicado, y cuya procedencia o improcedencia pro- 
cesal este irihuual no se halla habilitado para juzgar. es en el 
caso el tercero cuyo?, derechos no pueden sur modificador, o al 
t erados, en relación al juicio deducido y al erakirgo, pnr itbra 
del contrato de compra- venia concluido después de anotado amu'-L. 
- onocieudo su adipurcnle su existencia, así como I:i del juicio 
í'iivindicaioriii cuyas consecuencias eventuales tomó a su exelu- 
sivn cargo. 

'.Jue. en la lii|H>tesis, uno de sus derechos estaña cunstiuti- 
do a juicio de la IVovincia de Salla jmr el míe ella ha fundado 
fetl el art. 27&S del CpdtjgfO Civil, según el cual la reivindicación , 
podrá intentarse contra el ipie |M>r dolo hecho suyo lia dejado 
de |»oseer |>ara dificultar 6 ¡m|>osihitÍtar la reivindicación. Y ese 
lereeho lo ha hecho valer cu el juicio de reivindicación iniciad", 
fitiii raponíéñdoti < a la manifestación formulada dentro del mismo 
por ej enajenante de míe ha dejado de ser propietario y posa - 
dor del inmueble reivindicado. ís. 5 r > vta. I.a IVovincia de Salta, 
pues, aciora en el juicio de reivindicación, ha manifestado, pro- 
colímente, su propósito, de continuar la acción contra fl 'frius 
possessor y si hien éste le ha desconocido tal derecho, el inci- 
dente no ha sido todavía resuelto |mr el tribunal ante el euai se 
halla radicado el juicio. 

<Jue siendo esto asi y pudiendo resultar íjue los tribunales 
del mencionado estado lleguen a la conclusión de míe éste tenia 
el derecho de elegir entre la reivindicación del inmueble contra el 
;vMf.í ¡fbSSi'ssor o la estimación de él contra el fictits /vw.ivjwu*. 
es de toda evidencia míe no es ix>sihlc. sin la previa resolución 
de la aludida cuestión planteada cu la causa, obtener mediante el 
ejercicio de la acción aducida en este juicio, la declaración de 
mu Ja provincia está obligada a demandar al tercer ad<piireute 
del inmueble reivindicado, puesto que la admisión de las preten- 
siones del actor com|>oriaria la consecuencia de que la provin- 
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cía de Salta carece del derecho que ella ha hecho valer dentro 
del juicio de reivindicación de demandar al primitivo poseedor. 

Que es de observar, animismo, que si la resolución de los 
irihuuak-> de Salta se diera en el sentido de que el actor en el 
juicio de reivindicación pueda continuar la demanda contra el 
enajenante, el comprador, actor en este, estarla obligado a ente- 
rar el resultado dé aquél, de acuerdo con lo que se desprende 
de la última parte de la nota al art. 27S5 del Código C ivil, sin jm- 
der invocar la garantía del art. 17 de la Ce institución Nacional, 
pues ¡su conocimiento del embargo y del propio juicio de rcivim 
dieacióu en el acto de escriturar, por una i«trtf. y el precepto 
det ai!. 20 del Código Civil jior otra, lo ponían en el Caso de 
prever las consecuencias derivadas del precitado art, 2785 del 
Co<%0. Civil si la resolución de la hipótesis encontrara acertada 
mi i n v< nación. 

f 

¡Qjjtie el art. 4ó0 del Código dt* rrocedimiemos para la Capi- 
tal aplicable como ley supletoria en lo federal y en el cual el ac- 
tor ha fundado también su pedkló, no comprende el caso de 
autos. Mu efecto, de su letra y de su espíritu se infiere visible- 
mente, que él contempla la hq>ótesis de un emliargo preventivo 
i raliado con anterioridad a la deducción de la demanda principal 
y no al supuesto, que es el de autos, de que el emisario se impe- 
tre conjuntamente con aquélla. V lo demuestra la circunstancia 
de ijiie el derecho conferido por el artículo al dueño de los ob- 
jetos embarcados de eligir que «la demanda sea deducida en el 
preciso término de ocho días», se halla cumplido en el caso* res- 
pecto del que era propietario y poseedor en el momento de de- 
cretarse et emlKirgo; y su sucesor particular que conoció y ace]*- 
tó el hecho en el momento de la compra, no puede tener más 
ni mejor derecho que el que le correspondía a su antecesor. \r- 
líctitus 1174 y 3270 Código Civil. 

<Jue de I-- dicho se infiere, asimismo, que ninguna cuestión 
sobre eomiieteneia de esta Corte en el juicio de reivindicación 
ha pulido ser válidamente deducida mientras se hallase penditn- 
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le de decisión ante lus tribunales de la Provincia tic Salta, el 
punto de derecho examinado relativo a saber si aipiélln pnx'ede 
u un continuar la demanda contra el enajenante como /íVíío 
possfssor. Si la polución fuera negativa, o, gn Casó de ser afir- 
mativa, si la provincia éh cualquier momento resol viera dirigir- 
se contra el tvrn.v (fossessor o poseedor aelual. recién habría lle- 
gado i»;ini el actur la Qpdrtüiudatl de disentir ante cuál jurisdic- 
ción acuella acción debe eutahlarse. esto es, reeién existiría la 
cansa suscitada entre tm extranjero y una provincia requerida 
¡Hir los arts. UX> y !UI dé la Constitución, La declaración «pie 
ahora se imiH'ira sobre la jurisdicción complétente i«tra enten- 
der en el eventual jniciu de reivindicación contra el poseedor 
actual podría resultar fie carácter abstracto, tanto porque no lle- 
gara aquél a iniciarse, siguiéndose contra el ffcttis posieMor. 
enanti> pon pie la Provincia puede deducirlo ante el mismo tri- 
bunal une el actor cree competente. V en la hipótesis de (pie asi 
lio fuera, siempre tendría el actor el medio y la o|>ort unidad de 
producir en el respectivo juicio la cuestión sobre cnmjiet encía en 
la forma autorizada |mr las leyes. 

Kn mérito de estas consideraciones titdu el Señor Procurador 
íieneral. no se hace lugar a la oYmanda. sin costas, atenta la 
naturaleza de la cuestión dcliatida. \'otifii|itesc y respnesto el 
papel, archívese. 

A. llKitMKja — J. Fita icRo.' Al- 

CUKTA. — KüHKKTO REPBTTO. — 

K. Giino Lavallf. 
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íhm Antonio Ihnhnhini y otros tottttti hi M itaicipaHthul tic ki 
Capital, por repetición tic pago. 

Sumario : t? ta interpretación o aplicación tic una ley (peal cu- 
ino es la ley orgánica tic la Municipalidad de la Capital. por 
erróneas qüü sean, tu* pueden ser revisadas por la Corte 
Suprema en el recurso extraordinario del articule 14. lev 
4S, mientras no afecten o envuelvan cuestiones especial- 
mente regidas jxtr la Constitución, tratados o leves de ca- 
rácter federa!; en con secuencia, una sentencia de la Cámara 
Civil (Viniera de la Capital, en cnanto declara a la orde- 
nanza de impuestos sancionada |>or la Municipalidad de la 
Capital en Junto de 1921. comprendida dentro de los im- 
puestos y rentas autorizadas |«r su ley orgánica, ño puede 
ser revisada por la Corle Suprema |M>r vía fiel expresado 
recurso extraordinario. 

Kstablccida en forma definitiva por la Cámara Civil 
I Viniera la legalidad de) articulo impugnado «le la ordenan- 
za rcsjtecto de la ley número I2o0, no puede afirmarse en 
verdad «pie no exista ley <|tte autorice el impuesto, y |»or 
consiguiente, míe hayan sido desconocidos en el casi», ni el 
artículo 4v ni el articule* 17 de la Constitución. 

3 V fíl derecho de trabajar y de ejercer toda industria 
licita, de navegar y comerciar concedido |>or igual a nació- * 
nales y extranjeros (arts. 14 y 20 «te la Constitución i . no 
excluye el derecho fiel Ksía«to para ini|>oiier contribucio- 
nes, int|Miestos o rentas destinadas a satisfacer las necesi«la- 
des públicas. 

4* 1.a igtialdad preconizada i>or el artículo lo de la Cous- 
titución significa, en lo referente a impuestos, que en condi- 
ciones iguales, defieran imponerse gravámenes idénticos a los 
contribuyentes, y aquel principio, según también lo ha 
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declarado la Corte Suprema, admite clasificaciones y cate- 
^orias razonables cuando el ini|iorte recae sobre ciertas 
t-Iases de bienes y de |K.Tsonas. 

CtttÓ-l Lo explican las pintas siguientes: 



SKXTKXi lA DEL JIKZ EN LO CIVIL 

Bu?JWS Aires, Sqrtú'nihri' H «le I">i4 
Y \i>ios: Estos aillos de los qpe residía: 

<¿ue a fs. K se présenla don José l'. Haci^aluppi. como apo- 
derad" de don Antonio flarlacluní, Ramiro Cortizo y otros, de- 
mandando a la Muiiiciiialidad de la Capital, por re|Ktición de 
jjagOj exponiendo : 

One mis porderdantcs abonaron ÍOS impuestos a los dcs|>a- 
eho> de bebidas alcohólicas en la forma (pie estableciera eJ ar- 
tíctilo W5 de la ordenanza de impuestos sancionada |)or el Con- 
cejo Deliberante en Jimin de \92\, la que estima en esta ixirte 
ilegal e inconstitucional, i»»r cuya causa entabla en nombre de 
su> piérdanles la presentación paira que se condene a la Mu- 
nicipalidad a devolverle la suma alionada, intereses y cosías. 

ion t| tiu de justificar las caliiicacioue> epie le merece el 
I 'recepto «pie impugna el recurrente hace en el escrito de de- 
manda una relación de la forma | ta «latina y progresiva con que 
t i i oncejo I íeliU-rante ha venido introduciendo subrepticiamen- 
te el itn puesto sobre el que reclama, no obstante «pie la ley orgá- 
nica 1260 y las modificaciones jarcíales que importaron leyes 
posteriores enumeren taxativamente los impuestos y rentas que 
el C*angreso delegó para el funcionamiento de las Municipalidad, 
y flespués de iniciar Ta reseña con el impuesto de análisis estable- 
ado en i$8$., se siguen las ulterioridades de este derecho hasta 
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ISíSj en <|iif según la demanda se transformo tu un verdadero 
impuesto directo, so pretexto de móviles Sociales y altruistas, 
carácter con él tyilte estima se Ha conservado cu las ordenanza» 
ile linero de 1920 y Jimio de t9Jl, con arreglo a la cual suf 
mandantes izaron la tasa con él ci ir rescindiente proteMo. h'nn- 
da el derecho de sus représenmelos cu los que les acuerda et li- 
bro II, sección X, capítulo VIII y concordantes de] Código Ci- 
vil, en lo que disponen las leyes ]¿(Ai y 4058, y en lo establecido 
1«t los arts. 27, 31, 4, 14, j¡& 17, 19 y 20 de la ( .institución 
Xaciunal y jurisprudencia de los Tribunales y Corte Suprema. 
Agrega que (a ley orgánica de la Municipalidad, hace una enu- 
meración taxativa de las atril iliciones delegadas pur el Congre- 
so a favor de ésta y que entre las fuentes de recursos que se le 
permiten, tanto ]ntr la ley I2M), cuanto por la 4058, uo se halla 
comprendido el impuesto cuya devolución se solicita; añadiendo 
que sin desconocer en la Mtmici|»a!idad un pbxfer de |Kitieía que 
le. permita insi>eccioiiar y analizar las k- Lid as alcohólicas, tal fa- 
cultad rio puede llegar a crearle la prerrogativa de establecer im- 
puestos sin ley que los autoricen, como ha ocurrido con el gra- 
vamen objeto de la demanda, violándose asi las disposiciones de 
la Constitución Nacional en sus arts. 17 y 31. alcanzando igual- 
mente la violación a los arts. 14. 19 y 20. por cuanto ta orde- 
nanza en vigor en la imrte que ataca es prohibicionista y con- 
traria a la libertad del comercio, reconocida en la Cana Fun- 
damental. Manifiesta luego que no puede fundarse la legalidad 
del citado articulo en la disposición de la ley orgánica que atri- 
buye al Concejo la fiscalización en el exaudió de las substan- 
cias alimenticias, porque dentro de éstas, no se comprenden a 
las bebidas alcohólicas y lo mismo agrega respecto a los incisos 
21 y 25 del art. 1" de la ley 4058. pues el primero se refiere a los 
establecimientos que vendan, fabriquen o introduzcan artículos 
o substancias alimenticias, y ya tiene expresado que en su opi- 
nión, las Itebídas alcohólicas no entran en esta categoría, hacien- 
do presente además que este texto daría a la Municipalidad el 
derecho de resarcirse con una lasa proporcionada al valor del 
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servicio prcstadu, peni m> a establecer impuestos, concepto este 
ultimo que desenvuelve én una serie dé consideración* doctri- 
narias. 

Analiza lítego el inciso 25 del diado artículo 1" que se re- 
fiere al derecho de inscripción de las fondas, posiatfás, hoidcs 
y recamantes, casas de «lunch», pie, concluyendo que con tal 
enumeración si* demuestra que ni aún tomándola en él sentido 
iwáü amplio, podría ealier el gravamen objeto de esta ///¿r. Hace 
mérito luego de que ctm este impuesto y d nacional de píllen- 
les, resulta uu dohle gravamen, contrario a la Constitución v 
que h inronstítttcionaiidad igualmente, deriva de la forma có- 
intj s" aplka ese gravamen que Supone una desigualdad cu vio- 
lación de los preceptos 4 y lo, pues dio establece distintas cate- 
dorias ele impuestos, determinándose un gravamen elevad isinto 
pata negocios de ca|iilal reducido con ]o que se viola igualmen- 
te d principio de la progiorcionaHdad, lo que ha obligado a mu- 
chos pequeños negocios a cerrar sus puertas en provecho de los 
grandes despachos de lielwlas» cuyos dueños se encuentran en 
una srt nación ilc privilegio y monopolio. Además se hace valer 
COiiw razón para fundar la ilegalidad de la ordenanza en la 
pune impugnada, el hecho de que habiéndose sancionado en Ju- 
nio y promulgado en Julio, se aplicó con efecto retroalcivo en 
contra de la disjjosición terminante del art. M del Código Civil, 
y de lo dispuesto en la misma ley orgánica 1J60. que en el in- 
ciso £N del art. 44 establece que el Concejo JX'lilieraiite no piwlrá 
cerrar la> sesiones del año, sin halwr votado antes los impues- 
tos p¡ira el ano siguiente. IW lales fundamentos y las resolu- 
ciones judiciales recaídas en los casos que cita, pide que -se falle 
oport una mente la cansa, declarando inconstitucional e ilegal la 
ordenanza aludida en la pane que grava los despachos de 1>efii- 
<!a* alcohólicas, y se condene a la Municipalidad a devolver las 
-unías (jiu "iis poderdantes le alionaron, ron más mis intereses y 
e< istos. 

Corrido traslado de la demanda, lo evacúa a ís. 24 don Pru- 
dencio I-Vrnándtv |»or la Municipalidad de la Captad, exjioiiicii- 
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do que, la circunstancia de que la Mumei|.aii ( lad hubiere imcr- 
]>reladn erróneamente la función (J nc le incumbe eft ejercían del 
aft 4N, inciso <* de la ley fundamento en su opitu^ii, del 

tributo aumentado, no ludria ser objeto .le revisión aii(* los Tri- 
httnales o que a fo Rlás lorian mt!., por via <»hfen^6^á<J«ii- 
nisiraiiva. 

l%Sá luego a refutar |.» distimos aigumcntus dé la deman- 
da, expresando q«e no existe la duplicidad del impuesto que 
aquélla pretende: que las patente* res^mdcn a un prn|>ós¡to pu 
rítmente fiscal ni taiitu qué los gravámenes rñüriicipttíea iiiijKir- 
tan en su gpm mayoría retribuciones de servicios o mejoras: 
qg$ "<» se trata en tunees de dos contribuciones unaln iga», y que. 
el derecho cobrado en virtud del iir t. 1.15. importa mía serie de 
actos que reati&i la Municipalidad párp eíeetuar l;i inscción, 
otorgar la licencia y verificar ¡OS análisis é inspecciones y i|iie. 
tu consecuencia, ese derecho ño viene a ser otra cosa pe la 
retribución de im servicio practicado en miras, del interés pú 
í'lico. y en uso tic facultades exclusivas e inalienables. Agre- 
ya que no se desconoce el arl. 17 de la Constitución. Rpiqp ctial- 
, ' ,,it ra ^Hm Jos móviles que hayan inspirado a la ordenan- 
za que se impugna su letra mi viola ningún principio legal, ni 
constitucional, ni es aieutatnria a la libertad de comercio, ni 
& proliihieionista y que la Aíunici|>al¡dad, al decretar 
i sa ordenanza, lo ha hecho fundándose en las leves dictadas ]mr 
el mismo Congreso. 

Añade míe la objeción de que la ordenanza se dictó con re- 
baso, no es valedera, porrpie no se trátala de un impuesto nue- 
vo, sitio ile un aumento en ja tasa del ya existente v con arreglo 
af nial se habían verificado, desde el principio del año. los ser- 
mm a que se refiere. Finalmente expresa c|ue, la demanda 
no ale-a que alguno de los adores sea de aquellos comereian- 
U's de quienes se afirma que se les privó del derecho de cerrar 
mis negocios, a cambio de no pagar la tasa. I\.r todo lo cual 
solicita él rechazo de la dwianda. con cosí.is. 



lili 



fallos r*K la curtí- sí pkrm* 



IVodiuida vina incii leticia originada en la consideración ik-1 
tu. mío de las distintas reclamacioiK's indi vid ítalos de los actores 
con respecto a la competencia del juzgado, y resuelta ¡«ir la 
Kxcma. Cántara a ís. 45, en e! sentido de (HW sólo uno de los 
demandante*, don Ramiro Curtix». se hallalta en condiciones de 
continuar este pleito, el Juzgado ahrió la. causa a jinjeba ]»>r 
aÁtb di- ts. 50 m. % habiendo producido ta |«rie actor» h certi- 
ficada a fs. 57 y previo alefato lie esta sola jane. se. Hamo a 
aun»* para sentencia, y 

Considerando : 

A ñu- lodo corresponde despejar la cueMtón a que se refie- 
re el represéntame di* la Municipalidad en el escrito de U. -Í4. 
cuando al jasar manifiesta que esta demanda no ha podido ser- 
na ida a li.s l 'ríiituiales. si lió en todo cuso, pur la vía eontencin- 
sn-adiitinistrativa. desdi- que, según sus propias jalabras. la ma- 
la aplicación ipif se pretende hecha de la* facultades taipoSili- 
vas. sélo |>odria. a mi entender, resultar como corolario de la 
constatación de haber la Muuidpdidad interpretado errónea- 
mente la función que le tncinnl h- en ejercicio del art. ílldso 
9* de la lev 1260! Aj»rr<;a (|iie la reilaeeión clara del artículo fó 
de la lev 5(MS. le exime de entrar en esa clase de distingos. 

I'ara que la iuconipnncia del infrascripta pudiera admilir- 
sé, sería necesario (|iie la demanda versara sobre resoluciones 
minadas |n.r la Munici|>alidad cu usu de las íacultade* que le 
cónfiéfé la ley orgánica, en las secciones de Seguridad. Migic 
ne y Moralidad Públicas, o sea siempre qué se tratase fie cual- 
quiera de las n nítidas a que se refieren los artículos anterio- 
res o un prendidos en la sección III. relativa a la Seguridad, Hi- 
giene. Henefieencia y Moralidad Públicas, pero cualquiera que 
sea el propósito que inspira a la molida que provoca este pleito, 
lo cicrr«> es que ella se discute en su alcance patrimonial, en 
cnanto significa una imposición a InsVoutrihnyentes |>or ella al- 
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nfl&tjjt*. y e> indudable truc bajo este aspecto, tal -ravanum 
Ce) >resenta 1111 recurso pata la AhmicuMlirlad v como tal. den- 
tro de la Wwmk de la ley orgánica, mi hablad ser 
^MMft unte tas Tribunales, aj^fc ¿ pmém^ cou- 
Icncioso-admnnstrativo. reservado exclusivamente ¡«ra aquella-. 
«•«-ii'la.s «,t,e im su naturaleza no puede tUMWm su cumpli- 
miento. ciNiHs io establece el ya chatio an. 52. 

Asi et presente juicio importando realinenie una muí ro ver 
s.a sobre las facultades tuitivas de la Municipalidad, debe 
ser resuelto |H,r la justicia ordinaria. s¡„ Hw a ¿fe obste la 
ntestmn constitucional q«fc se involucra, la que m'iI.i tiene |*>r 
nnab.iad el t.bieuer el rmirsn m ] m permiten ante la 

Miprema Córte Xacio„al «úe ha dé resolverlo en ttliirna ins- 
tancia. 

Ku cuanto a la del arl. |í> de la lev tf* 

mm Utmú el representante de la .\Iunici,«,lidad t estable- 
ando (al precepto < m *JCI Intendente rstá facultado p¿* el 
cobro de indos los impuestos establecidos por la ley por las 
ordenanzas ni. mici| viles o que importe» i„m retribución de ser- 
vicios*, solo impl^ atribuir una ^sonería que ^¿ mt _ 

dlficar la niestión competencia analizada en el considerando 
anterior. 

I 'rescindido m é j momento {k . , a CnnsHt!ldn . 
mi, el presente litigio plantea la ilegalidad del art. IB ríe la 
o. Icnai.za de nnpuestos. sancionada en huno de 1921 qm <\ icv 
:is«: *l>es„aclm* de bebidas alcohólicas: J.os desechos de vinos 
y cervezas y lo* de Iwbidas alcohólicas destinadas para ser con- 
cu el establecimiento. fa&ft el derecho establecido 
^ m «quliún dü acuerdo con las categorías siguientes- I* 
cacona: Los que desechen vino* y cervezas exclusivamente. 

R V^' 1 ^r íi: J , ^ ,>;iC,,nS ^ alnados 
hasta $ 300. * 400: ,V categoría: id. id. 20Í a 500. J? f«0 - 4» L 

t^nria : id id 501 en adelante. | 800. X„ ^ habilitarse 

despachos tle Matías alcohólicas, sean o no anexos a otros &, 
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goctüs, mu previo permiso del IV K. A este cierto sera inijfo- 
pensaUe ta presentación de «na soJÍ^Étíd en la *\nv |e esjteS'lfí- 
cara la clase del pedido, debiendo acnnu aliarse el valnr t^iies- 
p.,lidicntc ;il |«i{n de los dcn-elios. Los «un- id í rin (Sita líljí* 
posición serán penados con muí mulla de cincuenta a den |5é* 
mi moneda nacional y si adewias «ni ira vinieren dfti$a«jtiM- 
iu-> ¡altanada* de ordenanzas podrá i-1 1>. K. decretar la eííiítsii^ 
u-uiv<iial " definitiva de lo* Walrs, siempre ifJtKf ella- l" 

íiiiKiriccn». 

La ílíígriHcUid qiw se sostiene, -<■ hace derjhmj* de la pirettiis- 
taucia de que, » - la &iüwicii&ltdad uní! institución di- facultades 
delegadas y de atribuciones que kts leyes respectivas enumeran 
.ii furnia laxativa, y en sitlUsis. con esta kise se argumenta 
que iki existícuíjío en ni^tiña de fes incisos del art. 65 de la ley 
1>(Á). y dr- su reforma i an. I" de la ley 4<)SXi. tíf^psipón algu- 
na que permita la legalidad de los impuestos a las bebidas al- 
e^ióíieás. ahjVtq de este litigio, la Municipalidad no estaba ítaV 
ht litada para cu-arlos. 

ya mi lugar común dentro de !;i Constitución, las leyes 
orgánica» y la jurisprudencia reiterada sobre esle punto, el que 
la Municipalidad ejercita j*idcrc> delegados jmr el Congreso, en 
su carácter de legislatura lncal. y contó consecuencia, el «me en 
materia de «taJUOB de rentas*, sólo puede gozar de los recn rsos 
de imjHíestOS u,tu taxativamente autorizare el Culis; roo. que 
^..n los i i jai lo. por las leyes I2m fart. (ó). 4Ü5S (an. 1") y 
IH..141 qúe derogó los incisos I'-', 4". 2J y 2A del art l v de 
la lev aríterioi", ÍUcklííicañdn al mismo tietii|to los incisos 7'\ N* 1 y 
Jíl del ínisiii" texto, 

Ksti principio miedo bien establecido al sancionarle la ley 
4ti.íS. j ni su antecédeme inmediato: el proyecto (leí IV £ de 
reformas a la ley orgánica, enviado al Congreso el 4 de Julio 
t\c l&Qi k\ senador don l'"ranci*co I.. Careía. al discutirse el 
provecto en la Cámara tic Senadores, dijo: « . .. la Mimieijali- 
dad m> es nn poder |nihl¡cn en el sentido «mstitiieiojial de ese 
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Concepto; la Municipalidad e> un raimen, o una d.-iivaeión 
'I** la adinunstraeKHi y entre nosotros, jugada la Municipalidad 
de ta Repúhlica. no es >hió „na re|.anición administrativa, la 
euaf, L-n homenaje al ilt rtvlt,, histórico que te acore lata a la ciu- 
dad una inunici|ialidad autónoma, se [a rmmod.i , M »r d Cun- 
ares? en ese carácter cor]K,ratívn y jurídico. Ku nmgúfi süttfi- 
¡K [>«es. están mu.oseak.das la, funcione, del Om^esu para 
legislar so^e l.is intereses dd municipio, y, en los que & traía 
especialmente ,1c la runa y gastos, las funciones <ld Concejo tie- 
nen «fttíe ser y son en este caso perfectamente expresan v limita- 
das: expresas. iH.rtpu sólo d Ojn-reso puede establecer ío» im- 
mm answl.» por la OinsiiiiKit.il * - no hav ninguna otra an- 
imidad que pueda establecer impuestos; v «1 reconocer en 
la ley ¡os ramos principie* que constituyen d tesoro muniripal 
eU tingres» no hace sinó declarar mi derecho, es decir, una ce- 
si.ii» de í,t<a parle (fe su louro en favor dd tminicipio» (lija- 
rlo de ^-Moue-s de esta C ámara. pá R . sesión del 23 .le Sen- 
Efefore fie 1900». 

Aíírcjíaíííi itiégb que, la Municipalidad, contrariando d con- 
«pto míe expusiera, había establecido impuestos a tjiie no cia- 
ba amonada. M ¡ j Kir | a | ctr:i> nj ]HiT d ^ b ^ ^ 

gente, y m d proyecto de reformas tendía a salvar tales itteoii- 
vemeutes. determinando con exactitud los ramos ,p,e el O^rc- 
m declara de renta muñid,*!, y ,,. los w# m se autorizaba al 
Concejo, a fijar el .quantum» de es, impuesto, pero i» a 
crearlo. 

Üü nuevu proyecto circunstancial con la firma del mini<- 
m. doctor .faquín V. (¡onzále*. sustituyó en Scpliemhrc de- 1<XJ1 
"I rmterrnr dd doctor Vofre. demorad» en el Omereso y al <an- 

Z"Z T! ,h -'. 4 ° 58) - ™>" - « «" la „,, 

< r i».tc de !o S mc.sos que contenia d art. 79 dd anterior pro- 

on i."r r * ««P Wl dándose 

con idéntica finalidad, como asi resulta de la discusión en d 
Senado iíc Se!ifulK , s # ^ G SmU ^ m ^ 
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.vi. h y siguientes — cürit. ¡«labras del senador Cuné, itfig. 57í j 
</, v ti cjetnplo cu ellas chatio). 

Sentado este principio, co^ire^pojide etitóítfés esttíüiar si el 
art. 135 de la ordenanza que la t&rte adora Licha de ¡k-iíul. en- 
cuadra p im en tus ramos permitidos i>or la ley ei\ vigor, y es in- 
duduhle que la |>rimera objeción que formula el señor Cnrü/.o, 
a saber; que la Munieqxdidad iío se halla facilitada ¡«ira im- 
|kuht ese gravamen, dclw desestimarse, desde que los incisos 21 
y 25 del art, f° de la ley H>5S. íaeullan a la Municq»alidad para 
obtener rentas; el primero medíanle los «derechos de uisjiección 
a los establecimientos insalubres. i*ügrosos o incómodos, a 1* «s 
Htie vendan, fabriquen o introduzcan artículos o substancia» ;d¡- 
metiticius», etc., y el >egundo con el derecho de íosimpción de 
las fondas, lasadas, hoicks, restaurantes, casas de lunch, etc. 

La («irte actora sostiene, es cierto, para evitar la inclusión 
dentro de los textor citados de la ordenanza cuya legalidad dis- 
cute, que las 1 vellidas alcohólicas no i Hieden considerarse como 
alimenticias, y («na ello, hace mérito de que en los últimos con- 
gresos celebrado* en Parts. «Huebra y 1.a Haya, se lia sostenido 
que tales ludidas np pueden considerarse como substancias ali- 
menticias. 

C ualquiera que sea la resolución que id resjKrio haya jni- 
dido tomarse en esos ooi^gycaas,, el proveyetile no puede dejar 
de Considerar «|Ue. de ser exactas tales conclusiones, ellas no 
han | podido más que res^nider ti la tinuljdud que debió inspirar 
es;ts reuniones; la lucha antialcohólica, y era lógico que dentro de 
la corriente de ideas que guiara esa caui|Kiña. se tratase de jus- 
tificar que tales hebidas no podían considerarse como alimenti- 
cias en el sentido de ser ellas favorables a la salud, y extre- 
mando ta nota, se las proscribiera de! cuadro de las substancias 
alimenticias; pero es indudable que este concepto limitativo que, 
responde a un «partí ¡tris*, muy explicable, no puede ampliar- 
se |»ara sosleiHT qm- las bebida* alcohólicas lio son alimentó 
cus. y menos que nuestro legislador, al sancionar la ley. baya 
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"'■ ,al Lo MtoMÜ en oral*, es 

S 'V ' * "' vit ' ra que ta *■ 

,ímbre '•"" s » kn ' «» P*l>¡a pan, con** ¿ l(inlar ' 
un., no solo^ la mk (|( . ^ a|wrar y ( 

rol snhre ..Hl as h» sonancias „, ató, „, 1lriI L ,„, ,, , 
los tablantes acostumhran a roniramír. 

I'.ens« en consecuencia, que den.™ del ¡ 1kHsü 21> „, h -J 

U a nwdo. o «rtwanow alimenticias, la inspección de ta Mu- • 
na |nh.lad eomafondé y eoi, ,11a lo. derecho, correlativo, „« 
« traducen en lo., «ravá,,«,„ (|w ¡ mp0DI! d ¡lr , gSSS 
den,,,,*,, o* ve, que ta ftaoü tadfc? ,„. csus J££££ 
M*W el erapadmnanuemo de l„ s B1 ¡ M ,„ (S „ „, , a ¡,, 
í te análisis .I, Iales Md, S ,ancia s 

tan tos d,s,n„„ s n,„, m ,,,<« de esc con.ro., a >,ne L "ftoTe 

-,rr i ;r a ? T nÍ " ar eS,e l "'" ,u cua '"'" 'á Envión a one 
arnta d rafrascripto iraede derivarse exduarwummte de , I 4 
esos alados de la lev 4058 no nrí .1.. ~s , 11 "" "'■ 
tararla „,,.. i. i TT" ' "-'cordar l»'a corrió 

i-orarla, que la ley orgamc» 1260 establecía en su art « „„, 

«.rrcspnn, c ni Concejo en lo concerniera, a ta Mgfc* püiZ 
ta e^ dd expida, «e su6*ta«ta, |S|^§ 
ta ^ppon de toda, las raedleb. que eneraran . ,1 j 
ta salín, y taénraltai de ta población. asepirar 
( Uro de tos molivus en que ta |»rle actora estima fundar 
ta anudad enya declaración .«rs^ue, « «I de „r t,' 

« ^ ..--na e, esu.Necin.ie.,,,, de ,.„ dohle i., n ,„ slu V " ve 

"idas. „, M pa fi!mei ,„ , . jf 1 m '« to- 

* meodiera qqe e, Condeso d^VenT 
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A este resi»ecto la respuesta igualmente driiv ser negativa. 
I^s patentes nacionales inspiradas en mi projHntitu puramente 
fiscal, recaen sobre sujetos y objetos distintos de aquellos a 
quienes afecta ta ordenanza aludida, toda ve/ que. como se ha 
demostrado en considerandos anteriores, la renta establecida i«»r 
esta última, responde a un propósito bien determinado: la vi- 
^ilaucia y control del ex|K*ndio de liebidas alcohólicas, en cuan- 
to ellas interesan a la salud de la población, propósito que no 
vii ría |ior la circunstancia de que la retribución de esos servicios 
se traduzca en un ramo .< le renta para la demandada, que delie 
sin emba^ « sostener el personal que ese control e ins]ieceión 
permanente le exigen. 

Wat ello el prove vente estima que no existe ta super|JOSt- 
ción de que se hace mérito, y bueno es recordar coino una prue- 
ba de qne ha eslado bien presente en el espíritu del legislador 
el no sancionar una siij»erposición de gravámenes, cuando los ha 
distinguido al establecer entre Im recursos municipales, aparte 
de rsvi*s derechos establecidos en los incisos 21 y 25. una pro- 
porción qué íija en el 20 % del producido de las patentes co- 
merciales o industriales del nntnicipio. 

Arguye finalmente la parle actora que so pretexto de la 
in>peeeión se ha llegado a crear un verdadero impuesto a las 
bebidas alcohólicas, con ntt carácter prolu icionista, desde que 
el gravamen que se exige deja de ser por su monto una rctrihu- 
eión de los servicios que demandaría ese control y i>or ello con- 
cluye que la MunicqKilidad sólo podría exigir en tal caso, una 
cantidad proporcionada al servicio que presta, rcjiartido con 
equidad y justicia. 

Aunque este argumento importa involucrar la consideración 
fie que en tal forma la tasa resulta prohibitiva y atentatorio ¡tí 
ejercicio del comercio y jMir ende inconstitucional, cabe recor- 
dar qne durante ta prueba el actor sólo se ha limitado a justifi- 
car que lia satis fecho la suma de seiscientos |>esos moneda na- 
cional. i*n concepto de licencia, pago qm- verificó con la protesta 
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™m'S|»ndicutc, ,xt» ninguna , irudH u gjj^ | ¿ r( 
<lf ™.™l,,ar que «H ,„,,„„, <k . h Slllm a|>jn¡|ln ¡( (¡| Munjc .- 
l»hda.l ner» lal que significas,.. lln¡l ^«80*8(1 con el ser- 

: h "' g «■ »»! i i* lt .1 fen* éK¿*£ 

* ? T I** »» *m «• sien,,*,. risnl- 

*l«i»c.,«| H |a, es „ ,„ .toa^^»*** „ h «¿tad*, dd 

J 1 *» ta mtana generales qae a1 re 1 

M IX .le, afcgato « acl<ir . ,„„, „ mllK ¡ : r " " 

T™ 1 ,,e i*'tai«ü» ámttmm. i k» .,<* falta ..„ e«„Z 

I*«ta ,„.. ,Hm. itc a,fcri, K a, caso „ 

'" Élfe* ^ * ¡'*««^«¡a¿S l„ e*- 
M|*n cnnsnlcrandos anteriores con rclaci™ a la fe* feá 
* h rema cobrada por ,a ^SptaHpí S 1 casu 
mees ^*gté la objeción * „ s , ^ lnérih) 

5 * ■T"*'/ C, " , " ,U *' * ,B « ***** .le que 
tul «asa resulta pmWWtiva y atentatoria M lib* ejercí™ él 

»M* establece que te <kTO h„s „ reconocen 
I * ^ 0«e reaten su ejercicio, .guau,™,,, mR , la g¡£ 
a en fnrma negativa con In ex^es,.. en párrafos anteriores b, 
q« se hacia .lerivar /le la tóp^S * 
desde que se ha démoslo „« «jfc „ , SS*¿ 
derecho de mscripción a que « refiere el meitóonado Tr 

£* * ' lur,a - mmm MMi «,„„> S 

acor, lanipoc., lra ede lal rep.ro fundarse en la forma Tone 
gravamen, pues al determina ,as cale^i,?™ "Jg 
Klu a las cuales se establece el «qmm um , de htascrioctón^ 
m ta *b el principio ehmenu, „ g wi^fe" 

I" . 110 " c,ran *' l " «•ndieione, análoga, ^ Z 
ponen gravámenes idénticos. W 1 w 
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La agru^icinn que ha podid.. hacer la Mimiciialidad |>ara 
establecer esas categorías y que ha realizado en USO de faculta- 
des probas, s¡ bien ha tenido ñor objeto el establecer distintas 
tasas según las diversas agrupoc iones, deiuro de cada una de 
ellas, ha sancionado un (paramen idéntico respetando así el prin- 
cipio eonstituciunai de acuerdo con una jurisprudencia que rei- 
teradamente tiene saltada la Superna Cloite Nacional, al fijar 
el alcance que delie atribuirse al recordado art. 16 fie la Consti- 
tución (tomo fe pág. 111. éull* otros). 

Para concluir queda |»or examinar un último punto del que 
hace mérito la demanda, a salier : que la ordenanza impugnada 
se sancionó a fines de Junio de 1921, con efecto retroactivo -al 
t« de Enero de ese afín, y en segundo término en que por el 
incis» <>' del art. 44 de la ley 1260. se establece que el Concc- 
jo Deliberante tip puede cerrar las sesiones del ano, sin haber 
votad» los impuestos para e! año siguiente. 

A estas oliscrvácinnes la Municipalidad repica en su es- 
crito de responde que el retraso con que se diciara la ordenan- 
za no cambial* la situación lega', de los deudores, |xir cuanto 
las inscciones y análisis y demás servicios practicados lo ha- 
bían sido desde el principio del ano. ya que se trataba de un im- 
puesto aumentado y no de uno nuevo. 

Kste hechi> le» reconoce la misma parte actora, cuando ni 
reseñar en su escrito de fs. 8, los antecedentes del artículo que 
impugna, recuerda que ya en 1919. se estableció el derecho en 
la ínnna que ella estima de un verdadero impuesto directo al 
sancionarse el 23 de Abril de ese ano la ordenanza que se deno- 
minó tderecho de inscri|jcióii, análisis, licencia e inspección», 
atíresaudn .pie en el art. 4*. inciso Sf (k la misma, se trataba 
,Ie los despicho» de liebidas alcohólicas, estabtcciéiiílose seis ca- 
tegorías distimas. 

V renglón seguido se añaile en el mismo escriui que en f> 
de Enero de 1920. el Concejo l>elíberaiite sancitnió una orde- 
nanza idéntica a la anterior en su fonna, pero aumentando el 
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impuesto que en su capitulo XIV incluye la «inscripctórt, licen- 
cia, análisis e inserción», lujo i- Iónico móvil que las dos ante- 
riores. 

Ka expuesto demuestra acal wh mente por manifesiaeión 
«le la misma achira, que la ordenanza dictada cu Junio de 1921, 
mi hiw> más que reeditar reglamentaciones existentes, aunque 
aumentara la lasa, lo que implica une el servicio existia, va- 
riando sólo la retribución. Siendo ello asi. el ¡infrascripto estima 
que propiamente no" puede calificarse de ilegal el cobro de mi 
servicio que se realízala en virtud de ordenanzas anteriores. 

Por estos fundamentos y disposiciones legales citadas, fa- 
llo: este juicio absolviendo de la presente demanda a la Muni- 
cipalidad de la Capital. Sin costas, lJO r halier podido el deman- 
dante creerse con derecho a litigar. Inscriliasc. notifkpiese v ar- 
m$m> previa redición del sellado.—^,;,, Paterno Toba/. 
—Ante mi : C. í-\ ¿lyarnu/aray. 



SEXTEXeiA DE LA t/ÁMARA « 1 Vil. 1" 

Hnaios Aire,-;. Pehrcm 23 ik- IÍI27. 

,;Ks nula la sentencia de fs. 98 > 

En caso negativo: ¿-ea arreglada a ' derecho? 

Acerca de la primera cuestión el señor Vocal doctor Col- 
ino, dijo : 

U alegada nulidad es iiwostenible. Jamás |wede ser mita 
una setencia iiorque en ella se cite y Iranscril* una disposición 
legal con éste o aquél número de orden. Kn el mejor de los su- 
puestos, ello sería, a lo sum». asunto de aclaratoria, cuando co- 
mo en el caso, el precepto legal existe, sea como inciso 21, según 
la cita de la sentencia y según cita del mismo actor (fs. 14 j o 
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rumo inciso 25 «leí respectivo precepto de la ley 405& Hay. pues, 
un simple defecto que en rigor ni consideración merecería, ilo 
literalidad numérica. 

Kn consecuencia, voto negativamente. 

Kl señor Vocal Oasahal. por análogas razones a las expues- 
tas |mr el seitór Vocal doctor Colmo, votó en el misino sentido. 

A la primera cuestión, el señor Vocal doctor Pera, dí|o: 
Las deficiencias que a<lucc el recurrente en cuanto a la in- 
vocación e interpretación de preceptos legales, lio son causa de 
nulidad como lo lia resuelto el Tribunal en casos anteriores, de- 
hiendo agregar también que con arreglo a la jurisprudencia nu 
están obligados los jueces a seguir a los litigantes eit todas sus 
argumentaciones y que en todo caso los defectos que se señalan 
en caso de existir |todrian ser cubiertos i»r su revocatoria. 

Voto también por la negativa. 

El señor Vocal doctor Caiiq>os, ¡>or razones análogas a las 
expuestas p.r ti señor Vocal doctor iVrtu votó en el mismo 
sentido. 

\ la primera cuestión ej señor Vajea) doctor Sayauca. ex- 
puso : 

Por análogos fundamento* a los expuestos en el piimer vo- 
to, adhiero a éste. 

Acerca de la segunda cuestión, el señor Vocal Colmo, di jo i 
pesde luego, precisa descartar lo relativo a la competencia 
¿fe los Tribunales en asuntos como el de autos: insinuada a fs. 
24. por la Municipalidad, el señor Juez lia debido contemplaría 
en su sentencia, pronunciándose iior la afirmativa, Como rio hay 
recurso ileitucido al respecto, no tenemos porque resolver acer- 
ca ile un asunto no sometido a nuestra consideración. 

Entrando en lo directo de la apetociotij, corres] *mdc puntua- 
lizar la demanda: es esta por repetición de jKigo. hecho bajo pro- 
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ft-Mn <ts. m v. y 60), ck> tm impuesto municipal : ,1 despacho de 
b chulas alcohólicas de] actor, cobrado m virtud efe Una ordenan- 
za f|uc se estima ilegal o inconstitucional. 

Se aduce al efecto varia* razones, de que se da buena cum- 
ia W h semencia que analizaré someramente y r seiwradn. 

Argumentarse, como se hace, con que la mmpmm c< 
m tm& delegado, .iii!.- no tiene má* facultades 1,1,1- | as <,„e le 
conjure st, ley orgánica, por cuanto en la Capital 110 hay otra 
legislatura que el misino Congres.. Nacional (art. OT, ¡ne ® 
Constitueió» Xaeionaíj. y que asi no puede ella volar impues- 
tos no autorizados es pl ¡chámente, o q m grave* a fe propalad 
es argumentar a medias y decir cosas ambiguas .» sin sentido. 

Por de pronto, la Municq.alidad no es. en lo edilieio, nn po- 
«ler .¡elevado, por Ja simple razón de que 110 es m lcr ni una le- 
gislatura de la Capital. Kl régimen mimici|»l es tan constitucio- 
nal fart. y> y concordante* de la Constitución 1, como el Poder 
Judicial o el mismo Parlamento. En ella no hay ninguna facul- 
rad delegada por el Congreso. .,ue apenas si se ha limitado a re- 
conocería y a darle organización en la ley respectiva (N* 1260 
y ulteriores!. Cuando, pues, ella actúa, ño lo 1 tare j&¿ delega- 
ción sino en virtud de su propia acucia. Todo lo que hay es ri«e* 
dek acMnixIarse, auno cuakjuicr institución, a las leves míe la 
ngen. Por lo mismo, el Congreso rp,e se arrojase facultades edi- 
lífems cu la Capital, dictando leyes de resorte mnirici|>al. legisla- 
ria fnera de sus atribuciones. 

m consiguiente, cuando se pretende que la imposición r.ln- 
-iva a los despachos de hedidas alcohólicas es asunto de Congre- 
m y no de Munici|«lidad, se afirma algo' bien desnhiead,, le, 
hay nada ñas edilicio. casero, doméstico o municipal que el ré 
fíimen de tales desechos. Hacer de ello una materia de Con- 
greso es asonar a éste funciones bien |>oco supriores. lnst.ee- 
donarlos, fiscalizarlos, registrarlos, conceder liecncia tára $11 
cstahlecnmento, etc., es, carimente, de incumU-ucia immiciml 
^ cobrar un impuesto |*,r ello no es grayar la propiedad, como 
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no la gravan el impuesto de abasto, eJ de alumbrado y línii>iezíi, 
el líe tranvías, el de telégrafos, CtC< S é afectaría ia |*r*i»i>if*1a*! 
cuando se crease un impuesto, corno e! de una velada paiciwe o 
contribución sin ta bise de aquellas tarea» de licencia, registro, 
inspección y (femáis, porque entumes im habría servicio sino in- 
mediaja > exclusiva imposición. Pero tal np es el caso. Aqtti la 
Municipalidad, que tiene a >u cargo «ía vigilancia del exaudió 
Üé substancias alimenticias», al extremo de acuellas Qwt |»»r >" 
calidad o condiciones sean ]kt judiciales a la salud» (art. 4X, ínc. 
tv. ley orgánica), col «ra el impuesto \vir virtud de las recorda- 
das disposiciones, que son parte integrante del art. íó de la ei- 
denanza. que en su art. 135 contiene el impuesto de «inscripción, 
a los establecimientos. , . que vendan. . . artículos substancias 
;l1 i mentidas», y que le han dado pie («ira dictar la rcsjHrtiva or- 
denanza, que en su art. 135 contiene el impuesto de «uiscrqieión. 
licencia, análisis e inspección* de los despachos de referencia. 

.Se arguye, es cierto, con lo prohibitivo del impuesto, que 
ha Venido atiuientándi »e tu los últimos años en forma asaz pro- 
gresiva (en el caw» sé trata de un negocio incluido en la tercera 
categoría de las cuatro consagradas en la ordenanza, i»»r el cual 
se cobra seiscientos pesos ímcíimalcs por año). (Vm nada cons- 
ta en autos al efecto: ni el capital del negocio, ni ta patente que 
al respecto se |Kiguc. ni las |»osihles utilidades. lYohihmvo es lo 
(jue en el hecho se tradu/a en tina prohibición. vale decir, en la 
irnposihilidad de que el rt^tídíi pueda continuar, pimple el im- 
puesto ahsorbe la> ganancias en proporción que el negocio ya no 
convenga. I'ero dudu utueho que tal pueda ser el supuesto: el 
impuesto conspirar i a contra el evidente propósito fisca' del mis- 
mo, y la Municipalidad estaría priváiftlose de lo que mira como 
una fuente de recursos. Ksto sería simplemente suicida, lo i pu- 
es inconcebible. Por lo demás, el actor afirma que varios nego- 
cios se han cerrado ya con motivo de la exorbitancia det im- 
puesto, pero >e ha cuidado de aportar la más leve probanza en 
tal sentido. Todo to que de mi parte consta en el juicio es una 
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tmm «una de argumentos y dialéctica, ni. constante larajar 
de. textos constitucionales acerca de propiedad y lilKríad de in- 
dusirta. una serie de citas de fallos extranjeros v nacionales que 
poco tui.ni Uu, hacer en el caso, y varias cosa* arpero „ :t . 
da W Q^me <l«e la Municipalidad se prqpoite suprimir jos 
despachos de bebidas alcohólicas, ni .pie aeredíte lo efectivamen- 
te confiscan trio del impuesto del caso. 

De otra isirte. cumple advertir dr»s cosas : 1 ■ aunque S v prue- 
be eme la munición excede del servicio correlativo, no iior ello 
Se justifica lo prohibitivo de la misma, pues ni las tasas más 
calíale* implican una remuneración exacta del servicio prestado, 
Siffa se enseña en cualquier hucu tratado de finanzas (que en 
algún cgso análogu he citado coi» anterioridad ) v según result;> 
ífc Ja misma ley. une en algún supuesto contempla | a eventuali- 
dad de un exceso de I., que en tal virtud se cobre (art. 65. iuc. fe 
ley 1200); >■■ una relativa dcsproixircíón es perfectamente tole- 
rable en casos conm el de autos, ya que el alcohol es. mas que 
un lup.. todo un vicio, que conviene aminorar pasivamente. 

Tocante al argumento del doble impuesto, por razón de que 
tales desechos ya |>agan impuesto, el de pítenle, lio ha V en él 
sino argumento, JX>ble impuesto se- llama al que con dos nombre* 
o calificaciones incide en lo mismo. V aquí no «.curre asi El 
de patente es un impuesto cabal, mientras que el del cas,", es un 
server., Tan cierto es dio que, ,*,r ej«np|„. ,„„ casa paga ,„,r 
n....nb„e,on territorial (impuesto), y paga m alumbrad» v 
ím.p.caa í servicio í. sin que de allí se siga una doble tu,,™,- 
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Donde el actor es ajiarenteniente más fuerte m m , rtra 
m l-os preceptos legales en que se funda la imposición se re- 
fieren a sustancias «alimenticias» : y v \ ;i | coh(ll mi ,„ ^ fVn> 
todo se reduce a un asunto de acepción. En sentido estricto v 
am, corriente, el alcohol no es alimento. IVro las leyes hablan 
otro lenguaje, el lenguaje de la ciencia y de la acción cabal 
> en este lenguaje el alcohol * m > Kn]il tt Sllsíímda , ¿¡F^ 
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ikia, no sólo porque entra cíi la competición de más Ée un ali- 
mento de cocina, sobre todo en forma <le licor o vino, sino jHir- 
qüé tomado como viim u cimtu licor, en dosis adecuadas, en- 
traña chinde* digestivas, diuréticas y hasta tónicas qüe hacen 
de vi un alimento efectivo. 

l-.n cuanto a la «desigualdad» del impuesto, tilintada ni ¡pe 
en la ordenanza se establecen categorías <le debadlos, y se co- 
bran inquisiciones diferentes según las categorías, ni valdría la 
nena de considerarla : la igualdad lio es para todo el inundo, núes 
dé tal suerte los propietarios de casas, por ejemplo, debieran 
pagar todos la misma contribución territorial, no obstante sus 
naturales diferencias de valor. Lo «equitativo» <le la Constitución 
farr. 4") no es matemática igualdad sino projiorción y adecua- 
ción i se [taga tanto más cuanto mayor sea el valor mqiomhlc. 
l.u equitativo es que paguen lo mismo tos eme se encuentren en 
igualdad de situación. V el actor ni por intento ha demostrado 
que los negocios de la categoría en que el suyo está incluido, no 
están sujetos al mismo gravamen. 

Tur último, estimo que la ilegalidad de la ordenanza, fun- 
dada en que esta tío fué dictada con la anticipación explícita- 
mente impuesta por la referida ley l¿t¿) (art. 48, inc. 9«), del* 
ser admitida. Ks de rigor en nuestras leyes (art. IK, Código Ci- 
vil I. que el acto prohibido que tío tenga otra sanción, es nulo. 
I'or lo mismo, prohibida la sanción de ordenanzas, en forma re- 
troactiva, la del caso, que lo ha sido, pues fué dictada a media- 
do* tlel año en que debía regir no puede ser válida. 

Ku vano se arguye que no se trata de un impuesto nuevo, 
sino simplemente de un impuesto aumentado. Kilo es del todo 
indiferente. Juega un impuesto que se quiere cobrar de acuerdo 
con una ordenanza dictada fuera de tiempo legal y que así no 

puede imperar», 

De ahí mi conclusión de fondo: el impuesto en st es ficr- 
feetnmente legal y válido: el que se quiere rej>ctir en el juicio 
de antas lo es en cuanto se rija jx>r ta ordenanza inmediatamente 
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anterior a la del case, y deja de serlo en el exceso, vale decir 
en el aumento que Se pretende cobrar ( x,r virtiul <| e la ordenan- 
za uttla. 

Eri cuanto a las costas, las de primera instancia bien pue- 
den correr |>or su orden, dado lo interpretado del asunto- las de 
la presente instancia han de seguir la misma suerte, va que el 
relejante no obtiene todo lo que pide. 

líl .señor Vocal doctor Casalwl. dijo: 

ficíiriéndome a la sentencia que. como Fuer de t* instancia, 
pronunciara fin re» Fazio y otros «versus» Municipalidad, con' 
lecha 31 de Julio de 1923 y a mérito de los fundamentos del pro 
inflamiento ajeado y los expresada en el precedente voto, nie 
expido en el mismo sentida. 

A la segunda cuestión el señor Vocal doctor IVra. dijo: 
Discutida la ilegalidad e inconstitiicioitali<lad de la orde- 
nanza de qué se trata es a la justicia ordinaria de la Capilar n 
«jineu «impele resolverlas con facultades exclusivas en Ir. que 
toca a la primera y con el consiguiente recurso ante la S. C X 
si procediera respecto de la segunda. 

Comiurtu en tal sentido las conclusiones de la sentencia co- 
mo también en lo relativo a los poderes impositivos de la Muni- ' 
eqvilidad de la Capital rjue se encuentran circun.se riptos ,1 lo que 
determina la ley orgánica que ct Congreso dictara con arreglo 
a lo dispuesto |K »r el art. 67, inciso 27 de la Constitución 
cional. 

Tal inteligencia se encuentra, ,K>r lo demás, establecida en 
rest.liKK.nes invariables de la jurisprudencia y en antecedentes 
de doctrma propia y extraña que se citan en los autos, lo que es 
innecesario repetir. 

^ ICntrando de Jleno al fondo del asunto, considero desde lu- 
go que no se trata de un incesto destinado a acrecentar las ren- 
tas mume^es, sino de la tasa de un servicio reglamentado por 
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la Municipalidad en ejercicio tU-l poder de )ioltcia que en salva- 
guarda de la salud pública le confiere el inciso *> rkl art. 4S fie su 
carta orgánica. 

Asi sr desprende |tíira mi, fie la propia leyenda lia jo la cual 
>e i|sr;» !a tasa, derechos «de inserí) ición. licencia, análisis e ins- 
pección», conceptos todos relativos al contralor, higiene, verifi- 
cación y condiciones normales de funcionan liento de los des; ta- 
chos de U-bidas alcohólicas destinadas a ser consumidas en los 
establecimientos respectivo*. 

I-i legalidad t'U principio aparece estahlecida. entonces, den- 
lrt> de los derechos de oficina relativos a la inserí) xión, de los 
di inserción concernientes al ))cligro para la salud de los consu- 
midores, incisos 16, 25 y 2f> del art. \ v de la ley y de lo que jior 
necesaria implicaría, según conceptea • loe! fina! a)>1icalife. resulta 
de ks poderes que en materia de salud pública confiere ia lev 
la Municipalidad según el art. 4H ya recordado anteriormente. 

N'o se ha alegado ni demostrado, que tales servicios corres- 
l-i piulan a funciones análoga* de la autoridad nacional como ju- 
ra i) uc la incidencia sohrc la ntisnia materia hiciera ilegal su im- 
posición. 

Y eh cnanto a la existencia de la patente cuyos fines pura- 
mente fiscales define láen en su sentencia el señor Juez, no pue- 
de ser óbice, a la iCTccpcíóii. 

No se ha acreditado tanqxKo que exista una manifiesta des- 
prOpordón entre la tasa y el servicio o los servicios prestados, lo 
que toeal «i al actor demostrar como fundamento fásico de su 

reclamo, 

V en cnanto a la desigualdad del impuesto, también ha si- 
do refutada en absoluto, dada ta uniforme percepción de la tasa 
correspondiente a cada categoría y la base razonable que es dado 
supbiiei- |*ira la clasificación en tal forma de los despachos afec- 
tados, ¡en virtud de la mayor ó menor íiiqiortancia del negocio. 
<|iu exigiera |nt lu mismo, una mayor o menos fiscalización; 
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n® remito, |x,r jo demás, al respecto. » fo mvtéta entre otro* 
™* por la S. C. X „, él falte c|, IJnánue e. la Mnnici, al ¡dad 
en «Gaceta del Foro», tomo 45, p|| 361. 
ton estas liaras consideraciones v remitiéndome en lo dé- 
mus a los fundamentos de la sentencia y concordamos ¿ 1», vo- 
tos precedentes en cuanto a la cuestión principal v respeto de 
la; retroactmdad a lo expresado por el doctor Colmo, emito H 

Ullo i-li. iini;i] ufntiftik • 



tnió en. ijjual sentido. 

B\ señor Vocal doctor Cam 1 )os. ,M,r raxoucs áttáibgas a la. 
expuestas ,«pr el señor Vocal doctor Pera, votó en el mismo 
sentido, 

A la segunda cuestión d Sr. Vocal «^pf 0r Ayanca, e^jso ¡ 
-Sin hacer propiamente Ta cuestión, o sea sin someterla a la 
decMio'n judicial al formalizar el «petitum» de la contestación 
a a demanda, la par*, demandada que insiste con más evteredón 
so -re lo m ,s„, ( , en esta instancia en «, escrito de coniestación 
:l la expresión de agravia ( v. a fs. 130 v 131,. empe^ a.ptél 
e,cnto asi: «.Se ella» numero** dis, Ktsieioi.es de la Contói- 
chhi que & dicen violadas por la ordenanza <pte se pretende i¿ 
«al. peto no se especifica en qué consiste en cada caso la viola- 
ción. Gmio contestación sea solo i W rm¡iido expresar que la ma- 
la apl.eac.ou que se pretende lieelia de las facultades inn>ostti- 
vas. solo podría resultar como corolario de la constatación de 
Itóber Ir Municipalidad interpretado erróneamente ta función 
que le ntciimbe en ejercicio dél art. 48, me. 9* de la lev 1 
que es el q„e explica y fundamenta el trilmio aumentado.' lo «tal 
no puede ser traído en revisión ante Jos tribunales, o cuando 
mas puede . stY lo por vja contencioso-udmmistrativa». 

m voy; a detenerme a dilucidar si se trata en el caso de 
facultades d.screckmales de la Administración como ,K,der pú- 
blico, en cuyo ejercicio puede hasta herir m derecho, «aramia 
o exención const.tucional. pero que no liaría surgir lo c¿nMi,- 
cioso mmmm mm nr» se trataría entonces de ían.l.,- 
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des reglada*, sino discrecionales, «uno dije: y no lo haré |»or- 
qutj en mi sentir, la demanda deducida importa nnra y ex- 
eluMvamehie una acción fie inconstitucional ¡dad. una queja de 
incoiisiitucinnalidad. auno la denomínala el G. de E de Id C. y 
Comércial de la (ttpVinei& de Buenos Aires, acción o procedi- 
miento que no exi-ie más legalmente en la justicia ordinaria 
de la Capital Federal porque, al adoptarse i>ur ley nacional |>a- 
ra dicha l indad y para los terrítoriog nacionales aquel código, 
fué suprimida < lo jíTopib «rué él recurso de casación sobre el fon- 
do )\ comp tenia qlúte hacerse ante el pre^pfo del art. lili) de la 
Constitución <le la Nación, que atribuye a la justicia federal el 
ti II loci miento y decisión de tinlas las causis que versen sobre pun- 
t'.> regidos i>«ir la Constitución. 

Iji demanda dice así: «Vengó a entablar formal demanda 
Mnlin;iri;i contra la M mtici|vilidad de la Capital, i*ir repelieiém 
de payo, en virtud dé «pie las Mimas alomadas por mis represen- 
tado* lajii protesta. |*>r concepto de impuestos a tos despachos 
de bebida* alcohólicas, lo lian sido indebidamente por ser sin 
valor aíguno, ilegal e inconstitucional la ordenanza del C 
lihcramc. que ha creado ese gravamen ejercitando facultades que 
no le han sidu conferidas |Hir la carta orgánica municipal», Y 
ti «petiium» es como signe: «,.. í" Fallar oportunamente de- 
clarando iiuousiitucional e ilegal la ordenanza aludida, en la 
parte que grava con gal telas los despachos de bebida» alcohóli- 
cas, v. en consecuencia, condenando a la demandada a devolver 
;>. mi» mandones las sumas que Itajo protesia lian armado, wm 
más intereses desde el dia del pago, con costas*. 

Y note <c desde luego que la ilegalidad que se invoca de la 
ordenanza es de orden constitucional : no es que la ordenanza 
va va contrariando, violando la ley orgánica, sitio que habría dis- 
puesto fuera de la ley misma, es decir, extralimitándose el Cou- 
cr jo de las facultades de imposicióri conferidas i«tr la ley. sien- 
do que Milu eí Congreso ¡mede imi»oner contribuciones farK 4" 
y 17 dé la Constitución). Como se pretenden también asi afec- 
tadas la? garantías lon-iitucionales de libertad ríe comercio, de 
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igualdad, de no e^iifíMcióíi y de no catarse ühli^^ ;i hace* 
1n que J;i ley n<> manda farts. 14, lo. 17, 19 y 20| 

Ku la demanda se invoca también, innecesaria e impropin- 
inenu, disposiciones de J a | e y común, así; «el libro II, sección F. 
Cap. VIII y concordantes del Código Civil» (se omitió precis-o 
que se re feria a un capítulo del tít. XVI, de dicha sección, que 
trata «de Iu dado en pago de lo que no se delie»), pero la verdad 
es que todo esto es materia regi.la por la Constitución, aplican- 
do cuyas disposiciones exclusivamente, es que vamos a decidir 
el caso en justicia, como se lia hecho, desde luego, en los votos 
precedentes. 

Ciar» está que con la acción deducida se persigne un fin de 
utilidad, y es asi que se ha i>edido, como consecuencia de la de- 
claración de iiiconstitneionalidad que se demanda, la devolución 
de lo cobrado a virtud de una ordenanza inda; pero sí bien el 
interés es la medida de las acciones en justicia (i>or el solo in- 
terés de la ley no le es permitido ni al Ministerio Público accio- 
nar de nulidad relativa fart. 104K del C Civil), el interés no 
es lo que las caracteriza o califica, ni las dis| Posiciones legales 
que se ¡moquen, sino la causa de demandar; porque, como dice 
Chiovcnda, la «causa petendi» es el hecho constitutivo de la 
acción. 

Ku el presente caso el fundamento de ta demanda re|Josa 
en la garantía que a todo habitante del país acuerda la Consti- 
tución de no ptidcr ser validamente obligado a pagar un impues- 
to o contribución que no esté autorizado |>or ley, y el hecho en 
que aquella se funda consiste en la lesión inferirla al derecho 
del que se queja ]>or halársele hecho efectiva una gabela no auto- 
rizada por ley alguna, sino a base de una ordenanza muntei-vd 
dictada sin facultad legal. 

listo sentado, es decir, asi precisado esto, tal como vo lo 
entiendo, no voy a detenerme tampoco a fundar mi teoría sobre 
qué tribunal alguno ordinario puede entender con coiiqictencia 
legal fie una acción puramente de inconstitttcionalidad. y me li- 
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mitaré a referirme a los fundamentos con signados en mi vdto 
en el fallo de este Tribunal registrado eii «Gaceta del I- oro» ilel 
2 de Abril de 1925 y que he sustentado en vanos otros y. Itour- 
ilieit ci nitra Municipalidad de la Capital, «í ¡aceta del Foro», Abril 
4 de 1925: y Díaz Vele* de Alvaro de Toledo c. Muniripatidad 
de la Capital, «liaecta dei l ; orm>. Octubre 2í) de 1926. entre 
otrosí, V como de dichos fallos resulta míe el Tribunal ha en- 
tendido siempre -que es de su couqictcncia conocer y decidir en 
causas como la presente, yo, como en tales casos, acatando Iq re- 
suelta, paso — dejando asi salvada mí opinión (la Suprema 
Corte Nacional, a cuyo conocimiento llegó el fallo primeramente 
aludido, no se pronunció sobre el punto porque las partes .liti- 
gantes llevaron el recurso extraordinario persiguiendo otro in- 
teres) a votar sobre el fondo de la cuestión propuesta, y lo bajío 
por razones análogas a las expuestas en Iris votos precedentes, 
arribando a la misma conclusión sobre qiie la ordenanza impug- 
nada no es inconstitucional, u sea que voto por la afirmativa. 

IW lo que resulta de la votado?* de que instruye el acuer- 
do que precede, se confirma eiu lo principal la sentencia recurri- 
da, en euanto declara válido el impuesto discutido y desestima 
la repetición pedida, y se la revoca en cuanto no hace lugar a 
la répetiaóri de la diferencia pagada en más con relación a lo 
que |«»r tal motivo se adeudaba en mérito de la ordenanza ante- 
rior a la aquí discutida y por la cual la imposición delíe regirse. 
También se la confirma en cnanto a las costas, que en esta ins- 
tancia serán satisfechas igualmente en el orden causado.- Devuél- 
vanse y repóngase Itw sehW. — Julián V. Pera. — C'vsar A. 
Campos. — Adolfo G(wM. - - f, Colmo. — - J. Sarama. — 
Ante mi : Sortjc Sanee. 
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DItTÁMBX DEL PROCS/kAoOR tlENEK.U, 

Bueno* Aít-v*. St-piiritibrr 13 *k' W27. 

Suprema Corte: 

En ul juicio ordinario seguido ante el Juzgado en lo Civil 
a cargo del doctor Gastón F. Tolal. en el qiie es parle actura don 
Ramiro Córtizo y demandada la M<imcijKil¡dad de la Capital, se 
Itersigue la devolución de una suma de dinero |m¡>a<la. Imjo pro- 
testa, por halierselo exigid*» la autoridad edilicia. de acuerdn 
con la ordenanza de impuesto sancionada por el Concejo IX'li- 
lierante en Junio de 192! (art. 135). que tacha de ¡legal c incons- 
titucional por importar una violación «le las clausulas constitu- 
cionales que invoca en ta demanda. El impuesto efe referencia 
fué aplicado al despacho de Miidas alcohólicas de propiedad 
del actor. 

Contestada la demanda en los términos expresados en el es- 
crito de fs. 24, sosteniendo que la citada ordenanza es infecta- 
mente constitucional en todos sus asjwctos. fué resuelta la ac- 
ción ert primera instancia declarando su validez, disponiendo, 
en consecuencia, no hacer lugar a la devolución pedida, senten- 
cia confirmada, en ¡jarte. |»or la Exenta. Cámara !• de Apela- 
ciones (fs. 9K v 143). 

Manteado el caso federal, conforme lo requiere el art, 14 
ele la ley $ v 48, procede, a mi juicio, el recurso extraordinario 
traído a coiiocimiento de V. E. 

La ineonstitticionalidad alegada se futida en cpie la Mimi- 
cijialidad no tiene ¡toder delegado («ira crear impuesto** o rentas 
sobre materias «que no hayan sido expresamente acordada* p>r 
el Congreso Nacional, que es ta autoridad (pie por la Constitu- 
ción legisla sobre el territorio de la Capital de la Nación», sos- 
teniendo que al hacerlo viola las garantías de los arls. 4'\ 14, Id 
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17. 19 y 20 de Ut Carta Fundamental, defensa que apoya en las 
diajXBíicÉOnw legales y de jurisprudencia que cita. 

Cal* observar que en el sub índice, ho su trata del cobro 
ele mi <tóbfe impuesto como lo insinúa el actor. Fs de tener en 
cuenta qué la patente de un comercio resiiontle a un projtósito 
exclusivamente fiscal, mientras que los gravámenes a que se 
reitere la ordenanza impugnada se cobran cuntí > nirihitción de 
-eryieios que presta la comuna en liíen del imeres público, vale 
decir, con fines de conveniencia social y seguridad común, co- 
mo qi K > el bienestar y pros|>eridad general es precisamente uno 
ríe los primordiales objetivos, de todo estatuto constitucional, y. 
particularmente del nuestro, según reza con toda claridad el pro- 
|>io preámbulo. 

«Si su examina en detalle caída una de las «aramias indivi- 
duales - observa el doctor Montes de <>ea en su «Iferecho 
Constitucional» — se ve que ninguna de ellas puede ser ni es 
ejrrcHle. en absoluto», agregando al mismo tiempo que: tía re- 
glamentación que .ve puede hacer a los derechos que ia Consti- 
tución otorga no importa tina negación: lejos de ello importa 
mi reeoiiiK-iimeni.. armonizándola con las exigencias de la so- 
ciedad», doctrina aplicable al caso de autos iw.r cuanto I» ili- 
ción de la ordenanza impugnada fio podría llegar a desnatura- 
lizar el régimen constitucional por no afectar a ninguna de las 
garantías invocadas ]«ir el actor. 

U ¿urisprudeiieia sentada ñor V. E. en el fallo que se re- 
giera en el lomo |(& pág. &<) y < ltms . estatuye, refiriéndose a 
]<is arts. lf) y 17 de la Constitución, que éstos no se oponen al 
cobro ile impuestos o cargas especiales, siempre une revistan pro- 
piimH'im el carácter de retribución de servicios, que es precisa- 
mente de lo que se trata, y cumjiete a la autoridad municipal es- 
tablecer dicho gravatneu. 

Por lo expuesto, considero que no le alcanza la tacha de 
incmistitucionalidad interpuesta contra la ordenanza impugnada, 
y pido a V. F. se sirva asi declararlo, con firmando, en conse- 
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cuencia la sentencia de fc; 143 a fs. 152 inclusive en h paite 
que lia |>odidü ser materia del recurso 

I forado A\ Larrcta. 
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t 

Buenos Aires, Dicfcwhrc 21 <lp |í>27. 

Aillos y Vistos : 
Considerando ; 

|«* el articulo 135 de la ordenanza ele impuestos ¿^i¡¿ 
da iH,r la Municipalidad de la Cantal en Junio He 1921 v cuva 
"iconstitucionalidad ha sido sostenida cu esta causa, se encuen- 
tra mlactada en los términos siguientes : «despache* <| e Imilla, 
a^ho ,ea. : los despachos de vinos y cerveza y lo, de l*hidas 
dlcoholaas deshielas j«ru ser consumidas en el establecimiento 
pairan el derecho estallido en este capitulo, de acuerdo con 
las catanas salientes: l* catearía: lo, qae despachen vi- 
nos y cervezas exclusivamente, cien peso*: 2» categoría- desna- 
te * heñidas alcohólicas valuados hasta dosctenT» J,7 
Ilesos cuatrocientos: * categoría: Ídem. ídem de doscientos uno' 
* <l«m.cntos pesos ... , sefe^t*, pesos ; 4* categoría : ídem. Ídem 
de .,inn.c.Hos «no en adelante, ochocientos pesos». 

< ; .>iie el presente recurso extraordinario se funda- ai en 
«me el gravamen establecido en el transcribo art 135. es ¡letal 
por no hallarse comprendido entre las fuentes de recursos a,,uJ 
n^as por L, s ^ J2 rA 4058 y'l^ ¿ co^Sle£ 
ta agU» de la Municipalidad : h, en que dicho imp.Lo « Z- 

pmmm ] m mm** de ios «m. 31. $ u. le; 1*, 10, 20 9 

v ,,,c V* de la Constitución, desde uue, por nna parte IIO £g 
» Mn 1e >' '» *«e, y por otra, «la despro,>orc¡ón 
W une se encuentran los despachos de laidas hajolipo -le 
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un impuesto elevadísimo coni| torta la violación dé tas reglas de 
(Quietad, igualdad y proix>rcioiialídad». 

Que acerca del primer fundamento, corresponde observar 
(¡tife la cuestión que a)>arcce planteada es la de la oikwícíóu entre 
la ordenanza estableciendo el imi tuesto con las dísjKisiciones de 
tn ley orgánica que determina las facultades impositiva* de la 
Mttiiicipalidad. cS decir, ¿Je una ley local destinada a regir sola- 
ti lente en la Capital, y cuya aplicación o interpretación jvtr erró- 
neas que fueran, no podrían ser revisadas por esta Corte en el 
recurso extraordinario, mientras no afecten o envuelvan enes- 
i iones especialmente regulas |>or la Constitución, tratados p leyes 
t\ú carácter federal. (Fallos: tomo 138, |>ág. 3KH, 

f Jue si bien en el capo se ha sostenido cpie el impuesto de 
qiié se trata era repugnante al precepto del art, 67. inc, 27* de la 
Citnstitncióu que faculta al Congreso para ejercer tira legisla- 
ción exclusiva en todo el territorio ele la Capital de 'la Xacum. 
es. sin embargo, evidente i|ue la valide/ o nulidad de ta ordenan- 
za impugnada no puede depender de la inteligencia que se atri- 
bityñ a dicha cláusula fundamental, sino de la interpretación que 
corresponda dar a la ley orgánica sancionada por él Congreso en 
virtud de la atribución recordada í t*«no 13$. pág. 31-3.')- 

Oue. en consecuencia, ta sentencia de la Cámara Ciiil l'ri- 
mera ile la * api i al. en cuanto declara a la ordenanza en cues- 
tiñu comprendida dentro ríe los impuestos y rentas autorizado-- 
por ta ley orgánica, no puede ser revisada |*>r esta Corte en el 
presente recurso. (Fallos; tomó 115. pág, 341 \ huno \J0 t pág, 

tomo 138» pág. .113). 

Que acerca de los demás fundamentos de orden constitu- 
cional alegado^, es de ol «servar ante todo que establecida en for- 
ma i leí ¡ni I iva por la Cámara Civil I Viniera la legalidad del ar- 
ticulo impugnado de la ordenanza respecto de la ley X" l^fitJ. 
no puede afirmarse en verdad que tía exista ley que autorice 
e! impuesto, y |>or consiguiente, que hayan sido desconocidos en 
él caso ni el art. 4 V ni él art. 17 de la Constitución. 
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Qiw el mm <fc trabar y ele ejercer toda industria Il- 
uta, (le navegar y comerciar concedido ,*,r igual a naeiunale, v 
granjeros (ares. U y 20 de b Constitución ). ,k> cxcluvc el 
'lercchu M litado para imponer contribuciones, impuesta n 
rentas dtftuwtlas a satisfacer la. necesidades públicas. 

Qué la igualdad prmmi/ada finr el art. 16 de la Comtitu 
«un -«a, fe en |i» refer,n,e a impuestos. a m m «^m* 
iguales; deliran miponerse gravámenes idénticos a los contribu- 
yentes, y atíiíel principie, según también reiteradamente lo ha 
■parado esta Corte, admite clasificaciones y categorías r¿otÍ 
ble, cuando el impuesto recae sobre ciertas clases de bienes v de 
r>crsomis, (f^fos; tomo Lfoí, ^ 313 y otros). 

éae en el caso no aparece violada la igualdad coi istiti icio- 
ml 'TO m,c l™ «™ iwrte tollos los despachas de M.idas míe 
encuentra» en las dientas categorías creada* 1Mir la ley U 
tau s„u,h,s a i ndsnK, j ni|)lies( <, y |(or ^ a , ^ ^ 

¡wr del eap.tal destinado a tal ««ncrcio. eonstítuve una causal 
bastante para autormr Ja distinta clasificación, " 

En mérito de estas consideraciones y de conformidad con 
» <bctammado y pedido por el señor Procurador General, se- con- 
firma la sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia del 
tmtm Not.f«,ue S e y devuélvanse, reuniéndose el papel ante 
el 1 ribunal de procedencia. 

A. ÜERMKjO. — }. FJCUKROA Al- 
CORTA. — RoHKKTO RlvPETTO. — - 
R. firmo I.AVAI.I.K. 
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$0CÍtd44 Aiu'nütmi lí'isi hulla OH Comptyty cauint r! (¿tífrúrno 
efi? h Wtcitht. xohrc Hwotiftwii de tfíiit ro. 

Sumario: ¡jis instrucciones impartidas por la circular X" 10 ife 
la ln^ictTKiu General de Rentas, de Ahril 2fi de ViVK <|nr 
ordena que c} jwnc&ttlimietito de las Aduanas se ajustt- a le» 
establecido en la resolución N" 659 del Ministerio de Ha- 
cienda, de 18 de Julio de 1918. son concórdanos con ta* 
disposiciones de la ley de Aduana X» 4933 y con la reso- 
lución resistiva del Ministerio de Hacienda. 

í\mt: Lu explican las piezas siguientes: 

SENTENC IA UEl, JLKZ KKIJKKAI. 

Buenos Aires, junio l > ele 

Y Vistos: los promovidos por la sociedad anónima West 
India ' til t"oni|Kniy contra la Nación sohrc devolución de dinero. 

V Considerando: 

t - 

1' Qué la actura manifiesta en su demanda i|ue en virtud de 
lo dispuesto por la circular X' 1 10 de la Inspección (ieneral de 
Rentas ficha Aliril 26 de 1919. las aduanas de Bahía 1 ¡lauca y 
Campana rio reconocieron el 2 % de merina que previa verifi- 
cación del contenido concede la Tarifa de Avahios para los lí- 
■ Hiidos éu latas. 

I n diversos casos fjtte detalla la actora, señala *jiu: esas 
Aduanas, q hien no acordaron la merina sohre el contenido o 
hien la acordaron sohre lo eme arrojakin los conocimientos de 
tmtwnmc. con lo cual siempre o.hraron un impuesto aduanero 
indehido y que se pago lujo protesta en todo momento. Añade 
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ta actora que d propio Ministerio de Uacicrla ha feoíiwEl la 
.np.st.aa de semejante píiceífeí y ,W resolución de U 
f 1)20 se que se acordaría merma sobre el produjo 

formada |Mir el promedio que resulta fie la verificación de ni. 
njpecp prudencial de envases intactos v que en esta> condicio- 
nes no ^ria justo exigir la declaración concordante con d c„- 
uocim.u.to. Sin eml>argo. el Ministerio denegó la devolución ,»,-, - 
seg.ti.la tic treinta y siete liíll novecientos cuatro nesos con cin- 
cuenta y dos centavos nifn. «.«liante relució., fecha (tilfo 1$ 
«le 1922. ]x>r lo cual expresa la actora íe vé obligada a' deducir 
fa pmenu- demanda teudienie a repetir dicha suma indef «dañan- 
te cn1.ra.Ja y pide se condene a la Xación a su |iago, con costas. 

^ Que el señor Procurador Fiscal sostiene a fs. 1.1 vuelta 
Ja necesidad de venia legislativa previa piara qué se pueda dar 
tramite a la demanda. El punto en cuestión ha sido óW*m «5 
los autos de fs. 15 y 22. lo que excusa de hacerse cargo de la 
.m,stcnc,a de dicho funcionario sobre el particular formulada 
a fs. 29, 

• 

Contestando el fondo de la demanda sostiene d <e.W ¡Vo~ 
curador Riscal que dehe ser rchazadi puesto que las Aduanas 
Me liahia Blanca y Camena ajustan.ii su proceder estri L ta.neme 
•i la ley como hi rcco.Hició el Ministerio de Hacienda en su re- 
solución de A K osto 25 de 1920. cuyos términos ^rtincme* trans- 
anl». hnmhneute observa el señor Procurador FfecaJ que la re- 
solución denegatoria emana del Ministerio v no del P, ]■;.. de 
lo que infiere que no huho verdadera denegatoria. 

> yue expuesta la litis, como queda hecho en s,,s líneas 
generales, observa el suscrito, que la adora no hace alusión pre- 
nsa y concreta en su demanda a los artículos légales violólos con 
motivo de la conducta observada para con ella. Sostiene que la 
.mi«».cio„ fiscal »o está autorizada por ley. que está reñi.la con 
la jt,st.c,a y con la equidad y que el propio I». E. asi lo reconoció 
«fas tarde, a pesar de lo cual se negó a devolver el dinero ató, 
nado bajo protesta. 
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V ltit-Ti : toda la cuestión yira alrededor cíe un punto central, 
cual <¡ss el d< estahleecr qué valor tiene el litraje indicado en U<-~ 
recon< cimientos d» enmarque' a los efectos del impuesto, en los 
casus de introducción de nafta y kerosene sin que se acoja el 
interesado íil art. 108 ele las ordenanzas de Aduana. 

l¿a& aduana* dé tlahia Manca y Campana exigieron el iin- 
piu>to de acuerdo con el litraje señalado en los com>eiinion(os y 
í&f&tsú fes convenir, ¡en que |Mir duro c[ue fuere ese proceder, en- 
coutrákise jierinilido ]x ir la legislación aplicable a ta sa*ón. 

En eféfta, lus arts. .14 y 35 de la ley 4933. tienen como un 
antecedente tos art*. 32 y 33 de la ley 3894!) y forman con le* 
arts, 20, ItH. 106, 107. 116, ¿7$, 2*2. 1005, lOOfi. 1025 y con 
cofdaiitei tli fas ordenanzas ile Aduana, un conjunto de precep- 
tos que llanamente interpretados, asignan un valor de positiva 
itniiorianeüi a Jas enunciaciones de lo» eoiiocimienttis. 

Ouiere decir, entonces, que en strieto derecho, el cohro de 
impuc>t*i verificado "a la actora. no ofrece repartí, a |>csar de su 
dureza y a este propósito rain- recontar que tlttmni tioc cst. ¿rti 

id /r i serifitn tvt. 

Ahora Uieu, si es cierto cjltig el temperamento ohservado por 
las aduanas dé Bahía I ¡lauca y Campana no rigió sinó durante 
un tiempo y no lu observaron otras aduanas de la Kcpúhlica y 
que lo dejó >iu efecto el .Ministerio de Hacienda, tío quiere etlo 
significar que el susodicha temperamento esté fuera de la ley; 
todo lo contrario. 

Si al decidir el Ministerio en Agosto 25 de I9J0 que «en 
la declaración de contenido de nafta y kerosene no se exigirá 
que los desechantes se ajusten a las constancias de tos conoci- 
mientos, siempre que al detallarla sigan el procedimiento . . . * 
del promedio que resulta de la verificación practicada en un nú- 
mero prudencial ele envases, etc., ello no implica que tal mane- 
ra de conducirse delia ser aplicada al caso de la actora. que es 
anterioi i> dicha resolución. 
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Pdr lo demás, <picda dicho (¡tic el cobro de impuestos cpn 
arreglo a lo íjtu- surge de k*s conocimiento es |ierfecta y estric- 
tamente legal y nada importa para la solución de este pleito, que 
«a posterióri» imperase un criterio tan literal, conciliruorio ,. 
equitativo coint» se quiera. 

Si d .Ministerio de Hacienda dividió apartarse del criterio 
de los ciniociiiiicntt* para adoptar el del promedio resultante de 
la verificación fie diverso* conqioiientes de «na partida, liahrá 
ixwíblementc querido atemperar el rigorismo de la ky. optando 
por nna de las soluciones <¡uc ella íe ofrece, cuando no se traía 
d* tos casos contemplados en los arts. 108 y 28Q de las ordenan- 
zas de Aduana. 

Con todo lo expuesto queda de relieve fpie la cuestión cons- 
titucional es| M »»da y no concretamente planteada a fs. 1 1 vuel- 
ta, no del* ser materia de examen y resolución, toda ve/, que 
la Aduana y el Ministerio ajustaron su conducta a los precepto* 
legales arril» citados aplicables al caso de la actnra. cuyos pre- 
ceptos, conviene no olvidarlo, forman |*rte de una rama de la 
legislación argentina tan sui yetteris meticulosa, severa y exigen- 
te como es la aduanera. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: rechazando la 
demanda instaurada por la sociedad anónima West India Oii 
Compaiiy contra la Xación. sobre devolución de dinero cobrado 
en concepto de impuestos a la introducción de nafta y kerose- 
ne. Sin costas, por no hallar mérito especial para imponerlas a 
l¡i parte veticiila. Xnt¡fk|tic*c. rej Minga*- el sellado y o| tort una- 
mente archívese, previa devolución del expediente administrati- 
vo agregado a su ¡trocedencia. 

Sañl M. Bseokvr. 
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SEÍSTESSCIA l>K LA CÁMARA EEUKRAL 

Buenos Aitcs, Diciembre 24 ilv bi25, 

Y Vistos: l'ur sus íítn (lamentos, se confirma ]u sentencia 
apilada de fs. 52, «pie rechaza la demanda instaurada \k>t la so* 
ciedad anónima West India Oil C(mi|»any contra la Nación, 
sobre devnlucien de dinero cobrado en concepto de impuesto a 
la ininKliuvTÚn dé nafta y kerosene. De vuélvanse y repóngase las 
fojas ni primera instancia. — Marcelino f-sotioria. — T. Arias. 
-~ B, . t. Xticar Am iwmui. — J. P. l.nm. 
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Bucfloi Ain's, Diciembre ¿3 de 10J7. 

V Vmos: La empresa actora fundando el recurso extraordi- 
naria sostiene ipie la circular número 1U de la Inspección (íenc- 
ral di- Rentas, a ta cual se ajustaran las Aduanas de Jiabía Blan- 
ca y lampalla al destechar partida.» de nafta y kerosene a ella 
consignado*, adopta un procedimiento abiertamente inconstitu- 
cional v it»latorii» de los arts. 9>, 16, 28, 67. inciso {?, X6. inciso 2- 
ile la l'onsiitución, y cuyo resultado es la desigualdad de los 
inipm M*M r« -spectívos, según sea el punto de desembarque, pues, 
solo aquellas Aduanas cumplieron las instrucciones de la men- 
cionada circular. Kn consecuencia, la actora pagó las limiidaeio- 
nes practicadas en cada caso formulando las protestas corres- 
|h ludientes a fin de nlitener la devolución de lo xpie. a su juicio 
entregó de más. co'iho se intenta en este juicio. 

l.a contestación fiscal lia sostenido que el procedimiento im- 
pugnado m ajusta a las prc se ri pelones jiertinentes de la ley de 
\duaiia imer preladas' |mr el órgano correspondiente del Poder 
Incentivo : y 
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Considerando ; 

Que la «dora no lacha de inconstitucional artículo alguno 
de ley o decreto del l'oclor Kjcctilivo. sino J a interpretación que 
dé ta ley de Aduana 4933 ha hecha ésta al liquidar c! impuesto 
de importadón a la nafta y kerosene. 

Que fa circular 10 atacada por ilegal, §^ cn )(p 
uente al caso: «Habiendo esta instiección constatado qué alpi- 
nas Aduanas ^rmitían en las partidas de nafta y kerosene do- 
cumentar en los términos de los arts. I0K y 280 de las ordenan- 
zas resultantes de la verificación con prescindencia de aquello* 
can que fueron desechados los bultos desde el puerto de ori- 
^■ii y acordalian además la niernia de 2 % que para los líqui- 
dos en lata concede ía tarifa de avalúos, ha dis, rt iesto se corrija 
ese procedimiento erróneo que se traduce en un |wr juicio cvU 
«lente |»ara la renta fiscal, además de contravenir las diccio- 
nes expresas de las ordenanzas y la doctrina sostenida al res- 
pecio en Ta resolución N" 659 de Í2 de |ulio de 1918. Kn e*a re- 
solución se establece que los constátanos .le las mercaderías 
de importación están obligados a despacharlas de conformidad 
con el contenido de los hultos en el momento del emUrque si 
es que de la verificación resulta que se ha modificado con per- 
juicio del Fisco la situación de esos hulstos». La circular Irans- 
cnpta ordena que el procedimiento de las Aduanas se ajuste a 
lo establecido en la resolución citada de U de hilio de I91M. 
y en caso de merma, a lo que prescriUn al respecto las ordenan- 
zas de Aduana (ís. 16. expediente 381 1>. 

One la ley de Aduana 4933 dispone en su ari. 35 que «lo 
expresado en los manifiestos consulares y en los conocimientos 
a que S e refiere el artículo anterior, hará fe cu juicio contra o! 
luqwtador. , sieiulo evidente, ,*>r tanto, que las instrucciones 
■manidas en la circular ,x>r la inscción del ramo a las Adua- 
nas de la RcpÜhlica fueron concordantes con las disecciones 
de la ley y con la resolución res|>ectiva del Ministerio de Ha- 
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cicnda, Unía vez <|iie la liase del despacho aduanero está o uis- 
titi! kla |hm" el jttcgu de conocimientos que delicu presentar los 
cargadores taris. 33 y 34 de la ley 4 l *.Í3j. 

Que las distintas reglamentaciones que el l'mler Incenti- 
vo, b cu SU caso el Ministerio de Hacicmh tumi ule en rela- 
ción a las leyes de Aduana, aun ruando varíen jos procedimien- 
tos y acusen diferencias en la percepción de la renta, según sea 
el sistema dé COitcésioil de mermas, no significan, necesariamen- 
te trasgresiones a las leyes, en uno u otro caso, si nu se denmes- 
tra con evidencia que aquellas reglamentaciones han alterarlo el 
espíritu tle estas leves, y es de observar, como ya se ha dettnos- 
trádó; que la forma éri qué han de«q>achadn. en el snb judie? 
lás Aduanas de Campana y lialña Itlauca. no sólo es concorde 
con las instrucciones impartidas por la inspección sirio también 
con la ley de la materia, circunstancia esta, fundamental. íjite 
hace innecesario el estudio especial <lc las violencias alegadas en 
relación a los arts. f >\ ¿s. 67, inciso 1" y 86 inc. 2" de la Cons- 
titución. 

Our en cuam o a la desigualdad de criterio eoti míe lian 
procedido en las Aduanas respectó a la mercader ia de qué se 
irata, no constituye esta particularidad un fundamento para ata- 
car precisamente al procedimiento ajustado a la lev «pe se ha 
aplicado al actor, úniro de i|iie puede quejarse porque es el único 
qtte le afecta. IVr lo demás, dicha desigualdad no vicia ta ley 
aplicahle. eon relación al art. 10 de la Constitución, porque no 
proviene de ella misma, sino de la distinta manera con que se 
aplica por los funcionarios administrativos. 

piiC si bien es cierto que jiosleriormeute a los hechos que 
fundamentan la demanda el Ministerio de Hacienda adoptó, a tos 
i'íeetns del contralor del impuesto a la nafta y kerosene, el siste- 
» nía de escandallo propuesto por el actor, no lo es menos que cu 

la resolución respectiva sie aprobó el proceder de las Aduanas, en 
el easo presente, de donde se deduce claramente que ta modifi- 
cación resuella riye para el futuro i véase ís. 22. expediente 
y ís, Jl>. i Kpeílfcnte 5.iO> t . 

* 1 

■ % 
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m argumentos de equidad y pronto* de conciliar lo, i,,- 
tensas del Hsco con los del ¡minador que i„ Ionmtl ( a resoI(1 . 
cmn respecta „o son de tenerse en enema para resolver esta 
causa a la [u , t® recurso extraordinario, dentro del cual no ca- 
1*" fXm rabones qué aquellas I^das «i derecho estricto. 

Por e.stos fundamentos y los de la sentencia de f. S> se 
cmtfipa I, de fs. 07 en cuanto ha siáb materia del rccursoAv 
«fifltte^ y devuélvanse los a „tos. debiendo reverse el sella- 
do en el tribunal de origen. 

A. BERMEJO, ~ J, Flfit'RROA Al- 

costa, — f{. Grinn Lavalle 



fhm Branthco A, Uujttr Um Mario ,t,^oáfn /ltt . wbrfí 

ttrtfritttiictu-hni, thños y pérjumos, 

J* Corresponde a la justicia federal el enn. Amiento 
< e una demanda por daños y perjuicios que tiene por baae 
diversos juicios que el demandad., ventiló pnr varios con- 
ceptos ante los tribunales de la justicia ordinaria, con lo* 
cuales los daños y perjuicios demandados tienen conexión 
inmediata y directa. 

2* La incompetencia de jurisdicción puede o,H>ncrse en 
todos l<* uncios, ordinarios o ejecutivos, v aún ser declara- 
da de oficio en cualquier estado de la causa 



>: l-o explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL JUEZ FEUEHAL 

l»tH.-iKj$ Airt-s. Fíbrern 22 fiv VJ27. 

Y Vistos: Los promovidos por Francisco A. Lauque contra 
Mario Azoátegui sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Y Considerando: 

l C>ue ta demanda ¡icrsiguc el cobro de un mil cuatrocien- 
tos cincuenta y cuatro pesos con seis centavos moneda nacional 
en concepto de indemnización de daños y |>er juicios que sostiene 
U' ha irrogado la conducta de Anzrtátegni. 

Contríliuye a formar esa ciíra la de quinientos veinte y seis 
[h'süs moneda nacional de alquiler no alionados por Manuel Vi- 
llar, suhinquifiiio del actor en la finca Nahuel Huapi 3000. es- 
quina Concsa 2795. desde Fel*rcro 1 v a Octubre 23 de 1925» cn- 
yi« alquileres han sidu objeto de cobro judicial por ante el Juz- 
gado de Paz de la sección 2^ ríe esta ciudad, seguido por Lu- 
que contra Villar. 

Forman asimismo |>arte tlel total demandado, diversos ru- 
bros en concepto de honorarios regulados o presupuestos a favor 
del procurador y del letrado de Luque en varios juicios segui- 
dos ante la Justicia de Vm indicados a fs. X y vta. 

Tratándose como en realidad se trata en este asunto, de 
un pleito que tiene ¡íor base a juicios tramitados ante la Justicia 
de l'az y de \* Instancia de la Capital Federal, y así lo recono- 
cen amUis partes y lo demuestran tos expediente* adjuntos, es 
dé toda evidencia que uc> corresponde entender en este juicio a la 
Justicia Federal, atente* lo resuelto con inalterable uniformidad 
t*>r el Juzgado del suscrito. Cámara Federal de la Capital y Su- 
prema Corte de Justicia (véase «íiaceta del Foro», 24*M. 2 I *S4, 
m& ¿252. 2121. Ü| 24X0. etc.). 
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p <>e en lo concerniente a la suma de trescientos treinta 
y ocho pesos con sesenta y seis centavos moneda IlíMr ¡onal, te _ 
ríanmela a fs. 8 vta. en concepto de lucro cesante, con lo cine 
se completa la cantidad q ue en total se demanda, «penas es ne- 
cesario dcc.r í,ue el fundanKmlo en que se apoya tal reelama- 
con acrece hasado en decisiones adoptadas por la justicia ordi- 
naria de la Capital reconociéndole a Luque, según éste lo ma- 
nifiesta, facultades Iia ra ocupar la finca y obtener el lucro con- 
siguiente. 

Sea lo que fuere, lo cierto es que tampoco cormponde a la 
justicia Federal conocer en este otro aspecto del pleito, desde míe 
se trataría .le un asunto de jurisdicción concurrente, inferior a 
•tmmentos pesos moneda nacional ( véase Suprema Corte. «Ga- 
ceta del Poro» número* 1440 y 2t,1ü, asi eoino art . K ] ev 9 &) 
i'or las consideraciones que preceden, resuelvo declarar que 
no a,rrt*ponde a la justicia Federal conocer y decidir en este jui- 
co promovido por Francisco A. Luqu* contra Mario Wíte- 
ffU. ^>re indemnización de daños y ^juicios, con costas a car- 
íío del actor. Notifiquese, repóngase el sellado v oportunamente 
arch.vese. previa devolución de los expedientes agreños sin 
acumularse a sus procedencias. 

Xmíl J/. íl<tofw\ 

*KNTKNCIA DE La (ÁM.^a KKOkRAI. 

niKm»s Ain-s, Junio 15 di- l<*27, 
V Vistos; * 

Siendo arreglada a derecho, se confirma, con costas, la re- 
: ol„c,on arlada < Ie f s . QUe (|edara ^ m> ^ • ¡a 

Ji.st.ca federa conocer y decidir en <*te juicio promovido por 

^1 ,\ W - Mtra Man " N*Ítf * indenini- 

/ ' ,Cr ' U,CÍOS - Re W« Mas en primera 

K -V. AiKnr Anchorvmi. — José Marcó. 
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UICTÁMKN OKI. 1'KOliKAOOK OlíXKkAU 

Bue^tt? Aires, Scptiítiibro -í<> dé Vt¿7. 

Suprema Corte: 

Tramitado el presente juicio seguido |»or tlfiu Francisco A. 
t-üqué entura don Mario Anzoalegui. sobre daños y per juicios, 
hasta el llamamiento dé autos i«tra definitiva, éj Juez Federal 
de la Capital dictó el pronunciamiento de fs. 90 declarando que 
tío correspondía a esta jurisdicción el conocimiento y decisión 
del mismo en mérito de fas consideraciones legales y jurispru- 
dencia que cita, lo ejue hace vialile el présenle recurso, 

1.a incompetencia ríe la justicia federal puede y dehe ser 
declarada, aun de oficio, t-u cualquier estado míe se encuentre Ir* 
causa, como lo tiene consagrado V. K, en su jurisprudencia ( Fa- 
llos, tomo 101, pág. -407: mino 109. i«ig. 66). 

Los daños y perjuicios reclamados, en este caso, ¡os hace 
derivar el actor, y así resulta de la prueba producida, de los jui- 
cios que enumera tramitados ante ta justicia de paz y un jua- 
gado en lo Civil de la Capital; y. siendo esto la liase de la de- 
manda, estimo que V. F. dehe confirmar la sentencia de fs. !00, 
cuiifirmatoria a la vez de la de fs. 90. que declara que la pre- 
sente acción no compete a la justicia federal, reproduciendo al 
efecto las consideraciones (pie fundamentan esta última. 



Horario li. ¡.ttrn'tti. 
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Buenos Aires, ¡)kUwI„ v ¿j JV27 
V Vistos; Ej nscur*. exm.onli.íario fatfftKÉo v «me* 
Oinit il „t ■ ■ • . L,im,ir<i 14 ««ral de Apelación de la 

,fn í,0n ** m «A» y ^iuid^. 

Y CuiisidiTatKlo; 

Jg .Jf^ 10 SWWP b scuniria ,ic primera ¡ nMlllria 

;;;; Tt ,>,r p ,, ™ ,an,,:, " us * * 

" u * h» * Kla , allsa .., a „„ ' 

>m. .1. „,,c « tra ,a tiene ,»,r Kue .«verso, j niciüs l|1H , 

I * «»ta Capital, «krñnmdn la SIlm , <lema * 

ta» íiastos «Hisúlic,,, | , rw |„ l .i I ,, )s ,„ 1(ls ,UK *"' - v « 

dfiíJl ™ "T l "'"". ,W, "" :s - >' »'<•'«» « con™** i„ ni „ lia ,a v 
.I.mu de a.,,*!!™ p]^, ,„„ (lariua > 

*Vm* á* la ,„risd¡ C cü m en qm . M plantearon v S 
hd« * a <I,«,„,a (lc las ¡¡¡¿Jg g 

i™u.m legal b ,„„«,!,„..,«, ha sklu 

£ uT; f^Sf* ,um " '- 4 - * ,37 = "■»'" « 

tomo Us. t)aK . 4] 3 . Imm U7 ^ Js2) l"B- 

Que, por l„ «tó. y yj lo relativa, a la <fc |a 

L.n„..„l ,.„ <(lK la 11Konl|lclencia ha sk|o tfé ^ ])riw k l 



232 



FALLOS llt LA CORTE SUFKKUA 



tableccr de acuerdo con I» doctrina y la jurisprudencia, que la 
incpifipctehcia de jurisdicción puede oponerse en todos los jui- 
cios, ordinarios o ejecutivos, y aún ser declarada de oficio, en 
cualquier estado de Ja cansa, porque, como ló tiene expresado 
esta C orte. la intervención del Juez con facultad de juzgar, es 
tan necesaria como la de las [Kiries mismas. ( Falles, lomo fi*>, 
ingina 

Kn mérito de estas consideraciones y tlt* couíonnidad con 
lo dictaminado pir el señor Procurador (icueral. se declara que 
ta presente acción rio compete a la justicia federal y. en conse- 
cuencia, se confirma la sentencia a|H*tada en cnanto ha pmlidu 
ser materia del recurso. Noli Tupiese y repítelo et papel, devuél- 
vale al tribunal de procedencia. 

A. Ltak.ur.To. — J. Ficl'kkoa Al- 
corta. K. Crino I.wvli.k. 



/.'.flirt* Nolamlvs de fu Amétfka. del 80 ututm Ai 




TiirnHuui, xnhrc ¿obro de /t.wi". 

Sumario: I" Desconocer la anienticidiid de un instrumento pu- 
lí] ico o privarlo significa decir rpie carece ile los caracteres, 
requisitos o circunstancias 411c lo acre» litan como cierto y 
positivo, y entre ellas ninguna más esencial míe la firma o 
firmas que b* Miscriljen Can. 'JRX, Código Civil f. 

Aún dando |«>r indubitados tos pilcares qiu< sirven 
de liase a la demanda, proviniendo ellos del Poder Kjeenti- 
vu de la Provincia de Tueumán, se lia debido insertar en el 
cncriHi de los mismos para que pudieran ubtigai- a ésta, la 
ley autoriiativa coTres|*>ntl¡cnte. «pie faculta a dicho poder 
para comprometer el crédito ile ella, de acuerdo con el ar- 
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tÚMlu 67 * la O r ¡ tl ,ri,i„ * la ,„i„ re ,. ,, p* ,„ ,„„„„. 
citarla cón precisión. 

& Además do las pmpia.s te fe Sull 

a | íls provmcias los principio* fijados ,«r la Corte Su- 
ma demostrativos de que «siendo las provincias persona, 
Jt.rul.cas según el art. |S del Código Civil, le son aplica- 
os las disposiciones del art. 36 del mismo código, v «. ha- 
!%! ,PPT ío lanío, habilitada» g£ "egar eficacia a los ac- 
de sus representantes, cuando éstos SC huWn extra- 
limitado al ejercitar sus pxlen-s*. 

* U alegación sobre falta de una lev especial a.m. 
ntauva para contraer empréstitos que se ha promulgado. 

se ref.erc el arr. 212 del CVxIr^o de Comercio, por lo L 
mtk dable referirse a la buena o mala fe del demandante 
(Véanse los números 3» y 4' del sumario del fallo , 
do m el tomo 148, pág. S¡. aplicable a l p 

í Wii ; Lo 
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Buenos Aires, Dicfctnbre M\ tk- !9¿7. 

Y Vi^os ; Los de este juicio seguido por el Banco Holau- 
* de la . menea del Sml corura la Provincia de Tucumán. so- 
nre cobro fie pesos, de los qiie resulta: 

l v Que a fs. Mi se presenta don Saturnino VV Fui* m re- 
(.resentación del Itanco Holandés de la América de! Sid de<lu 
S*fW* ÁfiSHB* !»esns contra la iWin- 

i'ia de lucuman la suma de cíenla noventa y oclin mil o„i- 
mentos .ovenia y dos jM ,„„ ^ v tr , s . ¡ 

fie do. letras míe .w^w p i(k . „t¿^ ,. fjMas 
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£3. Afirma ser titular, su mandante, de los (IpcqmcntOJS acum- 
l>afia<Ui:s i-n virtud de haberles sido transferidos |Xir endoso en 
blanco, y agrega ipie aun ruando el hecho no interesa, dada la 
calidad de portador de buena fe que inviste su jtrinc¡|sit. hace 
presente que esos documentos tienen mi tiriten en el derretí» 
del (¡««bienio de Tucuináu de Junio 21 de 1920 y otros que men- 
ciona, sobre expropiación de los bienes de la sociedad anónima 
Savoy Hotel y anexos, dictados di* acuerdo con dis-tosicÚHies ex- 
presas de la ley de concesión respectiva. 

I-un.la su derecho en los arts. Mí». o>4. í>27, W.V 7.V), 741 
y 212 y concordantes del Código de Comercio. 

2" One acreditarla la competencia originaria y corrido tras- 
lado de la demanda, ésta contesta por intermedio Ó!e1 |)f. Aráoz 
¡t ís. 289. y después fie algunas consideraciones previas relati- 
va- a la naturaleza del asunto, articula las siguientes defensas: 

a \ Niega en general los liedlos aseverados por el actor. 

tu Niega en particular la deuda, la autenticidad de los do- 
mínenlo;» y la propiedad del documento por fiarte del endosante 
y de su apoderado, cuya capacidad niega también, 

cr Niega la relacú't»i9Í¡recta entre los documentos y los de- 
cretos citados, asi cuno que éstos fuesen dictados de acuerdo 
con las disposiciones de la ley de concesión. 

d) Nieg :i [ a propiedad de tos documentos por parte del ac- 
tor, y >u carácter de tendedor fie buena fe. 

e) Impugna la facultad del Poder Kjecutivo para emitir 
los documentos snh ith\ por tratarse de operaciones de crédito 
qtte requieren autorización legislativa, y sostiene asimismo que 
la expropiación no ha podido llevarse, coi i st i t tic ioi talmente a tér- 
mino sin la ley previa ipie asi lo resolviese. |>or cuanto el ari. 7 V 
de la ley de concesión, al referirse al Ciobienm, no se ha pndido 
limitar al Poder Kjecutivo de la Provincia. 

One abierta la causa a pruelw. y producidos los alégalos 



lW M M a f * SK m m cuai.. mm »«. 

ui mis prUe.iMo.ks. < t ,itdo ^ jllid(í ^ vsUHl(i g ^ 
Considerando: 

ínt " Ur ; <! ™ «' "«« la demanda, resalta por „ „- 

1; c aquellos: «X^n qué m ¡ r^r^fe fe lYovoineia de 

W*J áé la América <kl Sud v menos por tus 

cuya am,mieidad jg^ ' ' W 

I leseon* jcvt la autenticidad de un instrumento rife „ 

imm>t„nnas qu, f aereditan mm ci ,r,o v „, sili v f , v ««¿ 
O as nm^ma más esencial ,,„<■ la fj nm 6 firma¡i . £ 
«ft» ^ Código Civil > : « modo m £ 3 cat^ 

í; k ; i ;r r, " L ' <,,K " k : ^ *¡& ia * 

■ nmus 1( „,s,a s al „»é de lo, pa^cs como, M 

|'t'.M,mc. a..rma d representan a- de h provincia, en su ale^- 

Qm ame semejante ne^uiva. destructora def derecho in- 
***dfl por eí actor, éste ha debido traer a lo* autos, en el „«,- 

S f«gfW '« «Mirria Úitemmm la autentici- 

f «le los «loeumenios descimwidos etí ti í „ 

. »^«""*hhís, tn la forma que previenen 

mS «le 1>n«wliroicimw aplicahles. (Ley 50, titulo XVII i 
fr* | este respecto, el demándame no ha producido ni in- 

1- "^u.va de la demanda. (Ley I, Utulo 14, partida 

v¡ni.n| Kl fenS^W ÍmI,t, " ta<1<M Ü W-é S de aut<«, prn- 
mmto aquellos del Podfer Ejeeutivo de la lVovi„d a de Tu- 
nnnau. ,e ha dehido insertar en su cue n >o la l, v autoritativa eo- 
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rro*| «ludiente, que faculte a dicho píxtór |iárii n níipri >nifti-r él 
crédito de la provincia, de acuerdo con el art. fi7 <(e la Constitu- 
ción (fe la misiiiA. o |Mir lo menos citarla fi ni precisión, pues la 
única invocaba que oirn- testimoniada a fs. 132, en su art, 7 V , 
que pretende hacerse valer, no aulori/a al IV «ler Kjecutivo i>a- 
ra hacer uso del crédito, obligando, en general, los bienes de la 
provincia, como resultarla si so tuviere i*tr legales te», pagarés 
citados, sino que se limita a establecer ej derecho fifi gobierno :i 

expropiar los bienes y la ra m cesión Iwjo ciertas condiciones. 

* 

One a este respecto, además «le tas propias leyes locales los 
son aplicable* a las provincias los principios fijados por esta 
tone demostrativos de (pie «siendo las provincias personas ju- 
rídica* según el art. 33 del Código Civil, les son aplicables las 
disposiciones del art. 36 del mismo código, y so hallan por lo 
tanto, habilitarlas para negar eficacia a ios actos de stis repre- 
sentantes, cuando éstos so hubieran extralimitado al ejercita r 
sus |m «lores*, f Kallos, tomo *>7. jiág. 20; tomo 131. pág. H2). 

One no os líbico, en el caso, juira la aplicación de las nten- 
cinnadas reglas legales, el hecho de que los documentos cuyo va- 
lor st- lia demandado sean equiparables a letras de cambio, y pue- 
dan hallarse ;il amparo del art, 2)2 ilol Código de Comercio, en 
cuanto é*te dispone que «la falta de expresión de causa o la fal- 
sa causa, en las obligaciones trasmtsihle? por via de endoso, mm- 
ca puede oponerse al tercer portador de buena fe», por cuanto 
la acción intentada no os dirigida |M.rsonal mente contra los fir- 
mantes de lo- pagarés, sinó contra la provincia de Tucumáu, la 
cual como m* ha dicho, sótn puedo sor obligada |tor mis repre- 
sentantes legales, dentro de las facultades que los acuerden i»»s 
estatutos respectivo*, debiendo tenerse en cuenta, además qué 
la alegación fio falla de una ley es|»evial autoritaliva fiara con- 
traer empréstitos que se ha promulgado, no importa negar la 
cansa o imputar la falsa causa, a que se refiere el art. 212 i'i- 
l.idn. [ior lo que un es dable referirse a la buena o mala fe del 
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QW siendo .suficientes y terminantes ft, punios dilucidados 
lur, desconocer el pretendido derecho del actor en es «e ¡«icio 
no m '^es.-.rü, entrar al estudio de las demás cuestiona ,,„, 
d«,,aiidad„ plantea en su contestación a h. 29, pero a niaror 
M-mo ^ rendarse que el caso de amos * JK 
jante al que esta Corte sentenció en Diciembre 20 de 1926 oue 
corre «npreso ,,, d ttñm , 4l x. ^ |, & £ ^ £g 

"Hi.ín,nen.os concordante* y pertinentes se dan ,H,r rrpn Kh.ddos ■ 

, IW . í¡j» í'»«l««"««os sé absuelve a la Provincia de Tu- 

u ma, de la pres,,,te demanda, sin costas, atenta la naturales 
Mi asunta m&mwm y repuesto el ^ archiven 

■ 



A. Hkkaikjo. — J. FlrmRHOA Al- 



& '« Capital <ontra don Mj< ftte l CU v C« Éfcr 
mfraecwn de los üttinUos M* y 2407. 240 v 2M0 M Z 
f/rsfo muitíáfial 

2 h'"***^ ** a lo. 

" °' ríW ^ * en 

sus envases recipientes que no sean de s„ exclusiva propiciad 

| m ¡^m a los arts. 14 v 86 de la Constitución 
Xacnna : en «>nsc-cuem,a ( la Municipalidad de la Capital 
| Pgfc con arralo a las facultades de vfcilanda Lr, 

&TS t&P!** ****** S confiere el 
..rr. 48. maso fr- de la ley J260. dictar las r^amentacto- 
m -ecesanas ^ ¡ mjx „ ír quc fe ^ y ^ ggg. 



238 



FAIX05 l>E EA COP/E SUPREMA 



2" Tienen fuerza di* le y delten recibir la cíyfrj&jSbii- 
dicntc ejecución, las osdr muzas qtíc las imimci|Kilid';dc:; 
sanciona rvti sobre materi' s ijiic los estén encomendadas, y 
cuando liaciénduln. no v ulan rkirriir» «le terceros. 

Cuso : Lo explican Iris pir as si.t;inen;es : 



SKXTEXCI UK JVV.7. í:\ I.U í f iKKht t ION \1. 

üiifiVís A : res. Ajjuslit 2 ■!«.■ l'J*7. 

Vista esta querella X'-' 7»*jíiO. a ta cttal se encuentra acimut- 
hutri la X'* 7r.>5 seguirlas jmr don Juan J. I.uqttr en ejercicio <!*■ 
la represer .ación que tiene de la Municipalidad de esia (.api- 
mi. ennt „i don Miguel fiil di- ta razón social M. (iil y lia., 
jKir in'racción a los arts. 2MXt.y 2407. 2U$) y 2040 del dijpSsío 
nuil' ..■¡pal. 

(.'nnsiderandn : 

íjuc l¡i |>artc querellante funda la aeciñn en el lieelin de fia- 
Iwrsé coiriprpluido |t>s días 1(t di* l-Ybrero de 1020 y 22 dt* Ke- 
lirin» i leí o ir nenie año que ni la í alinea del querellado Míií.h! 
M. < ¡il -¡ta t*n la calle Rops 074, >e envasaba suda en recipien- 
tes que correspondían a oiyos fabricantes, pidiendo, en covíse- 
curucia. la aplicación (le una multa de quinii-mos pc^US munida 
uarinnal pnir cada una fie las infracciones referida:». 

Practicados lo.* trámites que ordena el Código tic IVucdi- 
mientós el querellado en ningún momento negó tas infracciones 
que se le imputan y ve limitó en su defensa a presentar una ex- 
posición pur e>erilo. negando :i la Municipalidad el derecho |tara 
promover l;« pre>ente acción, en virtud de que aplícala una orde- 
nan/a que el ta considera violatoria di- la libertad íle comerciar 
. lilirciiiente. J mmraria a las dis|x>sieiones contenidas en los ar- 
tículbs 14 y 8fi de nuestra Constitiicioón Xaciouut. 
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m infracción ílnisafííl!i ft nspunsaWftlad fe , 
gg. endura ^í^^ ¿ 1 1 

Mí ininucioiifs de que st . 1r;ita m,,tL 

Hn„ ,, ' , ,k ' f "' S: ' ? ^* * *. rc- 

vwti*l .li U> faculto*» ,1c i i K ¡l.inria «fo, t .| ,,. , 

I-a. H ar, 4S „, K m y m I W * í • C| 

«..>.«■ «a «■jrfcuncn.K-in,, al , SK1 |,| mr , ;1 „ l , 1¡í¡!ll . i ,„, , h . 

;",v,;:;; k :"" ;i * fe ** ■* «A* 

* l*^y*«m*«b;*moia » «suelto I, l\„,,, ,■■ 

•I". (.''.«■ la MuniripaljcJ^ ti.-,,,. ,1 «¡¿fie* ,,, ,,,,,„„' ' ' fr' 

i... * ,„„, r ,„, k ,„, N ,„, S , ¡ , K1 „. . . g. 

hW Llan.ca.la por ,1 -Ka-rella.!,, en s „ ,Icfe„ S n. mmm *- 

.éralas X- 7.VO 7035 v tes ««* .1,1 j„¡,,„ r tXI 

el .. no por «Ufe inínic , ii; „ , ¡¿ ,^ , lt " " . 

. uimumfo. — Vine nn ; LiKumtfryni. 
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SEN'TKXCIA OH LA CAMARA KN LO CORRECCIONAL V CRIMINAL 

Bunios Airw, SiTitiemhrc 27 de PW7. 

Y Vistos: Ajustándose la sentencia ajR-lada de fs. 35 que 
¿otidcna a Miguel Gil al pago de quinientos ))esos moneda 
cjpna) de mulla en cada una fie las querellas números 7360 y 
7635 y costas, y a cumplir además la condena anterior dejada 
en suspenso y a que se refiere el certificado de fojas 35 vta.. a 
las constancias de autos y disposiciones legales en ella citadas, 
se confirma con costas y devuélvase. — R. Ortfc </r Rosas. — 
IK h'rtigotii Zmrala. — Jorge E. Coll— Ante mí : fffruti. 
■ 

- 

UUTÁMKN OKL PROriRADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

iliK'imi Aires, Noviembre ¿5 de 1427. 

Se discute en la presente querella seguida contra S$. Gil y 
Cía., ante el Juzgado Correccional de la Capital de la Nación, 
si la ordenanza municiiial que prohibe a los industriales y co- 
merciantes emplear recipientes y envases que no sean de su le- 
gitima propiedad y que no hayan sido previamente a|irol»ados 
ixir el Dqmrtainento Kjecuttvo para el uso a que se les destina, 
es o nu violatorio de las cláusulas constitucionales que garanten 
la liliertad de t ral tajar y ejercer toda industria lícita de comer- 
ciar y usar y dis|xmcr de su propiedad conforme n las leves que 
reglamentan su ejercicio. 

Kl jue/ de la causa, por sentencia continuada |tor sus fun- 
damentos por la Cámara en lo Criminal y Correccional, ha de- 
sestimado la impugnación de inconstiturionaltdad \n*r considerar 
que es un deber de la autoridad municipal el adoptar medidas 
tendientes a asegurar la salud e higiene de la población. 



I* .«lu™, «i, OT m ¡ a¡iMn- ajlls , a<1¡1 
cías U c,rt ™acioii y expendio de sustancias alimenti- 

M^r restnmones co.no Í¡1S tJlle inotivan csta fuil()a(1 
cu razone* evidentes de bien público y de utilidad común 

Soy por ello de opinión <|ue corres|wndc confirmar la m*. 
tenca apelada en la parte que ha podido ser materia del ZuZ. 

florado K. Lar n ta. 



Vistos : 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen»* Aires, Diciembre ,*í 



■ 

Que la riflica- materia que ha podido ser motivo del presen- 
™*o e S , ad e. saber sj ^ tlispo9fciünes )c 

prohd*n a lo. íabncantes de sodas y «tras bebida* gaseosas 

SdEE 5 22? qm " ü "*» lh * «SS 

SE V 7^"^ ° » a * a ^ ? -v » * ti Con,- 
tttuuon Nacional y a otras dicciones de la lev de mareas. 

Que todos Jos derechos que acuerda ta Constitución Xacio- 
m » ta habuantos de la Nación no son abluios sino sujeta 
■> las leyes que reglamentan su ejercicio (art. 14). ' 

Que el Honorable Congreso de la Nación en m do atribu- 

k&B r,"? PP5"*J íl¡rtat, ° * % *T confiere a 
a > un c.pahdad de la Capital, en su articulo 48. inciso * las 
facultades de vigilancia sobre el expedio de sustancias ali, 
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Que o mi arregle i a dichas facultades la Municipalidad lia lu- 
dido dictar las reglamentar iones necesarias para impedir que la 
soda y otras l>ehidas se vendan en envases, de otra pnieedeneia. 
'pie no sea ta ik-l venladero fabricante, iHies ello tiende a facili- 
tar la determinación de ¡wsililes responsabilidades en el expendio 
de los mencionados artículos fie consumo diario y común. 

(Juí- la jo el punto de vista de la ley 11.375. las ordenanzas 
municipales del easo no son con (radicti trías a su rcs|»eeto, sino 
concordantes en su espíritu en cuanto tiende a establecer la pro- 
cedencia di- las mercaderías para el expedido al público. 

One tienen fuerza fie ley y delien recibir la ctirres|xm< liento 
rjecución. las ordenanzas tuutiicipales que las municipalidades 
sancionaron sobre materias que les estén encomeuda<las, y citan- 
do luciéndolo, no violan derechos de tercero. (Fallos, tomo 06. 
pég, 37). 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
ile primera instancia tic fs. j| y lo dictaminado |ior el señor 
Procurador General a fs. 4JS, se confirma la sentencia afielada 
de fs. 30 en la parte que ha podido ser materia del reetirsti ex- 
traordinario concedido a fs. 4i. Xotifiqncse y devuélvanse al 
trihuual de su procedencia. 

A. BüKMEJO. — J. FlKUKfcOA Ai.- 

couta, — K. Cuno Lavai.i.p. 
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N O T A S 



ajJ^Jjffg * «""I*"'™ <«>l*«a entre un Juc 2 de 
Cómeme de esta Capital y „ro de igual el» de la ciudad de 
^Wmmm <■« K«« Rio,, sobre improccifaKi, deTj, ! 

'^J^L T í*"""'" C ° n convocatoria de 

■«««lores, I. Corte Suprema con fecha 5 de Diciembre de 1927 

» »u ¡.irfEÍ ^° V ! n ™ * En ' re RÍM ' ■» f««*«..enta. 
I« au Jimriww; pero Men*, ello evidente, no l„ era meno, 
i* *e» radiación ta*» „, K ^ 

S&ZTZTL* ^ " l,arWÍÍ P«X>de «a 

««* la documentará y declarado,*, , tstimmia¡cs , 
tes en el expediente principal de convocatoria. 



Ki> siete del ínünw la Corte Suprema, de conforniklad con 

^r-'VT" ****** <**>*. m& 

«mc«lKk. por la tañara Federal de Apelación del IWio. el 
racurao <le apelacon .nterpucto por el seflor Fi,c»| de tW 

tnos de hecho, fundándole en h prueba producida, para abvd 
ver de cuh« y c**, a don Juan B. Mihiri, proSC^rt 

3». 21 * h ,ey " •** ^ — £& 
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En la misma fecha no st* hizo lugar a la «pie ja deducida por 
f Ion José Lizzadro, en anius o ni la Municipalidad de Quiltues, 
sobre devolución ílé material. daños, y |icr juicios, |«r resultar 
de la )>ropia exposición de! recurrente, «pie él recurso extraor- 
dinario era improcedente, por cuanto no se haliia deducid» con- 
tra ta sentencia de la Cámara, tribunal de última instancia en el 
cas... siuú contra el auto de la Corte provincial, en el que ésta, 
apreciando la extensión de su propia jurisdicción, 
denegado el recurso. 



( .o la misma fecha no se lúxo lugar a la queja deducida |*or 
dotl l'edro Salernu en autos con la Municipalidad de la Capital, 
sobre cobro de una multa, en razón de «pie la sentencia apelada 
mi revestía el carácter de definitiva, dado que bahía sitio pro- 
nunciada cu un juicio ejecutivo y. por consiguiente, no era sus- 
ceptible del recurso extraordinario, conforme a lo dispuesto por 
el art. 14 de la ley 4K; y. además, según la propia confesión del 
t cvitrrerm*. la cuestión federal bahía sido planteada cotí interio- 
ridad a la sentencia de ultima instancia. 



!*u la misma fecha se declaró improcedente la queja inter- 
puesta jnir doña Alicia llaydec Fernández y otros, en autos con 
ta Caja Ferroviaria, por aparecer de la propia relación en que 
se íuwlamentalw la queja. pe. la cuestión «lelwlida ame la Cá- 
mara Federal bahía consistido en salwr si la causa del deceso 
del ¡adre de los recurrentes debía atribuirse, » no a un acto del 
servicio que aquél préstala en la empresa del Ferrocarril Sud, 
di donde era empleado : punto que caracteriza y define una cues- 
tión de hecho ajena por su naturaleza al recurso extraordinario 
•le puro derecho federal, de acuerdo con lo dispuesto i»or el art. 
14 de la ley 48. 
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En la misma fecha, no se hizo lugar, i-fuiUnientc, a la mu ja 
deducida por don Jasé j amanto y otros, por resultar de la pro- 
pia exposición de los reenrrentes. que el recurso extraordinario 
era improcedente, por cuanto nu se había deducido contra la 
sentencia de la Cántara, tribunal de última instancia en el caso, 
sino contra el auto de la Corte provincial, en el que esta, apre- 
ciando )a extensión de su propia jurisdicción, declaró bien de- 
negado el recurso. * 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida |j»r doña Teresa Francechino de Lértora (su sucesión), en 
autos con la sociedad anónima de seguros Río de la Plata, en ra- 
zón de que. procediendo tan solo el recurso extraordinario dé las 
sentencias definitivas pronunciadas por el tribuna! de última ins- 
tancia de ta justicia local y no siendo, en el caso esc tribunal, la 
Suprema Corte de la provincia de Huenos Aires, pues ella & 
liabia limitado a declarar la improcedencia de la apelación, con- 
forme a sus propias leyes, el recurso sólo habría podido enta- 
blarse de la sentencia dictada por la Cámara de Apelación que 
vino a ser la definitiva en el juicio. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por don Antonio Gutiérrez Fernández, en autos con la su- 
cesión de don Torihio Gutiérrez, sobre petición de herencia. ]>or 
no llenarse en el caso, hs condiciones requeridas por la primera 
]»arte del art. 15 de la ley 48, para la deducción del recurso ex- 
traordinario, ni aparecía, tam|>oco, cómo los artículos de la Cons- 
titución que se invocaban guardal* la relación directa c imnv- 
drata requerida |»r el mismo, con la materia de la can*. 
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En ta iniMiia i echa tío se hixo tugar a la queja deducida ]nir 
don Leticio Llamas, en nulos con doña Lucía Hrill de Mac Lean, 
sobre desalojamiento, por acrecer de la propia exposición del 
recurrente que se había ciimplitlo a su resjiceto con la ^raulía 
rld art. 1S |é la Constitución, puesto que recurrió de la senten- 
cia pronunciada por el señor Jul-z di- Paz ame el tribunal cíe se- 
LHitda instancia, antecedente que demostráis que bahía sido 
iiidu, 





Kn la demanda entablada por doña Mercedes Kemúndez de 
S;u j nz contra la provincia de Unenos Aires. por repetición de la 
Minia de catorce mil novecientos ochenta y seis (tesos con setenta 
y seis centavos moneda nacional. t>agada protesta, en con- 
cepto de cuotas del impuesto creado ]*or la ley de diclia provin- 
cia de JO de Diciembre de 1907. destinado a afielar los recursos 
necesarios para la a|»ertura y |Kivimentación de im camino entre 
las ciudades de fea Plata y Avellaneda, la Corte Suprema con 
fecha 9 de Diciembre de 1927. de acuerdo con lo dictan tinado 
imr el Señor Procurador General falló la cansa» declarando qitc 
el impuesto establecido jjor la referida ley provincial es contra- 
rio al art. 17 de la Constitución Nacional, y que. en consecuen- 
cia. la expresada provincia está obligada a devolver a la actora, 
dentro de! ténuino de diez días, la siuna de doce mii doscientos 
cuarenta y siete pesos con ochenta y ocho centavos moneda na- 
cional, ton sus intereses a estilo del Hanco de la Nación, desde 
la íceíta de la iniciación de la demanda, imponiéndose las costas 
ni el orden causado, en atención a que la acción había prospe- 
rado parcialmente. 



En doce del mismo fué confirmada por la Corte Suprema la 
semt'iicia pronunciada por la Cámara Kederal de Apelación de 
La Mata, la que confirmó la sentencia apelada en cuanto a la 
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calificación feg»J del delito y h reformó cu cuanto ¡i la |>eua 
condenando a! procesado Arturo Kiiptes a sufrir diez v seis años 
y medio de |irísi('m. accesorias legales y costas, cu vez de la de 
diez y siete y medio <k- presidio que k- fuera impuesta jw»r el 
Juez Letrado del Territorio Nacional de Santa Cruz, como au- 
tor del delito fie homicidio, sin atenuantes ni agravantes. ptrpe- 
Nado en la |HTsoua de Rogelio Cuadrado el día 7 
lUl". en la Capital del 




Ku la demanda entapada ]ior doña J use fina Roca de Cas- 
tells contra la Provincia de Hítenos Aires, ¡m»- repetición de la 
suma ile quinte mil seis pesos con cuarenta y siete centavos mo- 
neda nacionaí. pagados lia jo protesta, en concedo de cuotas del 
impuesto creado por la ley de dicha provincia de .V) fie Diciem- 
bre de 1907, destinada a allegar tos recursos necesarios para la 
apertura y lamentación de un camino entre La l'laia y Ave- 
llaneda, la Corte Suprema con fecha 10 de Diciembre de 1927, 
de acuerdo con lo dictaminado por el Señor Procurador fune- 
ral, falló la causa, declarando que ta contribttcióu cobrada en 
virtud de la expresada ley provincial, es contraria al art. 17 de 
la Constitución Nacional, y que. en consecuencia, la provincia 
está obligada a devolver a la actora, la suma demandada, con sus 
intereses a estilo del líanco de la Nación, desde ta fecha de la 
notificación de la demanda, con costas. 



Ku la demanda deducida por don Juan y don Nicolás Al fa- 
ro contra la provincia de Buenos Aires. |ior devolución de ia 
suma de seis mil setecientas veintiún pesos con seis centavos mo- 
neda nacional, pagados bajo protesta, en concepto de cuotas del 
impuesto creado por la ley de dicha provincia de 30 ilc 
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agriura y pavimentación de un camino entre las ciudades de 
Ijx Plata y Avellaneda, la Corte Siif)rctna con fecha 21 c!e Di- 
ciembre tle 1927. de acuerdo con lo dictaminado por el Señor 
l'n «curador (¿enera!, íalló la cansa declarando que la contrihu- 
cíót! cobrada en virtud de ta referi<la ley provincial, es contraria 
;il art. 17 de la Constitución Nacional, y que, en "consecuencia, 
la expresada provincia está Obligada a devolver a los actores, 
dentro del término de diez días. ía suma demandada, con sus in- 
tereses a estilo del ltanco de la Xación Argentina desde la fe- 
cha de la notificación de la demanda, con costas. 

■ 



Kn veintitrés del mismo se declaró imprtx'edente la queja 
dei Incida iK»r la Compañía Mercantil de! Chubut. en autos con 
don José Herrcta, sobre cobro de pesos, en razón de no tratarse 
de la semencia definitiva que requiere la ley. pues el pronun- 
ciamiento recurrido declaró decaído el derecho del apelante pa- 
ra expresar agravios y desierto el derecho de apelación interpues- 
to, resolviendo una cuestión regida por la ley de procedimientos 
y sobre la !«ise del cómputo de días, esto es. de un antecedente 
de hecho y prueba, extremos que no pueden dar lugar el re- 
curso extraordinario, según lo reiteradamente resuelto por d 
Tribunal en casos análogos. 



Ku la cansa seguida por don hlcno VI unge, solicitando el 
otorgamiento de nueva carta de ciudadanía, en razón de hakr 
ido condenado por sentencia firme, anterior a la. promulgación 
de la ley JU8ít, sohre amnisiia, la Cort^> Suprema con fecha ¿53 
de Diciembre de 1927. por los fundamentos del fallo «Vadetl. 
Jaime, sohre ciudadanía» i véase tomo 149, jj$g, 214 de la colec- 
ción de fallos), y de acuerdo con lo dictaminado )*ir el Señor 
l'mcuradur Central . revocó la sentencia pronunciada piw la Cá- 
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mam Feileral de Ablación del Rosario. m m ^ a 
' *" ,,c,ta < 1 "' 'fccbromlif que el recurrente n„ está chr^ach, a 
obtener una nueva carta de ciudadanía. 



hn la demanda entablada por los señores t^aji Drevíus v 
CTg y Mi contra la Provincia de Buenos Aires, por tmd 
aun de Ja suma de ocha ntit quinientos ochenta v cinco p¿ft¿ 
con veinticinco centavos moneda nacional, cobrado, indebidamen- 
te en concepto de impuesto especial de afirmado del camino ado- 
.iuinado de U Plata a Avellaneda, autorizado ñor | a ! ev pro- 
vincial de 30 de Diciembre de 1907, la Corte Suprema con fe- 
cha m de Diciembre de 1927, faJIÓ la causa, declarando <p* l a 
contribución cobrada a los actores en virtud de ta referida lev 
provmcial. es contraria al art. 17 de la Constitución Xacional y 
que, en consecuencia, la espresada provincia está obligada a de- 
volver a aquéllos, dentro del término de diez días, la suma de- 
con sus intereses a estilo del Banco de la Nación, des- 
notificación de la demanda. 



tn la misma feclia lio se hizo lugar a la queja interpuesta 
I*>r la sociedad El Fénix Sudamericano, en autos con la Admi- 
nistración de Impuestos Internos, incidente sobre recusación fxir 
m tratarse de la sentencia definitiva a que se refiere el art 14 
de la ley 48 y. además, porque la resolución recurrida resolvía 
una cuestión puramente procesal, sin que apareciera decidido 
punto alguno sobre derecho federal, ni resultar de la causa plan- 
teadas cuestiones de esta nat 



Fu la in.sma fecha se declaro improcedenle la queja dedu- 
cida por o| señores Frrccalmrde linos, en autos con doña Ma- 
na Magdalena y doña Eufemia Erre-cal .orde. sobre caducidad 
de contran, y desalojamiento por no encuadrar el raso en nin- 
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(furto de los previsto* por el aft. 14 de ta ley 48, dado que la 
cuestión federal ¡i que se hacia referencia, cual era la \hisíUU- 
uposición entre el Código de lYfiecdinticutos h>eal y el Código 
Civil y l,i violación del art. 19 fie la Constitución Nacional, no 
habia éti ateria del pleito ni de la decisión judicial impugna- 
da, ^iun una cuestión presentada a pisteriori. y después del pro- 
nunciamiento de 2'» 



En el juicio seguido por el Raneo de la Nación Argentina 
o mira la Provincia de Sama Kc sobre cobro de pesos. |*>r con* 
et-pin del precio que le cor responda, a causa de la expropiación 
de una tracción de tierra (11.525 m. c 3288 ) de la isla Tucurú. 
uciqada pir el gobierno de tsa provincia p'¡ra la construcción 
de un puerto, la Corte Suprema con fecha treinta de Diciembre 
• Ir \ y *27, da*la la conformidad expresada por kts |»artcs. cu el jui- 
i-in vcrlwl realizado al efecto, respecto riel coeficiente de reduc- 
ción, como asi también sobre la suiwríicie de 89.192 m. c. n.U 
•Hit- resultaba del empleo de aquél, conformidad con ta pericia 
practicada, con»» asimismo crin el precio asignado en concepto 
di* indemnización, falló la causa declarando que la demandada 
deUr alionar al actor en el término de veinte días, la suma de 
eieuro cincuenta y un mil seiscientos veintisiete 
te cent 



Con fecha i resma se declaró improcedente la queja deduci- 
da por don Kamón Moreno (su sucesión), en autos con doña 
MI isa R. de /avala, sobre cobro de honorarios, en razón de que 
de la propia exposición del recurrente resultaba que en el juicio 
sucesorio de referencia, se sacó a remate una porción de campo 
a base de un plano en el que se omitió la existencia de un canal de 
riego ejecutado en dicho campo por ct Gobierno Nacional, de 
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acuerdo con l;i lev Y-.' ijai 

i.t ii) „\ ,1441. omisión une ttr Cuiirínii. ... 

,a.nac,n„,s peniueme,. s0 Wafe t ., ranalf ^ W >J J 
rt» * «m®m M r™,rreu,e de w sc hubiera 
. ! u ; UIC,U * 1,1 í,c k,s W«>S mencionados podía inferirse <w 
WSpn derivada de apreciaciones de hechu y de prueba aicua, •, 



art. 14 de la lev 48 y 6* de | a \> 4055, 



non /-Y/i.r Gmtfhcr, 



resoiud/m rfc Mmm 



Sumario : & Cuestionada por ct Fiscal de Cámara 1 

del articulo 134 de las Ordenanzas de Aduana T , 
t'I carácter de ley nacional, y siendo la decisión de última 
instancia contraria a la interpretación atribuida por aquél 
procede el recurso extraordinario del art. 14. ley 48. 

* g a la decisión del Administrador de Aduana que 

ti ar | 134 de la ley X* 810 (O. O. de Aduana), en los ca- 
m de mercaderías .10 incluidas eti la tarifa de avalúos £ 
ra «tener por cuenta del Tesoro Púfe todas ta, merca- 
derías cuyo valor así declarado, considere bajo, pagando in- 
mediatamente en letras de fteceptoria a los interesados él 
importe del valor declarado por ellos, con un aumento del 
mm por ciento: plaw «uc debe contarse a partir del momen- 
to en que el Administrador es informado sobre la verifica- 
ción del verdadero valor de la mercadería con 
411c fué declarado por el impor&dor. 
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AKSUl.l CIOX DRL AOM1XISTRAOOH I>K ADIA XA 

Buenos Aires, Xm kinhre « tfc 1923. 

Vista la comunicación formula* la \*)r los Vistas verifican- 
tes y .le conformidad om lo dispuesto por d a*. 134 de la ley 

número xio. 

Se resudvc: 

Adquirir en compra entre «tras mercaderías con marca (. 
E, R. X v 53 (1), un cajón con sesenta kilos de adornos de fan- 
tasía |wra lwizar ttor un valor total de ($ 1 10,00 o/s.), ciento 
diez |R'sos oro sellado, que lo declarado en el manifiesto núme- 
ro 1H4.922 eon más la lionificación del 10 % c[iic acuerda el men- 
cionado artículo. 

Xoiifiquese ¡H>r cédula al señor Fdix Guuthcr v a los vis- 
tas verificantes, ton recomendación de preferente despacho; fe- 
cho, pase a Liquidaciones liara que sin dilación acompañe la pla- 
iii Ha correspondiente a eíecto de alonar de inmediato el importe 
de la compra y disponer la venta de la mercadería adquirida, en 
publico remate. 

/ upo. 



SKNTKXriA DKL J VÍLZ l'KMlkM. 

BuciWs Aires, Junio 1.1 th 1*>J5. 

\ y Considerando: 

1" Que sejjQ&á resulta ríe estos autos, el Administrador de 
Aduana con fecha S ríe Xoviemhre de 1923 resolvió de acuerdo 
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mu el art, U4 de las Ordenanzas, adquirir en compra la merca- 
der ia (te (|iie se trata ]tot considerar que el valor atribuido por el 
importador era inferior al que en realidad correspondía. 

2f Que apelada esta resolución jiara ante este juzgado, el 
recurrente ha sostenido que esta compra ha sido realizada por la 
Aduana después de vencido el termino de 24 horas a que se re- 
fiere el eitado art. 1J4, pues el acto de la verificación se realizó 
eon fecha 5 de Xovieinhre y la resolución administrativa de la 
referencia se produjo el 8 del mismo mes, siendo por lo tanto, 
ilegal la adquisición de esa mercadería. 

& Que para comprobar la afirmación del recurrente se so- 
licitó informes a la Aduana y al mismo tiempo la remisión del 
manifiesto del despacho de la mercadería en cuestión. En el in- 
forme se dice por la Aduana cpie la verificación tuvo lugar el 
7 de Noviembre y la resolución de compra el 8. En el manifies- 
to de despacho la fecha que indica el día de la verificación vino 
de la Aduana visiblemente adulterada, por lo que el juzgado nom- 
bró al calígrafo de los Tribunales para que informara si la fe- 
cha primitivamente puesta en ese documento era la de cinco de 
Noviembre, informando este perito afirmativamente (véase fo- 
jas ... ) . 

4 fl Que no pudiendo considerarse exacto el informe ríe ta 
Aduana sobre este punto, toda vez que lo que en él se afirma 
a|iarece desvirtuado por las propias constancias de estos autos, 
y resultando que la feclia iwesta en el documento fie despacho 
ha sido adulterada según se expresa ci; el informe caligráfico, del 
(¡tic se desprende que la fecha primitivamente puesta había sido 
la del 5 de Noviembre, debe estarse a lo afirmado ]>or el recu- 
rrente y. en consecuencia, declararse que la mercadería ha sido 
adquirida fuera de término legal. 

Por esto y de acuerdo con lo resuelto en el caso de Otto 
Hess, sentencia de 27 de Junio de 1924. se revoca la resolución 
apelada de fs. 2 )wr la que adquiere en compra la mercadería 
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de chic se trata, pedida a despacho por don Kélix (mutlier. lla- 
mándose la atención del señor Administrador de Aduana sobre la 
inexactitud del informe de fs. 9 vta. y adulteración de la fecha 
■ me se ubserva en el manifiesto de fs. 20 vta. Wtifíqnese con el 
.iriniti.il. repóngase las fojas y devuélvanse, llamándose la aten- 
ción del señor Administrador del considerando N« 4. 

Migiiel 1.. Jtitttus. 

UmfmCÍÁ m: LA CÁMARA FEDERA!. 

Huí-nos Airo-;. Sfptiemlitv JK de ¡"2*, 
Vistos y Considerando; 

(Jue este tribunal en numerosos casos análogos, ha entable- 
eidfi que i*l téntiinu de 24 horas consignado en el arl. 13* de las 
Ordenanzas de \dnana, debe contarse desde la verificación de 
la mercadería que se trata de adquirir en compra (causa Antu- 
uin lírunettiy fia.. Julio 8 , le í$$ y otras). 

(Jtie si bien el decreto reglamentariu de la ley X" 11.2SI dis- 
imile en su art. \H que dicho término >e contará desde el mo- 
mento en que el vista pida \*w escrito la retención, en él no *-c 
ha lijado nn plazo dentro del cual debe elevarse ta solicitud n fin 
de evitar una situación qm- | Muiría prolongarse ]Kir un liennxi 
indefinido, con graves perjuicios jwa los ini|>ortadores y en- 
tor lucimiento en el trámite de las operaciones aduaneras. 

(Jue e> de Suponer que los Vistas, cada URO en sus reacti- 
vas curialidades o ramos, están en condiciones de apreciar el 
Vftíor de ka mercaderías inmediatamente de practicada la verifi- 
cación y de pedir su transferencia en el caso de considerar bajo 
el asignado por él documento. 

(jue admttir dilaciones en el cumplimiento de este requisito, 
implicaría desvirtuar é propósito del art. 134 de las Ordenan- 
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zas, que señal» im término breve para adquirir la> mereadi Tía* 
t«»r mm del Tesoro Público: 

Por dio y sus fundamentos, se a >u firma la sentencia u di- 
rruía de fs. 37. revocatoria de la resolución administrativa fe í>- 
2 que dispone adquirir en compra Ir* efectos solicitados a des- 
].atfu) ]H ir Félix Cunther. Devuélvase. — José Marcó. — Mntw* 
Ihto Kstahuh. — T. . Ir¡ it s. — h\ A .Yiwwr Anchoretla. - k />. 
LttM. 



«MCTÁMKN OKt. SKNUK PKOCI*KAtWH UKXKKAl. 

Buenos Aires. Diciembre M ik 1<j>7. 

Suprema Corte: 

El Señor Procurador Fiscal ríe la Cámara Federal fie ta Ca- 
pital recurre de hecho ante V. K. por haberle demudo dicho 
tribunal la a] .elación extraordinaria que interpuso contra la sen- 
tencia dictada en los autos caratulados tíiuuther. Félix, apelan- 
do de una resolución de Aduana», invocando al efecto el artículo 
14 de la ley 4S y el art. fV' de la lev X ' 4055. 

El representante de los intereses fiscales ha cuestionado la 
inteligencia det art. l.H de las i Irdcnanzas de \duat:a, siendo la 
ilecisión recaída en primera y secunda instancia contraria la 
tesis que sustenta sohrc la manera de interpretarla, lo que h; U T 
procedente el recluso de lieeho deducido y pido a Y. F. se sirva 
asi declararlo, 

Kn cnanto al fondo de la cuestión planteada, a estar a h,s 
terminas de la disposición legal citada, la re|»artie¡ón aduanera 
esta facultada jara retener, dentro del término de 24 horas que 
estahlece. las mercaderías cuyo valor declarado considera naje, 
alionando de inmediato a los auuerc ¡antes o interesados dicho 
valor con más un aumento del 10 |w ciento. 



r 
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Vtitc este precepto «li; la ley, alionado por la jurisprudencia 
m el sentido <le que el término, en estos casos, debe correr des- 
de el acto en que se verifica la mercadería, es incuestionable que 
habiendo quedado demostrado en autus une esta u|terarión se 
realizó e1 5 de Noviembre tic 1 L >.M. la adquisición resucita j «hi- 
la Aduana el ocho del mismo me*, es ilegal por haherla acordado 
después de vencido el término de referencia. 

I'or ello pido a V. E. se sirva confirmar por sus fundamen- 
tos la sentencia recurrida de fs. 40. confirmatoria, a sn vez, de 
la de t\, 37. en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horario A'. l.>¡rrr!n. 

FALLO m LA CORTE SUPREMA 

Buenos A iris. Febrero \(> <K- 

Autos y Vistos. 

Considerando : 

> 

Qüe el Señor Kiseal de Cámara lia cuestionado la mtedigcñ- 
cin del art. IM de las f írdenauzas de Aduana siendo la decisión 
del tribuna! de última inst; cia contraria a la interpretación que 
él Ir lia atribuido 

( >ue revistiendo las < >rdenati/as de Aduana el carácter de 
un.-! lev nacional, el recurso extraordinario es admisible de acuer- 
du o«n lo dispuesto |»or el art. 14 de la lev N v -|N. 

I'or ello y fie conformidad con lo dictaminado por el Señor 
Procurador General, se declara procedente la queja. 

i 'onsideríüKjo tín cuanto al fondo del asttnro |Mir ser inne- 
cesaria mayor substanciación ; 

ijue di- acuenio con el art. 134 efe la ley S10. la Aduana, ni 
\m casos de mercaderías no incluidas en la tarifa de avalúos es* 
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i" fijada para r<*t m t en el término tic «emttcuamj hora* por 
,Id WWtei todas las mercaderías cuyo valor, asi 

declarad», considere bajo ¡jalando inmediatamente en karsts de 
Kj^toria a los MmMdfal d unirte del ^ ¿¿ja»*, por 
elk* e»n un aumento del diez ,„ r ciento. 

Qfift la éuéstíón ptaTiteadá en d jniein radica en determinar 
W en presencia de los í#«tOs de aouella disposición d ¡ta 
<fc 24 horas ddw comenzar a correr desde la verificación pot el 
m de la mercadería en sos^cha u a |»rlir del momento en que 
el admnnstra<lor de Aduana haya sid» informado del valor reat 
qm aqtm atribuya a la mercadería. 

Que desdi luefío. la disposición que (rata de interpretarse 
m refere a la Aduana y no es coneebihlc í,nc ésta pueda tomar 
rfeterminac.on algún:, sino es por medio de la autoridad que la 
repinsimc 3 'leude administrativamente 

«Jue si bien del análisis de los artículos 12o y siguientes de 
las Ordenanzas de Aduana se infiere que los listas se hallan fa- 
cultados íiara proceder il i rectamente al aforo ríe la mercadería 
cuando el falto insjHfccionado coincida en cuanto al numen, 
cantidad v calidad de la denunciada (arts. 1,10 y MI, también 
es exacto tju? cuando m , es así. dehe noner el hecho en conoci- 
■nteuto dd Administrador a los efectos del caso; v el procedi- 
miento se repite en la [uresis de dudas entre el comerciante v 

v} v . ,sta s " ,,rt ' la I"™'» tarifa -pie corread! mMt 

(articulo 1.15 \. 

<Jue. cuando en el caso de mercaderías no incluidas cu la 
tarifa de avalúos d vista considere lnju fel valor declarado, no 
soló se presenta una situación «le duda cutre la afirmación dd 
introductor y la tasación del vista que Iónicamente débe también 
ser resuelta por el Administrador, sino <jue, además, es indis- 
pensable la intervención de éste para resolver por cuenta del te* 
soto púhlico la adquisición de las mercaderías. 

One la fijación de un término |ierentorio tiende a evitar la 
demora prolongada y consiguiente perj|nieio del introductor y la 
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reducción del misión al breve plazo de 24 lluras, indica (jue él ha 
sido impuestn liara la decisión administrativa una ve?, conocida 
la verificación del verdadero valor de la mercadería «m rela- 
ción al míe fué declarado ,x,r d iniiHirtadnr. Katlos. tumi. I.IK. 
pagina 355. 

QttC, | ** «r cunsi^uicim . es a la decisión clel administrador tjne 
cnrres|Hinde aplicar el plazo tic veinticuatro horas contado ésiv 
a |üinir riel momento que aquél es informado sobre la verifica- 
ción. 

Por esms fundamentos se revoca la sentencia apelada ni 
la pane que lia podido ser materia del recurso, declarándose sub- 
-Mente la resolución del Administrador de \duana corriente a 
is. 1 vta. Xotifiquese y devuelto que sea el ex|jedienU- venido 
pot ida de informe cni iranseri¡*ión de la presente, arcliivc.se, 

J. Fn.I KRO\ \u'OKT\. — ROKKKTÜ 
Keittto. — K, Ürirw» Lav ali e. 



Señares i\hcz y fio. m ,,»!».< ron tlou Mtiniiei (,'urrrmt. mMe 
tlt'Mfajtmih-iitiK 

Sitnuirh; p' Procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
lev 4iS, contra una resolución denegatoria fiel fuero íede- 
ral fundado en el ari. inciso >' de la ley 4tf y en el nr- 
ticulu ]*■ ríe la ley I4í»7. 

2- Hallándose demostrado cu autos que el actor es ar- 
gcotiuo y que los comixmentes de la si p iedad demandada snn 
ríe nacionalidad española, el fuero federal es procedente, 
articulo J". inciso >•' y 10 de la ley -48. sin que sea óbice a 
ello la naturaleza sumaria del juicio de desalojamiento. 

Cuso: Lo explican Uts piexas siguientes; 
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IHfl'ÁM ES DEL l'HOt T RAtMiH GKXERAt, 

Suprema L*>nv. 

IÍ ,n **™ « '° Civil v Comercia] del qqü¿ 

2 M S ' ¡,mVI,1C ' a dt ' ,ílR,M ' S Airts ' ^ hi» denegad , 1 i 
******** H fue* fefcral „ mV ocó «tf£S 

« d I? ;V Vn,rn * |Vira « a °' rtC S '">™ - £ 

HUI <h fn dispuesto , Hlr e , art U (k ^ ^ 

Kstm,n 1** ell ° <<i™-k r ada la apelación. 
E» cun.Hu al fondo del astmto, «miliaria wm (tu rmerin- 
?' ( " atUaS ,a <jÍStí "^ '^¡onalidad dt las parte, v tí JE* 

t,? 1 ?^ * 108 -y d, opinión, de acnerdn 

m h ""¡'«esto „> r # art . i(K , >, ^ h « « ' 

de la can** corresponde a la'jnsncia federa. 

¡)(jj jWede. p,, s . mm te «Éi Pto |p C , 

Horacio R> Lamia, 

FAU.o DE LA CORTE SUFRI; M A 

Autos y Vistos. AírtS * 10 * ,9 -*- 

Considerando : 

01» en el j„¡ c ¡ ,| e j^^j,, 

, "" ,r: ' s " lÍKla< ' >■ mm*. 
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rii'm de incompetencia de jurisdicción fundada en (a doble cir- 
Ct instancia de la diversa nacionalidad y del distinto domicilio del 
aetnr y ile la sociedad demandada, pues, en tatito el señor Gue- 
rrero era argentino con domicilio en la Capital Federal, los parir 
ponentes de aquella, l'antaleón l'elacz. Nicanor holgado y Anto- 
nio l ofendo, eran españoles con radicación en la ciudad de Mar 
del Mat;i. 

íjue e! señor Juez de I" Instancia en I" Ovil y Comercial del 
l)epartamento del Sud, provincia de Buenos Aire* sin descono- 
cer la exactitud de aquellos hechos demostrados en el inicio, no 
1ÚZ0 lilgar a la excepción deducid:*, no obstante hallarse é>la fun- 
dada en el art 2". inc, 2° de ia lev 48 y ei? el art. 1" de la ley 14o7. 

Que la invocación de los preceptos recordados de tales le- 
yes nacionales y ta decisión contraria al derecho fundado en ellos 
suscita una cuestión de carácter federal susceptible, por consi- 
guiente, de ser traída al conocimiento de esta Corte, como reite- 
radamente lo ha declarado la jurisprudencia y lo dispone el art. 
14, inc. & de la ley N** 4K. 



En sin mérito y de acuerdo con 




Procurador Genérala así se declara. 

One en cuanto al fondo del asunto, '¡aliándote demostrado 
i ¡i autos que el actor es argentino j <|ue tos contnoneiltes de la 
«ociedad demandada son de nacionalidad española, el fuero fe- 
deral es procedente de conformidad con lo dispuesto i«ir los ar- 
tículos 2 '. inc. 2" y 10 de la ley 48. 

< hie la naturaleza sumaria de] juicio tic desalojamiento no 
e*. óhiee a la existencia del flíerci invocado, no solo porque el ci- 
tado inciso secundo se refiere a todas las causas civiles, sino íafit- 
liiin porque la ley 927 de .? de Septiembre de líí/X al referirse 
a lar causas ele jurisdicción concurrente sólo ha excluido de la 
jurisdicción federal aquellas cuyo valor no exceda de quinientos 
pesos sin atender a la forma particular del juicio. 

Km mi mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
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•Viior ÍWurador General, se revoca la sentencia arlada, deda- 
^■ulus, r,t.c el caimiento de la causa corresponde a Ja justicia 
«Jera!. Ñongúese. rejSé*^ el ]>ape! y devueltos q«e sean 

It,S ÍW,I,W ™" ,¡ <1<* 1-»r vía efe informe con transcribió,, de Ja 
presente, archívese. 

J. ÍM(U ERoa Ala ORI A. - KóBEKlo 

Kkpftih. - R. (,i uto Lavaij,)-:, 



L, b'affi ev tll tlos «>,: d flanco Crrdüu /'„*■/„- 
aal. sobre cabro de hesos. Recurso de hecho, 

Suviario: V IVocede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley #¡ contra una sentencia denegatoria $gj f umj federal. 

2» La vecindad a los efeCOos del fuero se tiene |X;r peo- 
ducida cuando ta persona «.se halle establecida de mudo míe 
aparezca el ánimo de f>ermaneccr», 

P U circunstancia de <juc el documento a la urden pue- 
da ser exigid,, en ei h, K ar donde lia sido firmado, mi exclu- 
ye la competencia de la justicia federal en los casos desíg- 
naos por las leyes de organización y competencia de Ja in>- 
ticia nacional. 

Caso: J.n explica el siguiente: 
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Aun. y Vistos, ,lm "' WS ***** 1 ! 

Considerando: 

Que en el juicio seguido por el Banco Crédito l'rovincial 
contra don Leopoldo L lioífi, p„r cobro de un pa^re ante los 
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tribunales de I¡l ciudad >k La Hala, d t lañan* la* h opuso la ex- 
cqxion «lt- imviünu'ii'nci» de la ju>iieia ordinaria fundado ni la 
distinta vecindad de ta-, lurte.-, pues él tiene su domicilio eu la 
Capital Federal y el ador m la ciudad de 1.a i lata. 

íjm- el derecho al íuem federal, liasado |n»r d recurrente 
tu Id dispuesto por li ís arts. 2", inc, 2» de la ley 4K y 1'-' de la 
X v t4n7. ha sido desconocido jn>r la sentencia y es, ;x>r consi- 
guiente, admisible d recurso extraordinario de acuerdu con lo 
dispuesto |Kir d arr. i 4, inc, .V' de la ley 48, 

J-'.n mi mcriro. <>idu el Señor I Wiimdnr tíetteml. asi se de- 
clara. 

niu- t-ii cuanto al fondo del asunto. Sé reconoce (fue d 
recurrente ha demostrada tener su domicilio en la Capital l e- 
deral. (tero se le deniega el tuero |H>r<|ue, por una |Kirtc. esa ra- 
dicación iiu retine la condición flt tiempo requerida jjof el art. 11 
i|e la ley 48 y ponpu.*. \atr otra, el art. 60fj del Código de t.'o- 
nterctO establece que *e entiende cnnui domicilio especial («ira sn 
cobro el del lu^ar donde fué firmado, cuntido como en el cano. 
ii>> lleva designación de lugar. 

Oue acerca de lo primero cábe observar que si bien el art. 
11 de ta ley 48 establece (pie la vecindad a tos eteettis del Hiero 
se adijuirírá |«»r la residencia continua de dos años, también lo 
es <jue atpiélla se tiene |ior producida cuando la persona «se ha- 
lle establecida de modo tpic aparezca el ánimo de permanecer» 
y esto último se infiere sin esfuerzo de las diferentes circuns- 
tancias sobre ipie la prueha ha versadu. 

One en cuanto a lo xgundo, la circunstancia de que el do- 
cumento a la orden pueda ser exigido en d lugar donde ha sido 
firmado un excluye la coni|ietencia de la justicia federal en los 
Caspa designado* por las leyes de organización y competencia 
de la justicia nacional. 

Kn mérilo de estas consideraciones y atento lo dispuesto 
|Nir los arts. ¿", inc. de la ley 48 y l tf de la ley 1467. oído el 
Señor lYoeurador t General, se revoca la resolución arlada de- 
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clari.iul.we ,1 conocimiento de la causa o.rres^.uk. al [ue, 
di -Vnon de ^ M ;tta . X ()li ti qU esc, r^gp« el papel y efe. 
vuelfos los autos pcm¡ii.l.* ,,, r lía «k- informe con transmudan 
ae la prestiré, archívese. 

j. l'ic;n:ko\ Aj.iouta. - Kam-:nTn 
JÍEPKTTO. — li, GfHKl I.AYAtfcE. 



I fain a Avalo Sif.it Amcrícaito mi autos mfl U¡ Provincia de Mm- 
thrAi. sobre ejeettetoh ftípot eraría. Xrairso Je hecho. 

Sumario: U interpretación y aplicación de la Constitución fe- 
yes o decreto* ele una provincia. como $ decisión sobre si 
Ids últimos están o no en oposición con la primera, son pri- 
vativas de los tribunales tle las mismas y extrañas al cono- 
cimiento fie la Corte Suprema, fuera de los casos taxntiva- 
mente enumerados en d articulo 14 de la ley 48. 

Caso: I.n explican las piezas siguientes: 



rJKTÁMIÍN dkl PftOCfRADOR nKXKItAf. 

Buenos Airt-s. (Irtulirc 7 tk \*j27 



Don Knriquo Corominas Segura, eii i ..presentación del Hart- 
en Airólo Sud Americano, recurre de hecho de la sentencia díe- 
lada por la Suprema Corte <le Justicia de la Provincia de Ucn- 
íloafc en la demanda contendí ^-administrativa v de inotiMitu- 
o.oualidad. deducida por d Üaiic*. mencionado contra el IV K. 
|K.r haberle negado dicho tribunal vi recurs-, extraordinario qm 
aut..ri/a el art. 14 <le la lev H? 4*. 



2 *' 4 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Examinadas 'a* constancias del expediente prhici|jnl, no iv- 
Milta i|«c se naya planteado oportunamente el casi» ít-i U ral a une 
se refiere la disposición Ittpit citada. En el capitulo VIH riel es- 
crito de demanda se ha dicho, como argumento general de de- 
Eeiisa, míe «de acuerdo con el régimen constitucional ¡pe consa- 
gra la Constitución de la Nación y fie la provincia, es facultad 
del Poder Legislativo *-\ establecer impuestos, y uingtmo otra 
autoridad jiiutle sustituirla ni función tan. fi7 de la pri- 
runa y 'W de la segunda)». 

Eslía sola manifestación no o suficiente al objeto ¡impuesto. 
>i -i observa (|uf la demanda se funda en presen] tetones del de- 
recho común y de la Constitución y leyes locales para impugnar 
el decreto del \\ K. diciadn en el cxjicdicute de apremio en <|lie 
si- produjo el reñíate del liten en custióu, en cumplimiento de la 
ley de presupuesto provincial qlie lo encomienda Ja percepción 
de los impuestos; decreto ijue. en mi sentir, está dentro de sus 
facultades, toda ve?. <jue se trata del ejercicio de una í unción de 
guUicrno delegada por la ley respectiva, cuya inconstitucional idad 
no lia sido materia de litigio. 

Con forme a la doctrina sustentada jtor V. E„ en infinidad 
de fallos, entre otros, el míe se registra en el tomo 1 24. pág, 214. 
«la interpretación y aplicación de la Constitución, leyes q decre- 
tas de una provincia, como la decisión sobre si lo.s últimos están 
n no en o¡iosieióu con la primera, son privativas de los tribuna- 
les de las mismas y extrañas al conocimiento de la Corte Su- 
prima, hiera de los casos taxativamente enumerados en el art. 
14 t]i- Ih ley : y, como el caso federal tío ha sido planteado 
como erróneamente lo sostiene ta i«trte actora, y la sentencia 
recurrida se limita a declarar improcedente la acción instaura- 
da, estimo ipie lia sido bien denegado dicho recurso por la Su- 
prema Corle de Mendo/a e improcedente el de hecho traído a 
conocimiento de V. E. 

Sírvase V. E. asi declararlo, disponiendo la devolución del 
expediente al tribunal de su procedencia. 

Horacio h J . Latreta. 
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Autu> v Vistos : Xnv *' IV ' ,nr " 15 * |y * 

pantl archiva, < evolvente (os amos remitirlos por lia de 

Rhpktto. — k. Gütoq I.wu.lk. 



fe le e | ««Mttwfc dtí artife ,4 

ley 4,s en un c*so m qtte ^ pjfjfe, deki.idns son por su 
naéuraleza ífe. derecho cu imin ( ,, iv ¡ sion (|( . y 
i'vicctiui ) , consecrados asi ta.nhién ,„,r nulos jtKr , s (|U , 
intervinieron en ef cor*, rln I-. .»... 4 
■ lK .no se hayan resuelto otros que, afeando la tWim- 
Nanonaí. leyes del Con,™, o tratad,,, |lu , (iím fIar 
"Mr«en al expresa,],, (Xn se ^ ¡^ tecfe ^ 

»>n lo pretendía el recurrente para fundar él rec.,r.„ , fe 
«Ato** de disposición alguna del gfefeo de I Wdimien' 
os «le la provmeia de Unenos Aires, snhre los del (Miga 
Uv.l. aphendo especialmente ¡M® foftimlár los pronuncia- 
mientos del easo. cuyos fundamentos por si solo 
cientos para ^tónlÉrlos), 



Cttwi tm, explican Lis piezas Metientes; 
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HH1ÁMKN BEL PmCVUMKW liKNUK.W. 

átenos Airr*. Ilícirtnbn- .>0 de V>27. 

Suprema rm-t,-; 

1.1 expediente principal seguido p^r 1>. Julián t ármelo Pié- 
rri y Goyer contra l>. Pedro Molina. sobre divisiói de condomi- 
nio de! «imt«» denominado «San Agustín», situado tu Baleara* 
( provincia «le iíuenns Airr*K no demuestra que st ' haya plan- 
teado uporiunatnink- el caso federal qm pudiera hacer viable el 
recurso extraordinario que autoriza la ley N" 48. 

Tanto en primera como en segunda instancia se declaró pro- 
cedente la demanda, fallada en los términos que ilustran las sen* 
tunias «le fojas 419 y ís. 4,Sfi. lo que dió margen al recurso de 
inaplicaMlidud de ley o doctrina l^gal para ante la Suprema Cor- 
te de dicho Estado; que autoriza la ley procesal en vigor. 

La sentencia dictad:! p>r es!?* último tribunal U*s. 5f hS > en 
vista de U>s í nudrimentos que la preceden, desestimó el recurro 
de rcíereticiái éritabláMd entonces el demando el extraordinario 
n que alude la citada ley N 4X. que fué denegado por tío estar 
eimiprendiili el cas.», en «ingüiwi de los [«míos enumerados en 
el un. II de ta misma. 

Kn cíe. -i ii. \ \., nene d -clarado en sn jMspmíle^ia que 
n< procedí este recurso «contra una resolución de la Suprema 
t'm-it de ta |ii.»iiiuia de litunos Aires, que desestima, con arre- 
glo a dis¡«is¡i-inn;s del direcbo común y l^es locales de proce- 
dimientos los recursos de iucoiis-itmtunalidad o inaplicaliilídad 

ley deducidas para aiite ella» (lomo 124. paj>. 3/7 y otros), 
di I" que fluye que la mera interpretación de esias leyes no aiitb- 
m.a ;> los litigantes («ira ampararse en la tercer;-, instancia mu 
acuella la recordada ley K> 46 en los casos taxativamente euu- 
inenttlÓJi MI l<^ tre> incidís que & .n tiene el art. 14, 



i)K jrsTrcu I>E la .vac ióx 



Por estas consideraciones, pido a v. K. « sirva 3é#jar 
l>.en .leñado el recurso de referencia e impcm&m la queja 
traída a su conocimiento, dú^éiuefié, la devolución del expe- 
dHm* enviado como mejor informe, al tribunal .le su procedencia. 

Horacio A 1 . í.anrttt. 
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'«tai y Vistos: ^ *** ,;d)rtm 15 * 

Q|K como se desprende de la presente queja, y He | (JS ¡.tilos 
mudos por vía de informe, fas cuestiones litigiosas del eso han 
versado sobre la procedencia de la eviccíón que el actor, Carme- 
lo P.ern y lloyer, sucesor iiarticular de Cecilio Leal de Ibarra 
debe al demandado l>edr» M (J [ ilin cn U)S mm promo^ contr, 
este ,K )r el primero sobre división de condominio con,,, conse- 
cuencia del pleito de reivind ¡ración que el cédeme Leal de Iba- 
rra ganara, en los tribunales de U Plata, a Molina .en cuyo 0? 
to el vencido guardo silencio sobre la defensa de eviccíón pé 
hoy opone en los mencionados autos de división de condnmini.. 
en los cuales se ha deducido el presente recurso de lucho. Ci>n 
motivo de la cuestión capithl referida, se ha discutido también 
sol.re los requisitos de la cosa juzgada y sus alcances. 

Que la cuestión federal, surge según el recurrente. |>or ha- 
ber la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, al resol- 
ver el resistivo recurso de inaplicabilidad de ley, darlo pre- 
ferencia a dicciones del Código de Procedimientos local, con 
de las cor respoiid ¡entes del Código Civil (arts. 31 v ffi, 
inciso 11, Constitución Nacional). 

Que |Hjr su naturaleza. Jos puntos debatidos, a que se ha 
hecho referencia, son, aml>os de deretho común y asi han sido 
considerados por todos los jueces que han intervenido en el ci.rs,, 
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ríe la cansa, sin que en momento alguno sé hayan resuelto otros 
íjin-, afectando a ta Constitución Nacional, leyes dd Congreso 
tí tratados. | metían tlar margen al recurso extraordinario del ar- 
tículo 14 (It! la ley 4S. 

Que para convencerse de lo expuesto hasta referirse a las 
sentencias «te I" y 2" Instancia tic ís. 4I ( > y 4,Sf ». i-n las cuales 
tm se lia dado preferencia como lo pretende el recurrente a la 
aplicación tle disposición alguna 'leí Código <le Procedimientos 
de la Provincia, sobre las del Código Civil, aplicado principal? 
mente para formular los pronunciamientos del casi». 

i jut- >i bien, eti el fallo tle la Suprema Corte, que motiva el 
presente recurso, se declara que la aplicación tle los arts. 105 y 
líf! del Código de rrocettimientos citado es de estricto derecho, 
no quiere esto decir ni puede ello inferirse tle la sentencia ape- 
lada, que Jo sea en Oposición al Código Civil, sino por el con- 
trario, en concordancia con él según las disposiciones citadas en 
el fallo de la t ámara de \pelaciunes. 

Que con arreglo a lo expuesto, la Suprema Corte tle la pro- 
vincia ha debido negar el recurso extraordinario, aduciendo eonm 
lo ha hecho, que él ito csiá comprendido eri c;iso alguno de los 
enumerados en la ley 4S. 

<Jue. i»or otra [Sirte, la pretendida cuestión federal no hahria 
sido "poramiainenH planteada, dando ocasión al tribunal tle pro- 
vincia tic pronunciarse en última instancia al respeto, sino que. 
¡legun el mismo apelanle. ella ha surgido destines tle dictado! el 
íalli que ha suscitado la apelación denegada. ( Arts. 14 y 15. 
ley IS. PáflQ§, lomo IJ.í. pág. .175). 

'Jur. asimisntp t lo> fundamentos tle derecho común que sir- 
ven de bise a las sentencias dictadas en L* y 2* instancia en el 
pleito de autos, son suficientes i*>r si solos p&fa sustentarlas y 
a-i también >e declara en el fallo de la Suprema Corle tle la Pro- 
Mt.na u'o.ia- 30 vía. t bal!.., i. .tn*> 14'\ |KÍg. *>M. 

" Mu (a jurisprudencia rilada |»»r el ;qielan!e ti'ú es aplicable 
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m mm m Im mm é reimmm en ^ m% & 

Imhia planteado oportunamente bi cuestión faMj ímífett^We 
0*110 se desprende de la propia cita \ fs. 3j. 

Bpr fundamentos. ,| Señor Procurador tJencral 

J K ^ y la jurisprudencia efe esta Corte (b va citada v tomo 

n-. m m : JH. pá^. f.v, ; ípbip 122, |Kljí . KU entrii mrnsl 

se declara unprocedeníe la queja interpuesta. Xnri fiques*, archí- 
vese previa re|*,sición <lcl papel y devuélvanse los autos venidos 
por vía fie informe con transcripción de la presente. 

j. Kna-KHo\ Auokta. — Koiikkto 
Kkpktto. — R. C tnno La valle. 
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Doña Hilda Harruquero de Quintero* (su sno>si<h,). kmdín.hi 
de cueuUix. 

Siutmrhy. $ principio del fuer.* de atracción derivado de la 
universalidad del sucesorio y que tiene excepciones determi- 
nadas como la de los juicios en que la .sucesión es aetora. no 
puede primar sobre disposiciones expresas que excluyen ta- 
xativamente toda otra jurisdicción que no sea la establecida 
por la ley. y tales son, entre otras, en lo pertinente al «Ufe 
Tas que prescrita que el juez a quien jpnyggj» .-1 diseeriu- 
nuento de la tutela será el competente para dirigir tocto lo 
que a ella jierteiiezcu. aunque los bienes del menor estén 
fuera del lugar que abrace su jurisdicción ; que la mudan/.! 
de domicilio p residencia del menor o de sus padres en nada 
influirá en ta cpm|>etert£ia del juez que hubiese discernido 
h tutela, y al cual sólo corresponde la dirección di- Hl:i. 
basta que venga a cesar por parte del pupilo: y que la, citen- 
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tas deben .ser dadas en el lugar en que se cte&mpefte l;i tu- 
tela. í F.n el caso se trataba de rendición de cuentas >. 

Í íUíí: I.u explican fas ^testas Mámente:.: 



«raro ngt n >:z kx o? nvn. y viin.ss 

Mendoza. Sc|)trcTTihrv It (te V0. 

5 Vtiim: fias autos limitados a ís. 245 para resolver la in- 
hibitoria requerida p&i él Juez ríe la ( Vital de la República, 
doctor Mariano cíe ^ediá v Mitre. 

Y Considerando: 

■ 

1" £>uc ],»s presentes amos \- \2.49l caraíitiatílbu llena e 
Ifdd.' Harruquero. |Hir rendición (te cuentas, se encuentran radi- 
cados en este juztfulo en meriti» de lo dispuesto por el att. 
del Gódtgo Civil, pues, siendo e! proveyente el Jiíet fie la tutela, 
la rendición de cuentas (ferie ser Úéám ante la jurMHccioii del 
juez que discernió el carg». 

- -i ''i 1 ' 11 cien» que los jimios sucesorios tienen, a su 
yeas, i-I carácter de universales, esa regla sufre exa-jaiones. pues 
lio ritfe para lu> inicios en que la sucesión sea |*arte aetora y la 
furiMliciíon del juez «le la sucesión no, autoriza a sacar a terce- 
ro* f|t mi* jutt-rs naturales, a fós que esta legalmente sometidos. 

6 Mué nuestra ley de I Wedimieilt.is Civiles en el ine, í. 
del arf. ,\" establece tpie cuando se ejerciten acciones respecto a 
la rendición de cuentas de los tutores u otros aduiidistradores 
• te bienes ajenas, es juez competente el del Unjar en que se hu- 
biera administrado 1<i principal y si las amones versaren sobre 
g«Slíones concerniente* a la Hítela, el juez ipu la discernió. 



• 
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"'7" 1 '"' r a,i """ '» ''X * Mo MMt bu leves de forJ ,., S 
na«n« ,»r, dirigir „„|, |u , , eU „ |)c . rt , n , z , a 

..r «BI« JirevH eunMdenH-i.uH s. l„ ( |¡ s p, x ,, „ , m 

.. ...-,,„. .■, de íóWip^ niévense m , , a fe sS 

t «-rtc Nacional a sus efectos. 

■ 

.1/. Pfaiham 

mCTÁUKS imi. pmh t RAIKJJÍ (¡K.NEKAl. 

Sij^m Corte: ***** Air,s Se ?%^ í* * ÍW* 
UtuhIu el trámite gfe f^b y quc ( | cj ¿ ffl m 

™ . tepl la com.emlu el, competencia por innilmorin entre el 

\ M V v "T™ *" ,í? C ' ivil <k ,a >' d '» Civil v 

.ninas de .Mendoza. 

Teniendo en mema la doctrina sustentada ,»or Y K en é i 
g¡ * registra en el tomo & P% -'75 v la, disposición*, - 
^ lH-nnun.es del G',,^» Ovil insertas en el titulo XI t las 
atentas de la «niela deben ser «laclas en el lagar en m se ** 
( "i|h-.k t;f ear^o (art. 463). incumbiendo, en este caso, al jnc- 
fe descernió la ranció,, definitiva en el échente «Ar* 
ni.lK-.on de enemas incoado ,„„- doña ||¡|,|n ll.rranmro de 
'Jmmeros ( aísmillas (fallecida.. 

Costando en este exilíenle epu- aún están jmfoatm *R 
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desde d Ifi ilc Julio de l'M4 llanta el .11 de julio de 1915. ,.„ i n . 
dudable que en juicir> ¿e cuentas defe seguir entendiendo él juez 
provincial f!e Mendoza, ante d cual ha sido ya nuplazado el re- 
presentante (Ir la sucesión de doña Hilda llarraquero di- yun- 
teros Cakmillas. para f|ue mine la intervención correspondiente. 

Pienso, nuéS, que no es de apira-»;» en el suh jwfiW el 
urt. ,5284 dd Código Civil, |ior lo que i»% a V. K. se sirva diri- 
mir la cpmíentía en el sentido que dejo expresado. 

Ihmwio A'. t.ttrt'Ui. 



VMA.O m LA CORTK SCPREMA 

Buenos Aires, Febrero 15 di- Vía. 

Autos y \ i>ti»s : 

Los de contienda ttp o inqKieucia Jjoí íilttiítttoria i ral vida Ctt- 
rre un Juez ele I" instancia en lo Civil fie esta Capital y utro de 
lo Civil y Minas de Mendoza |K»ra emwKTr en el inicio ile rendi- 
ción di- cuentas promovido por d señor Salvador l¡. Reta como 
vx tutor di- doña Hilda I tai-raquero de (Juiti teros Cabañil las. 

Y Considerando: 

ijui- la controversia juri.sdimunal Militada en el caso, pro- 
viene (te que el Juez de la 1 api tal. \mr ser el d<* la sucesión e 
mvin-ando el fuero de atracción del juicio universal, sostiene tti 
competencia 'jue deriva asimismo del antecedente de ®m d ¡Mi 
tutor aparece m el juicio de euentas coinn acreedor de la suce- 
sión: en tamo que, 1*"- su |artc. d juez de Mendoza funda su 
jurisdicción ni que es d juez de la tutela a la vez que d del lu- 
ip\r en que ésta se ha administrado, y rpu\ en consecuencia, te 
compete el conocimiento de las euentas que se r inden sobre d 
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vincidoa, «„ car«o m él ¡ra discernido. (Autos do ¿¡fe i J3 

:^L!w K ' ***** l]c ,;i >' * m mmk 

Q« si jg m cierto, IjtfM v MHW ^ „ 
* acumen a , , md „ sl]L . t . sor . , tfH|os tJp * 
el -c relacionan y „ ft ;icucr(1(( ctm b , ^ - g 

* del ultimo dotmedio ^ causante m clebén entabla™ las 
mft» fonales do los acreedores ,1c! difunto antes I | |. . 
ttfM de fe, Lancia (OTjg* Civil, art. 3284, inciso #) Éqjá- 
rea- u-ualrueme ^ del examen de los ¿^fes ¿ C L 
de a.,t„s (|Mr Mm ( , e :i|jIlV anórT al niism,, los precepto te¿. 
elS mencionado*. - *" 

Kn efecto e J principio del fuero de atraed.», derivado de 
"I " n ™ h ;"« « ««cesoria y que tiene exceda,,,,, detcm.i- 
adl^^niO la de los juicios en fié la sucesión es aetora. no p¿ 
mtm Aposiciones exprés q llc cxduvcn taxativa. 
P ! 7 h " tni l^M4n nm m sea la «íecida por | :i 
lev, y tales entre otras, en fe pénente ,1 caso, las ¿be 
P*mm -lúe el juez a quien compete el discernimiento de la 
tutela sera d «.miente para <lir^Hr todo Jo a ella ,H-ne- 
l^ca, a,„K|„e los bienes del menor estén fuera del mí flU e 

®m su jwmmm \ ^ h m ®m de áteng, r^id ,,. 

na de menor o de sus ^ m nadji illf|uir;i , a ^ 
Cía del W ,p le hubiese discernido la tutela, y al cual sólo cu- 
rres,K,nde la dirección de ella, hasta que ^ a cesar por ,„ r _ 
^ .Id ptíjíllóí y que las cenias del™ ser dadas en el lu^r 
m que se descm|,cñe la tutela. fCócUgq Civil, arls. 405 y 4f,i,. 

Ante la expresión excreta y terminante de estas .lis.», licio- 
nes desuñadas a regir el dese.u^ño de una función lega! qué 
se ejercua sobre intereses tan delicados y Mito lo establece el 
caso de junsprndencia que se invoca, en nada pnede influir una 
altera* la comanda del fr* M la tmda la circunstancia de 

f Palios, tomo*. 2fiK). 1 ! ' 
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One en aianrti a la aplicación al ííí# /¡(fe de] inc. 4". art. 
328¡4 (Id C¿t¡ÍgO Civil, no resulta prucw lente. porque, seyúu se 
iuíii n ¡lé lo exten>anH-nu relaciunado ni ¡mu», sólo se irata. 
contó queda expresado, la rendición de las cuentas de la tutela 
Ai- las que f orina naturalmente fiarle integrante* jó que el ÉfrtpF 
del ra pereiMr de acuerdo om lo que prescritie el ,irt. 151 del 
i ndiyi. Civil, y sin que etln implique airiliuirlc el carácter de 
acreedor o di deudor, ralidad directamente vinculada a la l¡- 
qui.laeíón pre via de las cuenta* rendidas que aun no han sulti 
materia del examen y dilucidación corresitondientes. 

Por estos tiindainentos. los del auto del Jw* exhortante y 
de acuerdé cotí él dictamen del Señor Procurador (leneral. se 
declara que ef Juez cotti| tétente ¡«ira conocer en el juicio de retí- 
dieron di cuentas de que & trata es el ílq lo Civil y Minas de Men- 
doza. Eii o msecneucia remítanse los autos a los jueces respecti- 
vo*, cnii transcri|«eión de esta resolución en el expediente de la 
Capital. líe] toncase el pápél; 

[ I"ii;ci:m)a Amorta. - K ^i;rtn 
Iíi:h:tto. — R. Crino L.w.u.i.k. 



V;i.>r f \< Hftrrfli y Sigal t nutro la adnUnisIraftoii ti»' fas lu'rnn'it- 
rtiffii itci ¿islado, sabrt cabro pesos. 

Suman,,-, p H.dtiendose resuello que el actor no ha necesitado 
cumplir en el caso con los requisitos previos exilios \k>t 
h ley nacional U? -V»52 contrariamente a lo sostenido |>or la 
demandad; 1 en el litigio, el caso federal quedó planteado v 
ni tales condiciones es pmcedenre el recurso extraordinario 
del arlícnlo 14. ley 4S. 

- representación di 1 f'oder Kieculívo acordada |tor 

la lev f -757 ,t la Vdininistraeión (ieneral de los l-Yrrocarri- 
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fes <k-l I-.st.-Kiu. „„ irtxpor^ t-Mahlm-r ara b fo¡&*, 

TT " RP? H mejor fffefe* 

X.a n, atnbuyen.l,,!* nnu |wrsi , n;iJirla(I £ 
í'-t-ulo y ra .0,^» relativa ant.,n,,„,i ; , 

¡ggm» ^ttttta |*ra ^ar en juici» por si misma y 

liviana y con tos brenes adminMi^os, es dwftói la 
mapl,car>,l„lacl al cas,,. <lel art. ]■• ¿fe la |¿ X - m2 

U Atiministraciún & r* K tTrocnrri1es (k . f Ksta<|(| 
™ * k ' ,,rlt,r;i < J '™» ¡* crédito reamad,, no puede, tan - 

**. 23 <le la iey M 43*, , wr a ,. lim , ífe — 

* > 10 * * 'm m nene a s„ car,,, í, . 
IgJ^ * «* l*ftW con,, *, JmHlllcl(í | ¿ , x . 

íW I.u explican Jas piezas >¡ íí ui n ,t es i 



SENTENCIA OEL J l l.¿ KEDKKAL 

Ulniin* Aires. Siirtírmlm- JA & (Mi. 

aé¿22fS^ 1 7 mmifl<,s r * ^ contra ia M- 

V Coimak-raiHid: 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

]>' Que l;t actora manifiesta en su demanda halar celebra- 
do v;ir¡ii> contratos de obras con la demandada, definitivamente 
terminadas y recibida*, cuyos traliajos enumera. Acompaña la 
documentación cprítente de ís. I a 19 y expresa que deducido 
lo que lii-tn cobrado cu efectivo por esos trabajos y el inquine 
de un pi^iiié cuyo iinjiorte reclamará oportunamente, interpone 
demanda i>or ciento diez y nueve mil cuatrocientos noventa y 
seis ilesos con noventa y cinco centavos moneda naeiimal. que 
es Li que se le adeuda como se desprende de tos certificarlos 
respectivo». Termina solicitando se condene a la demandada al 
[fiKo de la suma indicada con los intereses reconocidos por la 
ley dé obras públicas y |mr la ley común, con costas. 

E*a administración demandada contesta reconociendo halier 
realizado los contratos que menciona la actora, jiem que ¡jebé 
entenderse qué oln*ó. eii nombre y representación ¿leí I*, K. y 
\*ir ende en nombre de la Nación. 

Kn consecuencia, niega ai leudar a Ta adora la suma reda- 
mada, extendiéndose eii una látga ¡&rtfe fie consideraciones ten- 
dii mes a demostrar que lia procedido como maudataria o repre- 
sentante de la Nación, que es a quien debió demandarse. 

Afírejjí" que en el supuesto de ser deudora, no podría alo- 
nar la deuda a mérito de corresjxmder a nn ejercicio vencido. 

qui procedan los intereses del art. 64, ley 77$ . pues no ha 
rxÍMido requerimiento judicial o extrajutlicial. 

Kocoriviette por la suma de cinco mil ciento setenta y nn 
con dos centavos moneda nacional, en concepto de multas 
adeudadas ñor l;i actora, de acuerdo con el art. f rf 1 del cor trato 
y .id ilr las base-, de licitación y fundándose en el art. Il'ir v 
concordantes del Códi^u C ivil, 

I ennina solicitando se rechace la demanda y se admita la 
reconvención, en todo con costas. 

I.;: actor:- contesta la reconvención diciendo que la reeonvin- 
ceiii» Careó di dereelk para contrademandar. toda ve/ que n>> 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



cunipjió tu momento al^itnr» o»» sus oBÍi¿Dpi>iics v mal ha po. 

Wpim multas a q#iti cumplió con e || ns m , 0(lu nwillen . 
tO; atívirtietttlo por jp demás, que lalts láÉfe fueron dejada* 
mu efeejo en eotn|»cnsación de los intereses devenidos ,*>,- mu- 
ra en c! (jago ríe ]<f certificados. Concluye ¿Ééníó k rechace 
la ruoti vención, con costas. 

2? Que en cuan» a la defensa ele la demandada, consisten- 
te Iíi falta de i i nenio con la aciora, carecer de |jersona]idad. ser 
mandaiaria de la Nación. Iiatwr ohrado como representante de 
ella, no halHT ]>odid.. ser traída a juicio, etc.. estima el suscripto 
ntu sim argumentos (ftie no pueden pros|ierar, a mérito de hafier 
celebrado los contratos de que se ocupan los documentos de au- 
tos, a nombre propio, no de la Nación, siendo de advertir por 
lo demás, que la jurisprudencia de la Suprema Corte establee*' 
en torn.;-. el: ra y categórica que la Adtuinisl ración de los Pe- 
rn. carriles del listado, como otras instituciones de carácter fe- 
deml — Haneo de la Nación. Hipotecario Nacional — no se 
identifican y confunden con la Nación. V éase cCaceta del Foro» 
números ¿177 y 2327: fallos Suprema Corte, tomo 138, pág 
32: tomo 18, pág*. |r>2, 268, 329 y 360; tomo 49. pág. 174, ca- 
so llano verstis Araujo, Septiembre 13 de I90D; tomo I". pá s 
90; tomo 123. pág, 5: tomo 124. pág. 212; tomó 121. p%. 1¡. etc.» 

Atento lo expuesto. eal>e señalar que la | sirte demandada ha 
sido bien traida a juicio. 

3" One en lo concerniente a la demanda en sí. se echa de ver 
que Ja Administración de referencia reconoce a fs. 29 haber ce- 
lebrado los contratos que motivan la acción v adeudar la suma 
n clamada \mr virtud de ellos. 

Teniendo en cuenta lo expresado en el considerando ante- 
rior y lo establecido en el art. W. .le la ley 50, el juzgado entien- 
de que la suma reclamada es la que debe alonar la mimhücIik Ad- 
ministración a la actora. 

im arts. m¡ 5tBj 505, 50N, 740. 75fí. I IM7. I IMi ijoj 
y concordante* del £Mgp Civil rigen el cas., presente. 
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*** , - lu * ni ll » relativo a lü reconvención, Inicuo ** *m m* 
-ente, une las multa, tuyo impute reclama la recon viniente, ím - 
ror, ijadas sin ¿fe*, |*.r ella misma. f s . U. 44 v vta, v 47, «en 
<-->m,,ensacion de | f « intereses que los actores no han reclamado 
y .im Itó tórreápomlia por demora en los lagos de los mpañU- 

VOS Créditos ...» * 

Téngu!* pimmte asimismo lo mptm. la demandada 
recom-mieute en su alegato de fs. r,j v vl:i . y se libará sin es- 
fuerzo a la conclusión ríe que ?a comrademanda carece de asMe- 
y :im l«i declaro 

y: < -* {]V - \ H * Último, en cuanto ;i los intereses reclamados 
por la aciora a fs. 23 vía., esto es., los reconocidos por la ley <fc 
nfcfttt púhlicas y m I» ley común, cal ir advertir q«e n fs. .V.'vm. 
arlara si, concedo al manif estar qu« reclama intereses a contar 
desde ta iniciación de la demanda, e insiste en elle a fs, W. 

'Juierc decir, pnes, que el pumo de los intereses queda per- 
unamente circunscripto a los qtie g^re^HiiKlen acordar desde 
la notificación de la demanda según constante jurisprudencia de 
la Suprema Corte y no a los míe | indi tan IialnT corrido de-de h 
lecha de la extensión de rada certificado. Véase fs. 51 vta. 

I'or las consideraciones que preceden, fallo: condenando a 
la Administración de los ifern «carriles del listado a |iagar a la 
ueiora constituida |Hir Julio lí. Marros y Moisés Siga!, dentro de 
diez días de ejecutoriada la presente, la cantidad de ciento diez 
y mrevi mil cuatrocientos noventa y seis pesos con noventa y 
cinco centavos moneda nacional, reclamada en esta causa. Con 
intereses estilo Manco de la Nación a contar desde la notifica* 
cióu de la demanda. Rechaio Ja reconvención deducida en auto* 
<■ mi|»i»tigii las costas a la parte vencida. Xotiííijuese. repóngase 
el selladfi y o|Mirtunainenie archívese. 

Saúl M. iisratw. 
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SENTKNt IA DE [.A l ÁM.MíA FEDKIí Al, DÉ APELACION 

BiKiHís .\ iris. .Wicinlirr >(, ilt iy_V 

V Vistos: 

IVr sus fundamentos se confirma, con costas, d fallo ;i|K- 
bufa m cuanto declara pFgeeftente ta demanda y condena a ht 
Administración General de FF. L'C del ÜÉ a payar a la ar- 
tera, deniro del término de diez .lias, la cantidad de ciento diez 
y inin-t mil cuatn .cientos noventa y seis [wsos con noventa y 
feto centavos moneda nacional reclamada, con sus intereses a 
estílii del Hatieo de la Xacíón Argentina, desde la notfficatíón 
di- la demand;i. 

m cuanto a la reconvención, habiendo desistido la deman- 
dada en m escrito de fs. 61. no corresponde pnintincianuenU. 
alííuno f|ue 110 sea el ele la acef «ación, con castas, de tal desis- 
tí miento, quedando en tal forma modif iea<la, en esta 1 Kirie, la 
sentencia recurrida. Devuélvanse y repónganse las fojas en el 
Juzgado de origen. — /í. .\Vair Anchorem. - .1 
Esctíhuh. — T. Arias. - J. Luna. — José Mmé. 



WCTÁMKX DE!. PROCfKAfKÍK UENKKAL 

ihwiu* Aire*. Jum.. 4 d- 1 ■*_>". 

Suprema C'nric : 

los los I-e, -ocar riles dd listado por los mWW* 
t«.res Barros y Sijpil i*>r col jum de pesos provenientes ¡fe la eje- 
enrión de obras contratadas con dicha empresa, lia opuesto ésta, 
entre nints defensas, la que se refiere a su situación de [«irte 
contratante, sosteniendo que ha actuado en representación de ia 
Xariun y que, siendo ésta |«ir ello, parte en el juicio, la deman- 
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fia luí debido deducirse después de haher cumplido los retuitst^ 
ios exigidos |xtr la ley ,1952. 

Sostuvo, en consecuencia, que S# amparaba en lodos los pri- 
vilegios qMe el Fisco Xacional podía invocar, reí frentes ai |ku<o 
di obligaciones, cuando se dcmatidakui en cansas de la natura- 
leza ríe la presente. Kste es en síntesis el punto qtlG lia Mdt. de- 
cidido por Ta Cámara Federal de Ablación de la Capital, ni 
sentido contrario a lo sostenido |x*r los Ferrocarriles demanda - 
dos y ipie ha motivado el recurso extraordinario de ablación 
]wira ante ola Corte Suprema cjitr ha sido denegado por aquel 
tnhunal. 

Disiento con esta denegatoria. 

Kn mi opinión el caso federal que autoriza la intervención 
tfc r>ia Corte Suprema inri. 14 de la ley 48). ha quedado plan- 
teado y resuelto en la causa al denegarse, como se ha visto, un 
derecho o garaulia reconocido. se(¿tin Se afirma, por leyes fedé- 
rate- como son las que se relacionan con la creación y funciona- 
n den lo de los l'Vr rucar riles del listado. 

Opino ¡»or tanto que corresponde declarar m;d denegada ta 
a|)elación y ordenar se al» a el iiresenle recurso. 

Kn cuanto ;d fondo del mismo: 

lis doctrina uniforme v reiterada de esta Corte Suprema, que 
los i- i. rrocar riles del Kstadn, aunque son de propiedad de la \*a- 
ción. miii diivrso* de la X ación misma, y p»r más interés que 
ésta tenga en sus asuntos 1 1« * llegan dichos ferrocarriles a con- 
Vjertirse en el l**isco, ya ipie tienen stis propios representantes v 
un requiere, para ser llevados a juicio, el proced ¡miento admi- 
nistrativo y previo que exige el art. I" de la ley .í*>52 (ION; ( XI 
y 2"S; l¿3: 5; l.iS: .\> y oíros í. 

ka circunslanria de haher resuelto V. K. (14o: que 
mrresiionde a la justicia federal el conocimiento y decisión de 
las causas en que interviene la Administ ración ele los Ferro- 
carriles del listado, en razón de que dichos ferrocarriles esián 
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vinculados al patrimonio de la .Nación, no puede modificar amie- 
lla jurisdicción, rusfííj ( /,« utateñu (causa «Stenkhofí. Julio, 
ttffittta HVmicarriJes del ICstíL(|i>. cnhio de gjHiWi. Sentencia (fte 
V. I"., ¿te Mayo 30 de 1<>27) a los rril uníales federales en las cli- 
sas de referencia, sin eonlencr pronunciamiento alijuuo rpic mo- 
diíítpje la doctrina efe V. K. diada anteriormente. 

Soy jH>r lo expuesto, di? opinión que corres) tomlr confirmar 
la sentencia aj>elada en la parte maFcria del recurso. 

Homciu R, lAivrchi. 



VMAJi 1)1-: LA t'OMTE SlfHIiVIA 

\iitu y Vi.t * Tim ' m,s Airt!¡ - l'VlirtT.. 17 (fu IQ2& 

Considerando : 

Otte habiéndose resuelto i>or la sentencia de la Cámara IV- 
deral. al hacer suyos los fundamentos di la ríe I» Instancia, íp« 
el ú&m no ha necesitado cumplir en el caso con los reí |ii ¡silos 
previos exigidos jggg J u ley nacional X*- 1 3952 contrariamente a lo 
sosten iilo |xjr la ileipandada en el curso de] litigio, es evidente 
mu- el caso federal ha quedado planteado y en tales condicio- 
nes d recurso extraordinario es procedente para ante esta Corle. 

Por ello y de conformidad con }u dictaminado \mr el Señor 
Procurador (¡eneral. así se declara. 

Y Considerando en cnanto al fondo del asunto: 

Que en el presente juicio se ha demandado'* la Adminis- 
tración tic tos Ferrocarriles del listado )x>r cobro de pesos de- 
rivados de varios contratos de obras vinculados a la explotación 
ferroviaria. 
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Om tales contratos han sitio realizados íHir tío» Domin^i 
Fernández flcsclitcdt en su carácter de Administrador General 
Ios Ferrocarriles del lisiado y en concepto de f|iie a esa Ad- 
n íinist ración corresponde «Ta representación del P. E. en indas 
las o|Kraciuiuíi pendientes de la explotación de los diferentes 
lincas del lisiad, i en todo pleito, arbitraje, contrato, compra de 
tierras y redarnos a que ella dé lugar, asi como las relaciones 
con el público y demás empresas de ferrocarriles». Art. 3» in- 
ciso 12. ley 675". 

Que esa representación del i'. E, acordada por la ley nu- 
men. r>757 no importa establecer pe la Nación sea parte dinx- 
la tu todi>s Iba juicios, contratos y demás actos en que iuterven- 
ga Ja Administración íieneral de los Ferrocarriles del lisiado, 
de acuerdo con el art. 3f>. sínó, pr el contrario, traspasar a la 
rf|Kirtivi/ui mencionada las facultades necesarias e inrüsi>ensables 
|<ara el mejor desenvolvimiento tic las empresas de transarte 
de propiedad de la Nación, atribuyéndole una iicrsonalidad dis- 
rmta de la del Kstado y Ja consiguiente relativa autonomía, pite* 
•le lo ci Mitrar io el Poder Kjcciiiivo Nacional se vería oMigado a 
intervenir en Tt*s múltiples detalles de las operaciones mercan- 
tiles y de todo orden implicadas en una explotación ferroviaria. 
Fallí»: Coitío I.Í8. jKig. 32; tomo 108, pag. 2<W. 

Que, la sentencia protiimeiada ]>or esta Corte en el juicio 
sepiiJb por la Dirección tiencral de Vaeimienttis Petrolíferos 
Fiscales contra la Compañía de Tramvays Lacroze tle Hítenos 
Vires (tomo 144. pág. 14 í. invocada cumo antecedente favora- 
ble a la tesis del recurrente, no fiene ese carácter, pues, por una 
parte las consideraciones emitidas en ocasión de ella, fueron 
■ bebidas a dejar establecido a su respeto la jurisdicción federal 
y. ]ku- rtira. lid ex istia en aquel caso una disposición legal tan 
expresa como la del art. .1-. iuc 12 de' la ley N v 675?, confirien- 
do a la Administración de los Ferrocarriles del Estado aimtm.- 
riiía ) personalidad directa jura intervenir en m<los lus pleitos 
derivados del cumplimiento de lus fines para que fué instituirla. 
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POP 

SLdSfS " s,ar l " i,,ici " ,w " "" si ™ - • 

h. «mlrat.» rrfnc.nn.-ufe, en h «plomen,,, ferroviaria 
«a «■> 1W más mtcrós une teui/a h 

ter,ü.r;;rr < '" 1 el Kiscu c " ,,,n *• * «««• * 

'" « «W«ar». y ■» manera, para i| crarl(1< . ..„.. 

£38 rtsrr -"ir is,ra,i » * ^ «S s s 

w l v wsft roowa ios. jifí^. ¿9ü. 

Que. b |ÉM de los Ferrocarril™ clél Kstado co- 

4 M P? r rf * M con los aris. K. <> v | & 

JMjJ ^7,7 efe hene a «, car*, e! manejo directo de los írmelo, 
■ w «g . del |Mte de |¡ explotación, y además. ,^1 
« h HMh^s, de snbsistir ta. derecho, „„ era a. «n.rés.ar . 7 
mand. pp* cubro de , WS os eí momento de hacerlu val,r. 

ti* SmX l 3 Wn Iü v pedido 

r ti Señor Procurador General, se c.míirma la sentencia »*- 

en la parte que ha podido ser materia del recurso. Xot fí- 

' Z' ' ,<,S *** **** « wr * * con 

tr.msenpaoii de la presente y archívese. 

.1 Kua ickoA Alo*™. - Rontfimi 
Rkpktto. - K. (; I flK} |. AVAUtlL 
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Ihm Uittihrim* /'r/r. apelando tte muí nsolitríón M tu Aitmm 
ilt'l fioíanó. 

Sumiría: I" Procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 4K. contra una resolución que. sin pronunciarse sohrc lo 
alegado \Ktr el recurrente, de que el <lecreto del M ¡nigerio 
de Fhíciinda, de fecha í> de Agosto de 1926 no ha |>odido 
demorar la ley ni introducir modificaciones en la lariía de 
avalúes, deniega ta exención de pena de comiso fundada 
jior aquel en el art. 104 de ta ley 810. 

2* Si liten es del resorte exclusivo de las Aduana^ de 
fa República todo lo relativo a la clasificación dé las mer- 
caderías a los ef trios del payo de los derechos de Aduana, 
nada impide i|iie la justicia, respetando aquel criterii. en 
cuanto a la obligación de satisfacer el impuesto mismo, torne 
cnniiciiuieiito y examine la causa para decidir si la |x-na apü- 
cada es legal por ajustarse a los términos de las ordenanzas. 

.V' Xo existiendo error ui omisión alguna por jane del 
introductor en cuanto a la calidad, estrié y cantidad fie los 
efectos manifestados, la manifestación del mismo, fie que la 
mercadería era lihre de derechos y la omisión, ¡mr consi- 
guiente, de <leclarar su valor, no pueden por sí solas con- 
vertir la operación en fraudulenta. (Tal hecho no era Mts- 
ceptiUc ite pasar desapercibido a los empleados de Aduana i. 

4« Del omu«.m,, de los arts. 930 a r tf4 de las Ordenan- 
zas despréndese que es condición indispensable |«ira la pro- 
cidencia de las | tenas de comiso o pagO (fe [(obles deivch.i- 
que la falsa declaración, la falta de requisito o el hecho que 
tienda a disminuir indebidamente la renta, se relacionen 
con la cantidad, la csjiecie o c;didad fie Ta mercadería. Sí w 
tíekü ende la mercadería y el hecho falta, río puede haber 
pena, y habiendo sido hien manifestado, en el caso, el pm- 
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mo, mmm a m mMM< «pede v eaiidad. * ,„,,. 

"<>" qua u reducida a s« aforo, de la exclusiva ncmqbmfti 
de la Administración de Aduana. 

f Cualquier pretensión públicamente expresada a lo. 
Umaonarios aduaneros sobre procedencia de un determi- 
né arancel más q„ c cíe otro, o sobre Miración de dere- 
chos tesada en el texto de una lev, cuando no promedia 
error en la cantidad, calidad o especie, lejos de constituir 
MI aet» de fraude o de contravención representa el ejerei- 
cifp de un derecho legítimo. 

Cttso: tú explican las piezas titf&ffim 



MKSOUTJON IIHI. AUMIXlSTkAnOH IJK AIH'ASA 

R"sarío, DScicttiíírc ti) de í»3fi. 

i islas estas actuaciones, y 
Considerando; 

Que por in-nniso de Útiportadón m 10.200 el señor tini 

<r TJ!^ PÍ<l(> * íleSpílCh ° n,8j de,lt( ' v ocho cajunes 
con (2ü.f,0ü > veinte mil seiscientos kilos bruto «piezas de re- 
puesto para máquinas asneólas», valor de ( 10.200, fe mil 
doscientos pesos oro. Libre. 

Que practicada la verificación de estilo £g Tos vista, <e- 
"ores Ltns BSd^e* y Mauricio A. ReWcdo. denunciaron míe 
entre la mercadería manifestada habían resultado (549, quinien- 

** 4 : ,tíirt '" líl i' ,nm * kilfW «Te acero para ¿átów 

senioras» valor ($ 24o > doscientos cuarenta v seis pesos oro 
al 2,i por ciento. 

Que primcran.enie el Vista de! ramo y 1% el tribunal de 
V T>ta>. atnftOS fim%tps «, la resolución ministc-rial de freha í, 
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cíe Agosio último, se pronunciaron cu la dasificaclóii denuncia- 
da. Wahmti esta que el pmveyente hace suya y di- acuerdo 
cotí el art. .íl del superior decreto del 10 de Oetunhre de M»|f«. 
I:* ion tirina en todas sus partes. 

Qu. . m iNHismieticw. >e lia incurrido en una infracción pre- 
vista >■ pinada por lo, aris. <* de fa ley 11.281 y 1/5 de su re- 

t^riK-maei.m y c o según informa L&iitittecfetiés a ís vta. el 

Krjuieio fiscal ImNiera ^cédftfe, del 50 ¡H.r cienln n < M ic se ri- 
tieren dichas CÜSpOS^ioneSi corresponde inqM.nerse la |*nn de eo- 
hltse sancionada p<*r fas mismas. 

Que no nhstn |)ara ello, ttjt^ttna ¿fe las argumentaciones 
'nndas |*,r el causante, puesto que el despacho ha sido presen- 
mo con mucha interioridad a la fecha de ía Resolución Minis- 
terial ptirja que se ttifaledó la nueva furnia de despicho de ta 
«cuchillas de acero para maquino*, segadoras», y de mnsimiien- 
tr. «ti puede ampararse en una nnrma inexistente en la ¿poca del 
despaclut. 

©Uc el antecedente invocado respecto a lo resuello en un 
casi míalos tari quien puede tomarse en consideración, punme en 
r>. cas-., contrariamente a lo que ocurre en el suh imti,'c, «el 
despacho hahia sido presentado con anterioridad a la resolución 
miuiMirial ya citada», y siendo así. no era justo imponer pena 
porque el causante se hahia ajustado a la norma vigen* en la 
fecha d* su despacho, 

IW tanto: de acuerdo con lo expuesto v el art. 1054 de la 
le\ MIO. 

líe suelvo : 

IflliWiiftf la pita de comiso a la mercadería de que se trata, 
adjudicando su importe a los denudantes, por partes iguaks! 
m iKTpncio y previ,. pago de ios derechos fiscales correspon- 
dientes. 

Xotií¡< píese y habiéndose retirado la mercadería por inter- 
MH-iio de la solicitud de ís. 4. pase a Contaduría para Sil ejetn- 
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Rtaari», Mar« t js di- \U¿7 

^SíS*g ,rai "° g * «n- 

*.<!*!. ti. fecha .0 cTlC ,^ T'^ 1 "' * R "" ,i,s d « «» 
" Ulrlu "l>l* wxlo. .,l, raim . :i fs , y ,, 

* Considerando, ijiic; 
s.. K ar. * ríc !*>ra maquis * 

2" Kl Tribunal efe Vigm vL-m 

"«»•■ psi iiKíffiiíiijis i % ZT "?" , " í,K ' ci!,| • 

dehiend,, coiwpnwndK ™ i "" |aM " , ' CT "«*'- 

mis,,-,,. ' " r * te - |Mr '° '•■»"«• l««<- íntorantc , lt . Kj 

TOS al efeoo. „„ ha .„.,,(,,„ , ' . " ,c,i ' 1 « 9 ''-' m x in- 

™> » tiene rw lera ,Ia.,,L. res. 2 ., • ,'"' r rfecra "- » 

brasiles fedérale.,. 1 J 1,r ' s l>"»l<-"cia de los m 
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SKXTKXI l.\ lli; 1 A CÁMARA M-hKKAL IH¿ Al'ELAÍ lo\ 

Bticnos Aires Mav-p M) de \ l >27. 
V'tsfe*s en acuerd.- lns :mtn^ raratuladns «l'az Guillermo, 

Apelación fallo fii- Aduana». iV.xp. \" 1-H) | ; 

Y ( '< moderando: 

Es jurisprudencia anlforaie fie la Suprema Corte que las 
citestioiies relativas a la clasificación ;!c ¡;is mercaderías míe se 
despachan eii las Aditatias. -un del resorte exclusivo tic la Ad- 
niiiiiM ración. s >" 'l«c mi* resoluciones proceda ablación «jifa 

la m-tida federal, de ( íormidad :i lo establecido cu el arf. IÁ7 

de las Ordenanzas, 

\sí lo li;t declarado i^uatmcuie esta t amara ni el fallí i nú- 
mero Mí.7 (jfytg Hirman Suin Ablación de un fallo de Adua- 
na t y otros. 

Oue esto sentado, es indudahlc qtt¡e el causante ha incurrido 
en la infracción prc vista en cí art. 06 de ta ley X 1 11. ¿XI. aten- 
dí lo <jue re sulta de la clasificación hecha a ís. 2 vía., ¡>or lo c¡uc, 
y resultando el informe de la oficina de Liquidaciones corriente 
a í% 9 vía,. míe ej | rt-rjiiicíi » para la renta habría excedido del 
50 ] H ir ciento, corres|xmdc aplicar la |H-na de comisn tjtte le ha 
sídq impuesta. 

Por esta* consideraciones y de conformidad a lo |K.*di(]i» jmr 
el >i ñor Ét9¿l de t ámara, se teVpca ta sentencia apelada de K 
% fecha Marzo IX de 1927, y se declara firme el fallo admi- 
nistrativo dr fs. *> vía. a ís. 11 de techa 10 de Diciembre de 
1926, con costas. Hádase salar y devuélvanse, dehiendo repf mu - 
se el sellado anti' el inferior.- l.uk f. CoíkíUcc. — J».<é .1/, Pie- 
rr,.. en disidencia. — Carlos M. Avih. 
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HJSJtlKNClA DEL SK. VOCAL PRESIDENTE , I>K. JOSE M . FIEkKO 

Rosario, Mayo 30 de 1927. 

Vistos en Amenlo fes autos Guillen™. I>az, Apelación fa- 
llo aduanero (Ex\>. jggt 140|27): 

Por sus fundamentos sobre lo princ¡|>al de la sentencia de 
lojns 26: 

Y en manto a la denegatoria de fs. í 2 vía y 1 3 ¿e] re- 
curso sobre clasificación de las mercadurías. 

Ser jurisprudencia ( Sup. Corte t. 90, pág. 313 ) , que la jus- 
ticia federal puede eximir de pena al comerciante, a pesar de la 
resolución adversa de! Tribunal de Vistas (que en .-I caso véase 
fs. 2 y vta., fuéle favorable del punto de vista real, resolviéndo- 
se en contrario por un concepto erróneo de derecho, que «o era 
ile m competencia decidir), cuando ella estuviera evidentemente 
equivocada, como ocurre. Consecuentemente, la justicia federal 
|»ara cumplir su misión, tiene facultades de investigar el grado 
de legalidad o ilegalidad de las resoluciones administrativas sobre 
clasificación, ya que no seria posible admitir que una resolución 
administrativa dictada por un error de derecho pueda servir de 
fundamento a la imposición de una pena. 

Por tanto oído el señor Fiscal de Cámara, se confirma di- 
cha sentencia de fs. 26, del 18 de Mayo ppdo. Notifiques* y de- 
vuélvanse al juzgado de origen donde se repondrán Jos selle» que 
corresponda. 

José Xf. Fierro. 
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1 -A |.t.O 1)1- LA CORTE SI" REMA 

IWiins Aires, Pelirern 17 <k' 1028. 

Autos y Vistos. 
Considerando: 

< Hit el apelante 1i¡i alegado en el curso del litigio nú sólo 
el decreto del Ministerio de Hacienda de fecha í» de fyjjfc 
to de 1926 ni» ha podido derogar la ley ni introducir modiíica- 
eioues-ru la tarifa de avalúos, sino también ijtic la circunstancia 
de liafier cumplido estrictamente con lo dispuesto iMir el art. 104 
de las ( Ordenanzas en cuanto «i la calidad, cantidad y especie de 
lar mercaderías manifestadas lo exime de toda penalidad. 

Que la sentencia de la Cámara Federal, sin pronunciare 
sobre el primer punto, ha condenado at apelante a la pena de 
comiso en contra de la exención fundada por él en el art. KM 
citado de la ley X v 810. 

Que en estas condiciones el recurso extraordinario es pro- 
cedente de acuerdo con lo prevenido por el art. 14, inc. 3 íf de la 
ley N" 48. y asi se declara. 

Ouc pir el jK-rmiso X'-' 10.200 solicitase a despacho 118 ca- 
jones conteniendo piezas fie repuesto |>ara máquinas apícolas li- 
brea de derechos de acuerdo con lo dispuesto |H»r el art. 4". in- 
ciso de la ley 1 1.281 . 

Oue el tribunal de vistas por mayoría de votos resolvió, no 
obstante considerar la mercadería en cuestión «piezas <le repues- 
to de ináipiinas segadoras», oue correspondía su despacho de con- 
formidad a lo resuelto jxjr el Ministerio de Hacienda en el de- 
creto de 6 de AjjoMo de ] í )2(* t «como valor declarado con el de- 
recho del 25 'por ciento, piezas de consumo». Y en consonancia 
con esa decisión, el Administrador de Aduana impuso la jjetitt 
di- comiso de la mercadería. 
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Que si bien como lo lia decTar;i<J t > Corte, es rlc I resorte 
exclusivo de las Aduanas ele la República ukI» lo relativo a la 
clasificación de las mercaderías a los efectos de? pap. de los de- 
rechos de Aduana, nada impide que la justicia, resalando átttfél 
trttem en cuanto a la obligación de satisfacer el impuesto mÍMUo t 
mrne coiiiteiniieiito y examine la causa fiara decidir si la jwna 
aplicada es legal por ajustarse a los términos de las Ordenanzas. 

Que en el cas» ifc ñutos, como lo la declarado el propio 
trdHiual de vistas, no existe error ni omisión alguna por t Mrte 
del introductor en cuanto a la calidad, es]>ee¡c v cantidad de lo<¡ 
efectos manifestados, pues las cuchillas en cuestión son fabri- 
cadas es t >ecia1mente i>ara máquinas segadoras sin las cuales no 
luirían utilizarse, esto es. son en verdad piezas de repuesto. 
Kt introductor ha cumplido estrictamente con la oblación ,, m . 
te impone el art. 104 fie la ley 810. 

Que si bien es cierto que el apelante lia afirmado al formu- 
lar la manifestación, que la mercadería era libre de derecha y 
omitido, por consiguiente, declarar su valor, ese hecho por sí 
solo no puede convertir la operación en fraudulenta, desde que 
no era susceptible de pasar desai^rcibido a Jos empleados de 
aduana ni podía por lo tanto disminuir la renta riel Rutado Ar- 
rumen*» del art. 1037 <lc las Ordenanzas. 

Que no hallándose especialmente previsto en los arts. 930 
a 934 de las Ordenanzas, como un acto particular de fraude o 
contravención, el hecho realizado j>or el introductor, la cuestión 
queda reducida a salier si el encuadra dentro de los preceptos 
generales contenidos en los arts. 1025 y 1026 de aquéllas. Del 
contexto de estos artículos cuyas dis| bidones se complementan 
recipn^aineiite. despréndese que toda falta de requisito, toda 
falsa declaración o todo hecho que tienda a disminuir indebida- 
mente la renta, será penado con comiso o con pago de dobles 
derechos. Pero, es a la ve* indis^nsable («ara la procedencia de 
una u otra pena, (condición mantenida por eí art. 66 de la lev 
X'> 11.281) que la falsa declaración, la faifa de diligencia o el 
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hecho se relacionen con la cantidad, la especie o la calidad tje 
las mercaderías. Si ese nexo entre la mercadería y el hecho falta, 
no puede halier i»eiia. V" bien, en el casu de autos es evidente 
que la declaración «libre de derechos* no tiene relación alguna 
eoti ninguno de aquellos tres elementos. El producto ha sido 
hien manifestado en cnanto a la cantidad, especie v calidad; lo 
único qufe positivamente existe es una cuestión de aforo. Y toda 
cuestión de esc urden y sobre dilucidación de las particular ida - 
des de su aplicación al caso singular es de ta incumbencia ex- 
clusiva de la Administración de Aduana. Cualquiera pretensión 
públicamente expresada a los funcionarios aduaneros sobre pre- 
cedencia de un determinado arancel más <|iic de otro, o sobre li- 
bración de derechos 1 «asada en el texto de una ley, citando no 
promedia error en la cantidad, calidad o especie, lejos de cons- 
litnír un acto de fraude ti de contravención representa el ejerci- 
cio de un derecho legitimo. 

Que habiéndose consentido t*>r el recurrente el auto de fs. 
12 que otorgó la apelación, sólo en lo relativo a la pena, dene- 
gándolo en lo <|ue atañe a la clasificación de la mercadería, no 
le es permitido al tribunal decidir nada acerca de la cuestión 
planteada sobre la ilegalidad del decreto del Ministerio de Ha- 
cienda anteriormente mencionado sobre ta liberación de dere- 
chos. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada en la parte 
que ha podido ser m?*eria del recurso, declarándose en conse- 
cuencia que el apelante no se halla sujeto a penalidad alguna. 
\"otifii|uese. repóngase el pa|»e| y devueltos que sean los autos 
remitida por vía de informe con transcripción de la presente, 
archívese. 

I. KlOt'KHOA AlAOKTA. — KojtKKTO 

Kepetto. — R. (Ii ino 1.a valle. 
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Don Tomax h'icardn P, tC cÍo, áemtnda bifnurtó» Iry de Admina 

Suwmo: ¡' l-I recurso que auiuriza el articule >\ inciso 3* de 
a ley 40j5. sólo corrcs,x>nde al representante del Fisco en 
las cansas en que éste o un recaudador «le las rentas de la 
Aacto,, sea parte aetora. siempre que el valor disputado ex- 
cediese de cinco mil pesos. 

2* El hilo especial para usq de sajadores no está sujeto 
* rendición Je cuentas ni a investigación alguna posterior 
después de su despacho a plaza, a diferencia de otras mer- 
inas sujetas a dicha exigencia. 



3 * retándose de la aplicación de leyes de carácter pe- 
nal, Iíí analogía de unas con otras no puede servir de base 
a condena alguna, como lo enseña la doctrina y la Constitu- 
ción Nacional, artículo 18, 

Citxo; Ló explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL JVEZ FEDERAL 

Auto, y Vistos: " kkmhre 20 tte 

No hahiéndose hecho parte el denunciante y atento lo soli- 
citado ,x»r el Señor Fiscal en su dictamen precedente, resuelvo i 
sobreseer <lcfinitivamente en estas actuaciones. Insértese, llága- 
se salxx y devuélvase a la Aduana el sumario administrativo 



Mamirl Carrillo. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACION 

Rosar in, Marzo jll ( | c 1927. 

Visto* 1*1? acuerdo los auDis Puccio Tomás Kicarjln. IV 
Híiiíciá infracción ley de Aduana (líxp. \> t717), 

Coibíiderando respecto al recurso de nulidad de* fs. 35: 

i* • 

l- Que, efectivamente, se habia prescindido indebidamente 
dt I denuncíame, qué recurre, | jarte legitima sejpi c! art. 77. ley 
\\ 2H\. y el auto de fs. 3| vía. i>or ral causa, habría <H-buU> con- 
siderársele nulo como vñilnturii> tfe! precepto del art. 441 del 
Código de Procedimientos. Pero no habiéndose pedido ante el 
Inferior la retiración de ese y demás vicios ipie existieron, por 
vía de rejHiíiición de ¡iqucl auto, que fio la inquinaba ni la eons- 
liluia la interiH,sici¿ii de lus recursos de fs. 35, los que aún pros- 
perand-i. no podiau satisfacer legalmente, ya que no se repara- 
rían esos vicio* en la instancia donde se cometieron, sino en és- 
ta, la utilidad respectiva quedó subsanada, según categórica dis- 
IMisiciüu del :irr. SJ3 tlel Código de Procedimientos, como así se 
declara. 

Y en relación al recurso de a| «ilación de la misma parte : 

Qiu- si I»"'" es también cierto que el inciso del an. 4" de 
la ley 11. ¿81, liberatorio de derechos de introducción al hilo ne- 
cesario para coser la arpillera y las bolsas de esta materia, cs~ 
tablece ipie su deslino ha de ser tal. el fie coser la arpillera v 
las bolsas hechas con ella, y no otro, en dicha ley. ni en otra 
alguna, existe dis|Misicióii relativa a la justificación de! destituí 
mencionado, muehu menos cu él decreto reglamentario de aqué- 
lla, inconsecuentemente, sin duda, ya que contiene, muy preci- 
sas, para otras mercaderías igualmente liber idas ¡ y tratándose 
i -n el presente de imponer iiena tto puede interpretárselos amplia- 



.t ^ 1 ""* C " rto """" ■«*• <'»r to- 

lo > por los motóos concntam» * |.-, rfsolurim, Señor 1,1 

P^ Wfar * fa , **« * &• ' - M >' <U .l¡cu«„,o 4d S¿„r 
Fiscal o iftw de fs. .U 

ÍJ confirma, sin costas, atento los amécheme* de hecho v 
^ derecho enriados. eJ referido anto de Is. 38 vía. del 20 de 
Otaemhrc pj*fo, E \M2. Notifiquen v devuélvanse al jtauk 
de or*en donde se repondrá,, los sellos.-,^ .1/, /W^^ 
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Blíeooa Aires, Febrero 17 de 1928, 
^ Vistos. Considerando: 

Que en eJ cas*, de auto., se l m denunciado por un EÉiifeuíar 
«na prctend.da defraudación aduanera, la chai ha sido declarada 
improcedente ,>or la justicia federal, de acuerdo coi, la opinión 
fiscal en amia* instancias. dictándose, en consecuencia, sohreni- 
intento definitivo. 

Que de este pronunciamiento, el denunciante ha interpuesto 
os recurso que autorizan los artículos 2, i !]C iso § y & de la 
ley 4iK>^. 

Ottc en cuanto al primer,, de los recursos mencionados, esr 
íand^ al pro,„o texto de la dis^sición Icqal incoada. se des- 
prende f] ,a. solo corresponde al representa,. tu del fisco en las 
causas en que este o un recaudador de las rentas «fe- la Nación 
mu pane adora siempre que el valor disputado excediese ■ de 
cmco mi] pesos; 

Qw eonv> se ha .ficho, en amos no hay acción fiscal, sien- 
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do, por tanto, rttipn védente el recurso (Fallos, tomo 102. |>agi- 

na 87). 

ijue respeto al recurso extraordinario éste encuadra den- 
int riel art. *>'> de la ley 4055 concordante con el ari, 14 de la lev 
48. pues la resolución ápeláfia desconoce el derecho del denun- 
ciante ftindadu cu leves de aduana. 

Ku cnanto al fondo: 

Que jurisprudencia citada por el actor se refiere a un caso 
en que la mercadería introducida al país lihrc de derechos y con 
determinado deslino. había sido vendida en remate público sin 
dar aviso de la ojxración a la Aduana como lo disptmía un de- 
creto del r\Hler Kjmitivo. lo que no ha ocurrido en el presen- 
te, pues no era necesaria aquella autorización. 

Que en ésta la |>artida de hilo especial para uso de sega- 
dores introducida por el denunciado, no está sujeta a rendición 
de cuentas ni a investigación alguna |>osterior después de su des- 
pacho a plaza, a diferencia de otras mercaderías snjeliis a dicha 
exigencia. 

Que tratándose de la aplicación de leve* de carácter penal, 
la analogía de unas con otras no puede servir ríe liase a condena 
alguna, como lo enseña la doctrina, la Constitución N'acioanl. 
art. 18 y lo ha recordado esta Corte en el caso inserto en el to- 
mo 137. pág. 4Í|j tomo 6% i>ág. 246 y 248; tomo 75, pág. l l >2, 
mire otros). 

Por esto y sus fundamentos concordantes, oído el Señor 
Procurador General, se confirma la sentencia ajielada de fs, 50 
tu la parte que ha ]xn lido ser materia del recurso. N'otifiqucse y 
devuélvanse, previa reposición del paiiel. 

J. Vw.V EkOA AlAOKTA. Kohkkto 
lÍEPETTO. — R. GtlIlO I.AVAI.1.K. 



^2 tl>I T * l&H ** I» Mi mmmi, /asé 
< > t,a W« rf, Haibium. doña f/ebc Angélica, sobre fl¿ 
am de la faina potestad. Recurso de hecho. 

A T'V;* 25* d reC " rSO ^«M& a artículo 14, 
ley A fundado en q fle la interpretación dada a la lev U 357 
«lestrma los principios del titulo IV del Tra&rfo de Dere- 
cho Internacional Privado del año 1889. relativo al matri- 
monio, en un caso en que Ja sentencia recurrida concretó 
la cuesfon en debate al punto de saber si de acuerdo con la, 
preseripaoncs pertienentcs de la ley 11.357 la madre de lo, 
menores había reculado el ejercicio de la patria gestad 
mm aquellos, que había perdido como consecuencia de su 
segundo matrimonio. (La invocación de dicho Tratado no 
tmo relación directa e inmediata con la materia del litigio, 
en razón de halarse reputado extraña a la incidencia sobre 
f?* 1 ™ de tl,|or < la referente a saber si el ma- 

trimomo de la madre vi;,* celebrado en extraño paé con 

ley U357 era ° nu vá1iíí <* » U ttÉfti Í b 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



IHCtAmkx I1KJ. PKOCÜHADOK GENERAL 

Buttnis Aires, l>iciembn- 2 ifc HJ27 

Suprema Corte: 

Creo como la Cámara Primera de Ablaciones en lo Civil 
tts. 425) q „e en autos no se ha planteado oportunamente la 
cuestión federal a que el presente recurso de hecho se refiere 
y que la sentencia que decide el punto controvertido no es. dada 
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la naturaleza de las cuestiones del olidas, la sentencia definitiva 
a que se refiere el art. 14 de h ley 48. 

Además, la resolución de fs. 394, con f ¡miada por sus fun- 
damentos jmr la Cámara, solo lia resuelto la incidencia por inter- 
pretación y aplicación de dispo>¡cioiw> del derecho común, irre- 
visihles ni el recurso deducido. 

Soy jHir ello fie opinión que ésta ha sido bien denegado |>ara 
ante esta Corte Suprema. 

I toruno H. f.unrhi. 



CALLO ni: I.A CORTK SUPREMA 

lfiKti,is Aires. Febrem 17 de V)2Á. 

Autns y Vistos: 
Considerando: 

<¿ue la apelación extraordinaria ínter puesta contra la sen- 
tencia de fs, 421. se funda en que la interpretación dada por la 
Cántara Civil Primera de la Capital a la ley 11.357 destruye las 
prescriijciones del titulo IV del Tratado de Derecho Internacio- 
nal Privado *lel año IK89, relativas al matrimonio invocadas por 
el reeur rente en el curso del litigio. 

<Jw\ entretanto, el examen de las pieza* fie autos demuestra 
■ |iu la sentencia de la Cámara Civil Primera y la del Juez de t* 
Instancia han concretado la cuestión en dchate al punto de saber 
si tlt acuerdo con las prescripciones pertienentes de la ley nú- 
mero 11.357 la madre de los menores Ualhiani ha recuiHTailo el 
ejercicio de la patria potestad snhre aquéllos, que hahia jicrdido 
ei-mo consecuencia de un segundo matrimonio. 

(Jur habiéndose reputado extraña a la incidencia sobre de- 
signación rk tutor la cuestión referente a salier si el matrimonio 
de la madre viuda celebrado en extraño país con un hombre di- 
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yurdacio, era o «o válido a tos efectos A fe dispuesto*,™ la l, v 
1.3.V, ea ev.dei.te «jüe la invocación del titulo IV del Tratado 
0> Ucrechu Internacional Triado de Montevideo, no tiene rela- 
jón directa e mtnediata dentro de este litigo con ta materia de 
la causa, como lo requiere el art. 15 de la lev X» 48 jara J a pro- 
credencia del recurso extraordinario, . puesto que como queda se- 
ñalad.,, los tribunales interpretando sus propia, leyes procos 
han eous.derado que tal cuestión t,„ se hallaba comprendida en el 
ine.dei.te. el cual sólo correspondía fuera resuelto ,>or la situa- 
ción de hecho planteada en el expediente por resoluciones ante- 
riores y por las disposiciones de la ley X* 11.357. 

Que en estas condiciones la sentencia materia del recurso 
se habna limitado a resolver el punto discutida por aplicación 
e interpretación de disjxjsicioues de derecho común y de hecho 
extrañas al recurso extraordinario conforme a lo dispuesto ñor 
los arts. 14 y 15 de la ley 48 y a lo reiteradamente resuelto. 

En su mérito y de conformidad con lo pedido por el Señor 
Procurador General, se declara improcedente la qneja. Notifí- 
quesc, repóngase el |*ipel y archívese, devolviéndose los autos 
rem.tid«s por vía de informe con transcri|)ción de la presente. 
- 

J, J'ICI.-EKÜA AtXOKTA, — ftOBKRTO 

Rehktto. — R. Crino Lavalw. 



Ihtla expedida por Su Santidad Pió A7. instituyendo obispo ti- 
tular de Attea sufragáneo del arzobispado de ilfeso y obispo 
auxiliar del arzobispo de la árquidiócesis de Buenos Aires, 
o monseñor Foríuttaf-o Devoto. 

Sumario: Con las reservas que emanan de la Constitución y de 
las leyes dictadas con arreglo a ella, sobre el Patronato ~2ía- 
ctonal. del* concederse el pase a la Bula Pontificia, que. si 
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bien faculta a un üh¡siH> titular de una iglesia extranjera 
(Obispus in ixirtilmsj jmra que pueda auxiliar al arzobis¡><» 
de la arquidióccsis de Hítenos Aires, celebrando los pontifi- 
cales y ejerciendo los oficios |ms torales en esta diócesis, co- 
mo auxiliar de diclto diocesano, previene que no jwxlrá ejer- 
cer estos actos sin el consentimiento del misino, cuyas atri- 
buciones son ejercidas con sujeción at Patronato y en vir- 
tud del juramento prestado respecto a su observancia. 

Cusa: Lp explican las piezas siguientes: 

UICTÁMKN DÉfc I'kOri'HAWk (¡FSKKAl. 

Ifucmis Aires, Febrero >H di- UJ_Ti. 

Suprema Corte: 

Kl Poder Ejecutivo de la Uepúbíica remite a esta Corte Su- 
prema la Huía expedida por su Santidad Pió NI cu la que éste 
instituye obispo titular de Attea sufragánea del arzobispado de 
Kfesu y obispo auxiliar del arzobispo de ta arquidiócesis *te Bue- 
nos Aires, a monseñor Fortunato Devoto, solicitándose de V*. K. 
preste el acuerdó exigido por el inciso 9 del art. Wt de la Consti- 
tución Nacional, al Poder Kjecutivo para que conceda el pase 
a la Itula referida. 

Teniendo cu cuenta que en dicha designación el Sumo Pon- 
tífice no atribuye al nombrado jurisdicción alguna en este pais. 
sino que lo faculta para recibirla del arzobispado de Buenos Ai- 
res, quien ejerce sus funciones con sujeción a las prerrogativas 
tld Patmnato y en virtud det juramento constitución»! prestado 
( S. C. \\ J,V>: 2I.S», soy de opinión que la Corte Suprema pue- 
de prestar el acuerdó que se solicita, con las reservas que ema- 
nan de la Constitución y las leyes dictadas con arreglo a ella, so- 
bre el Patronato Nacional. 

XFntmcl B. dp Amítori-ua, 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓ» 110 1 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos \ircs. Frhn-ru 29 de I92HL 

De confinidad ton lo dictaminado |xir el Señor Procura- 
dor General, y lo resuelto en casos análogos. Fallos tomos 129 
pág. 136. |>á*í. 2!« y los allí citados, ta Corte Suprema de 
Justicia de la Nación presta su acuerdo para que el presidente 
de la Nación Argentina conceda el (ase a la Unía expedida por 
su Santidad Pío XI, instituyendo olnspo titular de Attea su- 
fragánea del arzolnsiado de Kíeso y obispo auxiliar del arzo- 
bispo de la arquidiócesis de Buenos Aires, a monseñor Fortn- 
nato Devoto, con las reseñas emanadas de la Constitución v las 
leyes dictadas con arregla a ella sobre el patronato nacional. 
Devuélvanse, en consecuencia, estas actuaciones al Poder Eje- 
cutivo con el oficio correspondiente. 

J. FlGVEROA ALCOKTA. — NoKKRTO 

Repetto. — R. Guido 



X O T A S 

I - 

Con fecha primero de Febrero de mil novecientos veintio- 
cho, la Corte Suprema de acuerdo con Jo resuelto por la misma 
en 19 de Septiembre del año próximo pasado iit re «Vadell, Jai- 
me, sobre ciudadanía», (véase tomo 149, página 218). y de con- 
formidad con lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
revocó la sentencia pronunciada |ior la Cámara Federal de Ab- 
lación del Rosario, declarando que el recurrente, don Fortunato 
Fregapane. no está obligado a obtener una nueva cara de ciu- 
dadanía. 
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Kn la demanda instaurada por don Kohustiano I.ara y otros. 
Contra la provincia de Hílenos Aires, por fépctíapn de la suma 
de nueve- mil novecientos treinta y dos con seáihta j' nueve cen- 
tavos moneda nacional, exigidos y cobrados en concepto de im- 
puesto especial {le afirmado del camino entre las ciudades de La 
Plata y Avellaneda, autorizado por la ley provincial de 30 de 
Diciembre de 1907, la Corte Suprema, con fecha 1" de Febrero 
de 1928 y de conformidad con lo dictaminado por el Señor Pro- 
curador General, falló la causa declarando que la contribución 
cobrada a los actores en virtud de la expresada ley provincial, 
era contraria al art. 17 de la Constitución Nacional, y que, en 
consecuencia, la provincia demandada está obligada a devolver )a 
suma reclamada dentro del término de diez dias, con sus intere- 
ses al estilo del Banco de la Nación Argentina, desde la fecha 
de la notificación de ta demanda, con costas. 



Con fecha «clu no se hizo lugar a la queja deducida |nir 
don Constantino Almasio en autos con Fabián F, Fidela, sobre 
desalojamiento, en razón de que la resolución apelada pronuncia- 
da por la Cántara Federal de Apelación del Rosario, no era la 
sentencia definitiva exigida |*>r el articulo 14 de la ley 48, pues- 
to que se había limitado a decidir una litera cuestión de derecho 
procesal" ajena al remedio autorizado por aquella disposición. 



Kn la misma lecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida |H>r don José Sakitella, en autos con doña María Delgado de 
Sa batel la. sobre embargo, por aparecer de la propia exposición 
del recurrente, que la cuestión deliatida había sido resuelta en 
la* instancias ordinarias del plcíti *. interpretando y aplicando pre- 
ceptos constenidos en una ley de carácter local, cuyas disposicio- 
nes soto son, por consiguiente, aplicables en el caso a la justicia 
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ordinaria de la Capital, Ir> cual es ajeno al recurso extraordina- 
rio que autoriza el art. 14 de ta ley X v 4S. 



Con fecha cphp de Febrero de. mil uovteientos wiutiocho. 
la Corte Suprema declaro mal concedido por la Cámara ríe Ab- 
laciones en lo Comercial de la Capital el recurso extraordina- 
rio interpuesto |>or los señores Núñcz y Coldwell y Federico 
Grobly contra la Empresa del Ferrocarril Oeste de Uuetios Ai- 
res E imitada, sobre daños y perjuicios, |xir no reunir la apela- 
ción para ante el tribunal, los requisitos exigidos por los arts. 14 
y 15 para su procedencia, ya míe se limitaba a la mera intenw- 
sictón del recurso, sin demostrar los fundamentos de la «neja, ni 
la relación directa c inmediata que pudiera existir entre la cues- 
tión resuelta y las ¡¿aramias federales que se suponían violadas; 
a lo que se agremia, que la resolución arlada no se. habia pro- 
nunciado contra la validez de dis]H>sición alguna de carácter fe- 
deral, limitándose a resolver la causa por interpretación de un 
contrato de transarte y aplicación de disposiciones de derecho 
común. 



En diez del mismo, se declaró improcedente la queja dedun 
da ]»r doña María Luisa Squiticri de Sosa, en autos con doña 
Teresa Caffone de Chiffone fsn sucesión), sobre desalojo, en 
razón de que. si bien era cierto que el recurrente planteó oportu- 
namente una cuestión federal, cual sería la inconstiiucionalidad 
del procedimiento por ser éste contrario a los arts. 14 y \ 7 de la 
Constitución Xacional, era de observar ipic la mencionada alega- 
ción estakt fundada cu argumentos de hecho rpie fiaron materia 
de pruelxi con arreglo a la cual fué resuelta, o en defectos de 
tramitación, que escapan en atnlHis casos a la revisión de la Corte 
Suprema y, además, por el pronunciamiento en el juicio de des- 
aliño sobre de dominio del bien cuestionado y que daba mar- 



* 
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gen a pretendido recurso extraordinario, mi impolVaha sentencia 
definitiva, toda vez que al desalojado Te quédala a salvo d re*- 
pt-etivo juicio ordinario. 



En la misma íeclia la Curte Suprema por los fuiKiamentus 
del Señor Procurador (ienéral, declaró improcedente ta queja 
deducida por dun Césnr A. Herraj ajeando de una resolución 
fiel Suprior Tribunal di- Justicia de ta Provincia de Santa ¡?¿ 
en d juicio de quiebra de Izquierdo Hermanos, incidente SSftre 
nombramiento de martiliero, en razón de que de los coritos pre- 
sentados |)or el recurrente, aparte de no referirse expresamente 
al recurso extraordinario que acuerda el art. 14 de la Jey 4S. 
no reunían los requisitos exigidos por dicho artículo ni ¡xir el 
art. 15 de la misma, ya que no aparecía en ellos el fundamenta 
de la queja, ni se demostráis la relación directa e inmediata que 
pudiera existir entre la cuestión resuelia y la «aramia constitu- 
cional invocada. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida jwr 
doña IC «a Formo «le Fuertes, en autos con don Juan Fuertes, 
sobre divorcio, en razón de que el recurso que se decía denegado 
i ni el extraordinario legislado por el art .14 de la lev 8* 4$ y tal 
recurso sólo procede contra la sentencia definitiva, a tpie la pri- 
mera ¡une de aquella disposición se refiere, y no revestía tal 
carácter el auto que se limitaba a resolver, en presencia del si- 
lencio sobre el punto, del Código de Procedimientos, la cuestión 
meramente procesal ede salier cuál es el máximum fie testigos 
que puede presentarse en los juicios sobre cada 



En la misma fecha se declaró improcedeut la queja deduci- 
da [*or don Emilio l'uujade en los autos (su convocatoria de 
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aereares), poj a^r^-r de b propja expos¡ci( - m m 
iv. que la cuestión debida había sido resuelta en las instancia 
ordinarias del juicio, interpreta ndo y aplicándose en el caso (hV 
lacones comenidas en la Ley de Quieras 4156, lev que como 
1" tiene reiteradamente declarado el tribunal, es de carácter co- 
mún y forma parte integrante del Código de Comercio, apresa.*- 
rióse a mayor abundamiento, q«c los artículos 14, 16, \7 W [9 
' 31 >' 33 íIe ,a institución, cuya inobservancia se a*e¿ba 
no guardaban con la cuestión debatida en el mb Ule, la %¿ 
cion directa e inmediata que para la prudencia del recur*. ex- 
í ? "-vijfc el art. 15 de la ley X - 4S. 



Con fecha quince no se hizo lugar a la queja deducida pnr 
'ion J oribto Chacón en autos con don Vicem* Himadcr, soí¿é 
cobro ejecutivo de |*so S , en ra*ón de que según la propia & 
lH*icion del recurrente, la cuestión resuelta por la justicia íocal 
de la provincia de Mendoza, era la referente a la excepción de 
incompetencia de jurisdicción opuesta por e! demandado, quien 
en su carácter de extranjero, se acogió al privilegio del fuero 
federal y el pronunciamiento de la Cámara de Ablaciones con- 
firmando la decisión del Juez de 1' Instancia, se había limitad.* 
ji declarar la procedencia de la excepción opuesta ? por lo que 
habiendo sido monacillo y aceptado en el juicio el privilegio del 
fuero federal, resulta!* improcedente jara ante la Curie ¿ti 
prema ,eJ recurso extraordinario del art. 14 «te la lev X" 4* v 
6" de la ley 4055. 



& la misma fecha la Corte Suprema, de conformidad con 
lo dictaminado y pedido por el Señor Procurador General de- 
claro imprudente la queja deducida por la Compañía Mercantil 
Argentina en autos con el Mm Nacional, sobre cobro de una 
multa. ,*>r cnanto el auto del Juez Kedernl. confirmado por la 
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Cámara l-\dt ra| del Kosario. no revestía el carácter di* sentencia 
definitiva como lo requiere el art. 3", primera pan*, de la ley 
4055, para 'hacer ailmisíhlc el recursu en tercera instancia ante 
t i irilutnal 



Ku la misma fecha la Corte Suprema, de conformidad con 
lo dictaminado y pedido \mr el Señor Procurador General, de- 
claró improcedente la queja deducida por doña Maria Ep]iagMé 
de \'i1a en autos con don Kiigcnio Huelx'udorf. sohre reivindica- 
ción, en razón de que tanto la sentencia de primera instancia 
como su confirmatoria de la Cámara Federal de Apelación del 
Rosario. habían tratado y decidido cuestiones de mero derecho 
común y ile pructia extrañas, \xít su naturaleza, a! recurso ex- 
mmrdiiiario de conformidad con lo dispuesto en el art. !5 de la 
ley X' 48. 



Kn diez y siete del mismo la Corte Suprema |«ir los funda- 
mentos del dictamen del Señor I Yocurador (¡enera!, y teniendo 
en cuerna, ademán que la cuestión federal no había sido plan- 
teada dentro del juicio como lo requiere el art. 14 <|e la ley 4N 
y a la reiterada jurisprudencia del irilmual, declaró impr medente 
la queja deducida |Kir don Améríco Chioldi y otro en autos con 
don AIlK-rto Compi. sohre injurias. 
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hculo ló de fu foy 4707, 

Suwrio: reso H,cí6n del inferior qtfüjp al reconoci- 

miento dé la jurisdicción federal es susceptible- del recurso 
extraordinario del articulo 14. ley 48. sin que sea óbice para 
ello la circunstancia de n „e el pronunciamiento ¿pectivo 
W hubiera dictado de oficio (Lw disposiciones sobre com- 
ete, icta son de orden públio, y aplicables, p,, r tanto, de dfi- 
cio por los Tribunales) , 

| Corresponde a la jurisdicción federal y no a la mi- 
litar el conocimiento de int proce.so seguido contra un cons- 

t¿«M í m « m rcRimiento, se 

«So del deposito de concentración. (La infracción ¡mfiutii- 

v a 7i W^^Mf ***** y '* nar1a iK>r ,os anín,,,,s ,fi 

Ctíjo: Lo explican las pieza* siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOK PROCCfiADOR GENERAL 

Ibiriki* Aires, Agosto 2h de W27. 



Suprema Corte; 



Se priesa ante el Jj^p Federal del Rosario, a pedido de 
las autondades militares respectivas, a don Cesar Fasto„i coma 
-"íractor al art. 16. tit. 1* de la ley 4707. el que dispone ouc tb- 
$m los conscriptas ,>ericnecientes por el sorteo a uno de los cou- 
¡.ymes de la Armada o del Kjércitb que no se incorporasen en 
a fecha ]X1 ra la cual fuesen convocados, serán reemplazados por 
lo. números salientes sin ^ u |i¿ < lc auliear m ¿ m 
jx,. al infractor, las |Kiialidades establecidas por dicha ley. 
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K| expresado Fastoní, según !a denuncia hedía al Señor 
Procurador Fiscal, se presentó a los fines de su incorporación, 
al liiyar dé concentración, fugándose del mismo días después de 
halar ingresado a las filas del ejército. 

Substanciada la causa, el Juez Federal condenó al acusado 
a prestar mi año de servicio militar además fiel que le correspon- 
dió i>or sorteo; pero la Cámara Federal de Rosario, consideran- 
do que el hecho iitiputado a Fastoni no puede ser juzgado ante 
la justicia federal, se lia declarado incompt-ifntc. anulando todo 
Ui actuado. 

Corresponde un mi opinión, revocar esta scnil-ncia que ha ' 
sido atetada |»or el Procurador Fiscal de dicha Cámara. 

■ Iji justicia militar no es competente, en mi opinión* para 
conocer en esta causa, ¡virque el delito imputado a Fastoni uu 
constituye una deserción, ya que no acrece incorporado al ejér- 
eúo, en los términos del art, 15 citado» en ta fecha en que se fugó 
del tugar de concentración de ciudadanos llamados a los fines 
de esa incorporación. 

Asi mismo aparecen entenderlo las propias autoridades mi- 
litares, cuando han puesto al infractor a disposición de la justi- 
cia federar. 

Por lo expuesto, soy de opinión que corresponde revocar el 
fallo a] tetado, declararlo ^jgfe la justicia federal es comitente pa- 
ra conocer en la presente causa, la que debe devolverse a la Cá- 
mara Federal para i|uc. reasumiendo la jurisdicción de que se ha 
desprendido, dicte sentencia en la misma. 

Horacio fí, ¡birreta. 
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Untaos Aires, Marzo Z dé 1«ÜH. 

Vistos : 

Considerando : *- 

Que según constante jurisprudencia de esta Corle, toda reso- 
lución del inferior opuesta al reconocimiento de la jurisdicción 
federal, es susceptible del recurso extraordinario, por citanto afec- 
ta principios constitucionales y disposiciones de leyes nacionales. 
(Art. 100 de la Constitución Nacional, 14 de la ley 4H; Fallos, 
tomo 149, pág. 210). 

Que aún cuando el pronunciamiento respectivo de fs. 30 se 
hubiera dictado de oficio, es decir, sin que las partes plantearan 
antes cuestión jurisdiccional alguna, esta circunstancia no sería 
óbice para la procedencia del recurso, toda vez que las disposi- 
ciones sobre competencia son de orden público y aplicables por 
tanto de oficio por los tribunales, pudiendo. en consecuencia, dar 
lugar al recurso extraordinario el solo tiecho de que la sentencia 
del caso deniegue como en el presente, la jurisdicción federal 
(Fallos, tomo 149, pág ,210). Pero en estos autos el Ministerio 
Fiscal a fs. 5 vta., dijo de incompetencia de la jurisdicción fe- 
deral, incidencia que fué resuelta |*»r el Juez a fs. 11, quedando 
firme su resolución. El defensor del acusado ha sostenido tam- 
bién a ís. 13 (licita incompetencia, de modo que todos los antece- 
dentes de la causa y su propia naturaleza, favorecen la proce- 
dencia del recurso concedido a fs. 22. 

Que la infracción imputada al procesado por la autoridad 
militar y por el Ministerio Fiscal a fs. 1 y 2, es la prevista y jw- 
nada por los arts. 16 y 71 de la ley 4707. Esta imputación es la 
que corresponde a mérito de que el conscripto Fastoni no se in- 
corporó a su regimiento, ¡mes fugó del de|>ósito de concentra- 
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ciun antes de su incorporación como luce de la comunicación 
ílc fs. 10. 

Que no habiéndose incorjiorado definitivamente al ejército. 
Fastotii no puede ser considerado sujeto a la jurisdicción militar, 
lii cometidos delitos ó faltas de ese carácter, estando en relación 
al Caso de autos, sometido a la jurisdicción federal de acuerdo 
cutí lo dispuesto en el art. 1<J> de la Constitución Nacional y % 
inciso Vt de Li ley 48, no tratándose, como se ha establecido, de 
la situación prevista en el art. 7 de la ley citada. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia de fs. 20 y de 
acuerdo con lo dispuesto en el art. 10 de la ley 48. vuelva la 
causa a la Cámara Federal de Apelación del Rosario, para que 
reasumiendo la jurisdicción de que ha desprendido, se pronun- 
cie sohre Ja sentencia de fs. lf>, en virtud del recurso de abla- 
ción concedido a fs. 17. Xotifíuucsc. 

J. FtGUEBOA Al, CORTA. — KoBIÍKTO 

Kkim:tto. — K. Gnun T.av.u.i.k. 



Agente fiscal r nutra el diario *Et Telégrafo* ÍRaúl O, ítmmt- 
ges y otro i, por desacoto. Excepciones de fatta de jurisdic- 
ción y de aeeíón. 

Sumario : I" Procede el recurso extraordinario autorizado |>or 
los artículos 14 de la ley 48 y f/* de la ley 4055 .contra una 
resolución f|iie no hace lugar a las execciones de falla de 
jurisdicción y de acción fundadas en que el delito de desaca- 
* to habría sidn cometido |»r medio de la prenda y en tal ca- 
so, no siendo permitido al Congreso legislar sohre reglamen- 
tación a" Ta iilieriad-de imprenta, no hay ley en la Capital 
que defina y castigue válidamente el delito aludido, faltando 
asimismo, en consecuencia, trit>unales competentes para jw- 
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garlo, a minos que se infrinjan los arl ¡culos 32 y 18 cíe fa 
Constitución. 

& El Honorable Congreso no puede legislar sobre la 
prensa, «¡«ra la Nación*, reglamentando el derecho de pu- 
blicar ideas y reprimir abusos leíbles, facultad que es pri- 
vativa de las sulieranias Unales; y ejercita facultades Ura- 
les propias y exclusivas cuando legisla en el Código l'enal 
sobre la prensa, para la Capital y Territorios Nacionales, 
desempeñando como legislatura local funciones que en tal 
carácter íc están atribuidas. 

I Al «]'s|x«>er H -irt. 32 de la Constitución que no se 
dictarán leves que restrinjan la lil»ertad de imprenta, no ha 
querido amparar la impunidad de l« s delitos cometidos por 
medio de la prensa, sinÓ reservar su rq>resión en las pro- 
vi nc tas a sus propias legislaturas y al Honorable Congreso 
en la Capital y Territorios Nacionales ; y admitida la facul- 
tad de reprimirlos en las legislaturas provinciales, no puede 
desconocerse ta misma facultad en las autoridades de la Ca- 
pital. En consecuencia, et Código IVnal, como las disposicio- 
nes pn yesales que lo reglamentan, pueden ser aplicables en 
la Capital por los tribunales de su jurisdicción común sin 
vulnerar las garantáis consagradas en el artículo 18 de la 
Constitución, ni contrariar el principio ¿ubre que estatuye 
el articulo 32 de la misma. 



Cuso i Lo explican las piezas siguientes: 



Al'TU lid. JfKK lORKKtVIOX.il. 

Buiiuis Aires. Agosto 21 de t'>¿7. 

V Vistos: 

Para resolver las excepciones opuestas por la defensa de 

falta de jurisdicción y fie acción. 

* > * 
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V Considerando: 



yiie si bien las execciones opuestas tienen indiscutible va- 
lor como doctrina, no lo tienen contemplados ante los terminan- 
te» preceptos Icenles y constante jurisprudencia. Que él articulo 
32 de la Constitución Nacional es terminante, y así lo luí inter- 
pretado la jurisprudencia de la Corte, dando sentido a las ad- 
mirables palabras de Yélez Sársfkld, de que «los delitos que se 
cometan por medio de la imprenta sólo deben ser reprimidos por 
leyes locales y juzgados |>nr tribunales locales». «Xo corrcsjjon- 
de a la justicia federal el conocimiento de una causa |xir el delito 
de injurias cometido por medio de la prensa, aún cuando los con- 
ceptos considerados como injuriosos hayan sido vertidos contra 
un funcionario público nacional» (Corte Suprema, tomo 128, 
pág. 1/5; tomo 129. páp. 283. «Gaceta del Foro», \mg. 275. nú- ' 
mero 9S5 de Junio de 1!>I9. que a contrarío sensu cor res] huí de a 
la justicia ordinaria el conocimiento del presente caso, ya «pie 
existe prima ftta'c conceptos injuriosos, vertidos por la prensa 
contra un funcionario público. 

<Jue en idéntico sentido se ha proiuiudadci el Superior, la 
Exmá. Cámara Criminal y Correccional de Apelaciones en el 
caso «Murad Saúl y Said Judcleti Rohlal contra Joaquín de leu- 
rralde, Cónsul (¡enera! de Kspaña». — «la justicia de lo crimi- 
nal ordinaria es comitente para entender en los delitos que 
se cometen por medio ríe la- prensa», en 15 de Mayo de 1923. 
hs por estos considerandos y los fundamentos qut aduce el'Mt- 
mMeriu Kiseaí al sustentar el rechazo de ambas exce|]e¡oiies, que 
por los mismos y para las mismas y de acuerdo a lo establecido 
ni el inc. 10, art. 31 del Código de Procedimientos Criminales y 
44< í del mismo, resuelvo: rechazar las exccjjciones opuestas de 
falta de jurisdicción y taita de acción, con costas. Notífirpiese y 
prosi»au los autos princijíalcs, según su estado. — / *. Qriajti^ 
Anti mí : R. Márquez. 
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SKXTENCIA DÉ LA CÁMARA EX LO CRIMLNAL V CORRECCIONAL 

Buenos Airt-í, Octubre 4 <fc 1927. 

Y Vistos: por sus fundamentos se confirma d auto apelado 
<fc fojas 6 vía. y devuélvase. - Oríh úc Rosas. - R a „ws Mc- 
;ia. — Ramos _ Ante mí: E. ¡icntttu 

* 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR 'JEN ERAL 

Bucims Aires, Dici P mf»rv 30 <fc Í9¿7. 

Suprema Corte: 

BI defensor de Leopoldo Rodríguez y Raúl O. Comineas 
procesado* por el delito de desacato cometido por medio de la 
prensa sostiene que la justicia local en !o Criminal de la Capi- 
lal de la Nación es incompetente t K»ra entender en la causa. i„>r 
cuanto el delito imputado no es de carácter común sinó espec ¡al 
no previsto en .el Código Penal de la Nación. 

La Cámara en lo Criminal, al confirmar |,or sus funda- 
mmm a semencia «tel Juez, ha declarado la conciencia de la 
justicia local |*ira el conocimiento de la causa. 

Xo hay en ello cuestión federal alguna que autorice la in- 
ter t )osicion del recurso extraordinario deducido para ante V ii 
^ <|ue no acrece denegado derecho alguno de carácter federal. 

En cuanft» a la cuestión concerniente a la aplicabilidad del 
Código Penal jara reprimir delitos de imprenta, la causa ha & 
do resuelta de acuerdo en tm todo con la doctrina uniforme de 
esta Corte Suprema. 

Soy por ello de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horado R. Lamia. 
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FALLO DE LA CORTE SfPREMA 

Htn-Hns Aires, Marzo 5 de l l >¿8, 

P _ ¡ '-Vi- ; 

Y Vistos: el recurso extraordinario interpuesto y concedi- 
do contra sentencia de la Cámara ele A relaciones en ló Criminal 
y Correccional tle la Capital, confirmatoria de la <k' primera ins- 
tancia que ño nace lugar a la* excepciones de falta de jurisdic- 
ción y ríe acción opuestas por el defensor de lo* procesados Kaúl 
« í Cominge* y Leopoldo E. Rodríguez en el juicio que se les 
signe |)or desacato. 

\' Considerando ; 

(Juc el recurrente ha fundado las excef tejones («puestas en 
que el dclitu de desacato de «pie se acusít a sus defendidos bal iría 
sido sometido i>or medio de la prensa, y en tal caso, no siéndole 
permitido al Congreso legislar sobre reglamentaciún a la libertad 
de imprenta, ni» hay ley en la Capital que defina y castigue vá- 
lidamente el delito aludido, íaltatido, asimismo, en consecuencia, 
trilumal's competentes para juzgarlo, antecedentes que implican 
ipie el u 0o carece en eJ caso de jurisdicción, y de acción el Mi- 
nisterio Público, a menos que se infrinjan los arts. 32 y IK de fa 
Constitución en cnanto se consagraría una restricción a la lilter- 
tad al nd iila y el juicio no estaría fundado en ley anterior al lu - 
cho fiel proceso. 

[hir la sentencia de que se apela, al desestimar las exce[»eio- 
nes opuestas, so pronuncia en definitiva eit contra fiel derecho 
fundado pur el recurrente en las cláusulas constitucionales cita- 
das, lo ipie determina la procedencia de) recurso extraordinario 
di acuerdo con lo que prescriben los arts. 14, inc. ,í" de la ley 4X. 
í>" fie la 4055 y 22 del Código de Procedí mi en tos en lo Criminal, 
y no obstante lo dictaminado al respecto por el Señor Prneura- 
dor U ne ral. asi se declara. . 
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Y Considerando : 

En cnanto al fondo por ser innecesaria mayor sii'tsí une ra- 
ción atento lo aleólo en autos; 

Que como lo establecen reiterados fallos en que esta Gira- 
lia lijado el alcance del ari, 32 <| e la Constitución, el Honorable 
Congreso no puede legislar sobre la prensa, (nira totta la Wieíóu. 
reglamentando el derecho de publicar ideas y reprimir abusos 
posibles, porque esa facultar! es privativa de las solwranías lo- 
cales (Fallos, t<mio 127. págs. 273 y 429: tomo 128. |>ág. 175: 
tomo 129, jíág. 146 y jurisprudencia allí citada). 

Que de la precedente doctrina fluye como corolario confir- 
mado por expresas disposiciones constitucionales (incisos 14 y 
27. art. 67 de la Constitución) , que el Congreso ejercita faculta- 
des legales probas y exclusivas cuando legisla en el Código IV- 
nal sobre la prensa, para la Capital y Territorios Nacionales, 
pues como esta Corte lo ha dicho, siendo tan expresa y absoluta 
la prohiliición constitucional impuesta al Congreso Federal de 
dictar leyes ]»ra la Xación sobre tiltertad de imprenta, como es 
evidente la dé su jurisdicción legislativa exclusiva en la Capital 
y Territorios Nacionales, no es posible suponer que al dictar 
tales disposiciones el Congreso baya ejercitado como legislatura 
nacional facultades que le están vedarlas, sino que ha desempe- 
ñado como legislatura local funciones que en tal carácter le están 
expresamente atribuidas : y de ahí que las disix>siciones del Có- 
digo Penal que se refieren a la prensa, no pueden tener aplica- 
ción sino en la Capital y Territorios Nacionales a que se extien- 
de la jurisdicción del Congreso en esa materia, con arreglo, co- 
mo queda dicho, al art. te e incisos 14 v 27 del at. 67 de la 
Constitución. 

Que de acuerdo con las prceef lentes consideraciones y según 
lo consagra la jurisprudencia de este Tribunal, en el supuesto de 
que el art. 32 contuviera una restricción a los poderes reglamen- 
tarios del Honorable Congreso como legislatura local, seria de 
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observarse cinc al disponer dicho artículo qué no se dictarán le- 
yes que restrinjan la libertad de imprenta, no ha querido ampa- 
rar la impunidad de los delitos cometidos por medio de la prensa, 
sitió reservar su represión en las provincias a sus propias legis- 
laturas y al Honorable Congreso en la Capital y Territorios Na- 
cionales; y que admitida la (acuitad de reprimirlos en las legis- 
laturas provinciales» no podía desconocerse la misma facultad en 
las autoridades de la Capital (Fallo», tomo 30, pág. 112; tomo 
115, pág. 92; tomo 119, pág. 231.) 

Que a mérito de las consideraciones expresadas y en las 
condiciones del sub judícr, no es posible fundar legalmente !a 
defens:i en la carencia de lev anterior al hecho del proceso, pues 
el Código Penal, como las disposiciones procesales que lo regla- 
mentan, pueden ser aplicadas éti la Capital por los tribunales de 
su jurisdicción común sin vulnerar las garantías consagradas en 
el art. 18 de la Constitución, ni contrariar el principio sobre nn" 
estatuye el art, 32 de la misma. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada en 
aianto lia podido ser materia del recurso. Notifiques* y tic vuél- 
vanse al tribunal de procedencia. 

). Fld'EHOA ALCOKTA. — ROEfBltTp 

Refetto. — R. Gt'lDO Laváli.k. 



Dmimujo Scappa ,su extradición a solicitud '$$ la I: alhajada drf 
fínmt d t ludia. 

Sumario: extradición no es una verdadera causa, sinó un 
simple procedimiento judicial para establecer la identidad 
de un individuo y comprobar el cumplimiento de los requi- 
sitos legales o convenidos en los tratados respectivos ; por 
lo que el interesado puede, válidamente, renunciar a los trá- 
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mites tic ese procedimiento, sin que el desistimiento inte- 
rior de tal renuncia punta dejar- sin efecto el fallo pn >min- 
ciado precisamente en virtud de esa manifestación de vo- 
luntad. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ KEDEKAL 

Bucims Aires. Septiembre 27 de l'J27. 

Y Vistos: 

La presente causa seguida a Domingo Scarppa, si" sobre- 
nombre ni apodo, italiano, de treinta y siete años de edad, casa- 
do, electrotécnico, domiciliado en la calle Bustamcnfe 705, cuya 
extradición solicita la Emliajada de Italia por estar acusado de 
complicidad en el delito de hurto calificado. 

Y Considerando: 

( r hie estando perfectamente comprobada en autos la identi- 
dad del prevenido con su declaración de fs. 10, la que concuer- 
da con los documentos agregadas de fs. 5 a 7 inclusive y ha- 
biendo sido presentados oportunamente la orden de captura y 
copia de las disposiciones legales aplicables al hecho ¡mpu$ido, 
corresfxinde conceder la extradición solicitada |*>r tratarse de 
una persona a la que se le acusa de complicidad en el delito pre- 
visto en el inc. 6* del art. 6* del Tratado de Extradición con 
Italia, 

Por estos fundamentos, fallo : concediendo la extradición de 
Domingo Scarppa; en consecuencia remítase el expediente al Se- 
ñor Ministro de Relaciones Exteriores y póngase el detenido a 
su dis|Misjción. 

Miguel /.. JatUús, . 



■ 
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SENTI- NU A 1JK LA l'Á'M ARA FEDERAL DE APELACIÓN 

MiH'ims A iros. Diciembre 7 ilc I'J¿7. 
y Considerando: 

<Juc «.I articulo 12 do la convención celebrada con el Reino 
«te Mil* «I Ki de Junio de 1880. prescribe t|iic el ]iedidn tic es- 
tradieióti deberá ser acomunado, entre otros documenta (inci- 
so .í' j. de Ta «copia de las disposiciones legales aplicables a! he- 
cho imputado, se tí úu la %$1aeión del país requeriente». 

tjuc el art. ,v del referido tratado dispone <|ite «no será acor- 
dada la extra* lición cuando, según las leyes del Kstado reque- 
rienlc, o según las del ]>aís cu que el reo se refugiare. >e Rubiera 
cumplido la prescripción de la acción penal o de la pena». 

One verificados los recaudos producidos en autos, ad vier- 
te. v ipie se ha omitido la transcripción de las disposiciones de la 
legislación italiana que rigen la prescripción de las acciones pe- 
líales emergentes del delito que se dice cometido por el rech- 
inado. 

<Juc en tal situación, como lo sostiene la defensa en el me- 
murial presentado ante esta Cámara en el acto de informar in 
vacc t los documentos acón i| lañados no satisfacen las exigencias 
del tratado, toda vez que ellos no son suficientes |iara que el 
tribunal pueda estd)lecer si se lia o¡>erado ■ no la prescripción, 
CMiim lo exige expresamente el eitado art. 8. 

Por ello, se revoca la sentencia apelada de ís. 35 y. en con- 
secuencia, no se hace lugar a la extradición de Domingo Scarppa. 
>. (licitada |Hir la Kmkijada de Italia. — Murtríino Escalada. — 
7 . ,/nVf.t. - , f. X,i^¡t Amhomui. — José* Marcó, 
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Nísttis : 

Considerando : 



hucm* Aire*, Mar*» 5 rk¡ IMH 



Que rc<|uericla a fs, I por la Real KinU-uatla & Italia I;, ( S - 
iradicion del presado Dunicmcg Scar^i. ésta fué decretada ,»,r 
el .Señor JU«s Federal a fs. .í vía. y llevada a cal»., por la amo- 
M%1 póHcpJ scffun ta a.mnineacióu respectiva de fs. 9. 

■i fs. 10. manifestó ser la |jcr.sona cuya extradición se solicita v 
<|it<- «deséala ser puesto, cuanto antes, a dis|>osÍeión de la Knilsi- 
jada de Italia, renunciando a todos los trámites de esta cansa, 
par;. poder asi, responder ante las autoridades italianas de tm 
hechos que se le imputan», 

cual ( ^ U<Í "n T"" ^ , < . : j!j| a<lidti " im:i .V^W*^ ^"«í en la 

le un procedimiento judicial |>ara establecer la identidad 'de éste 
y comprobar el cumplimiento de lo* requsitos h&j$p ci conve- 
nida en los tratados rcspertiww. el interesado lia podido, válida- 
mente, renunciar. como |r> ha hecho, a los trámites de aquel proce- 
dimiento, en su lieneficiu personal, desde .,ue con esa renuncia 
no afecta el urden público ni vulnera intereses ajen,,, un. W 
del £c*%t> Civil, su doctrina). 

Que en vista de la renuncia espontanea de la referencia, el 
juez a (¡ uo dictó la sentecia de fs. U haciendo ItUíar a la extra- 
dición de Scarpjxi y poniendo a és:e a disposición del Señor Mí, 
nistro de delaciones Kxtiriorcs. 

One. por consiguiente, el desistimiento posterior de ís. 14 
•le la renuncia expresada, no puede dejar sin efecto el fallo 

te en virrttd de aquella niauifesiación de 
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voluntad, por cuanto la aceptación de actitudes semejantes, coin- 
promete la seriedad «te los pronunciamientos judiciales. 

One la sentencia de ís. U t fué dictada de conformidad de 
liarte* y del* considerársela firme y suficiente pira producir 
k>s efectos legales del caso. 

Por esto se revoca la sentencia de ís. 40, y se hace lugar 
a la extradición solicitada en los términos del fallo de fs. 13. No- 
tifiuuesc y devuélvase. 

J. Fuá eboa Alcohta. — Roberto 

RlíI'ETTO. R. Gl/IDO 1, AVALLE. 



©ipil EduardQ Sánchez Sarmiento contra él Fisco Provincial de 
San Juan, por cohro ejecutivo de pesos. 

Sumario: I* Habiéndose sostenido por el recurrente la invali- 
dez del articulo 27 de la Constitución de la Provincia de 
San Juan y la del art. 15 de la ley de contabilidad del mis- 
ino Estado, ])or ser contrarios a lo dispuesto por los arts. 31 
de la Constitución Xacional y 33 y 42 del Código Civil, pro- 
cede el recurso extraordinario del art. 14, ley 48, contra la 
resolución de úlíima instancia tav< trafile a la validez de la 
expresada dis|n*>iciones locales, sin que sea óbice para clin 
la circunstancia de tratarse de una cuestión resuelta en un 
juicio ejecutivo, cuando, como cu el caso, la decisión recae 
*ohre puntos que no pueden ser después discutido útilmente 
en el pleito ordinario respectivo y cuyos efectos pasibles so- 
bre el resultado del litigio dan fuerza definitiva a la reso- 
lución pronunciada. 

2» Hl precepto que contiene el art. 108 de la Constitu- 
rión no deja lugar a duda en cuanto a qué todas las leyes 
imc estatuyen sobre las relaciones privadas de los habitan- 
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tes áe la kepúhüca, síérick) del duminiq de la k-islación ci- 
vi! o comercial. e*tán comprendidas unre las facultades de 
dicinr los Códigos fundaméntale* que la (li^ ;i , rj _ 
huye, exclusivamente al Cnjírrai. 

rey m CGiitabilitíad aJ sustraer las rentas y Éenes del Ksta- 
do a la acción de sns acreedores en mamo a ] a f lirm!1 v 
l11 '" !tl íK " lmr eteto sus dereefc ha estainfelií soltfe ma- 
lcría que os del resorte exclusivo del Condeso, a cuya le- 
gislación dehen cono trinarse las provincias. m> obstante 
easfmv disposición en contrario q m contengan su consti- 
tución u leyes locales. 



Casa: U explican las piezas siguientes ; 



DICTAMEN UEL SIÍXOK PHOCLRADjQ» «ENERA!. 

Hitum* Aires, M,'i.7.i 31 fe 1<j>7. 

Su| trema Curte: 

Kt doctor Kduardo Sánchez Sarmiento demandó ante el 
JMgádü <le t» Instancia en lo Cívil y Comercial y de .Minas de 
San Juan al Fisco de la provincia ]*ir cobro ejecutivo de h„nr,- 
rarios que le habían sido reculados por sus servicios prestad.. s 
mm represéntame del Ministerio Público, designado en espe- 
cial y en cada caso. e„ determinadas causas. 

Solicitó mandamiento fie ejecución y miliario por las su- 
mas reclamadas, el que se hizo efectivo sobre fondos que la pro- 
vincia tenia depositados en cuenta corriente del Manco de la 
.Nación Argentina. 

AI ¡mimarse el pa^o. el representante de la demandada re- 
conoció expresamente el crédito redamado, pero sostuvo que de 
acuerdo con el a.t. 27 de la Constitución de la provincia que es- 
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lahlccc que el Kstado IH3 podrá ser ejecutado i» la furnia ttnltnn- 
ria ni mi kirsch*, sns renta- >in previo acuerdo del l'nder t«e- 
gislativOj y el c« ancor dame twi. 15 de la lev tic Contabilidad <jtic 
prohibe a cualquier tribunal despachar mandamientos de ejecu- 
ción o embargos contra dichas remas <» bienes del l'.siado, si no 
IU-na previamente el expresado requisito de fot autorización 
legislativa, el embargo efectuado era improcedente; se opuso por 
clin y solicitó su levantamiento. 

La |Kirte netora planteó eoii ral motivo, cuestión fie ino-ns- 
ümcionalidad d« In> referidas dbposiq'qnes legales por conside- 
rar ülic ellas vulnera! ian las garantías que acuerdan lo* artículos 
Id. 31. 67, inc. 11. 104. 10o. IOS de la Constitución Nacional y 
arts, 30. 32. 33. 42 y 505 del Código Civil 

Substanciada la incidencia, el Juez la lu resuello de acuerdo 
con lu ¡«fdiilo |ior el representante fie la provincia. 

Sostiene dicho magistrado que la autorización legislativa 
debe ser previo ui todo cuso, ya actúe el Kstado provincial como 
persona política como persona juridica, en el primer caso pa- 
ra deducir la demanda, en el segundo, ¡tara tlecretarse el rtu- 

! Helia semencia lia sido confirmada por la Kxuut. Corte de 
Justicia de San Juan, >in pronunciarse sobre la cuestión federal 

) «.-ira ello. 

Apelada paisa anie V. E. esta última sentencia, ha íido de- 
negado el recurso, habiendo el actor recurrido de hecho ante es- 
ta Corte Suprema. 

Considero procedencia la apelación. 

I",u auto* ha quedado planteado, como he dicho, el caso íc- 
tleral que autoriza la intervención ele V. K. (art. 14 de la ley 4Sí. 
I*ir cnanto >e ha denegado al recurrente derechos que oportuna- 
mente invocó eu la causa fundado en disposiciones de carácter 
fcíieral. 
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No nhst;i i éftó Ja circuí i-aancia de nu haberse pronunciado 
1;l Corte % Justicia Ideal sobre el punto. | ampie stt resolución de 
Es. fiíi. al continuar la de primera instancia, remiel ve implícita- 
mente H caso, desconociendo |;is garantías federales invocadas. 

Tamjtoco puedo svr óbice a la proecd encía del recurso la na- 
turaleza de la resolución apelada, (pie el tribunal estima como 
inlcrtoeulnria. ya une. a los e ícelos de la misma, son definitivos 
y el punto controvertido no puede ser útilmente discutido con 
posterioridad (S. C. X. Mi: 122). 

Opino, por lo tanto. que el recurso extraordinario i Iw Incidí i 
para ante esta t orce Suprema lia sido mal denegado. 
Ku cuanto al fondo del asunto: 

Lia Constitución de la Provincia y [a Ley de Contabilidad, 
al únpeijir con las disposiciones legales imputadas que los acree- 
dores hagan valer en contra del patrimonio del deudor, prenda 
de aquéllos, sus derechos, cunirarian evideu temen te dis- 
tes constitucionales y leyes de la Nación que las provin- 
cias están obligadas a respetar conformando a ellas su legisla- 
ción local. 

Cualquier ley provincial ijue his! raiga del itatninonio del 
kstado codos sus T licúes, reutas o ingresos sin distinción de nin- 
guna naturaleza, o establezca restricciones no autorizadas jjor las 
leves de la Nación, j»ara el cobro de los créditos a los cuales 
aquellos bienes, rentas o ingresos delicii resiHiuder, es necesaria- 
mente inconstitucional. 

No se lia decidido en esta causa acerca de la naturaleza de 
fos liienes cinliargados en el sentido de que, ellos estén o un afec- 
tados al pago de servicios púl .lieos ineludibles, segú» doct lina 
«le V. K. 

1.a cuestión, pues, (pie esta Corte Suprema está llamada a 
resolverse es la de si el art. 27 de la Constitución de San Juan y el 
15 de la ley de Contabilidad, en la amplitud y generalidad de sus 
preceptos, son eom|»atibles con las disposiciones de la Constitu- 

> Civil invocado iior el 
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U cuestión la tiene Y. É. resuelta en uniforme v al-uudan- 
le jurisprudencia, habiendo establecido és;a míe «según lo pres- 
cribe en lo i^netite, el an. IU8 de la Constitución Nacional 
las provincias no ejercen el poder soprano delegad a la Xación 
y les está expresamente prohibido dictar las ÉSÉigPS Civil. Co- 
mercial. Penal y <le Minería después que el Congreso I'* haya 
sancionado»; precepto que no deja lugar a dudas en cnanto' a 
que todas las leyes que estatuyen sobre las relaciones privadas de 
los licitante* de la República son del dumuu» de legislación 
Civil o Comcivial y están coin prendidas entre las facultades de 
dictar los códigos fundamentales <pte la Constitución atriTmve 
exclusivamente ni Congreso (S. C. X.; 124, 379: 129, 210- lil 
lid : 1.18, 293c; 141. 120; 14o, U2 y 147. 2$ y K8>, 

Al estatuirse, pites, en las leyes locales sobre la forma y mo- 
do de hacer efectivas las deudas, suhstra vendo a Jos listados 
provinciales de la acción de la justicia, se invade la jurisdicción 
del (.oii^reso Nacional. 

V no puede sostener (pie los requ ¡sitos que establece la ley 
3y52 sobre Demandas contra la Xación, puedan ser creados y 
aplicarlos en las provincias, porque como lo ha dicho Y. E„ esa 
ley «cuyo origen y fundamentos especiales son conocidos, se apli- 
ca exclusivamente a la Xaeión. sin que ella hava facultado ex- 
plícita ., implícitamente otras restricciemes a la acción normal de 
los tribunales nacionales, en causis diversas de las previstas en 
dicha ley» (S. Q. X. 103, 33). 

He ío expuesto opino qnc corres 1 >onde revocar la sentencia 
en la ¡«irte .pie ha |hkIkIo ser materia del recurso. 
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KAU.n m U mtkkua amn. (i | 

Ritc-iids Aires, Mar«n 5 tic I'üi 

Autos y Vistos: 
Considerando: 

Que en ti curso dd juido incoado ana- la justicia I, K ~i1 «li- 
la de San Juan caratulado «Sánchez Sarmiento. Kduai - 
do, mirra el Fisco i Wineia de San Juan, por cobro cjeeuiivo «le 
pesos*, w ha sostenido por el recurrente la invalidez del arL 17 
tic la Constitución de la provincia de San jnan v la del art ÍS 
tic Ja ley de Contabilidad del misma listado por stT eontrari.K 
a lo dispuesto ,H>r Ks artículos 31 de la Constitución Xacional 
y U y 42 del Código Civil, 

Que habiendo sido la decisión dd tribunal de última in>- 
taucia favorable a la validez dé lo* expresados artículos, el re 
uirso ostraorJinario es proveerle t\i aciu;d-, con lo eMahlcci- 
do en d articulo 1-1, i, K ^o p de la ley X» 4$ sin que sea óbice 
l«ra dio la circunstancia di* tratarse de una cuestión resuella 
cu un juicio ejecutivo, pues esta Corte lia tleclan-do ipie el re- 
curso es admisible cuando como en el caso de autos, la dwÑniti 
recae sobro puntos mío no puedon ser después útilmente dis- 
cutidos en d juicio ordinario respectivo v CUvos efectos posi- 
bles S0hr< el resultado del litigio dan fuerza definitiva a la re- 
solncon |>rouuneiada. Fallos: lomo I U,. ,«í lf . 122: lomo luí 
\úit. 37.í y lomo 112. jpig, 5. 

Por ello y de conformidad r.m lo dictaminado v pedido p,,r 
el Señor Proenrador (leñera! se hace ln^mr a ía mioja deducida. 

Considerando en cuanto al fondo del asunto pi.r ser i mu 
cesaría mayor substanciación: 

íjne la Corte de la Provincia, de San Juan, al confirmar la 
"sentencia del Juez de 1' 1 ustancia. ha rechazado la ejecución se- 



838 



FALLOS DE LA CORTF SUPREMA 



^mda |>or el apelante tóiivfa e] Fisco provincial t'uwlada implí- 
citamente, en que de acuerdo cmii lo depuesto püt los arts. 27 de 
la Cünmt lición y 15 de la ley de Contabilidad. *el listado no 
|Mnlr;i ser ejecutado en la forma t>nliti;iria. ni embargadas ,s«s 
rentas sin previo acuerdo del l'odcr Legislativo, a rticnos que 
c.Mcn afivtadas al pago de la condena |wir sanción legislativa !*»- 
leiior al juicio»; «ni ningún tribunal puede despachar manda* 
míenlo de ejecución ni dictar providencias de emkirgo contra 
las remas o bienes del Kstado, sino *e le presenta en debida fi tr- 
ina el acuerdo expedido pur la legislatura según lo prescribe el 

Une como lo ha declarado esta Corte de acuerdo con ¡j¡ ;irt. 
Hk de ta Constitución, las provincias no ejercen el píktóir dele- 
gado a la Nación y no les está ;>cr infríelo dictar los Códigos Civil. 
Tena!. Comercial y de Minería después que el Congreso los 
haya sancionado, precepto que no deja hu/ar a (huía en cuanto 
ít que todas las leyes que estatuyen sobre las relaciones privadas 
de los habitantes de la República, sean |>ersouas físicas o jurí- 
dicas siendo del dominio de la legislación Civil y Comercial, es- 
íán comprendidas enire tas facultades de dictar los códigos fun- 
damentales (pie la Constitución atribuye exclusivamente al Con- 
greso. Fallos; tomo 147, jvág. 29 y los alli citados. 

<Juc cada una ele las provincias federadas es por el Código 
Civil {are. ine. 2*) persuna jurídica de existencia necesaria 
dnnandable y susceptible de ser ejecutada en sus bienes; de 
suerte que el art. 27 de la Constitución de San Juan y 15 de la 
ley ile contabilidad, al substraer las rentas y bienes del Kstado 
a la acción de sus acreedores en cuanto a la forma y modo de 
hacer éí ir ti vos sus derechus, ha estatuido sobre materia que es 
del resorte exclusivo del Congreso, a cuya legislación delien enn- 
formarse las provincias no obstante cualquier disjKjsición en 
contrario ipic contengan su constitución o leyes locales. Fallos: 
ionio pág. 161. 

One. por consiguiente, el auto decretando el levamhmientn 
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íU-1 etutiargo mi ha podido fundarse eficazmente en los preceptos 
invocados por la Curie de San Juan y j>or el juez de I* Instan- 
cía, porque ello iui|Hirtaria consagrar díspnsieiuens dcrojpnorias 
iU- las que contiene el Código (.'¡vil en cuanto a la forma y me- 
dios de perseguir el cobre de los créditos. 

(Jue, como se ha establecido en casos análogos, el régimen 
político y adminUrativo de las provincias no es otro qtie el pre- 
visto cu los an>. 104 y lÜíi y córrela* vos de la Constitución 
Xaeinual, y ]*ir lalus que sean los poderes inherentes al mismo, 
no llegan hasta autorizar sanciones legales míe estén en pugna 
con la legislación de íondo dictada \mr el Congreso, como ocu- 
rriría con los arts. 17 de la Constitución de San Juan y 15 de su 
ley de Contabilidad, del pumo de vista expuesto en los conside- 
randos precedentes. Arts. M y 108 de la Constitución. Fallos: 
o uno 141, |»ág. 120; tomo 14o. pág. 122: tomo 147. págs. 29 y 88. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado y pedi- 
do i»or el Señor Procurador General, se revoca la sentencia ape- 
lada en la parte que ha piulido ser materia del recurso. Molifi- 
qúese, repóngase el ]>apel y devueltos que sean los autos remi- 
tidos |Hir vía de informe, con transcripción de la presente, ar- 
chívese. 

J, KrniEKoA Alcokta. — RoBEttto 
Repiitto. — U. (ir ido La valle. 

1 1 1 Kn ta misma fecha si' ilictó ¡dúilica rustilocsón cu la cansa se- 
guida pur dmi SalvauYir A. Dmicil, «mira ai flls» Provincial de San 
Juan, por la misma causa. 
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Dofia Sma Htóm i mi oto*ifój)¿ stihrc hupurstú a 

iitx tit trna,¡.i. 

.Stttuann: {• \', ( prin-ede él rtíctírsti cíítraonlijwnVi di-I artfcuiri 
14, k-y 48, c-orítfít un prunniu-ianiienio <\\w wr<u s-nhre cnes- 
Éfories plaiHrada< y resucitas |«.r imiTjrtttedtiri y aplicación 
dis U\s leyes 'íS'H! y sahrc ímintestas a las hi-rcnda-. 

W %* 5 te fapital y Terriiorins Xaclnnales. 

leyes WM y M.JS;, ;,| n-ir la> ivs,„vlíva> m- 
tUí^oncs a qtie se aplican, se mantienen dentro del princi- 
pio de igualdad -aramizadi. |n»r v\ art. lo de la ("oiistim- 
Cs&n Xat ínnat, ¿lado cpic. «rayando (je ¡a misma manera :j 
los t'iinriluivniU's que se hallan ni análoga* mndii'iWs. no 
estahlcecit excepcinnes o privilegios que cxr luyan a lus unos 
ríe íb qué se mtoMi a nrrns en iguales circunstancias. 

CttWl I.. explican !a> piezas sij;iiieiu<-s : 

UI.TÁMKV IH-I. SKÑOK PHOO KAIK1K i;r.NE»AI, 

BlRmos \irvs. Hicii i»l>n- t" eje I'íJi,, 

Suprema (. une: 

que se ha iliseiuido en e^u-s aitU« sucesorios de «Uña Sa- 
ra .Usina de Roqnf, entre ios herederos di- la mÍMiia y i-l Cm- 
sejo XaeiMtíal de K-lucaeiim, es la interpretación que correspnn- 
de fiar a la> leyes gfflO y 1 1 .JS7 >ot»re impuestu a la> heivnda* 
en cuanto en las mismas se esiaMiie la forma cu r|ur ha de li- 
quiílarst; el híipéstij sucesorio en los casos cu que los mimicUes 
-A.n que éste reeai^t, b;¡yai) srÍb nmimi de ulteriores venia* 
antes de haberse awHittlt) m el tóejgtslro de la l'mpiedad las &> 
rrcspoudietitcs hijuelas de tos heredar..-. 
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Lo. ggjhh m> vi-, es ajeno ;i ta revisión ¡«ir ota Corte 



Snprema cu la instancia extraordinaria que acuerda ,1 m U de 
Ja ley 48, i«tr cnanto Jas leves disentidas san de carácter local 
mm H gobierno y arhiiinisi ración de la tapial y Terricrios W 
cionalcs ctjiitn lo tiene declarado \\ É (117, 

Pero la sucesión, al impugnar fu liquidación de impiiolo, 
fl«e formulara el £(Msej¿ Nacional de Kducaeióu. ha sosfeeff&fej 
ante la Cámara que dichos impuestos se le cobraban con visa- 
ción de "aramias que acuerda la Constitución Nacional. 

En efecto, lia so sien ido la violación de los principia d, 
igualdad consagrados pop el arr. ífi de dicha Constitución, así o, 
mu la del art .19 cu cuanto no obliga hacer lo truc la lev no 
matiifa. Por ello la Cámara le ha concedido la apelación para 
ame esta Corte Suprema. I'en. no hasta [ara que ésta proceda, 
la invocación de las referidas cláusulas sitió se dnnnestnu en for- 
ma concreta, la relación directa e inmediata que existe entre la 
>' M garantías constitucionales que se suponen 

En mi opinión, esto no residía de autos: el principio de 
igualdad impositiva no acrece comprometido en el caso iv- 
suclto ya que las leyes impugnadas cotí (emitían, al crear dichos 
impuestos, situaciones' de carácter general y que son aplicabas 
por igua] a -«[os lo* contribuyentes que se encuentran en afcá- 



l" tr t ' l]n ,,e "pinión, q«c curresjKitide declarar improce- 
dente el recursn deducido estas acl naciones. 



3. JO 

I 
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FALLO I1K LA CORTE Sl'I'REMA 

Humus Aires, Murzo 7 tic 10JÍÍ. 

V Vistos: tí recurso extraordinario intirpucsm y concedido 
contra sentencia de la Cántara Primera de Apelaciones en lo Ci- 
vil de la Capital, cu la incidencia promovida en el juicio sucesorio 
de doña Sara Alsina di- Hoque entre sus herederos y el Consejo 
Nacional de Kdticaeióu. sobre pago de impuestos, 

Y Considerando: 

Qllfi aparte ile que las garantías constitución.! les invocadas 
en el siih jütliec, no se relacionan en la f orina directa c inmedia- 
ta cotí la cuestión debatida, como lo prescribe el ari. 15 de la ley 
4S. procedería en todo caso observar la iuexislcncia evidente de 
las desigualdades que se alegan, tmla vez que se trata de dos 
leyes distintas que, al regir las respectivas situaciones a que se 
aplican, se mantienen dentro del principio de igualdad invocado? 
puesto que, gravando de la misma manera a los contribuyentes 
fiue se hallan en análogas condiciones, no establecen excepciones 

privilegios que excluyan a los unos de lo (pie se concede a 
otros en iguale^ circunstancias. (Fallos* tomo 123. pág. KXj; to- 
iii'- 124. pág. 122 y otros). 

Qm |«ir lf> demás, como se hace notar en el precedente dic- 
tamen, dicho pronunciamiento versa solire cuestiones planteadas 
y resueltas por interpretación y aplicación de las leyes y 

1 L2S7 sobre impuesto a las herencias que sólo rigen |iara la Ca- 
pital y Territorios Nacionales, y que, en consecuencia, y de 
acuerdo cmi la o instante jurisprudencia de esta Corte, na í im- 
itan ni autorizan d recurso instituido |«>r el cifcido arfe 14 de la 
lev uaci<mal de jurisdicción y eonipcl encía X" 4,S. (Fallos: tomo 
115, pág. .141 ; tomo 11/, pág. 15 y 22 entre otros). 
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Kn su mérito, y conforme con lo dictaminado |n»r el Se- 
ñor Procurador General, se declara improcedente el recurso. Xo- 
tifiquesc y repuesto el papel, tfcvticlvan.se ni tribunal dé pro- 
cedencia. 

J. Figuehoa Ai.niKTA. — - Rqberto 
Ki:i*etto. — K. <írjiH> I. avalle. 



iixhoto del Juez Letrado de la l'amfa Central al de l uslruccíón 
de la Capital Federal, solicitando la tlct envión de Ricarda 
Santilláii Padilla; su diligencia mié til o. 

Sumirlo: Un exhorto telegráfico dirigió por un Juez Letrado 
a olro tic Instrucción dé la Capital. refrendado \ntt él secre- 
tario autorizante, reúne los requisitos exilios por el ar- 
tículo 46 de la ley. 750 1|2, y debe, en consecuencia, ser 
cumplido. 

Coso : Lo explican las piezas siguientes : 



Al'TO DEL JL'KZ LETRA tu l 

Santa Rosa* Noviembre 10 de I"2/, 

Vistos y Considerando : 

1" íjue el señor Juez exhortado se niega a cumplimentar el 
oficio telegráfico relacionado con ia detención del sujeto Ricar- 
do Santillán Padilla, so pretexto de que la requisitoria librada 
l>or el suscripto carece de «los recaudo* legales pertinentes». 

2" Que el arr. 675 del G. de IW en lo Criminal exige co- 
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mp rtscaittloi eojiía fegalíjiacia - Ul auto de prisión preventiva m 
se tmt;t f|e un «procesado*, 

& U 1 * vn ll lóseme caso, tratándose de actuaciones pftami 
vidas contra el hp^ S:inríMan ladilla, cuya eaptttFfi ha sido 
recomendada a la polieiá dd territorio por hallarse* jiroíwgíi, d 
suscripto fia transcripto expresamente ni d i.liVit» prct-atorio el 
auto de detención dictad.» en la causa se le g%rae por eí 
«delito «Ir estafe*, el nial debe ra**sid erarse cmnpmidklr» por 
analogía en el iiw, 1" del ari. <-75 dd código citado. 

4' (Jiu- d ri .(iiisih. dr autenticidad i!c las firman tld su-v- 
eripbo y dd actuario ni el exhorto liUrado, debe tenwsc por ettm- 
piído, ¡itento lo dispuso p.-r d an. 40 ¿fe la ley X" f$Q 12 de 
trhVraíns luiciunaJcs. dis^síciún que al rí huye a dicho despacho 
la autenticidad nccoaria para mi niuiplmiinm). 

5" [hiv ií<> ajumándose a la ley pnree-al la resolución .Id 
seño liuv exhortado y tratándose ni ti ¿ith jutlñr de un mu fíje- 
lo t-iii re fueres de d istmia jurisdicción, respecto a las í i trina! ida - 
des míe <|ehe llenar el oficio preeatorio de referencia, coiTC-pnii 
de la intervención de la t .S. de Justicia para dirimirlo, en ejer- 
cido «|e la ¿anillad omlYnda por d ari. [ > de la lev X'- 4(1.-5. 

f'or festas consideraciones y crias leíale-, resuelvo; remitir 
estas actuaciones a la f. S. de Justicia para ipte se pronuncie 
acerca de la procedencia dd oficio telegráfico, lihrado en delu- 
da forma, y ni su mérito iledarar ipie d Jiuv de Instrucción ni 
io Criminal de la Capital Federal, está obligado a darte cumplí - 
mutuo urdenando \;\ detención del profuso Ricardo Saitlillan 
ladilla, conforme a ía reiu rafia jurisprudencia de efa Curie Su- 
prema. , FaJlb*: i, lin o Itl. Jío; muio 14.Í. pá K . i,s!7é tomo 
145. pa-. »>U\. f Hiciese y notifiquese al señor Kisral. doctor 
lirado. ■ - Ffmcti /Vn-r. \,ue mi: í*. .1/. h'iwtint.fo. 
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líll'TÁM l'.S im. SKN'Ok PKOCI K VDOK CKXKK.M. 

lím-miá ñires, XuyíuiiIhv 22 de 1937. 

Suprimía Corte : 

La naturaleza del confítelo planteado entre el Juez Letrado 
del Territorio Nacional de la 1'atnpa Central y el de Instrucción 
de la Capital de la Nación, negándose este último a proceder a 
la detención de Ricardo Samillán Padilla, procedido |Hir el de- 
lito de estafa ante el referido Jm-z Letrado, hace proceí lente la 
intervención de V, K. para dirimir iliclio conflicto en ejercicio 
de la facultad conferida por el art. V de la ley -1055. 

Funrla ,su negativa el Juez de Instrucción en la circunstan- 
cia de no reunir el exhorto telegráfico de fs. 1 los recaudos lé- 
anles pertinentes. 

Pero V. E tiene resuelto uniformemente míe los oficios 
preeatorios une, para el cumplimiento de diligencias como las 
que motivan estas actuaciones, se dirijan los ¡tísem nitrc si, 
deben darse ixtr suficientemente autcnlicados si llevan la firma 
del Juez y el sello de tinta del Juzgado. 

Tales requisitos deben tenerse |>or cumplidos en el exhorto 
telegráfico citado, atento lo dispuesto por el art. 16 de la ley 
750 l\2 de Telégrafos Nacionales que expresamente prevé eí ca' 

su cumplimiento 

Soy por ello de opinión que corres|>onde resolver esta inci- 
dencia ordenando que el requerimiento del Juez Letrado fie la 
Lauuxi sea cumplido j>or el de Instrucción de la Capital de la 
Nación. 

Tal es mi dictamen. 

Horacio A\ Lum ia. 
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FALLO HK LA fOKTK SUJ'KEMA 

ISmtu* Aires, Novicmlirt; 7 tk I'jJS. 

Autos y Vistos : 
Considerando : 

Oue atento lo que <Ií>|hmh- el art. O de la ley 4055, de acuer- 
do CíMl los móviles y alcance atril millos tu reiterada jurispru- 
deneia, tratándose de un conflicto entre jueces de distinta ju- 
risdiccióii resjtcciu a las formal idades de un exhorto librado por 
uno de ellos, procedí- la intervención tic esta Corte. 

Que sctfim el art. 46 de la ley 750 1 [2 «los desunciros en- 
viados ]nj>- los jueces serán considerados como originales siempre 
que j& transcrilKiil con la legalización de escribano». 

One como puede ohservarse, en el exhorto de referencia se 
lian cumplido los requisitos exigidos por la disposición le¡;al ci- 
tada, toda ve/ que el dc^Kicho viene refrendado [>or el secretario 

autoririartt* . 

í-'n consecuencia, de acuerdo con lo dictaminado por el Se- 
ñor Procurador t k ucral. se declara que el oficio de que ins- 
inúen e.-£is actuaciones lia sido librado en deluda forma y que 
el Juez de Instrucción de la Capital está obligado a darle cum- 
plimiento. A sus efectos, devuélvanse los autos at Juez Letrado 
de la JVun(¡íi a tí» de que reitere el exhorto de fs. 1, con trans- 
cripción de la presente 

|. Kh;i i:ko.\ Aliokta. — Kuhkkto 
Ki pktto. — R. Guido 1 .acalle. 
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Hshorto del Juca Federal de la Capital, ¡tactor Saúl M. 0éca» 
•bar en los autos «Tomasa Aguilera tic Lnlm y José AL Lubo 
contra Guillermo V alfoz, sobre desalojo de un attnpo. 

Sumario: Un juez de provincia está ubicado a dar ruin i>l i mien- 
to a un exhorto librado a pedido de parte por un Juez Fe- 
deral, en el que se solicita se traigan a Itis autos principales, 
eximo medida de pruelia. un protocolo de un escrikmo de 
la provincia. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AITO IHvl. JUEZ PEPERAI. 

15 .ic m. 



Y Considerando : 

ÍJu en este juicio seguido pur Tomasa Aguilera de LuIhi y 
José María I.ul» contra Guillermo Valdcz sobre desalojo, d 
cual fué abierto a pruelj» i»nr resolución de la Cámara Federal 
de la Capital, lia sido impugnada de falsa una escritura de po- 
der otorgarla en -el protocolo del escríUuio ICnrique l'erón. de 
25 dü Mayo, provincia de Buenos Aires, del año 1886. 

Que a pedido de parte y a los ítties del artf. 162 y siguien- 
tes de la ley nacional tfe 50, el j u/gado dispuso lilinir exhorto 
al señor Juez de sección de U Plata para que recalwira la remi- 
sión del referido protocolo. 

Que en ese exhorto, devuelto al suscripto el señor Juez de 
eme no puede acceder a lo pedido |«ir 
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opqntpe a eUp el articulo 8'' de la ley ilel Arichivu di' lo* Tribu- 
nales de tVtul.re S de 1KS7. 

Que reiterado el ítííismüí con transcripción i litara tte ta re- 
solución de la Corte Suprema, ríe fecha I! de Diciembre efe t§£5 
tu los ¡Hitos Kteheverry v. Duhini, sobre cumplimiento úc con- 
trata i|tu- ni un incidente de cierta analogía, confirma y rnlius- 
tifi lo pedido en este caso jxir el Juzgado, ei funcionario provin- 
cial aludido insiste en su negativa de remitir el protocolo pnr el 
fundamento legal ya dado. 

(Juc a la razón expuesta ¡jjpr el señor Juez de la Provincia 
dé Hílenos Aires, el suscripto n¡«nie lo que estalilece el art. 13 
de ta ley nacional X'-' 4S ipie. sin disputa de ningún género, rige 
el caso presente. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación tiene roncho 
ipte a ella corresponde dirimir un conflicto entre jueces de dis- 
tinta jurisdicción en ciertas circunstancias. Tomos 118 #ág. _*02 
y tomo lii, pág, M* l K 

En mí mérito, el suscripto resuelve someter el caso a la de- 
cisión de la Suprema Corte Nacional, a fin de tpie se sirva 
adoptar las providencias que procedan, Inda vez qué cualesquiera 
sean las disposiciones que pudieran fundar la negativa de la jus- 
ticia provincial para cugnplir el encardo encomendado, no delu- 
olvidarse que jmr precepto expreso det art. .11 de la O institución 
Nacional, ella y las leyes de la Nación que en su consecuencia 
se dicten ]Mir el Congreso, son ta ley suprema de la Nación y 
las autoridades de caria provincia están oM ijadas a conformarse 
;i ella, «no obstante cualquier disposición en contrario que con- 
tengan las leyes o constituciones provinciales». 

Atenlas las modalidades del caso, no cabe otra solución que 
l.i excogitada y va sin decirse que no hay otro tribunal más 
aulorizai lo que la Suprema Corle Nacional para dictar la reso- 
lución (pie reclama este conflicto. 

iVr las consideraciones que preceden, resuelvo,.-: elevar a la 
Suprima Coro- Nacional es re asunto, remitiéndoli piezas de 
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te, I4*> a \h¿ de este cuaderno de pnielja y el presente auto, pa- 
ra que se sirva adoptar le decisión que corresjionda. Líbrese 
ti oficio <k estilo y transen liase íntegramente este auto al señor 
' líe Subahemos de la Provincia de Buenos Aires, a tos 




Saúl M. Escobar, 



liUT.ÍMKX iiki. SKXoK PKtM'1-AAfHIK UKNKHAI. 

i 

BncikM Aires. X.mVmbri- ? rte jy.V. 

Suprema Corte : 

Le naturaleza del conflicto planteado entre cj señor jtifcE 
Federal de la Capital de la Xación y el local de Subalternos de 
la Provincia de Uueuoj Aires, negándose este Último a remitir 
al primero un protiKTol<» provincial a los finen de tm cotejo en 
cansa seguida ante el rugido Juez rcderal, liaee procedente [a 
intervención de V. IL .según lo resuelto en Jas causas, i timo 1 1** 
páíís. 205 y 217. 

lin cuanto al fondo del asunto, es uniforme y reiterada la 
doctrina de esta Corte Suprema que establece que los j Meces h- 
dirab-s. de conformidad a lo dispuesto en el art. {$ de la ley 48 
y 16. inc. 1" de la X" 50, sobre procedimientos judiciales, están 
autorizados jiara decretar, en calidad de «para mejor proveer», 
«pie se traiga a la vista cualrpiier doctmíeuto que crean conve- 
niente para esclarecer el derecho del litígame, y !os Jueces lo- 
cales, por lo que antecede, están obligados a deferir a esa me- 
dida (S. C X. 145. 289). 

Ks |Kir ello que soy de opinión que debí: disj«merse se dé 
cumplimiento a la requisitoria formulada por el Juez Federal 
de la Capital de la Nación. 

i'. hirnio. 
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Biienos Aires Marzo / de Hfi&í 

'ftmtw y Vistos: 
Considerando : 

Que según resulta de los antecedentes agregados, el señor 
Juez Kederal de la Capital. :» pedido de parte, resolvió solicitar 
|ii *r ex hurlo trajese ;t los autos principales como medida de 
prueba, r! protocolo del escriltauo don Knrkjue l'nc'in, tic 25 de 
Mnyiv. Provincia de Hílenos Aires del ;iñ(i 

One habiéndose negado a dar cumplimiento a dicho jtedidn 
el Juez tic Sukdtmms de la Provincia, se ha planteado un con- 
ílktn entre jueces de distinta jurisdicción de que i>*ir su na- 
turaliza corresponde a ola forte Suprema dirimir atento lo tute 
• lispoiM t i arl. *í de la ley 4055 y ta interpretación extensiva ííjite 
se ha dado a dicho precepto legal en una jurisprudencia COníS- 
taniC. 

(Jtu , además, el art. ¡0 de la rilada ley y 3» tic la ley X- 
al H huyen a cata Corte la superiui endemia general sobre los íuu- 
cionarios de la justicia federal, debiendo dieiar los reglamentos 
concernientes pira procurar la mejor administración «le justicia. 
(Fátttí»: lomo 104. pág 20S; fioSÉo lOEÍ; ¡«íg, *>?, entre otros). 

<Jtu la medida ileereiarla por el Juez Kcderal de esta Cn- 
pilal está autorizada fhir el art. 1.1 de !a lev de jurisdicción y 
competencia X" 4S, según i l cual «siempre t|tie un juez nacio- 
nal itirija un despacho precatorio a un juez provincial, sea para 
hacer citaciones, o notificaciones o recibir testimonios o practi- 
car otros actos juilicíales. será cumplido el encargo*; 

(¿ue es de conformidad a sus propias leyes de proccdiuucn- 
lo*. .pie deben actuar en inda la República el PotM Judicial ile 
!;> N'ación. sin une pueda ser I tiritada mi acción en tonna algún* 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



fjtt^l el pod.r dfc%*l é ly X.-uiú... (Fafeí tpfitiü ll.S tó- 

Bttiñ 20,' ). 

í Jue N <lisposieione> de kves totales a q, R - se refiere el 
^ <k " 1 J«** < k ' ¡inj-rtan exigencias incompatibles 

en el caso tic ttivt diligencia de prueba, con las rlispós^irtpes ci- 
ta* las ett el mnáémtéi é que f minan paite de las que re- de- 
mentan i-l íuiiei.rtwnifeni», del l\«ler Judicial & la X..CÍÚI. que 
arma en cada provincia con indepcíideneia del régimen local y 
en consecuencia, cartee de aplicación en Jo ,, IW a la justiei;. na- 
cional si refiere. 

<Jik las preseri|H.i.Hies de la ley reglamentaria del Poder 
Judicial delegado de la Nación, se^in el art. 94 v siguientes de 
fe v onstiincion, diciattis de coníurniidad con ésta (art. f,7, in- 
ciso ¿S). snn ley suprema de h Nación a qttü Jas autoridades de 
pntvmria están obleadas a ci ni furnia rse, no obstante cuaíipiier 
"ilición en contrario «pie Conten^m las leves o IWslitncmne, 
provinciales (Constitución, art. M). 

'J"K. |>or lo demás, fa remisión de im protocolo a un juez 
federal. requerido de oficio CüllH) elemcntu de información con- 
dúceme al acierto de sus resolta i, mes, no cunipmmete tampoco, 
la indivisibilidad riel registro «le la provincia, desde que mi se 
pretende desmembrar ese dei>sito y fraccionarlo permanente- 
mente. p,„.su. que <Mw ser reintegrólo, a la brevedad asidle, 
al Registro de que procede. 

Por estíos fundamentos, de jienenlo con lo dictaminado por 
el Señor IWurador íiencral. asi como de la reiterada jurispru- 
dencia de esta tone. (Palios: tomo 9, $é¿, 405; tumo 10. ]K \ K 
4M: tomo 24, pá« 144; tomo 119, paga, 205 y 217; tomo 
Viiil. 284; le pino 145. pá,;. 2X9, entre otros*, se declara: que el 
Juez ile Sulfilemos de la Provincia de Buenos Aires está oM¡- 
íl-Mn a ilar cumplin liento a? ex burlo fie referencia, devolviéndose 
estas actuaciones al Juez Pcderal fie la Capital a fin de que lo 
reiten- con transcripción de la presente 



J. FuiUittov Ar.cokT.v — Rohkkto 
Re.'ktto. - R, évm Lavai.lk. 
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ihm José í-iijucnM contra ,•/ Ferrocarril (\<t>hni Córdoba, su- 
bm rrtncor foración y pttyo iU- sueldos. 

Sumario : 1.a naturale/a de t;i causa, m cuanto a Mi jurisdicción. 
«It'tiTinina frinui fm'ic. por la exposición 4é los Ih.cIhj> 
formulados en la demanda y ñor el dcreeln» invocado a su 
respecto; por lo t |tit-, corres] >ondc a la justicia federal el cu 
nocíniiento de m juicio contra mi fernK-arril. iniciado por un 
empleado de éste, tendiente a obtener su reintegración en et 
puesto ijue ocupaba v del que fué privado por el misino, fun- 
dando su acción en disposidones de la ley 287.1 y decreto 
de Octubre 11 de 1"17. que reglamenta el trabajo «leí per- 
sonal ferroviario. 

Cti.Mt: I.n explican las pieza> siguientes; 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACION 

\ i>tos y Considerando; 

Que el actor no se funda en heebo alguno especialmente re- 
gido por una ley federal que justifique la procedencia del Cuero 

Que en el caso sub lite se trata de una demanda para que se 
eb ni lene a la empresa del ferrocarril Central Córdoba a continuar 
f.i locación de servicios con el actor, que fue rescindido in>r la 
empresa \*>r razones de ivouontin. Y, en consecuencia, para que 
><■ le reintegre en el empico (pie tenia y se le paguen todas las 
mi tiM tal idade> desde (pie se le separó del servicio. 

Que siendo asi j> no fundándose la demanda m »na ley na- 
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cioiial que le acuerde tal derecho *, privilegio, la justicia federal 

Tur ello y de acuerdo con (o dictaminado por el Señor Pro- 
curador Fiscal de Cámara, se enníinna el auto apelado de fs. 4 
•I ue declara la incompetencia de !a jüü&L federal jíara conocer 
y decidir un la presente demanda iniciada i*>r <lon José R. F¡- 
gueroa contra la empresa del Ferrocarril Central Cordol*a. - 
Marreiino Escalada. — T. .¡Has. — {}. ./. Sacar An&fortim. 
— L P. Luna, en disidencia. 



DISIDENCIA 

V Vistas: 

Que sin desconocer la doctrina que sustenta la decisión de 
la mayoría, estimo que no es |>osiMe aplicarla en el caso, porque 
el alcance o interpretación, que bien o mal el actor da a las dis- 
1 posiciones que invoca de la ley de ferrocarriles, constituye el único 
fundamento legal de la demanda, y resolver, desde luego, que ta! 
lev no es aplicable mi|kirta desde ya, rechazar la demanda. 

í'or ello opino que del* declararse que el caso es de la eotn- 
|H.tencia federal y, en consecimcia. dcl»c revocars el auto de fe; 4. 

J. /'. f.HIHt. 
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Buenos Airts, Mar*, y th mu. 



Que la presente demanda se ha dirigido contra la 
del F. C. C. C. a fin de obtener la reintegración en el puestea 
que ocupaba y del que fué privado el actor, por la demandada: 
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que i*l fundanu-nUí de la acción, en cuanto al ctíírechii invocado, 
se limita a las disposiciones de \n U*y JS7,í y decreto de ( )ctubre 
11 de reglamenta d fal-ajo del personal ferroviario. 

• pie si ilkvii violadas tu perjuicio de los derechos «Id actor. 

One la natu rale/a de, la cansí, en cuanto a su jurisdicción, 
determina, prima faifa i»or la e^positloii de kis hechos for- 
imitados en la demanda y |x»r d derecho invocado a su rcspectn 
(S. L\ l*'allos. tmiiu |4<>. pág. 11/ ■ tomo 143. iiág. 2S1',: 

<Jn. uní arreglo a los antecedente> expíttésíos y a jo ijiii- 

• li>l Mine- el ;irt. 2c t inc. 1" dr la ley 48. no es dudosa la eoiiipeteii- 
iia de la justicia federal para en tender en esle juicio. 

Por estos fundamentos y los concordantes del voto cii dHÍ- 
deneia di- fo/as II vía., oído el Señor Procurador (¡enera), se 
revoca el amo de ís, 11. debiendo, en consecuencia, el juez de 
la causa reasumir la jurisdicción de que se fia desprendido, y dar 
curso a la demanda, previa reposición del pajjei Noiifíquesc y 
devudvause. 

Ri:rrrro. - - R. Crino I.avaui:. 



Ih»¡ Emilio Juan fi'in,t,k y otros fontru ( omfaftia Cnierai ttr 
/"i-rííH(íni7i'.v én la Pt&tiMma tic Bumm . b>v.v. sobre (fíivf- 
/íii-íV¡h y rutr.-i/a <iV un ¡nnmcbh\ 

Sumario \ A|Kircciendo míe ht fracción de terreno objeto efe la 
reivindicación no estaba cuín prendida en las semencias pro- 
nunciadas en el juicio de expropiación seguido por d ferro- 
carril demandado y tos antecesores ¡nmciHatns de los acto- 
res, aquél no puede invocar con derecho en su favor d art. 
14 fk* la lev nacional de expropiación X'-' 189. en el juicio 
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ZC¿1%$^~*<^*«* 

mm Lo explican las púzas sánente?: 

SENTENCIA DEL JTUE2 KKOICIUL 
y y|8fasj ib**>¿ Mar». 15 de JW(l 

Ks.e juicio ordinario ¿oSfe reivindicación tí* *fe f racciun 
«le ierran, d,ser,pia en el escrito cíe fe 20, y plano qi ,e c J 

r VÍm,dS ^ Carlos LCS- 

rVh T^'-r : r JlBm , y , Kn,Í,ía FIorenti " !l <k ' «»" 
r h tnmjw,* General ,1c ****** „ , a Prüvinciíl 

ñWsnm .Ves; del rpic resulta: 

^4^*3 r , ,an<lamc e " íür,,w <lwe Ics to ™'» l ™ fa- 
etón fk ut.cmc, ,!c áos metros coi, quince centímetros en el cx- 

rnnn y dos mtHrus m>vema y ^ ? 
ta l«>r trescientos fe metros trescientos veintinco milímetros 
* ItiW*. „ sea una su,*rf¡cic total de setecientos noventa v ui, 

lf n ' S ** 2*» y eclímetros cuadrados. Que no'obs- 
Mtt MmMl privados, no había conse g uidoV la en, 
proa retire su cerco y devuelva el terreno mte <Ictcnta; ,>or cuyo 
"T' 5 «* * fa obligación de iniciar esta Hernán la de ei- 
v-hcanon. redada en el derecho de propiedad y poción £ 
imurmi sus comnentes hasta los pr.Wms m,s,s del año 1^1 
en qpe la compañía inició el movimiento del alambrarlo aludido' 

tes dJí^'T V ^ m 2759 y 2772 >* SUS «¿SSfr 
U> de] Cod.Ko Civil; y pide, en conclusión, q„c, previos los trá- 
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miles del caso, se condene a la demandada a devolver él terreno 
en cuestión, cim sus íniios y el payo de las cristas del j;iiti¡* 

Acreditado sumariamente el fuere i federal cu ra/.ón de la dis- 
i i uta vecindad (Je las liarles, se dió curso a la demanda, corrién 
il.'M traslado «le ella a la empresa ferroviaria demandada, lisia 
acreditó su representación a N. 40. y a is. 5S, contestó el i ras- 
la* li i. 

Manifiesta que adquirió lus rcr renos de que se iraia, en vir- 
tud de .sentencia definitiva pronunciada en la cansa |*>r expro- 
I nación |« »r utilidad pública, habiendo los expropiados señores 
Moreno y sucesores de Kehcvarria, otorgado ta corres] mndiense 
escrillíra de transferencia de dominio, míe en catorce Unjas úti- 
les acompaña. Mué el carácter fie propietarios de los enajenantes 
consta tic la uÚMiia relación contenida en la escritura' y que la 
compañía tomo la posesión en íuer/.a de ese inslnimento público, 
adquiriendo asi, el dominio con titulo y en forma i nal acá liles. One 
habiendo adquirirlo la propiedad en tales condiciones, y estatuto el 
inmueble destinado al objeto de utilidad pública que motivó Mi 
expropiación, la reivindicación del mismo no procede: pues, en 
torio caso. Irn^ derechos a la cosa .se consideran, en estos easos. 
transferidos a Mr precio (ley 1SV-14). <Jue, finalmente, desco- 
noce que la ]iarie actora haya tenido la posesión anterior del in- 
Mineble que se atribuye at demandar: y pide el rechazo, con eos- 
las, de la demanda, invocando el precepto del un. 2'dO del <Y¡di- 
V," t "¡vil. Kn niro.si, solicita se ciie <le evicción a los señores Kelie- 
varria y al señor Moreno, siis antecesores inmediatos en la pro- 
piedad reclamarla. 

H echas las citaciones solicitadas, comparecieron a (xiriici- 
pav en el juicio jos herederos del señor Moreno, representados 
[H»r el procurador don i leu iy no And rada (fs. 63). y los suceso- 
res de Echevarría, representados jxir el procurador don Felipe 
Alarcóu i lY 74 i. después de estar el juicio abierto a prueba ( ís. 
Ua.) 

Dentro del término prolia torio, lu acfpra o f re-ció las prtte- 
Imis enumeradas en su escrito de fs. 76. habiéndose mandado re- 
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«Mr. y iMmose a ta vista, a mayor abundamientos, en ve, 
tic ras mpm, d ex^lk-nte original a qtu- se refieren éstas «lie 
ps el dé la expropiación. " 1 

U parte demandada pide esto inisnn. («tic se lenim a la 
nm mw. prueba ,| |f¡^ (k . , xnrí>piaci(m , y (¡ue se 

m (Jéiito a ím de t|iie dietainine si la fracción en fojgc. está 
comprendida en el titulo de adquisición de la eon,paf,ia, scL-ún 
las escrituras y planos presentados (fs. 77), 

t* larte riel señor Audrada formula idéntico pedido mu h 
dtel terrocarril. adhiriendo a él ()"s. 78). 

Realizada la audiencia para la designación del perito, fas 
l»anes no ptuheron ponerse de acuerdo en la |>crsona. dejando 
su nombramiento al Jugado, que 1„ efectuó osunamente, ex- 
¡Mdiendosc e! nombrado a ís. 91. cun una ampliación presentada 

Vencido el término y abadas a los autos las pruebas pm- 
duedas. íuerott estudiadas por las partes, «pie presentaron sus 
atentos a f S . 103, las, 1 10 y 117, después de IuIkt solicitado. 
dc_comun acuerdo, una prórroga del término fijado ]Ht r el arr. 
1// de la ley de procedimientos N'v 50 (fs. 100). 

Agregados los alegatos, se dictó la providencia de «autos» 
previa redición, lista se hizo en Octubre del año próximo ,ki- 
>ado, pero el evadiente no pudo ser traído al despacho en se- 
suda, por haber estado en la secretaria de la E xemo. Cámara 
hasta Diciembre. 

Y Considerando : 

Primero: One tratándose de reivindicar una fracción di- un 
inmueble expropiado por causa de utilidad pública, lo primen * 
que corresponde averiguar y dejar bien establecido, es si dicha 
fracción fué también expropiada conio parte de aquél, puesto 
que, en caso afirmativo, la acción entablada sena improcedente 
en su materialidad, fiado ipte \mr exprima <l ¡sjh lición di- la lev 
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general penineinv (X* IS'> >, los derechos dé dominio que pue- 
dan aU-jíarsc. quedan de hecho transferidos de la cosa a stt pre- 
cio; no jut«1k>ii<lii dejar de destinarse ésta ai) "hicto de utilidad 
[Uilil ka que se tuvo en vista al expropiarla, 

SégWldo ; One la tracción «pie se pretende reivindicar» está 
perfectamente determinada en el juicio sofo're expropiación que 
la Compañía General de Ferrocarriles en la Provincia de Unenos 
Aires, siguió contra los señores Moreno y Kehevarría ; expedien- 
te que todos los inlervinientes en el presente han ofrecido como 
prnelia, pidiendo se le teu»a a la vista, como se le tiene ahora. 
Y todos los datos constantes en dichos autos concurren a demos- 
trar míe la fracción olijcto de la actual reivindicación no fué ex- 
propiada. Pueden mencionarse entre los más convincentes, los si- 
guientes; 

a l El jH-rito agrimensor señor Re^ulacs. en sus dos dictá- 
menes (fs. Íi4 y 173 vta. y 174) afirmó que entre la vía y el li- 
mite Norte de la propiedad de los señores Moreno, quedaba una 
faja ríe tierra de dos metras y medio de ancho en la extensión 
correspondienre, jwr la que se debía ¡íagar indemnización cu ra- 
zón de quedar inutilizada por completo. 

h) K1 perito señor Rojas (fs. 82). se refiere a un sobrante 
de tierra, asegurando que «en vista de ojo practicada Mihre el 
terreno, he encontrarlo un mojón de hierro anticuo, más o menos 
a dos metros cincuenta centímetros al Xoric del alambrado del 
ferrocarril, y otra serie ue mojones del tUÍ«mo metal a una dis 
laueia variahle de ochenta cen; huellos a un metro de la misma 
via o eerco, al itarecer eomu dt^itiiittufor t ¿ cu/ir ln f*rnphd t ui d:' f 
¿i-üitr Moreno y jftfí linderos del Xorte. . .» 

C) l-l pei itn ingeniero señor Helio fifi©) coincide con lo 
manifestado por los ríos anteriores, afirmando en su dictamen 
que al hacer la medición del terreno expropiado, ha podido cons- 
tatar que queda una Tonja de ríos metros cincuenta centímetros al 

Norte ríe )<> oen|>ado por la* ohras de la empresa expropiante 

ttcéltra. 
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d) E\ |*rito fágmmmm ^§fem fámú, nombrado en 
este juicio a requisición de anuas fortes, ratifica de mof io ter- 
minante el dato referente a la faja del terreno sobrante de ta 
expropiación, que se deja consignado en los nárralos preceden- 
te; y después de un estudio muy prolijo de los lindos de los di- 
versos propietarios actuales de Tas lonjas originarias, llega a la 
conclusión de que la linea límite Norte de los terrenos expropta- 
dosji Moreno, debe |>asar de 2.17 metros en el costado Kste y 
2.97 metros en el costado < ieste, más abajo o hacia el <ud de b 
linca actualmente fijada por el alambrado «pie ha construid* i el 
ferrocarril. 

Tercero: Que después de tomados cu consideración los dic- 
támenes de todos los írritos ijue han estudiado el punto, conviene 
examinar los pronunciamientos judiciales al rcsjiecto. siempre cu 
el juicio sobre expropiación. La semencia de 1* instancia (fs. 
1W), conformándose con las opiniones periciales, reconoce la 
existencia de la rqietida faja de tierra, admite que se perjudica 
como consecuencia y por causa de b expropiación del terreno co- 
Jiialante. y manda sea indemnizad.) el dañu. fijando al efecto 
la suma que tuvo por justa y equitativa. lil fallo de la Kxcma. 
támara de I 'araná (fs. >-»0) es confirmatorio en lo fundamental 
de la sentencia apelaita. modificándola sólo en cuanlo a los pre- 
cios que establecía. 

Cuarto : One de lo expuesto hasta aqui surge clara la conclu- 
sión enunciarla en el considerando segundo, estío es. que no fué 
expropiada la fracción de tierra objeto de la presente demanda 
reivindicatoría ; pues se trata de esa faja bien determinada por 
los peritos que quédala en condiciones tic inaprovechabtüdad tal; 
<pte se la declaró inútil y se la mandó |>agar, ihi en calidad de 
compra, sino como indemniüacióu de perjuicio causado directa- 
mente i»or la expropiación, de acuerdo con el art. 16 de la ley 
1X9. Cnrrolnira la presentí- afirmación hasta evidenciarla, el in- 
cidente promovido al principio del juicio por el señor Moreno, 
pretendiendo que en vista de haberse encontrado la repetida frac- 
ción de terreno perjudicada hasta su inutilización, se extendiera 
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a ella la expropiación, FJ ferrocarril se opuso, exponiendo con 
clarida&l y acierto las v ;ias razonas fundamentales que impe- 
dían e/msumar una expropiación más allá de lo autorizado i»or 
la ley res] lectiva (escritos de fs. 31. 34 >' 37 — juicio de ex- 
propiación ) . 

Quinto: Que siendo exactos como lo son los antecedentes re- 
lacionados, se comprende que la principal defensa del ferrocarril 
demandado carece de Ikisc; o más bien dicho, resulta completa? 
mente ineficaz por apoyarse en un concepto equivocado, cual 
es el de tener por expropiada la fracción de terreno objeto de 
este juicio. Según se lia dicho y hahrá de reinlirse dada la im- 
portancia decisiva del. hecho, la semencia dictada en primera ins- 
tancia en el juicio de expropiación, ajustándose a las constan- 
cias del espediente, no comprendió a la faja de terreno en cues- 
tión : expresando muy claramente que |X>r ella sólo se debía una 
indemnización, atentas las condiciones en que quedalta ; indemni- 
zación que generalmente se acuerda en compensación de lo que 
se enriende por perjuicio por fraccionamiento, sin que el pedazo 
I perjudicarlo salga del dominio de su dueño o deje de perteuecerle 
para i ncor| «orarse al del expropiante. 

Sexto: Que la sentencia definitiva de la Excma. Cantara 
de Circuito (fs. 240) confirmó en lo principal el fallo apelado, 
declarándolo modificado únicamente en los precios fijados o can- 
tidades a pagar por el expropiante a los expropiados. Si bien 
es cierto, que los términos empleados en la redacción de ta parte 
dispositiva introducen alguna confusión, también lo es que su 
interpretación, — según la regla clásica» — ha de hacerse en el 
sentido de su validez, antes que de su nulidad; conforme a la 
ley que la informa, antes que en contra; de acuerdo a los ante- 
cedentes del caso y principios generales sobre la materia, antes 
tpte contrariándnlos: y de ahí que no pueda admitirse que dicha 
sentencia haya declarado expropiada la fracción vecina, simple- 
mente perjudicada. Ningún tribunal tiene facultades para shIjs- 
t Unirse al Congreso y ampliar |x>r sí la extensión declarada ex- 
propiaba por causa de utilidad pública, de tal suerte que le sea 
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¡fcig k^lrocmc dicha superficie m cualquier prf^ 

«le tierra al margen de la zona expropióle por raines q,,e ¿m 

WW en d CUrso ,!el *&m&P juicio. U frase: «por 

vía de indemnización» que contiene el fallo, aclara su concento 

ddJ .ilriu" ,Ie ,a i,,,er ' ,rtmctó » « Üft m 

-Séptimo: Que ^consiguiente, la acción reivindicatoría de- 
dúcela es viable y del* prosperar, ya que no existe el o&M^fe 
infranqueable de orden público ele una expropiación, ni hav |¡- 
lulo alguno válido en virtud del cual la fracción de terreno en 
cuestión haya pasado al dominio del ferrocarril demandado Es- 
te no puede argüir que pagó dicho lote y fué incluido en la es- 
critura de transferencia cor reunid ¡eme como fiarte de lo ex- 
propiado; porque el pago fué hecho en concepto de indemniza- 
rlo!, de ajuicio y no como prec io de compra fijado por la 
sentencia reaviva, como se lia repetido varias veces- y imr- 
que, como está demostrado. |a inclusión al escriturar sería erró- 
nea y un error de esta naturaleza no puede quedar firme, pri- 
mando sobre los principios jurídicos y leyes que rigen la ex- 
propiaeión por Utilidad pública, y dañando al propietario a quien 
no se oyó en ningún t¡ent|>o; con lo que también se atentaría 
contra la tonstiüición en lo referente a los derechos que consa- 
gra y rodea de especiales garantías. 

U;tava: Qne ta fracción cuestionada no ha salido del do- 
minio de sus propietarios señores Windels, quienes la lian po- 
seído sin interrupción hasta la fecha en que el ferrocarril obtuvo 
autorización fiara cambiar la situación del alambrado divisorio 
Xorte: hecho que fué el primero y único ]ierturl)ador de la j»a- 
cífica ¡íoscsióii de que habían gozado dichos señores. Se explica 
su silencio anterior, sí se tiene en cuenta que nadie pretendió in- , 
vadir sus dominios ni iiienoscal*r sus derechos de dueños, hasta ' 
la realización del expresado avance del alambrado; hasta enton- 
ces, — y habían {losado trece años desde que se dictó la sen- 
tencia definitiva sobre expropiación — el ferrocarril se mantu- 
vo dentro del límite de lo expropiado qué terminada |M>r el fado 
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\v los Windi'Is en esa lila de árboles u cmii naliiral de tjue 
hablan K>h peritos; linea coincídehtfi! con los mojones de hierro* 
y bl re is a que se refieren Ios¡ ingenieros Rojas y Itello citados 
ni.is arriba; y consideró sin duda, cnoiü lo establece la presente 
sentencia, que esa angosta, faja de terreno rcsiaiUe sobre la pro- 
piciad Üjt los aetiiídes demandantes, no fué expropiada y no 
drliía limiarla. MI hecho de poner en conocimiento del juzgado 
la oim*¡CKni a la obra de parte de los Windels y rtvatiar la auto- 
rización para llevarla k eíeeio, (fs, >7X> prueba suficiéntetneme 
lo que se deja diclio y lo contradictorio de la defensa del ferro- 
carril al negar la |x>scsión a los actores 

Kn mérito de ln expuesto y demás instancias de autos v dis- 
posiciones legales pertinentes, el Juzgado definitivamente falla: 
haciendo lugar a la presente demanda de reivindicación de la 
fracción de terreno determinada i>ur el |ierito ingeniero Rmiri- 
Kiiez liernal. y disponiendo, en cunsecuem-ia. que la compañía 
ferroviaria demandada la di -socu|<e y devuelva a los actores den* 
tro de diez iltas des] mes de ejecutoriado este fallo, cotí eosfas, 
IrwcrcK-se. hádase salwr y repóngase. 

Vtimn l {'urritto. 
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Kiisiri-i. JuIlm JM cié PJjíi. 

Y Vistos : 

Kn acuerdo Ins autos Seguidos \mv Kmtlio Juan Windcls y 
otros contra la t/nnipiñia (ieneral de l'Yrmcarriles en l;i l'mvin- 
lia ele Buenos Aires, sobre devolución y entrega fie un inmue- 
ble (Kxp. N" \5H\20, ; 

Y Cotisiderándo : 



\}\w la eornfWLencm de la juncia federal |>ara couoecr dé la 
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demanda en el sab judicc, procede, no m virtud de la disrinta 
vecindad de las panes porque ba sido declarada en la sentencia 
del if í/míí. (un- cnanto la demandada, cunto sociedad anónima que 
actúa dentro «le esta provincia, donde tiene establecidas oficinas 
para el servicio público, debe considerarse de nacionalidad ar- 
gentina y vecina de ella a los efecto* del fuero j sino porque el 
acto de flesiiosesión ( ¡w motiva la acción instaurada, se lia lle- 
vado a caito por orden judicial, dictada a pedido de la demanda- 
da, en un juicio de expropiación tramitado ante la justicia fe- 
deral, y acordada en mérito de lo dispuesto en los artículos 4 V y 
21 ríe la ley K ,f 189, sin perjuicio del derecho de los actores |*ara 
ejercitar en forma la acción pertinente en resguardo de sos in- 
tereses (ver fs. 277 y 27$ del expediente de expropiación agre- 
dido) : lo que importa decir; que se trata de una acción determi- 
nada jxír un acto judicial realizado en la jurisdicción federal, 
tajo el imperio de tina ley especial def Congreso de la Xación, 
cuyo conocimiento lógicamente le cor responde, como incidencia 
del juicio en que dicho ac») tuvo higar (Snp. Corte, lomo Qfi, 
l«g. 141 y 95. pág. 105). 

Que, en cuanto se refiere al fondo del asunto, conio 
hieii lo hace notar el inferior, los pronunciamientos judiciales 
dictados en primera y segunda instancia, en el juicio de expro- 
piación seguido por la CYmipam» General de Ferrocarriles en la 
Provincia de Buenos Aires contra los señores Moreno y Kche- 
carría, no comprenden, entre lo expropiado, la fracción de terre- 
no objeto de la actual reivindicación, habiendo sido ésta, tan só- 
lo, motivo de indemnización jwr desmejoramiento o inutilización 
jicro, sin qüe en manera alguna pueda desprenderse que, |x>r 
ello, dejara de pertenecer a sus |>ropietarios jwra ser incorpo- 
rada al dominio del expropiante. 

Que del propio expediente del citado juicio de expropiación 
resulta demostrado que tos actores han estado en posesión del 
terreno reivindicado hasta que el ferrocarril solicitó y obtuvo la 
diligencia a que se ha hecho referencia en el considerando pri- 
mero, consistente en el cambio del alambrado divisorio con Mu- 
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rtnu y Kchcvarria. merced a ío qwe fueron prívalos del ttsu y 
í¡occ de su propiedad ; y han presentado, también, títulos de d<¿ 
«linio relativos al mismo- terreno, no objetados eii mj oportuni- 
dad y debidamente controlados en sus antecedentes y aplicabi- 
lidad \*>r los informes periciales que obran en autos. 

Por estas consideraciones y los demás fundamentos de la m o- 
tcncia de fi 128 a Ut. se la con firma, con costas, 

Notifiquese y devuélvase al Juzgado de origen donde ¿t 
n fKjinlrá el sellado que cor resalida.— Carlas M. Avila. — José 
M. Fierro (según su voto').— Luis i". (¡onsúU'z, 
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ñlttfKI* Airr*. Mar». 12 

Autos y V istos: 
Considerando : 

<¿ut la sentencia de la ( amara Federal del Paraná prunun- 
ciada en el juicio de expropiación .seguido |tor la Compañía íie- 
neral de Ferrocarriles en la Provincia de Unenos Aires contra 
Kintlio Moreno y otros y que aquélla invoca como antecedente en 
el actual juicio de reivindicación deducido contra el expropiante 
|Kir Ihis señores Emilio Juan Windcls y otros, ¿c halla concehida 
en li*s Orminos siguientes: «es de equidad y justicia el declarar 
qué iMir amlios conceptos la parte de Ferrocarril en la provincia 
de Unenos Aires del te abonar a Krnilio Moreno y otros la suma 
qiu- resulte a razón de dos pesits cincuenta centavos moneda na- 
cuma! el metro cuadrado de la superficie expropia* ía, debiendo 
comprenderse en ésta |*or vía fie indemnización y por igual liase 
de dos pesos cincuenta centavos, la fracción t\ del piano de f\. 1 
orf-rkme a fs. 180 caso de resultar confirmada la afirmación 
heéha |n*r el expropiado de ser de su propiedad*. 

<_>ue la itenianda de reivindicación deducida ante la justicia 
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federad át\ Rosario tiene por objeto precisamente la porción ('. 
del plano X'-' 1, la misma que según la semencia tu recurso, m- 
rres|x>nde al dominio de lt>s señores Windcls y otroü y no a don 
Emilio Moreno cunera quien se siguió el juicio <te expropiación 
anterior. Y tal conclusión de hecho derivada de la aplicación e 
interpretación de disposiciones de derecho común y cié pruclin. e* 
in evitable fHir esta Corle en el recurso extraordinario. 

Que esto sentado, la circunstancia ríe que la escritura pu- 
blica otorgada al Ferrocarril ríe la Provincia de Buenos Aires 
en el juicio de expropiación, comprenda y se refiera a la fracción 
C. de! plano X w 1. no constituye titulo sufeiiente para fundar el 
derecho alegado j*>r la empresa en el juicio ríe reivindicación en 
relación a su verdadero propietario. Desde luego, porque aún en 
la lii|K)tesis de «pie en la intención ríe ta sentencia ríe la Cámara 
Federal del Paraná la franja ríe terreno en cuestión hubiera sido 
transferida en pleno dominio al ferrocarril, ella estaba sujeta 
a una condición cual era ta ríe que su propicríarí correspondiera 
al expropiado, como expresamente lo establece la parte disposi- 
tiva del fallo ríe aquel tribunal. Y entretanto, las conclusiones ríe 
ín sentencia en el juicio actual tramitado con citación de los ex- 
propiados, al declarar el dominio en favor de los rei vindicantes, 
implícitamente lia desconocido el de aquéllos sobre la susodicha 
franja, lo que por cierto autoriza a concluir que no se ha cum- 
plido la condición impuesta por la sentencia ríe expropiación. 

Que esto es tanto más exacto si se tiene en cuenta que la 
condición |*ucsta en la sentencia de la Cámara Federal fiel Pa- 
raná reconoce una explicación que es definitiva jwra la aprecia- 
ción del titulo en que la empresa funda su derecho. En efecto, 
iniciado el juicio ríe expropiación, el ferrocarril excluyó expresa- 
mente ríel inmueble materia de la expropiación la fracción di- 
terreno ubicada en el extremo Noroeste ríe atpiél y ante una ob- 
servación del expropiado en el sentido ríe que i*>r quedar tal f rac- 
cción inutilizada o perjudicada debía comprendérsela en la ex- 
propiación, el ferrocarril mantuvo la exclusión dando las razo- 
nes fie que informa el escrito de fs. 34. Y cnitm en realidad la 
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autorización para expropiar conforme a la ley 4417 debe hacer 
se de acuerdo con los planos que apruelie eí l'oder fejecutÍirt> y 
en ellos no fi^uralu la susodicha franja, es por demás claro que 
la (..amara Federal sin consentimiento del expropiado no hubiera 
podido extender la expropiación ni a título de indemnización 
hasta aquélla y de allí la condición puesta al fijarse un precio 
|«ira el caso «de resuííar confirmada la afirmación hecha por 
el expropiado de ser de su propiedad». 

Que siendo esto asi es evidente míe la parte de! ferrocarril 
no ha podido ín vetear con derecho en su favor el art 14 de la 
ley nacional N» IS9 en el juicio de reivindicación deducido por 
el verdadero propietario de la fracción aludida, desde qnc acer- 
ca de ésta no ha mediado expropiación sino simplemente una de- 
, cisión judicial que presuponía para su validez el consentimiento 
o el acuerdo riel verdadero propietario y i*>seedor del inmuehle. 

En mérito de estas consideraciones se confirma la sentencia 
apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. Xoti- 
fiquese, repóngase el papel en el tribunal de su origen y devuél- 
vanse. 

J, FlUL'EROA ALCORTA. — [{otiFRTO 

Iíepetto. — R. Grino Lavai.lk. 



f'trrtHtirriltx ti,{ Estada eéntta Cunado f\ l'tiial, sobre rxprtt* 
pinciót?. 

Sumario : I" Habiéndose sosicmdo por la demandada en su opor- 
tunidad <jue i:u existia ley expresa del Condeso que autori- 
ce la expropiación, e invocado en su favor el art. 17 de la 
Constitución .Nacional, procede el recurso extraordinario 
del arr. 14, ley "48. contra la sentencia contraria al derecho 
fundada en dicha disposición. 
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2* Para salvar el principio de Ja ínvii.l.ilHli<ku1 «K la 
propiedad, hasta la autorización general paro expropiar c|in- 
haga la ley nacional respectiva, calificando la ultra de cuya 
construcción se trata, sin ijuc sea necesario tjue el Congreso 
dicte una ley esiierial para cada una líe Jas propiedades afec- 
tadas por el trazado de una tiitea férrea n otra olí ra púWica 
de utilidad nacional 

3'' No es vioiatorio del an. 17 de la Constitución Ka- 
camal el art. 12 de la lev *V57, el cital y el I" de la ley 6Mf> 
son suficientes pira justificar la expropiación de autos. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JIEZ FEOÉKAL 

Santü^i. dte! Kstem. Xmivinbn- 14 <lr 1'¿M. 

1 

V Vistos: El presente juicio sohrc expropiación, seguirlo 
pur el procurador Itraulio Pereyra cu representación de los Fe- 
rrocarriles del Kstado contra don Carmelo V. Vidal, de cuyo 
estudio resulta: 

(Jiie a fs. 3 se- presenta el expresado mandatario acompañan- 
do un recibí de depósito f|ue lo presenta a fs. Id. por valor de 
la suma de dos mil sesenta jhjsos con diez centavos moneda na- 
cional. )»ara responder al valor de la sii|)erficie de terreno «¡ue 
viene a expropiar a don Carmelo V. Vidal en 1111 inmueble de 
su propiedad, indisjjensalile |>ara eí trazado de la linea férrea 
de U llanda a Santiago, Agrega: <|tte las tramitaciones priva- 
das rpie han hecho con el fin de llegar a un acuerdo en el precio 
ilc Ja propiedad a expropiarse 110 lian dado resultado proque el 
señor Vi<lal avaluada su propiedad en una suma muy alta por 
cuyo motivo se vé en la necesidad de consignar el previo que 
considera justo de acuerdo con el plano adjunto y el detalle de* 
mostrativii relativo al precio del terreno, cultivos, etc.. lo rute 
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hkce el tota] de la suma mencionada. Funda su derecho en las le- 
yes 5315. (>757, 6$$ y 1,S*>, pidiendo que en definitiva se le de 
el tramite mareado a este juicio, fijándose definitivamente, el pre- 
cie, con forme a la pruelia que deberá producirse, con las oslas 
en el onU'ti establecido por el art. 18 de la ley cirada ÍS'J. 

De acuerdo al trámite correspondiente al proced ¡miento sti- 
marín, se decretó la audiencia resistiva a fs. II, a la nial enm- 
|>arec¡erotl ambas |«ries exponiendo resistivamente, sus preterí- 
>iones y ofreciendo las prtielas perticnentes a los helios alega- 
dos. Que en esta audiencia el demandado Vidal hace una larga 
relación de hechos que se vinculan con este juicio y las tramita- 
ciones tjíté con esc motivo realizó an;e los trilmnaies de la pro- 
vincia. Sostiene qU| no hay ley que autorice la expropiación, por 
cuyo motivo la empresa carece de razón para ocupar su propie- 
üail jidr lo cual o|»one como defensa la excepción de falta de 
acción. Manifiesta que en casi» de la procedencia de la acción en 
la InjMitesis de (pie existiera ley de expropiación, considera por 
las tmilttples causas que enumera en su escrito, irrisorio el precio 
tijadn, el que justiprecia a su vez cu la suma de veinte mil 
sos moneda nacional. 

Recibido este juicio a pruelta. las jiartes produjeron la que 
u.nsta en autos consistente en testimonios de las personas ofre- 
cidas, documental e informes periciales desde fs. 20 hasta fs. 51. 
51, de la (pie hicieron mérito a fs. 54 y f.s, 5(\ respectivamente/ 
Mamándose autos para sentencia a fs. 63 y 

O moderando; 

(Jne el demandado o]mhic como defensa de su derecho la (al- 
ta de acción t Dudándose e» la circunstancia de que no existe ley 
de expropiación qne autorice la ocupación de su terreno. 

Que tratándose de una excepción perentoria que hace al fon- 
do de la cuestión, e* necesario la resolución previa desde el mo- 
mento que, de ella de|>cndcria la procedencia » improcedencia de 
la acción instaurada. 

One si bien es cieno que el art. 17 de la Constitución Xa- 
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cional concordante con el 1324 del Código Civil, éstffofóc* que 
la expropiación iK>r causa de utilidad pública del* ser calificada 
|wr ley. queriendo significar que este principia dcl»e ejercitarse 
en cada ras.» j .anicular que se presente, no es menos exacto que 
esta disposición constitucional tiene mis excepciones motivadas 
]ior ía celeridad y facilidades que se requieren en Jos trabajos 
o construcciones relacionados con los ferrocarriles que contri- 
buyen al desarrollo económico de Ea Nación y a la facilidad de 
los medios de transarte. Tal ocurre en e! caso mt jndicc con 
la construcción del puente sobre el rio Dulce que tiende a unir 
la ciudad de La Manda con esta Capital, lo que ha motivado 
la necesidad de la ampliación de su red ferroviaria produciendo 
el cruzamiento de sus líneas y la construcción o ensanche de las 
estaciones y talleres del Fcrnjearril Central Norte. 

Esta innegable obra de progreso que tiende a facilitar el des- 
arrollo comercial y las comunicaciones entre los centros urlanos 
y rurales de importancia, estableciendo al mismo tiempo, una vin- 
culación directa con todo el Norte argentino, deludo a la timón 
de sus líneas eon el Ferrocarril Central Córdoba, ha necesitado 
y necesita ara ser factible, la facilidad y rapidez en su ejecu- 
ción, y es por ello que el legislador teniendo en cuenta superio- 
res moüvos dé interés público ha previsto el caso, dictando le- 
yes especiales de expropiación liara el futuro, consignando en 
varias de ellas, que se declaran de utilidad pública y sujetas a 
expropiación, las tierras que sean necesarias para las' vías, esta- 
ciones, talleres, galpones de carga, etc., de los ferrocarriles «pu- 
se construyan |x,r cuenta de la Nación de acuerdo a los planos 
que en cada caso apruebe el Poder Ejecutivo, siendo a cargo 
de la administración general creada jw ellas en su caso, gestiu- 
nar su expropiación de conformidad con la ley de la materia. 
Este ts. precisamente, el derecho que ha ejercitado el ferrocarril 
demandante ( Kir intermedio de su mandatario, ocupando como 
ha hecho, en casos análogos, la parte de la propiedad del deman- 
dado que ha considerado necesario ttara la prolongación de su 
vía. depositando lo que ha creído justo para satisfacer la indem- 
nización corresjjOÉidíeme. 



958 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Que?, [mr consiguiente, la expropiación realizada por la cni- 
prfesa se encuentra c^n^pada por la* leyes 531$ G&& y 0B7 
en sus aris. /•■*, i» y 12, respectivamente, d^pr-eiiijiénílose, én con- 
tenencia, del conjunto de estas disiiosidunes legales la htijíroce- 
clcncía de la excepción de falta de acción deducida, y |»r ello, asi 
se declara, 

<Jue resuelta esta cuestión dé derecho. eorre>(»oucle detern li- 
nar la indemnización (pie clelíe alionarse al demandado l**r la 
ocupación de su terreno, ya que s..I.re este pinito hay itn com- 
pleto» desacuerdo de las p;irtes. 

Tratándose de una tinca cultivada con plantas fruíales y al- 
falfa, aparte fie la depreciación ipie sufre con el f race ionatni un- 
to, el suscrito eeusidera l»ja la suma consignada tronío precio 
por la t-mpiesa, y sumamente alia la ¿píe aprecia el señor Vidal, 
dcliiendo eolricarniis dentro de un término medio que consulte los 
intereses de actftr y demandado 'le tal manera (pie ella sea e<pu- 
lativa y justa, 

Kn este semülo el informe del irrito Keriiáudez designado 
por e] Jugado en virtud del acuerdo de anillas partes litigantes, 
puede servir de ntirma ile conducta para fijar el monto de la 
indemnización a pagarse, 

Kl proveyeute entiende (pie son atinadas las consideraciones 
aducidas por el mencionad" perito al formular su rlictamen. como 
asiinisinü lós factores que tmna en cuerna fiara determinar él 
calor, siendo equitativa a mi juicio, la cantidad de ($ 7.80O..TOJ 
siete mil ochecientos peso* con treinta centavos nacion;des. por 
cuya razón la pirtc actora delie alionar dicha suma. 

Tur estas consideraciones, resuelvo: no hacer hijear a la ex- 
cepción de falta de acción, declarando en consecuencia, proceden- 
te la demanda y condenando a la empresa de los Kerrocarriles del 
Ksiado a pagar a don Carmelo V. Vidal, cbmo indemnización 
jwjr la fracción de terreno expropiada, la suma de siete mil ocho- 
cientos pesns con treinta centavo* moneda nacion.nl. con las cui- 
tas de ley. 

J. I. Cáeeies. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

CórtlnlKi, Julii. 4 di- 1925. 

Y Vistos: El recurso de ablación interpuesto |*or ambas 
partes contra la sentencia de fecha 14 de Noviembre del año p|*lo. 
Corriente a fs, oíS, en la causa sobre expropiación seguida por 
los Ferrocarriles del Estado contra don Carmelo V, Vidal, y 
en la qtic se ha resuelto: np hacer lugar a la excepción de falta 
de acción declarando, en consecuencia, procedente la demanda 
y condenar a la empresa de loa Ferrocarriles del Estado a pagar 
al señor Vidal como indemnización por la fracción de terreno 
expropiada la suma de siete mil ochocientos pesos con treinta 
centavos moneda nacional; con las costas de ley. 

l J or sus fundamentos, se confirma la sentencia a¡td;tda con 
las costas de ley. — Nemesio Gottsáies. — //. G. Posse. — £, 
A*. Fierro. 



DICTAMEN DEL PROCURADOS GENERAL 

Ltwiius Aires, Xmwmfxn- 7 «le 1925. 

Suprema Corte: 

De conformidad con la ley de la materia X If», la admi- 
nistración de los Ferrocarriles del Estado inició demanda contra 
don Carmelo V, Vidal |x?r expropiación (le «na superficie fie 
terreno afectada |>or el trabado de una linea férrea «leí ramal 
«La llanda» a Santiago del Estero. 

El demandarlo sostuvo entre otras defensas, la que se refie- 
re a la no existencia de una ley «te expropiación en la que pudie- 
ra fundar el actnr sti demanda, añadiendo (pie la expropiación, 
en tales condiciones, se llevaría a cal» con violación de la garan- 
tía que le acuerda el art. 17 de la Constitución Nacional. 
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KeíHR'lta la causa ni oaftm cite !u sosiewkfe |'<-r d dmtan- 
aarlu e ¡mn-pursio pur el mismo, recurso extraordinario dr apt* 

larfóti para ame Y. H.. ha ^ w omu-did r la Cámara 

l-Yilcral de t Y, r *lolia. 

l-siimo proseante didu apdadón jw^ite ,-1 caso f nitral 

aiwrttv ddiidaim-nh- plantrad. i tomo lo f.\ij«v rl ;in. 14 de la | t -v 

íímit, 4S. 

hn manto a! fondo del asunto, es indtidahh*. ni j tribuna 
tk la ttis|iitsia'tai CDim-ntda ni H arr, 12 de la Ury X» /»757. f|iie Jos 
l-i-rrocarrilts del Kstado otalian le»almenle íantllados fiara di*- 
• lucir esla demanda. 

ÍM deieimitadón & .i n-nen.. a 0*$*mf»am ; e>ia¡>a t. 
im lo cstaha. Cf»n«i se M,slkiic a l\. S«> m .. o ,m prendido .Innm 
-li- la da-iíkad.'ni oum-nida ni d ivlVrt.i.. ;irí, !_'. es niestión 
tte htrftu ajena at remrso (fe a|idadoit o.itm|j.l-i. Las ftiftctiuiiife 
nes, ni e¡K! sniiiiln. <íé h resolunñti rentrrida no pwite m r re- 
\ i>ada i m h* Y. [{. 

IW lo expuesto opino ijiit- correspnnde o ni limar la ^en 
inieia apelada ni la parte- t|iu- ha podido ser maleria de reñir.... 

lítifttfh A'. í.,in.l,'. 



FALLO UE LA CORTE SL l'REMA 

I tilcuas Aires, Mjir/.t l_' ( | t j » i J?» 

Visto-: |-., t ti, ffiüiM segtiitlíüg pur los Fitih-mtíIi-s del K-ia 
do contra don Carmelo V, Vidal, vohn expropiación, ni d r»? 
etH-su extraordinario interpuesto a f& l >7 v ranicediflu a rV "/ 
v;a., & acuerdo oh. el art. 14, iuc. .V de l;i ley 4S. y 

Considerando ; 

' jm h:ihieudo-e -osmiido por !a dn laudada, en mi oportuni- 
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dad, i\w m existe ley eítjtfésá tic! Cunaron» <uie autorice la cx- 
propiacion «pie m- persigne en la presente causa, pues no son mi- 
trmnivs las citadas por el actor, e invocado en >u favor él art. 
1" de ta Constitución Kacional. siendo ta sentencia apelada eon- 
iraria al derecho fundado «sil ttfclia disposición, prW&k é recurso 
mmotñiimhh ^mm w ha conerctlík). tonto ll'i. ¡lá^, 5; 

ÍoiíJh 1115. páe.. iiitrt oir-K). 

Oue la garantía constitucional del mencionado ari. IT. ni 
titanio establece i|uc la expropiación ].or causa de utilidad 0- 
Ulica debe ser caítíieatla ntir ley y pr<*v¡ainrMie indemnizada. \u> 
\m\x*m fo obligación del í onyirso de dictar una ley cspivtal para 
cada una de la^ propiedades inte sea al talada por el trazado de 
ÜM luiea ferna n otra ol.ra pública cualquiera ríe utilidad na- 
cional, por cnanto no incumbe al OmIMNíSü Nacional entrar al 
detalle o estuefio di- los terrenos (|iie fueren necesarios para la 
realización de las autoridades administrativas, | fasta (tara sab 
\;n el principio de la inviolabilidad di- la propiedad, la autoriza- 
ción general para expropiar «na- 1ia»a la ley nacional respectiva, 
calificando la obra de cuya construcción se trata, como ].> ha 
enseñado la práctica y la jurisprudencia constante % la Cnru- 
Suprema: ( Fallos, tomo IJí). ¡% .Ui y los alli atados). 

One tanto el articulo I" de la ley dMi9 cuino el 1 2 de ¡a ley 
(<7?7. especialmente isu> último, son suficientes para justificar- 
la expropiación de autos, como se desprende de su texto: «art. 12: 
se declaran de utilidad pública y sujetas a expropiación las tie- 
ii as i|tic sean necesarias i>ara las vías, estaciones, talleres, galpo- 
nes ile car^a. etc., de los ferrocarriles rjtie se construyan por cuen- 
ta de la Xación, de acuerdo cutí lus [llanos <|ue en cada caso 
apruebe el 1*. E., sieniln a cargo de la a< Inún i st ración general 
creada ]>ur esta ley, en su caso, gestionar su expropiación de 
acuerdo con la ley de la materia». 

Que con arreglo a los principios sentado-, anteriormente, la 
disposición transcripta no es viotatoria del articulo 17 de la 
Constitución y comprende en su* término*, la expropiación del 
terreno del demandado. 
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One las otm defensas opuestas |*,r fe tifttomm al pir- 
en la cosa y otras particularidad^ & la caüsá, están fuera 
de la revisión de esta Cftilc dentro del rerurs» concedido. 

Ptir estos fundamentos, los concordantes de fe semencia 
apelada y de acuerdo cotí el dictamen del Señor tW^t (¡e- 
Jieral. se confirana aquella eil la [jarte que ha >ído materia del 
recurso. Mfíttttese y devuelvan^- previa R^sícíón dd pap L f. 

J. FlfU KHOA AíXOHTA. — RoBEKTO- 
RjCI-ETTO. — U. Crino I.AVM.U . 



íioiritn y dita® <ír UürcMom tontrü Mil .1fe$tf /.'„,-, 
for rrk iiuiküi tt'w. 

ÑmMtfol Bs de jurisprudencia que e[ ¡nteio sucesorio conriuye. 
praclicada la dividió,, de los bienes que lian >ido objeto del 
mismo, y (pie la demanda que no es deducida contra Ja ics- 
t ámenla ría sino persona luiente conira min ríe Iris coherede- 
r,,s - 0,m " 1:1 'I 111 ' W * áNa* fiSBfcK la sítcestoiJ sfno entra 
persona determinada, no corrcs|Hinde al juez de la sucesión; 
en consecuencia, no eómspomle a la jurisdicción local que 
estatuyan los arlículns y .1J,S4, inciso l* del Código Ci- 
vil, sino a la juncia federal. . ] cnocimíenio de un juicio 
cutir un argentino y un extranjero en el que, si liten el ti- 
tulo que sirve de base a la deittanda es una hijuela otor- 
gada a favor del demandante en un juicio suasorio, fe ac- 
ción t|tte se ejercita no se relaciona coft «lícito juicio, sitio que 
v limita a perseguir el cobro fíe mi crédito, a exigir el cuili- 
pfimíento ,1c nua oMi^ción personal atribuida al demanda- 
do. Artieoln 12. ¡nc. V de la ley 4S; arliculo >« de la lee 
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927; articulo t()0 de la Constitución v artículo 2-\ \ne. J" 
(le la ley 4S. 

Caw4 Uo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEI. J L'Eií I hlJi-RAI. 

lii.saríi-, llidt-Kilirv M\ th- ]'>J5. 

Vistos estus aulos seguido* ¡«ji- doña J use fu Boretto v \l- 
hera di- Vittotie y <ic»ña Ma^kdena Bonito y Alhern de Mar- 
ehinni contra don Matías Boretto suhre reivindicación, resulta: 

E\ litigio se refiere a (ios fracciones de terreno, contiguas, 
situadas en el distrito Tortugas, departamento Belgrano. de esta 
provincia (números tres ycuatro del plano fie fs, Sfi t. compues- 
tas cada una de ellas fie etiatrucieiuns cincuenta metros, i rehila 
v ocho cent iniel rus en los costados Xone y Sud, y trescientos se- 
senta y siete metros cuarenta y cuatro centímetros en Iris eos- 
¿idos Kstc y ( >este. lo que les dá una su|KTÍicie de diez y seis 
hectáreas, cincuenta y cuatro áreas, N7/i2 cent ¡áreas. res|Kvtira- 
mente. 

Las acioras manifiestan que esos lotes les fueron adjudica- 
do- en la sucesión de don líer nardo Burctlo. y (|iie poco tiempo 
después un hermano de ellas. Matías Horctto, se presionó 
de los terrenos y fueron inútiles las gestiones hechas ¡ara con- 
segUÍT los restituyera. En consecuencia, entahlan demanda rei- 
vindacatorra contra H expresado Matías Boretto. y piden se fe 
condene a entregar atnljos inmuebles con los frutos jiereiliidos 
o los que i«>r su culpa huí. ¡ere dejado de |>erc¡hir v con cos- 
tas (fs. 9 a 10). 

Acreditado el fuero, el demandado solicitó se rechazara la 
acción con costas (f s . 23 y 24). Xegó |x#efcr los bienes reclama- 
dos, expresando que ocupaba tan sólo en el distrito Tortugas, 
una fracción de trescientas cuadras cuadradas más o menos, dis- 
ientas de aquellas ; negó latnhién. que denlro de dicha fracción luí 
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hieran p-.seido las actoras fot* al<mn... y tme fueran herma 



|mr habérselas obtenido a raíz de una pereneión t(e instancia 
Abierta la causa a pmfo, se produjeron las que corran 
tcííaflíts i fs. *> ;, OJ. y previa la alineación <le lus respe- 
tivos ítífigtto»» fs. W a #?, y la dé tos pliegos de posiciones 
absueltos a h. 101-i y 10S-». i|«edó el expMieflté c« estado <fe 
sentencia. 

Y Considerando, jjup: 

Primero, El título de la parte adora rastilla de las hijuelas 
d«- f>. 5 a $ ta t-cr ¡atura publica de Fs. fifi a 7 A ; el plano de fs. Sfi 
>■ fas demás piezas concordantes del juicio sucesorio dé don Her- 
nardo lioretto, traídas en copia. 

Secundo: Con arreglo al art. .1410 del Código Civil, cuando 
la sucesión tiene lufíar entre ascendientes y descendientes, el he- 
rir bro entra en posesión de la herencia desde el día de la muerte 
del autor de la sucesión, sin ninguna formalidad. Xo han sido 
necesarios, entonces, en el caso stth jtttttW, actos materiales de 
toma de |>oscsión, jiara que pudiera intentarse la acción rcivin- 



nio heredero de Mtmardo Borettn y coheredero de las actora*. 





Tercero. FA demandado no ha ofrecido prueba alguna de que 
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scc; arción que. scjíúii el plano de fs, 5rt. m distinta de la* nú- 
meros 3 y 4, materia del litigio, v no puede confundirse con éHas. 

Ctuir^h. aliso! lición de posiciones de fe. «¡«>. preguntas 
4\ 5" y 0, demuestra acabadamente, que Mallas Horetto, no 
obstante su negativa a] contestar la demanda, poscr los innitH lilrn 
que se le reclaman. 

(Juimo. lis exacto que t i demandado internó eti el peto su- 
cesorio de Hernardo Mordió nn reclamo sobre inclusión o cola- 
ción de bienes recibidos |>or r| padre ele las adoras; jhto no es 
menos exacto .que tal reclamo vino a quedar prácticamente deses- 
timado por vía de perdición de instancia (auto de fs. 61-21. En 
tales condiciones. Matías Borctto está obligado a ceptar cotno 
valida la única partición aprolmda hasta el momento actual, y 
en consecuencia, carece del derecho de actuar como propietario n 
poseedor de fracciones que no le fueron adjnd ¡cadas en ella. 

Sexto. Atente» a tratarse de una cuestión de familia, a la i >- 
critura ¡le partición de fs. 44 a 47 (de la que se iweluye a Matia* 
Borctto. tío de las adoras), a lo confesado |xir éstas al absolver 
luiciones (fs. 102 y IOS), y a los muchos años que se han de- 
jado transcurrir sin entablar la demanda, parece razonable ad- 
mitir que en este caso ni» luilm propiamente posesión de mala 
fe por izarte del demandado. Pallo; condenando a don Malla* 
Mordió a entregar a las adoras, dentro del término de diez dias. 
el inmuelile que éstas le reclaman; y desestimando las demás 
luiciones de la demanda. Pagúense las costas eu el orden causado. 

luán 4%mes, 



SlíNTllNCIA liK LA CÁMARA t LUI-KA I. 

Rosan... Abril ¿(- de IWo. 

V istos los autos caratulados «líoretto y A litera de Vittmie 

Josefa y otra contra Matías llore nivindlcación» (Kxp- 

X v 24-26) ; y 
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Considerando : 

Kl titulo acomiuñudu por las accionantes pan fundar su qc- 
n luí está constituid" |Kir las hijuelas de adjudicación que se les 
lian otorgado t-n vi juicio» sucesorio de líeruardo líoretto, i»adre 
del demandado y ahucio tic aquéllas, en las que están compren 
tfídós los Inte* de terreno a que la demanda so refiere, 

Si liten t u el escrito de demanda sé expresa qiie después fíe 
efectuada la adjudicación el demaudaíto sé t>oscs¡onó de esos hi- 
les, tal circunstancia, indicpsanhlc para determinar la jurisdic- 
ción ctmqjctetne j>ara conocer del caso, no se ha probado. Ante- 
al contrario: de la contestación a la demanda y fie las posicio- 
nes 2», 3\ 5» y (V propuestas por el representamt- de las adoras 
en el pliego de fs. 58, de las posiciones 14 y 15 of retirlas en 
copia por el mismo a fs. 61, y de lo manifestado a fs, f>2 en el 
informe ante el Inferior, se desprende que la ocupación de los 
mencionados lotes se efectuó juntamente con la de todo el campo 
de Tortugas, antis rJe la partición, cuando Mal ¡a* Bofettó, algriti 
tiempo después de la muerte del padre, fué a vivir en él, al la- 
do de la madre, con el projiósilo que aili se anuncia, de quedarse 
con toilo el cantil ; de tal mudo que la partición de la herencia 
no esta terminada aún, porque *i hien se lum hecho ni ! ;( s hijue- 
las J:*s respectivas adjudicaciones, y en el terreno la división 
Efe los lotes adjudicados, no resulta Itaberse entregado su |jnrte 
a Ims Adjudicatarios. 

hu tal situación, la acción deducida, que tiene por uhjeio la 
entrega de los hienes adjudicados en la partición, detentados por 
uno de lo> coherederos, cualquiera t\w sea la dimnui nación i pu- 
se tes dé, ya sea el de reí vindicatoria. de!»e deducirse ante el Juez 
de la sucesión, de conformidad a lo dispuesto en el art. 32014, 
iue. I". Gátligtí t ivil, por cuanto im;»iria el cumplimiento de una 
resolución i Helada en el juicio sucesorio. 

Debe tenerse en cuenta, además, que según ], ts ; ir is. .HUI 
y 344*> del Código Civil, cuando la sucesión tiene lugar entre as- 
cendiente,- y descendientes, como en el caso de autos, el herede- 
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rn witra en |ioscsióii de !a herencia desde el día de la muerte del 
autor de la sucesión, sin ninguna formalidad u intervención ju- 
dicial, aunque ignorase la apertura de I» sucesión y su ¡torna- 
miento a ta herencia y que cuando hay varios lieralérosj l;i 
j»osesióu de la herencia por alguno de ellos aprovecha a los otros, 
de tal mpáo que ninguno pueda considerarse \m*écit pmpie 
tario exclusivo de los bienes hereditarios y, por consiguiente, 
con las calidades nmsarias |wira reivindicar los hiciics detenta- 
dos [Kir sus coherederos y que es sólo por la petición, según el 
articulo 35ÍM. que se lija e individualiza el derecho de cada uno. 
considerándose que lia sucedido sólo e ínmediatamt'nte al caú- 
same, y que nunca lia tenido ningún derecho en los ¡itenes que 
ha» correspondido a sus coherederos ¡ siendo, pues, necesario 
ijuc |Kir hechos |msteriorcs a la j«artteión y entrega de los bienes 
adjudicados, haya sido despojado de lo qin- fe vs propio, jiara rei- 
vuidiear; lo i¡uv, emito ya se ha dicho, no residía di* autos. 

I'or esta consideraciones, y teniendo en cuenta que la ju- 
risdicción es t le orden púhíico v fio purde ser pn irrogada ii aun 
1>or convenio dtf partes (arts. |# y ¡fy ley JO i, de tal modo que 
si apareciese improcedente la demanda por falta de jurisdicción, 
el Juez debe rechazarla de plano, declarando su incompetencia; 
de conformidad a lo resuelto en el caso análogo de Miguel Mon- 
perrat (hijo) contra Miguel Moiisernil (fallo \" Piftt,, se n- 
voca la semencia de & 115, a 116 vuelta, fecha Mi ríe Diciembre 
próximo pasado, y se declara que no corres j*.nde a la justicia 
federal conocer del caso. y p en consecuencia, nulo todo la actua- 
do; las costas en el orden causado. 

llágase saher y Itajcii al Juzgado dt* origen, donde ge re- 
jKuidrá los sellos.— Cíir/,w .1/. Avito, - hsé M. I'h'tro (en disi- 
dencia). — Luis V. Coumike. 
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I>IMI»KM1\ líK gE^Ofi VIRAL OK. MARTIN M. IIFKKO 

Vistos; I-ji cuanto al recurso de ís. suhrc lo ¡>riiK-ifKt1 : 

IW li*s fundamentos de la semencia de ís. I15¡fi. del .K) de 
Dtciemhre próxi pasado, > considerando, además 

I? Oue, admitir la discusión pretendida de la validez de las 
hijuelas de las aetoras. seria entrar a rever las resoluciones co- 
rrelativas de la justicia provincial, de que proceden, para lo que 
« I Tribunal carece de jurisdicción ; teniéndola, empero, plena en 
la materia de la litis i-twicjtaffa |«>r más que se irate de dere- 
cho* derivados q vinculados ;i una sucesión» ya terminada, jK»r los 
motivos idénticos expuestos |ior el suscriro en su wóto disidente 
al fallo del tribunal, ,\> ?<>5í.. 

Y respecto al recurso de ís, 119: 

2" Se es poseedor de mala fe, en los términos de los arts, 
2355 6, Código C ivil, cuando se tiene una cosa sin título, salien- 
do o debiendo saljer tjtte rtá le ¡«envilece, como resulta de autos 
res|X>cto a! dnuandado y a Ks inmuebles del juicio. Ka conse- 
cuencia, se halla l<ajo la sanción del art. 2438, Código Civil, 
«•l»lií4ailo a |«u;ar al propietario los frutos de la cosa |iereihidos y 
lo- que por su eul|ia hubiere dejado de percibir, descontarlos los 
yastos de cultivo y cosecha. 

IW tanto; se continua, con costas, dicha sentencia de í> : 
115/», del 30 de Diciembre pjxto., modif ¡candóla en cuanto se 
declara ijue el demandado debe alionar a las actoras, en el tér- 
mino d< diez días, el importe di- l.is ir utos, romo queda ex pre- 
sido al final del considerando anterior: y en cuanto tamhiéu 
a las costa? de primera instancia, mu- se imponen igualmente a 
.upiel. 

¿O/Sé M. Fiitwo. 
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WCTAMKX im. 1'kUCCHAllOK (¡K.VKKAI. 

Bhei&i Aires. 1 liriemhrc 22 de 19$. 

Sppraiia Corte r 

U ílemnuda deducida por doña Josefa liorctlo y ,\lbef$ rtc 
\ itlone y ni la contra <|,> n M; lt í ;is mMio (# rddndic: ( eión. 110 
coiwiuiye un ¡ncidenic cid juicio sucesorio efe don KcfiM^to Ho- 
mt.. en d cital fué adjudicó, el inmueble motivo cíe ta reivin- 
dicación. 

Tampoco afecta aquélla los derechos de la ^cesión, ni se 
rdaciona eti forma alpina cott la masa <fe bienes h^jMoM en 
razón de háMU pRÉMo ya la cuenta p :i .tid..,mri ; i de' lo, 
inismus. 

Se demanda, simplemente, la «itrc^ de fes bienes va ;,dju- 
(Ücatltts en la fiari tetón. 

ton 111 se ve. la cansa no está cucan linaria a la retiración 
m errores qt¡e se hubieran cometido en d juicio sucesorio indi- 
cólo, ni a la nulidad y rescisión de la declaratoria efe herederos, 
ni a Uiservar la |«r lición y adjudicación de los liicnes. 

\"o corresponde, pm-s, al Juez de la sucesión el conocimien- 
to ik la i^ctitc demanda (doctrina de % U. Cania Uonserr.u 
contra Htíitsecraj por col.ro efe pesos, tomo 146; 156). 

ÍV ello, y habiéndose acreditado la distinta nac¡..n : .Ndad 
di las liarles, el c< un acimiento de la cínica cor rescinde, de acuer- 
do cu d ;irr. 100 de la G.nst i t ución Nacional y afí. 2»; inc. > de 
la ley 4X. al útero federal. 

Soy. pues, de ..pintón une procede revocar la semencia dic- 
f * ;i ts ' I4Í ' 1:1 Cái'Wa ''Henil del (íosario en cuanto de- 
clara la incompetencia de la jusiicia federal. 

Hfi-mia h\ /.atrita. 



FALLO UR LA CORTK SUPREMA 

ftttjeiteS Ain-s Mnrm Ut 1028. 



V Vistos ; 

i:i recurso .xtraoidinano ike^estó v toricéiHílo canta; sen- 
h iicrn de la t ámara jfeéfiü dé %3a¿1én del Uomth %M 
ctora la mconi|.Lneia de Ta Justina federal mm W en la 
d-manda i|ista«RKla ]«.r .lona Josefa líorreto v Alk-ra .Ir \'it- 
toue y «lona Magdalena liormo y Aligera .Ir Marellioiri muirá 
• Ion Mana- fWeito. p„r reivindicación. 

V Considerando: 

Qm ' l,s antecedente* ele autos acreditan ,| tl t- la mméñ nía- 
tena ele! rmir*.. t s analta a la planteada ni el juicio sonido 
por «Ion Miguel Moiiserrat hi j n nm[ra m Monserral 
por col>ro de |*esos, resuelta por esta Crie Suprema en .1 de 
Alay.. f| ( > (Faltos; ¿orno f : $6>. 

©lie dada < * t;i cúeunstaticía. se huer innecesariu repetir tos 
lundauientos ríe té íallo. feíbsfl por lo tanto, a.pti. mr repro- 
ducidos. 

I'or étío; p& los fúadaincntos relativos a la juris.iieei.tii .pie 
ftwsfgim el voto en disideneia fie fs. 141 y tic eonfurniidad con 
lo dfétamitratío |»r el señor PrMíiracIor General, s- revoca la 
Miileiieia arlada y sé declara .pie es pr.ieedt.nte en el caso el 
tuero Eeiterál. En consecuencia, devuélvanse los autos al triltu- 
ttal de míe provienen a ÍÍh de .pie. reasumiendo la juri«iieemn 
de (jue se lia desprendido, los resuelva con arre-lo a derecho. 
\iitin.|ues t - y rej^ase el tape) ante el Inierior. 

J. l*'n;ri:iia\ A ¡.corta. Kohkktm 

RkIT-TTO. lí. (¡fu»! 1.AVAUJ-. 
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n " t;i » M l«ru-s ,1 JnnW , 

gt^f ^ ' ím;,U,J;,<í r, ™ r ^ i^wí^ 

l |,tlltm,; éWmfo \& Wio 4v t lc h, !rv 4Sk 
fuA-r,; I _. . aplican (bs fi.wis sijíuiums: 



MíXTKXflA OI). ii ; |„. : , MJ . 

ri", hm^ti .íl (Je l'*_> f) . 



JB£ l«*ftfc*| ^ l(U nn 1I5t ,,„n ;i CÍ0 ¡un*!™, 

m * <,„, ,nl,rv reidnfcdón. rc^idón cíe J 

|N gdM y pecios [ C ha fiKÉMWfe el ,eñ„r \ i, Ut r' Ut \<L 
ir.-imilntli* el ma$WtÚ cu forffla leipit, ..»]*« d Señor lWi,r„|„r 
I isial mm <le la jiiri^Iiaiúu, . 



V ( 'Hifi>i(jcr.'Mi«lu: 



I L'»»' IMra «Im.ür ept, acierto d ¡tofo entro emú!., n 
■ mF.spei.saWr i-xaminar l„s an| L -mlc.itcs ílé esta <!en, ; m,la v re- 
llrxmimr sofe mis eo„sca.c„ds prnl^l.ks; nr.as v M¡ se pr,- 
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siman eun claridad a la nliservaciiin menos sutil. Kn efecto, étfto* 
ta de la exposición def propio actor y (U- su jK-tHóno preciso, 
'iuc se propone reivindicar los terrenos que detalla, del svñor 
Astcugo. fundado en que el titulo adquisitivo de éste caree.- de 
todo valor. La re|>etición y los daños y perjuicios viene corito 
por añadidura de la acción principd. 

One el titulo atacado, contó a>nsta tamliién. lo e« instituye 
la escritura de compra- ven ta en remate püMico. otorgada en re- 
liéldia del propietario |«>r eT juez de primera instancia que cono- 
ció y decidió el correspondiente juicio ejecutivo, seguido po? el 
señor Astengo contra el señor Ríes, por colín i de deuda recono- 
cida y garantizada con apoteca ríe los mismos terrenos sacados 
a subasta. previos los trámites legales del caso, Delie tenerse pre- 
sente, que al fonnalizar el aludido contrato hipotecario, en el 
ano PM'>, el deudor si-ñor |<k' S declinó expresamente su fuero 
jH-rsinial como extranjero y se sometió a fa jurisdicción ordina- 
ria local para el caso de llegar a ser demandad.» por nwóll de 
dicho contrato, 

& <>iie t xisie. qppit) se ve. una dcihle vinculación eniiv el 
juicio ik- ejecución hipotecaria fenecido en los trihunales provin- 
ciales, y el ordinario, consecuente fie él. que se pnnuueve ahora 
ante la justicia federal; dohle vinculación, se dice, porque a la 
natural y legal reconocida siempre en lorias partes entre tula v 
i uro juicio, >e agrega en el presen re caso la creada voluntaria y 
deliberadamente por la parte del señor Ries, al reu iniciar el fue- 
ro federal, radicando asi, los juicios en la jurisdicción ordinaria, 
di donde sólo pueden ser pisado a la federal de con formidad a 
lo previsto por el aniculo 14 de la ley X'-' 4í\ 

4" Que la relación evidente e indestructible entre los juicios 
aludidas es más notadle aún si se considera cíüé el señor Ríes 
se allanó a la primera ejeeucióti aceptando la validez y eficacia 
del titulo con el que se lu dedujo: desistió por ello de excepciones 
<¡ue halda ..puesto, y recouoeicndt w deudor de la suma cuyo jin- 
go se le rvclamaki. convino liliremente en documentar esa dvu- 
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d;i, garantizándola además. m hipoteca í]v los terrenos de la re- 
ferencia. Uncido el plazo jetado ,,-ira efectuar el paro el 
.creedor hi^tecarin ejecutó ¿ hizo cumplir judicialmente 
fltypnft, & árpelo a Ids cláusulas del contrato v de las leve 
procesales vigente* etl la faMmfo ]H.r b ennl había optado 
su deudor. 1 

5- Qne, copio ^ N ^laMeckl., en otro caso aiíáíogo recie.m , 
(I-.siel.aii Bm?m «Mitra Banco *K| Hogar Argentino») si bien 
es cierto qtie el extranjero puede renunciar al tmtó |JersonaJ sp- 
mchendose al ordinario, puesto que es de su derecho, y eon eÍJo 
"° aftTta en ni,, K«' ,a i"™* d -rden I ,ÚW¡db, también lo es m 
»o esia en su arbitrio crearse una doble jurisdicción para ven- 
tilar donde le plazca , m ,„is n ,u asunto; ^.rqne ésto si r,ne intere- 
sa al orden público, tanto más cuanto que. 0.1110 cu el ca<o wfr 
¡Hámi Ja consecuencia inmediata v necesaria del jnieio ordinario 
si vmm% será la de anular tocio el juicio ejecutivo e invalidar 
tm tttulo míe el tribunal provincial tuvo |xir bueno v eficaz, Pa- 
rece lógieo v conforme con la razón inridica. que este nuevo 
uncí», une importa una revisión de los ejecutivos tramitad. >s en 
la justicia ordinaria local, sea Seguido ante la misma, v se ago- 
ten alli las defensas hasta obtener la sentencia definitiva • 
íim luiría llevarse a la Suprema Corte, si encuadrara el caso en 
el precepto legal ya diado. (Art. 14. ley jjjfÜ 4R). 

® Que estfe no es un caso federal o causa ríe la competen- 
cia exclusiva ríe la justicia federal, sino sencillamente un» dem ; ,n- 
da ordinaria fíe reivindicación, rqwtieión e indemnización de <hi- 
nos y iwrjtiicios. emergente de 1111 juicio ejecutivo terminad,* en 
la jurisdicción provincial : ejecución que. a su vez. tuvo su prime- 
ra causa en la falta de pago del impuesto establecido iwr lev pro- 
vincial de la clase de los Mamados local asscssmcnix. VA hecho 
de fundar esta demanda, entre ..tras razones, en las generalida- 
des de los arts. !Ó y 17 de la Constitución, 110 significa que | a 
causa esté regida especialmente por la Constitución, para pj 
su conocimiento cometa a la justicia federal (art. >>, i„ c í ■■■ de 
la ley 48 1. 
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I'nr estos motivos, ins concordantes expuesto en el rneYUó- 
ri:il de fs. .U y de acuerdo c«ii lo dictaminado por el Señor Pro- 
curador Kiseal. resuelvo: 

Hacer lugar a lu excepción opuesta y, en consecuencia, de- 
c'arar la incompetencia del juzgado para conocer en. esta de- 
manda. Q>« castas. Insértese, hágase saber y repóngase. 

.17 mí». 7 íorrifhi. 



S'CÍA IH- LA fAMAI!.\ FWIKKAI. IH". \ N-L Al |nN 

Rosario. Xmiemhre 1K <le |í>Íffc 

Vistos In* autos seguidos jjpr V^iíctorío Uies contal Enrique 
Asiengo sobre reivindicación, repetición de pago v dáño.s v per- 
juicio* «incidencia incompetencia ele jurisdicción i ; 

Y Considerando : 

\hw la om ij «uncía Ue la jie-ticia federal para conocer ú$\ 
presente caso, se finida primero, en la distinta nacionalidad (te 
fa> partes, por ser til actor extranjero y argentino el demandado, 
y es necién caí) motivo de la excepción dilatoria de incompetencia 
de jurisdicción deducida por el ^uMtlo, que el primero lia pro- 
puesto c] asumo cuino cuestión icderal de conocinncluo exclusivo 
rttfiiw,- #tat¿rÍé del señor Juez de Sección. 

(hie de los antecedentes de heclio y de tterecho relacionados 
al iniciar la acción y de las peticiones formuladas en su conse- 
cuencia, se desprende con toda claridad, míe el carácter en (pie 
lia >ido planteada es el de mera demanda ordinaria por repeti- 
ción de Id indebidamente percibido en un juicio ejecutivo* se- 
guido ante la jurisdicción provincial, restitución de los inmuebles 
enajenad*» en dicho juicio y pago de daños y |n-r juicios, \\, 
se píele en ella la declaracitV.i fie ¡no institucional ¡dad de ninguna 
ley ti ..rdeuau/a. sínó simplemente (pie se condene al demandado 
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en. el sentido ^iíírroeiító mdkado. De ahi que d ti» fede- 
ral ? pitara también, por ™ón de ia tónta iisdoiiatól 
cUS las partes; 

» ett ta! concepto. £ é^cl&i de ineo,„|>eteneia de in- 
im&fo m&t* \™ el demandado, es indiscutiblemente pro- 
9#gm & m el derecho a iniciar la via ordinaria mftnfe 
el jMlCM declarativo cor resj adiete, atitorízatlo pnr el ari 852 
del e|Mp de IWedimknios de- la Provincia de Sama Fe de- 
he ejeratarse ante la misma jurisdicción provincial en que ei 
jtueio ejecutivo f lt é suelto y del que no es más M ne la conse- 
cuencia o conmutación. #0* se desprende de la cilada dism, 
s.e.on. Concurre, adunas, en el ,„/, ; W,',v, la circunstancia de 
que en la escritura hipotecaria que ha dad., lugar el j„¡ci<. eje- 
cutivo de referencia, el actor Ita renunciado expresan,™!,- a la 
jnnsdrmon fHeral. se K ñn lo ka hecho nota el a radicando 
as., los j„,c,os que ite día se originen ante la jurisdicción ordi- 
nana, de donde solo pueden |«sar a la federal por vía dd „„„- 
CU>mt m,rsr » extraordinario pan, ante la Suprema Corte. 

Oue la violación de las «aramias constitucionales acordadas 
W f W** f» Y 1? de la Constitución Nacional, en la aplica- 
emú hecha del unpuesto de afinnado a los terrenos del actor, se 
m avocado en Forma sUtóidiafra solamente, sosteniéndole e j, 
Ijmner término que no existe autorización en la lev provincial 
d< 7 de Enero de IW. „i en ninguna otra. ,»ra cobrar a los 

HS rr " tÍS,as C ? m * los ,K,vimemos q„e la 

Muine.jiahdad mandare construir: por lo que debiendo ¡foLrs* 

f f«*>. ^m™»*. otros as,,ec,os, la jurisdicción 

fecal se „n,M„,c con a^la a lo* principio, que gobiernan la 
Kepuhhca. que asaran a las provincias d goce v ejercicio «fe 
mis leyes o inshttKiones ; y porque la imerpretación y aplicación 
'le las leyes provinciales no corres^nde a tos jueces federales 
m razón de la Pieria: todo ello, por cierto, sin noticio del 
recurso extraordinario autorizado por el art. 14 de la ley X ' 4S. 
I'ur estas consideraciones y las concordantes de la resolución 
de fs. -19 a 50 va... se confirma con cosías. Xotitíquese 
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y devuélvanse al ju/gado de origen, donde se rcp unirán los selli». 
- (artos M. .¡tita. — Juan Airaras, — Jmm üoffritt. 



DItTÁMEX IWA. í'KOtlkAlMlK OtíXKlíAl. 

I ¡itero .s A iri s Abril _'K dé IMJ?. 

Suprema Lorie: 

Después til- haber tramitado y terminado ante el Juagado (. i- 
vil y Comercial del knsario la ejecución hipotecaria seguida \s%r 
don Enrique AsteugO »mru don Víctor Kies. éste se presento 
entablando juicio ordinario ante el Juzgado Federal tíe la misma 
ciudad, por reivindicación «le la propiedad míe la había -.icio ven- 
dida t u la referida ejecución, rejietición de pago y daños \ ptr- 
ju icios entura el expresado Aslengo. 

Fundaba el demandante líies su acción en la circunstancia 
de reputar nula toda aquella ejecución en razón de serlo la obli- 
gación originaria que motivó dicho juicio. 

Acreditó el fuero federal por razón de la?» t htm mas. demos- 
trando ser él extranjero y argentino rl demandado. 

Este, sin contestar la demanda, opuso la excejH'ión dilato- 
lia de incouipi-iencia de jurisdicción, invocando, para el eonoci- 
miento de esta causa, la jurisdicción dr los tribunales locales del 
Rosario, en razón de haberse seguido anté ellos la ejecución hi- 
potecaria origen del presente litigio. 

Tanto H Juez como la t ámara Federal de Apelación de aque- 
lla dudad asi lo batí declarado, denegando a Ríes el fuero fe- 
deral, por h> t|ue ésta lia a] telado para ante esta Corte Suprema 
invocando el recurso (pie acuerda el art. 14 de la ley 48. 

Siendo evidente la procedencia de dicho recurso, adinero en 
cuanto al fondo de la cuestión, a lo resuelto por ta Cámara. 

tiiii efecto, es indiscutible qUC la acción que se inicia es Ta 
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ordinaria a que fíerte derecho en vencido ert in proenlimieniu 
ejecutivo. 

Ksta causa tiene por fimH^Éd revisar los prmed ¡miemos del 
juicio jecutivo anulándolo y reclamando, como consecuencia, la 
devolución, en causa plenaria, del inmueble ejecutado y los da- 
ños y per juicios ocasionados. 

La relación entre una y itfra causa es evidente: la seguida 
es una consecuencia o derivación k-gnl de la primera. 

lialiiéiulose prorrogado en ésta la jurisdicción de los tribu- 
nales Irjcales. no puede invocarse la jurisdicción federal en el 
presente juicio sin contrariar lo dispuesto f>or i*l art. 12. iuc. 4" 
de la ley 4S y la doctrina uniforme de V. K. (S. C X. 105: 9- 
153: 138). ' ' 

Soy por ello tle Opitiíári que corresponde confirmar la st-it- 
tencia en la (jarte que ha sido materia del recurso. 

Itonnio A*. LtirnUti. 



FA1.I.O HE I.A CORTE SUPREMA 

Buciüis Aires M:irai U> <lc IWN. 

V Vistos : 

Por tos fundamentos legales y de jurisprudencia contenidos 
en el precedente dictamen del Señor Procurador General, se 
confirma la sentencia apelarla en la ¡«trie que lia podido ser ma- 
leria del recurso. Xotifíquese y devuélvanse al tribunal de su 
procedencia, donde se repondrá el |ta|tcí. 

J. FlCI EROA AlXOKTA. — ROHEKTO 

Repktto. — R. Gen» LÁyMÍEf 



¡ton UitáttitftttG f. 'tpcz. su Sucesión, sobre f^nshtn, 

\;;t¡htr t o: I" llaiiicndo sostenido );t taja de Jiifálaciouc». v Pen- 
sioiies de Kmplcadns FcFfpyiarios f itmlí'mrUis^ en el an. 
me. I" de la lev Ml/oO. míe el airtcecsor tte.1 recurrente ra- 
ncia del derecho ele su! ¡citar pendón, procede el recurso del 
art. 14, ley 4N. contra sentencia de la (. amara Kcderal de ■;: 
Capital <jue invocando otras disposiciones de la misma ley 
y de la N'* 1 1 1.308, lia admitido ¿1 derecho a la pensión, re- 
bocando la rt'Si ihk-ióti de la C aja. 

1" No habiéndose producido la oju-ión ijiie anl< trizan los 
ares. >*, Ínt\ I" y 52 dr la ley JO/iSO y líLS leyes 1 1.0/4. 1 1 l/.í 
y I L.tfkS. ni el obrero ni sus sucesores pueden declararse 
comprendidos en las di*|»osk iones dt* l;i primera de la* leyes 
litadas, y ptir ki tanto, invocar en mi favor, el art, 4". inci- 
sos I" y 2 ! de la misma. 

Caso: Lo explican las piezas siguiente* : 

i 

kksolcuon di? La caja i>k n -n.u iom:s v i'i:n>ioni:s 
ih: KMi'i.riAnos I'krkoviahio* 

Bucimj .\in->. Marzo i de I 1 '.'". 

Vistas estas actuaciones, atentu lo dictaminado por la Ase- 
soría lejía!, f>or los fundamentos expuesto precedentemente por 
h inmisión de Pensiones y de conformidad cení lo acordado |»or 
el Directorio en su sesión del 22 de Febrero ppdo . se r»suclve: 

! v Xo hacer lugar al pedido de pensión formulado jKir doña 
Dolores Corrales de López, por sí y en representación fie sus hi- 
jo,- íftetíbres-i Llvira Argentina. Petiróna Dolores, Angélica Yi- 
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Kdnardn Al;im , ini , { - Vvr ^ m 

to%©ft a jas ], ir [c, ¡..u lulas y archiven. 

A'. ( /,- hhfitto¿ 



Bmm Am¿-, .fui ir > >; f f t . i^- 
Vistas y Considerando: 

ta ley 0¿S0. mofeado por ,1 an. * fe >, ¿ te ^MM 
< asante se hall, ^0 en el raimen cié la caja creada Ir 
0*ha ley, j>ues s„ fallecimiento ocurrió el 29 de \í>ril , i liw 
encontrándose en ejercito de 5 « cargo ( f*. 22, v l a _ rreil ' 

11 JOB vigmto desde el 15 de Enero de 1924. para poder o pR ¿ 
!**» r !«(s beneficios de la ley 4.Í49. 

lose^f r- I" 10 ¡** tribunal en 

los títóosde (^aspara Uerade Cortina, Primitiva de Sofía v 

| de U¿7, respeenvamente. se revoca la resolución arlada de 
| -/ y vuelvan estos autos sin más trámite a la Caja de ,,„- 
«*naa para que decida la «olkitud ríe pensión formulada por 

/.-w^irfa. - /i. A. Vasar 4míHm«á\ — Jos/- Marcó. 
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DICTA M KN líEL SIIXOH l'JtUl tRAUOK CENERAL 

itiK'nos Aires. Octubre l' i!e l f >Í?. 

Suprema Corte: 

La Caja Racional de Jubilaciones y Pensiones recurre de 
lucho ante V. E. ]Nir haberle (legado Tu Exmu, Cámara Ecderal 
él recurso extraordinario r|iie autoriza el art. 14, ine. 3" de la 
ley X" 4&, interpuesto \v>r la Caja, rechazando el pedido de iwh- 
sión hecho f»or la sucesión del ex obrero de los Kerrucar riles del 
listado don Eustaquio López, 

En mi sentir, la sentencia impugnada uo se encuentra com- 
| Hendida en ninguno de los casos de la disposicinó le^al invo- 
cada para hacer viable el recurso, pues su decisión no es contra- 
ria «al derecho y exención que se funda en las leyes números 
10,630 y ll.,K>S». corno se expresa en la resolución de fs. 41. 

Por lo expuesto, que me exime de entrar a dictaminar «»- 
lire el fundo de la cuestión planteada, pido a V. E, se sirva de- 
clara bien denegado pfir la Exma. Cámara dicho recurso, e im- 
píamente el de hecho t raido a su conocimiento. 

Hotvt'to R. ÍMrrrla, 



KA I. LO DE LA CORTE ¡Sl'FREMA 

Buants Aires. Mar*» ¿1 de lí>¿8. 

AÚtÓS y Vistos. 
Considerando; 

(Juc la Caja de J ululaciones y Pensiones ile Empleados Pe- 
rro viar ios ha sostenido que tos sucesores de dfin Eustaquio Ló- 
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m carecen del derecho <le solicitar fundándose par* 

justificar la exención en lo dispuesto en vi art. im\ p t \ v \ :t 
ley 10.650 que enumera las [Xírsotias comprendidas' en bs tUspo- 
siaoties «le la citada ley. y, la Cámara Federal de la Capital, in- 
dicando oirás disposiciones de la misma ley v dé la l¿308 
lia admitido el derecho a la ilusión revenido la resolución de 
la Caja. 

Que en tales cnutl ¡emites y hahiciidose resuelto en coiltfa de 
fa exención fundada |w ,r el recurrente en una cláusula de la ley 
nacional \"> 10.650. el recur*. extraordinario autorizad» por el 
Wm> W & ®» m <* procedente y $¡q el Señor I Wu- 

radnr General, asi se declara. 

Y Considerando : 

Sobre el fondo dé la cuestión por ser innecesaria mayor *til is- 
la iiejación : 

Que del contexto de los arts. 2>, inc. |- y 52 de la ley 10.650 
fin las modificaciones introducidas )xir las posteriores 11.074, 
11.173 y 11.308 se infiere que los empleados y obreros fie los 
l-Yrrocarriles del Estado sujetos al régimen de la ley 4349, que- 
dan comprendidos en las disposiciones de la ley X" 10.650 siem- 
pre que encontrándose en servicio a la fecha de la sanción de 
ésta (30 de Abril tic 1919), no manifestasen i»or escrito en el 
término de seis meses, su voluntad de ]wrniancccr dentro del 
régimen en que se encontraban de la ley MÜ> 4349, 

Que el causante don Eustaquio López falleció en ejercicio 
de su cargo el 29 de Abril ele 1918 con más de 19 años de ser- 
vicios y cimiio la ley X* 10.650 fué sancionada el 30 de Abril de 
1919, es de toda evidencia que ni la oi>cióii implícita autorizada 
|>or el art. 52 ni la expresa ha ]>odido producirse a su respeto 
desde que él no vivía ya en el momento de la sanción de la ley. 
Kn estas condiciones, ni el obrero ni sus sucesores ¡meden de- 
clararse comprendidos en las dis|Josiciones de la ley X" 10.650, 
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no habiendo salídó del raimen di- ín kv 4.í4 ( > tímim de 1;» cual 
S« fiu-fHiinidn <u;<nd<> !u umv* la muerte. 

ijue, siehdq esto asi, tampfíco puede invocar cji mi favor e j 
p. t" de ta lev I0.ÍÍ50, iitctsos 1- y J" desde que. para Jifero 
es im|^iensdl)(ie hallarse cniprcndiilM en las disposiciones tfe 
aquélla coiifortfie a |n dí&pijésío en litó arts. 2 y 52, 

I ii su mérito se revoca la sentencia apelada de la t ai na ra 
Federal, declarándose con i tt resuelto |mr la taja, que los jh-iícío- 
uaules carecen del derecho a iui|ietrar pisióti, Xot¡Mc|ue>e y 
devuelto* los autos remitidos por via dé informe, con transcrip- 
ción di- la preseníc. archívese. 

J. lM(;t*f-Mn\ Al.tokTA. — RÓBKRTO 
Ri:i*htto. — R, GtílUú I AVAI l.K. 



/Jtfíia (Yo/ñi /*í#tó »f. ( anuu ho i-ontrit (a Cttjtt Wu itnm? tU Ju- 
pilütfoucs y Pnisfancs tic Empica tos y Ohrros ! : t rnniti- 

Stíiiu no : l« Invocado por el recurrente el art, 26 de ta le, 10650, 
procede d recurso extraordinario del art. 14» ley 4S. eontra 
una ^iitcncin de la t ámara l'cdera! de l;i Capital en cjüe 
inipl ¡citan lente se declara que el heneficin estahleeidu ]H.r el 
CJ^do. art, 20. un era aplicahle al cas.», denegando, pn cuiisr- 
emneia. d | veiltdo de pemfórt, 

2' De la clara redacción dd art. 2n de la ley 10.650 se 
despreden, sin esfuerzo, las siguientes consecuencias; ai que 
iii I» economía di- la ley 10.650 soto se toman en cumia Jos 
servicios efeemos; l.p que doscientos cincuenta días de 
n alia jn efectivo, cuando éste es a jornal, cqui valen 
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^mmm «h* HWB dé !alK>r ; $ ¿tffew^ de acu^ 
do con dicha deposición fcgaf, ^ m áe iB ¿ fc ¿ fc 

hacetse dtviHtentjp el número fbial <te .lias ,1c- traído por di a- 



Cientos cincuenta, 
tthun |.ti explican las pie/as siguicta 



es : 



SEXTKNCIA rife CÁ.UAKA IKFHIKAL 

l!m.ti..s Aire*. A¿o»tM ,í <k p)27. 

V Vistos: q«e I,*., servid..* «,ue sj¡gim la ru-urante presió 

íoíS USa T n '. ,;i ESÍÍl¿ÍÓn 1:1S Flores <ks(k> eI 1906 h^ta 
IJW no han sido acreditada. c»mo corresponde, aiitc la Caja, 

IV din .y mis íundaniontus se confirma la resulueión a.>c- 
1-uia <\v fe ■> que no hace lu^r al pedido di- pensión formulado 
JOT ecd,a feppe* do lamadlo, i. /. fofc __ ft^ 
S^atórf*; - - V. . W ~ /í. .\W ¿«^rátó; 



DICTAMEN DEL l-ROCCftAHOK f ¡KXliRAL 

ItuctKis Altes, Diciembre *J (fe I'^.T. 

Suprema Corte ; 

Duna Cecilia L. de Camocho. cn estas actuaciones sol .re pjéii- 
s.on iniciadas en su carácter de viuda del empleado Juan Fran- 
cisco C amacho y tramitadas ame la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes y IVusmne* de Fmploados Ferroviarios, ha invocado el art 
2fi de la ley 10o50 en e] sentido <|e que su aplicación rorréspon- 
dia a los fines de verificar el cómputo de los servicios prestados 
)M>r su citado esjwso. 

La resolución definitiva dictada por la Cámara Federal de 
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Ablación ilc la Capital, ni (leiiegar él pedido de ilusión, ha in- 
ttTpretQdo iuipliciianiente el rtfttfrib árílcíuo en contra del i>H- 
ulejfio o hcneíieto mviH-íidn t«ir la peticionante y fundad.* ni 

una ley nacional. 

El recurso extraordinaria di- apelación iiitei^irestg para ante 
V, \% y denegado i«>r ta Cámara Federal es. pues, procedente. 
i'miihi lo ha declarado esta Corte Suprema en un caso análogo 
{ I IH, |j¿ .121 >. nlwíejulct ¿tijeko recurso el ifiu- actualmente m- 
cuentra a resolución de V, & para pronunciarse sohre el fondo <le 
la cuestión. 

Soy |wr ello de opinión que el que motiva esta míe ja ha 
«ido nial denegado. 

IJorach h\ I, an\ht. 



PALLO IUÍ LA COKTE MrPREMA 

BiKiíos A iris. Mar») 21 de V*2K 

Auto* y Vistos : 
Considerando: 

<Jur la a|i*-latiic, d ña Cecilia I.. de Camarho ha sostenido 
ante ta Cámara Federal (pie si para verificar el cómputo de los 
-ervieÑw prestado* iHir su esjxiso se aplica la disposición del art. 
3fi de la ley tÓjÓlOfj su derecho a la pensión sería proíétféntfe. 

UlM- el iioutorado Yriltimal ha declarado ¡mplieuamciiic. en 
ku «enuncia que el líenefieto establecido |nir el citado art, jíi 
no es rtpllcahle al caso y ha denegado por consiguiente, el p^tfdn 
de pensión. 

<„»uc en tníes condiciones y tratándose de un punto de dere- 
cho dirccl amenté vinculado a la materia de la causa, es evidente 
tpir- la decisión del tribunal (fe última instancia ha sido contraria 
al privilegio fundado |*ir la recurrente en una ley nacional, lo 
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que fiace sstói&ibte el recurso extraordinario de acuerdo cilti lo 
dispuesto ])or el inc. 3» art. 14 de la ley 4S y lo resuelt.. p©r 

\e$ta Corte mi mi caso análogo al presente, con fecha ó ck- \l»ril 
«te 1927. 

Eii su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por el ^íior 
Procurador General, se declara procedente la queja. 

V Considerando : ■ 

En cuanto al fondo de In cuestión por ser innecesaria mayor 
Mtlistanciación : * 

Que el esposo de la peticionante don Juan Caniacho fué 
lili tralwjador a jornal que en el momento de su fallecimiento, sc- 
iíím ta liquidación practicada ]x>r la Contaduría de la Caja Ferro- 
viaria, había prestado servicios durante nueve años, cinco meses 
y diez y siete dias. , 

Que la Caja y la Cámara Federal de la Capital han dene- 
gado el derecho a la pensión porque el causante, si bien falleció 
en el ejercicio del cargo, no^alcanza a tener más de diez aím> de 
servicios como |<i c-ij^e el aft. 1". inc. h) de la lev 11.074. 

íjuc, entretanto, la viuda del causante ha sostenido que la in- 
terpretación atribuida al mencionado precepto fie la ley no es la 
que corres|ioride legalmente, pues si la Caja al verificar el cóm- 
puto de jos servicios prestados -hubiera aplicado tomo corres* h ni- 
dia, la re^a de! art. 26 de la ley 10.650. aquella <qMtrach.ii habría 
arrojado un tiempo mayor que el necesario de diez años. 

Que el art. 26 de la ley 10.650 establece textualmente «a los 
efectos de la jubilación sólo se tendrán en cuenta los servicios 
efectivos aunque fuesen discontinuos durante el número ríe años 
requeridos. Cuando la retribución del tralsijo haya sido total 
I «relamiente |K>r jornal, se computará un ano de servicin ¡jp* ca- 
da doscientos cincuenta días de trabaju efectivo, y si hubiese' 
sido por hora se dividirá por ocho el número de luirás para es- 
tablecer el uíimcro de dias de tralwjo efectivo». 
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Qué de la clara redacción de este articulé ¡se áé^ireiidc¿ sin 
esfuerzo, la- -.¡-niciito cunsecuencias: a) que en la cjGanomía de 
ia ¡i v 10.650 sólo se timian en cuenta jos s;efvicií>s ¿festivos , : j b) 
uue discierno-, cincuenta dias dr trakijo efectivo cuándo Isié es 
a jornal equivalen a un año fie sérVido*: y e) que el «lia de tra- 
ba j«< t lectivo se compone de idm lunas de lalmr. 

Que del pritici|>iiP tic que sólo se turnarán cu cuenta los ser- 
vicio- i íeclivc.s asi como del dé las equivalencias entre t i atio y 
«lia de traljajü y el día y año gri^irianq adoptados por el art. 36, 
u infiere, sin esfuerzo, que éste lia prescindido del calendario 
110 sol,, en cuanio el stijujile transcurso del Heuiiid entre la fe- 
cha de entrada y de salida de un empleado puede no equivaler 
a tiri tíanpp i-nal de trakijo efectivo, sino también en cuanto 
al año <- el día de- servicios puede nb guardar una matemática 
mn-t s.M.iidt'iieia con el día o el año gregoriano, Y asi en el caso 
de un bbréiru a jornal |wko mi|)oria snfwr si ha necesitado veinte 
años dd calendario para coiititiiir.se los diez de servicios efecti- 
vii- (nie han de darle a su familia derecho a pensión, y si, por el 
contrario, los ha cubierto en ocho o en nueve por haln-r tralvi- 
jado mas de doscientos cincuenta días en cada año del calendario. 
Tamitoco hace al caso saber si el obren > sólo ha trabajado pcfuí 
huras en cada dia o si trakajó diez y seis en uno misino para 
Obtener di»- de servicio, Kl elemento decisivo jiara la ley es la 
cantidad de labor desarrollada y en presencia de dos hombres 
«I ni' han cubierro la misma snma de servicios, aunque sea en tiém- 
t"»- distintos, les reconoce derechos ¡guales. 

Qüé tanto la i. aja coiim la támara Federal admiten míe el 
criterio del art. 36 es aplicable en ta equ i valencia esta! decida |>or 
él cuando el Obrero para integrar su termino de trabajo ha re- 
querido un número de años qué sea igual o sobrepase el tiempo 
de servicios efectivos, j*ro no aplica el mismo criterio Citando 
éstos se han cubierto en un plazo más corto. Y así, sí un obrero 
a jornal ha trabajado doscientos dias por año en un lapso de ein- 
C«, se le ci imputan cual m años de servicios efectivos, pero si ha 
trabájalo trescientos días pir año durante el mismo tiempo no 
>* rüxonucc que tenga seis años a los efectos de la ley. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Utf 

«¡SS Si f t ¿r m®* ¿* •• * 

MSH* del principia adoptad,, ,„ 

. .np.iL .> el <r.,l BlJ „ rea!, v eeiden.enu-.ue se tórari, .-, h 

•le a<p,ella euns.vu.mi.-, „«.li.n,lu además ,.| ,«!„, , * 

",';"" r """ f» «P*W ^1 al dáS^^S* 
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í|«<iiv;* st tictuiaran en un .minero nirnor A*. i . 

* " ,K - <" , * w »•» S C&te 

-En niérii.r, <| t ms e..nsi.lei™.-i.„us se revira h „„r„-fc 
.¡l*.la « I ? parre (|llc hl m m g ¿¿SS 

elñvtse " m h Puente, ar- 

J. Fir. l E Ro.A Auwa. _ Ro.,i iB T U 
Repftto. — l¡. Gbiro UvaUi.E. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



í.'aÑuEjffoláátiva StUhhes Wua tic ¡ "th(¡itrc »■ hijos menores, so- 
Hi ifa pensión, 

S tutumo : El artículo 26 <lc la ley 10.650 cottib eonsecttenci:i in- 
ííexible del principio adoptado jmr él, de que lo ñiiieo rjfte 
¿i* computa vi d trabajo real, ordena lisa y llanamente tme 
Mcmpre. | M ,r cada ^p®cfentOS cincuenta dias ríe traliajo efec- 
tivo, se compute un año de servicios cuando ftpél ha sido 
a jornal, .sin tíísiingíitiÉ tífiíré la situación de un obren» mtü 
l>íira integrar su término de trabajo haya requerido un 
n hurto de anos que sea igual o sobrease el tiempo de ser- 
vicios efectivos, y el de aquel que ha cubierto los sCfvjfcjos 
en un plazo ttíáa corto. 

Cwjo; Lo explican las piezas siguk-mes: 



KfÍSOLl'CÍ0N pg I.A CAJA HE JLJilL.U IONES y l'ENSIOXÉS 
DE EMPLEADOS 1-EHKOViAKIOS 

Btittws Aires Oetúbre M\ de W¿5. 

\ ist.i* estas actiiacionis promovidas por doña K seo lás tica 
hárielicj! Vaca de Vásqucz por si y en representación de sus hi- 
jo?, menores, con el pro|>ósito úé acogerse a los betieí icios de la 
pprísjón, con arreglo a las di s poste iones de la ley 10.650 y eoiu- 
pU mentaría*, e i imbuido para ello el carácter de viuda é hijos 
legitimo* del ex empicado del F. C. Rosario a J'nerto líelgrano. 
ili'n Santiago Vázquez: compr filiándose con la documentación 
acnm| tañada, la personería invocada, asi como también el que el 
causante falleció el 19 de Julio de 1923, en cuya fecha habla 
preMado <» ¡un*, atalro meses y diez y nueve titas dé servicios, 
seguh asi se establece en el cómputo de fs. 34. 
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ijw. además, 1)0 r resol ución de S de |fni Q mU ^ ag^Éí 
p te. 2X, se acordó a los ^.sudantes la indemnización del art. 4Ú 
de la ley 10,650. cíe acuerdo a lo *. lidiado a fs, 18 v lo probado 
tu autos, y 



Considerando : 



Ijuc el presente caso está agido |>or la d&pqsHáfii, del art 
1". w. l.j de la lev 11.074. míe consagra el derecho a pensión 
para los deudos de los empleados « obreros fallecidos cu ejercí- 
an de! cargo con más de diez años de servidos. 

ij ue sobre la interpretación de esc precepto legal se ha pro- 
nunciado la Exjna. Cámara Federal de A|>elac¡ón. estableciendo 
reiteradamente, que para la procedencia del derecho al beneficio 
míe cí misino consagrada, es indispensable la prestación de ser- 
vicios efectivos ¡wr un término de diez años v un día. por lo 
menos; condición ésta que no concurren en el caso sitb jiutke. 
ya que los servicios del causante, aún aplicando la regla del ar- 
tículo 27 de la ley 10.650, sólo alcanza a míe ve años. 

One el antecedente invocado por los presentes en el escrito 
de fs. 32. no puede modificar su situación, desde que. como que- 
da expresado en considerandos anteriores, la Mxma. Cámara Fe- 
deral ha sentado ya. con carácter uniforme, la regla de interpre- 
tación del art. I*, inciso b) de la ley M.Q/4, contraria a lo que 
.-e argumenta en estos actuados. 

Que, en consecuencia, atento lo dictaminado por la Asesoría 
Legal y lo aconsejado por la Comisión de 1 'elisiones y de con- 
formidad con to acordado por el Directorio, en su resolución del 
27 del mes en curso, se resuelve; 

I* Xo hacer lugar a la ijensión solicitada jxir doña Escolás- 
tica Sánchez Yaca de Vázquez, por sí. y en representación de 
sus hp>s motores Mercedes. Francisca, Alaría Fsther, Carmen 
y Alfredo Vázquez, en su calidad de viuda e hijos legítimos del 
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ex empleado <lel Ferrocarril del Rosario a I Vierto Béfeí^, rlotl 
Sai iliaco Vázquez. 

2» l'revia notificación a la interesada, pase a contaduría 
para f|iie tome conocimiento. 

Xi'stor iff /n\>»iffí¡; 



sn\TKNCIA PE LA t\\MAK,\ FÉDKRÁL 

IliiLtv..s Ain-s jütíú 14 de I0¿ ( ',. 

Vistos y Considerando: 

Que en el i préseme caso el causante liene acreditados servi- 
cio* que computados de fecha a fecha, ascienden a nueve años. 
>t is meses y un día. 

íjue este Triliuna! en el caso de Alltel Soria, fallado el 17 
ile Marzo del corriente año. declaró que ningún precepto de la 
ley IU.650 autoriza la coniputación de servicios de tal manera 
que puedan resultar mayores que el lapso de tiempo determinado 
por el calendario. 

Qué si bien los servicios acreditados fueron reirilmidos a 
jornal, no es p¿sible que como lo pretende la recurrente. por apli- 
cación de lo dispiust oeu el art. 2d de la citada ley. arrojen un 
total mayor que el tiemp. durante el cual Vázquez |**ricnec¡ó 
al jiersonal de las empresas ferroviarias. 

One en el sub judtec no es de aplicación en el precepto del 
art. 27. porque el art. 1", inc. In de la lev 11.074. requiere que 
el causante ren K a más de diez años de servicios o sea dio* años 
y un dia. por lo menos, no pudieudo, en consecuencia, compu- 
larse como unidad las fracciones que excedan de seis meses. 
( Véase ta causa de CabaUcI Fí. V. de. fallada el 15 de lunio de 
1925 y otrosí. 

rjue, de consiguiente, aún cuando se haya justificado que 
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Santiago Vázquez íallmó en el ejercicio de su cargo] | os rm ,_ 
rrenies tuneen de derecho a la pensión que solicitan. 

í'nr t-sias oiiisideracioncs se confirma Ja sentencia apelada 
de f>. .*» que no hace lutfir al |*dido de jpisi&i formulad» ,>or 
los sucesores de don Santiago Vázquez. Devuélvase sin más 
trámite a la Cija de procedencia. — 0. . /. \ íK ur Amhorvmu— 
MWmcBio E$m(éM. — J, /'. /.iíiw. 



FAI.I.O DI-; |,A CURTE SIl'kKMA 

l¡iKik>s Arn-s M;irz.» 21 ,!c 

Y Vistos: 

Considerando; 

One el esposo de la peí ¡aúname don áím#Sgü Vázquez fué 
un iraliajador a jornal que en el mouicmo de sti fallecimiento, 
scpfi la liquidación praeiicaad jh* Ta Contaduría de la Caja fe- 
rroviaria, había prestado servicios durante- nueve años, euatro me- 
ses y diecinueve días. 

ytte ra Caja y la Cámara 1-Yderal fie la C apital lian denegado 
el derecho a la p^nsjqn |*irquc el causante si bien falleció en d 
ejercicio fiel cargó; no alcanza a tener más de diez años de ser- 
vicios, ionio lo exige el ari. 1", inciso b) de la ley 11.074. 

íjue entretanto, la viuda del causante ha sostenido i,n t . | a 
interpretación atribuida al mencioiiado precepto de la ley HÓ es 
(a que corresponde legalmente, pues si la Caja al verificar el 
cómputo de los servicios prestados hubiera aplicado, como co- 
rres, «nidia, la regla AM art. 26 de la ley 10.650, acpiella opera- 
ción habria arrojado un tiempo mayor que el necesario de diez 
años. 

Que el art. 26 de la ley 10.650, establece textualmente «a 
los efectos de la jubilación sólo se tomarán en cuenta los servi- 
cios efectivos aunque fuesen disconlimios, durante el número de 
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años requeridos. Cuando la reiHhnción del trahájü haya sido to- 
tal i» parcialmente jx»r jornal, se computará un año de servicio 
]Mir cada doscientos cincuenta días cíe trabajo electivo, y si hu- 
biese sido i«ir Hora, se dividirá \>or ocho el número cíe tiotift 
para establecer el número de días cíe trabajé efectivo». 

Que de la clara rédaCciah de este articulo se desprende >in 
esfuerzo, las siguientes consecuencias: a) que en la economía 
(te la ley 10.o50 sólo se toman en cuenta los servicios efectivos: 
1h que doscientos cincuenta días de trabajo efectivo cuando éste 
es a jornal, equivalen a un año de servicios y e) fjljé el día de 
trabajo efectivo se eomppne de ocho horas de laW, 

Oue del jiriucipio fie que sólo se tomaran en cuenta los -rj- 
Vicios efectivos así como del de tas erpii valencias entre el 0§ y 
día de trabajo y el día y año gregoriano adoptados j»r el art 2G se 
infiere, sin esfuerzo, que éste lia prescindid» del calendario, un 
sólo en cuanto el simple transcurso del tiempo entre la fecha de 
entrada y de salida de un empleo puede no equivaler a un tiempo 
igual de traliajo efectivo, siuó también, en cuanto el año o el día 
• le servicios puede no guardar una matemática correspondencia 
ron el día o el año gregoriano. Y así, en el caso de un obrero a 
jornal; poco ¡ni|Kirla salier si ha necesitado veinte años del ca- 
lendario para constituirse los diez de servicios efectivos que han 
ile darle a sn familia derecho a pensión, o, si |>or el contrario, 
los ha cubierto en ocho o en nueve |wtr haber trabajado más de 
rloscicmos cincuenta chas en cada año del calendario. Tampoco 
hace al caso salier si el obrero sólo ha t ral tajado ocho hora:- en 
rada ilia o «.i traltajó diez y seis en uno mismo para oltteuer dos 
de servicio. Ei elemento decisivo ]»ara la ley es la cantidad de 
labor desarrol lacla y en presencia de dosjiombres que han cu- 
bierto la misma suma de servicios, aunque sea en tiemitos dis- 
i hitos, ies reconoce derechos iguales. 

Qjje tanto la Caja como la Cámara Federal admiten mje el 
criterio del arr. 26 es aplicable en la equivalencia establecida por 
él cuando el obrero para integrar su término de traliajo lia re- 
querido un número de años que sea igual sobrepase el tiempo 
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tic servicios efectivos, ¡uto lio aplica el mismo criterio cuando 
éstos se han cubierto en un plazo más corto. Y asi, si un obrero 
a jornal ha trabajado doscientos dias jKir año en tm lapso de 
cinco, se le computan cuatr» años de servicios efecilvos. pro si 
ha t ral ajado trescientos días jxjr año durante el mismo tiempo, 
no sé reconoce que tenga seis años a tos efectos de la ley. 

Que. sin cmliargo, el art. 20 no distingue entre aquellas 
¡los situaciones y ordena lisa y llanamente qué siempre, por 
caí la doscientos cincuenta días de trabajo efectivo, se compute 
un año de servicios cuando aquél lia sido a jornal, lis la coi e> 
atiricia inflexible fiel principio adoptado por él de que lo único 
que se computa es el trabajo real y evidentemente, se faltarla 
a la lógica de aquella consecuencia, matando además el estímulo 
de una mayor dedicación a la tarea cotidiana, negándole a la 
tamil ia del obrero derecho a la pensión cuando su trabajo, aunque 
realizado en menor tiempo, es exactamente igual al de otro que 
ha empleado uno mayor y ello sin contar todavía con qué ambos 
han sido objeto de ios mismos descuentos. 

Oue esta inrerpret ación del art. 26 no desvirtúa el concepto 
de la ley ni afecta el fondo común de las jubilaciones porque los 
a) nortes se efectuarán en un número menor de años, desde que. 
fas antigüedades que establece para los distintos Iwnef icios del km i 
ser computadas con el criterio del «servicio efectivo» señalado 
|*>r ella misma y por otra, porque ciertamente, el caso más ge- 
neral será el de que los servicios efectivos se presten en un lapso 
de tiempo mayor que el fijado i>or la equivalencia, ya que el pla- 
zo de doscientos cincuenta días de trabajo, es» sobre |>oco más 
o menos, el que normalmente puede cubrir un obrero durante el 
año del calendario si se descuentan los días de fiesta y los de 
cntermeilad. 

hn mérito de estas consideraciones se revoca la sentencia 
arlada eu la liarte que lia podido ser materia del recurso y se 
declara, .consiguientemente, que tle acuerdo con el art. 36 de la 
ley 10.050. el cómputo de los servicios d|be hacerse dividiendo 
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el número toííií de días de. traliujo por doscientos cincuenta. Xu- 
ttfífjtiese y devuélvanse al irilmnal de su próé^éhélíí donde se 
re] tundra el i«|jc1. 

J. FlüUEROA Al.roKT.A. — Iíoi:i-:ktc> 
Kkpktto. — lí. (¡tino L.u'ai.ik. 



ihm ¡itujt tti» Sfmékr, t nutra Domhujo Vitah\ sobre títí0m 
tic titano. Recurso t\ili- t wn!iimrio. 

Sumario: 19 Procede el recurso extraordinario del art. 14. ley 
48, contra una resolución contraria al derecho o privilegió 
fundado |*.r el recurrente en el art. 41 de la ley 3975. 

* El art. 41 ríe la ley 3975 alude a la inscripción de las 
marco* extranjera* por sos propietario* o representantes, 
cuando ello es |¥wilí!e dentro de la economía general de la 
ley, esto es, cuando la nación no fia atribuido la propiedad 
di- la misma marca a otro comerciante o industrial radica- 
do o rio en el país; mediante el certificado previsto por el 
art. 12; y de acuerdo cun lo prevenido por los art*, (.. .S. 12. 
Í6. 68 y 71 la propiedad de una marca extranjera nace, no fie 
la inscripción o del uso eti el país que la haya concedido o 
recoimeídfi. sino del cumplimieuto ante la* autoridades ad- 
ministrativas de ?a República de las prescribióme -ancio- 
nada* |»r ta ley X* 39/5. 

Caso: Lm explican las pieza* dientes : 
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SEXTIíXriA UFA. JLK* l-'EIHíBAL 

Km-itn* Aírt-s. Jumn 1S tic l'LM, 
N Vistos: |.<,s prommidus por K. Srlnteller entra Éto- 
""'^ V,tílk *- V lv ' Ir " \- -Mniranc, s «l,re u^clóii ¿te («attói 
y nuJiUaíl de registro ílé Ir. marca solicitada por acia ¡fe?. 

V Considerando ; 

1" Que éi demandado \ ¿tale quedó étimniado de la cattsn 
a mérito de lo dispuesto ch el aun. de í s . 12 a ís. 15, fttótffólb 
y pasado en autoridad cíe cosa j tuteada. 

É> Que «es de jurisprudencia constante. <pte la demanda se 
caracteriza por I.» que so pfcje y ftb i>or el nombre que se da a 
la acción» ppgina Corte, ftwno 108, gág. 37'». 

En consecuencia, cal* significar tj¿ | a jpft anoni s „, idla 
c-n su demanda de fs. 7 a 10, presentada en 25 de Noviembre de 
IJ-I. se falle decretando la nulidad del registro solicitad.. iK, r 
acta /9./27. 

Y bien; la actora ha escogido, sin duda alguna. l|tl ¿p,^ 
«líe no es el que fija la ley 3975. al traer al juagado una deman- 
da cuya finalidad es la de impedir se acuerde por la Comisaría de 
-Marcas, la marca solicitada mediante acta 79.72/. 

Si quería ó$jfer±e al registro de la marca «.licitada por 
acta /^727. debió observar lo dispuesto en los artículos 21 y _*> 
ley 39^5, y Juego hubiera intervenido en el asunto, si fpre e | 
caso; la justicia federal, en razón .le lo establecido ,* ir k.s are 
32 y 33 de dicha ley. 

Se ve por lo expuesto. que en realidad nada puede ni debe 
hacer el Jugado en lo relativo a la anulación del rehiro de una 
marca solicitada a la comisaría res¡>eeiiva. .pie es, en sustancia 
lo .pie iiersijjuc la actora. 

3" Que la fifís contestifiio quedó t ralbada con los escritos de 
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f*. 7 a 10 y de fs. 29 a 33, estío es se formalizó en Julio 3 de 
1922 cuando el Juzgado tuvo jx.r contestada la demanda, o mejor 
aíin, ou Junio 26 ríe l<>22 cuando se presentó la eonieM ación, fe. 
33 vuelta. 

Ahora hien, se observa en autos que con posterioridad a la 
litis contrstatio, la Comisaría de Marcas acordó a Matranea la 
marca 71,693, fs, 36, y se oltserva asimismo, que ambas partes se 
ocupon de tal circunstancia a fs. 39. 44 y 102 vía. 

Pero, es el caso recordar que «no es admisible la modifica- 
ción de «na demanda después de contestada». S. C. torno Mk 
pág. 27*. y que el alegato no puede contener ampliaciones & la 
demanda — S. C, tomo 76 t |»ág. 216. tomo 78, pag. 164, tomo 
110. jwig. 122, - Luego entonces el Juzgado tiene que ameritar- 
se a resolver la causa de acuerdo con lo que emerge fie la litis 
rantcshtt 'to y nada más, art. 13. ley 50. ley 3. título 10. partida 3* 

4 V Que por último. del»e ponerse de relieve que el Juzgado 
no tiene imra qué ni delie ocuparse de una serie de cuestiones 
rpte se han pretendido ventilar y someter a su decisión, toda vez 
que la conducta de fas jiartes con relación a la marca tarea] ante 
y i«tst juicio, sus intereses, ardides, eiti peños, etc.. etc.. son co- 
sas que no dclicu ser lomadas en cuenta en este juicio por su 
naturaleza especial. Tal vez todo etló | nidria ser materia fie un 
juicio criminal, tramitado en íorma o de un juicio de nulidad de 
marea concedida. in.ro nunca en este juicio sohre nulidad de un 
pedido fie registro de marca. 

En cuanto a la |«T$onaIi<lad de Antonio Vázquez, represen- 
tante fiel actor Sehucller. el Juzgado se abstiene del ¡liradamen- 
te, fie decir nada respecto a lo señalado a ís. 29 vta. y ,10. jw.r 
cuanto cu ese escrito de contestación no se ha solicitado en tér- 
minos claros y positivos que se desconozca judicialmente la per> 
soiialtdád uivocida jjor Vázquez, arts. 57, inciso 6 y 85. ley 50. 

IV las consideraciones qtie preceden, fallo, rechazando, con 
costas, la demanda promovida a nombre de luigemo Schuellcr 
contra ledro A. Matranea sohre nulidad de registro de la marca • 
solicitada mediante acta 79.72/. 

Saúl M. Jixcithur. 
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SKXTKXCJA DE LA t'A SI A RA KKlíKRAL 

Buows Aires, N'ovicmbn- 12 ik- ÍVZS, 

Y Vistos: estos autos seguidos |»or E. Schuller contra J)o~ 
milico Vítale y Pedro A. Matranca, sobre nulidad de marcas, 
ivirá resolver los recursos dé nulidad y apelación contra la sen- 
tencia de fs. 1 10 ; y 

Considerando, en cuanto al recurso de nufi<lad : 

Que éste no lia sido fundado en esta instancia contu corres- 
jwndía y |>or otra parte, la semencia de fs. 110 no acrece dada 
con violación de la forma y solemnidad que prescriben las leyes; 
ni el procedimiento adolece de defecto alguno substancial rart 
238. ley 50) . 

Por efló se le rechaza. 

Considerando, en cnanto al recurso de ablación: 

Que el Tribunal encuentra arreglados a derecho los tres pri- 
meros considerandos de la sentencia recurrida y (pie no es apli- 
cable al sub judie c la jurisprudencia cítaila en el escrito de ex- 
presión de agravios. |wr no tratarse de casos análogos. 

Por ello, se confirma, con costas, la sentencia recurrida de 
fs. 110, que rechaza Ta demanda promovida por don Eugenio 
Schueller, sobre nulidad del registro de la marca solicitada me- 
diante acta 79.727.— Marcelino Escalada, — T. Arias. — /'. A. 
Xacar Anchomta. — /. p. Luna. 



Ht>S 
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FALLO I)F. LA CORTE SL'I'RMMA 

RlltttPS Aires, Marzo J.í «ti- 192K. 

A uros y \ 'istus: 
l'nnsidenmdo : 

'.Jue el recurso extraordinario deducido en este juicio es nfii* 
cédeme |«»r cuanto se ha ileso mocido iii ¿1 la interpretación míe 
corres] tunde dar a] articulo 41 de la ley X" ¿875 invocado pnr el 
recurrente, y la tlecístán recaída ha sidu contraria al derecho o 
príyi|egÍ0 jjue fundado tu clkha cláusula, profriiiir feiier aipicl. 
¡irt. 14. íric íév 4S. 

'Jiu acerca dél derecho tinada. tío |*>r e] recurrente cu el 
un. tJ de la mencii¿:-ida ley [«ira sostener en su rtiéflto la nuli- 
darl de la mana [."< >rcal cu razón de haberse re¿istradb cumo la! 
con posterioridad, .i la iniciación y actuación comercial del actor 
«" ia KepúMica involucra uta simple cuestión tíé hecho, cual 
es la de salter si autncl uoinhre Lureal era realmente d del tahri- 
caute " de la ra/iVn >oeial extranjera en la lecha de Otorgarse 
el regisiro (fe la marca. V tal cursilón de hecho resuelta implí- 
citamente ]M.r la Cámara K-deral en sentido contrario a las pre- 
tcnsiones del recurrente, no puede ser materia del recurso ex- 
traordinario coiifórjrne al art. 14 de la lev 4S y a lo reiteradamente 
re -tullo, 

I 1 ' ir etto uwlb' el Señor Procurador Genera! se declara pro- 
cedente el recurso en aiaiitp ;¡ lo primero y se desestima m 
cuanto a lo ségitiído, 

Y Considerando respecto al íondu de la cuestión por ser in- 
necesaria mayor substanciación : 

' Jile don Eugenio Schueller director general de la sociedad 
francesa de tintiir;is inofensivas jKira el cajícllq y propietario de 
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la marca \J\ irwi!, lia sostenido que de acuerdo con él arl. -II de 
la ley .V 3973, únicamente el propietario o su agente debida- 
mente autorizado, han podido solicitar el registro de la marta 
extranjera Irreal, siendo, por consiguiente, nula la fí'Mí 
concedida a don Pedro A. 1 (atranca. 

Que al dis|Miner el inciso del art. 41 égg* los propietarios 
o sus agentes debidamente autorizados son los únicos que pue- 
den solicitar el registro fíe tina marca», sólo ha sido su prorxfei- 
to establecer una condición de naturaleza meramente reglamen- 
taria, cuyo significado y alcance real se relaciona intimamente 
otMi la primera |tarte del mismo artículo. Después de declarar, en 
efecto, pe para que las marcas extranjeras gocen de las -garan- 
tías i|iic la ley \> 3975 Ies acuerda. fletarán ser registradas con 
arreglo a sus prescripciones, agrega, que ello detará hacerse 
]>or los mismos propietarios extranjeros o por jicrsonas que len- 
pn su autorización. Sefún esto, el inciso legisla la Innótesís 
de una marca extranjera denunciada como tal en el momento 
de impetrarse su registro y no Ta de una marca cuyo carácter de 
nacional se afirma en el acto de la presentación. 

Que la marca L'Orcal hb fué inscripta en el pajil como una 
marca francesa que se ponía bajo el aitqxiro de ta ley X" 3S75. 
Ku efecto, Jcan y Augusto K i viera, domiciliados en ¡a licpúhli- 
Cíi. la regisrrarou a su propio nombre y tu» como mandatarios del 
propietario de la marca similar extranjera. \* en esa condición 
de marca argentina fué objeto de sucesivas trasmisiones hasta 
que producida su caducidad por el transcurso del plazo de diez 
años sin efectuar su renovación, concedióse con iguales carac- 
terísticas a don i Vdro V Mat ranea el 14 de Agosto de 1922; 

Que en presencia de tales antecedentes. Ta actora no ha po- 
dido fundamentar sti derecho i>ara solicitar la nulidad de la mar- 
ca l/Oreal registrada 1>or .Matrnnca, en la letra del citado an. 11. 
pues este artícul 0¿qm© |u ha declarado la Corte (tomo 140. pág. 
397) alude a la i i «ser ilición de las marcas extranjeras por sus 
propietarios o representantes cuando ello es jhosiblc dentro <ie h 
economía general fíe la ley, esto es. cuando la nación no ha airi- 
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huido !a propitfááil de la misma marea a otro comerciante o in- 
dustrial radicado q lio en el pais, mediante el certificado previs- 
to por |tt 12. 

Qíie, |Kir Ib demás y ilc acuerdo con lo prevenir lo por lo> 
arpíenlos o, 8. |¿, Id. 68 y 71 i ta propiedad dé una marca ex- 
tranjera nace no de la iriscrí|Kjón o del uso en el jais (pie la 
haya omcedido o reconocido, stnó fiel cumpliniieiito ante la* 
auiiiridades administrativas de la República de las prescripciones 
sancionadas i»or la ley X" 3<>75. 

En su mérito; |é confirma la sentencia afielada cu ta parte 
qtte ha |HKtido ser ¿hatería del recurso. Xotifíquese. repóngase 
el papel y devuelto-. t|ne sean los autos remitido* por vía de 
inf<jrine, con transcripción de la presente, archívese, 

J. FílilT.KOA Alíorta. — Roukkto 
Reit.tto. — K. Gi iiki K avalle. 



J'tSVO Xtutoiml ti'Htr,t Antonio IWiih'l'i' y Cutuf'uñia. ah/mv 
r ,>bn> tlr pesos. 

1 

Siiíiiái'io: I" Intimados los dueños de uu limpie echado a piipte 
en el Canal N'orte del l'uerto de la Capital de ijue procedie- 
ra a dejar restahlecida la uavegalidad ele dicho canal, noti* 
tk añilóles tpie en su detecto, el salvamento rcs|iecliv<i seria 
efectuado j>or cuenta de ellos, el Fiscd Nacional tiene dc- 
recho a entilar á$ éstos el salario de salvamento y los gastos 
de lil>eracii>n del canal. 

J día pericia ¡«ira determinar el salario de salvamento 
practicada en mayoría p«tr técnicos profesionales nombra- 
dos de oficio y con la con ti trinidad de amlias peines, tpie 
i-i insulta todos ios puntos sometidos a la misma y (pie ha te- 
nido presente las rendas establecidas al respeto de la ley 
(art. 1.104 y l.ttYi del OÓtligo de Comercio i, l-s un ele- 
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mentó de prueba a f|iit' el juez cfede ceñirse a) dictar sen- 
tencia, sin que ta disidencia de uno de los peritos reste valor 
a la pericia, cuando o mío en el caso, se trata ríe nn emplea- 
do público, implicado cu el asunto por liainr emitido opi- 
niones o infonnes oficiales. 

Cii.fi/: Ij> explican las pie/as siguientes: 



m&m$&& OICL ]pt& I- KOI : RAL 

Uuetms Aires. Septiembre J5 de |{>11. 

V Vistos: Iak promovidos por el Kisco Nacional, contra 
Antonio Porchetto y Cía., sobre cobro de | tesos. 

Y Considerando : 

Q"«* «1 Hisco demandil a dicha firma por cobre (le veinte 
mil seiscientos cincuenta y tres p^os; con treinta y seis centa- 
vos moneda nacional, en concepto de gastos realizados, para res- 
tablecer la navegación del canal de entrada ai puerto de la Capi- 
tal, con motivo del hundimiento del paiíeí»t «Lumen», y vein- 
liún mil novecientos treinta y dos pesos con siete centavos mo- 
neda nacional, en concepto de salvamento de ese pailebot, a cu- 
yos efectos invoca el art, 95 del reglamento del puerto y art. 1305 
y concorfíantes del Código de Comercio. Pide intereses y costas. 

2- Que la demandada manifiesta «pie el Ministerio de Obras 
Públicas no permitió en la práctica que hicera el salvamento en- 
comendado a Pablo Arene. Los elementos de! .Ministerio lucie- 
ron cuanto (pusieron, de oficio, para salvar el «Lumen», en pé- 
sima forma y cot gastos dispendiosos. En el mejor fie los casos, 
el pseq se babia colocado en las condiciones de un salvador |>ar- 
ticular alcanzado jwr los arts. 1304, Í3Ó6, LW7 y concordantes 
del Código ile Comercio. U» s gastos de restableciinietito fie la 
navegación en el canal están previstos en el presupuesto y no son 
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a cargo tle Ta demandada afirma ésta ; lo gastado en el salvamen- 
to es una suma exigua con relación a Jos daños efectivos causa- 
dos al peilclMt al salvarlo. |jor lo cual solicita rechazo de la 
demanda y formula reconvención. 

El Fisco pide se rechace Ja reconvención. |>ues niega los da- 
ños que dice la demandada fueron causados al «Lumen». 

& Que advierte el suscrito, en lo relativo al cohro de los gas- 
tos verificados |¥>r él Fisco jara restablecer la nevegacióu en el 
canal, que ese cohro toma origen en el decreto del Poder Ejecu- 
tivo, corriente a fojas 1, pues en el ex; tedíente administrativo 
agregado, se observa (pie ese rubro fué eliminado ¡>or el Minis- 
terio de Obras Públicas al requerirse administrativamente el (la- 
go del salvamento a la demandada. Véanse bijas 3&; 40. 4.1, 4H t 
70 y 84. 8b y vuelta de ese expediente. 

Invoca el Fisco cu su demanda para jwrseguir el cobro de este 
rubro, el artículo 95 del reglamento del puerto, el cual establece 
que las autoridades (marítimas y aduaneras > dispondrán la re- 
moción de Indo buque qué o instituya un obstáculo para el movi- 
miento del puerto, ordenándolo asi al capitán en un pla?u pru- 
dencial, y sí aquél no lo hiciere, se verificará por cuenta del bu- 
que, que desde luego quedará afectado al pago de los gastos. 

Es et caso de significar que según se desprende del expe- 
diente administrativo, la demandada se notificó de la exigencia 
de extraer el casco del pailebot, fojas 30 cx|iedicntc administra- 
tivo, y romn no procediera a realizarla, el Ministerio de Obras 
Públicas puso en movimiento sus elementos con el fin de restable- 
cer la navegación en el canal, para lo cual gastó la suma que 
reclama, o sea. veintiún mil seiscientos cincuenta y tres ]>esos 
con treinta y seis centavos moneda nacional, 

Si la demandada no cumplía con el art. 95 del citado re- 
¡H lamento, era obvio que pudo el Fisco proceder a verificar la 
remoción del casco «leí |ttilchot en la forma (pie indica la sección 
de Perfiles y Dragados, vale decir, que sin tanto ^asto de tiempo 
y dinero, y en forma rápida, fácil y económica, pudo hacerse 
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volar el casco y en 24 horas el canal habría qt^tí limpio de 
obstáculo. \ ease fojas 43. expediente agregado. 

líe acuerdo, pues, con lo expuesto y con lo legislado en las 
artículos 902, 903. 904, 625, 629, 630 y concordantes del Código 
m, rechazar el cobro de esta partida, une, por lo demás 
atenta su índole, cae comprendida en la número X, anexo T i„- 
mm^m 1 del presupuesto de 1920. según lo señala la Di- 
rección General de Xavegación y I'uertos a fojas 48 vuelta de! 
ex [tedíente agregado. 

4" Que en cnanto al cobro de lo gastado 1W r el Fisco en el 
salvamento del «Lumen», impugna la demandada el monto que 
reinita enorme y observa que en el mejor de los casos cabría 
aplicar los artículos 1304, 1306, 1307 y concordantes del Codito 
de Comercio. 

Atentas las modalidades del presente asunto y lo que resulta 
de la lith cotttvstatfo, encuentra el suscrito (pie. en efecto, esos 
artículos tienen cumplida aplicación al caso sub ;WiVr. 

La Cámara Federal ha resuelto en varias ocasiones eme es 
el Juez quien delw fijar el importe del salario de salvamento 
\case «Caceta del Foro'. 1505 y 2236. entre otros casos. 

El suscrito salva su opinión en este caso, como la salvó en 
el registrado en «Gaceta del Foro» tf* 1050; acata la jurispru- 
dencia existente y con arreglo a los elementos de apreciación que 
contiene la causa, expediente administrativo y ]>ericia del pre- 
sente, estima equitativo señalar la cantidad de doce mil pesos 
moneda nacional en concepto de salario de salvamento debido 
]>or la demandada a la actora. 

5 V Que en lo concerniente a la reconvención deducida por 
cobro de llanos y perjuicios sufridos por el pailebot «Lumen» 
en ocasión de su salvamento y que dice la recon viniente fueron 
cansados |»or el salvador, procede manifestar que no hay prttelta 
f idedigna en autos, pues el testigo Despaux es dependiente ríe la 
firma reconviniente. Parnaso y Arena tienen vinculación efecti- 
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va y notoria con esa tirina y Fernández Hastia Ido es peritn de 
los armadores del vapor Kerc/.án que embistió al «1. tunen», por 
1<i cual habrá que tomar con aljama reserva mis dichos. 

Xo existe prnclja de contadores que evidencia la efectividad 
de tas suma!; que dice la recon viniente gastó en remirar al «lai- 
meri* y los peritos en mayoría no son terminantemente aserti- 
vos, a juicio del suscrito, en lo vinculado a imputar tos daños del 
«Lumen» a la acción directa de los elementos que participan »n 
en mi salvamento. 

Es el caso de aplicar el precepto de actor non probando ub- 
Mth-ttttr rens, 

Por las consideraciones qué preceden, fallo: admitiendo iKir- 
cinlmente la demanda y en consecuencia condeno a Antonio 
Purchetto y Cía.» a payar at Fisco Nacional la cantidad de doce 
mil {•esos moneda nacional, en concepto de salario de salva- 
mente del pailebot «Lumen». Rechazo el rubro relacionado con 
el cobro de lo gastado en restablecer ta navegación en el cana! 
de entrada id puerto de la Capital y rechazo la reconvención 
promovida por la demandada contra los actores sobre cobro de 
daños y |>er juicios. Con intereses estilo I lauco de la Xacióu, a 
contar desde la notificación de la demanda sobre la suma lijada 
y las costas del juicio a cargo de la demandada. 

Saúl .1/. Escjábar. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

■ 

fliunos Aires, Noviembre. 1 14 «le 1 1 >J4. 

Vistos: Estos autos seguidos pnr el Fisco Nacional contra 
Antonio Pórchetto y Cía,, por cobre de ik-sos. y 

Considerando: 

Que la sentencia dé is. 17X es justa en cuanto reconoce al 
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n.¡l nowittttta , rei . lla v do, ,11^, 7 " ' k ' VC "" ,Ú " 

.na en h demanda. ' ^ "'" "*» C ' ,n,i,v " s - «* 

Qiu- de acuerdo con lo resuelto onr t-:i . • 

«aiahlecerlo. .leMen*, tener en consideración las 

<|iic se enumeran en !,« a irs. l.KM ,. , W) ' Y* .. m ^ 

o,,,.„ ra , r y PW J^vi^^f^n: 

Ins cusas salvadas, etc. ■ le 

Qne siendo asi y m ,.„„„ 

«■.y demás ennecias de a„,„s. „„ * 5«5£?*&K 

las avenas ell „ , e ip 

procedente y ta sido acertad»™,,,, rcclnutada m h 

Que en cuanln a] derecho ,,„e pretende el Fisco de col™ 
•o que ha gasnuío para dejar Ijhré o expedido el cajl de " 

d'cha larca, conforme a la disposición del art. 93 del rertuwn. 
respeetm,. y „., hahiendolo hecho, el gol»™ pr,£edT a 

2 1? * "" ,é "" S - *" *"* * h ** «I» • 

sk ion. y ,a„ es as, nuc dio ,„, f,rf d»nftfe derechamente ,.,r 

os mteresados en ei expediente administrado, en el (|W JZ 
„n,an n pedir reducen», de lo coleado, tanto ,x>r este concepto 
como |»>r salario de salvamento. "occpio 

Q«e la circunstancia de que en la ley de presupuest,, exis- 
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tiera una partida |jara dragado del puerto y su conservación, 
no puede eximirle a la demandada, desde que tal partida se re- 
feria, indudablemente, a los casos en que correspondiese al go- 
bierno realizar ese gasto. 

Que tío obstante lo dicho, apareciendo de autos que los tra- 
bajos pudieron simplificarse y realizarse con menos gastos, y 
debiendo reducirse la obligación del demandado a lo indispensa- 
ble a tal objeto, es justo disminuir la indemnización, y el Tri- 
bunal estima equitativo fijarla en ta suma de diez mil pesos mo- 
neda nacional por el expresado concepto. 

Por esto y los fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada, se la confirma en cuanto hace titear a la dei ¡anda poí 
salario de salvamento y se la revoca en la parte que desestima 
la reclamación por las sumas gastadas fiara restablecer la nave- 
gación en el canal del puerto, tas que se fijan en diez mil pesos 
moneda nacional, que deberá |iagar et demandado, l^as costas 
ert el Orden causado. — 7*. Arias. — Marcelino Escalada. — ti. 
,1. Nasar Anchnnuti, — /. P. Luna. 
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BueJKis Aires. Manen 23 de 1928. 

Vistos: 

Resultando : 

One habiendo naufragado el iuitebot nacional «Lumen», 
en el canal del Norte del Puerto de la Capital, a causa de un cho- 
que o abordaje con el vajior norteamericano «Kcrezan», la no- 
che del M de Julio de 1020. la Prefectura del Rio de la llata, 
intimó a los dueños del buque náufrago procedieran inmediata- 
tamente, a t le jar restablecida la navegabilidad de dicho canal, no- 
tificándole que. en su defecto, el salvamento resjicctivo seria 
efectuado por cuenta de la razón social demandada, Antonio 
Pórchetto y Cía. 
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Que ante ta inacción ile ésta, se |>rocediú a los trabajos ne- 
cesarios para la reposición del buque y la tilieración del canal, 
con los elementos pertenecientes a la Administración Nacional, 
hasta otaenerse amlios resultados, por los cuales el actor exige 
del demandado el ¡jago de la suma de cuarenta y dos mil qui- 
nientos óchenla y cinco pesos moneda nacional, en concepto de 
salario de salvamento y gastos producidos en aquella lifieración. 

Que el demandado, sin negar los hechos, en lo sustancial, 
afirma: a) que los funcionarios del gobierno procedieron de ofi- 
cio, sin darle tiempo a hacerlo por su cuenta y con elementos 
particulares; U) que la falta de habilidad y dirección técnica hizo 
durar el salvamento más de los necesario, aumentando los gastos 
y causó averías en el liarco salvado, de mayor imjtortaneia que 
las recibidas en el abordaje; c) que la cuenta por los traliajos 
para dejar espedito el canal, es injusta, por ser éstos de la in- 
cumbencia de la administración, a cuyo efecto el presupuesto 
provee de los recursos del caso, y d) reconviene al Fisco \*>r 
los perjuicios y destrozos que la inexperiencia riel personal pro- 
dujo en el buque. 

Que el señor Juez a tjm condenó al demandado a pagar la 
suma de doce mil pesos en calidad de salario de salvamento» 
fijando esta suma por arbitrio judicial y rechazó la cantidad pre- 
tendida por lo gastado en restablecer la navegación, como asi- 
mismo la contrademanda. 

Que la Cámara Federal modificó este pronunciamiento, ad- 
mitiendo, también, la acción en lo que se refiere a la partida fie 
gastos para dejar libre el canal, habiendo apelado ainlias partes, y 

Considerando : 

Que a mérito de los antecedentes un equedan establecidos, 
las cuestiones a resolver son las siguientes ; 1« derecho del fisco 
nacional al cobro de salario de salvamento ; 2» importe de éste ; 
derecho del fisco para percibir la suma gastada en la libera- 
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ción del paitó!, y en su tSsoj ímpü&é de ¿sta : 4" reeonveiieinu 
|« ir ttóños y pe* juicios. 

Que en cuanto ;.l primer pumo, es indudable la proeedeucia 
de la acción del fisco, desde ijuc. como consta eu el expediente 
administrativo, el dueño del limpie se notificó oportunamente 
de la intimación respectiva, formulada de acuerdo con el regla- 
mento portuario, dando; su silencio, ocasión al prin-edhiiíenhi 
|x-r yja administrativa, corno lia sido resuello en aníbajs ñi.s- 
tancias. 

f >uc el actor pretende, por concepto de salario ,1c salvamen- 
to, la Mima de veintiún mil novecientos treinta y dos ilesos, tjtfe 
lia sido reducida a pesos doce mil por el Juez y la Cámara e mt», 
COti arreglo ¡t un criterio puramente judicial, i 'ero es de oliser- 
var. a este re>| itrio, tjue ru autos existen elementos bastantes 
muc ©litigan al Juez a ceñirse a ell.is: tal es la pruek'i pejie&I; 
evacuada a i\. 1_M | M »r peritos unmbradns de oficia y con hi 
conformidad de amhas partes y ipie. a ese titulo, d e I «■ 1 1 tu erecer 
la confianza que en ellos si* depositó, mucho más, euando ha- 
hteudose expedido de acuerdo, en mayoría, sil diriamen no. lia 
sido iv í utad. > eu autos. Ai piel iMoíirie técnico, producido por el 
capitán de fragata A nti nií< i A. \ 'illoklo. y vi capitán de ultramar 
-Miguel Angel líefluseiu. consulta huios los puntos sometidos a 
mí jncir.. y lia tetiidíJ! presente las reglas: establecida-, en la ley 
pitra determinar el Pilarín de salvamento (arts. 1304 y L30&, 
l . odi»n de Comercio), no descubriéndose, por tanto, la razón 
por la cual el fallo apilado no si- ajusta a sus ci inclusiones (art. 
t~S. ley fie reformas ). 

Ks cierto ipie ii perito Caralielli si- ha expedido en disi- 
dencia a fs. I.Í9. pero es de observar, a su respecto, que se trata 
de un empleado público, implicado en este asunto por halter emi- 
tido opiniones e informe* oficiales, como resulla del expediente 
adiiniiMrativo agregado ( ís. 1 y de IS a 

Que con arrezo a los citados articulos del Código de l'o- 
nicrcío y a la jurisprudencia de los tribunales, el salario de sal- 
vamento se determina teniendo en cuenta el valor de los objeto-i 
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¡M**» la mmlm «I servid, y su rapidez, ,1 fe 

1 5" «^"f*^ imprevistas rJMfcn, lomo » pág 9 , q 
-an: vater M ttjfc salvado M 

ETSu " ,,w,w '*"«il.k'.-. l-ahiéndose trabajado 

corrí '! ^FW' V C °" ÍIC WWW ti. é m 

no ora púygp alguno, sm ,i e | inherente !t( „f¡ ci() . mm M 

3,^7'^ rt,,K,r r ,M lüS - «'-va rogación 

Mearon vem.Hua.ro mil más o menos, cuarenta mil. 

<Jt.c Jas conclusiones mendonadas. arruja la tiricia 
tal «k- au.os. dan ha* SiTÍa y técnica a la f^L del salario 
f ^J?f^ nm Wmpmk » abonado al fisco , wr tos due- 
Bos del bumte saívado. la cual ha sido determinada. [** los pe- 
ritos en ®m m\ doscientos ,vhen.a v sie.e pesos m » lwh m . 
noual, suma de la que m rícito agrian* sin el consonen., 
"■"..mental legal, y M ue representa la trae |„ s demandados hu- 
l».eran te.ndo que desenlosar en un eonirato ..anicular de sd 
\ ámenlo. 

Las rekijas. sobre esta cantidad, «pie consideran equitativa 
-;s 1; er„ns no son de tomarse en cuenta, den.ro de un peritaje 
leen ico profesmnal. como el que se .rala. 

\M- en cuan lo n los gastos de lilwrnción del canal del.e 
considerarse, en primer término, que por la Índole de la opera- 
ción practicarla, ellos están necesariamente vinculados a los de 
salvamento, pues éste imporiaT.a aquella libración, va «pie pues, 
lo a flote el pequeño huque, su arrastre fio es de* tn;tvur difi- 
cultad, como ensenan los peritos a fs, 

One. |Htr lo demás, el Tribunal entiende, como el Juez de I" 
Instancia, que el fisco no ha hecho cargo definitivo a1 propieta- 
rio del m%m \**r estos servicios, teniendo en cuenta, que des- 
pués de las gestiones administrativas en esc sentido para obte- 
ner su relaja, Ja intimación de ¡jago sób fué hecha |>or la suma 
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de veintiún mil novecientos treinta y dos |k-sus rii concepto de 
«yaslns ocasionados |>or |hhui a flote el pailebot «Lumen». hecho 
éste. revelador de que dichos j*aMos son los uniros que exige el 
l'oder Ejecutivo f víanse actuaciones de fs, K4 y siguientes del 
expediente administrativo M. O. V. X" 7W. letra N, año 1^20>. 

QífiE en lo relativo a la recon vención i>or daños y |H'rjuicios. 
el fallo afilado se ajusta a derecho y a las constancias de autos. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
fojas 211. condenándose a la razón social Porchctto y Cía., a 
pagar al fisco, por toda indemnización, la suma de diez mil dos- 
cientos ochenta y siete pesos moneda nacional, con los intere- 
ses que cobra el Manco de la Nación, computados desde la notifi- 
cación de la demanda, en concepto de salario de salvamento. Sin 
costas, en atención al resultado de la causa. Notifiquen y de- 
vuélvanse para su cumplimiento, previa rei»osición del |ia|x-l. 

J. FlCLKROA AlCORTA. — RoBEKTO 

Kf.i>ktto. — R. Orino La valle. 




akutii, ti s/fUcitm! tU las aittarithuhs tic! iiríttn de I tafia. 

Sumaría : KI transcurso de más de dos meses entre la detención 
de un requerido por las autoridades de Italia y la presenta- 
ción de los documentos que justifican el pedido, si l>ien 
puede dar derecho al detenido para solicitar oportunamente 
su inmediata libertad, no puede invocarse como una ex- 
cepción legal contra la extradición. 

Caso: Liv explican las piezas siguientes: 
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lívlf Vilk- Sf|iiiciiihrf U< di- r»_7. 
Vistos y l'nnsideraiido: 

'Jnc sc-ún resulta cid telegrama dH ,eÑnr Minero de 
hwm Emwfop* a fs. 71. el embajador ¿fe 

Ha (igjptpki m la cancillería de e*ta ftcpúMfc,. ante- del 1 > 
•H-r nirnenlc, la documentación «pte Ir futra s..Jie¡tad«: val.- de- 
fir. to hizo en liem^, oportuno, conforme q Id remito al 
remetía por la Kcxma. t amara RRMad (te \pelaeiones de l n,- 
dolm. 

QíW tal hechn qfie el «ohierno fe¡$ljta£fe ha nmi- 

l«« nm las í,.nnalidadcs en el tratado mm , 

títouil de Jumo de Ifffti. .pie no . xiyc (|!K . esa doe H ppií'^Íi«j 
lía de ser presentada directamente ante los jueces, pudiendn in- 
rV>ir>e k, omnv,ri,> del faifa del an. ]_> del iihmi.o tratad-. 

Que. por tamo, ordenar la lihertad de Tos iccurrcmes sólo 
porque I«,s precitados documentos rió llegaron al t „ 
Heha precisa, importaría haeer recaer s..hre e] < nihicrno de ha- 
lla las consecuencias y res|H,ns; idacl de un trámite tnomso im> . 

8mMó en las oficinas de la Nación. f|m -, aparte de ser in- 
jmu< conciliaria fon la iiienie tríte inspiró esa convención 

y atentaría eomra la seriedad de una de las ,«nes contraíanles. 

ijuc. además, en el caso de autos, ni siguiera se corre el 
rfesgO dé t0é se prolongue apreciaMcmcnte la detención de los 
icí|ucndos, |H.r causa de inacción del Ministerio de Relaciones 
Interiores, desde () ue el titular de la cartera se adelantó a anun- 

k hora de. dictarse esta resolución, se encuentran va en poder 
del Jugado. 

Considerando, por mtk parte. i¡m como con las copias alu- 
didas se han completado los documentos que corres) loride al pe- 
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dido de mmmñótp quedando firme, en consecuencia, el prorum- 
áimfént» de la Cámara Federal de l^tótiés cpie olira a fs. 
f»K v fi9. procede turnar en cuenta las flemas ohservaeioiics formu- 
ladas a fs. 57 |*ir el defensor fk- los detenidos al npoi« a la 
traslación de sus jtatn «ciliados. 

Qüc, desde htego. la circunstancia de no halierse remitido 
j«»r las áufbriííáaes dél pais requirenie o»] «a del aula c|tic de- 
licia la extradición, no puede Ser Üll olist aculo pora que Osla se 
conceda. La formalidad de §m se traía lia sitíp esiahlecida ¡Nir 
el art. (.51 del Cód. ile Procedimiento* Penales pgm los casos 
en tfire un pedido de este género $e formula con arregla a los 
^ncjiífas de reciprocidad de las naciones; ño asi cuando, como 
ocurre en el easo de autos, existe un tratado i|iie regla dichos 
procedimientos y a cuyas di?iK.¡>iciones delie estarse coit prcscin- 
dencia (le cualquiera tura disposición legal (art, f.4ó, inc. I" có- 
digo diado). Ahora bien: la convi'nción celebrada con el Reino 
de Italia, de gfíjfe se ha hecho mención, sólo exige* citando se 
iraia de un dentado, que al |?e$dp de extradición «e aciHiipafíe. 
cu original o en copia amétiea. el mándalo de fisión u otro amo 
equivalente; Cíni la des^íiáéión exacta y la "fecha" del delito que 
lo motivare: y esU- iéíjpito lia vid», delúdanteme satisfecho. 

Qlie pírt lo qtie respecta a la eonqicteucia del Juez, fjUe or- 
denó ta detetiCTon de los es|H. S os PamaJeo-Melani'. es éste un 
piu ; i cuya discusión no entra en la categoría de los permitidos 
por e¡ art, f»55 del ya citado Código de Procedimientos Pruales. 
Del* iK-nsíirse. en primer lugar, míe el Juez que entiende en la 
eaiisa es el cómprente para ello, desile que las disposiciones ema- 
nadas de ese Trihunal han SÍtlp cumplimentadas \mr las autorida- 
des y funcionarios del (mhierw. de Italia, Además cuando el 
art. 12 del tratado de extradición hahla de «tribunales compr- 
tente.», lo hace de una manera general, esto es, refiriéndose 
a la atrilmció» o facultad de tos misinos para dictar una orden 
de prtsión y no a la eompeienria en sentido estricto, o sea como 
delimitan va ,n potestad c|e juzgar a casos determinados o es- 
peciales. Cucm iones de esta naturaleza no podrían ser resueltas 
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por jueces « irilH„u,k*s extranjeros. ÍW d emaS( , as ^ 
ritas de Ta IcKislaci.m italiana que se hacen cu el escrito de f s 
.v evidencian la atrihmión del Pretor h ira ordenar medidas co- 
mo la de que se trata. 

Que. finalmente, si exiate una lev de amnistía que favorezca 
a los requeridos, será una defensa que deberá oponerse ante el 
Jue/ «pie conoce de la causa, ya que los tribunales de la Re- 
puhhca nn pueden estar autorizados |«ira darle efectividad. 

Por lo expuesn>. se resuelve: nn hacer lugar a lo solicitado 
[R>r los ¿leu-nidos y acordar, en cambio, la extradición de los mis- 
mos, <|ue. en su fipurtunidad serán puestos a dispi lición del .señor 
-MiniMro de Relaciones Kxteriores, jumamente con las actuacio- 
nes ordinales. Regístrese y hágase salwr. 

SENTEXCIA DE LA 1'ÁMARA FEDEHAL 

^ \ istos : EJ recurso de apelación interpuesto a ís 80 por 
l-nricr l'amnlco o ítla Mclani de Cantaleo contra la sentencia 
corriente a fs. 7S dictada por el señor Juez Federal de Mell Vi! le 
con lecha diez y seis dé Septiembre podo,, en la qüc lia re- 
suelto: ni» hacer lugar a lo solicitado jior los detenidos y acor- 
dar, cu canihin, la extradición de los mismos, qne. en su opor- 
tunidad serán puestos a disjwsición del señor .Ministro de Reta- 
cones Kxteriores. juntamente ton las actuaciones originales; v 

Considerando : 

Quv se han acompañado todos tos domínenlos exigidos |>or 
el art. I 2de la convención celebrada con el Reino de Italia sobre 
extradición. pira hacer procedente la de los esposos Cantaleo, 
corno lo ilenuiesira el inferior. 
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l'nr esto, y aienln lo rcsucltu pQf la Curto Suprema ni el 
fallo <|ue se registra ni el tomo 114. pág, ¿"4, ordo el señor Pro- 
curador Pineal, se confirma ta sentencia apelada, rl^se sfcjíefj 
transen tase y devuélvase. - - . /. {,", Possi: - Xaiwsh Gohsí'i- 
/<-. — Litis J, 

fUCTA MKN" HT-l. PRÓCURAPOK GENERAL 

1!i:iims Aires, \\>vierohrr P» do 1^27. 

Desistí* del recursn de ablación deducido a ís. W jnir ti 
señor Procurador Esteftl de la Cámara Federal de Ablación de 
Córtlfilia tu la presente causa sobre extradición de Enrique Ra- 
fael I 'amaleo y (le su es¡w>sa lila Meluni solicitada j«>r el Co- 
hieniu de Italia, por cuanto entiendo que la documentación ne- 
cesaria ha sido presenta en aillos dentro del término legal. 

Por ello y jMir tos fundamentos de las sentencias de prime- 
ra y segunda instancia, pido a V. E, la confirmación de ésta úl- 
tima rjne acuerda la extradición de los referidos esposos Pan- 
taleo. 

H turnio A', l.tinrtii. 

FALLO lili LA CORTE i¿ll'Ki:.M A 

BuíOOS Aires, Marzo 2K de |'J_>H. 
Vistos y Considerando : 

Por los íimdanieiuos de la sentencia apelada concordantes 
con los ¿le dnciriua que confemplan los fallos tomo 114. pát;. 
y toflio $9, r$g. 53. y teniendo presente tu dietaminado i>or el se- 
fli >r Procurador General, se confirma la sentencia recurrida. Xu- 
tiíiquese eon t i urt^iiial y devuélvase. 

A. HKCMK/n. T. Fim i kOA Al- 

LOUTA. — RolIKKTO UePETTO. — 
1C til IOO ] .AVALLE. 
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Ati 'mi nüt ración de Tmfcwstas íiiUinm contra Guillermo . Ufa- 
res, sobre abuso de intimidad. 

Sumarlo: V Invocad» jwr el recurran v el arí. 37 de la ley 
3754* procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 4K, 
COlUfa una resolución eontraria al derecho fundado en él. 

2* No corresjwndc a la Justicia Federal el conocimien- 
to de un sumario seguido contra un cinteado de ta Admi- 
nistración de Impuestos Internos l>or ahuso de 
y daño intencional 

Caso : l-n explican las siguientes piezas: 



VISTA KKSCAI. 

Huello» Aires, Agosto l<> de iwr. 

Señor Juez Perlera I : 

Kos recursos de a|>elación y nulidad interpuesto en el escri- 
to de fs. 1, son improcedentes, porque de las propias manifes- 
taciones de los solicitantes se desprende que no existe el pro- 
nunciamiento condenatorio en el sumario administrativo respec- 
tivo, que haga aplicable lo dispuesto en el art. 27 de la ley N v 3764 
que aquéllos invocan. 

En cuanto a los supuestos hechos delictuosos que tos peti- 
cionantes denuncian, considero que no están comprendidos entre 
los previstos en el art. 3* de la ley N« 48 y en el art. 23 del Có- 
digo de Procedimientos para entender en el asunto, en lo que 
se refiere a la averiguación y enjuiciamiento de aquéllos. 

González framaíti. 
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AITO mt 0EÍ KK DEDAL 

líiwnus Aires. Agosto M & I°„7. 

Autos y Vistos: 

I\ir los fundamentos del át^Míen Fiscal de fs. U vta. <me 
el juzgado hace suyo- p,,r considerarlos amalados a derecho, 
declaro la imom|n*teneia de la justicia federal fsira entender en 
la sufíManeiaeión de la presente causa, deliiendo los mierellau- 
Úk ocurrir domle corresponda. Xoiiíiipies<% rcpmitfnse las fojas 
y archívese. 

Sutil M. BsfMmti 



VISTA OKI. KIStAI. DE l'ÁMAIO 

Dnfih.s Aires, ( ktubre JK i|<> IQi?. 

Ksmn. (amara: 

Kiproiluzco ¡os términos del dictamen fiscal de fs. fi V la. 
y en consecuencia solicito de V. K. se sirva confirmar la resolu- 
ción apelada de fs. f \ en cuanto declara !a immnprencia de la 
justicia federal fiara conocer de la presente causa seguida contra 
tiuillenun Alvarez por ahuso de autoridad y daño intencional 1 . 

Miuim'l $. tff . hit ltotYittr. 



SENTENCIA DE LA l'ÁMAHA EKOEDAL 

Huera* Aires líicámbrc M) <U- V>27. 

Y Vistos: 

Siendo arree, lo a derecho al auto recurrid» dr fs. *>. y de 
acuerdo con lo dictaminado por el Señor Procurador Hsca! de 
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Cámara, 8* lo confirma en cuanto declara la inemnpteneia ríe la 
justicia f Henil |>ara entender en la presente caiisa. Devuelva..-. 
- /. P. Lum. — M an dino ¡IseMa. — T . . MW. — /i. . ¿ 
m$ar tf mmmuii — José Mamá . 



liHTAMK.V DKL 

Wmm Afrt-s Mar*., lu é¡ 

Suprema Corte: 

I'or las consideraciones aducidas a fs. 8 vta. j»or el Minis- 
ti riu h-iscai; las que ha hecho suyas el señor Jiic¡-, Féfeffl y la 
Cámara !e Apelación de la Capital (fe, 9 y 11 >. pido a \\ i-:, 
confirme el auto recurrido de dicho tribunal. t pw dudara la in- 
comiH-teiicia de la justicia federal para entender en islas actua- 
ciones caratuladas «Alvarez Guillermo, al puso de autoridad* 

Horacio N. I.mhUi. 



FALLO DK LA CORTE SU J'KK.M A 

líiieiim Aire*, Mar*. 2H dfi Í5Ü& 
V Vistos: Kl recurso extraordinario interpuesto y conce- 
dido contra sentencia dictada |ior la Cámara Redera! de Apela- 
ción de la Capital, (pie ha declarado su inconi|»etencia para co- 
nocer y resolver en él recurso de apelación llevado álíte ella ,«,r 
ti presidente y secretario de la Liga de Propietarios de | o vería* 
y Kelojerias y otro, en el sumario administrativo sobre éxüktí 
dq autoridad seguido contra (iuillermo Alvaro por la Adminis- 
tración de Impuestos rutemos, y 

Considerando : 

i 

Que habiéndose invocado imr el recurrente el art 27. de la 
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lay nacional y resultando que la resolución apelada ha siiln 
contraria al derecho fundado en él. él recurso extraordinario 
es procedente de acuerdo con el art. 14, inciso 3* de la ley 4X. 

V Considerando en cnanto al fondo del asunto, por ser in- 
necesario mayor snlwtanciación : 

Por los fundamentos del dtctatiien del Señor Procurador 
Fiscal, (Hit- hacen suyos las sentencias de I* y 2* instancia y lo 
dictaminado por el señor Procurador Genera!, se confirma la 
resolución apelada en la liarte que lia podido ser materia del 
recurso. N'otifiqiiese y devuélvanse al tribunal de procedencia 
donde se repondrá el pape!. 

A. IÍKKMKJO. — J. FlCl'KKUA Al- 
COKTA. — líOBKRTO HliPETTO. — 

R. Gi'tuo Lavai.lk. 



FALLO I>E LA CORTE Sl'PHEMA 

Buenos Aires. Mam» Mt <k ]f>2K. 

Observando el Tribunal que at presente escrito >e te lia 
dado erróneamente entra<la y trámite corno recurso de hecho i*ir 
apelación denegada, en vez de ser agregado en carácter de me- 
morial a los autos principales elevados en grado de apelación, 
caratulados «Alvarcz Guillermo. Abuso de autorítlad»; déjase 
sin efecto la resolución dictada al respecto en veintiocho del co- 
rriente mes de Marzo y agregúense estas actuaciones al corres- 
pondiente juicio. 

Y Considerando cpie las rabiones en él invocadas no modi- 
fican la situación legal de los recurrentes, contemplada en la 
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semencia fie fs. 23, se declara estarse a lo en elía resuello, llá- 
gase salxT. 

A. ftF.k MUJO. — |. Fiocehím Ap 
CORTA. — koilF.UTO KfPETTO. — 
K. ihitio La VALLE. 



Don Raúl ftissoHt contra la Provincia de San Juan, par repe- 
tición tic impuesto. 

Stmi'.mo; Y> De acuerdo con expresas cláusulas coi istitudi males, 
no es ohjeuible la Facultad de las provincias para darse le- 
yes y ordenanzas dé impuestos locales, y en general, todas 
las (pie juzguen conducentes a su bienestar y prioridad, 
sin más limitaciones que tas enumeradas en el art, 108 de 
la Constitución (Fallos, tomo 7, pag. 373). «enrío la crea- 
ción de impuestos, elección de objetos imponibles y forma- 
lidades de jjercepción. del resorte propio ríe las provincias, 
sin que los tribunales puedan declararlos ineficaces a titulo 
de ser opresivos, injustos o inconvenientes, si no son con- 
trarios a la Constitución. 

2* La autonomía económica o de cualquier oiro géne- 
ro del gobierno propio de las provincias no autoriza a dar a 
sus leyes de impuestos ni de otra cualquier clase, la virtud 
de sustraerse al legitimo contralor del Poder Judicial de la 
Nación para que éste declare si son o no constitucionales 
y válidos, toda vez que se haya un caso judicial, opugnán- 
dolas cmno atentatorias a un derecho o garantía consagrado 
)wr la Constitución. 

3» La garantía consagrada por el artículo 16 de la Cons- 
titución en lo que a impuestos se refiere, no importa otra 
cosa que impedir distinciones arbitrarias, inspiradas en el 
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RÍ«pÓSÍtO manifiesto de linMilMful coilíra determinadas j vr- 
sonas q clases. 

4* Es inconstitucional el ari. 2" (ic la Lev de latentes 
de la IWineia de San Juan, de lecha .10 de ' I >¡rienihre d¿ 
,<>Jr, « 111 1>I ri,I,r " «««&», 5.000 |h WJ s», asi cipo I„ s ár- 
enlos fifí, W, 66. 6/ y 75 ele la n,¡s,„ :( k-y. en sn aplicación 
a dicha intente. 

Cuío: Lo explican ¡as pieza* si^uiunes : 



lUCTÁ.VKí. pEL i'HUl I MAIKÍK CKXKRAI. 

I tutu.., Atns, Hirit-iiihru Üi ifc V127. 

Corte Suprema: 

El jurador 4oii Manuel Ló,*-* Aliara, en representación 
di-I d.-etor Kan] Ki m t¡. demanda a la f^jirétá de San |nan 
¡»ir deglución de la suma de cine» mil |wso.s moneda nacional 
con y <mm *e vio obleado a pga* ,« mandante] 

,K| J" l >r, 'i^':>. |««r la interne impuesta a Iik médicos sem'in re- 
sulta de la ley (pea) de de Diciembre de 1926, (ís. 20! i. ,, m . 
tacha de ¡neonsmnci.mal, por considera,- contrarias las dis| .li- 
nones menciona, a los principios y garantías que ..frecen 
ía- elíinsiilas que invoca de la Constitución Nacional (nfjicuios 
4", 14 y otros). 



1.a pane demandada, al evacuar el trabado ípte se Je o»n- 
íirí», s^ticie la eonstitucionalidad <Íe la citada ley. y. Iwsada en 
la* t nioideracitmes que fundamentan el escrito de contestación 
<i>. .14 1 Mega a la conclusión de que se ini|Hme el rechazo de la 
acción instaurada |n.r razones de moralidad y justicia. 

Cncrerándoiuc al examen de la cuestión eonsiitucional plan- 
teada, cabe observar que las provincias, dado el sistema de m*> 
bieptjo qiu- n.is rij-e. están í acuitadas para dictar las levo ren- 
li>tiea* que estimen eonvenientes co U el fui de asegurar el bte- 
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«estar social, de acuerdo con las atribuciones constitucionales 
que les catán reservadas (arts. 105 y -0í>>. conformando la es- 
tructura de cíjas a los principios básicos enunciarlos e« la caria 
futuíanienlJal. 

I-íi ley de patentes sancionada por el 1'oder Legislativo de 
la provincia de Sau Juan, de Diciembre Mi de lOÍO. Íiu t Hine al 
actor, en su carácter de médico, una patente de cinco mil pesos 
moneda nacional anual, tjue. de no alionarse dentro del término 
legal, lo haría incurrir en las sanciones penales que establecen 
los arts. 64. 66. 67 y 75 de la citada ley, desprovistos de todo 
fundamento legal, y que se ajanan por completo de los límites 
justos y razonables al tratar el libre ejercicio de una profesión 
lilieral c|iiv. lejos de fomentarla en beneficio general de la po- 
blación, están más bien en pugna con los principios preconizados 
en el preámbulo de la Constitución Federal, lesionando a la ve/ 
los < lera-bus expresamente bramidos a todos los habitantes del 
líaís |tor las cláusulas mencionadas en la demanda. 

Hsie solo hecho demuestra la ilegalidad e ínconstituen ♦nuli- 
dad tk- la ley, en la | Kirie impugnada ; pues, como lo tiene decla- 
rado V. E. de acuerdo con la doctrina y jurisprudencia america- 
na (tomo ¡17, pá|* 434), la reglamentación del ejercicio de un 
derecho «debe ser razonable sin llevarla al extremo de cons- 
tituir una prohibición, destrucción o confiscación», agregando 
en el fallo que se registra en el tomo 1 18, página 278. que si 
bien los tribunales nacionales «no están llamados a exa- 
minar la oportunidad y conveniencias de las medidas legisla- 
tivas *. administrativas tendientes a proteger la salud pública, 
es incuestionable qué de acuerdo con los arts, 14, 17. 19, 20 v ¿* 
de la Constitución Nocional, la doctrina y la jurisprudencia, 
pueden resolver en circunstancias extraordinarias de manifies- 
to e insalvable conflicto entre aquellas y f a ky fundamental, que 
las mismas no tienen relación con sus fines aparentes v que se 
han desconocido con ellas, innecesaria o injustificadamente, de- 
rivos primordiales que el Poder .Judicial debe aunan»-, como 
es el goce normal y honesto de la propiedad sin perjuicio de ter- 
cero, y el ejercicio de profesiones „ industrias lícitas, porque 
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dé otra silente la ¡facultad tic- rc«l;iim-iU!tcíüii ele las legislaturas 
y de las nmniei|ialid;idc> seria ilimitada, y las leyes v nnfnrn»/as 
locales o tiacinjiak^ sóíjre la materia |>odr¡an hacer ilusorias tu- 
das las garantías acordadas al hahitame cid ftfiis». 

Siendo aplicable, tu ]u piTiirncntc.'. al caso de ¡ititns la eonsid- 
ración irmscripia. toda vez que la traba opuesta al médico ni el 
iltóeiM|íeño líe sil» funciones productivas y tic hien | ai Mico, fnlie- 
rutiles a su | mansión np se soluciona con la excepción rfue Míi- 
icjwpia el ar:ieu¡u 59 ? ¡tic. Id. de la diada ley ele iHcieml-re .i0 
dr Rijo, pulo a V. K. sé sirva declararla inconstitucional a los 
. ísetos di este jiiicib. en la pane impugnada, amparando así; al 
actor en el lilnc ejercicio de sU profesión. 

Matacía A\ / arrettt. 



IW.I.O DE LA COBTi: SCPREMA 

Jltieiirf.H Aire*. Mar/.. M\ >W I-l'.k. 

Y Vistos; d juicio seguido |«t.r el doctor Raúl pzisótíi o-n- 
ira la prÓviricia de San Juan, ¡mr repetición de impuestos, autos 
«!i Iif> ijjn 1 n-Milta: 

Que a fí. $ y cnu Ins documentos prreedeutétiténté agre- 
gados, el señor Manuel l.ópe* Atiaya en representación del doc- 
tor k'izzcjiti, demanda a la provincia de San Juan j>nr devolución 
de la suma de cinco mil pesos nacionales, pagados |mr el actor 
l:ajn protesta y reserva expresa, en concepto de «jiatcnte de me- 
dico», cumpliendo exigencias de la ley de dicha provincia fie fe- 
cha Mi de Diciembre de l"2o. pago une se acre* lita con el reciho 
torres]*ondienie <le la Dirección (ietieral de Rentas de aquel 
Rstado. 

Qlíé la aludida ley de puentes dispone en lo (H-rtinente en 
lo> artículos i", 5<>, M, M. od. 67 y 75 que los médicos pagarán 
cinco mil pesos, a excepción de lus (pie presten servicios gra- 
tuitos en la administración sanitaria y asistencia pública, no ¡ni- 
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(licmlo Eos contribuyentes jmr patentes iniciar su profesión o in- 
dustria sin abonar ese impuesto previamente: y en cuanto al 
procedimiento ¡«ra el colim será aiímiiiistrativo. facultándose a 
I.'. Dirección de Rentas para r»rdenar la detención de los ipiL- m- 
fringen la ley. a quienes se considera defraudadores, íinpotlién- 
do .des una multa del duplo fie la puliente, n de veinte veces el 
valar di- la misma, según los casos. 

f>ue la «Asociación Médica de San Juan» gestionó antr el 
goliernador y las Cámaras Legislativas de la provincia el vetó 
y la derogación, respectivamente, de la ley referida, con resul- 
tado negativo, desestimándose la solicitud por las razones que 
expuso el senador señor Federico Cantoni. según tas cuales la 
pretensión fie (pie las patentes estuviesen de acuerdo con las en- 
tradas de los gravados, cfdtiealia a los inficionantes «al mismo 
nivel (pie las prostitutas, a quienes se les coliralia un arancel de 
acuerdo con las sumas que percibían», agregando qtic la patéa- 
te a los médicos debía ser de veinte mil i>esns y que la finalidad 
fte su aplicación era «destruir el sindicato de médicos». 

(Jue en vista de estos resultados. la mencionada «. Asocia - 
ción Médica tle San Juan» se dirigió a todos los centros y so- 
ciedades granates del país, promoviendo un movimiento de opi- 
nión cu salvaguardia de la libertad de trabajo y de la dignidad 
profesional qu Jos médicos consideraban afectados f>or aquel es- 
tado de cosas que los oblígala a cerrar sus consultorios para 
no consentir en que les fueran asi conculcados sus primordiales 
derechos, contestando todos los centros requeridos con la más 
decidida adhesión, y aún dirigiéndose algunos al gohierno fie 
San Juan, en quien persistió, sin embargo, la resistencia, ha- 
ciendo tle ese modo indispensable recurrir a los tribunales en 
demanda de justicia. 

Que la situación que la ley de referencia crea a un médico 
en San Juan, es la de alionar cinco mil |)esos |*ara ejercer su 
profesión, o incurrir en el delito de defraudación juzgado por 
la Dirección de Rentas, cuya orden basta ¡Jara, que lleven a la 
cárcel, de la que no saldrá sin pagar quince mil tiesos o cientu 
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cinco tllil, sfiKUíi prefiera el Uinvt-.r «Ir Remas aplicarle el an. 
f'/ «i 75 ife la Uy precitada, atenian-Ha dé | (ts derechos y -<a- 
nnihas m | a Omsritución cn^-ra ;i liasi- de los principius'dc 
libertad y de justicia que la informan. 

Qlfe m ley do paícníe> os cotí tirria al arl. 4" M I;t loiis- 
Lilucióu, en cnanto í-ste sienta el principio de la equidad v pn- 
poro.ualidad ni maieria & contribución y al art. 14 < t ue agru- 
ra para todos foj hitantes de Ja Nación el derecho de trabajar 
y ejercer ¿.da industria liiita, sin uira limitación ijite la qm . es- 
Lahl/eean las leyes reglamentarias, las que no del.cn menoscabar 
ese derecho. (K- acuerdo con la ex presión de MUrdi. de que 
reglamentar la I ¡loriad no es encadenarla. Y en el caso es de 
notar, que mientras el Congreso Xaeinnaf suprime las ¡tifentes 
a lo;* profesionales, entre las que ftgfcgft c. emprendida h de cien 
pesos tpie layahan los médicos, en la provincia de San Juan, 
que pnede enorgullecerse de su tradición como cuna de la lihrr- 
tad en el más amplio concepto, se priva a los médico* el ejercicio 
de su mhk profesión, con una traki insalvable para la ma- 
yoría. 

L>ue para disimular el proposito prohibitivo de la pítenle, 
la ley crea una excepción aparentemente fundada en el hieu pú- 
blico, al establecer (pie se exime al médico de la puente si o fre- 
ce sus servicios gratuitos a la A <lm ilustración Sanitaria y \sis- 
teucin l'ufdica: jkto al reglamentarse esa disposición se lia hecho 
en términos tales, que no se deja tiempo para prestar servicios 
de asistencia particular, y si todos Jes médicos de San Juan se 
btitiferati acogido a fa exección, no quedarían enfermos para 
atender i»art¡cularmeute. pues lodos K (tzariarí «.t vicio* gra- 
tuito*, resultando asi la excepción (¡mío o mas prohibitiva que 
la patente, 

QiKS tanto la jurisprudencia argentina como la americani 
que le ha servido de modelo, han establecido que la facutlad 
o.ii>liiueÍonal de los gobiernos de provincia pira dictar leves re- 
glamentarias del ejercicio de derechos legalmente establecidos, no 
autoriza a sancionar dis| «Aciones prohibitivas o coníiscaiorias. 
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y menos si m* refieren a un impuesto que impide evidentemente, 
el ejercicio de una actividad socialmcnte legitima v íitil. princi- 
pios consagrados en los diversos fallos (fue se citam v que apli- 
cados ai caso tle autos, no dejan tugar a duda de |; t ' 
Unte de que se trata es viotatoria de las garantías recordadas y 
que se csíahlecen por el art. 14 de nuestra Constitución. 

Que la ley impugnada es igualmente contraria a los prin- 
cipios njuc >aneiimati fos artículos 16 y 17 tle la Constitución, esto 
es, el de igunjdbil como liase de! impuesto y de las cargas pú- 
blicas y el de inviolíihiíidad tle Ja propiedad, garantías que la le;, 
aludida afecta evidentemente, omio asimismo las que establecen 
los arríenlos 2A, M y h de la misma Carta fundamental, toda 
vez (jue el móvil ostensible de la imposición de referencia es |kt- 
segnir y hostilizar a los médicos, propósitos que se lian logrado, 
pues la casi tntalidad de los consultorios se han cerrado en San 
Juan y un aprceiahle número de médicos han almidonado la pm- 
vineia. fundamentos y antecedentes en cuya virtud se pide la 
declaración de incoustitucíonalídad de la lev de patentes de la 
provincia demandada, condenando a ésta a la devolución al actor 
de la Mima de eineo mil pesos aacionales cobrados |xir aplicación 
de la ley referida, con intereses y costas. 

Que conferido traslado de la demanda, fs. 17 vta.. la pro- 
de San Juan Ja contesta a ís. 34. exponiendo- 

Que la demanda instaurada altera los hechos ocurridos; 
míe en V) M la mayoría de los médicos de San ¡%m formaron 
una asociación denominada «Sindicato Uédico de la provincia de 
San Juan*, y según los estatutos de la misma, de tos que se trans- 
criben diversas cláusulas, los miembros del sindicato se obligan 
a no aceptar empleo o cargo, aunque sea de asociaciones de tie- 
ne ficeucia. si fto estuviesen rentados por lo menos con doscien- 
tos i*sos mensuales : a no asistir enfermos en consultas con 
médico no sindicado sin autorización del sindicato y previo jiago 
a éste de la suma de cincuenta pesos; a no aceptar un arancel 
inferí* n a lo establecido por el sindicato, y las asociaciones de 
socorros mutuos deliran alionar a la tesorería del sindicato un 
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peso veinte centavos |wir cada sucio jn>r mes, lo que imponfei. 
en suma, míe los médicos & la asociación referida prescinden 
del carácter de función social que tiene su profesión, nefando- 

rpe til sindicalismo ha euhradu en los países europeos y america- 
nos, constituyendo una preocupación fuudameiual de los Esta- 
dos contemporáneos el mantenimiento de estas futir /as colectivas 
dentro del urden jurídico, y faltando cutre nosotros inta lev ge- 
neral de asolaciones, sfa ouc se vea el dominio de este asunto 
ni ni el Congreso, ni en el Kjcculivo, ni en los hombres (pie 
parecen lener en sus vfmm 'a dircccióii de la si piedad , el «o- 
hierno de San Juan, ante la situación que creaknn |«tra la Salud 
publica los estatutos del sindicato médico, ha procurado organi- 
zar una adiuiuist ración sanitaria con la (pie se pueda llevar asis- 
tencia médica a los enfermos de todos los humares de la pro- 
vincia, entrando, entonces, en guerra el sindicato con el «ohier- 
no, pues é?te ha resuelto el caso por medio de la ley de patentes 
i|tte si bien ]Ktr un articulo impone cinco mil pesfis a los médi- 
cos. ])or otro los exime de ese impuesto si prestan servicios gra- 
tuitos en la administración sanitaria y de Asistencia l'úbliea. 

(pilé, dados Ins ténninus <le la ley impugnada, el actor ha 
podido eximirse del pago de la patente prestando los servidos 
gratuitos aludidos, y por consiguiente, si ha sufrido algún des- 
medro en su haber, es por su culpa y no jiorque la ley sea in- 
moral u ilicita. pues es licita y moral en el más alio grado, el 
de cumplir con los deberes (pte la vida colectiva y el imperativo 
interieir ¡mpotte a toda conciencia humana, esto es. cooperar a 
asistir a los enfermos (pie no tienen medios de asistencia, 

ijue la ley de latentes no es contraria a la igualdad civil ni 
a la liberta.! tic trabajo, y siendo í^jal para u.do>, u.. prohibe 
ni rotritij-e < ! ejercido de la profesión y es inexacto que los 
medico* sindicados hayan consentido ajustarse a las condiciones 
de la ley y se les haya hecho traliajar demasiado, explicándose 
la pagine establecida |>orquc si los médicos se riiegau a prestar 
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a>i>tvtteia a t*¿s [xihres, fós gastos (te la Asistencia fiihlica >rm 
mucho mayores, como 1n son también !"s beneficia que. Jw*"^ 
médicos obtienen. 

Que, en consecuencia, no flete devol verse ni actor la suma 
pagada \H,r su voluntad y de la que se hubiera eximido si hnliie- 
aé querido curar a los pobres, y por taulo, delie redorarse la 
< lema i uta, con costas. 

Que abierta la causa a prueba, ís. 41, y producida la que 
expresa el certificado de fs. 294 vta., se presentaron los alega- 
tos de ís, *)7 y .107 y previo dictamen del Señor Procurador 
(ien«ral (fs. $J.$) se llamó autos para definitiva a fs. 316 vtíi. 



V Considerando : 

Que los antecedentes de hecho que fundamentan la deman- 
da, esto es. ía lev impositiva de referencia, la cuantía de la pa- 
icnte y el pago de la misma bajo protesta, asi cuino lo referente 
a determinadas circunstancias y gestiones previas a la iniciación 
del pleito, no han sido en realidad materia de controversia, pu- 
diendti establecerse, concre;amente. que el juicio se limita a !a 
acción que se promueve sobre repetición del impuesto pagado y 
declaratoria de inconstitucionalidad de la ley respectiva, que se 
impugna como contraria a la garantías constitucionales invoen- 
el actor: y a su vez, la luirte demandada ampara su dr- 
en d ejercicio de facultades propias, encaminadas en el 
caso, a uu projiósito de bien común y de salud pública, al com- 
batir mediante el impuesto aludido, la organización de un sindi- 
cato médico (pie impide la asistencia gratuita a los enfermos po- 




Que atentos los términos en que se ha trabado la litis y la.» 

finí t iva se ha traído como punto fundamental del litigio a! exa- 
men y decisión de esta Corte, es la cuestión relativa a la validez 
constitucional del impuesto de que se trata, en las condicoines 
en que aparece establecido, quedando su hord ¡nados a éste los 



* ¿H FALLOS DE LA CORTE St PJIRMA 

Qm, desde luego, y ¿fe acardo ató i^reii^ chin-, tilas nms- 
titiui.-uak-s y ciHistíiun- jurisprudencia de este tribunal, no 
ptíyemm la facultad de las provincias para leves y nfile- 

nan/as «fe impuestos lócale*, y en general, todas (as qíie jua- 
guen conducentes a mi l.ienestar y prosperidad, sin m;is limita- 
ciones >¡nr las enumeradas en el art. UW de ta Constitución i Fa^ 
\\m, rorrin 7. f%, 37$), siendo la creación de impuestos, elección 
<! * ""i 1 *» imi-inihlrs y formalidades de (le^jcion. del resorte 
pr.«|im de las provincias, sin que |,,s tribunales punían i léela ra r- 
IttS ineficaces a titulo de se* opresivos, injustos o inconvenien- 
tes, m mi >..n contrarios a la Cnnstirueión í Tallos, lomo 103. j^i, 
m t considerando 11, pá» 2^2% j^íjue entre los derechos que 
eniisiiiuven la autonomía de Un provincias, es primordial ti de 
imponer contril.ueioues y percibirlas sin intervención alguna de 
atflnfaM ctiraña (Fallos, tomo 51-. ^ }fó toma IM. p%. 
282: romo l,*7, pág. *\2. cntr ,. ( ,i rn;i |. 

Une la> conclusiones del precedente considerando no im- 
plica ii, sin eftifrafgo, atribuir a las facultades ini|iosiiivas de Jas 
]»n aincias tma extensión indefinida o sin limites, no sáte pnfrjtie 
l '" gó**^ ,,M 1,: »y atribuciones y poderes ilimitados en el ré- 
gimen de nuestras ÍttStituc¡oÉes¿ sinó también | ampie, como se 
ha establecido reiteradamente |»or esta Corre, la autonomía eco- 
nómica o de cualquier otro generu del gobierno propio di- las 
provincias no auéoriza a dar a sus leyes de impuestos ni de otra 
cualquier clase, la virtud de sustraerías al legítimo contralor del 

Poder jmm de la Nación para que éste declare >i no 

constitucionales y válidas toda vez míe se haga un caso judicial 
impugnándola* atentatorias a un derecho o garantía nm- 

sagraiju i*ir la Constitución ( l-allus. lomo W. páginas 30 y 52 1, 
agregándose. ,j t , at . mT( | on) | (1 mu , t .„ sni:i Stnry. -pie el poder 
tle i nar impuestos está sujeto* a cierros principios que se en- 
cuentran en su líase misma; que dicha airiliucióu debe ejercer- 
se de launa te, para objetos públicos y no ornaos, y cstal »le- 
cidos con arregá» a un sistema de imparcialidad y uniformidad 
a Un de distribuir con justicia la carga; que toda imposición 
ijue se apoye en otras razones o res^nda a otros pro].ósiuis. no 
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m m, mii y „, tu pe ,i „ , n ^ 

W ra/o.K.hks. estn es. <,ue ro ífegtic al externa ,1,- oms- 
"titnr mj» ^Ji.IihV.,1. Smméfa o ftafeariún rFnll,K. to- 
mu 1]/» )Ktir . 4.U n.nsiderando 7", pá& ^jf»), 

Que debiendo jugarse el caso de antos con sujeeinn a (os 
Vm*m y Aposiciones Italos precedentemente enunciados. 
a>. en lo euncermente a h extensión ,1, |,s facultades i lllT> , _ it ¡J 
^ 4ra» se trata, con,., a las ¡imitaciones «¿bfew*, al cjer- 
eictos fie las nusmas, examinar s ¡ cn el fe 

■yv de ,,-uenu-s a ,,ue se refiere Ja dentnmla es cm,«, ésta I,. *,s- 
neim. contraria en (a j^fc impugnada a los principios v -arañ- 
il.'.* n.nstituconales precitadas, a si ,*,r el contrario, se ¡jns,a 

¡i™Xr ,l ''" rÍI in °.' lí,IÍ,laf,llS ,,:ÍSÍC:iS íl íifdl - l™-p,os fun- 
dada C afirnia ,íl fk ' fenSíl & (a provincia ucnian- 

Q„e las conclusiones ríe la extensa pnteka prdneida acre- 
Hitan fjue. en general. la cuan lia «le la patente afecta cTc tal mi 
nm los m>l m mfrs anuales dé los médicos en am,rlla provin- 
™. otic en realidad cnnstiU.ye. como se sostiene, «t* ,ral,a i«- 
salvaMe al ejercicio «le sus actividades profesionales, las , |IM . 
en clehn.t.o. sufren el misino o mayor ouebranio m el tfa¿¿ 
tic os servicios gratad» que al eximirlos del pago del iuipucs- 
I». cxi^c en cambio una contrae»,,, acaso del to<|o inenmpa- 
tll# con el desempeña „ormal y remunerado de la función pro- 
fesional que tienen derecho de ejercer sin restricciones peleen- 
li trias. 

Si no listaran para demostrar estos asertos las declarario- 
nes prestadas sobre ese punto en la prueba de amos, es^rim 
siilictentetucntc acreditados por el solo hecho de ^ 
las gestiones conducentes a obtener la derogación n modifica- 
ron del impuesto aludido. los afectados por dicho gfaváiiien se 
vieron en el caso de abstenerse de ejercer su profesión, clau- 
Mirando sus consulturios y emigrando muchos de ellos del terri- 
torio de la provincia, en priora, sin duda, de las K araii(J;-. y 
derechos que allí se les negaban con obstinado designo 
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(jW una ley asi restrictiva tic! ejercicio rrgular (ir una ]tru- 
it-j.in tiu vMo iiinf&i sino estimulada m nulas partes ¡>or las uta- 
>ore- franquicias, en mérilu de su estrecha vinculación con los 
m&> aítws intereses s..ciale.>, y qiiL- en el caso gravita con iiií'lc- 
xihle im|Niüieinii lo mismo suljre el cincuenta que soltrc el cien 
por ciento «le la retribución que perdl>e el ci>ntribti ventr ; mía 
sanción tributaria que persigue y hostiliza a una institución pfo~* 
írsional hasta anular su ruiicictnaiiiicnto desalojando en iua>a 
la aliMilmn mayoría de sus tactores eseuciale:,, & a nulas tes 
atentatoria lie tíis dcicehus y garantías que la Constitución eoti- 
sagra en mi extructura general y es|>cc ¡afínente en sus arts. 14. 
E6 y t7, en cnanto establecen el derecho de traltajar y ejercer 
luila industria lícita, la igualdad como liase de impuesto y de las 
cargas públicas y la inviolabilidad de la propiedad, principios, ga- 
randas y derechos que de acuerdo con el art. 2A no pueden ser 
alterados pr las leyes que reglamenten su ejercicio. 

La ley que se impugna en esta demanda, es reglamentaria de] 
dereclí'S de. ejercer una proefsión lilieral y la jurisprudencia de 
esta O trie ha deeitlido al res|>eeto que una ley (fe esta naturalc/a 
ii' i pueble eunstitticionalmcnte alterar el derecho que rstá lla- 
marla a reglamentar, al que debe conservar incólume y en su in- 
tegridad. sin extinguirlo ni aún menoscaliarlo en todo o en par- 
te, pues tal es el alcana- i|ue los constituyer han querido dar 
al precepto ci institucional aplicable (Fallos, tomo 128. pág. 45,1. 
considerando 11): estableciéndose, asimismo, que la garantía 
consagrada |>nr el art. 16 de la Constitución en lo que a im- 
puestos se rctien-, no importa otra cosa que impedir distincio- 
nes arbitrarias, hispí radas en el propósito manifiesto de hostili- 
dad contra determinadas personas o clases (tomo 132. pag. 418) : 
y en tiu. que los gravámenes pueden ser más u menos elevados 
a discreción del Poder Legislativo, con tal de que no iui|iorteu 
el ileso tullimiento de ese derecho sobre el que descansa la or- 
ganización de las sociedades civilizadas, pues no serta admisible 
que a la sombra ile la facultad impostitiva del [XKler nacional, 
provincial o municipal, quedase suprimida la garantía de la in- 
violabilidad de la propiedad por itupiisiciones que constituyan 
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uan exacción sobre el referido derecho, por restricciones excesi- 
vas o prohibiciones injustas impuestas al ejercicio del mismo 
« Palios, tomo 140. pág. 19K entre otros). 

Que en cuanto a la argumentación de- la defensa, no mo- 
difica ta voracemente la situación en que coloca a la provincia 
demandada la acción que se examina y antes bietl corroí >ora los 
lincamientos fundamentales de ésta al expresar que la patente 
establecida responde a? proixísito de destruir el sindicato médi- 
co organizado en la provincia, sobre la liase de estatutos que im- 
piden la asistencia gratuita a los enfermos pobres. El carácter 
hostil y persecutorio del gravamen está, pues, explícitamente de- 
finido no ya .sólo j>or sus resultados, sino por la propia alega- 
ción defensiva, que no formula reparos al respecto en atención 
-in duda a las razones de orden público y de moral profesional 
ce, así como al designio de hacer de la medrana un mi- 
ado, un verdadero sacerdi*cio, estableciendo que los 
servicios gratuitos que se requieren en el caso implican una «obli- 
gación de humanidad» y «pie la ley (pie la preceptúa e* moral 
en el más alto u,r;ulo porque obliga a cumplir con los «deberes 
que impone el imperativo interior a toda conciencia humana s>. 

Alwtracción hecha del antecedente que registra la prueki de 
mw de que el sindicato médico referido desapreció mucho 
tiempo anres de que se dictara la ley de intentes que impugna la 
<len tanda, procede en todo caso observ;ir que la tesis de la de- 
fensa se aparta del terreno de la legislación i>ositiv;t para invadir 
el fuero interno de la conciencia, reservado a Ditas v exento de 
Ja autoridad de los magistrados ( Constitución, an." 19). snste- 
niendo cpie se puede inculcar por ley mediante apremios pecu- 
niarios, el culto de virtudes superiores que radican substancial- 
mente fuera del alcance de los preceptos legales y jurídicos. «Los 
deberes que iuq>one el imperativo interior a la conciencia huma- 
na», no han podido; pues, por sí solos, constituir la l>ase de la 
lev impositiva aludida; con el mismo criterio c iguales razones 
se ]Ktdria gravar en idéntica forma a los i «maderos, a los far- 
macéuticos, etc., porque no suministran gratis a los pobres el 
pan y los medicamentos, y en el mismo orden de procedimien- 



FAt.roS Dr LA CORTE SUPREMA 



tr* llt-jjíir hasta í;l implantación fiel comunismo ile Estado a ijue 
se ha referid., esta Cura- en su fallo del tomo "X, p%¿ 5|. 
es* test* Ja "Mirpación por ta legislatura de todo* |« s ikwdwK 
individuales y la absorción por H "..bienm del capital y la pm- 
ptedad f>rivada. 

En la *i]ii'iici;i de la Corte Suprema de los Kstad-is l Hi- 
dos íjire se cita |>or el iS procurador general, doctor .Mal un/... 
ni t i tnitiM 12K. pág. 440 de los Kallos de este tribunal. et jwpe 
Milk-r díjO: *Es Hcejjsatio reconocer que existen derulms pn- 
«telo, en t.dns los piTiÚTiiiis libres, fuera del contralor del As- 
tado, i n gobierno .pie mi reconozca tales derechos, qife man- 
tenga las vidas, la libertad y la propiedad de los ciudadanos su- 
jeta n¡ indo tiempo a la absoluta disposición e ilimitada revisión 
aún de ln> más democráticos depositarios del poífer. m. al íii> 
> ;i1 i:i,Ni - "ada más de >\m- un desj»otÍMiii>», 

V eSía t "..ríe Suprema, juzgando un caso vn míe fué parte la 
misma provincia demandada, estableció «pie los altos fiÉÉs tfe 
saneamiento social, aún reíiriénduse. al loahle empalo de com- 
batir lu> males más abominables que pueda sufrir una colecti- 
vidad, un autorizan, sin embarco, el quebrantamiento de prin- 
erpins orgánicos y leyes íundatiivnlales del país, v menos si ¡a 
trau^ R> ió n mmh , !t . 1(IS ]MU \ vr ^ m |. :st . l(Iü y Cl| . uuln sc :irf|i . 

tran en nombre del bien público («maceas eta lunadas al margen 
de las instituciones, obteniéndose resultados opuestos a los pre- 
vimos nniut ocurre en el caso (Fallos. iom<> US, [lág. 65. cunsi- 
d erando u. pá^. soj, 

Pi» isio> fundamentos y de acuerdo con jo dictaminado 
por el señor iWnrador Ceneral, se resuelve hacer lu«ar a la 
«lemamla y se declara i no uistiti icii mal el an. 2" de la Ley de Pa- 
tentes .Ir la provincia de San Juan, de fecha ,10 de l>iciemhrc 
de 1926. en la parte impugnada, esto es. en el rubro «Médicos. 
5.f mu » pesos», así coniii los articulas 60. 64. 66, h7 y 75 dé Ja mis- 
ma ley. en mi aplicación a dicha patente, debiendo, en consecueu- 
San Juan devolver al actor en el término de 

veinte 
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uu„, comamos desde la notificación de la demanda. i\a, costas w 
alearan pt, r su orden, atenta la natural™ do | a cuestión're- 
Xontujuusr y ripnesto el p*¡fcl, archívese. 



V fl¡: J". - J. FiruxwM Al.- 
COliTA, — IÍOBKKTü Rlil'ETTO. 

Ji. GlITDÜ LaVAI.Uí. 



N Q T A S 



t on fcclia dos cíe Mar/..) de mil novecientos vcintiin-h,. fué 
^tomada ,«r la Corte Suprema la amencia pronunciada ,x>r 
la támara 1-cderal de Ablación ,1, U ílata. la mfc confirmó 
su vez la dictada por el juez helado del Territorio Nacional 
< el Uml.ut. m condenó a .fuljo Zacarías Uustos a pUtt añns 
de pns.on accesorias leales y costas del juicio, como autor del 
delito c e homicdio ^trjtdp en la jktmhkí de \\ V-iiili.il Uerk 
<*I ¡La chez y seis de Abril de mil novecientos veinticinco la 
Colomo San Martín, jurisdicción del expresado territorio 



m la misma fecha fué confirmada, talmente, por la Cor- 
le ¡suprema a la sentencia ] pronunciada por la Cámara Pederá I de 
Ablación de U Plata, la que confirmo, a su ve/, la dictada por 
el juez Letrado riel Territorio Xacinnal de Santa Cruz, que con- 
deno a Damián Galván a sufrir la pena de reclusión tn-r^tua 
como autor del delito de cuádruple homicidio ^r^rado en las 
personas de Eustaquio Jerez, Andrés Honet. Enrique Vlmonarid 
y Manuel Vargas, en jurisdicción del expresado territorio. 
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l.n in rtifsiíía («vlia íttc nml'irmaíla i u u- fa Gnu- Suprema 
fii -i-mniria prtmttlitñada |>< «r 1¡t l 'amara fV4rr.il <1¡ VpdíH'tMtt 
«le l:i l'tata. la tpte ja »u vrv íit I irti »:i la di i ftlv>¡£ Letrado ifr! Ti- 
rntoífci ^aefcaníil d<- ta Paíñpa tV-iitraí, cu citmitu u ln rtiííftcíi- 
eum <U-\ (Mito fni|iutíifitj, ih.HÍiiV;md<>la m inani.. ;i la ¡nMialKlml 
impiu-ia. la qW mlum a ditv \ seí*. arin> y üH'dtu ríe [WÍ^jíi. 
i\[ ve .1.' Ea (!«• wittlr año- .!« l:t tiu-iiri |n-mt, a (jia* ftt¿ '-*'iii-lc- 
■ í i ""i' > f • pi ■ M é'. t*»»wii aiifÁir ; iU4it(i 'i- 
iiMinifidii. j-i- **irado «>ij i:i | u • -una il*,' l'tsámi fifi; rl ilia II tte 
Xnvii'ínl.r, ■ ni i; ¡-LitaiM fien, mimada <i!.a veintltré-s*. 

¿nrtMilcáOti tk> dicho u n itor iu. 



fin di>- ■]■! mi>mo, la f,'"¡i,»rté Suprema ii" I»Í/«» hijínr ai nrtir- 
rife" (piejíi «I- ti- -.i. tt'.:i di I t*xin»n'tlitmítii dr] an. N rtt* la 
ley -IX. ii)t<-r]:iif»iu | -i ir don Ydolot Lén-nra contra r*-$oUieión de 
1;* Su]. runa r.,r;,- dr ln ¡'t..v¡-ui:: t\r Vive-, iTommeta- 

da ru »¡ jttk-ii. seguido muirá h -i,,-. d\d anónima de si-yun i.» 
ISiti 'a lliüia, tu .r drv« iltmiiti d« diñen i. cu ivl'i'-u fíe ((tu- ln 
i]l,H* M- itiu !!!"'•:! tfü i ! ivciir*-o ríe rrvidi'i. nwi-to *t t r ln- arN. 
J II «Ir la lev 5fl \ A" dr fa -P»5.-\ n--¡ w'Im «K' r-.-tHrtiviro deíiníii- 
va-s prwin'tiriadaí; jt«r rila, \ ponim- H art, d<- la misma lev 
•K>55* Sillo «!'.: ;U'!ii"(l'Ir m Ufs ra-<- ■|irt'VÍsÍ<J-s |iu| rl an. 14 
.le la Iry -1S. iriijir» k-itli m d ca-o. 



I!n la líiísitjfii iVi-iia, r.o 1 ■ í <> lugatf- ;i h '¡n-ía [hit cleticgacióti 
•lil rrirurso r\!ra«inl¡i!;ir¡n del an. 14, ley AK inuri>iii>i-i per tjo- 
na Antonio «Ir .\»ra til anins n-n Samuel Strinil n-rt;. |Hir t-dljro 
ti.- '!lqm>rc4 ni una incitlrsuia snlirr jurisdicnóti y tii»lai%i 
prfviiuivii. cu razón di- halirrsi- «lcHaratlu la | indiciaría tlv\ 
furnj fnlrral invoiadu |mr el -Uinainl.nKr y rlr tratarse cu maiitn 
al aiilarn-n, <Ir una (k-osión <|iu' se limitó a interpretar itrcvrpl<»s 
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de orden prepssa], agregando une tes aris. 17 y 1M la Consti- 
UicfcHT, cuya inobservancia Se aU-ak,. llo K uardal»an relación di- 
recta c mínchala con I a cuestión plantóla v finalmente, ouc no 
n-a aphcal.le al ea», ,1 art. 5» de la U-y ^ en lo rekreme a la 
denegación «le justicia. 



En M.-U- del tiixiun mes no se Kfen lu-ar al recurso de he- 
dió; t«ir dtagnr&l del extraordinarin interpuesto «* dm, Ala- 
te» - AW»lft en autos con la >„cesión de Pctfco Dorabgiffiz 
l"T luirle dei^o la t amara Primera de de S 

W» mi recurso ,1, (|ll ,ja ( ,, ( | llin |M1| . h . |j)tTk . mh¡msá¡ d 
Jmv de r í.iMancta una apelación para ame la misma. en ra- 
«on de ,»«■ h, resolución de la r-f crida Oíma'ra no era la deti- 
"U,va q, el puní,,, ennu. lo rn,uiere el an. 14 de la lev 48; pues 
se trato de la interpretad*',.» de su pronia lev procesal al resol- 

" T ía ™ l|Wn «Mhi * prudencia ,/ improcedencia del 
recurso de r|ueja. 



bn nueve del inism , se hi/o lujíar a la rpieja interpuesta 

pur doña Zulen la Mitre en autos con la empresa l'ox fft m Ar- 
gentina, pnr un halarse expresado pef la recurrente que el re- 
curso interpuesto era el extraordinario y ser improcedente el or- 
dinario por un eneontrar.se emprendido en ninguna de Jas si- 
uiaeinnes previstas por el art. $ de la lev 4055. 



Con fecha doce del mismo se declaró mal concedido el re- 
curso extraordinario del art, 14. ley 48. interpuesto |H, r e! duc- 
tor Ramón Morey por cobro de honorarios en d juicio seguido 
|»nr Vicente Cajtarros contra Fernando Heinze. por rendición 
de cuentas, en razón de haber sido deducido fuera del término 
fijado por el art. 20K de la ley SO. el que SCfí ún jurisprudencia 
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consta ti te del tribunal, es fatal y corre aunque medie ntt peduto 
de aclaración o rectificación de algún error. 



En diez y m'¡s del mismo, no se hizo lugar a la queja iuter- 
[juesta ]M>r don Aquilio 1!. Katti t eii autos con don 1 11:111 Lajor, 
jiotíre enibargq preventivo, por denegación del extraordinario deí 
art. 14, lev 4^, <■» razón de que 110 tarta la simple invocación 
tic cláusulas constitucionales para la proceda iea¡ de dicho re- 
curso, .siendo necesario que se demuestre de qué manera ta cues- 
tión detaúda se vincula con la clám-nia constitucional invocada y 
de qué modo m- vulnera la garantía de la ley fundamental con 
el ídcance que le atribuye líi resolución que st* apela; a lo t|uc se 
agregata que las garantías del art. 1S de la Constitución ¡ndis- 
peusahlc \<irn la seguridad de los derechos, dt las personas 110 
sufren metiosíábo alguno cuando se trata de una medida de se- 
guridad dictada por un juez que se atril uiye jurisdicción ¡sita 
dictarla, y finalmente, que la decisión apelarla, un eniUirgo pre- 
ventivo, no reviste el carácter de sentencia definitiva indispensa- 
ble para ta procedencia del recurso extraordinario. 



Con fecha diez y seis fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada jKir ta Cámara Federal de apelación 
del Paraná, la eme impuso doce años de reclusión, en lugar de 
ia de quince años de la misma pena que le fuera impuesta al 
procesado Cresceucio Moreira, por el señor Juez Letrado del 
Teritorio Nacional de Misiones, como autor del delito de viola- 
ción y estupro, penetrado en la persona de la menor Irma 
Nordíors. en el jiaraje denominado líonipland Norte, jurisdic- 
ción del expresado territorio, é día 2^ de Octubre del año l*>24. 
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Kn ta misma fecha fué con firmada, igualmente, la anuncia 
pronunciada |>or la Cántara Federal d<* \|telacióu del 1 'araná, 
la <[tic confirmó el fallo apellido, ui cuan lo a la calificación del 
hecho, inhabilitaciones del art. 12 del Código Penal y costas y 
lo modificó en lo relativo a la represión, condenando a prisión 
perpetua al procesado l*aulino López, en vez de la pena de re- 
clusión tpie le fuera impuesta por el Juez Letrado del Territo- 
rio Nacional del Chaco, como autor del delito de homicidio y 
rol>n per]>etrado en la persona de Lorenzo < )jeda. en Quitilipi, 
jurisdicción del expresado territorio, el dia 12 de Abril de 192.1, 



En la causa criminal seguida contra Miguel (."naves |H>r el 
delito de homicidio perjurado cu la |K-rsona de Mañano Ba- 
rroso, ocurrido en la estancia «aL Achila», jurisdicción de <ie- 
neral Acba, territorio de la Pamjia Central, el dia 17 de Febrero 
del año 1926. el juez de la causa condenó al procesado a sufrir 
la pena de doce años de prisión, accesorias legales y costas, sen- 
tencia cpie fué confirmada por la Cámara Federa) de Apelación 
de La Plata. Elevados los autos a la Corte Suprema, el tribunal 
con fecha 16 de Marzo de 1928, reviró el fallo recurrido y con- 
denó al procesado a la pena de seis años de reclusión y acceso- 
rias legales, en razón de tratarse de un homicida sin malos an- 
tecedentes, ele buena conducta, sin vicio alguno y trabajador y 
|>or<]iie entre la calificación tlel art. 79 del Código Penal y el 
art. 81, inc. b) media la diferencia, cu cuanto al máximum de 
las penas respectiva de veinticinco años de reclusión o prisión 
a seis años de reclusión, por lo (pie corrcs|M>ndta encuadrar el 
delito en el último art, e incisos citados del Código Penal, y apli- 
car al reo la pena establecida en su grado máximo. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja interpuesta 
p«»r francisco Mazzeo en la causa seguida al mismo por honiici- 
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dio. fpnr nr> aj>arecei- <pn* ! mi riera deducido para ante d iriltunal 
recurso alguno < jn. (e [«¡íbiese -.ido denegado. 

Eri h misma íedia ];i i nrk> Stqir^tisii prdeuó se ocurriera 

donde cor«v«j la eo te rjíteja elecínctOa pgft» éwi Ramón Sosa. 

contra, d Juez l'Vderal de Mniduza, |K>r no tratarle cíq nia^iino 
de los Qsth pivvM.» ni lis ;irt.s. !l» y 11 de h ley 4' 155. 



En la nmim íceha se desestimo la ijíi^á interpuesta oar 

tiíía V alatli gefcolsky en Ea causa que *» k sienta por homici- 
«li'i. por liahcr sido rsciidia la cuestión detiaiida. aplicando e in- 
terpretando dt-.piisicúnn> iid tYjdigjíi IVnal. lo fitlg es ajeno ai 
recurso extraordinario dd ait. J 4. ley 4S, denegado, y no ser 
su íiiiri ite para la procedencia del misino d hecho de ([Lie d tri- 
hmal di aj dación, al ai#CíUf Jos precepto* Ir^ales referidos, 

le atribuyó el recurrente. 



Jml la misma tedia se declaró mal concedido el recurso ex- 
tríiordhiarío interpuesto por don \ icíorin Yetamauti eu los autos 
seguido \mr doña (¡loria Tejón d« López y Lú->ez, \n*r desalojo 
de im cartípOj cu razón de que la sentencia recurrida se había 
limitado a resolver la cuestión debatida, aplk.mdo e interpretan- 
do disposiciones de la lev 1 1.17U. 
colas, incorjmrada al Código C ivil. 



Hn la misma í celia se declaró improcedente la queja inier- 
¡inesi a|K»r el i'roniradnr Fiscal de la 1 amara Federal de Ape- 
lación ÜC la Capital en los autos «Diez, Cándido, apelando de 
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wii'i resolución de impuestos internos», por denegación del rc- 
airso ixtiraordinario. en razón de míe la sentencia apelada se 

Impuestos hitemos se hallaba prescripta por el transcurso de! 
ti*.ni|Mi. de acuerdo ron (o dispuesto ]H)r el arl. o2. oíc. 6' í y 07 
del Código Prual, sin relación alguna. |«»r U> tantu. ron la ley 
4550. sobre perertcióil de instancia. 



Eíi veintitrés del mismo, se declaró no haber hi^nr a ia que- 
ja deducida por doña Francisca Gas|Kirry de Ksswein. en autos 
con don Alberto Ksswein. sobre divorcia, en razón de (me la 
excepción sobre falta de |»er sonería de la actora ínc resuelta por 
aplieación e interpretación de disposiciones del Código Civil y de 
Procedimientos, extrañas, pnr lo tanto, al recurso extraordina- 
rio interpuestu ; agregando el tribunal, míe las cinulicioues que 
la cosa ju/gada del ie revestir dependen del derecho común, aje- 
nas al expresado recurso en cuanto no afecten un titulo nacional 
o uu derechu fundado en la Constitución, un tratada o una ley 
federal. 



ivu la misma fecha fué con firmada j>or la Corle Suprema 
la sentencia pronunciada |>or la Cámara Federal de Apelación 
de ÍM Plata, ti rpte a sn vez. con firmó la dk.tada por el Juez 
Letrado del Territorio Xacional del Kio Negro, mte condenó a 
Xicndi-mn Alhanese a la pena de diez y seis años de prisión, co- 
mo autor del cielito de homicidio perpetrado en la persona de 
N'icodcmo Seídi, el día 23 de Diciembre de 1920. en Colonia Ge- 
neral Roca, departamento del mismo nombre, jurisdicción del 
egresado territorio. 



Kn la misma fecha se declaró improcedente el recurso ex- 
traordinario interpuesto ]ior don Leoncio de Tai'»! en los autos 
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(pe té seguía la sociedad Rcdin y Cía., sqíbre cumplimiento de 
contrato. por tratarse del cumplimiento de una sentencia t jecu- 
toriada. 

- 



En la misma fecha no se hizo lugar a h t ,ueja deducida por 
d.-n Kntesto Liñd tu los autos seguidos ai mismo por don liau- 
tista Trossero. sobre ejecución lu^m-caria, en razón de que el 
recurso extraordinario deducido y dentado lo fué en un juicio 
ejecutivo en el que las decisiones no son definitivas, y además 
jorque Ta cuestión debatida fué resuelta aplicándose e interpre- 
(ándose preceptos ríe orden pr.»cesal. lo que es ajeno a ttfdio 
recurso. 

Kn veintiocho del misino el tribunal declaró, en la queíi de- 
ducida por Ayliar, francisco. p*ir retardo de justicia, que el an. 
y de la lev 4055 no comprendía los recursos por retardo o de- 
negación de justicia corres| tom I ¡entes a causas seguidas ante la 
jurisdicción ordinaria de la Capital, sinó a las tramitadas aíite lo 
Federal. 



E« la misma fecha se declaró improcedente la queja inter- 
puesta por «Avhar. 1-rattciseo, apelando de una resolución del 
Juez CV-.ívioiiat», ihii- denegación de] recurso extraordinario, 
en razón de que la decisión recurrida se había linütado a decla- 
rar Ja ¡«competencia de la justicia local |»ara intervenir en el 
juicio, de lo que no aparecía que se le hubiera desconocido nin- 
gún derecho, exención o privilegio fundado en la Constitución, 
tratados o leyes de la Nación, y porque las cláusulas de los ar- 
tículos 14. 18 y 19 de la Constitución no jíuardaUm con la in- 
competencia del señor Juez. Correcional, la relación directa e 
inmediata necesaria pira la procedencia del recurso denegado. 



Cotí fecha treinta fué confirmada por la Corte Su| trema la 
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sentencia |>rcmuucfette por la Cámara Federal de 1.a Plata, míe 
al pmeetótfo Valentín Di Sal vi y Cortes, a la pena de 
Mi y seis años de reclusión, como autor del delito de homici- 
dio i«er|H-trado en la |»ersona de Carlos Uustraizzo, en la Capital 
del Territorio. Nacional de la Pampa Central, el día 15 de Di- 
ciembre de 1926, 



Fu la misma fecha fue confirmada |>or la Corte Suprema, 
la semencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de U Plata, la que confirmó, a su vez, la dictada j>or el Juez Le- 
trado del Territorio Nacional del Chulmt, que condenó a Nolas- 
eo Sautibáñes a sufrir la jiena de quince años y medio de pri- 
sión, accesorias del art. 12 del Código Penal y costas procesales, 
como autor del delito de homicidio impetrado en la |>ersoua de 
Seguida ViHahlanca. en Castres» jurisdicción de dicho territo- 
rio, el día 4 de Fchrero de 1926, 



Fu la cansa criminal seguida contra Angel Kondanina y 
Luciano Caneo, por el delito de homicidio impetrado en la per- 
sona de Juan Arguindcgui, el dia 15 de Mayo de 1926 en el 
paraje denominado Xueva California, jurisdicción del Territorio 
Nacional del Wuquen. el Juez Letrado de dicho territorio falló 
fe causa condenando al procesado Roiidauiiia a sufrir la [>eua tfc 
winlc años de prisión, accesorias legales y costas del juicio, y a 
Luciano Caneo a la de doce años de la misma jk-iw, sentencia 
que fué confirmada por la Cámara Federal de Ablación de U 
Plata, en cuanto a la calificación del delito, la modificó fijando 
en 1S años de prisión y absolvió «le la acusación a Caneo, [lleva- 
dos los autos a la Corte Suprema, el tribunal con fecha .10 de 
Marzo de 1928, confirmó, igualmente, la sentencia arlada en 
enante» a la calificación legal del delito y la modificó en cuanto 
a la duración de la |iena impuesta a Rondaniiia. reduciéndola a 
die* y seis años y medio. 



